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Acquarone, don Kduardo. contra don Luis, Agapitu y 
Jpse Bálbiani, ]K»r usur|>ación de nombre y falsas enun- 
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Administración tic los Ferrocarriles del Kstado, en autos 
con don Ricardo Adiával. por daños y perjuicios. Re- 
curso de lieclió 233 

Alió, don Enrique, |>or la Provincia de Buenos Aires, con- 
tra el Mar del Plata Golf Club, ¡por reivindicación; so- 
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Aragón, don Manuel de. contra el Banco el Hogar Ar- 
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Arias, clpii Manuel, y Prado, dótt Juan José, en autos con 
don Cayetano Luraschi, sobre desalojamiento; Recurso 
de hecím • 22 9 

Astengo, don Enrique, en autos con don Pascual Caciro, 
vibre repetición de pago. Recurso úé hecho 

Astengo, don CinriqúC, en autos con don Pascual Caein». 
sobre repetición de pago. Recurso de hecho 2^2 
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Balbiáni, don Luis, Agapito y José; en autos con doii 
Eduardo Acquároiié, l>or usurpación «le nombro y fal- 
sas cnurtáa¿ipfics 1 $ 

Banco de la pación Argentina en auto* con los señores 
Gíaiiglini Uiiós*. sobre ejecución de prenda agraria; 
(incidentes de torcería |H»r mejor derecho deducido por 
dótt Knrique Truel ). Recurso de hecho 73 

Banco de la Provincia de Mendoza, contra doña Julia 
Goúlpn de Carette y otros, sobre cobro de pesos K 

Banco Kl llagar Argentino, en autos con don Manuel de 
Aragón, por cumplimiento de contrato y daños y per- 
juicios; sobre cpiiq>etenc4a 4*5 

Báhcb Francés del Rio de la Plata, contra la Provincia de 
Contentes. ]M»r cobro ejecutivo de |»csos; sobre oonce- 
ción del término extraordinario de prueba .Vjo 

Banco EtipOtecafiq Nacional en autos con don Miguel 
Ardohain. sobre colín» de pesos 14- 

Banc^PrdVineial de San Juan contra don Aniceto Tinto 
y don Luis Morohio, |*>r malversación y defraudación 
de caudales públicos; incidente sol-re falta de i>ersone- 
rta 423 

Battagtiese. doña María < >netto de, en autos con don Ale- 
jandro Vega, i>or cobro de pesos. Contienda de compe- 
tencia ! " 
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I laude] Mcstres y otros, en autos con don Alejandro I 'ñe- 
ro, j or injurias. Contienda de competencia 

líen ventilo y Cía., contra la Provincia de Corrientes, so- 
lirc cobro de pesos. Excepción de "litis pendencia*' . . 

ÍJlanch, Mérmanos, en autos con la Sociedad Anónima 
"IvI Paraíso", (su concurso), sobre ejecución de hipó- 
teca. Recurso de hecho 

Boero. don Alejandro, contra don Emilio Baudel Mes- 
tres y otros, ¡)or injurias. Contienda de icon^eténciáv. 

Bourdicu, «Ion Pedro Emilio, contra la Municipalidad de 
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Brntti. don Constantino, contra el Ferrocarril Central 
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Brunetti. don Carlos, contra don Juan Traverso, sobre 
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Calmllcro Vieyra. don Tomás, contra la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones Civiles, sobre devolución 
<lc descuentos 

Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, en au- 
tos con don Tomás Caballero, sobre devolución de des- 
cuentos - J 

Calaniia. don José, en autos con don Domingo Parndi, 
(su succión;, sobre alimentos y "litis exi^nsas''. Re- 
curso de beclio 

CalandrieHo, Nicolás, sumario, por atentado a la salud 
pública. Recurso extraordinario 

Camus, don Máximo, en autos con la Sociedad Anónima 
\Va?yss y Freitag. sobre cobro de pesos. Perención de 
la instancia. Recurso de hecho 

Carene, doña Julia Cottloñ de. y otros, en autos con el 
Banco de la Provincia de Mendoza 
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Carnevali. don Livio J.. contra don Xatalio <i. Marcnco 
y la sucesión de doña Catalina Manía de \f arengó, por 
división de condominio 50 

Carranza Lucero, don Antón!»», contra don Aarón Dvor- 
kin. sobre violación 4e eorrespotideitcia y substracción 
de valores. Competencia negativa 4üí» 

Car reirá, don Francisco, contra el Ferrocarril del SiuL 

sobre cobro fie pesos 212 

Castr » Rodríguez y Cía., contra el Ferrocarril Oeste, por 

' levi ■Ilición de fletes ........ J\¿ 

Cervecerías Argentina de (Juihnes. Palermo, Buenos Ai- 
ro. Schlau >■ Norte, contra el Gobierno de la Nación, 
por devolución de sumas pagadas 2^7 

Colina Moro, dón Jai re. en la causa seguida en su con- 
tra, y Gregorio Colina Munguira, por usurpación de 
.propiedad y hurto de maderas. Recurso de hecho ... 365 

Compañía Attglp Argentina de Tramvays contra las Obras 

Sanitarias de la Nación, sobre cobro de |>csos 425 

Compañía d* Seguros "La Continental**, en autos con don 
Juan Luna, sobre cobro «le |>csos 70 

Compañía Francesa de Ferrocarriles de Santa Fe en autos 
con don Manuel Y. Maurc. sobre restablecimiento de 
servidumbre de tránsito 213 

Compañía Vitivinícola de Mendoza, en el juicio -por eje- 
cución de sentencia seguido por los señores Gaicano y 
Villalonga contra la Provincia de Mendoza 21© 

Coustanzó. Antonio Francisco, por retardo de justicia. 

Recurso de hecho • 362 

Correa, doña Rosa, contra la Municipalidad de la Capi- 
tal, sobre devolución de dinero 333 

D 

D'Angelo, don Antonio, ablando de una resolución de 
.Vluana 20 
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De la Clarnia y Cnm|Ktuia contra el Ferrocarril Central 

Córclolia, ¡M>r devolución de fletes 2|2 

Delcassc, don Carlos, y otros contra el Gobierno de la 
Xación y la Sociedad Puerto del Rosario, sobre inden 
nización de daños y |>crjuidos ... a . tft> 

Delgado, Baltasar y Medina Antonio, criminal, contra. 

|u>r violación • 234 

Departamento Nacional de Higiene, en autos con don 
Gerónimo (Itiznián, |x>r infracción a la ley número 4687, 
sobre funcionamiento de farmacias 47 

Diaz Balboa, don Carlos, en «autos con los señores Por- 
tillan y Busti, sobre usurpación de p^érite- liecur- 
so de hecho 400 

Domínguez, José, criminal, contra, por homicidio. Re- 
curso de hecho 232 

Dreyfus. señores Louis y Cia.. ofreciendo información 
sumaria a efecto de declarar adquirida la propiedad 
sobre el pontón "Flor del Plata" 245 

Dunand, don Julio, en autos con el Fisco de la Provincia 
de Buenos Aires, sobre cobro ejecutivo de pesos. Re- 
curso de hecho 229 

Duran, don Alfonso, contra la Municipalidad de la Ca- 
pital, sobre consignación • . . . 147 

Dvorkin, don Aarón, en autos con don Antonio Carranza 
Lucero, sobre violación de corresjionclencia y substrac- 
ción de valores 4°^ 
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Embajador del Reino de Kspaña formula denuncia jwira 
la correspondiente investigación, por actos de sub- 
versión y conspiración -contra aiiuePEsradov-^rUiLj^ 
realizan en el centro "Casal Cátala * Ji 

Kmprcsa del Puerto «leí Rosario, en autos con doña Car- 
lota Vclazquez de Ocampo y otro, sobre expropiación 152 
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IJspindoJa, doña Carmen V. de. contra la Provincia de 
Santa Fe. por cobro de .pesos: Sobre prórroga para 
contestar la vista conferida de la liquidación presentada 435 

Hsc|uiii. Juan, criminal, contra. por homicidio 7K 

Etáicgorry, don Pedro, en autos con don Bartolomé Pó- 
dcstá, sobre desalojo 168 

Exhorto librad»» i>or el Juez en 1» Civil de la Capital, 
doctor Marcos A. Figueroa al Juez Letrado del Terri- 
torio Nacional del Chubut, en el juicio seguido i>or doña 
Sarach Venn de Carrejas cont ra don Ensebio Carrejas, 
sobre divorcio y separación de bienes 2()<» 

F 

Fama. Vicente, criminal* contra, [*»r homicidio 70 

Fernández, Asunción. Lucilo e Irene»», criminal, contra, 
¡n»r homicidio - 77 

Ferrocarril Buenos Aires al Pacifico en autos con los se- 
ñores Gliirardi y Serra, por devolución de fletes 200 

Ferrocarril Central Argentino en autos con Carlos y 

U>rico Síiefel. |M>r devoiución de fletes 212 

Ferrocarril Central Argentino en autos con la Municipa- 
lidad de la Capital, por reivindicación. Competencia 
negativa 22 5 

Ferrocarril Central Argentino en autos con los señores 

Lardizábal Hermanos, por devolución <le fletes 212 

Ferrocarril Central Argentino en autos con los señores 

López y Compañía, póf devolución <le fletes 212 

Ferrocarril Central Córdoba en autos con IX' la Carina y 
Compañía, por devolución de fletes 212 

Ferrocarril Central Córdoba en autos con don Constan- 
tino Hratti. jM>r devolución de fletes 212 

Ferrocarril Central Córdoba en autos con don Jaime Aa- 
rón Kosas. por devolución de fletes 212 
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Ferrocarril Central Córdoba en autos con don José A. 

Paoletti. j>or devolución" de fletes • 212 

Ferrocarril Central Córdoba en autos con don Salomón 

F. Matar. |>or devolución de fletes 212 

Ferrocarril del Sud en autos con don Dámaso Gómez, 
# sobre cobro de pesos. Exhorto librado por un Juez de 
Comercio de la Capital Federal a otro de igual clase 
de la ciudad de Mercedes. Provincia de Buenos Aires . 174 
Ferrocarril del Sud en autos con don Francisco Ca- 

rreira. sobre cobro de pesos • 212 

Ferrocarril del Sud en autos con don Isidoro Llargues, 

sobre cobro de pesos 212 

Ferrocarril del Sud, en autos con don Juan y don José 

Móntaldó. sobre cobro de pesos 212 

Ferrocarril del Sud en autos con los señores O.arriz Her- 
manos, sobre cobro de pesos 212 

Ferrocarril del Sud en autos con los señores Narbaitz, 

Salgado y Cra.. por devolución de fletes 212 

Ferrocarril del Sud en autos con los señores Verde, To- 

melli y Cia„ sobre cobro de pesos 212 

Ferrocarril Oeste de Rueños Aires, en autos con don Luis 
Sácala y Compañía Limitada, Anónima. Comercial y 

Ganadera, sobre (¡evolución de exceso de fletes 51 

Ferrocarril Oeste, en autos con don Pascual B. (iuida. 

soLrc daños y perjuicios ..• 39 

Ferrocarril Oeste en autos con los señores Castro Rodrí- 
guez y Cia., por devolución de fletes 212 

Ferrocarril Pacífico, en autos con don Domingo Me- 

laudri. sobre daños y perjuicios 47 

Fisco Nacional contra d<in Litis Pastoriza, sobre cobro 

de pesos 2 5° 

Fisco Xaciona). en autos con don Domingo Meccia; sobre 

cobro de pesos 6 5 

Fisco Nacional en autos con la Sociedad Anónima Cerve- 
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céría Palcrnio, sobre devolución dé dinero abonado j*>r 
concepto di; impuestos ¿77 

Fisco Nacional en autos con la Sociedad AnónKua Cer- 
vecería Argentina Quilines* por devolución de impuestos 286 

Plores. Benedicto; criminal, contra, por homicidic 3^ 

l-'onl Motor Company. ajelando dé una resolución de 
Aduana. Recurso de hecho 12* 

Freijó. doña Elena, contra la provincia de Mendoza, so- 
!.re colín» de pesos . *. - 14O 

libias Bosch, doña Constanza Kscriña Büngé de, contra la 
Provincia (lO ISntre Ríos, ]>i»r devolución de sumas de 
dinero . . . 353 

Prisforifico Armour de La Plata contra el Gobierno de 
la Nación, sobre devolución dé impuestos 1S0 

Puentes, Segundó, José Jara (a) **El Pulga" y José Os- 
car Rivera ia> "El Zorro", criniinnl. contra, por ten- 
(ativá de homicidio, asalto y rol>0 74 
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Gabay, don Emilio, en los autos seguidos por don Fran- 
cisco Francioni y Cía., contra don Kniilio Ciakiy y José 
Iturrat. por cobro de <]k\s(»s. Recurso de hecho 77 

Qarciá Vás<|uez, criminal, contra, por homicidio. Recurso 

de revisión 77 

Carera, don Gumersindo, en autos con don Pablo iSriozzo. 
sobre desalojamiento. Recurso de hecho 401 

Garriz Hermanos contra el Ferrocarril del Sud. sobre co- 
bro de pesos • 212 

Gaspari. don Juan, en autos con doña Angela Rey, sobre 
nulidad de sentencia y desconocimiento de hijo natural. 
Recurso de hecho 399 

Ghirardi y Serra contra el Ferrocarril Buenos Aires al 

Pacifico. i>or devolución de fletes 200 
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Giménez, don Pedro, en autos con dona Julia Pegullo de 
Chicsino. iH>r desalojamiento. Recurso do hecho 3"2 

(iirenl. don José L.. en los autos sucesorios de clon José 
A. Gircrd, sobre desalojamiento. Recurso de hecho ... 366 

Gobierno de la Nación, en autos con don Salvador F. Na- 

tale, sobre cobro de pesos por concepto de jubilación . . 374 

Gobierno de la Nación en autos con don Zacarías Marioni 

y hermano, sobre cobro de pesos • 28 

Gobierno de la Nación en autos con el Frigorífico Annour 

de La Unta, sobre devolución de impuestos 180 

Gobierno de la Nación en autos con las Cervecerías Ar- 
gentina de Quilines, Palermo. Buenos Aires. Schlau y 
Norte, por devolución dé sumas pagadas 257 

Gobierno de la Nación y Sociedad Puerto del Rosario, en 
autos con don Cirios Dekasse y otros, sobre indemni- 
zación de daños y |)erjtiicios 80 

Gómez, don Dámaso, contra la empresa del Ferrocarril del 
Sud. sobre cobro de pesos, Kxhorto librado por un Juez 
tic Comercio de la Capital Federal a otro de igual clase 
de la ciudad de Mercedes. Provincia de Buenos Aires . 174 

González, Damián, criminal, contra, por violación y estupro 74 

Gregori, don Angel contra la Provincia de Buenos Aires, 

sobre rescisión de contrato 237 

Guida, don Pascual 15.. contra la empresa del Ferrocarril 
Oeste, sobre daños y perjuicios 39 

Gutiérrez Barrera, don Luis y don .Manuel, en la tercería 
de dominio deducida en los autos '"Juan de lliarlucca 
contra la Exportadora Argentina". Recurso de hecho 235 

Guzmán. don Gerónimo, apelando de una resolución del 
Deiwrtamento Nacional de Higiene, que le impuso una 
multa \nn infracción a la ley número 4087, sobre fun- 
cionamiento de farmacias 47 
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E-tobara, Reinhold. su extradición, solicitada jx>r las auto- 
ridades judiciales de Alcwania. -por los delitos de de- 
fraudación, falsificación y robo 

Hambra, don Rafael, en autos «tá doña Graciana Arbouet 
de Aróstegui. sol>re desalojamiento. Recurso de hecho 

Mérráh, don Benjamín y Cía-, ablando de una resolución 
de Aduana. Recurso de liedlo 



Jaurtguiberry, doña Francisca A. de. en los autos suceso- 
rios de doña Kzequiela Parcyra de González; sobre in- 
aplicahilidad de la ley. Recurso de hecho 

Juez Federal de la Capital, doctor Saúl M. Kscobar. eleva 
actuaciones producidas en el juicio "lítchevcrry. Man;*, 
contra Dubini, Luís.", con motivo de la negativa del 
Juez de Primera Instancia de La Plata, doctor Lucio 
Moreno Quintana, a remitir un documento original so- 
licitado "ad cffectuw videndi" y en calidad de "para 
mejor proveer" 
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l.afontatne. don Juan, en autos con don Rodolfo Dor- 
flinger, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 

Lardizábal Hermanos contra el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, por devolución de fletes • 

Leblieg. Francisco, y otros, criminal, contra, por homicidio 

Ledcsma. don Benjamín, juicio de deslinde. Recurso ex- 
traordinario 

Ledesma Sugar and Refing C<>. Ltda., contra el ferroca- 
rril Central Córdoba, por repetición: sobre iwrención 
de la instancia. Recurso extraordinario 
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Lcívíi, don .Manuel, en autos con la Provincia de Entre 

Ríos, sobre cumplimiento <le contrato 178 

Lcmcoff. don Manuel, en autos con la Socie<la<i Anónima 
Jewish Coloniza! ion Assocrátion, sobre rescisión <le 
contrato. Recurso de hecho 364 

Lconardelfi. <Ion Francisco, en autos con don Cupertino 
Otafio, sobre calumnias. Recurso de hecho 76 

Lobasso, don Juan B„ contra una resolución de la Cámara 
Segunda de Apelaciones en lo Civil de la Capital, que 
lo separó del cargo de Juez de Paz de la sección 27. 
Recurso de hecho 73 

Ló|>ez, don Domingo J„ en autos con don Enrique de 

Anchorena, sobre desalojamiento. Recurso de hecho . 399 

López y Compañía contra el ferrocarril Central Argen- 
tino, por devolución de fletes 212 

Luna, don Juan, contra la Compañía de Seguros "La 
Continental", sobre cobro de pesos 70 

Margues, don Isidoro contra el ferrocarril del Sud, so- 
bre cobro de pesos 212 
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Manetti. Lorenzo, su extradición, a solicitud de las autori- 
dades del reino de Italia, por quiebra fraudulenta . . . 359 

Marcngo, don Natalio G., y lá sucesión de doña Catalina 
Manía de Marcngo, por división de condominio; so- 
bre competencia 59 

Mariaca Pando. Oscar, su extradición, a solicitud de las 
autoridades de la República de Bolivia 394 

Marioni, don Zacarías y hermano, contra el Gobierno de 
la Nación, sobre cobro de pesos 28 



Mar del Plata Colf Club en autos con -don Enrique Alió, 
ejkh- la Provincia <lc Buenos Aires, por reivindicación : 
sobre excusación de los miembros de la Corte Suprema 348 
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Marques l>a Silva, Manuel Augusto, >» extradición, a .so- 
licitud de las autoridades dé Portugál 

Matar. Salomón F.. contra el ferrocarril Central Córdoba, 
por devolución (le fletes 

Maure, clon Manuel V. contra la Compañía Francesa dé 
Ferrocarril de Santa Fe. sobre restablecimiento de ser- 
vidumbre de transan 

Mema, don Domingo, contra el Fisco Nacional, sóbre co- 
bro de j>esos ¡ 

Medid del \ asedio, dpn L. sus herederos, sobre protoco- 
lización ele documentos. Recurso de hecho 

Melandri. don Domingo, contra la empresa del ferrocarril 
Pacifico, sobre danos y perjuicios 

Menvieüe Villáriuéva, don Pedro, en autos con la Socie- 
dad Hipotecaría Holandesa del Rio de la Plata, sobre 
cobrtí 'le pesos. Recurso de hecho 

Meyer Péllegrini. don Ernilió y otros, contra la Provincia 
de Buenos Aires, ¡«obre interdicto ]X>sesor!o 

Mini<ler ; "iseal contra X. X.. por atentado al tráfico 
ferroviario: sobre competencia 

Miranda, Angel; criminal, contra, por horicidio 

Bfonch, doña María Luisa Dominico de. contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires, sobre interdicto de despojo 

Montaldó. don Juan y don José contra el ferrocarril del 
Sud, sobre cobro de |»csos , . 

Morelli. doña Graciana Leo de. en autos con don Maria- 
no Pagliefcino, sobré desalojamiento. Recurso de hecho 

Morettini, Carlos, crimina!, contra, por homicidio .... 

Mórtola. Pedro V., en la causa seguida en su contra ]>or 
atentado a la autoridad. Recurso de liecho 

Mórtola. Pedro V.. en las causas seguidas en su contra, 
por insubordinación a mano armada con sii|>eriorcs je- 
rárquicos y atentado a la autoridad policial 

Mórtola. Pedro V. Recurso de habeos corpits 
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Mórtola, Pedro V. Su excarcelación bajo fianza . 140 

Municipalidad de la Capital contra el ferrocarril Central 
Argentino, sobre reivindicado. Competencia negativa . 225 

Municipalidad de la Capital en autos con don Alfonso 
Durao, sobre consignación 147 

Municipalidad de la Capital en autos con doña Rosa Co- 
rrea, sobre devolución de dinero 333 

Municipalidad de la Capital en autos con don Pedro Emi- 
lio Bourdieu, sobre devolución de sumas de dinero . . 307 
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Narbaitz, Salgado y Cía. contra el ferrocarril del S'ud, 
•por devolución de fletes 212 

Natale, don Salvador R contra el Gobierno de la Nación, 
sobre cobro de pesos por cencepto de jubilación 374 

Nogueras. Julio, criminal, contra, por defraudación. Re- 
curso de hecho 365 

o 

Obras Sanitarias de la Nación, en autos con la Compañía 
Anglo Argentina de Tramvays, sobre cobro de pesos . 425 

Ocamix>, doña Carlota Velázquez de. ¡y otro contra la em- 
presa del Puerto del Rosario, sobre expropiación 1 52 
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Palacio, doña Canuen González de, contra la provincia de 
Mendoza, sobre cobro de pesos . . . . 371 

Palomeque, don Alberto, contra la Provincia de Santa Fe, 
.por cobro de pesos 78 

Paoletti, don José A., contra el ferrocarril Central Cór- 
doba, por devolución de fletes 212 
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Pastoriza, don Luis, en autos con el Piso» Nacional, sobre 

cobro <le pesos 2 5 o 

Paterno! i. clon Antonio, en la causa seguida en su contra 

[*ir rapio. Recurso de hecho 366 

lVracca. d<)ri Felipe y Otros, en amos con el Banco Pro- 
vincia! de Santa Pe, sobre colírb <lc pesos. Recurso 

de hecho • 3«>** 

Perdomo. clon Pedro y don Andrés, contra la Provincia 

de lint re Ríos, por devolución de sivras de dinero 334 
Piola, don José, en autos con la Aduana de In Capital, 
apelando de una resolución de la misma. Recurso de 

Jiccho ••• 75 

Poder Kjmitivo Nacional en .tutos con don Manuel Ra- 
mírez Sanjíninctti. sobre jubilación 286 

PodestÁ, doña Paulina G¿ de. en autos con doña Mercedes 
Gómez de Lotunagne. sobre desalojamiento. Recurso 

de hedió ■ 3 r M 

Podestá. don Bartolomé, contra don Pedro Etchegorry, 

sobre desalojo '^8 

Podestá. doña Paulina G. de. en autos con doña Merce- 
des Gómez de Loumagnc, sobre desalojamiento. Recur- 
so de hecho ■ '• 2 34 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Angel Círe- 

gOii, sobre rescisión de contrato ?37 

Provincia «le Buenos Aires en autos con doña María Lui- 

.sa Dominico de. sobre interdicto de despojo 299 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Kmilio Me- 

yer Pellegrírií, sobre interdicto posesorio 3 6 7 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Róniulo An- 
drés Santiago Kaggio. sobre devolución de diñen» 143 

Provincia de Corrientes, en autos con el Raneo Francés 
del Rio de la Plata, por cobro ejecutivo de pesos; sobre 

concesión del término extraordinario de prueba 3 € P 

Provincia dé Corrientes, en autos con los señores Benve- 
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Provincia de Entré Ríos, en autos con doña Constanza 
Escrina Hunge de ¡trías Bosch, .por devolución de su- 
mas de dinero 353 

Provincia de .Entre Ríos contra don Manuel Leí va, sobre 
cumplimiento de contrato 178 

Provincia de Kntre Ríos, en autos con don Pedro y don 
Andrés Perdomo 334 

Provincia de Mendoza, en autos con doña Carmen Gon- 
zález de Palacio, sobre cobro de pesos 371 

Provincia de Mendoza, en autos con doña Elena Freijó, 

sobre cobro fie -pesos 149 

Provincia de Mendoza, en autos con «Ion Juan Toso y 
otros, sobre devolución fie sumas de dinero 125 

Provincia de Santa Fe, en autos con don Alberto Palo- 
meque, sobre cobro de pesos 78 

Provincia de Santa Fe. en autos con doña Carmen V. de 
Kspindoln. j>or cobro de j>eso.s; sobre prórroga para 
contestar la vista -conferida de la liquidación presen- 
ta • 435 

Provincia de Santiago del Estero, en autos con la Socie- 
dad Anónima Angel Braceras, sobre cobro de pesos . 341 

O 

Quesada. doña Clotilde Méndez de. en autos con don Ed- 
mundo Méndez, sobre división de condominio. Recur- 
so de hc'bo 74 

R 

Raggio. don Rómulo Andrés Santiago, contra la Provin- 
cia de Buenos Aires, sobre devolución de dinero 143 

Ramírez Sanguinetti, don Manuel, contra el Poder Eje- 
cutivo. Nacional, sobre jubilación 286 
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Rey. daña Angola, en los autos seguidos i>or don Jorge 
Lilis Roldan contra los señores Bravo y Coana. sobre 
tercería. Recurso de hecho ♦ 235 

Rivas. Alfredo, su extradición, a solicitud de las autori- 
dades de la República «le Bólivia 3 f X> 

Rosas, don Jaiine A a r on, contra el ferrocarril Central 

Córdoba, por devolución de fletes -i- 

Rossemberg, don Mauricio, su convocatoria de acreedo- 
res. Contienda de competencia 5 

Ruiz Huidobro. doña Carmen (íuifmú de. en el juicio 
seguirlo por don Francisco temos contra los herederos 
dé don Nicolás Cuma/íu sobre entrega de unos te- 
rrenos Recurso de hecho 2 7" 

8 

Snbatini. don Pedro, en autos con don José Muñoz, so- 
bre desalojamiento. Recurso de hecho 71 

Sánchez, dloil DpmiligO <>.. en autos con los señores Do- 
mingo K. Salalwrry y don Pedro Bcrcetche. sobre ren- 
dición de cuentas. Recurso de hecho 

Sánchez. José Luis, cri:ninal, contra, por homicidio. Re- 
curso de revisión 4°o 

Sardet, t*|nri«|ue. criminal, contra, por infracción a la ley 

4097. Recurso de liedlo .V>5 

Scaía, don Luí* y Compañía Limitada. Anónima. Comer- 
cial y Agriada Ganadera contra el ferrocarril Oeste de 
Unenos Aires, sobre devolución de exceso de fletes 51 

Serna, don Guinersindo de la, en autos con los señores 
Leopoldo Yivanco y otro, sobre mejor derecho a tana 
multa impuesta por la Administración de Impuestos 
Internos a don Ramiro Fernández. Recurso de hecho 71 

Serpa O.uiñazú. don Félix, en autos con d Banco Hipo- 
tecario Nacional, sobre desalojamiento. Recurso de 
hecho 72 
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Siganevich, I temían y Cia., en autos con don Luis La- 
borie, sobre pago de una deuda |>rovcnicntc del juego 
de quinielas. Recurso de hecho 274 

Simoni. don Napoleón E», en los autos "Borderes de Cas- 
tre», Margarita, contra Kmilio Casteíla. sobre ejecu- 
ción hijcMecaria" 163 

Sívsri, don Bartolomé, en autos con la Municipalidad del 
Rosario, sobre cobro ejecutivo de penis. Recurso de 
hecho 366 

Soban, Pedro, criminal, contra, |>or homicidio. Recurso 
de hecho 399 

Sociedad Anónima Angel Braceras contra la Provincia 
de Santiago del Kstcro, sobre cobro de pesos 341 

Sociedad Anónima Cervecería Palermo contra el Fisco 
Nacional, sobre devolución de dinero abonado por con- 
cepto de impuestos - 277 



Sociedad Anónima Cervecería Argentina Quilines contra 
di Fisco Nacional, por devolución de impuestos 286 

Sociedad Anónima Puerto del Rosario, en autos con don 
Sixto Arredondo, ¡por accidente del trabajo; sobre com- 



petencia , IT 

Sociedad Anónima VVbyss y Freitag, en autos con don 

Máximo Camas, sobre cobro de <j>esos. Perención de la 

instancia. Recurso de hecho ' 15 

Soler, don Justo J„. en autos con don Benito Villanucva, 

sobre reivindicación. Recurso de hecho 400 

Sosa, Alfonso, criminal, contra, por homicidio 230 



Sosa. Bernardo, icriminal, contra, por homicidio. Recur- 
so de revisión 7 2 

Stiefel. Carlos y Ubrico, contra el ferrocarril Central Ar- 
gentino, por devolución de fletes 212 

Suárez. don José C, en autos con doña Adela B. de del 
Giudicc, sobre desalojamiento. Recurso de hecho .... 236 
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The National City línnk of Xcw York, en autos con don 
Taclco Fitzbci. su sucesión, sobre revisación de libros. 

Recurso de hecho 233 

. Tinto. Aniceto y Morchio. Litis, en autos Con el Banco 
Provincial (te San Juan. jx>r malversación y defrauda- 
ción de caudales públicos; incidente sobre falta de |ier- 
soncria • . - • +23 

Tonelli, doña Felisa Ccsio de, y otro, en autos con la 
sucesión de don Kmilio Ccsio y doña Pastora Tersia. 
sobre colación de -bienes. Recurso de hecho 70 

Torre. Martín de la. criminal, contra, por homicidio. Re- 
curso de hecho 237 

Torres Moreno, don Angel, y la sucesión de don Ramón 
Moreno y otros, en autos con doña Felisa R. de Zabala. 
sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 235 

Toso, don Juan, -y otros contra la Provincia de Mendoza. 
Sobre devolución de dinero 125 

Traverso, don Juan, en autos con don Carlos Rrunctti, 

sobre cobro de pesos. Contienda de competencia 53 

Traverso, don Juan, Unos., y otros, a|>elando de una re- 
solución de Aduana .. 37° / 

Triaca, en autos con Badaracco y Bardin, sobre falsifica- 
ción de marca. Recurso de hecho . .. 236 

V 

Vega* don Alejandro, contra doña María Onetto de Bata- 

gliese, pqr cobro de pesos. Contienda de comjwtencia . 1/ 

Verde. Tomelti y Cía. contra el ferrocarril del Sud. so- 
bre cobro de jktsos - 212 

Vocales de la Cámara Federal de Apelación del Rosario, 
doctores Carlos M. Avila y Luis V. González, solicitan 
la adopción de medidas conducentes a evitar la sitúa- 
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ción de violencia que les lia creado la agresividad in- 
motivada de su colega, doctor José M. Fierro 

w 

Wolthusen, Wiheim, (a) Alfoert Otto Stalil, su extra- 
dición a solicitud de las autoridades de los Estt .ios 
Unidos de América 



ÍNDICE ALFABÉTICO 

DE LAS 

MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CXLV 



A 

.¡retenes; su aemnutaeiúiu — No es improcedente la acumula- 
ción de acciones en un juicio en que se trata de hacer 
efectivas las responsabilidades e¿nergentes de otros juicios 
c|iie los demandados .promovieron, continuaron y termi- 
naron juntos. Págfc 8o. 

Acciones posesorias (dispésiclones Je la lev común referente a 
las) 

Al^mlerés i demandas por eobro de\. — Tratándose de deman- 
das ]Mir cobro do alqitilert-s, lo regular es admitir en lo 
que a la mora se refiere, que cuando el acreedor deduce 
una acción para obtener el jago de su crédito, ha realizado 
las gestiones privadas necesarias ante su deudor, debien- 
do por consiguiente, ser materia de prueba los hechos 
referentes a la |>ositHlnlad de que la acreedora hubiera 
incurrido en mora, rehusando aceptar la prestación en 
el lugar y tiempo oportunos o no encontrándose en el 
lugar convenido jwra el pago o no requintándolo a su 
vencimiento. Pág. 371. 

* 

Barreras, instalación de. — La interpretación más razonable de 
la disposición del inciso 8." del artículo 5," de la ley 2873, 
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en presencia de «¡ti texto y de los propósitos que la in- 
forman, es la de qué los ferrocarriles deberán emjriear 
los medios indicados de protección, con arreglo a las nece- 
sidades del tráfico, ya que la instalación de barreras en 
lugares apartados y de escaso tráfico, no tendría otro 
resultado que el de encarecer la explotación ferroviaria 
en ]>erjuic¡o directo del público. 

El antecedente de no haibersc ordeñado la colocación de 
barreras en el cruce de que se trata, por la Dirección 
General de Ferrocarriles, no es óbice .para considerar arre- 
glada a derecho la aplicación hecha en el caso por el 
tribunal a quo de la disj>osíeión cuestionada de la ley 
número 2873. í Artículo 5. inciso 8."». P:íg. 39. 

■ 

c 

Camino pavimentado cutre La Plata y Avellaneda* — Véase 
el del tomo 138. página [6r, aplicable a la presente cau- 
sa. Pág. 143. 

Camino pavimentado entre La Plata y Avellaneda. — Véase 
el del tomo 138, página 40*. aplicable w la presente cau- 
sa. Pág. 149. 

Cátga (Término -para su -trasporte j>or fcirocarril). — De los 
términos del precepto establecido en el articulo 222 del 
decreto reglamentario dé la Ley General de Ferrocarri- 
les, se infiere que el tiempo normal acordado a las em- 
presas ferroviarias para el tras|x>rtc de la carga es el 
que resulta de la acumulación de Jos diversos factores 
enumerados en el mismo, que podrían designarse lia jo 
los nombres 'de distancia o recorrido, ci»i>almes, tras- 
bordo y entrega, sin que ello implique, por cierto, admi- 
tir la existencia de plazos independientes para cada una 
de las operaciones designadas, sino, por el contrario, un 
plaste» total para el trasporte considerado en su acepción 
integral, esto es, para la ejecución de todos los actos 
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indispensables para iioner los efectos a disposición del 
destinatario, plazo que constituye un todo ¡indivisible 
dentro del cual puede actuar libremente el acarreador. 
En consecuencia, la división de ese término global im- 
porta una evidente violación de la letra y espíritu de la 
referida disposición del Reglamento General. Pág. 200. 

Cansa en el sentido del art. 100 de la Constitución. Véase "Ju- 
risdicción". 

Cementerios. — Los cementerios revisten la calidad de bienes 
del dominio público, de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 2340. inciso 7.". y 2344 del Código Civil. 

Entre las facultades reconocidas j>or la Munic¡i»alidad 
al cnncesionari<» de un terreno para sepultura, se baila 
comprendida, en el caso, la de transmitir lisa y llana- 
mente el uso sobre la parte de la cosa pública objeto 
dé la concesión, y la de enajenar el sepulcro por un pre- 
cio más alto (pie e1. pagado por él a la Municipalidad. 

Til articulo 42 de ta ordenanza de impuestos de IO-20 
11.» importa el ejercicio por la comuna del ixnler de es- 
tablecer impuestos: jxjrsigue el propósito de impedir la 
venta del derecho de uso sobre los sepulcros a título de 
evitar la especulación. Pág. 307. 

Compañía Vitivinícola de la Provincia de Mendoza. (Sus re- 
laciones con el gobierno de la misma), — Las relaciones 
de derecho entre la Compañía Vitivinícola de la Provin- 
cia de Mendoza y el gobierno de esa Provincia cómo 
liquidador de la expresada Compañía, cargo que tomó 
a mérito de las autorizaciones conferidas por la ley 759 
y de la aceptación subsiguiente de la asamblea de ac- 
cionistas, se encuentran regidas j>or las disjxisiciones del 
mandato (articulo 1870. inciso 3." del Código Civil) y 
por las particulares del Código de Comercio. En con- 
secuencia, la expresada sociedad vitivinícola tiene per- 
soneria para deducir tercerfo de dominio en una ejecu- 
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tción seguida contra el referido gobierno sobre un bien 
perteneciente a ella. 

Conforme a los artículos 436 y siguientes del Código 
de Comercio los bienes de (a Sociedad Vitivinícola en 
liquidación, sólo pudieron .ser recibidos por él gobierno 
de Mendoza, para enajenarlos o arribar a una partición. 

Con arreglo al precepto del articulo 1361. inciso 4. 
«leí Código Civil, el Gobierno de Mendoza, en su calidad 
de liquidador de la sociedad habría tenido incapacidad 
legal dé adquirir los bienes comprendidos en el patrimo- 
nio de ésta. (Al liquidador le son aplicables las reglas 
del mandato, articulo 1870. inciso 3." de dicho Código). 
Pág. 216. 

Competencia. — Véase "Jurisdicción''. 

Compra-venta; contratos de. — En los contratos de compra- 
venta el pago en dinero y en moneda nacional es con- 
dición implícita, cuando no media estipulación en con- 
trario. (Articulo 1323. Código Civil). 

La ley sólo admite la substitución de una determinada 
especie o calidad de moneda nacional, al cambio que 
corra en el lugar el día del venci-nniento de la obligación. 
(Articulo rtio. Código Civil). 

tina Provincia no puede invocar la soberanía del Es- 
tado y su carácter de poder administrador para obligar 
a un particular que contrata con ella en su carácter de 
persona jurídica, a recibir en pago de sus créditos, fon- 
dos públicos emitidos por élla. que carecen de fuerza 
cancelatoria. Pág- 341. 
Congreso Nacional; su facultad para dictar las leyes sobre la 
fuerza armada de la Nación. Véase "Habeos Corpus". 

Contiendas de competencia. — Corresponde a la Corte Supre- 
.ma. de acuerdo con las razones que informa la dis¡>o- 
sición del artículo 9 de la ley 4055. dirimir un conflicto 
entre jueces de distinta jurisdicción res¡>ecto a la fa- 
cultad de un juzgado federal, desconocida por la jus- 
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ticia local, para requerir la remisión <le un documento 
"|>ara mejor proveer", en causa sometida a mi juris- 

dicaon* 289. 

c ontiendas de competencia. — Corres|K>ndc a la Corte Supre- 
ma dirimir un conflicto entre jueces de distinta juris- 
dicción, rcs|>ecto a las formalidades que clébe llenar un 
exhorto librado por uno de ellos. Pág. 2¡g6. 

Contratos; Sti alteración. — La pt»hib¡ci¿n de alterar las obli- 
gaciones de los contratos es general y aplicable a las con- 
venciones de todo orden, es decir, tanto a las realizadas 
entre particulares como a las concertadas entre éstos y 
los litados o por los Estados entre sí. Pag* 307. 

Contratos; su cumplimiento. — No habiéndose invocado causal 
alguna de la (|tie pudiera resultar extinguida o modifi- 
cada la obligación contraída jx>r el demandado y aceptada 
l>or el Poder Ejecutivo de la Provincia, y siendo la con- 
vención de que se trata, una norma obligatoria para los 
contratantes como la ley misma «artículo 1107, Código 
Civil >. corresponde hacer lugar a la demanda. Pág. 178. 

Contratos; su modificación. — Un contrato en vigor, no ar- 
güido de falso, no puede ser modificado por la sola vo- 
luntad de una de las partes. Pág. 341. 

Contrato (su resolución). — Kl derecho para pedir la resolu- 
ción del contrato a mérito de lo prevenido por el artículo 
210 del Código «le Comercio, fundado en el incumpli- 
miento dé las obligaciones a cargo de la contraparte, no 
puede, válidamente, ser ejercitada cuando se demuestra 
qué el propio solicitante no ha cumplido, por su parte, 
las qtié el contrató le imponía. Pág. 237; 

D 

Daños y per inicios; indeninizitción de. — La destrucción par- 
cial, sin consentimiento ni noticia de su propietario, de 
un inmueble ocupado a los efectos de una expropiación 
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de <|iie se desistió, crea para los autores de ella, la obli- 
gación d<? indemnizar los |*rjuicios causados (artículos 
581 y 587 del Código Civil). 

La privación del uso y goce de :in inmueble causada 
■por la ocupación del mismo para una expropiación de 
que se desistió, impone a los presuntos expropiantes la 
obligación de indemnizar los perjuicios irrogados. 

La indemnización debida por el hecho de la ocupación 
del inmueble, no debe apreciarse tomando como base las 
soluciones a que habría tenido que llegarse si la expro- 
piación se hubiera llevado a cabo; sino las que propor- 
cionan los principios de derecho común en cnanto reglan 
las obligaciones de los jwsecdores de inmuebles con rela- 
ción a los propietarios de los mismos; par lo que dicha 
indemnización debe comprender tocios los frutos perci- 
bidos y dejados de percibir pnr los demandados y ade- 
más, los frutos civiles que habrían podido obtenerse de 
la cosa |K>seida si el propietario hubiera podido sacar 
algún beneficio de ella. ( En el caso, los demandados no 
podían ser considerados poseedores de buena fe). (Có- 
digo Civil, artículos 2355, 2356, 2438 y 2439). P»g. 89. 
Daños v perjuicios. — Xadie. sin incurrir en negligencia, .puede 
navegar en los ríos sin tomar la precaución de propor- 
cionar la fuerza de los elementos que emplee para la 
tracción, a las necesidades del tráfico. (Artículo 1109, 
Código Civil). 

La pérdida de un ancla en un salvatajc no debe figu- 
rar en el monto de los daños y perjuicios. (No se trata 
de un hecho que acostumbre suceder según el curso or- 
dinario de las cosas). (Artículos yoi y 904, Código Ci- 
vil). Pág. 250. 
Danos y perjuicios. Véase "Barreras, instalación de". 

Defecto legal en el modo de proponer ¡a demanda, — ICs im- 
procedente la excepción de defecto legal en el nimio de 
proponer la demanda, por no haberse cumplido las pres- 
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crípciones <lc la ley 3952, si la demanda instaurada es 
obsecuencia directa dé otro jrieio. (en el caso, de ex* 
propiaciún 1. iniciado por el Gobierno Nacional y que 
terminó por sentencia en <|iic se dejó a salvo a los ac- 
tores del presente, las acciones y derechos sobre indem- 
nizaciones de daños v |>cr juicios que se demandan. Pág. 8*>. 

Defmttditcióh de la renta de Aduana. — Las responsabilidades 
impuestas por los artículos 10*7 y 1028 de las 0;Ch de 
Aduana al comerciante, consignatario, capitán de buqué 
y. cu general, a toda persona que |*>r su comercio o pro- 
fesión tertga relacionen con las Aduanas por los hechos 
de sus emplearlos o dependientes, solo existe cuando pro- 
media una fácil vinculación entre el fraude o la contra- 
vención y la tarea desempeñada por el despachante o 
empleado; (1c suerte, que tal responsabilidad queda cir- 
cunscripta ¡» IqS hechos verificados por el dependiente 
con ocáSión o en ejercicio de la función qué le lia ido 
confiada. Pág. 20. 

Derecho en expectativa^ — Uti derecho que consistiría en j>oder 
exportár sin pagar impuestos mientras se tramitaba la 
sanción de la ley respectiva* no constituiría un bien pa- 
trimonial propiamente dicho 6 una propiedad en el sen- 
tido constitucional, sino un mero derecho en expectativa, 
regido !>or el principio según» él cual nadie puede adquirir 
derechos irrevocables contra una ley de orden público. 
(Código Civil, articulo 5.*). Pág. 180. 

Despojo, Véase "interdicto posesorio"; 

Devolución de descuentos en los sueldos. — Kl requisito de los 
diez anos de servicios no CS conmutable aisladamente para 
determinar el derecho a la devolución de los aportes alu- 
didos, sino una consecuencia coadyuvante de alguna de 
las Otras COrtdiciotocS fundamentales que establece la ley. 

Puede reclamar la devolución de los descuentos hechos 
en su sueldo, el empleado cuya cesantía ha sido deter- 
minada "por no requerirse sus servicios" a mérito de 



DC JUSTICIA DE LA NACIÓN 



463 



un acuerdo y decreto del Poder Ejecutivo, producidos 
después que el recurrente tenia más de diez anos dé ser- 
vicios que le reconoce la ley. Pág. 384. 

Domicilio constituido; su subsistencia. — KI domicilio constitui- 
do se reputa subsistente |>ara todos los efectos legales 
siempre que la not i f icadón se haya hecho en el domicilio 
constituido y no en otro, y siempre que no se demuestre 
a postertóri, cuando media un largo lapso de tiempo de 
paralización del juicio, que la procuración hahia cesado 
con iihl\ ■ anterioridad al momento en que se la tuvo por 
subsistente. Pág. 435. 

Dominio; su extinción. Véase " Instrumento público de enaje- 
nación". 

E 

Escritoras públicas; (fuerza probatoria de las mismas). — Las 
escrituras públicas liaren plena fe de su contenido mien- 
tras no sean argüidas de falsas por acción civil o criminal. 
Artículos 993, 994 y 9195 det Código Civil. Pág. 216. 

élstáblccimiénfó principal, a los efectos de la jurisdicción en caso 
de quiebra. Véase "Jurisdicción". 

Excusación de los miembros de la Corle Suprema. — El derecho 
y a la vez Obligación de los miembros de la Suprema Cor- 
te, en quienes concurra alguna de las causas legales de 
recusación, de abstenerse del conocimiento del asunto* se 
encuentran implícitamente establecidas en el artículo 23 
de la Ley Xacional de Procedimientos número 50 y en 
el articuló 1." de la ley 4162. 

La excusación de los jueces se gobierna por iguales 
principios que la recusación. 

El contexto del inciso 8. a del artículo 43 de la ley 50. 
autoriza la excusación aun cuando el interés en las re- 
sultas del juicio no sea directo. 

Es legitima la excusación de un Ministro de la Corte 
Suprema, que tiene vinculación por afinidad con una de 
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las partes de un juicio sometido a la resolución del tri- 
bunal, fiada la estrecha relación que ese vinculo familiar 
hace presumir. (Inciso 4.*, articulo 43, ley 50). 

Kl derecho de excusación puede ejercitarse en cual- 
quier estado del juicio anterior a la sentencia. (No hay 
en la ley un término o estado del juicio en el cual deba 
pronunciarse la excusación). 

El hecho de haberse admitido la excusación de dos 
Ministros de la Corte Suprema, no importa sacar al liti- 
gante de sus jueces naturales. 

Kl hecho de que los litigantes manifiesten su confor- 
midad con la intervención «le los jueces afectados por 
causa legitima, no puede impedir la admisión de la ex- 
cusación. Pág. 348. 

Exención de impuestos (papel sellado). — Ni en los términos 
ni en los ¡propósitos de la ley 5315 aparece comprendida 
* fcu exoneración del papel sellado para las empresas fe- 
rrocarrileras que se presentan en juicio y la ley 10.657. 
modificatoria de la expresada ley, no contiene disposi- 
ción que afecte los fundamentos de los fallos dictados 
por la Corte Suprema en que se ha establecido esa doc- 
trina, í Kn el caso, ley de sellos provincial). Página 178. 

Exhortas; requisitos para su dUigenciamicnto. — Para que un 
exhorto dirigido por autoridades nacionales a autorida- 
des de provincia o nacionales fuera de su jurisdicción 
pueda diligenciarse, no se requiere más requisito que la 
firma del juez y el sello del juzgado respectivo. Pág. 29G. 

Expropiación. Véase "Daños y perjuicios; indemnización de". 

Expropiación* — No hallándose el inmuehle que se trata de 
expropiar para la construcción del Puerto del Rosario, 
en !a zona que cubren |>ernianentemenic las aguas del 
rio I 'araná, procede la indemnización correspondiente, 
aún en la suposición de que aquél se encontrase debajo 
de la ¿Ota 4-5.^0. Pág. 152. 

Extradición. — Ño procede la extradición de un subdito ita- 
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liano, en un caso en que la documentación presentada 
no se acompañan las disposiciones legales aplicables al 
hecho imputado. Pág. 339. 

Extradición. — No habiéndose acompañado con el pedido de 
extradición formulado por la Legación de Portugal "tes- 
timonio literal del auto que decrete la extradición", esta 
no procede, con arreglo al artículo 651 del Códigb de 
Procedimientos en lo Criminal, aplicable al caso, a mé- 
rito de lo prevenido por la segunda parte del articulo 
648 del misino. Pág. 391. 

Extradición. — No procede la extradición solicitada i>or las 
autoridades de Bolivia de un ciudadano de ese pais, si 
de los antecedentes de la causa surge con evidencia la 
presunción de que la defraudación imputada al reque- 
rido constituye un delito conexo a otro de carácter polí- 
tico de los que el artículo 23 del Tratado de Derecho Pe- 
nal de Montevideo expresamente exceptúa de la extra- 
dición. Pág. 304. 

Extradición. — Kl vocablo "territorio" empleado en el articulo 
i.° del tratado sobre extradición celebrado con los Es- 
tados Unidos de América el año 1886. abarca y compren- 
de a los efectos de la extradición, los delitos co. retidos 
en alta mar en buques mercantes de bandera argentina 
o norteamericana ; y no siendo imsible desconocer que el 
delito de hurto consumarlo ]xir el empleado de la comi- 
saria de 1111 buque mercante con bandera norteamericana, 
aunque practicado en aguas jurisdiccionales del Brasil, 
sólo «laña derechos e intereses garantidos por las leyes 
norteamericanas, las autoridades judiciales dcl>cn defe- 
rir al pedido de extradición de que se trata, de acuerdó 
con las normas y principios *del derecho penal interna- 
cional adoptado por la República en su relación con los 
otros países. (Artículos 2* y 10 del Tratado de Dere- 
cho Penal Internacional). 

Hallándose regida la extradición por las cláusulas de 
♦ 
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un tratado y no por el articulo 667 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, no puede imponerse a aqué- 
lla condiciones que dicho tratado no contiene. (El dé? 
fensor solicitó que no se aplicara al fugitivo una j>ena 
mayor que la que le hubiera corrcs|>ondido en e1 pais 
1»or el mismo delito). Pág. 402. 



Garantí coustituñonaL — Véase "Libertad" y "propiedad"; 
concejrto constitucional de estos vocablos: "Inviolabili- 
dad de la propiedad*' ; "Jueces naturales"; "Excusación 
de los miembros de la Corte Suprema''. 

H 

llubcas Corpus, — El Honorable Congreso ha nodulo dictar las 
leves concernientes a la fuerza armada de la Nación, a 
mérito de lo dispuesto en los incisos 23 y 24, artículo 67 
de la Constitución, con la facultad para formar reglamen- 
tos x ordenanzas |>ara el gobierno de las fuerzas de linea 
de tierra y de mar. 

N'o .procede e1 recurso de liabais tarpus contra una 
orden de detención invertida por la autoridad militar 
comitente. 

La cuestión de si el incul|Kido revestía o no carácter 
militar en el momento de la infracción atribuida, a mé- 
rito de hallarse suspendido de su empico, debe ser alegada 
y resuelta por el tribunal militar, que conoce de la causa 
con la jurisdicción que le da la ley para apreciar las ex- 
cepciones del inculpado. Pág. 130. 

1 

Impuesto <i la cervtsa; su devolnción. — Los impuestos cobra- 
dos y pagados durante el mes de Enero de 1918 por apli- 
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cación de la ley 10.348. fueron legalmente cobrados y 
no procede su devolución. 

Véase el 4/ punto del sumario del fallo del 23 de no- 
viembre, publicado en la página 180 de este tomo, apli- 
cable al presente, Pág. 257, 

Impuesto a la cerveza; su devolución* — Al presente fallo le 
son aplicables los sumarios de los publicados en este tonto, 
página 257, por tratarse de una causa que por sus funda- 
mentos y antecedentes de hecho y de derecho, guarda 
completa analogía con aquéllos. Pág. 277. 

Impuestos a la exportación (su dwotució$$). — La prorroga- 
ción que sancionó la ley 10.646 fué con el efecto retro- 
activo consiguiente al régimen de la ley 10.349. (No es 
presumible ni se justificaría el designio de paralizar por 
más o menos tiempo la administración pública del Esta- 
do, mediante la caducidad de las leyes de gastos y re- 
cursos). Pág. 180. 

InconstitncioHalidad de impuesto (la del establecido \*n la ley 
703 de la Provincia de Mendoza 1 ). — La patente estable- 
cida |x>r el articulo 11 de la ley número 703 de la Pro- 
vincia de Mendoza, a todo exportador de uva que no sea 
de mesa, constituye, en el hecho, un impuesto al producto 
mismo, y dados los términos de dicha disposición impo- 
sitiva, el gravamen aparece establecido con abstracción de 
toda venta o negociación del mencionado producto, vale 
decir, que el impíiesto no se propone gravar la circula- 
ción económica de esa j>arte en la riqueza local, sino ex- 
clusivamente en el acto de su extracción de la provincia, 
o sea. la circulación territorial. En consecuencia, tal im- 
puesto o patente, en cuanto él se hace efectivo en el mo- 
mento de exjH>rtarse 4a uva del territorio de la provincia 
y con motivo 11 ocasión del acto «le extracción, siendo su 
l>ago un requisito esencial para que los frutos puedan 
salir, reviste todos los caracteres de un gravamen al trá- 
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fico interprovincial, de un verdadero impuesto «Je expor- 
tación, repugnante a los artículos io t u, 67, inciso 12 y 
108 de la Constitución. Pág. 125. 

hiconstituáouiilidad de impuesto. (La del de Tablada estable- 
cido en las leyes 2189 y 2508 de la Provincia de Entre 
Kios). — La eonstitucionalidad o inconstitucionalidad de 
las leyes de impuestos locales debe juzgarse del punto 
de vista de su aplicación al caso que origine el juicio. 

La oix>ruinidad en que se cobra el ¡iñiniesto, es un 
antecedente jiara su debida calificación. 

El impuesto de labiada establecido en las leyes de la 
Provincia de Entro Ríos, números 2189 y 2508. aplicado 
a las haciendas que no han sido objeto de venta o ne- 
gocio en jurisdicción de la provincia, y que se cobra en 
el acto de la extracción y con motivo de ella, es violatorio 
dé los artículos 9 y io de la Constitución- El mismo im- 
puesto de tablada para gravar la operación directa de la 
venta o negociación de los ganados y percibida al cele- 
brarse la transacción como un acto de comercio interno, 
es un gravamen legitimo. Pág. 334. 
hu onstitttdomiHdad de impuesto. ( La del de Tablada estable- 
cido en las leyes 2189 y 2508 de la Provincia de Entre 
[tio$). — La eonstitucionalidad o inconstitucionalidad de 
las leyes de impuestos locales debe juzgarse del punto de 
vista de su aplicación al caso que origine el pleito, 

La oportunidad en que se «nbfa el impuesto, es un an- 
tecedente para su debida calificación. 

KI impuesto de tablada establecido en las leyes de la 
provincia de Entré Ríos, números 2189 y 2508. aplicado 
a las haciendas que no han sido objetó de venta o negocio 
t*n jurisdicción de la provincia, y que se cobra en el acto 
de la extracción y con motivo de ella, es violatorio de 
los artículos 9 y 10 de la Constitución. El mismo im- 
puesto de tablada para gravar la operación directa de la 
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venia o negociación de los ganados y percibida al cele- 
brarse la transacción como un acto de comercio interno, 
es un gravamen legítimo. Pág. 353. 
Inseonstitueionalidad de ley. (La de las números II. 156. II.231 
y 11.318. sobré alquileres). — El régimen de emergencia 
implantado por las leyes iit$6i 11.231 y 11*3*8. <l Me 
afecta fundamentalmente el derecho de usar y disponer 
de la propiedad» tolerado por las decisiones judiciales so- 
lamente en consideración al momento de extrema opre- 
sión económica de los inquilinos debido a la ausencia de 
uno de los factores que regulan los precios en los ne- 
gocios de locación de inmuebles, es decir, la falta de 
oferta de habitaciones, y sobre todo como medida tran- 
sitoria y de corta duración, no puede encontrarse sufi- 
ciente justificativo cuando se le convierte de hecho en 
una norma habitual de las relaciones entre los locadores 
y los locatarios, como es las que han creado las reitera- 
das prórrogas acordadas a los inquilinos, y mucho menos 
cuando está destinada a actuar en un ambiente muy dis- 
tinto al que dió lugar a la sanción originaria de dichas 
leyes. Por consiguiente, la aplicación que de dicha ley 
11.318 se ha hecho en el caso, resulta incompatible con 
las garantías consagradas en los artículos 14 y 28 de la 
Constitución. Pág. 168. 
lucomtitucionaUdad de téy, — Ni la ley 4687 ni el decreto re- 
glamentario de la misma son repugnantes a la 
Constitución Nacional. Pág. 47- 
htconstitueionalidad de ordenanza. (La del ano U)20. de la 
Capital, en la parte referente al impuesto sobre las tras- 
misiones de sepulturas). — Si el principio de que no 
pueden dictarse leyes u ordenanzas alterando los dere- 
chos emergentes de los contratos, es aplicable como queda 
establecido, tanto a los concertados por los i>articulaTcs co- 
mo a los celebrados entre estos últimos y las autoridades 
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administrativas, es evidente que la ordenanza de 1920 en 
la parte impugnada, viola la garantía de los articulas 14 
.y 17 «le la Constitución, en cuanto desconoce el derecho 
constituido al concesionario en el doble aspecto de jx>dcr 
transferirlo y <le poder éste o sus sucesores hacer suyo 
el incremento de valor. Pág. 307. 

Inconstiiucionatidad de sentencia (sobre desalojamiento). — l\l 
derecho reconocido por una sentencia de desalojamiento 
se relaciona con los bienes, es un derecho patrimonial y, 
por lo tanto, una propiedad en el sentido conslitucior.nl; 
en consecuencia, una decisión que por aplicación retro- 
activa de la ley a un caso ya juzgado, suprime o altera 
el derecho patrimonial adquirido en virtud de aquel juz- 
gamiento, atribuye a dicha ley una inteligencia incompati- 
ble con la inviolabilidad de la propiedad asegurada por 
el artículo 17 de la Constitución. Pág. 168. 

Indemnización. Y ¿ase "Expropiación". 

Instrumento público de enajenación. — La escritura pública 
relativa al convenio de liquidación no es el instrumento 
público de enajenación a que se refiere el articulo 2009 
del Código Civil. ( Paitaría la cosa «y el precio, artículos 
1323, 13.Í6. 1340,. etc. del mismo Código, y la tradición 
traslativa del dominio). Pág. 216. 

Interdicto posesorio (despojo). — Las disposiciones de la ley 
común que se refieren a las acciones |>oscsorias. son igual- 
mente aplicables a ios particulares y los gobiernos que 
pretendan hacerse justicia j>or sí mismos. 

KI hecho de haberse gestionado ante la autoridad ad- 
ministrativa la revocación de la orden de apertura de un 
camino, no constituye obstáculo legal ni priva de la ju- 
risdicción de los tribunales federales. 

Acreditados mediante el reconocimiento de la deman- 
da, el hedió de la posesión, el despojo y el tiempo en 
que fué cometido, procede el interdicto posesorio. Pa- 
gina 367. 
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intereses. — Las normas del derecho común respecto a inte- 
reses de las sumas percibidas* no se encuentran dero- 
gadas ni alteradas por las de la ley especial de Obras 
Públicas, número 775. 

Aún suponiendo que se hubieren estipulado plazos pa- 
ra el cumplimiento de las obligaciones del Gobierno, y 
aún cuando los ipagos efectuados hasta el momento de la 
liquidación de la obra sólo revisten un carácter provisio- 
nal o están sujetos a revisión o enmienda, aceptada por 
las partes contratantes la liquidación final que fijó el 
saldo definitivo a favor de los constructores, sin que és- 
tos hubieren formulado rec'amo alguno por razón de la 
demora en los pagos anteriores, ni hecho reserva alguna 
sobre ello al prestarse esa conformidad, queda extingui- 
da cualquier acción del acreedor respecto a los intereses 
de las sumas percibidas. Pág. 28. 

Interescs. — Habiendo incurrido en mora el deudor, el acreedor 
tiene derecho a cobrar los intereses. (Articulo 622. Có- 
digo Civil). Pag. m 

Inviolabilidad de ¡a propiedad. — El principio de la inviolabi- 
lidad de la propiedad augurada en términos amplios por 
el artículo 17, protege con igual fuerza y eficacia, tanto 
los derechos emergentes de los contratos como los cons- 
tituidos por el dominio o sus desmembraciones. Pág. 307. 

Jubilaciones y Pensiones Civiles, — La disposición de! artículo 
37 de la ley 4349. sobre Jubilaciones y Pensiones Civiles, 
sólo puede ser aplicable cuando la cesantía sea definitiva, 
pues la reincorporación supone» o bien que no existieron 
las faltas imputadas al empleado exonerado, o bien que 
no revistieron la gravedad necesaria para determinar la 
exoneración, y en ambos casos ésta doW considerarse 
como no producida, a los efectos de la jubilación. Pá- 
gina 286. 

jubilación. — So es aplicable lo dispuesto en el artículo 37 de 
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la ley 4349 a' ex empleado, que si bien fué susjMmdido 
o separado de su empleo en varias ocasiones, sus suce- 
sivas rciticoriwraciones demuestran que no se le consi- 
deró, en el hedió, impedido para volver a la administra- 
ción, y que en el desempeño de su empleo pudo comple- 
tar el número de años requerido para su jubilación. 

El sobreseimiento definitivo en el proceso contra el 
interesado, hace resurgir el derecho a recla:rar la jubi- 
lación, haciendo inaplicable la disposición del articulo 40 
de la ley 4349- P4g. 374- 

J 

Jueces (su misión). — Los jueces no están llamados a corregir 
las leyes ni a enmendar el léxico de los otros fxnlercs. 
Pág. 180. 

Jueces Federales. — Los Jueces Federales, de conformidad a 
lo dispuesto en el articulo 13 de la ley 48 y i6„ inciso 
■ ' de la ley nacional de procedimientos, número 30. es- 
tá n autorizados jwra decretar, en calidad de "pira me- 
jor proveer", que se traiga a la vista cualquier docu- 
mento que crean conveníante para esclarecer el derecho 
de los litigantes, y los jueces locales, por lo que ante- 
cede, están obligados a deferirá esa medida. Pág. 2cV). 

Jueces naturales. — La garantía consagrada por el articulo 18 
de la Constitución, se refiere al caso de un litigante al 
<|iie se haya formado una comisión o se le haya designado 
un juez especial para que lo juzgue. (En el caso, se 
consideraba ¡legalmente constituida la Suprema Corte de 
Mendoza, porque cuatro de sus miembros ejercían sus 
f uncu mes en "comisión 1 *. |>or decreto del Interventor 
Nacional). Pág. 2J\. 

Jueces naturales. — Ka garantía constitucional de no ser sa- 
cados de los jueces designados por la ley antes del hecho 
de la causa, ha sido establecida en favor de los procc- 
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sados y con el propósito de evitar los juicios por medio 
de comisiones especiales o de jueces designados a ese 
efecto. (En el caso, son jueces naturales tanto los miem- 
bros .permanentes del tribunal cottio los funcionarios o le- 
trados que deben reemplazar a los Ministros impedidos). 
Pág. 34». 

Juicio ordinario de repetición de lo pagado en el de apremio. — 
El condenado en juicio de apremio a mérito de un cargo 
formulado por la Contaduría General de la Nación, no 
puede iniciar juicio ordinario de repetición si no aparece 
haber jugado ni consignado el importe del cargo o al- 
cance formulado por dicha repartición. Artículo 76 de 
la ley 428. Pag. 64. 

Jurisdicción. — Al Juez del lugar en <|ue el comerciante apa- 
rece domiciliado, en que está matriculado y tiene su prin- 
cipal casa de comercio, corresponde el conocimiento del 
juicio de quiebra. 

El concepto establecimiento principal empleado por el 
articulo 2. de la ley 927 y por el articulo 1384 del Có- 
digo de Comercio debe tomarse en sentido lato y no 
estrictamente en el de una casa de comercio, fábrica, in- 
genio u otro inmueble consagrado a determinados nego- 
cios, Pág. 5. 

Jurisdicción — Corresponde a la justicia federal el conocimien- 
to de una causa sobre reivindicación de una fracción de 
terreno ocupada por un ferrocarril nacional con vías y 
construcciones en una de sus estaciones, que la Muni- 
cipalidad de la Capital procura recuperar a fin de dedi- 
carla a calles publicas. (Si bien la causa comprendía- 
cuestiones que el derecho común prevé, no era posible 
examinarla y resolverla con prescindencia y sin ta in- 
terpretación y aplicación en lo pertinente de un decreto 
del Gobierno Nacional y leyes especiales del Congreso, 
sobre concesión y explotación de ferrocarriles). Pág. 225- 
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Jurisdicción. — No corresponde a la justicia federal por razón 
de la materia un juicio por indemnización de daños y 
perjuicios emergentes de un accidente del trabajo ocurri- 
<k> a un cambista al servicio de la ««presa del Puerto 
del Rosario, en las líneas férreas que ésta tiene construi- 
das en la zona de dicho puerto. Pág. H. 
Jurisdkción. — Atrayendo a si el juicio universal de concurso 
todas las acciones contra los bienes del fallido, acciones 
que fpor tal motivo, son de competencia privativa y ex- 
cluyeme del juez del concurso, corresponde a éste la 
jurisdicción sobre el remanente de fondos obtenidos de 
la venta en remate efectuada i>or el Banco Hipotecario 
Nacional de un inmueble perteneciente al deudor con- 
cursado. Página i/- 
Jurisdicción. — Corresixmde al Juez del Crimen de La Plata 
el juzcamiento de un delito qué se hace consistir en pa- 
labras injuriosas vertidas en una reunión celebrada en una 
casa paiticulár situada en Lomas de Zamora, provincia 
de Buenos Aires. 

Correst>onde a la justicia federal el conocimiente de 
una causa por el delito de injurias que se dicen cometidas 
por escrito en una nota remitida al Ministerio de Justicia 
e Instrucción Pública. ( Lugar sometido a la jurisdicción 
de la Nación como gobierno general y lio como gobierno 
local. Articulo 3. , inciso 4." de la ley 48). 

Perteneciendo uno de los delitos imputados .a los que- 
rellados, al fuero federal y otro al fuero ordinario de La 
Plata, debe ser juzgado en primer lugar el que corresj)on- 
de al fuero federal. (Artículo 38 del Código de Proredi- 
mientos en lo Federal). Pág. jó. 
Jurisdicción. — Los pleitos en que el concursado es actor, no 
forman parte del juicio universal del concurso y no se 
encuentran. j>or lo tanto, comprendidos en la excepenn 
consagrada en el artículo 12, inciso i-° de la ley 48. 
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Jurisdicción. — Corresponde a la jurisdicción de la Justicia 
Federal del Rosario, el conocimiento <!e «n juicio que no 
es sino consecuencia de otros que fueron iniciados, tra- 
mitados y fenecidos ante la misma. Pág. 89. 

Jurisdicción, — Corresponde a la Justicia Federal, rationc mr 
terioc, el conocimiento de una querella en que se demanda 
la aplicación de las sanciones establecidas en los incisos 
7." y 8.° de la ley número 3975. sobre marcas de fábrica, 
comercio y agricultura. (Artículo 2/\ inciso 1.% ley 
Pág. 116. 

Jurisdicción. — Una gestión judicial de información sumaria 
para acreditar la |>osesión de un Inique, a fin de obtener 
un titulo supletorio del Juzgado, con audem'ia fiscal, no 
constituye una causa propiamente dicha, en el sentido 
del articulo 100 de la Constitución, de la que. la justicia 
federal que es de exce]>ción. pueda conocer con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 2.° de la ley número 27 y la 
jurisprudencia al respecto. Fág. 245. 

Jurisdicción. — No corresponde a la jurisdicción federal de 
acuerdo con Jo dispuesto (por los artículos 73 de la lev- 
de Aduana número 11.281 y 1034 y 1036 de las ordenan- 
zas de Aduana el conocimiento de un juicio ¡«ara que se 
dejen sin efecto cargos formulados por la Aduana por 
supuesta ocupación de una plazoleta fiscal. Pág. 379. 

Jurisdicción. — Corresponde a la justicia ordinaria de la Ca- 
pital el conocimiento de una causa por el delito de vio- 
lación de correspondencia y sustracción de valores, come- 
tidos sustrayendo la correspondencia y valores de un bu- 
zón interno, esto es, citando dichos efectos habían dejado 
de estar bajo la custodia o servicio del Correo- ( Artícu- 
los 23 y 25, inciso i* del Código de Procedimientos en 
lo Criminal). Pág. 406. 

Jurisdicción 1 seguridad y tráfico de ferrocarriles». — El he- 
cho de cortar los alambrados que circundan una vía fe- 
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rrea. sean cuales fueren los móviles <lel mismo y la es- 
casa o ninguna trascendencia que haya tenido en el caso, 
importa realizar un acto atentatorio de la seguridad ^cl 
tráfico, puesto que en su resguardo se ha establecido por 
la ley el cierre de los caminos ferroviarios en los sitios 
o extensión que correspondan; en consecuencia, su co- 
nocimiento corresiwndc a la justicia federal. (Artículos 
y y Si, ley 2873. Fallos, tomo 141. pag. 338 V. Pág. 4" 

Jiétsdicción. — Xo corresponde a la justicia federal no obstan- 
te hallarse acreditada la distinta nacional ¡dad. el cono- 
cimiento de un juicio ordinario de repetición de lo |iagado 
en juicio ejecutivo seguido ante los Tribunales ordina- 
rios. ( Prorrogóse la jurisdicción con arreglo a lo dis- 
puesto por el artículo 12, inciso 4" la ley 48). Pág. 4» 5- 

Jurisdicción. — La ley de organización de las Obras Sanitarias 
de la Nación número 8889. ha mantenido para las mis- 
mas el carácter de institución local que tuvieron al ins- 
tituirse como obras de salubridad «le la Capital ; en conse- 
cuencia, no corresponde a la justicia federal sino a la 
ordinaria el conocimiento de una demanda contra las 
mismas, por daños y perjuicios, en tanto las actuaciones 
del litigio promovido no afecten ni envuelvan ninguna 
cuestión especialmente regida jx>r la Constitución, trata- 
dos o leyes nacionales 11 otras de carácter igualmente fe- 
deral. Pág. 425. 

Jurisdicción, prórroga de. — Importa una prórroga de la ju- 
risdicción de los tribunales locales con renuncia del fuero 
federal jxir razón de la distinta nacionalidad» la cláusula 
establecida en la Carta Orgánica del Banco de la Pro- 
vincia de Mendoza (artículo 15), en virtud de la cual 
las {¡terronas que contraen obligaciones con dicha insti- 
tución renuncian al fuero federal, sometiéndose al fuero 
ordinario, sin' que tal renuncie vulnere en forma alguna 
las disposiciones de leyes dé fa Nación. 
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El artículo 18 de la Constitución Nacional no prohibe 
explícita ni implícitamente la prórroga de las jurfcdic- 
ciones. Pág. 8. 

Jurisdicción, prórroga de. — La deducción de una tercería de 
dominio y el pedido de nulidad de los procedimientos de 
la ejecución, formulados ante un juez y tribunal de pro- 
vincia, sin declinar la jurisdicción de éstos, ni hacer al 
respecto salvedad alguna, importan prórroga de la Ju- 
risdicción de dichos tribunales y renuncia implícita al 
fuero federal, en los términos del articulo 12. inciso 4." 
de la ley 48. (La tercería constituye un aspecto incidental 
del respectivo juicio ejecutivo y forma .parte del mismo). 
Página 163. 

Jurisdicción. Véase "¡Jabeas corpas 9 *. 

Jurisdicción originaria. — El hecho de haberse acogido el actor 
al artículo 7/ de la ley general de expropiación de la 
provincia, de 21 de octubre de 1881. fijando el valor y 
•la indemnización corresjKwdiente a la tierra sometida a 
expropiación, importa el sometimiento del caso a los 
tribunales provinciales, renunciando voluntariamente al 
fuero federal que pudiera correspondente por estar do- 
miciliado en esta Capital, con arreglo a la doctrina que 
informa el artículo 12, inciso 4* de la lev número 48. 

I*a Corte Suprema, en ejercicio de la jurisdicción ori- 
ginaria que le confiere el articulo ior de la Constitución, 
no está llamada, cuando ha mediado la prórroga de ju- 
risdicción prevista en el inciso 4.". artículo 12 de la ley 
48. a conocer de las mismas cuestiones que son la mate- 
ria litigiosa entre las mismas partes en los tribunales or- 
dinarios o especiales <Ie las provincias. Pág. 299. 

Jurisdicción originaria. — El interés que un representante di- 
plomático tenga en una icausa, no es suficiente para de- 
terminar la jurisdicción originaria de la Curte Suprema, 
si aquél no es parte en la misma o le concierne perso* 
nal mente. Pág. 302. 
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"Libertad" v "propiedad". Concepto constitucional de estos vo- 
cablos. — Las palabras "libertad" y •■propiedad'', com- 
prensivas de toda la vida social y política, son términos 
constitucionales ty deben ser tomados en su sentido más 
amplio; y la segunda, cuando se emplea en los artículos 
14 y 17 de la Constitución, o en otras disposiciones de 
esc estatuto, comprende tocios los intereses apreciadles que 
un hombre puede poseer fuera de si mismo, fuera de 
su vida y de su libertad; por lo que los derechos emer- 
gentes de una concesión de uso sobre un bien público 
(derecho a una sepultura), o de las que reconocen como 
causa una delegación de la autoridad del -Estado en 
favor de particulares (empresas de ferrocarriles, luz eléc- 
trica, explotación de canales, etc., etc.), se encuentran 
tan protegidas por las garantías constitucionales consa- 
gradas i>or los artículos 14 y 17 de la Constitución, como 
pudiera estarlo el titular de un derecho real de dominio. 
Página 307. 

Liquidación (sobre término para su observación). — La falta 
de cumplimiento a lo preceptuado en la última parte del 
articulo 8." de la ley 50. impide que corra el término res- 
•pectivo. (El de seis días, en el caso, según lo dispuesto 
en el artículo 543 del Código de Procedimientos de la 

CapítaH. Pág. 435. 
Liquidación; convenio de. (Véase "Instrumento público de ena- 
jenación"). 

Liquidador (reglas aplicables al>. — Véase "Compañía Vitivi- 
nícola de la Provincia de Mendoza, etc.). 

Litis pendencia. — Sólo existe litis (|>endencia en el caso en que 
se intente traer ante un tribunal, un asunto ya pendiente 
ante otro competente (Artículo 73. inciso 3° de la Ley 
Nacional ele Procedimientos), y siendo distintos los ac- 
tores, falta uno de los requisitos que caracteriza dicha 
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excepción, esto es, identidad de objeto, cié causa y per- 
sonas. Pág. 346. 

M 

}f ándalo, su ratificación. — Habiendo estado atendiendo la pro- 
vincia de Santa Fe, las obligaciones derivadas del refe- 
rido empréstito, esto es. ]iagando cupones y títulos sor- 
teados, durante casi quince años, sin observación alguna 
respecto a la validez de la promesa consignada en los ex- 
presados documentos, de que su ]>ago se efectuaría en 
Ilesos oro en la Tesorería General de la Provincia, tal 
actitud importaría, sin duda alguna, una ratificación al 
rcsjjecto del mandato conferido a su apoderado para sus- 
cribir el bono general aún suponiendo que hubiere habido 
una extralimitación del poder otorgado en términos ge- 
nerales para su subscripción. Pág. 78. 

Marcas de fábrica, comercio y agricultura; sanciones de la ley 
31975. — Las sanciones establecidas en los incisos 7. y 
8.* del artículo 48 de la ley número 3975, sobre marcas 
de fábrica, comercio y agricultura, han sido establecidas 
en defensa del cuerpo social y no de gremios determina- 
dos, y dada fa amplitud de los términos en que ha sido 
acordada la acción ipara querellarse, por el articulo 66 de 
dicha ley, debe, razonablemente, deducirse que ella pue- 
de ponerse en movimiento por toda persona damnificada, 
aún cuando no revista la calidad de propietario de marca, 
de fabricante, agricultor o comerciante. Pág. lió. 

Mejoras; repetición de. — El poseedor de mala fe puede rej>e- 
t ir las mejoras útiles que hayan aumentado el valor de 
la cosa hasta la concurrencia del mayor valor existente, 
página 89. 

o 

Obligaciones alternativas. — El principio consignado en el ar- 
tículo 637 del Código Civil de que corresponde al deudor 
la elección del objeto de la prestación en las obligaciones 




alternativas, no es inquebrantable y puede modificarse 
jx>r la voluntad de los contratante. (Véase los sumarios 
de los fallos publicados en los tomos 138. página 37 y 
139, «página 38). ttig. 7*. 



V/" t or ¿ofátyWÜctá*!* — consignación es un remedio legal 
que tiene j>or fin desobligar al deudor cuando el acreedor 
se niega a admitir el pago O carece de capacidad para 
recibirlo. 

La propia naturaleza de un juicio sobre |>ago jxir con- 
signación aceptado por el acreedor (-la Municipalidad) no 
tolera pronunciamiento alguno sobre la validez constitu- 
cional de la ley impugnada (la orgánica municipal) ; en 
tal caso no procede el recurso extraordinario del artículo 
14. ley 48. i So -había cuestión federal trabada en el pleito 
respecto de la invalidez de la ley y. *por otra i>arte, el 
fundamento de derecho común en que se apoyaba la sen- 
tencia era suficiente por si soto para sustentarla ). Pág. 147 
Pcrémíón de instancia. — Paralizada la substanciación de un 
recurso de hecho por más tiempo del señalado jx>r el ar- 
ticulo l.". inciso bl de la ley 4550, <]>or omisión del re- 
currente, de toda gestión relativa al diligenciamiento de 
un oficio mandado librar para la remisión de un expc- 
diente. procede declarar obrada la perencióu de la ins- 
tancia. Pág. 1 5. 

Poder Incentivo (sus facultades en materia de transporte por 
ferrocar riles!. — Kl Poder Ejecutivo tiene autoridad 
pafa determinar el tiempo en que se ha de opera? el 
transporté de mercaderías por ferrocarriles y. por lo tan- 
to, es válido el reglamento general de los mismos apro- 
bado por decreto de 10 de SejHiembrc de 1894. Pág. 200. 

Poder Judicial de ¡a Nación. -^ Kl Poder Judicial de la Nación 
debe actuar en toda la República ele conformidad a sus 
propias leyes de Procedimientos, sin que pueda ser tra- 
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badá su acción en forma alguna por leyes provinciales 
de alcance limitado a las causas substanciarlas ante sus 
propios trilninalt's. Pág. ¿8*1. 
Prescripción. — Lina demanda para que se condeno a expro- 
piar v pagar el precio e indemnización correspondiente, 
no imjmrta a los efectos de la prescripción, el ejercicio 
de una acción personal* prescriptible a los diez años, sino 
del mejor derecho sobre la propiedad o el cobro de su 
valor. 

No pueden considerarse conío actos posesorios con átvi- 
íii de dueño, a |ps efectps de la prescr¡i»ción treintañal, 
los estudios hecfióé por el Gobierno para la determina- 
ción de la cota +5-20. y los demás (pie haya efectuado a 
los efectos de navegación y comercio. Pág. 152. 

¡descripciones de la ley reglamentaria del Poder Judicial dele- 
itado de la Nación, — I,as prescripciones de la ley re- 
glamentaria del Poder Judicial delegado de la Nación, 
dictadas de conformidad con el articulo 07. inciso 28 dé 
la Constitución, so.i ley suprema de la Nación, a que las 
autoridades de provincia están obligadas a con f ornarse, 
no obstante cualquier disposición en contrario «pie con- 
tengan las leyes o Constituciones provinciales. Pág. 2K9. 

Prórroija de la ley 10.340;. sobre impuestos a la exportación; SU 
efecto retroactivo. ( Véase Impuestos a la exportación (su 
devolución ). 

Prueba: término extraordinario de» — Rl terminó extraordi- 
nario de prueba ba sido legislado y autorizad? dentro .del 
juicio ordinario y no dentro del ejecutivo, corno se in- 
fiere de lo (dispuesto ]>or los artículos 94 y siguientes y 
271 y siguientes, de la ley nacional numen» 5Ó- Pag. ¿yo. 

R 

Recurso de nulidad. — El recurso de nulidad no está autori- 
zarlo ]>or los artículos 14 de la ley 48 y 6." de la 4°55- 
Página 47. 



Recurso extraordinario. — Procede el recurso extíaorilináríó del 
articulo 14. ley 4S, contra una semencia gue decide en 
contra del derecho sustentado por el recurrente* de ser 
aplicable al patrón jjor el hecho del depfiridíéñtc, la san- 
ción preceptuada por los artículos iojj y 1028 de las 
( >.< ). de Aduana. 

K! punto de saber si el despachante ratificó por actos 
posteriores a la presentación dé su dependiente la ges- 
tión de este, asume los caracteres de una cuestión de he- 
cho, extraña. | or consigü;cntc ¿ al recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 4& Pág- 20. 

Recurso extraordinario. — No tiene carácter de definitiva a 
los fines del recurso extraordinario del articulo 14. lev 
4S. una sentencia dictada ]>or el Juez del Crimen de la 
Capital, ¡mi»níetidO una multa en un juicio de apremio 
por infracción a la ley 4'^7- sóbre funcionamiento de 
fnnrncias. P%. 47- 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14. lev 48. en un caso en que ninguna 
de las dis¡H>sieiones de la ley especial y su decreto re- 
glamentario (articulo 44. ley 2*73. y 283 del decreto), 
tienen relación directa e inmediata con la cuestión de1>a- 
tidá v resuelta en e! pleito, y en <|tie. por otra ]>artc. la 
decisión apelada se apoya en disposiciones del derecho 
común 1 articulo* 103. 1(7 y 1X7 del Código de Comer- 
ció >. Pág. 51. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 48. en un caso en que no sólo no 
aparece cúéstfionáda la inteligencia «le la cláusula que se 
invocara cuino fundamento de dicho recurso (del Tra- 
tado de Defécho Civil Internacional de Montevideo», sino 
que la decisión apelada reconoce y acepta, expresamente. 
. la interpretación atribuida por el recurrente a la dis|M>- 
>k*ión legal aludida. 
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La determinación de si es de naturaleza real o per- 
sonal la acción que se deduce en la contrademandá, así 
como la relativa al punto de si se trata, en el caso, de 
resolver sobre la transmisión de dominio ele un inmueble 
situado en el extranjero, o de un simple reconocimiento 
como accesorio condicional de la división de condominio, 
no son cuestiones de carácter federal y sólo ¡meden re- 
solverse !>or aplicación de preceptos de derecho común, 
extraños por consiguiente, a las condiciones fásicas del 
recurso extraordinario* Pág. 59. 

Recurso extraordinario. — ftl desconocimiento del derecho que 
el recurrente fundaba en una ley provincial de pavimen- 
tación y en una ordenanza municipal, no puede dar na- 
cimiento a una cuestión federal a los fines del recurso 
autorizado por el articulo 14 de la ley número 48, y ar- 
tículo 6.° de la ley 4055. Pág. 124. 

Recurso extraordinario. — Los artículos ioG6, 1068 y concor- 
dantes de las ordenanzas de Aduana se limitan a esta- 
blecer el procedimiento para la iniciación de la via con- 
tenciosa ante la Justicia Xacional en los casos en que 
la resolución de Aduana fuera condenatoria, y la juris- 
prudencia de la Corte Suprema tiene establecido que 
no procede el recurso extraordinario del artículo 14 de 
la ley 48 contra una resolución que interpreta y aplica 
el procedimiento en el orden nacional, no impugnado de 
inconstitucionalklad. Pág, 128. 

Recurso extraordinario. — Un incidente sobre inhibitoria de 
jurisdicción promovido ante un tribunal y denegado» no 
puede ser traído a la decisión de la Corte Suprema por 
via del recurso extraordinario del articulo 14 de la ley 
48. (Rilo importaría decidir una contienda de compe- 
tencia que no habría sido substanciada en la forma de- 
terminada por la ley): Pág. 157. 

so extraordinario. — Xo tiene carácter de definitiva a 



los fines del recurso extraordinario el artículo 22 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, una resolución 
qüte decide un incidente de excarcelación bajo caución 
juratoria. Pág. 140. 
ecttrso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48, fundado en haberse cues- 
tionado en el juicio la inteligencia de diversas disposicio- 
nes de las leyes orgánicas del Banco Hipotecario, núme- 
ros 8172 y 10676, si el pronunciamiento de última ins- 
tancia no ha sido adverso sino favorable al derecho que 
se fundó especialmente en ellas. Pág. 142. 

ectirso extraordinario. — La oportunidad en que una ley (en 
el caso, la número 1034c)) haya sido publicada en los 
diarios o en el Boletín Oficial, la fecha en que se en- 
tregara el cumplido del Ixdeto de embarque de la carga 
y la en que zarpó el buque, asi como la relación circuns- 
tancial de esos factores de tiempo y forma para deter- 
minar si procede o no el cobro «leí impuesto, son antece- 
dentes de hecho y de prueba que no pueden examinarse 
en un recurso de puro derecho federal como es el extra- 
ordinario autorizado |>or el artículo 14. ley 48. 

Un punto referente a un decreto del Poder Ejecuti- 
vo-} a una ley esiK-cial del Congreso, (en el caso, la 3727 ) 
resuelto por ia interpretación y aplicación de un pre- 
cepto de derecho común (el del articulo 2. del Código 
Civil, no puede dar lugar al del recurso extraordinario 
del articulo 14. ley }8. Pág. 180. 
Recurso extraordinario» — Procede el recurso extraordinario del 
articulo 14. ley 48. contra una resolución de últúna ins- 
tancia contraria a un derecho fundado en el decreto re- 
glamentario de la Ley General de Ferrocarriles. (En el 
caso, se controvertía la inteligencia del artículo 222 de 
dicho decreto relativo al tiempo en que deben ser trans- 
portadas las cartas». Pág. 200. 



DE JUSTICIA DE ¿A NACIÓN 



Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 48, en un caso en que por no haber 
sklo invocada, concretamente, ninguna disposición de las 
leyes o reglamentos nacionales que sustraiga a los fe- 
rrocarriles a la disposición del articulo 3073 del Código 
Civil en que los tribunales locales fundaran su pronun- 
ciamiento, no argüida de inconstitucional, la cuestión so- 
metida a la decisión de la Corte Suprema quedó reducida 
a la mera interpretación y aplicación hecha por dichos 
tribunales, de disposiciones de derecho común y de prue- 
ba. Pág. 213. 

Recurso extraordinario. — Habiendo sostenido el recurrente ha- 
llarse amparado .por la exención de impuestos establecida 
a favor de los ferrocarriles por el articulo 8.* de la ley 
53*5t )' habiendo recaído en la última instancia decisión 
contraria al derecho fundado en dicha ley nacional, el 
recurso extraordinario del articulo 14. ley 48, es proce- 
dente 

Cuestionada, en el caso, la aplicación de un impues- 
to establecido por una ley provincial como incompatible 
con una ley del Congreso, y habiendo «do la decisión 
final, favorable a la validez de la tey impositiva local, 
procede, también, por ello, el expresado recurso extra- 
ordinario. 

En el recurso extraordinario no es posible revisar la 
sentencia de un tribunal provincial, en cuanto a la correcta 
o justa aplicación de la ley local respectiva. Pág. 174. 

Recurso extraordinario. — Habiéndose sostenido por el recu- 
rrente que la aplicación de la ley 11,318 a un caso defi- 
nitivamente juzgado con anterioridad a su promulgación, 
lo ha despojado de su derecho adquirido y ha violado, 
por consiguiente, la propiedad amparada por el articulo 
17 de la Constitución, y además, que dicha ley es repug- 
nante a los artículos 14, 17 y 18 de aquélla, porque res- 
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tringe de una manera excesiva el derecho de usar y dis- 
jmner de la propiedad, procede el recurso extraordinario 
del artículo 14- ley 48, contra una sentencia contraria 
al dercclK> invocado y fundado en las expresadas cláu- 
sulas. Pág. 168. 

Recurso extraordinario. — Denegado en última instancia dentro 
de la jurisdicción local, el privilegio del fuero federal 
acordado por el artículo 100 de la Constitución y articu- 
lo 2.", inciso i? de la ley 48, reglamentaria de aquel pre- 
cepto fundamental, procede para ante la Corte Suprema 
el recurso extraordinario autorizado por el artículo 14, 
inciso 3* de dicha ley. Pág* 163. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14. inciso 2. de la ley 48. contra una 
sentencia que. al reconocer la validez de una ordenanza 
municipal impugnada como repugnante a lo dispuesto 
en el artículo 206.) del Código Civil, se ha limitado a 
aplicar este precepto de] derecho común, que autoriza a 
las municiiialidades a reglamentar las loterías y rifas 
cuando resuelvan permitirlas. (Xo huho aplicación pre- 
ferente de la ordenanza respecto de dicho precepto del 
Código Civil, 'y se trata únicamente de la interpretación 
del derecho común, ajena al expresado recurso ). Pág. 274- 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario au- 
torizado por el articulo 14, ley 48, contra una sentencia 
contraria al derecho federal invocado y fundado en que 
el artículo 42 cié la Ordenanza sobre impuestos, del año 
i<;2o. desconoce el artículo 14 de la Constitución, en 
cuanto garantiza el derecho de usar y c!isi>oner de la 
propiedad, conformé a las leyes qué reglamentan su ejer- 
cicio, y contraria, también, al articulo 17 de la misma 
que declara inviolable la propiedad. Página 307. 
Recurso extraordinario. — Sostenida pdf los recurrentes la pro- 
cedencia del fuero federal y la aplicación al caso de de- 
terminadas disposiciones de las ordenanzas de Aduana. 
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y habiéndoseles dcnega<In dicha jurisdicción, el recurso 
extraordinario es procedente de acuerdo con lo estable- 
cido en el articulo 14 de la ley 48. artículo 6. - de la ley 
4<=»55 y la constante jurisprudencia de esta Corte. Pág-. 379. 

Recurso extraordinario. — Fundado el derecho invocado por el 
recurrente en la inteligencia que atribuye al artículo 2J 
de la ley 4349. modificada jx>r la número Cnoj. procede 
el recurso extraordinario del articulo 14, ley 48. contra 
la sentencia denegatoria de dicho derecho. Pág. 384. 

Recurso extraordinario. — No tiene carácter de definitiva a los 
efectos del recurso extraordinario del artículo 14, ley 48, 
una resolución de una Cámara de Apelación, por la cual 
no se hace lugar a un .pedido de perenciún de instancia 
introducido por el recurrente durante el transcurso del 
procedimiento en primera instancia. Pág. 420. 

Recurso extraordinario. (Banco Hipotecario Nacional). — No 
procede el recurso extraordinario- del artículo 14, ley 48, 
contra una resolución que deniega al Banco Hipotecario 
Nacional intervención en un juicio de deslinde, por ra- 
zones de ho:ho y de derecho común, y que no se vin- 
culan con la interpretación que corresponde dar al inciso 
3" del artículo 71 de la carta orgánica del mismo. Pá- 
gina 421. 

Recurso extraordinario. — No tiene carácter de definitiva a 
los fines del recurso extraordinario del artículo 14, ley 
48, una resolución jior la que. aplicando e interpretando 
el articulo 71 del Código Penal y lé dd Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal de San Juan, se declara que 
el Banco Provincial de esa provincia tiene personería ja- 
ra asu:i*ir el papel de querellante en el proceso de que 
se trata, por los supuestos delitos de defraudación y mal- 
versación de caudales públicos. Pág. 423. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14. lev 48. contra una resolución de una 



Cámara de Apelación en lo Criminal y Correcional que 
fundada en razones de hecho y de prueba, e interpretan- 
do y aplicando una ley incorporada al Código Penal (la 
1 1309 )> resuelve la causa dictando el sobreseimiento pro- 
visional en la misma. 

El sobreseimiento provisorio no es por su naturaleza, 
ni por sus efectos, la sentencia definitiva a que se re- 
fiere el articulo 6.° de la ley 4055. Pág. 432. 
Recurso extraordinario. — Véase "Jueces naturales". 

Recurso ordinario de apelación. — Procede el recurso de ape- 
lación (pie autoriza el articulo 3. de la ley 4055 en un 
caso en (pie se trata del dominio de la Nación (expro- 
piación de un terreno situado en la zona del Puerto del 
Rosario), y en que. independientemente de la represen- 
tación conjunta del Gdbierno y la Empresa del Puerto 
del Rosario, ejercida en la persona designada por el Po- 
der Ejecutivo, el interés del FJrtado General ha estado 
representado y defendido durante todo el curso del pro- 
cedimiento del litigio, por los respectivos procuradores 
fiscales. 

tfá impugnación al articulo 31 del contrato de cons- 
trucción del Puerto de Rosario por considerársele con- 
tradictorio con disposiciones «le la ley 3885, no puede in- 
fluir en la decisión del punto relativo a la procedencia 
de la tercera instancia; (a tal efecto sólo debe tenerse 
en cuenta que la Nación haya sido parte en el juicio), y 
el dcscstiniiento del Procurador General tampoco afecta 
la procedencia del recurso. (Xo se puede hacer desapa- 
recer por la sola voluntad de una de las partes los efectos 
de procedimientos y de sentencias que han definido el 
derecho de los litigantes "l* Pág. 152. 

Renuncia de derechos. — La intención de renunciar 110 se pre- 
sume. ( Articulo 874. Código Civih. Pág. 341. 
Retroactividad de las leyes. — El articulo 3. del Código Civil 
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no establece limitaciones .1 los poderes legislativos nacio- 
nal y locales, en cuanto a la retroactividad de las leyes* 
sino una regla de interpretación de las mismas, y tales 
limitaciones tampoco existen en la Constitución Nacio- 
nal para casos en que no se trata de imposición de pe- 
nas. Pág. 277. 

Retroactividad de las leyes. — Si bien el principio de la no re- 
troactividad de la ley o de una ordenanza no reviste los 
caracteres de una norma de derecho constitucional, es 
también exacto que aquel principio alcanza los contomos 
de tal cuando, icomp en el caso, mediante la ordenanza 
impugnada se .pretende arrebatar o alterar en forma fun- 
damental el contenido de un derecho comprendido en la 
concesión. En tal ca.*o lia dicho la Corte Suprema, el 
principio de la no retroactividad deja de ser una norma 
legal tjiara confundirse con el principio constitucional de 
la inviolabilidad de la propiedad. Pág. 307. 
Rctroactiridad en materia civil. — Si bien el principio de la 
no retroactividad en materia civil es en general de mero 
precepto legislativo y susceptible, jx>r k> tanto, de modi- 
ficación o derogación por el mismo poder que hace la 
ley. adquiere, sin embargo, la trascendencia de un prin- 
cipio constitucional cuando la aplicación de la ley nueva 
priva al habitante de la Xación de algún derecho incor- 
porado a su patrimonio. En tales casos el principio de la 
no retroactividad se confunde con la garantía de la in- 
violabilidad de la propiedad consagrada por el articulo 
17 de la Constitución. Pág. 168. 



Superintendencia de la Corte Suprema. — Entre las facultades 
generales de superintendencia que la Corte Suprema» pue- 
de ejercitar, no está la de controlar la conducta de un 
Vocal de una Cámara Federal dentro del propio tribu- 



>E LA 



ÍUP*EM- 



nal. ni la de apreciar o corregir el lenguaje c|itc emple; 
en la redacción de las sentencias, l*ag. 305. 

T 

Termino para el transporte por ferrocarril — Véase: "Carga" 
(Término para su transjwrtc por ferrocarril )> 

Terreno para sepultura; concesión municipal de. — Véase "Cé- 
nsentenos". 

Títulos de la deuda extema de Ai Provincia de Santa Pe, ley 
■649, de 14 de Junio de 1910. — Las estipulaciones ce- 
lebradas entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, 
emisor de los títulos de la deuda externa de la misma, 
(contraída a mérito de la autorización contraída por 1; 
ley número 1640. de junio 14 de lyio, y los banqtten 
adqtiirentes de «lícitos títulos, de acuerdi 
lebrado con el gobierno de dicha provincia, el 23 de Ju- 
nio del misino año. sólo gobiernan sus relaciones parti- 
culares, y SQn totalmente extrañas a los ulteriores adqui- 
rentes de los títulos al portador^ para los cuales no exis- 
ten más condiciones que las que resultan de los documen- 
tos emitidos: y estantío expresamente ¿onsignado en és- 
tos que los intereses del valor que ellos representan se- 
rán |>agadcros en pesos oro en la Tesorería General de 
la «expresada provincia, la provincia de Santa Fe está 
obligada a pagar al actor el importe <le los cupones ven- 
cidos que fiicron presentados para su cobro a la le: 
reria tVencral de la misma. 

lis condición usual en toda emisión de títulos designar 
diversos lugares de pago y las monedas de curso en 
ehos lugares para el cumplimiento de todas las oblij 
dones emergentes fiel empréstito; tales cláusulas deben, 
pues, considerarse comprendidas en los términos de I; 
procuración, siempre que no se hubiere limitado expresa 
mi nte al resjvcto la acción del mandatario. Pág. 78. 
Término extraordinario de prueba. — Véase "Prueba; térmim 
extraordinario <lc". 
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Con la relación di aai rcapcctlvaa c«mm 



POR LOS 



Stcmarlo* del Tribunal 



Calla Pers. SH- 51 

1W0 



Don Mauricio Rossembertj, i su convocatoria de acreedores i. 
Contienda de competencia. 

Sumario: i.° Al Juez del lugar en cjut? d comerciante aparece 
domiciliado, en que está matriculado y liene su principal 
vasa de comercio, corresponde el conocí niento del juicio 
de quiebra. 

2f El concepto establecimiento principal empleado ]>or el 
articulo 2° de la ley <>¿7 y por el articule» 1384 del Código 
de Comercio del:e tomarse en sentido lato y no estrictamen- 
te en el de una casa de comercio, fábrica, ingenio u otro 
inmueble consagrado a determinado negocios. 

Caso: l,o explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SKÑOR PROCURADOR GRN'KRAL 

Buenos Airri, Septfeabrc üi de \-U 

Su píen ja Corte: 

Ante el Juzgado de Primera instancia en lo Civil y Co- 
mercial de Santa Fe se presentó el 9 de junio del año en cur- 
so, don Mauricio Rossemberg\ solicitando eonvoratotli^ de 
acreedores. 
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Cuatro días después, ante el Juez letrado del Territorio 
Nacional del Chaco, un acreedor del expresado Rossemberg 
pedia se declarara a és*e en estado de quiebra. 

La contienda de competencia que con tal motivo lia que- 
dado planteada entre ambos n agistrados tiene por Imse la di- 
versa apreciación que ellos hacen respectó de las actividades 
comerciales del fallido para determinar el asiento principal de 
mis negocios. 

Los autos han sido elevados a esta Corle para que dirima 
la contienda- 
be élíós se deduce que Rossemberg ejercía el comercio en 
CettSt provincia de Santa Fe, en cuya jurisdicción estaba ma- 
triculadof fojas expediente de Santa IV>. 

Allí tenia su principal casa de comercio, habiendo instala- 
do posteriormente sucursales en Charata y Corzuela, Territorio 
Nacional del Chaco. 

Trda la do:umen:aoión acompañada, las declaraciones 
prestadas, los informes y hasta la correspondencia y papeles im- 
presos del fallido así lo demuestran. 

Este, por otra parte, aparece domiciliado en Cercs, donde 
dirigía la casa matriz, siendo atendidas las sucursales por un 
hijo suyo a quien le tenía conferido poder. 

VA inventario mandado levantar por el Juez del Chaco 
confirma ífs. 0), que la casa comercial de Ceres. representaba 
ti principal establecimiento, y que allí tenía las más valiosas 
mercaderías, muebles y útiles, asi como los más numerosos in- 
muebles. 

Xo aparece por lo demás que Rossemberg haya estado 
matriculado como comerciante en el Chaco, ni que haya aten- 
dido personalmente las sucursales en Corzuela y Charata, resi- 
diendo en ella (constancias de fs. 45. 4». 5*. 54 del expediente 
de Santa Fe y fs. 30 y 32, primer cuerpo; fs. 25. segundo cuer- 
jk> del expediente del Chaco). 
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En presencia de estas comprobaciones que acreditan que 
Rossemberg ejerció el comercio en Ccres, donde estaba matri- 
culado, donde vivia y donde tuvo su principal establecimiento, 
aplicando al caso de autos lo dispuesto por el articulo 2? de 
la ley 927 y de acuerdo con la doctrina invariable de V, Fv 
(Causas 125; 73, 133. 1*4* 142, 269). 

Soy de opinión que corresponde dirimir la presente con- 
tienda en favor de la comixrtencia del Juez de Santa Fe. 

llorado R. íarretá. 



I AI.I.O DK I¿A CORTi; SUI'KiCM A 

Bueno» Aire», Octubrt 7 de l«5 

Autos y Vistos : 

I»or los fundamentos de hecho \ de derecho que expresa 
el precedente dictamen del señor Procurador General, y de 
acutí d»j con los antecedentes de jurisprudencia que allí se citan, 
a los que procede agtegar, los que se registran en los fallos to- 
mo ?4, página fljj; tomo 105. página 242; <omo 117. págu;n 

tomo T33. pátfna 75 ^ t on *> *35> página ^ entr * o***— 
>e declara la competencia del Juez de Santa Fe pará conocí? de 
la causa a que se rcffe la presente contienda y, en consecuencia, 
remítanmele los autos, evisámk^se al Juez del Chaco en n forma 
de cstvlo, can tianMrripcíón deNístta resolución y del difamen 
de refercr.c'H. — Kepóngáse el jWcl. 

A. BkUejo. — J. Ficuekoa Al- 
erta- — Ramón Méndez. — 
RoueVjto Rkpiítto — M. Lain 

RKNCEVA. 
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Hamo tic Ui Provincia de Mendosa contra doña Julia Coulon de 
Qírelté y otros, sobre cobro de pesos. 

Sumario: i*° Imimrtn una prórroga de ]a jurisdicción de los tri- 
l>u nales Incales con renuncia del fuero federal jx>r razó» 
de la distinta nacionalidad, la cláusula establecida en la 
«arta Orgánica del Banco de la Provincia de Mendoza 
(articulo 15), éri virtud de la cual las ]*rsona* que con- 
traen obligaciones con «lidia institución renuncian al fue 
ro federal, $oa2fetnéndó5e al fuero ordinario, sin que tal 
renuncia vulnere en forma alguna las disposiciones de le- 
ves de la Nación. 
• • 

j.' Kl articulo 18 de la Constitución Nacional no pro- 
hibe explícita ni implícitamente la prórroga de las juris- 
dícctóiiés; 

Caso: I.o explican las siguientes piezas: 

DICTAMEN DEL SEÑOR l'ROCURADOR GENERAL 

Buenot Aires, Abril 7 Je 1924 

Suprema Corte: 

Kl Hanco de la Provincia de Mendoza dentando por cobro 
ejecutivo de pesos a dona Julia Coulon de Carette y "tro ante 
el Segundo Juzgado de Comercio de dicha ciudad. 

Filudo su demanda en la existencia del pagaré agregado a 
fs. 1. por valor de S ¿o.ooomin., suscripto por los demandados 

y 110 levantado a sil vencimiento. 

» 

Al ser éstos citados de remate, opusieron la excepción de 
iiK'<ini|n.;ene'a de jurisdicción, amparándose al fuero federal en 
razón de su diferente domicilio y de su distinta nacionalidad. 
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Substanciada la causa, la Cámara de Apelaciones en lo Co- 
mercial y Criminal de Mendoza, confirmando la sentencia del 
Juez, lia declarado que el domiciKo fijado en el documento de- 
termina el lugar de ejecución del mismo, con prescindencia 
del domicilio actual de los deudores, y que, la distinta naciona- 
lidad no puede ser invocada por los demandados por cuanto és- 
tos habian renunciado al privilegio del fuero federal en virtud 
de una disposición de la carta orgánica del Banco que así lo 
exige de los que quieren obtener préstamos o realizar oracio- 
nes comerciales con dicho establecimiento. 

Los demandados lian apelado j>ara ante A". li. por habér- 
seles denegado la garantía federal que importa el fuero por ellos 
invocado. 

Considero ajustada a derecho la resolución de la Cámara 
de Apelaciones. 

Aparte de que, según el último considerando de Ta senten- 
cia recurrida de f>. 172, las notificaciones aparecen diligencia- 
das en el domicilio legal de los deudores, de acuerdo con las 
disposiciones procesales locales que no aparecen tachadas de hi- 
constitucionalidad, la circunstancia de haber éstos acreditado 
en el documento un domicilio, importa fijar lugar para el cum- 
plimiento de las obligaciones contraídas y atribuir, por ende, 
jurisdicción a los jueces de dicho lugar para el conocimiento 
de la causa. 

En cuanto al fuero federal -por razón de la distinta nacio- 
nalidad que invocan los demandados, es inaceptable ya que 
dicho fuero, cuando procede por razón de las personas, es re- 
nunciadle y prorrogare, porque tal renuncia o prórroga no 
afecta la moral ni el orden público y el privilegio que acuerda 
está establecido en favor, más del propio interesado, que de la 
comunidad. 

Y como en autos consta que tal beneficio ha sido renun- 
ciado al contratar con el Banco, por disponerlo así una cláusu- 
la de su ley orgánica, no es dable ahora que los demandados 
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pretendan eludir el cumplimiento de sus propias obligaciones, 
pactadas legal y libremente. En cuanto a ia inconstitucionalidad 
efe la referida disjx>sición de la ley orgánica del Banco, ajar- 
te de ser cuestión que |>or su naturaleza rio corresponde ser 
tratada en el presente juicio de carácter sumario, no encuen- 
tro fundamento para tal lacha por las razones preinsertas y 
l>orquc la Constitución de la Nación sólo atribuye carácter de 
irrcnunciable al fuero federa! cuando este procede por razón 
de la materia. 

Opino, por tanto, que corresponde confirmar la sentencia 
apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. — 

Horacio R. Lorreta. 



IWU.o !>i: !. \ CORYti Sl'l'KKMA 

t 

Butnos Alrtt. Octubre 14 d« I9t% 

Victos : 

Kl recurso extraordinario interpuesto por doña Julia Cou- 
lon de Carettc y otros, en el juicio que le sigue el Banco de 1a 
Provincia de Mendoza, sobre cobro de pesos. 

Y Considerando: 

Que la excepción de incomi)etencia de jurisdicción ba sido 
desestimada en las dos instancias ordinarias del juicio en aten- 
ción a que en la cana orgánica del Banco actor, se baila estable- 
cido que las Rccidfiíés judiciales corrcs|K)ndenin a la jurisdicción 
ordinaria comercia!, entendiéndose (pie aquellos que soliciten u 
obtengan prestamos renuncian por ese solo becho al fuero fc- 
Irral |K»r razón de la distinta nacionalidad ( Documento de fo- 
ja* 201). 
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Que la contratación de préstamos en tales condiciones im- 
porta una prórroga de la jurisdicción de los tribunales tócales 
í V n remmein del fuero federal, lo que no vulnera en forma al- 
guna 1as disposiciones de leyes de la Nación, según asi lo tiene 
rcáüélto reiteradamente esta Corte, y por el contrario, se halla 
consagrado por el principio que establece el articulo 12, inciso 4 8 
de la ley número 48. 

Que tanqxKo es admisible la impugnación que formulan Jos 
recurrentes de la referida carta orgánica, desde que «fu dis- 
posiciones fueron libremente aceptadas por ellos al crearse las 
obligaciones que se demandan, no pudiendo decirse, por lo de- 
más, que sean contrarias al artículo 18 de la Cons'itución Na- 
tional, desde (pie ésta no probil* explícita ni implícitamente la 
prórroga de 'a? jurisdicciones y por lo tanto no tiene relación 
algi'ra con l:i cuestión planteada y discutida en el pleito 

Por todo ello, y de acuerdo con lo dictaminado por e'. señor 
procurador Ocncral. se confirma la sentencia apelada en la par- 
te que ha sido materia del recurso. Notifiquesc y repuesto los 
sellos devuélvanse al tribunal de procedencia. 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 



Don Sixto Arredondo contra la Sociedad Anónima Puerto del 
Rosario. Por accidente del trabajo; sobre competencia. 

Sumario: No corresponde a la justicia federal por razón de te 
materia un juicio por indemnización de daños y perjuicios 
emergentes de un accidente del trabajo ocurrido a un cam- 
' bísta al senicio de la Empresa del Puerto del Rosnr.o. en 



fas lineas férreas qu< 
dich. 



ne construidas en !a tf>Wa (ÍC 



Caso: hó exp 1 : r las piezas siguientes: 



VISTA DEt FISCAI. 

Fisalia, Mano I9M 

Señor luez: 

f a Kxma í 'rimara lia resuelto en varios caso; -iiiiiíaiv. »|ue 
n es de la competencia de la justicia federal la rémajida por 
Sn<kmiK2ációfi por accidentes <lel trabajo fundada en ¡a ley ni: 
rnern 9688; aún mando el hecho que la origina ocurrí cu la zoná 
portuaria, jhv cuánto en materia civil no existe fuero fcdcra! 
ptír razón del Iñgar. Ver causa Doroteo Duartc cont a Tomás 
jónfen. Juzgadi doctor Alvarez, secretaria CóloJiiljics iCn con- 
secuencia así pntfÉdc declararlo. 

Benigno 2§ Marti na 



VISTA DKfc FISCAL DE CÁMARA 

Fiscalía, Junio 13 de 1924 

Cámara: 

Por los fundamentos y jurisprudencia diada por el Pro- 
.lirado rfiscal f!cl juzgado en su vista <le fs. 2 vta. y nó apa- 
ree* ndo ele lo» antecedentes de la demanda que 1 . m Icninízacióu 
cuyo cumplimientó persigue, este comprendida por otro con- 
cepta en la jurisdicción federal, soy de opinión que debe COh- 
firtiarse la resolución del a qno. 

Carlos M. ÁvVa. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Batm» Alret. Aféalo 9 de 19S4 

Suprema Corte: 

Don Sixto Arredondó demandó a la Sociedad Anónima 
"Plierto de Rosario" por indemnización de daños y j>erji*icios 
emergentes de un accidenté del trabajo que le ocurrió mientras 
desempeñaba las funciones de cambista, al servicio de la em- 
presa demandada, en las lincas férreas que la misma tiene cons- 
truidas en la zona del Puerto indicado. 

Kl Juez de sección de Rosario, ante quien Arredondo en- 
tabló la acción, declaró la incompetencia de la justicia federal 
para conocer en la causa, resolución que fué confirmada por la 
Cámara de Apelación de aquella ciudad. 

Considero ajustada a derecho la sentencia dictada por es- 
te tribunal. 

Kn un caso análogo al presente expedi con fecha 12 de 
marzo del corriente año. el siguiente dictamen que me permito 
transcribir jxir ser de estricta aplicación al caso de autos: 

"Se ha rabado cuestión de competencia negativa entre el 
juez Federal de la Capital de la Nación y el de i.' Instancia 
"en lo Civil de la misma para conocer en la causa que don Ra- 
món Llanos sigue contra la Seriedad "De Ridder y Fort", so- 
bre cobro de pesos por accidente del trabajo." 

«El actor, al servicio de los demandados fué víctima de un 
accidente en la zona del Puerto de esta Capital mientras trans- 
portal» bolsas. 

«Esa sola circunstancia de lugar no puede fundamentar la 
competencia de la justicia federal, ya que 3a presente es «na 
causa civil v los tribunales federales sólo ejercen jurisdicción, 
por razón del lugar, en las causas criminales como lo prescribe 
el articulo 3." de 9a ley 48- 
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"No resulta, jwr otra parte, acreditado el fuero por razón 
de las personas, ni se ha intentado ta! alegación. 

"Iín cuanto a la materia de la causa, tampoco es Metal. 
La ley sobre accidentes del trabajo es una ley común, amplia- 
toria o modificatoria del Código Civil, en cnanto a responsabi- 
lidad por hechos u omisiones .se refiere. 

"Su aplicación, pues, corresponde a los jueces nacionales o 
provinciales, según que las cosas o las personas caigan Ikijo sus 
respectivas jurisdicciones, de acuerdo con la regla adaptada 
por el art. 67; inciso 11 de la Constitución Nacional. 

"No siendo invocables. co.no he dicho, razones de lugar, 
persona o materia, para justificar la intervención de la justicia 
federal en esta causa, soy de opinión que corresponde dirimir 
la presente contienda cu favor de la competencia del Juez de 
Primera Instancia en lo Civil." 

I'Nta es, por lo demás, la doctrina uniforme de V. E. ( 128 : 
358: 1$?;: 92: 137: 301). 

Opino, i*>r tanto, que cbtTesponde confirmar la resolución 
de la Cámara Federal del Rosario. 

Horacio R. Lun eta. 



kau.o pk |„v CORTO SurkKMA 

Buenoi Airea, octubre 14 de Iftft 

Y Vistos: 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Apelación de Rosario (Pro- 
vincia de Santa Fe), en los autos que sigue don Sixto Arredon- 
do contra la Sociedad Anónima Puerto del Rosario, sobre ac- 
cidente del trabajo. 



Y Considerando: 
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Que él actor funda la procedencia del fuero federal en 
razón de haberse producido el accidente en la zona del puerto 
de la ciudad referida en la cual las autoridades nacionales tienen 
exclusiva jurisdicción. (Escrito de demanda de fojas i). 

Que esta Corte tiene resucito en un litigio análogo, que 
aira la procedencia de la jurisdicción nacional en causas como 
ja presente seria necesario que el caso estuviese comprendido 
en alguno de los incisos del articulo 2." de la ley número 4». 
o se demostrase, al menos, que e! 1 veho que origina el juico cs- 
,á ñor algún concepto relacionado con la navegación y comercio 
marítimo (inciso io, artículo 2.\ ley citada), dado que una 
interpretación en contrario importaría conferir a la justicia fe- 
deral una extensión que no armoniza con su carácter esi>ccial 
v con los fines privilegiados que un los casos aludidos le sirven 
\*c fundamentó (Fallos, tomo 142. náyna i29>- 

Por ello, de acuerdo con lo dictaminado por el señor Pro- 
curador General v los fundamentos de tos dictámenes de fojas 
2 vuelta y 12 vuelta, se confirma la sentencia anclada. — Noti- 
fíquese y devuélvanse al tribunal de procedencia 

A. Bermejo. — J. lMouk-RiM Al 
corta. — Ramón Méndez. 



D on Máximo Camas en autos con la sociedad ménima Wayss V 
Preitag, sobre cobro de pesos. Percnción de instancia, he- 
curso de hecho. 

Sumario: Paralizada la substanciación de un recurso de hecho 
por más tiempo del señalado por el articulo i.\ «na» o) 
de la lev 459% por omisión del recurrente, de tola ges- 
tión relativa al diligenciamicnto de un oficio man lado li- 



FALLOS DE LA COITE SUPRIMA 

ra la remisión de un expediente, procede decían 
la perención de la instancia. 



Caso : lió explica él siguiente : 
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Y Vistos: 



Bu? nos Airn, Octubre W dt 1925 



m incidente sobre perendón de la instancia promovido* 
por el representante fie la Sociedad Anónima VVayss >• Frei- 
iag. en el recurso de hecho deducido por el doctor Máximo Ca- 
mus, (te. r, y II). 

Y Considerando : 

Que dictada la providencia de fojas 6 vuelta que mandó li- 
brar oficio para re(|uerir un cx|>edicnte a solicitud del señor 
Procurador General notificada en Septiembre 15 de 1022, e! 
recurrente lia omitido toda gestión relativa a su diligem-foiníen- 
to. paralizando la substanciación del recurso por más del licni- 
po señalado por el artículo i.\ inciso b) de la ley número 4550. 

Por ello, lo resuelto en caso análogo (Fallos, tomo I2f. 
página 407). y la doctrina del que se registra en la página 456 
del tomo 108. se declara operada la perención de la instancia, 
siendo las costas a cargo del recurrente doctor Máximo Camus. 
—Repuestos los sellos, archívese, devolviéndose los autos veni- 
dos por vía de informe con transcripeción de ta presente. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 

corta. — Ramón- Méndez. — 
M.. Laurexcejía. 
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Don Alejandro Vega contra doña María Teresa Onetto de Bútr 
tanliese, por cobro de pesos. Contienda de competencia. 

Sumario: Atrayendo a sí el juicio universal de concurso todas 
las acciones contra los bienes del fallido, acciones que por 
tal motivo, son de competencia privativa y excluyante del 
juez del concurso, corresjiondc a éste la jurisdicción so- 
bre el remanente de fondos obtenidos de la venta en reñía- 
te efectuada por el Banco Hipotecario Nacional de un in- 
mueble perteneciente al deudor concursado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



Dictamen tm, señor procurador general 



Suprema Corte: 



Rueños Aires. Septiembre 9 de I9S» 




Kl Juez de i .» Instancia en lo Civil y Minas de la Primera 
Circunscripción JikIícípI de Mendoza, insiste en someter a es- 
ta Corl¿ Suprema un conflicto de jurisdicción que ya lia sido 
resuelto i>or V. E. a fs. 50 de esta causa, seguida por don Ale- 
jandro Vega contra doña Teresa María Onetto de Battaglie- 
«e por cobro de pesos. 

Si en aquella sentencia esta Corte declaró que era compe- 
„Je para conocer en h referida causa e1 Juez de Comercio de 
r Capital de Ir. Nación, por tratarse de actuaciones concluidas 
por sentencia, mal puede promoverse de nuevo la misma situa- 
ción fundada por el Jr.cz de Mendoza en la circunstancia de 
(pie el concurso civil fie la demandada, que fuera levantado des- 
pués de 'a resolución 'le V. E., ha sido nuevamente abierto an- 
te los tibun.t'cs de la misma ciudad. 

La situación creada con la aludida sentencia de V, E. es 
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la misma que hoy se trac a conocimiento «le esta Corte Supre- 
ma con la diferencia más favorable aún a la competencia re- 
conocidi clel Juez de h Capital de hallarse los procedimientos 
•!<* la causa adelantados en el momento actual al punto de estar 
decretad,! la entrega de los fondos embargados en cumplimiento 
'le la sentencia dictada. 

Opino, por tanto, que corresponde mantener la competen- 
ch del Séñor Juez de Comercio de la Capital de fa Nación. 

Horacio R. Luneta. 



FALLO DK I.A CURTIS SUPREMA 

Buenos Airen. Octubre 19 de 

Aúfos y Vistos: 

T.rs de contienda <le competencia entre un Juez de Comer- 
cio de esta Capital y el e primera instancia en lo Civil y Mi- 
nas de Mendosa, para determinar a cuál de los dos jueces com- 
iste la jurisdicción que reciprocamente se atribuyen sobre los 
fondos de una ejecución hipotecaria. 

■ 

Y Considerando: 

Que la presente contienda de competencia no es, como se 
pretende, la misma que dirimió esta Corte a fs. 50 de estos au- 
tos seguidos j>or don Alejandro Vega contra doña Teresa María 
Onetto de Batagliese, pues allí se trataba de determinar el Juez 
competente para conocer en la causa de referencia, contienda 
que se declaró improcedente jwr estar concluido por sentencia 
el juicio ejecutivo, y ahora se trata de establecer si reside en 
<1 juez de la ejecución o en el del concurso la jurisdicción so- 
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bre el remanente de los fondos obtenido» en la venta en reñía- 
te efectuado por d Banco Hipotecario Nacional de un inmue- 
ble perteneciente al deudor concursado, situaciones jurídicas dis- 
tintas y, por consiguiente, susceptibles de diversa solución legal. 

Que si bien en la citada deoisión de fs. 50 quedó estableci- 
do que el juicio ejecutivo había concluido, ello no implica que 
el inmueble sobre que versó la ejecución o los fondos provenien- 
tes de su venta, dejasen de formar parte del patrí.nonio del 
deudor» a quien pertenecen hasta tanto se transfieran definiti- 
vamente al acreedor o acreedores que justifiquen legalmente sus 
derechos. 

Que de autos resulta que dicha transferencia no se ha rea- 
lizado, permaneciendo los fondos en depósito bancario a la or- 
den conjunta del juez exhortado y de tres jueces de la Provin- 
cia de Mendoza» por embargos trabados, algunos con anteriori- 
dad al del Juez de la Capital, sobre el saldo referido. 

Que en estas condiciones es evidente que la suma de dine- 
ro embargada, no deja por tal circunstancia de pertenecer al 
deudor y habiendo sido este concursado, es igualmente de toda 
evidencia que esos fondos dc!>en ingresar a la masa del concur- 
so, corresixmdiendo al juez del mismo la competencia jurisdic- 
cional que reclama, pues por expresa disposición legal y cons- 
tante jurisprudencia, forman parte del concurso todas las per- 
tenencias del deudor (articulo 7-27 del Código de Procedimien- 
tos de la Capital), atrayendo a sí dicho juicio universal todas 
las acciones contra los bienes del fallido, las que son, por taJ 
motivo, de la competencia privativa y cxcluvcntc dd juez lo- 
cal del concurso. (Fallos, tomo 56, página 110; tomo 114, pá- 
gina 148, y los allí citados). 

En su mérito y oído el señor Procurador General, se de- 
clara que es conqietcnte en el caso el Juez de Mendoza, y que, 
en consecuencia, el de Comercio de esta Capital, a quien se de- 
volverán los autos» debe dar cumplimiento a lo solicitado en 
el exhorto de fojas 148. — Oficíese al juez del concurso en 
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la forma de estilo con transcr¡i>ción de Ja presente. Repóngase 
d papel. 

A. Bermejo. — J. Ficukroa Al- 
I corta. — Ramón Méndez. — 
M. Laurexcena. 



Don Antonio D'Afigefc, afichmtfo resolución de Aduana. 

Sumario: i, m Procede el recurso extraordinario del articulo 14» 
ley 48, contra una sentencia que decide en contra del de- 
recho sustentado por el recurrente. <!e ser aplicable al jia- 
trón por el hecho del dependiente, la sanción preceptuada 
|Kir los artículos 1027 y 1028 de las O.O. de Aduana. 

2. I/is responsabiKdades impuestas por lós artículos 1027 

V 1028 de las O.O. de Aduana al comerciante, connsignata- 
• 

rio, capitán de duque y. en general, a toda persona que por 
su comercio o profesión tenga relaciones con las Aduanas 
]>or los hechos de sus empleados o desdientes, sólo exis- 
te cuando promedia una fácil vinculación entre el fraude 

la contravención y la tarca descmjieñaria por el despa- 
chante o empleado: de suerte, que *lal responsabilidad que- 
da circunscripta a los hechos verificados por el dependien- 
te con ocasión o en ejercicio de la función qtte le ha sido 
confiada. 

3." K1 punto de saber si el despachante ratificó por actos 
posteriores a la presentación de su dependiente la gestión 
de éste* asume los caracteres de una cuestión de hecho, ex- 

1 rafia, por consiguiente, al recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14. ley 4*. 

Caso: tú explican las piezas siguientes: 
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SKXTKXCIA pRL SEÑOR JUEZ KKOKRAI, 

Buenos AifCl, Septiembre 19 de 1924 

Vistos y Considerando: 

i" yiic la resolución Administrativa <Ie la Aduana de fs. 
56 declara el comiso de la mercadería solicitada a despacho por 
el documento número 221,869, presentado el 28 de diciembre 
del año ppdo., en el que se Im incurrido en tina falsa declara- 
ción en cuanto a la calidad de la mercadería, manifestándose 
; ejidos de lana mezcla algodón y algodón con seda, siendo que el 
verdadero contenido de los cajones era lana con seda. 

Kl fallo administrativo declara la responsabilidad del des- 
pachante dé Aduana, Antonio D 1 Angelo, y éste alega en su de- 
fensa que el pedido de desecho no se encuentra firmado por 
sino jK»r su dependiente Rómulo R Marotta, que carece de 
facultades para suscribir despachos y que en este caso lia obra- 
do sin su autorización ni conocimiento, en momento en que 
se hallaba enfermo, por lo que ha resuelto des¡>edirlo jKira su 
mayor tranquilidad, agregando que la Oficina de Registros no 
ha cumplido con su deber al dar curso a un despacho firmado 
r una persona que no tenía |>oder, y que si esa oficina hu- 
ra detenido el documento, él habría tenido oportunidad de 
apercibiese del error. 

j." <Juc el dependiente Marotla, en su declaración de fs. 
30 confiesa que el 28 de diciembre, enterado de que el señor 
D f Angelo no concurriria al escritorio jxir encontrarse en ca- 
ma indispuesto y creyendo hacer un bien al escritorio y a los 
ueños de la mercadería que las reclamaban con urgencia, pre- 
paró el despacho de las mercaderías de que se trata, con Jas 
facturas a la vista, que estaban escritas en francés, creyendo 
estaba bien hecho y sin pensar que el |joder otorgado por 
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el despachante señor D'Angelo y que databa* de cuatro años, tío 
!o habilitaba para hacer esa operación; 

j.« Que del informe de fs. 13 resulta, efectivamente, que 
el poder que don Antonio D'Angelo había conferido a Marot- 
ta se redücia a marcas de bultos, retiro de mercaderías, firmar 
romaneos y asistir a las verificaciones de mercaderías, pres- 
tando conformidad con los resultados, 

4." Que del examen de estas actuaciones resulta evidente 
ie el nombrado Marotta ha suscripto a nombre propio el pedi- 
do de despacho número 22T,86o y que ha incurrido en una fal- 
sa declaración en cuanto a la calidad de las mercaderías, re- 
saltando igualmente evidente la conducta irregular de algunos 
empleados de Aduana, que han tenido intervención en los he- 
dios denunciados y respecto de los cuales el Administrador de 
\dttana ha adoptado las resoluciones del caso. 

5.. Pero, no obstante lo que se establece en el consideran, 
, precedente,— seria justo y legal responsabilizar en este caso 
al despachante D'Angelo. por las consecuencias de un hecho de- 
lictuoso realizad.» por su dependiente Marotta con motivo de 
una oj>cración que no estaba dentro de sus funcione* por falta 
de poderes y autorización de su patrón .' 

Si bien los artículos ítíáf y 102S de las Ordenanzas de 
Aduana declaran la responsabilidad de los pat roñes por los he- 
lios «le sus empicados, en cuanto esos hechos sean relativos a 
las operaciones de Aduana y puedan perjudicar la renta, debe 
tenerse presente que este precepto legal supone la existencia 
d c un mandato: no se hace incurrir en responsabilidad al pa- 
trón por el sólo hecho de ser su dependiente, si el acto reali- 
zado por éste está fuera de los limites dc sus funciones, por- 
que en este caso no concurrirían respecto del patrón los elemen- 
tos detemnhames «le la responsabilidad civil, es decir, la culpa 
negligencia, que deben necesariamente concurrir para poder 
mputár a una persona las consecuencias dc los hechos dc otro. 
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Este principio de derecho común que fundamenta el ar- 
ticulo II 13 de nuestro Código Civil, rige igualmente en materia 
aduanera. 

Loítís Babón, en su ' Traite Manual Theoriquc et Prac- 
tique des Service des Donancs". enseña que si la infracción se 
ha cometido |x>r el dependiente Cn ejercicio de sus funciones, 
•el patrón seria responsable de las infracciones cometidas por 
aquél ; pero m> si hubiera obrado fuera de ellas. 

lista interpretación está admitida también jK>r los reglamen- 
tos de Aduana: según éstos, nadie puede suscribir un pedido 
<ie despacho de mercaderías i>or si mismo, sino está registrado 
como desechante o como importador y a nombre de otro co- 
mo dependiente si no ha sido munido del competente poder que 
debe registrarse en la Aduana; y según sus mismos reglamen- 
tos es un deber previo de la Aduana certificar sobre la auten- 
ticidad de las firmas puestas cn los respectivos documentos. 

6.* Que siendo esto así, la Aduana no ha debido aceptar 
un ]>ed¡do de despacho y una declaración de mercaderías he- 
cha por una |>crsona que carecía de facultades para hacer esa 
clase de operaciones. Esta sola circunstancia, si no existieran 
las de orden legal de que se ha hecho mérito en el consideran- 
do anterior, bastaría para declarar la irresponsabilidad del des- 
pachante IV Angelo, pues de otra manera se correría el riesgo 
de que. por malicia o negligencia de los empleados fiscales se 
incitara a la comisión de delitos, para aprovechar después de 
sus l>eneíicios. ta Administración de Aduana del* ser franca 
y leal y como se decía en la circular del Ministerio de Háden- 
la del 12 de Noviembre de 1878: "KI Gobierno no tiene interés 
en que se apliquen penas por sorpresa; debe circunscribirse a 
percibir lo que legítimamente le corresponda, según las leyes de 
la Nación, y no puede tolerar que por falta de sus empleados 
subalternos se hagan odiosos los impuestos y se produzca el 
descrédito contra las leyes dictadas jk>t el Honorable Congreso 
y el Inien nombre de la administración." 
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Tur estas Consideraciones .se revoca la resolución arlada 
ile fojas 5". en cuanto declara el comiso <le la ■nwreádfetiá de- 
nunciada, y. en consecuencia, al>suelvo <íc culpa y cargo al des- 
pachante Antonio D'Angelo. — N'otifiquese con* el original, re- 
engase el |iai>el y devuélvase. 

Miguel L> Janlttf. 



SKNTi:\CIA ftfi LA CÁMARA FKDERAL 

Buenos Alrei. Febrero 12 de i«25 

Vistos y Considerando: 

Que según resulta del informe de fs. 43. el empleado Ró- 
tiiulo Marotta no estalra autorizado jn>r el despachante Antonio 
l/Angelo para firmar despachos y. j>or consiguiente, el |we- 
senlar el documento número 221,8(19. que contiene ta falsa ma- 
nifestación que motiva este proceso, obró fuera de sus facul- 
tades. 

Que el empleado Ricardo A. Coryalán, encargado de la 
oficina de Registros, eu la cual debió controlarse la firma del 
pedido de despacho, manifiesta (fs. 66) que por error, debido 
al exceso de trabajo, se dio curso a dicha solicitud. 

Que si bien es cierto que de acuerdo con los arts. 1027 y 
1028 de las Ordenanzas de Aduana los patrones son responsa- 
bles por los hechos de sus empleados, ello ocurre cuando obran 
dentro de sus atribuciones o cuando se puede afirmar que exis- 
te acuerdo con fines fraudulentos, lo que no se ha probado en 
ñutos. 

Por ello y sus fundamentos se confirma la sentencia recu- 
rrida de fs. 124, revocatoria de la resolución administrativa de 
fs. 56, y se absuelve, en consecuencia, al despachante Antonia 
D'Angelo.— Devuélvase. — José Marcó. — T. Arias. — B. A- 
Nácar Anchorcmt. — /. P. Luna. 
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Butflot Aire». Julio W dt Ittf 

Suprema Corte: 

E| Ministerio Fiscal ha sostenido en la presente causa sc- 
guiiki por Antonio D'Angelo, aislando de una resolitción de 
Aduana de Ja Capital, que Ib» arte. 1027 y 1028 de la ley nú- 
mero 810 sobre Ordenanzas de Aduana, establecen la responsa- 
bilidad del referido DAngclo por las ir regularidades cometi- 
das en un despacho aduanero. 

ta Cámara Federal de Apelación de la Capital ha declarado 
en su sentencia de fs. 148: "Que si bien es cierto que de acuer- 
do con los artículos 1027 y 1028 de las Ordenanzas de Adua- 
na los patrones son responsables por los hechos de sus emplea- 
dos, ello ocurre cuando obran dentro de sus atribuciones o cuan- 
do se puede afirmar que existe acuerdo con fines fraudulentos, 
jp que no se ha probado eti autos". 

Kl derecho del Piscó Nacional aparece, pues, fundado ex- 
presamente en las disposiciones de la ley especial citada, cuya 
interpretación ha constituido la materia del litigio, «1 que ha 
¿ido resuelto contra la validez del derecho ¡invocado. 

Kl recurso extraordinario de apelación fundado en el ar- 
tículo 14 de la ley número 48. y deducido ]>or el señor Pro- 
curador Fiscal es procedente. 

Asi. pido a V. E. se sirva declararlo revocando la resolu- 
ción denegatoria de la Cámara de fs. 152. 

Kn cuanto al fondo del asunto doy pto" reproducidos los 
dictámenes de fs. 117 y 134. concordantes con fe resolución del 
señor Administrador de la Aduana de fs. 56, Ba que pido a V. 
K. se sirva confirmar en todas sus partes; revocando en esa for- 
ma la sentencia apelada de fs. 148. Con costas. 

Horacio R. Lam ia. 
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FALLO DK LA CORTB SUPREMA 

Rumos Aire». Octubre -*1 de 19» 

Autos y Vistos ; 

One las sentencias dictadas erí ambas instancias interpre- 
lando los artículo* 10^7 y 1028 de las Ordenanzas de Adua- 
na han arribado a la conclusión de que el despichante don Anbr 
rijo ITAngclo no es personalmente resj>onsablc de la falsa ma- 
nifestación acerca de la calidad de una partida de mercaderías 
formulada por su dependiente Kómulo Marutta. al solicitar el 
despacho número 221,869» en razón de que este último carecía 
de autorización para suscribir |>cdidos de esa naturaleza ante 
las reparticiones aduaneras. 

tjue el representante fiVra! lia interpuesta contra esa re- 
rolucnm el recurso extraordinario reglamentado j>or el articulo 
14 de la ley 48, y su procedencia es visible, por cuanto aquélla 
ha decidido el punto objeto del litigio en contra del derecho 
ostentado por el recurrente, esto es, de ser aplicable al jiatrón 
por el hecho del dependiente la sanción preceptuada i>or los re- 
cordados artículos 10.26 y 1027. Corresponde, pues, declarar 
admiaihlc aquel recurso con arreglo a lo dispuesto en el inciso 
del articulo 14. 

Que en cuanto al fondo del asunto, |mr ser innecesaria ma- 
yor substanciación, la inteligencia atribuida por la sentencia de 
la Cámara Federal a los artículos 1027 y io¿8 de las Ordenan- 
za* de Aduana, se ajusta al texto y al espíritu de la ley, L*s 
responsabilidades impuestas \x*r ellos al comerciante, fabrican- 
te, consignatario, capitán de buque y. cu general, a toda perso- 
na que jHir su comercio o profesión tenga relaciones con las 
Aduanas por los hechos de sus wnpleados o de|>endientes, sólo 
existe cuando promedia una fácil vinculación entre el fraude 
o ta contravención y la tarea desempeñada |M>r el despachante 
o empleado. IX* suerte que tal rcs|>onsahilidad queda circuns- 
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cripta a los hechos verificados por el dependiente cón ocasión 
o en ejercicio de la función que je lia sido confiada. 

Que en el caso de este juicio, ha sido reconocido i»r el . 
recurrente y aparece comprobado, además con el informe de 
fojas 4*. el empleado Rómulo Marotta no estaba autorizado por 
D'Angelo para suscribir despachos, debiendo observarse, ade- 
más, que según los reglamentos de la propia Aduana nadie pue- 
de suscribir un pedido de despacho «le mercaderías i>or si mis- 
mo, si rio está registrado como despachante o con*» tocador 
y a nombre de ottó como dependiente si no ha sido munido del 
competente poder ¿pie debe inscribirse en la Aduana. 

One asi, la comprobación de que Marotta al solicitar bajo 
si, firma el despacho número 221,869, «o ha actuado dentro de 
las funciones «pie le estal«in atribuidas, aparece de la propia re- 
glamentación aduanera y es evidente, «pie si los empleados de 
esta hubieran cumplido aquélla, la infracción no habría podido 
cometerse, 

Q U e s ¡ el fundamento de la responsabilidad excci>c¡onal 
del patrón por hechos de sus deludientes reposa en la falta 
,1c vigilancia o en la mala elección del primero, es evidente que 
aquélla no puede subsistir cuando. la persona dependiente ac- 
túa o proceda fuera de la función en que ha sido colocado o 
cuando estando dentro de ella su actividad, le ha sido limitada 
v circunscripta por acto conjunto y simultáneo «leí pajón y úc 
ja Aduana, pues en cualquiera de los dos casos ... se amc.be 
«egligencia en la elección, ni hay la posibilidad de v.gilanc... 
deficiente. 

Que. el punto de sal>cr si D'Angelo ratificó por actos pos- 
teriores a la presentación del empleado la gestión de éste, asu- 
me los caracteres de una cuestión de hecho y es. por consigue- 
te, extraña al presente recurso extraordinario de puro derecho 
federal. 

En su mérito, se confirma la sentencia apelada en la liar- 
te «pie ha ludido ser materia de recurso. - Notifique.*, re- 
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{Mingase el |>ai>el y archívese, devolviéndose el expediente prin- 
cipal con transcripción de la presente. 

A. Bermejo. — J. FfftuKROA Al- 
corta. — Ramón Mkxukz. — 
KOUKRTO Rki'i-tto — M. t^Au- 

KKVCKNA. 



l*on /.nutrias Marión! y Hermano contra el Gobierno de fo Na- 
ción, sobre cobro de pesos. 

.Sumario: i." Las nunnas del derecho común reá|>ecto a intere- 
ses dé las sumas ]>crv¡b:das. no se encuentran derogadas ni 
alteradas ptir las de la lev especial ele Obras PúWica>. nú- 
mero 775. 

-\" Aún suponiendo que se hubieren estipulad.» plazo» 
para el cumplimiento de las obligaciones del Gobierno, y 
aun cuando los pagos efectuados hasta el momento de la li- 
quidación de la obra sólo revisten un carácter provisional o 
están sujetos a revisión o enmienda, aceptada |>or las par- 
tes contratantes la liquidación final que fijó el saldó defi- 
nitivo a favor de los constructores, sin que éstos hubieren 
formulado redamo alguno por razón de la demora en los 
pagos anteriores, ni lieclio reserva alguna sobre ello al 
prestarse esa conformidad, queda extinguida cualquier ac- 
ción del acreedor respecto a ¡os intereses de la- -«unías per- 
cibidas. 

Caso: l.o explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires. Noviembre 21 Je 1923 

Y vistos: 

Los promovidos por Zacarías Marioni y hermano contra 
la Nación, sobre cobro «le pesos. 

Y Considerando : 

I * (Jue la sociedad aetora persigue el cobro tic setenta y un 
mil novecientos setenta y tres pesos cuarenta y cinco centavos 
moneda nacional, en concepto de saldo de intereses adeudados 
por la Nación, con motivo de la demora habida en el otorgamien- 
to de los certificados relativos a las obras de construcción del 
edificio destinado a la Aduana de la Capital. Acompaña la ac- 
tor? diversos cuadros o planillas en cjue indica, números de los 
certificados, cantidades correspondientes a los mismos días de 
atraso, fechas de |iago, etc.. etc., invoca el artículo 4" del res- 
pectivo contrato celebrado con la Nación, el art. 64 de la ley de 
Obras Públicas y solicita condena .por la expresada suma, con 
intereses y costas. 

2. " One la Nación contesta la demanda o|K»niendo !a pres- 
cripción liberatoria con relación a los pagos de certificados efec- 
tuados con anterioridad de diez años a la fecha de la interpo- 
sición de la dc;randa. 

Invoca a su vez el articulo 4/ del contrato para extraer la 
conclusión de que no ha hecho mora en el pago de los certifi- 
cados, se refiere a los antecedentes e informes administrativos 
vinculados con el asunto y luego de otras reflexiones solicita 
el rechazo de la demanda con costas. 

3. ° Que atenta la forma en que se triabó la litis contcstatio. 
entiende el suscripto que el plinto capital de la cuestión repo.vi 
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Cii lo establecido en el artículo 4. del contrato celebrado por la 
adora con la lYación y de la interpretación que se de a tal ar- 
ticulo, combinado con el 64 de la ley 775, depende la suerte riel 
1 Jeito. 

Dice ese articulo 4.": 

"Ningún certificarlo de |«gu j>odrá ser inferior a sesenta 
ni.l posos m|n. 9 salvo el último. Mensualniente o cuando ios 
centralistas harán ejecutado Obras que alcancen a esa suma, 
presentarán 'ira planilla a los arquitectos con la designación, 
metraje y piv unitario oficia]; los arquitectos revisarán esa 
planilla, le disii. muirán el nueve y cincuenta i>or ciento y con el 
visto bueno de 1;, Dirección «le Arquitectura, será abonada por 
In Tesorería Ciesieral, previo los trámites de pr íctica", fs. 3 \ia. 
} 14 ele ote expediente y iji y Uv'ia del administra!; 1 <> 1704 M 
0117. agregado. 

Tiene razón el señor Procurador General de la Nación 
cuando dice en mi dictamen de fs. 96 «leí expediente adminis- 
trativo citado, que d art. 4." «leí contrato invocado no establece 
fechas fijas para los pagos, a que referir la mora prevista por 
el art. 64 de la lev número 775 y qué las partes lian aceptado 
tácitamente la duración acostumbrada «le 4os trá m i te. » mhniinj 
trativos. 

\'o calie, pues, en sentir «leí suscripto, traer a cuenta el 
susodicho articulo f»4 de la |ey, toda vez que él reconoce «lere- 
cho a reclamar intereses cuando promedie retardo ¡>or parte 
del Poder Kjecutivo en I«)s jagos por más «le treinta «lias <les- 
pués «le las fechas, en «pie, stu/ún «7 contrato, deben hacerse. 

Si el contratista no se cuidó de establecer fechas como se 
lo consiente la ley para obtener los pagos, lo <|tie estaba en su 
mano fijar, debe sufrir las consecuencias que lia i>odid«> depa- 
rarle semejante omisión. Arts, 902; <jo4. Código Civil. 

Careciendo entonces la actora «le «lerecho para promover 
mi demanda, se impone el rechazo «le ésta. Art. 490,, Ctxligo 

citado* 
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A mérito de lo que se deja expuesto cree el suscripto que 
es inoficioso resolver el punto de la prescripción opuesta por el 
señor Procurador Fiscal en su contestación a la demanda » 
traer a cuenta Jas declaraciones testimoniales de autos. 

Al decidir el asunto en la forma en quit lo hace esta sen- 
tencia, se tiene presente lo resuelto por la Corte Suprema en di- 
• ersos fallos que se ocupan del n.odo en que se pudú senten- 
ciar. Tomo 02, página 3«7J t»»>° «A 1%"» 2 &> t0, "° "9. pá- 
gina «i ; tomo 123. nágína 285. 

l'or las consideraciones que preceden, fallo: rechazando 
la demanda instaurada por la Sociedad Zacarías Mar 5 y \v r- 
mano contra la N?cíón, sobre col.ro de pesos a me se refúru- 
él wvrxt consid-.ra.ndo. Sin costas, por ca ecer de malicia o 
Ur.ieu.lad la parte actora. Notiflquese, repóngase -.'1 sellado , 
oportunamente arclíivese, previa ('evolución de los expelientes 
'•Brégalos a su ¡ifcedencia, 

Saúl M. Escobar. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Bis»™* Alf«». S*pll«rtre 8 d« 1»S5 
Vistos y Considerando: 

One el recurso de nulidad deducido y considído contra ía 
sentencia de te. 96, no lia sido formulado en esta instancia co- 
mo correspondía v, por otra parte, ni la sentencia recurrida apa- 
rece dada con violación de la forma y solemnidad que prescri- 
btn las leyes, ni el procedimiento adolece de defecto alguno de 
los que por expresa disposición de derecho anulen las actúa 
dones. (Artículos 233. ley 5<>)- 

Por tanto se desestima dicho recurso. 

Y Considerando en cnanto al de apelación : 
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Que la única reserva hecha jior la sociedad actora respecto 
a intereses, es la que consta en el escrito cíe fojas i del expe- 
diente administrativo agregado (M. 7403), hedía jjor e] aeree- 
<Ior con fecha septiembre 11 <lc 1913* respectó del saldo deudor 
del último certificado de pago (num. 19) expedido por la Di- 
rección de Arquitectura. |M>r concepto de liquidación «le cuen- 
tas ele la construcción del edificio de la Aduana de esta Capital 
y por devolución del fondo de garantía. Los demás certifica- 
dos, es decir desde el primen» al décimo octavo, fueron cobra- 
dos |>or la sociedad actora sin reserva respecto a los intereses 
que ahora demanda por dentaras en el jwigo y en la expedición 
de dichos certificados. 

Que los intereses corres) «ludientes al saldo deudor del úl- 
timo certificado núm. jo a la época en cjue el acreedor hizo la 
reserva de referencia. le fueron reconocidos ]>or decreto del 
poder Ejecutivo Nacional de fecha 4 de junio de 1914 y orde- 
nado su i*ago por decreto de irayo 15 de 1917; según consta a 
fojas 90 y <>8 del expediente administrativo citado. 

Que respecto a lo demás es api. cable la disposición del ar- 
ticulo 624 del Código Civil, según la cual "el recibo del capital 
por el acreedor sin reserva alguna sobre los intereses, extingue 
la obligación del deudor resjieeto cié ellos", disposición general 
a cuya aplicación no se Opone ninguna de la lev núm, 775 so- 
bre Obras Públicas. 

Que la circunstancia de que en una o varias ocasiones la 
Tesorería Genera] de la Nación ttó le permitiera hacer reser- 
va en el recibo de pago que otorgara ante ella, no suple la omi- 
sión de la actora. puesto t|iic pudo haberlo separadamente, co- 
mo después lo hizo respecto del sabio del último certificado. 
No la suple tampoco la protesta de fojas 20 a 23 que es muy 
posterior a dichos pagos y no se refiere es|>ec¡ahnente a ellos. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia apelada 
de f«*jas Xf» a S8. cpie rechaza la demanda instatmla por la So- 



DC JUSTICIA DE LA NACIÓN 



88 



■cicdad Zacarías Marioni y hermano contra U Nación sobre co- 
bro de pesos por concepto de saldo de intereses* debiendo abo- 
narse las costas <!e esta instancia en el orden causado, atentas 
las circunstancias de la causa. Re]x'>nganse las fojas en el juz- 
gado de procedencia - 

T: Arlas. — Marcelino Escalada. — B. A. Nácar Anchorcna 



FALLO DE LA CORTÍ SUPJtEMA 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1025 

Vistos y Considerando: 

Que los demandantes, señores Zacarías ^larioni y her- 
mano, constructores del edificio destinado a las oficinas <le la 
Aduana de la Capital, reclaman en el presente juicio la suma 
de sete.Wa y un mil novenentos setenta y tres pesos con cua- 
renta y cinco centavos moneda lcg*I en concepto de intereses 
correspondientes a la demora por i>arte del Gobierno de la Na- 
ción, en el pago <le 3os certificados parciales por trabajos eje- 
cutados en dicha obra. 

Que al efectuar el cómputo de lo reclamado, los actores 
deducen la sima de nueve mil setecientos diez y nueve pesos 
cuarenta y lin centavos que el Poder Ejecutivo les reconoció 
y abonó a título de intereses jx>r el tiem|H> que había demorado 
el pago del certificado de liquidación y la devolución de la ga- 
rantía del io por ciento. 

Que la reclamación <le los demandantes se funda en lo dis- 
puesto en el artículo 64 de la ley de Obras Públicas núm. 775» 
que dispone lo siguiente: "Si ef Poder Ejecutivo retardase los 
pagos por más de 30 «lias después de las fechas en que, según 
el contrato, deban hacerse, el contratista tendrá, además» dere- 
cho a reclamar intereses a la tasa fijada para las letras de Te- 
sorería. Si el retardo fuese causado por el contratista, por re- 
clamaciones sobre mediciones u otras con motivo de la obra 



que fuesen mal fundadas, no tendrá derecho al pago de inte- 
reses. Si las reclamaciones naciesen del Poder Kjecutivo y re- 
sultasen no ser justas, quedará subsistente el derecho a los in- 
tereses por part-C del contratista, desde la época señalada". 

One en la primera instancia del pleito, la demanda fu¿ de- 
sestimada. — invocándose como fundamento fie tal decisión 
la faha de mora, por cnanto el contrato celebrado entre el con- 
tratista y el Gobierno no establecía plazos ciertos para |Ki- 
¡»os de la obra. — ■ sin lo cual no era aplicable la disposición de 
la ley nú r. 775 invocada i**>r los actores COhíO fuente (le la obli- 
gación dé satisfacer intereses. 

Que csi sentencia filé confirmada pbr la Cania:;. Pedfrál 
de Apelación de la Capital. — en apoyo de cuyo pronuncia-* 
miento se hizo ir.crito del hecho de haber |>ercibidp los actores, 
las cuotas parciales del predio de la obra sin protesta ni reser- 
va ]M»r bis intereses monitorios correspondientes. — anteceden- 
íes que á juicio del tribunal a quo extinguía la obligación acet- 
ona cuyo etiu^Hiniento se relama en el juicio de conformidad 

>ii lo estatuido en el articulo "¿4 del Código Civil, 

• 

Que con el fin de desvirtuar los fundamentos de los re- 
ndados fallos los recurrentes sostienen (|tte no es exacto que 
se hayan estipulado plazos para tí pago de bs obras, pues 
>or el articulo 4." del respectivo contrato se han señalado los 
rminos (tara el cumplimiento de las obligaciones del Oobicr- 
U estableciéndose que mensual nictltc, o cuando se hayan eje- 
cutado obras por un valor no inferior a sesenta mil pesos, los 
contratistas presentarán a los arquitectos una planilla de los 
trabajos realizados; los arquitectos revisarán esa planilla le dis- 
minuirá:; e! nueve y medio por ciento; y con el visto bueno de 
la Dirección de Arquitectura, será atamada por la Tesorería Ge- 
neral previos los trámites de práctica. Agredan que la falta de 
reserva o protesta por escrito respecto a los intereses, al recibir 
los pago» de dichos certificados no puede surtir el efecto de ex- 
tirguir la acción «leí acreedor en cuanto a dichos accesorios, des- 
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de que esos pagos eran parciales y provisionales, según lo pres- 
enil la misma ley de obras públicas, y se hallaban sujetos a la 
revisación y Kqitidáotóñ final de la obra. 

Que estas consideraciones no logran desvirtuar los funda- 
mentos del fallo apelado, desde que. aún suponiendo que se hu- 
bieren estipulado plazos para el cumplimiento de las obligacio- 
nes del Gobierno y aún cuando los [pagos efectuados basta el mo- 
mento de la liquidación de la obra sólo revisten üñ carácter pro- 
visional y están sujetos a revisión o enmienda. — todo ello que- 
dó cubierto y consolidado por dicha liquidación final que fué 
aceptada por las dos parles contratantes y que fijó el saldo de- 
finitivo a favor de los constructores. Si éstos tenían algún re- 
clamo que formular jwr razón de la demora en los pagos ante- 
riores, _ debieron presentarla antes de aprobar esa. liquida- 
ción a fin de que se incluyeran en ella las partidas correspon- 
dientes a .intereses devengados. No habiéndose producido opor- 
tunamente esc reclamo, ni constando que se hiciere reserva al- 
guna a tal respecto al prestarse la conformidad, — la liquida- 
ción aprobada que fijó el crédito de los constructores cerró la 
puerta a toda discusión ulterior sobre los derechos de las partes 
que tuvieran por causa la construcción del edificio y además dió 
carácter definitivo e irrevocable a ¡los pagos efectuados hasta 
esc momento (articulo 58 de la ley número 775 ». — extinguién- 
dose por este hecho, cualquiera acción del acreedor respecto a 
intereses de las sumas ^>ercibi<las, «con arreglo a las normas del 
derecho común, que no se encuentran derogadas ni alteradas 
por las de la ley especial de Obras Públicas (articulo Ozj GV- 
digo Civil; Fallos, tomo L19, página 3H9 > toflio 120, página 5* 
entre otros». 

Que en tales condiciones el derecho de los demandantes por 
concepto de intereses no ha podido exceder en ningún caso de 
los relativos a los pagos efectuados después <le haberse apro- 
bado la liquidación final de la obra, es decir, a los que corres- 
ponden a la demora en el pago del certificado de liquidación y 
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tu la devolución de la garantía, los que fueron expresamente 
excluidos «le la presente de. randa p«jr haber sido satisfechos 
]M»r el Gobierno en virtud de las gestiones administrativas <le 
los constructores . 

Por ello, se confirma en todas sus partes la semencia ape- 
lada. Notifiqitese y devuélvase, debiendo efectuarse la re]»osi- 
ciótí del sellado en el juzgado «le origen. 

A. Hi:rmi;jo. — J. Figurroa Al- 
corta. — Kamóx Mkkdez. — 
Rohiíkto Rkpktto. — M. Lau- 

RICN'CKNA. 



pon Alejtinirp Bocro contra don F.mMo Btiudcl Xlesires y otros, 
por injurias. Contienda de competencia. 

Sumario: i " Corresponde al Juez dfcl Crimen «le La líala él 
juzgamiento de un delito íjue se hace consistir en palabras 
injuriosas vertidas en una reunión celebrada en una casa 
particular situada en Lomas de Zamora, provine» de Bue- 
nos &ire§¿ 

j.- Corresponde a la justicia federal el conocimiento de 
una causa por el delito de injurias (pie se dicen cometidas 
por escrito en Una nota remitida al Ministro de Justicia c 
Instnuvi oh Pública, i Lugar sometido a la jurisdicción de 
la Nación como gobierno general y no como gobierno local. 
VrtíCtllo íftcisÓ -|. a de la ley 48). 

. 3. Perteneciendo uno «le los delitos imputados a ¡os que- 
rella Jos. al fuero federal y el otro al fuero ordinario de La 
PJata, debe ser juzgado en primer lugar el ({lie corresponde 
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al fuero federa!. ( Artículo 38 del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal J. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑO* PSOCUKADOft GEN ES AL 

Buenos Aire», Septiembre I* de I«5 

Suprema Corte: 

Don Alejandro J. Huero querella i>or injurias a don Emi- 
lio Baudel Mestres y otros, las que dice le han sido inferidas 
pór los acusados dé viva voz en una reunión pública tenida en 
I o ñas de Zamora y por escrito en una nota suscripta en ese 
m¡stno acto y remitida al Ministro de Justicia é Instrucción 
Pública de la Nación. 

Añade qué también ha sido injuriado j>ur los abusados con 
¡a publicación que de dicha nota han hecho en los diarios "La 
Nación". "La Prensa" y "La Razón", de la Capital Federal. 

El Juez en lo Criminal y Correccional de La H ita, atento 
a la naturaleza del delito y la circunstancia en que se dice per- 
jwtrado. ha declarado su ¡nco:npeteneia y remitido el proceso al 
señor Juez Federal de la misma ciudad para su conocimiento. 

Este magistrado, a su vez. lia resucito declararse también 
incompetente y. planteada en esa forma la contienda, han sido 
remitidos los autos a V. E. pitia) que la dirima en ejercicio de 
ln facultad que le acuerda el art. 9. a , inc. b > de la ley núm. 4055. 

Opino qué la justicia federal es incorpetentc para conocer 
en esta causa. 

En efecto, ya sea que se consideren a los fines de la juris- 
dicción las injurias verbales o las escritas en la nota referida, 
amlxH actos no pueden motivar 3a intervención de la justicia 
nacional por tratarse de hechos constitutivos de delitos comu- 
nes previstos y castigados ]M»r el Código Penal. 



IWt.!.<»S DK I.A CORTK SUPREMA 

Y si se tiene en cuenta la circunstancia de Haber sido diri- 
gida la ñola al señor Ministro de Justicia c Instrucción Pública 
de la Nación, ¿llOj de acuerdo con la doctrina de esta Corte Su- 
prema (T. r.38; página 251) importaría dar conocimiento al 
Juez Federal de la Capital y no al de La Hala que no ejerce 
nqíii sii jurisdicción territorial. 

Vstnvismo, el delito qúc podría resultar de las publicaciones 
injuriosas a que se hace referencia aparecidas en los diarios <le 
la capital federal determinaría la competencia «le 1«»> jueces de 
la misma para su juzgamiento. 

Por Ip expuesto soy de opinión que el Juez Federal de 
ha Plata es incoinjíctcrilc para conocer en la presente cansa. 

Horacio A*. Carrea, 



1 M.l.o m; 1 \ CORTI2 SUPRKM \ 

Buenos Aires. Octubre J! de 1*25 

Vid 05 y Considerando: 

1 ." Une la acu>: i*d<">n de don Alejandro Bocro cOiftra don 
Emilio fíaudcl, Rodolfo Krrasqúou, Juan Acuña. Antonio Del- 
gado; CUnu-nt ino V. de Xieuola, Federico Giraldo, Rogelio 
Cantoni, Ivluanlo Í?ériiartdéz, Manuel P.aüña y Augusto 
Sclnyars, que lia ¿laido lugar a la contienda de competencia ne- 
gativa entre el Juez Federal de ta Plata y el del Cri nen de 
la misma localidad, que se ventila ante éste tribunal, versa so- 
bre delitos ríe injurias, cometidos, según el actor, por los qtte- 
rdlados por distintos medios y en distintas jurisdicciones. 

2." Qttc el primero se hace consistir en palabras injuriosas 
vertidas por aquéllos en una reunión celebrada en la casa par- 
ticular de don Manuel Pórtela, en Lomas de Zamora. Provin- 
cia de Buenos Aire-, es decir, donde la Nación no tiene juris- 
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dicción exclusiva y ábsolwtai y como se trata de un delito co- 
mún, sti juzgamiento cóittepottíte ni Juez del Crimen de ta 
Plaia. 

3¿* (Juc el segundo delito imputado a los querellado» CS la 
1 resentación de la nota de ís. 2 al Ministro de Justio'a c Ins- 
trucción Pública, hecho que por tratarse de una autoridad na- 
ciona!, dcíerminn la rompetencia cíe la Justicia Federal de la 
Capital 1 ara entender cti él, de acuerdo con lo dispuesto por el 
art. 3* inc. 4." de la ley 4$, como Jó declaró esta Suprema Cor- 
té antes de ahora, en el fallo que obra en el tomo 138, j>á- 
gitra 351, 

4:' Que perteneciendo uñó de los delitos al fuero federal 
\ el otro al fuero ordinario de La Plata, debe ser juzgado en 
¡»riv;T lugar el que corresponde al finiera!, como lo prescribe 
p! art. 38 del Cód. de Procedimientos Criminal, y en segundo, 
el que cae bajo la acción de la justicia del Crimen de La Plata. 

A >us efectos, devuélvanse los autos al Juez del Crimen de 
I.a Plata, donde se inició la querella, con la nota de estilo, ha- 
ciéndose saber esta resolución al Juez Kedcra] de la misma loca- 
Hilad. 

A. Ukkmkjo. — J. Ficurroa Al- 
corta. — Uamóx Mí;njh:z. — 
RdRKRTO KkI'KITo — M. I.AC- 
KKMKNA. 



jPojj Pasciutl II. Gntifu contra la ¡impresa del Ferrocarril Oeste, 
sobre daños y perjuicios. 

Sumario: 1. La interpretación más razonable de la disiK>sición 
del ¡üó&> 8.° del articulo 5." de la ley 2873, en presencia 
de su texto y de los prop">si;<>s que la informan, es la de 
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que los ferrocarriles deberán emplear los medios indicados 
de protección, con arreglo a las necesidades del tráfico, ya 
ipie la instalación de barreras en lugares apartados y de es- 
caso tráfico, tu» tendría «tro resultado que el de encarecer 
la explotación ferroviaria en perjuicio directo del público. 

j." No puede ser revisada por via del recurso extraordi- 
nario del articulo 14 de la ley 48. una sentencia que llega 
a la conclusión de que ta falta de instalación de barreras cu 
el paso a nivel en que se produjo el accidente, constituye 
una negligencia culpab'e de parle de la empresa demanda- 
da, por cuánto él cruce de la vía férrea con el carino pú- 
blico se encuentra situado en la planta urbana del pueblo 
de Albcrti y en un punte» de considerable tráfico, (Con- 
dusiones vibre inultos de hecho y de prueba). 

.v Iv! antecedente de lio haberse ordenado la colocación 
de barreras en el cruce de que se trata. por la Dirección 
íicneral de Ferrocarriles, no es óbice para considerar arre- 
jí'ad.i a derecho la aplicación hecha en el caso por el tri- 
bunal </ ijitn de la «¡ispo>ición cuestionada de la ley número 
2873; (Articulo 5.". inciso 8>). 

Caso: E#o explican las piezas siguientes: 

SKXTK.M IA DEL SSSOR JUEZ FKUKRAf. 

Buenos Aires. Septiembre " de IttG 

Y Vistos • 

Estos autos seguidos p<»r don Pascual 15. Gükta contra la 

Emprésa del Ferrocarril Oeste. s«»bre daños y perjuicios de 
cuyo estudio resulta : 

Oue a fs. ¿ dpii S. Díaz Navarro, en representación del ac- 
tor demanda a la mencionada cnvpresa el cobro de la suma de 
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$ 12.000 «v|n., los intereses y costas. Manifiesta que el 30 de 
eneró de 1922. a Jas 20 horas, su mandante se dirigía del cam- 
po al pueblo de Alberti, provincia de Buenos Aires, en un au- 
tomóvil de su propiedad que llevaba los faros encendidos e iba 
a prudente velocidad, porque debía cruzar un paso a nivel del 
Ferrocarril Oeste, en el qué no hay barreras ni guardián, a 
pesar de estar situado en la planta urbana del citado pueblo. 
Que a jx'sar de las luces de los faros, densas nubes de polvo y 
un bosque de hinojos (pie cubre el alambrado de las vías im- 
pedían ver a la distancia, por lo que al cruzarlas el automóvil 
fué embestido \*>r el tren de carga número 313. que no dió las 
¡ntadas reglamentarias, y lo arrojó al costado de la vía, que- 
dando completamente destrozado, (luida fué internad.» en el 
hospital de Alberti un mes |>or las heridas recibidas e.i la cabe- 
za, brazos y piernas, y luego estuvo 'los meses inactivo por la 
convalesccncia, habiendo quedado con un debilitamiento mental 
a raiz de la conmoción cerebral sufrida, que le obliga a limitar 
su actividad, disminuyendo su capacidad económica. 

Que el valor del auto Ford ele reciente adquisición lo esti- 
ma en S 2.000 m|n. Su mandante era abastecedor de carne > 
como el negocio lo atendía personalmente, el daño sufrido en 
su salud, la disminución de sus negocios por su inactividad du- 
rante tres meses y los gastos de curación los lija nioderr.'laren- 
lc en la suma de 12.000 ? mln. 

Que la empresa demandada es la culpable del accidente. 
pi-.es en el paso a nivel donde tuvo lugar no hay barreras, exis- 
tiendo en la vía una maleza que impide ver el paso de los tre- 
nes, y el que atropello a su mandante 110 dió las pitadas de or- 
denanza a pesar de estar ese sitio en pleno centro del pueblo 
de Alberti. 

Funda su acción en los arts. 902. 1067, 10*5?; 1 '<*) >' si- 
guientes del Código Civil y arts. 5 y 91 de la ley 2873. 

A fs. 10 don Fidel Ortíz. en representación de la Kmpre- 
sa del Ferrocarril Oeste, pide el rtcliazo de la demanda, con 
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costas, y manifiesta que no son tales las dos culpas o faltas qtté 
el actor imputa a su representada, pues niega qúc el tren que 
ocasionó el accidente no <liera las pitadas reglamentaras y que 
el pa$o a nivel donde ocurrió el mismo no se encontraba en cotr 
(liciones legales. 

Que la ley ¿873; art. 5.", inc. 8.*, exige que los pasos a ni- 
vel tengan barreras o guarda-ganados, según lo dispondrá la 
autoridad, y en el que sucedió el accidente hay guanh-ganados 
según !o ordeno la Dirección de l'Vrn»oarri!es. siendo inexacto 

afirmado sobre el tránsito que existe en el trisnip y 011 la 
dificultad de la visión. 

Niega el valor del automóvil (pie se dice pendido y que vi 
daño sufrido |>Qr el actor tenga la extensión que él mismo men- 
ciona, por cuanto «le los informes médicos expedidos en el su- 
mario resulta que 110 tuvo ninguna importancia. 

Que su mandan^ no ha incurrido en ninguna omisión pe- 
nada por !;.s leyes y >i el hecho ocurrió por falta imputable a 
PascwiJ Blas Gitidá, de acuerdo con el art. 1 1 1 1 del Código C¡- 
\:I no es |>osib]c atribuir ninguna responsabilidad a su repre- 

sciititda. 

Afriertó el juicio a prueba se produjo la <|iic certifica el 
:x L irio a fs. 64, y habiendo alegado ambas panes a fs. 67 y 
J2 t¡ ledai-ón estos íuifos en c-t,tdo de dictarse sentencia. 

Y Considerando : 

Que de los términos de la demanda y contestación corres- 
pondía a la parte adora acreditar la culj^Hidad tic la Kmpre- 
del Ferrocarril Oeste, en la producción de este accidente. 

Otu en el informe expedido |>or el corsario de Alberti a 
í^. se expresa c|üe*el sitio donde ocurrió el accidente del au- 
tomóvil guiado por PásCiiál II. < mida, con un tren de carga del 
Keriticnrrii Oeste, el 30 de enero de n>¿2, está comprendido en 
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li planl-i t i rbana dd pueblo, careciendo el ¡paso a nivel dé barre- 
ra:-, como también ele personal *|uc íó cuide y anuncié ¡a pro- 
ís unidad de los numerosos trenes de carga y pasajeros rjtié a 
diario :r;i?án con el consiguiente peligro para el numeroso ira 
fice, pues es un camino general que da acceso a la planta ur- 
bana a I^s habitantes cié varios cuarteles dél Partido. 

Qjic los testigos '1'Omás D: Tortí a ís. 3$j Santiago Pista a 
fs. 40, José Cárborié a fs. 4.» y Carlos A. Día/, a fs. 44. decla- 
ran que en el paso a nivel donde ocurrió el accidente el 36 de 
enero de 1932. a las 20. no hay barreras ni guíiwlas, hallándose 
m la planta urhana (leí pueblo rodeado de poblaciones y que es 
de mucho tráfico. contándoles que < mida sufrió diversas heri- 
das, siendo iiitcniadb en el hospital, y qtte el automóvil en que 
\ tajaba quedó destrozólo al costado de la via. 

(Jue del informe médico que corre a (<. 50 vta.. resulta (|ÜC 
rti>n Pítscüál Gií ida ingresó al hospital el 31 de enero de 192J. 
siendo dado de alia e! 12 de febrero, presentando diversas he- 
ridas y síntomas de conmoción cerebral;. Agrega que el 28 de 
febrero se le efectuó un examen, habiendo M>rprobado que el 
lesionado se encontraba en perfectas condiciones de salud. 

(Jue a los efectos de establecer la responsabilidad de la 
empresa. calíC observar que se trata de un accidente producido 
en iui paso a nivel muy transitado |)6f hallarse sobre una po- 
blaron, y en el que no hay ni barrera* ni guarda alguno que 
advierta al publicó el crucé de los trenes, contrariando asi dis- 
- posiciones expresas de fa Ley ('.enera! de ferrocarriles al pre- 
ceptuar en d art. 5.'. iric. H.". «pie las empresas deberán esta- 
blecer barreras o guarda-ganados en :«dos U>s puntos en que 
los ferrocarriles cruzasen !"* caminos o calles públicas a nivel. 

Que de acuerdo con la jurisprudencia de la Suprema Cor- 
le — tomo 53, página 295, — la ftt* <lt ' barreras en un paso a 
nivel de la via férrea constituye una negligencia culpable que 
resixnisabiliza a la empresa por los daños ocurridos a conse- 
cuencia de dicha falta, y en el tomo página 63. ha declara- 



do que la indigencia del Departamento de Ingenieros, al no 
exigir d cumplimiento de una disposición legal lio puede excu- 
sar la negligencia <le la empresa demandada, pues se tfata di* 
omisiones de í|Ue es dircctaiiiCulé responsable el que las lia co- 
metido, 

Otii! en i érito de lo expuesto, es evidente la respmisabi ! i- 
cWmc] en que fia incurrido la empresa del Fern»carril del Oeste, 
cojrt motivo dé este accidente, aún cuando ho se haya probado 
s¡ el maquinista citó silbatos de reglamento, no pudiendo el 
infrascripto tomar eli consideración las coligancias del sumario 
que cora- ]x»r cuerda Separada, desvie que sus decJaradones no 
han sido debidamente ratif ¡cad.-s en este juicio. 

Que establecida como queda la responsabilidad de la Km- 
; reáa del Ferrocarril Oeste en la producción de este accidente. 
\ aún cuándo el maquinista hubiera dado los silbatos reglamen- 
tarios a! atravesar d p*Ko a liivd, es ¡ndudblc qitc la victima 
no procedió cotí la prudencia necesaria a esas horas de la nddie. 
conociendo las juvuliaridades que ofrecía la naturaleza del te- 
rrino y sabiendo que en aquel sitio no lubia barreras ni vigi- 
lancia de ninguna especie, 16 qué le hace pasible de cierta re>- 
ponsabilidad concurrente, que debe tenerse en cueuia al fijarse 
la indemnizado!! reclamada. 

One a este respecto, las pruebas producidas evidencian los 
daños sufridos por la víctima en c-tc accidente, Su condición 

social v el buen estado actual de su salud que establece el ¡n- 
f t ir- 1 e médico de f>. 50 vta.. y en cuya virtud conceptúa el in- 
trascripto equitativo fijar por toda indemnización ¡ta suma de 
.; OQQ $ ni n.. de acuerdo con Id dispuesto en los arls. 1067 y 
1 109 de! Código Civil y lo resuelto en casos análogos. 

Cor estos fundamentos, falle) ; condenando a la Empresa 
del l-'erro.arrll Oeste, pague a don Pascual Blas Cuida la suma 
de cuatro mil pesos moneda nacional por toda hule imitación, 
con las cosía- del juicio. — Xoiiíiqucsc y reténganse las fojas. 

Manuel B. de Alichorciiá, 
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SKXTKNCIA Ñí I.A CÁMARA ll-OlvKAI. 

Buenos Aire», Diciembre- 14 de ID2B 

Y Vistos: 

Por sus fundamentos y de acuerdo con la jurisprudencia 
sentada pOf este Tribunal en los casos de Muñoz de Cía, Mana 
V- F. C. Ihienos Aires al l\T;ifico y Arriela de Vidal. Angela 
V. F. C. Oeste, fallados en h y 25 de septiembre «le 1922. entre 
otros, se confirma, con costas, la semencia apelada de fs. 77 
que condena a la Empresa <lcl Ferrocarril Oeste a pagar a <lou 
Pascual Hlas (luida la suma de cuatro mil pesos moneda nacio- 
nal, por toda indemnización. 

Devuélvase y refúnganse las fojas en priven* instancia. — 
lareclirio Hscalada. — T¿ Arias. — B. A, Nácar Ahchorem. — 
P. Luna. 



IWI.'O J)|- U\ SLTKIvMA CÓRTK ( I ) 

Buenos Aires, Octubre "JO de ¡925 

Y Vistos: 

tos seguidos por don Pascual I». Güida contra la Empresa 
del Ferrocarril Oeste, .sobre daños y perjuicios. 

Y Considerando; 

Qxxe el actor fundó su derecho a la indemnización en la 
responsabilidad qwc atribuye a ta Empresa ]K>r no colocar to- 
rreras en el jaso a nivel en que se produjo el accidente e invo- 
có como fundamento de la responsabilidad consiguiente a la 
- referida, el art. $*, inc. 8* de ta ley de ferrocarriles 



FALLOS DK LA CORTE SUPREMA 

• 

(¿lie ésta Corte ha determinado ya en sentencias anterio- 
res el alcance del precepto citado, y en ellas lia dejado estable- 
cido que la interpretación más razonable en presencia tlcl tex- 
to legal y de ¡<>> propósitos que informan la disposición, es la 
<!c que los ferrocarriles delwrAn emplear los medios de protec- 
ción indispensables, esto es. barreras p guarda-ganados, según 
los casos, con arreglo a las necesidades del tráfico local, ya 
que la instalación de barreras en lugares apartados y de escaso 
tráfico no tendrá otro resultado que el de encarecer la expío- 
tactón ferroviaria con perjuicio directo del público. (Fallos, 
tomo 142, página 238 y otros). 

Que la sentencia apelada, aloyándose en los elementos de 
juicio acumulados en autos, llega a la conclusión de que la fat- 
ta de instalación de barreras en el jkiso a nivel en que se pro- 
hijo el accidente, constituye una negligencia culpable de parle 
¡e la empresa demandada, |x>r cuanto el cruce de la vía terrea 
con el va;n¡n*> público se encuentra situado en la planta uria- 
na del pueblo de Alberti ( IVovincia de Unenos Aires), y en un 
punto dé considerable tráfico. 

Que no pudiendo revisarse tales conclusiones sobre punió 
ele liedlo y de prueba 011 el recurso de puro derecho federal, a 
mérito del cual se ba traído la cáttsa a la jurisdicción apelada 
de esta Corte, resulta inobjetable la aplicación hecha por el tribu- 
na! <i <//'<> de la disposición cuestionada «le la ley número 287,)» 
no obstando a ello el antecedente de no balwrse ordenado la 
colocación de barreras en el cruce de que se trata por la Di- 
rección General de 1-errooarriles. porque, como lo ha dicho el 
tribunal al decidir casos análogos: "la negligencia del Depar- 
tamento de Ingenieros en no exigir el cumplimiento de una dis- 
posición legal no puede excusar la negligencia de la empresa de- 
mandada, pues se trata de omisiones '1c que es directamente 
responsable el que las ha cometido/' (Fallos, tomo 53, página 
¿Q#. y tomo 69, ] »agina 6§). 

PÍA ello se confirma la sentencia apelada en cuanto ha 
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sino materia üci recurso.— Xotifiquesc y devuélvase al tribunal 
de procedencia, donde se repondrá el papel. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Róhkrto Kkpktto. — M Laíj- 
rkncéna. 



(i) Kn la misma fecha se dicto idéntica resolución en la 
cansa seguida por don l)o>.r:ngo Mclandri contra la Kmpresa 
«leí Ferrocarril Pacifico, por i^itnl cansa. 




Don Gerónimo G asman, apelando de una resolución del Depar- 
tamento Xacional de Higiene que le impuso una multa por 
infracción a la ley número ¡6Sj t sobre funcionamiento de 
farmacias. 



Sumario: i.* Xo tiene carácter de definitiva a los fines del re- 
curso extraordinario del articulo 14, ley 48, una sentencia 
dictada por el Juez del Crimen de la Capital, imponiendo 
una multa en un juicio de apremio por infracción a !a ley 
4687. sobre funcionamiento de farmacias. 

X a Ni la ley 41687 ni el decreto reglamentario de la mis- 
ma son repugnantes a la Constitución Nacional. 

3/ El recurso de nulidad no está autorizado por los ar- 
tículos 
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íey 48 y 



•4055 



Case : Lo explican las piezas siguientes : 
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DICTAMEN Mfc SF.SQR PROCURADÓR GRNBRAI. 

Buenos Alrw. Julio 22 de !»M 

Suprema Corte: 

Se discute en la presente- causa seguid i contra Gerónimo 
Ouzmán por infracción a la ley 4687 sobre funcionamiento <le 
farmacias, si la sanción que prescribe al art. 201 del Código Pe- 
nal os aplicable al prevenido por el hecho de halier sido sorpren- 
dido en su domicilio particular vendiendo cocaína, sin la debida 
autorización c intervención del' Departamento Nacional de Hi- 
giene, que establece aquella ley y su Decreto Reglamentario. 

Kilo, cinc es notorio, no constituye un caso federal que 
autorice la revisión por esta Corte Suprema en instancia extra- 
ordinaria (art. 14 de la ley 48 ) de la sentencia dictada en la cair 
,., por el Juez <lel Crimen de la Capital de la Nación. 

Alega el recurrente Güzmán que en la tramitación relativa 
a la imposición de la multa (le mil pesos que por la infracción 
aludida le ha Ínv,>uesto el Departamento Nacional de Higiene se 
ha violado la garantía que le acuerda la Constitución Nacional 
-le no <er juzgado y condenado sin ser oído. 

No encuentro en autos justif L~ada tal afirmación. Antes 
bien, roulta de los mismos, que Ominan ha hecho ante la c¡- 
-rtición su expós-ción de descargo, que ella ha sido to- 
mada en consideración antes de di ñarse la resolución que le 
impuso la multa y (|«e esta resolución ha sido apelada fs. 26. 
habiendo sido oído el acusado ante el Juez, .quien, posteriormen- 
<;■ ha confirmado la multa impuesta, fojas .20. 

No existe, pues, denegación de derecho o garantía alguna 
relativa a la liWrlad.de defensa en juicio. 

Se trata. i>or otra |>arte. de un procedimiento de apremio 
para obtener el pago de una multa. La sentencia dictada no es 



[definitiva por cnanto «pieria al recurrente libre la via ordinaria 
para hacer valer sus derechos en el eorres|K>n<Kente juicio de 
rei>cticíón. 

Las resoluciones de la naturaleza de la presente no son re- 
curribles |>ara ante V. R.. ¡como lo tiene resuelto esta Corte Su- 
prema. 

hir lo (le rifo la apefoción interpuesta a ís. 31 no agie- 
re fundada como lo exige el art 15 de la ley 48. para que pueda 
ser motivo «le un pronunciamiento |H>r parte «leí Tribunal. 

lin cuanto a las cuestiones federales que se plantean a fs. 
¿8 ante Y- K.. n» pueden ser tomadas en consideración ¡x>r cx- 
ictn|ntráneas; debieron ser propuestas y disentidas en la causa 
y motivo de resolución en la misma. 

Pero aún en el supuesto de «pie el recurso deducido fuera 
procedente, Y, K. ha resuello en la causa que se registra en el 
torito 113. página 343, que las multas impuestas ¡x>r el Depar- 
tamento Xacional de Higiene en cumplimiento «leí decreto re- 
glamentario <le la ley 4*187 son válidas» pues «lidio decreto no 
Íes coritraiño a la Constitución de la Nación. 

Opino, por tanto, que el recurso deditekto es improcedente. 

Horacio K. barreta. 



l'AU.o IIK I.A O'KTK St'IMCtiMA 

Dntnct Airo, Octnbft 25 de 1*5 

Vistos y Considerando: 

Out habiéndose aducido por (iuzmán caro único funda* 
mentó «leí recurso contra la sentencia apelada, is. 31. la vaga 
enunciación «le «pie ella no es arreglada a derecho i*>r ser con- 
traria a disposiciones expresas de la Constitución Nacional, lo 
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mic no satisface las exigencias del articulo 15 dé la ley 48, bas- 
taría esa sola circunstancia para determinar su iñ^)roccdCiícia. 

Que, |ipr otra parte, no siendo definitiva la sentencia re- 
currida por tratarse de un juicio de apremio gu* deja a! apelan- 
te la via ordinaria pura HiJcér valer su derecho y pedir repara- 
ción, tampoco prevede el recurso extraordinario, atento a lo 
MÍ*puc^to ¡.(ir el articulo í»." de la ley 4035. «Tomo 115. pági; 
11a 369 i. 

One la violación de la gnramia constitucional "|>or la que 
nadie puede ser condenado sin ser oído en juicio", además de 
haber sido alegada exten*poráneanteme por (aizmán. no apa- 
rece detnóstrádo en autos, y. por el contrario, de éstos resulta 
.pie fué pido por el Departamento de Higiene, ante el cual hizo 
sus descargo* y que expresó agravios ante el Juez en lo Crimi- 
1 :. fs. 16. a pesar de que no había depositado el importe de 
la umita antes de apelar, como lo exige el art. 1_>K del Decreto 
Reglamentario de la Ley 4' : *7. para (pie puerta concederse el rc- 
Ci;r*i sin que tampoco éste aparezca concedido en autos. 

(Jne los art*. 14. 18 y M) de la Constitución Nacional ri- 
lados en $]X>yo de su derecho |>or el sq>e!antc al expresar agra- 
vios contra la resolución del inferior, fs. 38, aparte de que fue- 
ron invocados también extemporáneamente, no tienen relación 
inmediata y directa. ¡romo lo exige el articulo 15 citado de la 
ley 4S. con h cuestión planteada por aquél al hacer sus desea r- 
g is que versaron exclusivamente sobre la inapüeabilidad del ar- 
Itculo 201 del Código Tenal. 

• 

Que, por lo demás, ni la ley -t"í*7 ni el Decreto Reglamen- 
tario de la _ misma, son repugnantes a la Consti;ucV»n Nacional 
como lo ha declarado está Corte antes de ahora en los Palios, 
tomo 115. paginas y 343. y, por consiguiente, el re .-tirso no 
podría prosperar, aunque fuera procedente; por las causas que 
invoca él recurreíiíe en su escrito de apelación y de agravios. 

Que en cuanto al recurso de nulidad interpucsío conjunta- 
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mente con el de ablación no se encuentra autorizado i>or el 
artículo 14 de la ley 48, y 6 de la ley 4055. como se Im declara- 
do en rejietidos fallos de esta Corte. 

!*or festps fundamentos y tos del dictamen del Señor Pro- 
curador General; se declara u*ii concedido el recurso.— Notifi- 
que, repóngase e-1 painel y devuélvanse. 

A. lÍKKMKjn. — J. FlGUKROA Al.- 

Corta, — Ramón Múnokz. — 
Koukkto Kkimmto — M. Lal- 
ki:nci:n a. 



/)*;// Mis Seala y Campanil* Limitada, anónima, comercial y * 
agrícola yanaderiu contra el Ferrocarril Oeste tic Bnciios 
Aires, sobre devolución de cveeso de fletes. 

Sumario: Xo procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 4K, en un caso en que ninguna de las disposiciones de 
la ley especial y su decreto reglamentario (articulo 44. ley 
2873, y 283 del decreto), tienen relación directa e inme- 
diata con la cuestión debatida y resuelta c¡i el pleito, y en 
que, por otra parte, la decisión apelada se apoya en dispon 
siciones del derecho oniutn (artículos 165. 167 y 187 de! 
Código tic Coirereio». 

aso: Lo expiVa e! siguiente: 



Vistos v Considerando: 

Qüé si l>ien se ha invocad» por el recurrente la disposición 
del articulo 44 de la ley número 2873 y la del articulo ¿83 del 
Decreto Reglamentario de la núsmaL para demostrar que la em- 
presa demandada debió cobrarle Vs tarifas vigentes en el mo- 
mento de solicitarse los vagones* no la que regia cuando se 
realizó el transporte, calie observar, sin embargo, que ninguna 
de las disposiciones invocadas tiene relación directa e inmedia- 
ta con la cuestión debatida y resuelta en el (pleito, a lo que se 
agrega, «pie la decisión apelada se a¡>oya en «lis|H»s!ciones del 
derecho común (artículos 165. 167 y 187 del Código de Comer- 
cio), y en circunstancias de hedió relativas a la época en que 
quedó concertado el contrato, cuyas conclusiones no pueden ser 
revisadas en el presente recurso extraordinario (artículos 14 y 
15 de la ley número 481. y (pie bastan ¡«ra sustentar el fállí> 
recurrido. 

Por ello se declara mal concedido el recurso. — Notifiques? 
y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzgado de 
origen. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta- — Ramón Mkndkz. — 
Kohkrto Rkpktto. — M. Lau- 

KENCENA. 
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Pon Carlos fírunetli contra don litan Traverso, sobre cobro de 
pesos. Contienda de competencia* 

Sumario: L.o« pleitos en <|iic el concursad*» es actor; no forman 
jwrte <fe) juicio universal del concurso y no se encuentran, 
por lo tanto, comprendidos en la excepción consagrada en 
el articulo ta, iriüso i,° de la ley 48. 

Caso: ],o explican las piezas siguientes: 



DICTAMKX IM& SK&QR l'H^K'rKAIKYK GKNtiK.U, 

Buenos Aires. Septiembre 24 de 1925 

Suprema Corte : 

Mientras se tramitaba ante el Juzgado Federal de la Ca- 
pital de la Nación en la causa seguida por clon Carlos Bnme- 
ti contra Juan Traverso sobre cobro de jiesos, fué abierto ante 
el Juzgado de primera instancia en lo Civil de la misma Capi- 
tal el concurso del expresado Brunctti. 

El Juez Federal, en conocimiento de ello, declaró sn in- 
competencia .para ¡conocer en la causa, re ritiéndola al del con- 
urso parar su acumulación. 

líste, a su vez. reprodujo -la misma declaración de incom- 
encia. paí cuya razón los autos han sido elevados a esta 
orte Suprema pana que dirima la contienda negativa de com- 
etértela que ha quedado trabada. 

Kl articulo 12, íikíso iv <fe la ley 48 excluye de la juris- 
on federal los juicios universales de concurso de acreedores. 

V. E.. interpretando dicha <lisj>osiciún, ha dicho que la mis- 
ma no hace distinción entre los juicios seguidos por el concur- 
so o los que a] mismo le hayan iniciado a los fines de su acu- 
mulación al juicio universal. 



En el fálld qüc se registra en el tomo 47. pagina 141 <l fc 
ta Corte Suprema. <lijo refiriéndose a las disposiciones que 
rigen los juicios universales «te quiebra: "<¿ue estas disposición 
nes. dictadas con el propósito de obtener una completa unidad 
en !a li<|ui'¡a;ió>n de los negocios del fallido y centralizar los in- 
te re-es de la niasa de «creedores, propendiendo a <|ue se verifi- 
C|tien y liquiden de una aranera uniforme, crean en favor «leí 
tribuna! de la quiebra una jurisdicción especial y extraordina- 
ria ame la cual deben llevarse sin distinción, todas las acciones 
civiles, activas y pasivas del fallido en que obre este comió de- 
mudante o demandado y ceden a las reglas ordinarias de la 
c.inpeten.-ia." 

IVatándpse, pues, de acciono que delteri ejercitarse en un 
úicto de concurso de acreedores y de acuerdo c« n la constante 
loctrina de V. K. ( 1 1. 39; 47- "4" : 105. no y 131, página 
58 >. soy de opinión que la justicia federal es inconij)eterite pa- 
a conocer en esta causa, la que del* ser remitida al Juez de! 
ncurso, 

Horacio R. Larreta. 



FALLO DK t.A CORTB SVPRKMA 

Buenos Airea. Octubre t* de 1925 

Auíoh y Vistos; 

l.a o ritiénda de cóm|H*tcnc¡a entre el Juez federal de la 
Capital y el de primera insiaiicia en lo Civil dé la jüst,cia or ¿ 
úínmh tk la tnisnm ciudad, para conocer en el juicio seguido 
por don Garios Umnétti contra don Juan Traverso por cobro de 

i« ; y 

Considerando: 

<jue la presente ?au§a fué iniciada y qtícdó radicada en ei 



DE JUSTICIA DE IA NACIÓN °° 

juzgado federal antes mencionado; pero habiendo sido concur- 
sado más tarde en esta Capital el demándame. aqwéJ nttgistra- 
do sostiene que el conocimiento del asunto CÓffésptindé al juez 
(téi concurso por razón del carácter universal de este juicio y 
en virtud dC 1*» dispuesto en el articulo i», inciso i." de la ley 
niñ ero 48. La qt>p»:CÍóri del juez de la Capital al entender en 
la ;ausa. ha planteado la contienda sometida a esta Corte. 

(Juc, en substancia, la cuestión que se controvierte entre 
ambos jueces es si corresponde o no al del concurso el cono- 
cimiento de los pleitos en que se ejercitan acciones del concur- 
sado! Kttntrct los terceros. 

(Jue el articulo i¿, inciso 1." ¡avocado ps>í el juez federal 
para desprenderse del asunto, se limita a disponer en lo perti- 
nente, que en los juicios universales de concurso de acreedores 
conocerá el juez competente de provincia, cualquiera que sea la 
nacionalidad ó vecindad de los directamente interesados en ellos. 
Xo determina cuáles son las acciones que abarca el fuero de 
atracción de «licito juicio, debiendo, por lo tanto, acudirse a las 
uts|>osic¡ones de las leyes comunes y, en su defecto, a las leyes 
análogas o principios generales del derecho para establecer el 
limite de esa jurisdicción. 

<)ue es de observar, desde luego, qué no existe disposición 
alguna en la ley que confiera al juez del concurso jurisdicción 
• sobre las acciones que corréS]K>ndén al concursado, y la nece- 
sidad de un >pre;cpto expreso ¡«ra conferirla no es dudosa, to- 
da vez que ello importaría una evidente desviación de lu> prin- 
cipios del derecho procesal. "Sabe también V. E. — decía el 
doctor Gerónimo Cortés al dictaminar en un caso análogo. — 
que es contrario a las reglas o principios más fundamentales eti 
materia de procedimientos el que el reo sea sacado de su fue- 
ro cuando. pofc el contrarió, el a.tor en las acciones personales 
debe seguir el que tú corresponda: y ítu-ta bien extraño, por 
li m ismo, el que en caso dé concurso se obligue a los que el ía- 



Hido tenia demandados a venir y defenderse ante el juez del 
concurso". ( Jurisprudencia Civil, tomo II, júgina 50<>». 

íjtie aunque el Código Civil no ha legislado especialmente 
sobre jurisdicción del juez del concurso, lo ha hecho en cambio 
respecto del juez de la sucesión. disprniendo en el articulo 3284, 
inciso 4." que ante él deben entablarse las acciones personales de 
os acreedores del difunto y excluyendo, por lo tanto, implícita- 
mente. las acciones dé la sucesión contra los terceros, como lo 
'ia declarado esta Corte en su fallo del tumo <*>, |úgina 255; 

(Jue a este antecedente, cuya influencia "sobre el punto cont- 
rovertido no puede ocultarse, dado que las sucesiones y los con- 
pirsos son juicios de igual naturaleza y se gol /tenían por los 
mismos principios, ( Manresa y Keus N. w 3 8 3>' 523, Caravante* 
Números 388 y 805; Segovia; sobre el articulo 1387 del Códig<v 
de Comercio. n<rta 44457» ¥ <' a< '° también que el «artículo 12 de 
¡a ley 48 bis coloca en el miarb piano jurisálicckmal. del* agre- 
garse que la ley de quiebra*, ley análoga por la circunstancia d ~ 
ocuparse de concursos, descarta, expresamente, de la jurisdicción 
de juicio universal Its acciones que corresjxmdan al fallido dis- 
|K»niendo que serán ejercidas por los síndicos liquidadores ante 
los juzgados respectivo*. Si examinamos los códigos de proce- 
dimientos, encontraremos que el de la Capital en su articulo 
7 jo. relacionado con el 719, inciso -!.", que constituye su lógico 
antecedente. *s<4o «emriulíi al coiKUrso las arciones wntra 
(I concursado; que el de la provincia de Buenos Aires, en et * 
articulo ;r5¡ el de Córdoba articulólo; el de Santa Fe, articulo 
681 : y en general, todas las leyes de forma vigente en'los estados 
de la República consagran principios semejantes; y que la ley 
española efe enjuiciamiento, de notoria influencia en el derecho 
procesal hispano-amcricano. limita también, la jurisdicción del 
juez del concurso a los pleitos contra el concursado (art. 1 173). 

< Míe en presencia de esta rara uniformidad de las distin- 
tas íeves de procedimientos y de las leyes dé fondo que con- 
templan situaciones análogas, pucilc afirmarse que es principio 
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genera! «lo derecho el de que los juicios universales de co 
de acreedores nu atraen las acciones del concursado contra 
terceroá. 

Qtif es «le observar, además, que las razones que lian de- 
terminado el establecimiento de los juicios de concurso sólo son 
aplicables a los créditos contra el concursado, ya que a los deu- 
dores de éste no se Its podria so.r.eter a procedimientos con- 
juntéis; que la acumulación al juicio universal de las acciones 
contra e! concursado ha |>odido elis|M»ncrse sin jierjuicio para los 
acreedores, |>orque el concurso se abre en el domicilio del deu- 
dor y es ante los jueces «le ese domicilio que habrían debido pro- 
mover sus demandas personales en el caso de no halterio con- 
cursado ; que, en cambio, la acumulación de las acciones del con- 
curso sacaría a los demandados de sus jueces naturales, con las 
molestias y erogaciones consiguientes, sin conqiensación alguna 
y sin que medie ningún motivo de interés general que haga ne- 
cesario ese sacrificio. 

Que, en resumen: los pleitos en que el concursado es actor, 
no forman jarte del juicio universal del concurso y no se en- 
cuentran, por lo tanto, comprendidos en h excejKMÓn consa* 
grada en el articulo i¿, inciso i." ele la ley número 48. 

En su mérito y oído el señor Procurador (ícneral. se ele- 
clara ejtie debe seguir interviniendo en esta causa el Juez Fe- 
deral ele la Capital, a ejuien se le re.r/i tiran los mitos». Comuni- 
qúese por nota esta resolución al ¡señor Juez de Primera Instan- 
cia en lo Civil, debiendo rei>e>nerse el juiiwl en el juzgado de 
origen. 

Ramóx Mkxdkz. — Roberto Re- 
nrrto. — M, Laurknckxa. — 
ÁWú&ió Bkrmkjo: En disi- 
dencia. — J. FlGUEMA Al.COR- 
ta : £« disidencia. 
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DISIDKXCIA 

Autos y Vistos: 
!.<»> de cpniicniiái de competencia negativa entre un Juez 
de Sección y otro en lo Civil de la justicia ordinaria, añiláis de 
ln Capital, para conocer en el juicio seguido |K>r don Carlos Bru- 
hcltí cotufa don Juan Traverso, pftr c#ro (le peso*; y 

O >ns¡derando: 



Oue radicada la causa por razón de la materia ante el 
juez Federal referido, éste declaró su incom|>etenria jw»r ha- 
ber-e .N»ncursado el actor, y reso!vió |wsar los autos al juez 
de acciones contra el concursado <» de éste contra terceros, 
"liero en el caso, quedando as-i trabada la contienda «le com- 
petencia negativa en la que esta Corte deberá pronunciarse una 
\ez más sobre la cuestión relativa a la jurisdicción (pie com- 
pete cuando el concursado acciona o»m«» demandante contra 

Que fijando la inteligencia y el alcance del articulo 12. iri- 
cteó ir de la ley 48. esta Corte ha resuelto la cuestión pro- 
puesta en el sentid*» de que el fuero de atracción del juicio 
universal «le concurso prevalece siempre, ya sea (pie se trate 
dé acciones contra el concursado o de éste contra terceros, 
estando expresamente excluida en ambos casos la jurisdicción 
federal! 

One el antecedente de que nó están concretamente indi- 
\idualizada* las acciones a que se refiere la disposición lega! 
alüittd?k, no arguye con eficacia en pro de la< tesis de C|ljC debe 
interpretarse dfchá cláusula con referencia solo a las acciones 
pasivas de! concurso* sino que» por el contrario, precisamen- 
te, porque no se lia hecho esa distinción en la lev es que lip 
cabe hacerla en su aplicación coito en el caso, no se trata de 
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actuaciones regidas por los principios generales del derecho 
procesal, ni subordinados a las normas ordinarias dé la com- 
petencia, sino de fueros de (excepción como el federal y el es- 
pecial o extraordinario conferid» al juez del concurso con íle- 
finidos propósitos de centraliza: sión de intereses y de- unifor- 
midad de procedimientos en la verificación y liquidacftfr de la 
musa del concurso, & 

(Jue es en mérito de estaliToYsideraOiones y de acuerdo 
con lo preceptuado por el articulo jjo del Código de Procedi- 
mientos de la Capital, «pie se refiere a "los demás pleitos" y 
no sólo a los promovidos contra el deudor, que esta Corte ha 
establecido la jurisprudencia, según la cual los juicios de con- 
cursos de acreedores, y corno consecuencias las acciones que 
se ejerciten en los mismos, sin distinaón entre activas y pasi- 
vas, están excluidas de la jurisdicción federa*. «Fallos: tomo 
105, página 119; t»nio 131, página 358. y los que allí se citan, 
entre otros). 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado i>or el se- 
ñor Procurador C.eneral, se declara que el Juez Copíeteme 
para conocer en la presente causá es el de primera instancia en 
lo Civil de esta Capital, a quien se le remitirán los autos, avi- 
sándose al Juez Federal en la forma de estiló. Repóngase el 
papel. 

A. LiKKMKJO. — J. FlC.LKKOA AL- 
CORTA, 



Don Livio J. Carnavh contra don Natalio G, Marcitgo y '<* 
sucesión de doña Catalina Mama de Mamujo, por división 
de condominio : sobre competencia. 

Sumario: i. w No procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14, ley 48. en un caso en que 110 sólo no aparece cues- 
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tionada la inteligencia «le la cláusula que se invocara co- 
mo fundamento <le diAo recurso (del Tratado de Dere- 
cha Civil Internacional de Montevideo), sino que la deci- 
osión apelada reconoce y acepta expresamente la interpre- 
tación atribuida por el recurrente a la disposición legal 
aludida. 

2." La determinación «le si es de naturaleza real o per- 
sonal la acción que deduce en la contrademanda, asi como 
la relativa al punto de si se trata, en el caso, de resolver 
sobre la trasmisión de dominio de un inmueble situado en 
el extranjero, o de un simple reconocimiento caer» acce- 
sorio condicional «le la división de condominio, no son 
cuestiones de Carácter federal y sólo pueden resolverse 
|H>r aplicación de precepto de derecho común, extraños 
por consiguiente, a las condiciones básicas del recurso ex- 
traordinario. 

vso: l.o explican las piezas siguientes: 



VISTA DKL PISCA', tu? CÁMARA 

Kxcma. Cámara : 
La excepción del inciso i.*, art. 84 C. «le Procedimientos 
..puesta a fs. 38. se basaren la situación territorial del bien raíz. 
U resolución «le fs. 47 desestima la excepción porque no se 
trata de resolver sobre la transmisión de dominio de un bien 
en el extranjero, sino de un simple "recoiiocimiento como ac- 
cesorio condicional «le la división de condominio." 

Ahora bien ; el «fócümento «le fs. 11 sobre un condominio 
en «1 extranjero, entre fes partes, se presenta, fs. 13. única - 
mente Coi» elemento «le juicio para practicar la liquidación 
dé los « tros condominios sobre bienes situados en el paw. -V 
a que se refiere la demanda. Sobre dicho documento de fs. 
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ii versa la sentencia de fs. 16, que establece c|tte es un acto 
ji'ridico celebrado aqui, que la ley de scOlos grava, aún cuan- 
do se refiera a un bien en otro lugar. Se discutió ampliamen- 
te el punto de si tal documento cria bajo la ley argentina o 
la uruguaya, siendo resuelto, a fs. 17 vta. la aplicación de la 
•:y argentina. Hl fallo de V. E de fs. 29 dejó resuelto en di- 
cha forma el punto. 

Ahora, en el escrito «le fs. 38 se busca cntorj)ecer el cum- 
plimiento de lo fallado, alegando incompetencia de jurisdic- 
ción i>ara entender sobre el contenido de tal documento, mien- 
tras que, cuantío fué presentado, nada se observó al respecto 
y se reconoció asi la eomj>etencia del juzgado sobre el particu- 
lar, no síiIo en las notificaciones de fs. 18. 21 vta., escrito d«* 
fs. 22 y 27. 

De modo que ha pasado la oportunidad de aducir tal ex- 
cepción. 

Por lo demás, la resolución «le fs. 47 demuestra que no 
está en tela de juicio la tronstnisión del dominio de un inmue- 
ble en el extranjero» sino el cumplimiento de una obligación 
jiersonal de hacer, siendo indiferente la ubicación del bien d+ 
1;» referencia. Xo se trata en el sub lite t de la división del con- 
dominio, sino de que se cumpla con fa obligación de reconocer* 
lo en instrumento público. 

Kl Fiscal es. |K>r ello, de opinión que V. K. debe confirmar 
!: t resolución recurrida. 

Ernesto Quesada. 

OKTAMI-X DBfc SKN'OK l'Kl KI'RAIWJR C.KKIvkM. 

Butnot Airct, Febrero 18 de 1935 

Suprema Corle : 

IX- los términos de la vista fiscal de fs. 55, cuyos funda- 
mentos ha adoptado como resolución la- Cámara Segunda de 



62 



SALWS DE LA CORTE SUPREMA 



Apelaciones en lo Civil de esta Capit.il. se deduce que hay co- 
da juzgada en cuanto a la incompetencia de jüdlsricción (pie se 
alega. 

lia pasadu, según dice el dictamen, la oportunidad de pro- 
mover ta! incidencia. 

Ho puede, pues, venir a resolución de V. K. jx.r el recur- 
so extraordinario, ojie acuerda eJ articulo 14 de la ley 48 "» 
caso judicial que lia quedado ejecutoriado. 

I.a resolución recurrida es de carácter procesal y no en- 
cierra cuestión alguna federal que |>ermita su revisión |»or es- 
ta Corte Suprema en el recurso ¡nteriniesto. 

Opino; p"r tanto. «|» e ¿ stc " a síuo concedido. 

¡forado K. birreta. 



IWI.I.o UK l.A CORTB SUPREMA 

•ueno* Alte». Octubfe 30 d» 1025 

Y Vistos: 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cárara Segunda de Ablaciones cu lo Civil de 
esta Capital, sobre la excepción «le incomjietencia de jurisdic- 
ción opuesta en el juicio por división de condominio seguido 
por «Ion Livio J. Carnevali contra don Natalio G. Mare:iRO y 
la sucesión de doña Catalina Mania de Marengo. 

Y Considerando: 

Que la procedencia de la apelación extraordinaria inten- 
tada ~e funda en (pie se lia puesto en cuestión «lo inteligencia 
de una cláusula del tratado «le derecho civil internacional de 
Montevideo ratificado por ley «le la Nación número 3>'»-- >' 
Cl i>rominci:imiento recaído en e^ caso lo deja -comprcwlido en 
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lo picccpiua«lo por el inciso % \" del articulo 14 «le la ley nú- 
nieto 48. 

<Jue las o distancias de estos autos acreditan, en efecto, la 
invocación del tratado <le referencia, en el que se ha preten- 
dido fundar la excepción de incompetencia de jurisdicción 
opuesta; pero ello no es bastante paia determinar la proceden- 
cia del recurso concedido, |*>r que no sólo no :q>arece cuestionada 
la inteligencia de la cláusula que se invocara, sino que la deei- 
sión del <i ijito, confirmada por sus fundamentos |x>r la senten- 
cia apelada ( fs. 47 y 56) rivonoce y acepta expresamente la 
interpretación atribuida por el recurrente a la disposición le- 
gal aludida, limitándose a establecer que no es una acción rei- 
vindicatoría la que se intenta en la contrademanda y que en 
realidad la cuestión que plantea la excepción deducida quedó 
implícitamente resuelta por los autos de fs. 17 vta. y 2$. 

Qtlé la determinación «le si es de naturaleza real ó |>er- 
sonaí la acción que se deduce en la contradeiuamla, así como 
la relativa al punto de si se trata en el caso de resolver sobre 
la trasmisión de doniinio de un inmueble situado en el extran- 
jero, o de un simple reconoc!.:niento como accesoria condicional 
de la división de condominio, no son cuestiones de carácter 
federal y sólo pueden resolverse ]*>r apreciación de anteceden- 
te* de hecho y aplicación de preceptos de derecho común, ex- 
traños ipior consiguiente, a las condiciones básicas «leí recurso 
extraordinario. 

Que de acuenlo con las consideraciones precedentes, esta 
Corle ha resuelto en casos análogos al sub judie?, que es im- 
procedente el recurso «leí articulo 14 de la ley 4S. en un jui- 
cio en que no aparece que se haya dado a las cláusulas invo- 
cadas del Tratado «le Derecho Civil de Montevideo, una inter- 
pretación contraria a la que el recurrente les atribuye, y en 
que los puntos fundamentales de la causa se encontraban su- 
bordinados a la apreciación «le los hechos y a la interpretación 
y observancia «le preceptos <le derecho civil y procesal concep- 
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tuados de i^rtincntc aplicación ail caso i Fallos; tomo 131. pá- 
gina j«í>: tomo 14.?. 1 agina pr$, entro otros». 

@UC a lo anteriormente expuesto ^rrespondé agregar 
que Ja decisión recurrida, según en ella implícitamente se es- 
tablece, no reviste carácter de sentencia definitiva. co».ik> I«» re- 
quiere el articulo 14 <¡e la ley número 4* y lo consagra la cons- 
tante juríspnKlencia de esta Corte. 

Kn mi mérito y de acuerdo con lo dictaminado i*»r el se- 
ñor Trocurador General, se declara imi>roce dente el recurso 
extraordinario interpuesto y concedido. Notifique*.» y devuél- 
vanse al tribunal de origen, donde se repondrá el jWpel. 

A, BKRMKJ". — J. Figv'KRP-V Al- 
corta. — Ramón Mkxihm. — 
Kpiterro Kkimm ro. — M Lau- 

KKNCKN A. 



Don Oontíngo Mctchi contra él ftkfy X*tcion«!. sobre cobro de 
pesos. 

• 

Sumario: KI condenado en juicio de apremio a mérito de un 
cargo formulado por la Contaduría (íencral de la Nación, 
no puede iniciar juicio ordinario de redición si no ac- 
rece lial>er jKigado ni consignado el importe del cargo o 
alcance formulado ]>or dicha repartición. Articulo 76 d<r 
la ley 4*. 

Caso: l.o explican las piezas >iguientes: 
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s:xti:ncia tíéh skñok jtkz i i-:okr.\i. 

Buenos Aires, Septiembre 21 de I&3 

Y Yiistos: 

Para definitiva, estos autos seguidos por don Domingo 
Meccia contra e! Fisco Raciona). |>or cobro de pesos* de cuyo 
estudio resulta: 

(Jiic a fs. 7. mü fecha 15 de octubre de 1921. se presenta 
(km Ramón Rodríguez pqr el actor, de<lucicndo el puicio ordi- 
nario autorizado por el art. 320 de la ley 50, fundado en los 
siguientes hechos: 

Que su mandante fué victima de un proceso en desempe- 
ño de su «puesto «le estafetero, por i- retársele re.-*ponsabil¡dad 
criminal en la desaparición de un saco de corrcs|M>ndcncia que 
contenia valores, siguiéndosele juicio de apremio, ¡»r la cán 
tidad de 1.239.87 S m¡n.. y embargándosele el sueldo i>ara cu- 
brir el 'imj)ortc reclamado. 

Que el procedimiento en el juicio de apremio se siguió pri- 
meramente contra un homónimo y después cmitra su mandan- 
te, no habiéndose hecho lugar a la citación de remate que hu- 
biera permitido aclarar la situación <lel Fisco y de su inandan- 
tc en ese juicio. Tampoco se le hizo lugar a la apelación inter- 
puesta, habiéndosele denegado la que <le ti«sho foiuwló ante 
la Cámara. 

Que la razón del embargo ha sido errónea e ilegal- a tal 
punto que su mandante se reserva el derecho de reclamar lo* 
sueldos por el tiempo que estuvo suspendido y después pri- 
vado de su jHiesto hasta su reincorjwración. 

Que su mandante no es ni Ha sido responsable criminal- 
mente y menos puede serlo civil ni administrativamente. La 
justicia ha dict ;<\> sobreseimiento definitivo y la Dirección te 
Correos lo ha relncoqKirado a sus funciones anteriores, siendo» 
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esta situación ilevantal te. cíesele qiie la misma justicia lia de? 
daradó i|iie las exunerwdcnes soguetas de reincorporaciones no 
son óhice para juhilarse. 

Funda sus derechos en los artículos 430 del Código de 
I W-úiirientr.s Criminales. 1103, 79$ 793, 794. 795 y (lentas 
concordantes del Código Civil. 

Corrido traslado de la de randa, lo evacúa a fs. 12 el Pro? 
cifrador Fiscal, manifestando «juc. corno primera defensa ale- 
ga la. falta de personería en el representante del actor, pues 
en el poder <le fs. 1. no se le faculta para iniciar el presente jui« 
CÍO contra el Fisco, sino sínipleinentc |iara intervenir en el jui- 
cio que el Fisco signe contra el actor y para que reclame de la 
Dirección de Correos o del Gobierno los sueldos corres|>ondten- 
tes al .tiempo que estuvo suspendido. IX- manera c|ue tratán- 
dose de un poder especial, no pue<le decirse facultado para di- 
rigir contra el Fisco la presente acción, desde que no ha sido 
o>]>iviíicada en la escritura de mandato. 

Oue en segundo lugar, sostiene <jue ta acción de réjiettrióri 
no ha pulido entallarse, desde que hasta la fecha el Fisco nu 
ha |^mt>tdo suma alguna j*>r nwón del crédito que gestiona 
el actor. 

«* 

Cuando el actor ]Kiguc al Fisco. |MMlrá deducir el juicio 
ordinario, siendo por lo tanto exteni|»oránea e improcedente la 
lición dcduciila. 

Que en tercer lugar alega que si hien el Fisco no ha per-" 
dbído suma alguna del actor, tiene un legitimo crédito contra 
el mismo (pie resulta justificado con la resolución de la Con- 
taduría General de la Nación X." 3901, cuyas constancias no 
pueden ser desvirtuadas con el testimonio del auto de sohre* 
KC; ciento que sólo se refiere a la res|x>nsahilidad criminal, sin 
perjuicio de la civil en que incurrió, y cuya efectividad se per- 
ene ahora. 

Oue invoca la mencionada resolución de la Contaduría 
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Nacional y los antecedentes administrativos que sirvieron pa- 
ra dictarla, negando todos los hechos alegados |K>r el actor, 
sosteniendo <|iic el pedido de levantamiento de embargo de suel- 
do del actor es improcedente desde que tal medida fué dicta- 
ola a los fines del cumplimiento «1c la sentencia é finitiva del ■ 
juicio de apremio; y solicita finalmente el rechazo de la de- 
manda, "con costas. 

Abierta la causa apruelia por auto de fs. 17 vta.. se pro- 
dujo la que expresa el certificado del actuario de fs. 24 vta., 
alegando ambas i]>artes sobre su mérito a fs. -25 y 27. con lo que 
quedaron estos autos en estado de dictarse sentencia. 

Y Considerando: 

Que la defensa de falta de |*rsoncr¡a opuesta jx>r el de- 
ndado a fs. 12. es inadmisible atentas lás facultades otor* 
das |x>t don Domingo Meccia. en el poder de fs. l¿ a don 
món Rodríguez, autorizándolo para que reclame de la Di- 
ión de Correos y Telégrafos los sueldos durante el tieni? 
que estuvo procesado y para que demande por indemniza- 
ción de daños y perjuicios- Además cualquier deficiencia en el 
referido poder ha quedado subsanada con la ratificación ex- 
presa hecha j>or el misino actor en el escrito de fs. 16. 

Que según se desprende de los términos de la demanda 
pretende don Domingo Meccia se deje sin efecto el embargo 
decretado y las cantidades reteñidlas en el juicio «le apremio que 
corre por cuerda separada, de conformidad con lo dis|Htesto 
en el art. 320 de: Código de Procedimientos Xacionales. 

Que el referido juicio de apremio se inició a mérito del 
cargo formulado jx>r la Contaduría General <a don Domingo 
Mcc:ia en su carácter de estafetero de la Dirección General de 
Correos y Telégrafos. i*>r haber sido declarado administrati- 
vamente resi>onsable del extravío del saco K ' 35-577. <l ue con * 
enía un valor declarado de 84670 $ ttijíi,, <le acuerdo con lo 
taMecido en el art. 7$ de la ley de contabilidad. 



»rreos y Tdégraf* 
fs. ai, que el embargo <le la referencia hasta cubrir la 
itinja de 1.346.70 $ m|n„ cmi>ezó a hacerse efectivo en sep- 
tiembre <le i<>ao y que hasta et mes de agosto de 1922. se le 
había descontado a! referido empleado, la cantidad de 436.50 
liosos moneda nacional. 

Que en )>resencia <le estos antecedentes, forzoso es el re- 
chazo de la presente demanda, desde que el actor no ha |>odi- 
ilt? amararse er. lo dispuesto en lo? aria. *2o y 321 del Códi- 
go de Procedimientos, por no haber «pagado la suma recia ra - 
da en la Contaduría Nacional y que motivó la liquidación de 
fs. 67 del juicio de apremio: no siendo tampoco admisible la 
defensa apuesta del sobreseimiento definitivo recaído en el su- 
mario instruido que corre por cuento separada, por no haberse 

«improbado responsabilidad criminal, atenta la naturaleza dis- 

i uta del presente juicio. 

Por estos fundamentos, fallo: rechazando la presente de- 
manda instaurada por don Domingo Meccia contra el Fisco 
Nacional, con kts caitas en el orden causado. Notifique** y re- 
pónganse fas fojas. 

Afanuii B. de Anchorcna. 



SKNTKNCIA l»K CÁMARA l'KOKKAI. 

iuemt Aires. DlckmWe M de |W4 

Vastos v Considerando: 



One según el articulo 70 de la ley 4^8 (de contabilidad), 
''las decisiones definitivas de la Contaduría se llevarán a efec- 
to n«» obstante cualquier recurso <juc contra ella se interponga, 
y sólo se sus|icnderá la ejecución cuando se efectúe el |«igo o 
se consigne en la Caja Nacional sviiatada. el importe del pago 
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o alcance, sin lo cual no será admitido el ejecutado al juicio 
ordinario, ni iiudrá intentar recurso de ninguna clase contra 
aquellas decisiones." 

Que no resulta de estos autos, ni de los expedientes agre- 
>, que el demandante haya ]>agado al Fisco Nacional la 
de dinero <a que fué condenado en el juicio de aprario a 
se refiere en su demanda. 

l>or estos fundamentos, se confirma la sentencia de fs. 3 8 
cuanto rechaza la acción instaurada |»r don Domingo Mee- 
contra el Fisco Nacional. — Marcelino Escalada. — T. 
r — B. A. Xazar Anchorcna. — /. P. Luna. 



*-.\|¿0 |)K h\ «RTK SCPKKMA 

Bueno» Aira, Ottotet 30 éc im 

Y Vistos: 

Xo liabiéndosc cumplido por el recurrente «csjnics de pro- 
nunciada la sentencia en el juicio de apremio con lo dispuesto 
por el articulo 76 de la ley 4*8. desde que no se ha pagado 
ni consignado el importe del cargo o alcance formulado i»r 
la Contaduría Nacional, como expresamente lo requiere la: dis- 
¡K>sición citada, se conf irma la sentencia ajelada de fojas 83. — 
Xotifiquese y devuélvase, reponiéndose el pajiel en el juxga~ 
do de origen. 

A. BKÍMKJO. — J. Fl«üK»OA Air 
CORTA. — RAMÓN MKXOKZ. — 

Roiirkto Kkim:tto, — M l,u- 

KKXCKNA. 
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NOTAS 

Con fecha dos dé octubre dé mil novecientos veinticinco 
b Sé liizo lugar a la cpiéja deducida por doña Francisca A. 
¡i Jaúrcguibérry ¡en tos autos sucesorios dé doña Ezequicla Pe- 
revra de Oon»ilez. sobre inaplicabálidad de íey, por aparecer 
V la propia exposición de la recurrente que el recurso ti? iitr 
, I .ieabilidad interpuesto ante la Suprema Corte de la Provin- 
cia c'c Buenos Aires, fué desestimado por ésta aplicando e 
interpretando disposiciones de su propia ley procesal, que no 
iinti sido impugnadas contó contrarias a la Constitución n a 
las leyes nacionales. 



Fn siete !el 0111^1110 no se hizo lugar a la queja deducida 
per doña Felisa Cesio de Tonellt y otro, en autos con la su- 
cesión de don Emilio Cesio y doña Pastora Tersia. sobre co- 
lación de bienes. por resultar de la propia expostoión de la re- 
urrcnle que esta hai"a sido oída en las instancias ordinarias 
el juicio, con lo que ¿.parecían llenados, en lo substancial, los 
equisitos de la defensa: agregándose, además, que de las co- 
jas acompañadas, no aparecía f|tie se hubiese planteado opbr- 
tunamente cuestión alguna de carácter federal. 



Kn la misma fecha fué revocada ¡>or la Corte Suprema la 
resolución pronunciada jior la Kxcma. Sala en lo Civil y Co- 
mercial de la provincia «le Tu umán. que concedió el recurso 
je ablación interpuesto en el juicio seguido por don Juan 
una contra la Compañía ele Seguros "La Continental", sobre 
obro de pesos, por aparecer del escoto interponiendo el rc- 
irso extraordinario, que éste se fundaba en la interpretación 
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lía dar a los artículos iv\ 9 )" 10 de la ley mV 
»brc accidenics del trabajo; y como lo tiene de- 
clarado el tribunal, la citada ley es ampliatoria del Código Ci- 
vil, y su 'interpretación y aplicación es. |M>r consiguiente, ex- 
traña al remedio autorizado por el articulo 14 de la ley nú- 
mero 48, con arreglo a lo dispuesto en el inciso 11 del articu 
lo 67 de la Constitución y artículo 15. ttltiin:* -parte de la ci- 
tada ley 48. 



En la misma fecha la Corte Suprema, de conformidad con 
lo dictaminado jwr el señor Pnnrurador General y lo que dis- 
ponen los arts. 14 y 15 de la ley minien» 48. lío hizo lugar a 
Ta queja deducida i»or don Gumersindo de la Serna en autos 
con los señores l,eoj>oldo Vivanco y otro, sobre mejor derecho 
a una multa impuesta i»or la Administración de Impuestos In- 
ternos a don Ramiro Fernández, por resultar del informe en- 
viado por la Cándara Federal de la Capital, que no aparecía 
planteada cuestión alguna de carácter federal, habiendo versa- 
do el litigio en la apreciación de puntos de hecho y de pnieba. 
que |>or su naturaleza son extraños al recurso extraordinario. 



Kn catorce del mismo no se hizo lugar a la queja deduci- 
ia por don Pedro Sabatini en caitos con don José Muñoz, so- 
re desalojamiento, i»r resultar de la propia exposición del 
mírente, que se trataba de la inteq»retación ciada j»or los 
-immales inferiores sobre la aplicación <le una fey de impues- 
cl apelante la consideraba improcedente, ley local en 
<1 caso, por cuanto l f *is disposiciones aplicadas sólo rigen en ¡a 
Capital y Territorios Nacionales y. por consiguiente; extrañas 
al recurso extraordinario y. además, |*»rque para la (proceden- 
cia del expresado recurso, es indispensable que el caso federal 
sea planteado con anterioridad -a ja sentenciU de última ins- 
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tancia, es decir, que el allante debió invocar la ineonstitucio- 
nalidad de ta! numera i|ue el Juez al resolver la ablación, pu- 
diera Haberse pronunciado, sobre el punto. Agregándose a ma- 
yar alnindamie^o. que !a invocación «le halierse vtttrtcradu mist 
^aramia consagrada \nw el artículo 14 de la ley fundamental, 
es Ub«i consecuencia de «na resolución donde se aplica una ley 
de impuesto» a los contratos, y no a la libertad de traliajo. que 
j>or otrá parte está limitada ele acuerdo con las leyes que re- 
glamentan su ejercicio. 



Un dios y seis del misro no *¿ Ir'/. » lugar. igu::lmcir.e a 
la (|ueja deducida |M»r don Félix Serpa Guiñazú en autos con 
él Hamo HqxMecario Nacional, sobre desalojamiento. j»r des- 
prenderse de la pnvpia expresión del recurrente y <Ie las copias 
acompañadas, que el litigio había versado solwe cuestione» de 
derecho común. \ynr tratarse de un desalojamiento, fundán- 
dole las resoluciones recaídas en disposiciones dd Código Pro- 
cesal, ajenas al recurso extraordinario, atento lo que dispone 
la segunda |>arte del articulo 15 de la ley numen» 48 y la rei- 
terada jurisprudencia del tribunal. 



Eti el recurso de revisión interpuesto por el iwnado Ber- 
nardo Sosa, condenado a sufrir la pena de 25 año* de presidio, 
como inmediata inferior a la muerte de que era pasible con 
arreglo a la ley 4181) que regía cuando se dictó sentencia defi- 
nitiva contra él. |>or haber transcurrido más de dos artos de*d* 
que se inició el proceso hasta que se dictó aquélla, de acuerdo 
con el articulo 83. inciso 8* del Código Penal anterior. — la 
Corte Suprema con fecha diez y seis de octubre <le mil nove- 
cientos veinticinco, en atención a que siendo la pena estableci- 
da 1* »r el articulo 80, ¡ndso 3;* <tcl Código Penal vigente, apli- 
caWe al mismo delito, la de reclusión |«rpettta, y por consi- 



guíente, irás grave que la de 25 año* de presidio, declaró que 
lío procedía la revisión solicitada, debiendo cumplirse el tiem- 
po de aquélla en reclusión |»r estar aMida la de presidio. 



En diez y nueve del mismo 110 se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don Juan B. Lobasso, contra una resolución ele la 
Cámara Segunda de Ablaciones en lo Civil de la Capital que 
lo sepan'» del cargo de Juez de Ifez de la sección 27. en razón 
de que el caso no estaba comprendido en ninguno de los pre- 
vistos por el articulo 14 de la ley número 48. 



Ivn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
1>or don Juan Lafontaine en autos con don Rodolfo Doríliuger, 
sobre desalojamiento, en razón <lc que de acuerdo a lo que dis- 
pone el articulo 15 de Ja ley 48. no basta para la procedencia 
del recurso la simple invocación de cláusulas constitucionales, 
si como ocurría en el caso, no aparecía que hubieran sido invo- 
cadas <:|*>rt unamente, ni guardaran una relación directa con 
las cuestiones debatidas en el litigio. 



Kn bk misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
l>or don José Calamia en autos con don Domingo Parodi (su 
sucesión), sobre alit tientos y litis expensas, jK>r resultar de la 
propia exposición .del recurrente, que la sentencia apelada 
1*viminciada por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia 
de Buenos Aires, se había limitado a interpretar y aplicar dis- 
posiciones de la ley procesal, — pronunciamiento que no podía 
ser revisado en el recurso extraordinario con arreglo a lo dis- 
puesto |xir el artículo 15 de la ley numero 48. 



!n veintitrés cid mismo fué confirmada |Kir la Con 
pn nía. la sentencia pronunciada por la Cántara Federal eje 
Apelación «le 1.a Plata. !a que confirmó* a sti vez. la dictada 
por el Juez Letrado del Territorio Xaciotwd de Uto Negro, 
fjiie condenó a Segundo Fuentes. José Jara la» "Kl Pulga'' y 
José Osear Rivera (á) "Kl Zorro", a sufrir la pena de doce 
años de prisión, accesurirs legales y costas como autores de 
los cielitos de tentativa <le ho.iVcidio. asalto y rot>o jierpetra- 
<lü8 en la persona de Faustino Lastra, en la noche del 6 de di- 
ciembre de U)2í m en Contralmirante Cordero, paraje denomi- 
nado "K! Quince', jurisdicción de dicho territorio. 



lín la misma recha no se hizo tugar a queja aducida jn>r 
doña Clotilde MéivJez de (Juesada en nidios co.i don Kd:iumdo 
Méndez, sobre división de condominio. |x»r aparecer de la pro- 
pia exposición de la recurrente, ipie ésta dedujo contra la reso- 
lución pronunciada p6r el Juez de i." Instancia recurso de revo- 
citoria, el .mal al ser desestimado dejó firme aquélla, en razón 
dé no haberse rnlerpues:o conjuntamente el <le apelación: y pa- 
ra la procedencia del recurso extraordinario es indis]>ensal>le, de 
acuerdo con el articulo 14 de la ley 4H. que se trate de una sen- 
'envia definitiva, es decir, de Un fallo o restitución <|tie no sea 
susceptible de recurso áigunó dentro del juicio e:i el cual se ha 
dictado. 



.Kn ta misma fecha fué confirmada por la Corte Suprena 
\i sentencia prenunciada por la Cántara Federal de Apelación 
le La Plata, la fjuc continuó, a su vez, la pronunciada por t i 
■ftioz Letrado del territorio Nacional de !a Pampa Central c|Uü 
condenó a Oamián González» apodado "Rl M.v' ón-' o "VA Ma- 
.011". a sufrir ¡a pena de doce años <lé réclttsttirt y las costas 
«tcl junio, como autor del delito de violación y estupro pefjxr- 
rr;d.> en la persona de Magdalena HanL en (tañerá! Campo.-, 
jiuisdición del exp. osado territorio, el dia trece de scpftcí;- 
hre <ie mil h ivxrientos veintitrés. 



d:: justicia de la nación 
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En la thifl«a fecha fué confirmada, igualmente. por ¡i 
nrte Suprema, la lentertria pronunciada i*>r la Cámara jRede- 
v\ de Apelación de La Plata, que condenó a los procesados 
rancisco Leblieg, Ramón Leblieg y José Pritchard a sufrir !a 
pena dp prisión perpetua, en vez de la de diez y seis años de 
reclusión al primero, y la de doce años de la vnístra pena a lo; 
<!us últimos, que le fueron impuestas i>r»r el Juez Letrado del 
Terkorio Nacional del Cluihut, como autores del delito de ho- 
micidio perpetrado en la persona de Francisco Acosta. el día i" 
dé octubre de 1023. en Knsanche Goloilia Sarmiento, Destaca- 
mento "La Pepita*'; jurisdieión del éxpresado territorio. 



En veintiocho del mismo se declaró improcedente la que- 
ja deducida por don José Piola en autos con la Aduana de la 
'apítal. apelando de una resolución de la misma, por no apa- 
recer de lo expuesto por el recurrente, que la cuestión federal 
o sea la violación .( ¡el articulo 18 de la Constitución, hubiera 
planteada en el pleito como lo exige el articulo 14 de la 
mimen» 48, a fin de que en las instancias ordinarias del juicio 
hubiese podido ser examinada y resuelta. 



En la misma fecha 1a Corte Suprema, por ios fundamen- 
tos del dictamen del señor Procurador General, declaró impro- 
cedente la queja deducid» por el Raneo de la Nadóft Argentina 
r 1 ñtttos cotí los Sres. Cianglini linos., sobré éjecití'oh de pren- 
daria. 1 incidente de tercería deducido por don Enrique Truet, 
por mejor derecho», en razón de haber sido deducido fuera del 
tér vino de cinco días que acuerda el art. ¿68 de la ley . Nacio- 
nal número ¿o. sobre Procedimientos federales y, además, por 
tu» aparecer fumlaclaToTno lo exige el articuló 15 de la ley nú- 
iero 48. (IcMnóstrando la relación directa e inmediata que pu- 
diera existir entre la cuestión resuelta. — cuestión de derecho 
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común — . y las garantías de carácter federal que se invoca- 
ban y suponían violadas, siendo extemporáneo a tal fin, el cum- 
plimentó de este requisito recien al recurrir en queja ante el 
Tribunal. 



Kn la misma íecba la Corte Suprema de conformidad con 
lo expuesto y pedido por el señor Procurador (leneral. declaró 
improcedente la queja aducida |*>r don José M. Costa de Ar- 
guibel y don J. T. Castellanos en los autos sobre inscrip- 
ción de la marca "Dos Interrojaeiíme*". en razó.i de que la sen- 
tencia pronunciada ¡*>r la Cámara Federal de Apelación de Ja 
Capital, habia declarado, eu el caso. que el registro solicitado 
|H>r los actores rio era ef de una verd ulera marca de comercio a 
estar a los (términos átí articulo i * de la ley 3075; y tal con- 
clusión, su frente por si sola fiara sustentar el fallo, extraída 
del examen fie tas palabras y dibujos que combinados se ^pro- 
yectan contó marca, constituye esencialmente una cuestión de 
apreciación circunstancial y de hecho extraña al recurso ex- 
traordinario de puro derecho federal, con arreglo a lo dispues- 
to |*>r el articulo 14 de la ley 48 y a la reiterada jurisprudencia 
del tribunal. 



Kn la misma fecha se declaró in^iroccdente la queja adu- 
cida |*ir don Francisco Leonardelli en autos con don Cuper- 
tino Otaño, por calumnias, por no aparecer que el peticionante 
hubiera interpuesto para ante ta Corte Suprema, recurso algún* ► 
que le hubiera sido denegado. 



Con fecha treinta la Corte Suprema declaró proc 
recurso de revisión interpuesto por el penado Fernando 
ra, condenado a la pena de diez y siete años y seis meses 
presidio, de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 17, in- 
ciso 10., Capitulo 10. de la ley 4189. vigente en la épora en 



c se dictó .sentencia definitiva en el proceso que se le seguía 
co-vo autor del delito de homicidio per jotrado en la persona de 
1 'anta león Pavería, y en atención a que siendo toas benigna la 
disposición del articulo 79 del Código Penal, que rige i»ra el 
mismo delito, resolvió modificarla, reemplazándola jR»r la de 
diez v .seis años y medio de reclusión. 



En lo misma fecha no se hizo lugar a la qúejá deducida 
por don Kmilio Gabay ea los autos seguidos i>or don Fran- 
cisco Prándóni y Cía., contra «loa Kmilio Gabay y José Iturrat, 
|>or cobro de pesos, por no ajwreccr de los propios términos en 
que el remírente fundaba ta queja, que se hubiera planteado en 
su oportunidad cuestión alguna de carácter federal; y tratán- 
dose en *la especie sitb lite de providencias de prueba, las deci- 
siones» que tos motivan no ponen fin al pleito ni hacen impa- 
sible su continuación, por lo <|ue no pueden considerarse .-orno 
sentencias definitivas a los fines del recurso extraordinario 
del artículo 14 de la ley número 48. 



Kn la misma fecha fué confinmada |K>r la Corte Suprema, 
la sentencia de la Cámara Federal de La Plata (pie condenó a 
los procesados Asunción. Lucilo e Ireneo Fernández, a sufrir 
la pena de diez años y medio de prisión. ao."csorios legales y 
costas, en vez de la de diez anos de la misma pena que les fue- 
ra impuesta por el Juez Letrado del Territorio Nacional <lc 
la Pampa Central, como amores del delito de homicidio perpe- 
trado en la persona de K anión Plores, el día 21 de noviembre de 
1923. en Intendente Álvear, jurisdicción de «licito territorio. 



Kn la misma fecha no ?e hizo lugar 3] recurso de revisión 
interpuesto yor el penado Juan García Vásquez, en razón <Ie 
que éste fué condenado por la Corte Suprema, por sentencia 
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de Fecha i& de diciembre «le 1922. a sufrir !a |x»na «le quince 
años 'le reclusmn. aplicando, al efecto, las «Hsi>os¡ciones de los 
articulo* 40. 41 y 79 <lel actual Código IVnal. y modificando 
asi la pronunciada |>or la Curara Federal de Apelación de La 
Plata que le impuse» la «le quince años «le presi«lio. de acuerdo 
cotí las <li>iM.sK"ioni's pertinentes de la !ey anterior. 




En la misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal «le .Apelación 
«tic 1.a l*lata. que cowlenó a Juan Ksquiú, a sufrir la |»na ele 
isión perpetua, accesorios legales y costas «¡el juicio, en vez 
«le la de (punce años «le prisión «pie le fuera impuesta por el 
Juez Letrado del Territorio N'acional de la l'r.mpa Centra!, 
como autor «leí delito de homicidio i>crpc¡ra<]n en la persona 
ele tufe Cilatigny, el «lia 31 de octubre de i<)JO. a inmediacio- 
nes fiel pueblo Lauoudc, jurisdicción «¡el expresado territorio. 



Pon Rafael Alberto Pafonietiuc contra ta /?r<w*f*fW de Santa 
fíe, por cobro de pesos. 

Sumarlo: 1." Las estipulaciottes celebrada* entre el (Itibierno 
de la Provincia de Santa Fe. emisor «le los titules de ¡a 
deuda externa de la mi- ra. contraída a mérito de ¡a auto 
rización conferida por la ley nú vero IÓ49, de junio 14 
Je i«in». y !«•> banqueros adqui rentes de «Helios titubis. de 
• vnlt» a! contrato celebrado con el gobierno «te dicha 
r v-ium. el 23 de junio del misino afín. >.'»!,, gobiernan 
-tn relaciones partícula res* j son totalmente extraña- a 
- ulieri tes arlcptirentes de los títulos al portador, para 
1 cuales no existen irás condiciones que lás que resulta 
de los documentos emitidos-; y estando expresániente cóit? 
sigilado en éstos que los intereses del valor que ellos re- 
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presentan serán pagaderos en ¡lesos oro en la Tesiürcriá 
General de la expresada provincia. la provincia ele Santa 
Fe está obligada a pagar al actor el importe «le los cupones 
vencidos que fueron presentados para su cobro a la Te- 
sorería General de la misma. 

2." Ks condición usual en toda emisión de títulos desig- 
nar diversos lugares de pago y las monedas de curso en 
dichos lugares para d cumplimiento de todas las; obliga- 
ciones emergentes del empréstito: tales cláusulas deben, 
pues, considerarse comprendidas en Ies téivrinos de fa 
procuración siempre que no se hubiere limitado expresa- 
mente al respecto la a *ción del mandatario. 

i" Habiendo estado atendiendo la* provincia de Sania 
Fe. las obligaciones derivadas del referido empréstito, esto 
es. pagando cupones y títulos sorteados, durante casi quin- 
ce años, sin observación alguna respecto a la validez de la 
promesa consignada en los expresados documentos, de que 
su i>ago. se efectuaría en ^esos oro en la Tesorería Oenc- 
ral de la Provincia, tal actitud imjiortaria sin duda alguna, 
una ratificación al respecto del mandato conferido a su 
apoclcrado |>ara suscribir el bono general aún suponiendo 
<|ue hubiere habido' una extralimitación del |>oder otorga- 
do en términos generales para su stibscr¡|icióii. 

4¿ w Kl principio consignado en el articulo 637 «leí Códi- 
go Civil de que corresponde al deudor la elección «leí ob- 
jeto de la prestación en las obligaciones alternativa*, no 
es inquebrantable y puede modificarse por la voluntad 
los canil atantes. "TVéase los sumarios de los fallos pu- 
blicados en los tomos 13Í*. jKigina 37 y 139. página 38). 

Caso; Lo explica e! siguiente: 
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Buenos Airo, Kovfembrt 6 dt IR» 

Y Vistos: Don kaíael Alberto Palomeque promueve de- 
ntando por la vía ordinaria contra la provincia de Santa Fe 
l»»r cobro de seiscientos un cu]x>ncs del empréstito exterior de 
5 o|6 contratado jstír dicha provincia en 1910. l,os documentos 
,i\é que se trata corresponden a los vencimientos de 15 de sep- 
tiembre ile 1923 y 15 de marzo de 1924. Ca<Ia uno de ellos re- 
presenta utt Crédito de (los pesos cincuenta centavos oro sella- 
do, importando los seiscientos tino presentados con la demanda 
la suma total de un mil quinientos dos |fc$os cincuenta centavos 
oro, equivalentes a tres mil cuatrocientos catorce pesos setenta 
v siete centavos moneda l«gal. Manifiesta que jxir intermedio 
del Manco Ivspafiol del Kio de la Plata lia acudido infruotuosa- 
mente a Ja Tesorería Geriéral de ki demandada, oficina encar- 
dada de efectuar los pagos de acuerdo con las constancias <fc 
los mismos cu|K>nes y lo establecido en las cláusula^ ¿.a y 9.a 
de la Obligación General transcripta en los títulos emitidos 
cuya traducción agrega. 

(Jue en vista de la negativa del gobierno >|>r«>vincfa1 a efee- 
tuar el pago reclam ado se ve en la obligación de iniciar la pre- 
sente acción, acudiendo a l.i jurisdicción originaria de la Cor- 
te jmr ser ve.-ino de la Capital ele la Xación y demandarse a una 
provincia. Invoca en apoyo de su derecho las doctrinas consa- 
gradas por este Tribunal en casos análogos originados j>or lo* 
empréstitos de las provincias de Mendoza y Tucumán y solicita 
que oportunamente se condene a la de Santa Fe al -i>ago de la 
suma mqiortc de los cupones o sea un mil quinientos dos jkísos 
cincuenta centavos oro sellado o su equivalente en moneda le- 
gal al cambio íle conversión de 227.27 |K>r ciento, con intereses 
y costas. 

Acreditado el hedió de la distinta vecindad del actor y 
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natíamente en el pleito, se corrió traslado de la demanda til 
íobierno de la provincia demandada, cuyo representante lo 
tfacuó a fojas ¿o pidiendo el rechazo de aquélla, con especia) 
imposición de las costas, a mérito de los siguientes fúndamen- 
os: 

Que con arreglo a las estipulaciones consignadas en el 
contrato celebrado por el Gobierno de la provincia con los han* 
queros (pie toncaron al finv-e g títulos del empréstito (artícu- 
los 9; lo y ii Y. los cupones vencidos y los titums sorteados se 
pagarán en Europa por los kmqueros a quienes remitirá el Go- 
bierno cüMsor. con seis semanas por lo menos de anticipación, 
los fondos necesarios jará efectuar dichos pagos, quedando 
esos mismos lianqueros encargados de hacer los servicios du- 
rante todo d tiempo que dure la amortización del empréstito. 

Que ni dicho contrato ni la ley provincial que lo autorizó 
hacen referencia a la forma de pago que reclaman los deman- 
dantes. Por regla general el pago debía efectuarse en París 
n el domicilio de los banqueros y. por consiguiente, en la mo- 
neda allí circulante, siendo la única exce|>ción a aquella norma 
la del artículo 16 del contrato y de la ley que prevé el caso del 
pago de los impuestos afectados d servicio del empréstito con 
cupones vencidos y títulos sorteadlos. 

Que el señor (lito Be;r1>erg. representante de la provincia 
para suscribir el tamo general, al indicar el pago en jwsos oro 
en la Tesorería, General en Santa Fe no ha podido darle otra 
interpretación que la que surge del contrato con los banqueros 
y de la ley autoritativa, es decir, que en los casos de pago del 
impuesto antes aludido se aceptarían como valor en |>esos oro, 
pues de lo contrario se hubiera a|*rtado en su mandato de las 
condiciones establecidas en dicho contrato y ley. 

Agrega c|iic en francos fué pagado |w>r los lianc|ueros al 
Gobierno el precio de la emisión, y que además este caso pre- 
la diferencias sustanciales con los que esta Corte ha deci- 
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iliílp con motive. de los empréstitos de otras- provincias como 
lo pondrá de manvfieíto en la estación oportuna del juicio. 

üut\ por lo demás, al indicarse en los títulos de qué se 
trata que los cupones son pagaderos en diversos sitios y ctt la 
ii« me- la en curso en cada tino de ellos, figurando también cn- 
re los lugares de pago la Tesorería General de la Provincia 
de Santa Fe en la cual debía efectuarse la cancelación en pe- 
sos oro. sólo se ha contraído una obligación alternativa res- 
isto deí lugar de la ejmición y de la forma <k pago del ser- 
vicio, obligación que el deudor puede cumplir como mejor con- 
venga a sus intereses des<le que es a él a quien ¡ncttnbe la 
elección «le la prestación (artículos 635, 636 v 637 Código Ci- 
vil». 

Recibida la causa a prueba «fojas 33 vtteltá), y produ- 
cida la que expresa el certificado de fojas 64, las partes pre- 
sentaron sus respetivos alegatos, quedando el pleito en estado 
de sentencia ;i mérito del llamamiento de autos de fojas 76; y 

Considerando: 



Que dados los términos en que ha quedado plantea/la la 
litis, «Míen considerarse como hecho:; reconocidos por las par- 
te»; i. u la emisión <le títulos <lc la deuda externa por la pro- 
vincia demandada, hasta la suma total de un millón novecien- 
tas mij libras esterlinas a mérito de la autorización conferida 
I*>r la ley de Santa Fe número 1640. de t4 de junio de 1910; 
2. a que dichos títulos fueron adquiridos al firme por el Raneo 
de París y de los Paises Bajos y por los señores Bernard y 
Jarilowski con arreglo al contrato celebrado con el Gobierno 
de la provincia demandada el 23 <le junio de 1010 ; 3* que el 
bono u obligación general del empréstito fué suscripto en Pa- 
rís por el señor (Mío Bcniberg en representación del Poder 
Ejecutivo de Santa Fe. y se encuentra transcripto al dorso de 
los titulo- emitidos, Ha quedado, además, admitida cu deftv- 



I>K JUSTICIA di; la nación 



83. 



to de objeción a! respecto, la autenticidad del título «leí em- 
préstito agregad» a fojas 39 con los cupones cuyo cobro cons- 
tituye la materia del pleito. 

Qiie en el I>ono general -que se halla reproducido al dor- 
so de los títulos del mencionado empréstito, se ha-e constar 
«jitc el pago de tudas las obligaciones relacionadas con el mis- 
mo, sea jxir intereses, ]M>r amortización o por otro objeto, se- 
rá efectuado en francos en París y en j;eso> oro en la Repú- 
blica Argentina ( artículos 3." y 9.*). Kn el texto de los docu- 
mentos emitidos se expresa el* valor que representan en .fran- 
cos y en pesos oro y se encuentra expresamente consignado 
que los intereses, cuyo importe nominal se halla impreso sobre 
los cupones, son pagaderos contra los mismos cupones venci- 
dos: 1." Kn la República Argentina en ilesos oro en la Teso- 
rería General de la Provincia de Santa Fe; en París, en fran- 
cos, en las oficinas de los banquero*: y en Bruselas y Ginebra 
en francos en c&nhio a la vista sobre París. Finalmente, en 
el anverso de los eu|H>nes se expresa s« valor en francos y en 
pesos uro y al reverso se índica que son pagaderos en Santa 
Fe en la Tesorería General de la Provincia; en París, en tas 
casas de los banqueros adqui rentes: y en Bruselas y en Gi- 
nebra en las sucursales de dictas casas ele banca. 

Que de los antecedentes que se dejan relacionados se des- 
prende que la provincia -de Santa Fe ha asumido con ocasión 
del empréstito de que se treta dos clases distintas de obligacio- 
nes, a saber : obligaciones <h? carácter |«irticu!ar respecto de Ion 
banqueros adquirente.s directos de los títulos; y obligaciones 
generales consignadas en los titules y contraídas a favor de to- 
do poseedor de los mismos documentos. 

Que tratándose en la especie sub lite de las relaciones de 
derecho del emisor con los tenedores de los títulos del emprés- 
tito, las difrencias deben ser resueltas con arreglo a las con- 
«liciones bajo las cuales se hizo la emisión p sea de acuerdo 
con el contexto de los referidos títulos y especialmente con 
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las cláusula* (le) bono genén»] que constituyen la ley cotitrac- 
nial que rige dichas relaciones. I rf is estipulaciones celebradas 
entre el Gobierno emisor y los Iwnqueros sólo gobiernan sus 
relaciones particulares y son totalmente extrañas a los ulterio- 
res udquirentes cíe los títulos al portador. Tara estos terce- 
ros no existen más condiciones que las que resultan <le los do- 
cumentos emitidos, los cuales comprueban |>or sí misuos la 
existencia de créditos aiutótibniós, independientes de la causa 
que los puso en circulación. La obligación es asumida direc- 
tamente por el emisor a favor 'de! tenedor y las excepciones 
que aquél pudiera fundar en el contrato es|ieci:rl celebra<k> con 
el primer tomador no afectan al nuevo |>oseedor. lillas ik» 
ejercen ninguna influencia sobre la obligación del emisor, que 
iiel>c mantener la confianza que su palabra ha hecho nacer en 
el poseedor del titulo (Vívante, 'Traité de ftroit Comercial", 
\' 1438), 

Que, por lo tanto, cualesquiera que sean las diferencias 
que exijan entre las estipulaciones del contrato celebrado con 
Ips banquero» y las promesas consignadas en Ufe títulos <!cl em- 
préstito, para los tenedores de estos últimos rigen sin limitación 
alguna las condiciones, ventajas o privilegios que resultan del 
contexto de los documentos adquiridos, pues son terceros con 
relación a los convenios que dieron origen a la emisión. Kn 
o«m>ecueneia. el demandante ha )>odido exigir el pago de los 
cupones, o sea de los intereses del empréstito en la Tesorería 
General de la Provincia de Santa Fe. en pesos oro sellado, 
désele que esa oficina pública es uno de los lugares designados 
en I«»s mismos, cupones |*ara efectuar su pago y la moneda ex- 
presada es la o freída ¡>or el emisor a los tenedores que pre- 
fieren o brar en la República, asi como el franco es la indiea- 
da para los que opten por cobrar en l*nrís. Bruselas y r.i- 
1 ebra. 

Oue dada la claridad de los términos empleador en el Ihj- 
110 general (artículos 3 y 9) y en el texto de los tíMl.* y cu- 
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pones jiara establecer la facultad ilimitada de! tenedor de exi- 
gir el pago en los diversos lugares designado* y en la moheda 
¡indicada para cada itrio de ellos. n<> es posible admitir la in- 
t?rpretación sustentada por el representante de •*• lemanriada 
tíc que la facultad de cobrar en Sonta Fe se relaciona CNctust- 
vanieníe cjís la obligación que en virtud de la ley v H *:e U'a- 
! » con los wnqueros contrajo la provincia de re; 5 bir cOriiti di- 
nt.ro efectivo en jiago de los ¡mnuestos provinciales que se 
rielaron : | empréstito, los títulos ruados y los impones \ cu- 
rdos. Por lo demás, la dcsignaciiM di distinto* sitio* y mo- 
nedas pata el |>ago es una cláusula que puede decirse de rigor 
en toda eavisiem de titulos <le los Kstadns, desde que es uno de 
los medios más indicados para facilitar la suser¡i>c¡ón y cotiza- 
ción de esos misaros titulos en diversas plazas y mercados: 
y en el caso especial de que se trata la designación de un lugar 
de pag# dentro de la KcpúMica se vincula muy directamente 
con la obligación contraída por el Ooliierno emisor de hacer fas 
gestiones necesarias a fin de que los títulos del empréstito fue- 
sen admitidos a la cotización oficial, entre otras bolsas de co- 
mercio, en la de Buenos Aires (articulo 14 del contrato de ven- 
ta de los títulos a los banqueros). 

Que es asiivismo infundada la argumentación encaminada 
a establecer la extralimitación del mandato de! señor Heni1ierg t 
rcpresentnte del Gobierno de Santa Fe para suscribir el bo- 
no general, al establecer que el pago se efectuaría en pesos 
oro en la Tesorería General de la Provincia de Santa Fe. des- 
de que, como se ba dicho precedentemente, es condición usual 
en toda emisión de títulos designar diversos lugares de pago 
y las monedes de curso en dichos lugares para el cumplimiento 
de todas las obligaciones emergentes del empréstito, y en tal 
sentido no es concebible que se dejare de indicar algún sitio 
dentro del Kstado emisor ni la moneda propia de ese fotado 
pana pagar a los tenedores nacionales de los títulos. Tales 
cláusulas deben, pues, considerarse comprendidas en los tér- 
minos de la procuración siempre que no se hubiera limitado ex- 
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presa rente al rcsjwcto la acción <iel mandatario, desde que 
puede calificárselas <le indis|>ensables para el éxito de la ne- 
gociación y ningún (perjuicio |meden irrogar en principio al 
emisor. Por consiguiente, no -i Hiede sostenerse eficazmente que 
el re] ¡resetf tatué de la provincia haya excedido en este caso los 
límites del mandato. Tero en cualquier caso, es decir, aún su- 
poniendo que hubiere habido realmente una cxtralimitación del 
poder otorgado en términos generales para suscribir la obli- 
gación del empréstito. eal>e observar que la provincia de San- 
ta Fe ha estado atendiendo las obligaciones derivadas de ese 
empréstito, esto es, pagando cu|n>ucs y título* sorteados, du- 
rante casi quince años sin hacer observación Alguna resj>eeto 
¡i h validez de la promesa consignada en los expresados docu- 
ineutis de qite su pago se efectuaría en |>esos oro en la Tesore- 
ría ('.enera! de la provincia, actitud que. sin duda alguna, im- 
portaría una ratificación del mandato en los términos del ar- 
ticul ¡935 del Código GM1. 

tjue |K>r lo que respecta al argumento de r|iie en todo 
caso se trataría de una obligación alternativa en cuanto a los 
lugares de |*ago y a la moneda, correspondiendo «1 deudor !a 
elección del objeto de la prestaci/m por no halier s:do expre- 
>amenie reservado ese derecho al acreedor, basta pira desvir- 
tuarlo recordar la doctrina que esta Corte ha dejado establecida 
sobre el punto controvertido al pronunciarse sobre una cuestión 
análoga suscitada entre fa provincia de Mendoza y un tenedor 
de títulos de erpréstito. 

••Que en principio corresponde al deudor la elección del 
objeto de la prestación en las obligaciones alternativas (código 
citado, ¿fticulo 037). Pero esta regla no es inquebrantable y 
puede modificarse prr voluntad de los contratantes. A dife- 
rencia del código francés, que exige una estipulación expre- 
sa para que se considere derogada la regla que confiere la 
elección a! deudor (articulo ligó), nuestro Código Civil se 
limita n co.is : gnar ese derecho como un principio general, in- 
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terpretando la intención «le los contratantes, sin determinar la 
furnia o los requisitos esenciales para que se considere mani- 
f estada una voluntad contraria. Kn consecuencia, de acuerdo 
con las normas generales clel «lereclw». esa manifestar* m ad- 
versa «i fe simple presunción del legislador puede ser formal 
o na formal, expresa o tácita (Código Civil, articulo 9*4 y si- 
guientes )• |KKlrá inducirse tle los términos de ta convención, 
de la naturaleza misma del acto jurídico y aun cíe los hábitos 
mercantiles ya que "en las materias en que las convenciones 
particulares pueden derogar la ley. la naturaleza de los actos 
autoriza at juez a indagar si es de la esencia tle! acto referirse 
;i la costumbre para dar a los contratos y a los hechos el efedo 
que deten tener, según ta voluntad presunta de las partes". 
(Código de Onercio. titulo preliminar, regla II ». 

"Que. en el presente caso, tamo los términos del contrato 
como la naturaleza misma de la operación realizada por la pro- 
vincia de Mendoza demuestran el proj>ósito inequívoco de acor- 
dar n los -tenedores de tos títulos, es decir, al acreedor, el de- 
recho <le elección del lugar del c|>ago. y, |*>r lo tanto, de la mo- 
neda correspondiente. 

"Que. en -efecto, al consignarse en la cláusula prccedeiite- 
men:e transcripta qué los intereses serán pagados en París y 
en Rueño» Aires, contra presentación de los cupones vencidos, 
se ha dejado bien claramente expresada la voluntad de que el 
Pro se efectuaría en aquel de los lugares designados en que 
fueren presentados los documentos! al cobro y en la moneda 
designada l»ra el lugar elegido, quedando. por lo tanto, su- 
bdrdináda la elección a voluntad del rcrcedor. 

"£>ue. par otra parte, tratándose de la emisión de títulos 
de un empréstito externo, no {Hiede tampoco ser <ludosa la in- 
icügrncia de diclia cláusula en cuanto a la persona a quien in- 
cumbe la elección del lugar del iwigo y <le la moneda, ím go- 
biernos emisores que necesitan el concurso de los capitalistas, 
no se hallan en situación de ¡ci^Miner condiciones restrictivas 
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a' ejercicio de los derechos del subscriptor, ni de ampliar sus 
¡•roj'ias facultades buscando ventajas o comodidades en I» re- 
latiyo a ios pagos; Por el contrario, su cmtxrño en atraer los 
capital y en despertar el ínteres <lc diversas plazas o mercados 
para *-l mejor éxito de la emisión, los lleva a ofrecer las ma- 
yores facilidades, tanto para la adquisición de los títulos co- 
lijo |.a.a el colín» de los intereses. l)e allí b determinación de 
«Instintos lugares para el j>ag.> de los cupones vencidos o títu- 
los sortea los y la designación de las reactivas monedas de 
curso en es«.s lugares, condiciones (|ite importan el otorgamien- 
to de prerrofjativas a favor de los tenedores de títulos y a fin 
de estimular su adquisición y que no pueden itwerpretarse co- 
rno establecida* a favor del emisor sin desnaturalizar el pro- 
| «it* «le la estipulación y sin torturar la verdadera v leal in- 
tención de los intratantes.'' 

Por estos fundamentos, de acuerdo con lo resuelto por 
esta Corte, en la eausi precedentemente cita, la y en las qué se 
regieran en el tomo i0. página 37 y tono 138. ingina 
48 y de conformidad con | dispuesto en 1«»s artículos 619, 
747 y 1 1.;; del Código Civil, se hace lugar a la demanda, 
declarándose que la provincia de Santa Pe está obligada a pa- 
gar al actor dentro del término de diez días como importe <!e 
los cupones presentados, la suma de mil quinientos dos pesos 
cincuenta centavos oro sellado o mi equivalente en moneda le- 
ga! al cambio «le 227.27 por ciento a mérito <lc lo dispuest.i cu 
el articulo 1." «le la ley 3871 y en la ley número 9478. Con in- 
tereses a estilo «le los que cobrá el Sanco de la Nación, com- 
putólos desdo la fecha de la notificación de la demanda. Pa- 
gúense la-* costas en el orden causado en atención a la natura- 
leza de la cuestión debatido. Nottfiquese y repuesto el papel 
archívese. 

V BKRMKjfo. — J. Kir.i KRo.x Atr 
corta. — Ramón Mkxojíz. — 
Kihskktm RkpKTTO..— M LjAlí- 
ri:-\ci;n.\. 



itnwrio: CorresjKmde a la jurisdicción de la Justicia Fe- 
deral del Rosario, d «conocimiento de un juicio que no es 
sino consecuencia de otros que fueron iniciados, tra rila- 
dos y fenecidos ante la misma. 

2." lis improcedente la excepción de defecto legal en é\ 
modo de pro|w>ner la demanda, jior no halarse cumplido 
las prescripciones de la ley 3952* si la demanda instaurar 
da es consecuencia directa de otro juicio, (en el caso. i!e 
ex¡m>piaci«>n >. iniciado por el (Gobierno Naciona! y que 
terminó por sentencia e:i que se dejó a salvo los actores 
dH presente, las endones y derechos sobre irdemnhacso? 
nes de daños y perjuicios que se demandan. 

3* Xo es improcedente la acumulación de acciones en 
un juicio en que se trata de hacer efectivas las responsa- 
bilidades emergentes de otros juicios que los demandados 
promovieron, cotttintiaron y terminaron juntos. 

4." La destrucción parcial, sin consentimiento» ni noti- 
cia de su propietario, de un inmueble ocupado a los efec- 
tos de una expropiación de que se desistió, crea para I 
autores de ella, la obligación de indemnizar los perjv 
cios causados «articulo* 581 y 587 del Código Civil». 

5. 1 ' I<a privación del uso y goce de un iivmieblc cau- 
sada por la ocupación del mismo j?ara una expropiación de 
que se desistió, impone a los presuntos expropiantes la 
obligación de indemnizar los perjuicios irrogados. 

6/ La indemnización debida i>or el hecho de la ocupa- 
ción del inmueble, no debe apreciarse tomando como ha- 
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se las soluciones a que habría tenido que llegarse si la 
expropiación se hubiera llevado a cabo; sino las que pro- 
I*>rcronan los principios cié derecho común en cuanto re- 
ían las obligaciones (le ios poseedores de inmuebles, con 
lación a los jwopíetarios de los mismos; |>or lo que «li- 
ba ¡ndeninizack'm debe corni»rcnder todos los frutos per- 
ibidos y dejadas de percibir por ios demandados y ade- 
'<» fruto* civiles que habrían podido obtenerse de 
*>sa poseída *i e! propietario hubiera podido sécar al- 
gún beneficio de ella. (Éíl el caso, les darnndados no 
PQ<Kan ser considerados «poseedores de btte.ia fe). «Có- 
digo Civil, artículos ¿355, 2356. 2438 y 243$). 

El poseedor de mala fe puede repetir las mejora- 
ú/'cs que hayan aumentado el valor de la cosa hasta la 
concurrencia del mayor valor existente. 

Cuso: Lo e¿|ilicán las piezas siguientes: 



SK.VTKN'CIA DKI. SKXoR JOCZ t'KDERAI. 

Rosario, Setiembre 21 de lfS3 

istos : 

* 

Kl jlliclb seguido |»or el doctor Carlos DcLasse y los he- 
rederos de Julián Martínez y de José de Oiapcaurouge contra 
el Gobierne» efe la Nación y la sociedad Puerto del Rosario, so- 
bre indent:iización de daños y perjuicios, resulta: 

Los actores, propietarios de la isla del Kspinillo. situada 
en el rio Paraná, frente a esta ciu<!ad. expresan que en 20 de 
agosto de ujofr se les quitó judicialmente la jMisesión de dicha 
isla, en virtud de una demanda de e.N pro] «ación iniciada |ior 
el Gobierno de la Nación y la sociedad anónima Puerto del Ro- 
sario conjuntamente, demanda que se fundaba en ser necesaria 
la isla |»ara construir obras en su interior. Agregan que a esto 
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siguió un largo juicio en el que el Gobierno Nacional reclama- 
ba la propiedad ele la isla sin expropiarla. Hab¡en<lo rechazado 
al fin los 'Tribunales tal pretensión* quedó el primitivo juicio 
de expropiación en estado de continuarse; jiero a esa altura 
e! Gobierno Nacional y la sociedad Puerto del Rosario desis- 
de proseguirlo, por conceptuar innecesaria la ocu|*aci<'»n 
la isla, y esta nueva incidencia terminó por fallo que. reco- 
nociendo el <lerecho de los expropiantes a desistir, dejaba a 
salvo a los propietarios de la isla sus derechos para que bis hi- 
cieran valer en el juicio corresi»mliente. 

Kccu|>erada. pues. |x>r los hoy actores la presión de su 
isla, demandan al Gobierno Nacional y a la sociedad l'uerto 
del Rosario por cobro de los perjuicios causados con la ocu- 
pación, los que estiman en ochocientos cincuenta rril pesos mo- 
neda nacional, «rás Jas costas del juicio; sutm total que en- 
g!olm los siguientes conceptos: frutos, destrucción parcial de 
l*i tela, perjuicios producidos por un canal dragado en su inte- 
rior, tala de sauces, perjuicios que ocasiona la j>enetración del 
dique del Canal de la Quebrada que se interna ;uatn>cío.itos 
metros en la isla, extracción de aren», honorarios y gastos 
efectuados. 

Los demandados, si bien conformes e.t cuanto a |>edir el 
rechazo de la acción, con costas, la han ¡jontcstado serrada- 
mente. 

l*i sociedad PUcrto del Rosario (fs, 27)41 >. sostiene que 
no procede la «--.cumulación de acciones, por ser contradictorios 
los derechos de los demandados: que por su |Kirte habia ac- 
ulado simplemente como mandataria del dohierno Nacional 
en cumplimiento de decretos de éste y jx>r tanto los actos asi 
realizados sólo obligaron a! mandante íarts, in.V> y 1047. Cpt 
digo Civil); que además, no constituía acto ilícito originario 
V.c un rjuicio de exprojwación inicia<lo legtórainente. cuando 
por cir:unsíancias |>osteriores dejó ya de ser necesaria la co- 
sa que se intentaba expropiar: y per fin. que la avaluación 



FM.WS OH LA COSTE SUPKCUA 



de los presu.uas i>crjtóc5os es exageradísima, pites no sólo ha 
resalado Une finada la iría- con las obras, sino que, en 1899^ 
al trenzo de dictarse la ley de exjrtopiítdón de las tierras ne- 
cesarias para el puerto del Rosario, fué aquélla adquirida en 
veinte mil pesos por el señor José *Íe €|iá¡itaurotige, liabién- 
dola comprado póf menos de mil. su antecesor en titulo. 

Kl representante del Gobierno Nacional ( £s. 56 (01, opo- 
ne las excediólas de ineomiwtcrK-ia de jurisdicción (fund;vj«\ 
en que el pleito debió .promoverse ante los Tribunales de la 
Capital Federal, asiento del Gobierno»; y de defecto lega? en 
el modo de proponer la demanda f fundada en el inctiinplt- 
m lento de las pi:escrí;KÍOñes de la ley 3952) ; y además, alega 
qtié la expropiación de los terrenos necesarios jwra el puerto 
Se hizo por cuenta de la empresa concesionaria, siendo ésta y 
no el Gobierno quien debé responder de las consecuencias del 
«K >i>t ¡miento de la expropiación, pues, mientras duró el juico 
la isla no estuvo en ¡>oder del Gobierno sino en el de la em- 
presa, que fué quién se recibió de ella. Subsidiaria rente, con- 
cq>túa también exagerado el monto de la indemnización que 
reclaman los actores. 

Abierta la Causa a prueba (h. se presentaron por 
las partes los elementos de criterio <|ue corren agregados de 
fsi oj a 371 : y previos los alegatos de ís. 377 a 4 _m. quedo 
« n estad. 1 rio sentencia. 

V Considerando (pie: 

Primero: Corresponde desestimar las tres cuestiono pre- 
via* planteadas jw>r ahibos demandados. Kn efecto, desdé que 
no se reputó improcedente acumulación de acciones el hecho 
de que el Gobierno y la sociedad Puerto de! Rosario actuaran 
juntos en el juicio de expropiación, y luego en el de mejor de- 
recho a la isla, y \*n fin en el incidente de desistimiento, nin- 
gún motivo legal existiría para admitir aluna que debe de- • 
mandárseles por separado, en cuanto respecta a hacer efecti- 
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vas las resjíoasabilidades emergentes de los juicios que ¡>ro- 
; no vieron, continuaron y terminaron juntos. La excepción de 
•defecto legal en el oxxlo de propiner la demanda, por no ha- 
berse Cumplido» las prescri]*: iones de la ley 333^ está prác 
ticamente resuelta con el auto dictado a fs. 20 \n*r la ftxenia. 
Cámara. V la de incompetencia de jurisdicción, carece asimis- 
mo fie liase, desde que. corro queda (Úcfib, este juicio 110 es 
sino consecuencia de otros iniciados, tramitados y fenecidos 
ante la justicia federal dd Rosario. 

Segundo: Kl hecho de halierse des]>oscido contra sil vo- 
luntad a los propietarios de la isla del Kspinilln impidiéndoles 
el libre uso y disiposición de 'lo suyo durante muchos años es 
de tal naturaleza que puede razonablemente producir perjui- 
cios: y el derecho de exigir la indemnización correspondien- 
te, emergería aún a falta de otro texto de ley. de las claras 
y terminantes prescri]KÚ>nes de la Constitución Nacional, por 
cuya virtud ni el íiobiemo ni los concesionarios de e.npresas 
le utilidad pública pueden disponer de -la propiedad ajena sin 
indemnizar previamente al propietario. 

Tercero: L'n examen detenido «le Ins constancias del ex- 
pediente permite comprobar que desde el dia que los actores 
fueron des]>osctdos de la isla del <Kspin¡l!o 4 agosto 20 de 
njofl. fs. M7 vía. ». hasta el momento en que volvieron a to- 
mar judicialmente la posesión de clfe ( noviembre 25 de 1920, 
fs. 1488, juicio de expropiación »» han mediado tres causas 
susceptibles de producir perjuicios: 

a ) La expropiación intentada, con los actos que fueron 
su consecuencia; 

b> L:i susjiensíóii del juicio de exjwopiación con motivó 
de tas pretensiones del Gobierno Xacional a la jwopiedad de la 
¡.-la. sttópénsióti que duró desde d 27 de noviembre de 1903 
hasta el ¿<> de octubre de !'>!/. en que bajaron los autos a 
rriména Instancia para dar cumplimiento al fallo definitivo 
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do la Suprema Corte í fs. 37 y 14^0 del juicio de expropia- 
ción) : 

c\ La negativa <Ie los hoy actores a recibirse de la isla 
que les fuera ofrecida por nulificación de 3 de noviembre de 
:«ji7 T datólo lugar a un tercer pleito, y a nuevas demoras que 
cesaron recién el 25 de noviembre de 1920, (f§. 14^. 14.24 y 
148* del mismo exjJediente ) . 

Cuarto: Parece razonable concluir <|ue los perjuicios impu- 
tados directa y exclusivamente a la expropiación intentada, de- 
ben Ser hdtmnizados |>or la suciedad Puerto del Rosario. La 
Ic > a' «autorizar las expropiaciones de Jos terrenos ne- 

cesarios para el puerto, previno expresamente que ellas se ha- 
rían por cuenta de la empresa concesionaria fart. u>: y en 
tr ies condiciones, nada significa respecto de terceros que el I*. 
Kjeentivo al contratar con dicha empresa se haya apartado del 
texto lega!. Tampoco puede invocarse, como una derogación 
dpi art. \¿ de la ley 3885, el hecho de que el Congreso Na- 
cional votara en algún caso los fondos que el P. E. pidió pa- 
ra pagar c.vprr.piae iones en el puerto del Rosario, ¡Mies aqué- 
llas leyes ni derogaron la 3885. ni contenían una aprobación 
empresa «le! contrato referido, ni concedieron créditos para 
atender los gastos motivados j K »r la expropiación de la isla del 
Kspiniüo. \o puede entonces pretenderse que el Congreso 
baya ratificado en el caso sub judicc los actos del I*. E.Í y «Mi- 
cho trenos, cuando consta a fs. 57 v. y 58 que d propio Pó- 
dér EjéCiltivo sostiene aquí la vigencia del art. 12 de la ley 
¿«85 y alega que las res|Mmsab¡!idades emergentes de la expro- 
piación, caso de existir, recaerían ]>or completo sobre la so- 
ciedad Puerto del Rosario. I«os actores no ejercitan derechos 
derivados del contrato de concesión del puerto, sino de la Cons- 
titución Nacional y de categóricas disposiciones legales, muy 
anteriores a dicho contrato. 

«Jubilo: Los perjuicios emergentes de la paralización del 
'uieto de expropiación durante trece años y meses como con- 
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.«emenda de las pretensiones del (iobier.io Nacional a la pro- 
piedad de la isfe. deben ser indemnizados por quien dió moti- 
vo a dicha loralización, esto es, \k* el Gobierno Nacional. La 
Sociedad Puerto del Rosario fué parte coadyuvante en el nue- 
vo juLio, y tenia sin duda interés en que la isla fuese declara- 
da fiscal, puesto que tajo tal concepto se hubiera ahorrado el 
desembolso necesario para expropiarla «art. 5.". kic. ,V'i: pe- 
ro lia de recordarse «pie no invocó derechos propios, limitán- 
dose a actuar en defensa de lo que alocaba el Fisco. Ks de 
su|H>ner, pues, que a no mediar las intensiones del Gobter- 
> 9 el juicio de expropiaciói hahria seguido su curso normal» 
' ándose la demora producida jxir la discusión judicial de 
uéMa en tres instancias. Por otra liarte, a fs. 230 vta.. apa- 
rece una resditcíón del Ministro Ramos Mexía, en la que se 
niega a la sociedad Puerto del Rosario, no sólo el dominio, 
s : no hasta el derecho de arrendar a terceros la isla del Espi- 
nólo (octubre 25 de 1912). 

Sexto: A |>aríir «leí mo rento en que el expropiante de» 
sistió del juicio y se .manifestó dispuesto a devolver la isla a 
sus dueños (notificación de noviembre 3 de 19,17). no puede 
admitirse que éstos se vieran privados de ella en lo sucesivo 
l>or voluntad aje 1a, Sean cuates fueran entonces 1os perjuicios 
niergetttes «le no haber entrado en posesión de la isla del Ks- 
inillo desde el 3 de noviembre de 1917 hasta el 25 de no- 
viembre de 1920. resulta claro que ellos sólo son imputables 
.i los hoy actores, quienes ojwniéndose ¡legalmente a recibir la 
bda dieron lugar a esa estéril demora y motivaron las sentcn* 
cias de fs. 165 v. y 169. 

Séptimo: Entrando ahora a apreciar el valor de Jos per- 
inicios causados i>or la ocupación de la isla del Espinilla «Ies- 
de el 20 de agosta de 1903 hasta el 3 de noviembre de 1917. 
corresponde advertir que no hay prueba plena de que duran- 
;v ese período la sociedad I"uerto del Rosario o el Gobierno 
Xacionad obtuvieran algún lucro con la explotación directa de 
aquélla. Tampoco la hay de que antes del 20 de agosto de 1903, 
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!us | ro|»¡etarios de la isla sacasen de ella provecho en ningu- 
na fonnn. o de que la hayan sacado después de noviembre de 
1920, cuando concluyeron jm>t reintegrarse al ejercicio ¡>¡cno 

• i* sñs derechos de dueños fin$pección ocular do ís. 241 1 243). 
No tosta liara fijar el . ronto de dichos perjuicios el dato de que 
puedan cortarse en la isla sauces, ignorándose cuántos, o de que 
el suelo dimita a pastoreo durante ciertos meses un número irn* 
preciso de cabezas ele ganado, o de que sea pfóiblé extraer arena 
de sus proximidades. SOri puramente hijMitéticos los cálculos so- 
bre posiliíes puertos de cabotaje, depósitos, usinas, fábricas y 
otfos desarrollos industriales que jamás han existido en la isla, 
ni ha. \y.tr ahora la menor prohabilidad de que existan, ni cons- 
ta que hayan sido proyectados siquiera; Kn las tentativas de 
tratwuvión de moj y ifjii i fs. 188191 ). los actores se limita- 
ron 11 manifestar <|ue aceptaban ceder sin ninguna indemniza- 
ción, 3a parte de la isla necesaria para obras 6 dependencias de! 
puerto, ¿oh tal que se les devolviese el resto. 

El testimonio de don Francisco Soüs. anciano de Hj áño?, 
y un¡C3 ¡prueba directa presentada para acreditar el quantum 
del provecho obtenible de la isla, amén de ser singular, adolece 
de vaguedades e inexactíttules que le restan eficacia i fs. 01 V. a 

• 1 10 y documentos de fs. 205 a ¿10). Kn consecuencia, el in- 
frtiSCripto no considera aceptables los cálculos hipotéticos he- 
chos por los peritos acerca del rendimiento probable de la isla 
sobre !a base de la declaración del testigo So|is. 

< Octavo: Lo único que puede darse ¡w>r ce mprobado ea au- 
es que la isla representaba un capital : que parte de ese capi- 
tal fué destruido o aminorado a consecuencia de las obras del 
puerto; y que a los propietarios se 'les privó de la parte restante 
durante catorce años, dos meses y catorce dias (agosto -M>|fjo v ia 
noviembre 3 de 1917). privación que les impedia disponer de la 
islíi vendiéndola, y obtener intereses de tipo tancar io sobre su 
precio- De eso es. en realidad efe lo qoe se ha privado a los aCr 
torev Xo hay prueba de que sé les quitara otra COsát y con arre- 
zo a! art. 16 de Ja ley de expropiación, aplicable por aMalogia, 
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no pueden tomarse en cuenta las ventajas hipotéticas que se 
enuncian en el escrito <le demanda* Tampoco pueden agregarle 
los gastos y costas producidos |*>r el juicio de expropiación y 
el referente a la propiedad, pues sobre tal cuestión ya se dictó 
fallo en los expedientes respectivos. 

Noveno: El art. 15 de -la ley 180 previene que el valor de 
los bienes materia de expn>|wac!ón se regule por el que hubie- 
ran tenido si la obra no se hubiera ejecutado, ni aún autorizado ; 
- de aquí derivan dos consecuencias: 

a ) Xo deben tenerse en cuenta las ventajas producidas a la 
sla del Kspinillo por las construcciones y obras realizadas en 
11 defensa, ni compensarse con ellas los |>erjuicios ocasionados. 

ln I)el»c prescindirse de los precios de aquellas fracciones 
le la ish vendidas con posterioridad al ¿o de diciembre de 1899, 
1 sea después que se sancionó la ley autorizando la construcción 
e! puerto del Rosario. 

IVirinio. Acerca de cual fuera el valor 4 le ta isla hacia el 
s de diciembre de 1899. el único elemento de criterio aporta- 
'o a los autos, consiste en la wjnta de Luis Sessarego a José 
*e Chotean rouge, «I veintisiete de octubre <le esc año, por el 
recio total de veinte mil (lesos correspondiente a una superf i- 
¡e cíe trescientas cincuenta hectáreas, treinta y dos áreas, ochen- 
a y cuatro centiáreas (fs. 141 a 14a). 

Según se despende del dictánien <le los peritos Laporte y 
C'afferata a fs. 305 v.. 307. 352 y 354. las destrucciones produ- 
ctos )N>r las obras <kl puerto a r inoraron esa superficie en trece 
hectáreas más o menos, «teupadas, aisladas o destruidas; y aun 
citando los mismos jwrfcos consideran que de no hacerse las 
obras de defensa la isla hubiera perdido por la avulsión natural 
de las aguns una sui*rficie mucho mayor, tal opinión es de ca- 
rácter puramente conjetural, pite» liasta este momento no se lia 
logrado prc%*er con exactitud, |iara ningún punto del 4ccho del 
io Paraná, cuáles serán las modificado. íes que ha de producir 



¡a corriente en el futuro, ni en consecuencia, cuáles Indina pro- 
ducido .sobre las epatas «le la isla <let Kspinillo si no se hubiera 
efectuado obra ni draga je alguno. 

I'ucde estimarse (|iie la suiwficie aproximada de trece hec- 
táreas al precio de en ningún caso alcanzará a valer más 
<!c dos mil ¡jcsos. pues, ella representa un cuatro ¡por ciento es- 
caso de la extensión total de la isla. 

lín cuánto al interós de los veinte mrl | tesos, valor total de 
la isla, debe ser liquidado al " o o. atento lo informado por el 
Banco de la Nación Argentina a fe 

l/ndécinio: Con arregló á las bases sentadas en los consi- 
derandos cuarto y quinto, la indemnización dclie -liquidarse asi: 

A» Puerto Rosario: Valor de la superficie 
naipada, aislada o destruida .......... ? 2.000. — 

Intereses de S 20.000 al 7 ojo anual desde 

el 2o|8|i903 al 2^|ii|igp3 r aaonoxwxj > 

. ? ft-5<* ■ • ■ f •• 379-73 
Idep. idem. desde el 26|io|9l7 al Ífll|9íf7 

( 20. 000 x8x7 » 

Total ........ S 2.410.41 

B) Gobierno Nacional : Intereses de $ 20.000 
al 7 ojo anual, desde el 28)11 |igb3 al 25Í10I917 

( 20.000 x 5.080 x 7 » 

36.500. ; v.. ^ 19.895 34 

Sunu Total . . . - . S 22.305.75 

Palio: desestimando las exce|>ei6ncs o|>ucstas y condenan- 
do a la sociedad Puerto del Rosario y al Gulñerno Nacional 
a (Kigar dentro del tercero «lia a I»s actores, por saldo de la 
indemnización exigida en la demanda, las sumas de dos mil 
cuatrocientos diez pesos cuarenta y un centavos (S 2-410.41 », 
nacionales de curso lej^í y la «le diecinueve mil ochocientos no- 
venta y cinco iiesos treinta y cuatro centavos íS 19.805.34^. de 



igual moneda, respectivamente, con lo que se integra la cantidad 
total de veintidós mil trescientos cinco pesos setenta y cinco 
centavos detallada en él considerando undécimo. Las costas, en 
eí orden causado. 

Juan Alvares. 



Vistos: 



si:xu:\n \ i*k i.a cámaka kkpUrai, 

Rosarlo, Noviembre 29 de I!ti3 



Rn acuerdo los Mitos caratulados: "Dclcasse Carlos doctor. 
Huerteros de Julián Mariincz y de José de 0hájWáüroügC v. 
puerto del Rosario sobre indemnización de daños y perjuicios" 
e q ádrente V" 340 2,? 1 : y 

Considerando : 

En cuanto al recurso de nulidad interpuesto p »r la parte 

acíora : 

■ 

1." Que íjíjlio recurso no ha sido interpuesto conjuntamente 
mti eí de apelación, conforme jo dispone el articulo 234 dé la 
k>« 50; y además la senicncin recurrida Unía lá forma y soletó* 
niclíwl que prescrilicii las leyes por 16 que el mencionado re- 
• ur-í. es improcedente, y a>¡ se declara. 

Ivii cuanto a |n principal : 

-í." Que la ación por cíanos y perjuicios entablada, se lia- 
* emerger de los lieelios producidos j M> r los juicios de expro- 
piación y dominio a que m refieren los antecedentes de ís. 147 
170 vuelta; y liabiendo esta Cámara por el fallo de fecha ¿8 
•U- junio ¿té m>jo recaído en el citado juicio de expropiación y 
¿ni- en copia .orre de ís. iftf a 169 vuelta, dejado a salvo a los 
actores; !o> derechos y acciones para que los hicieran valer |>or la 
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via v forma que corresponda, el actual juicio <no es sino con- 
secuencia de los que se dejan mencionados, que fueron inicia- 
dos, tramitados y fenecidos ante la justicia federal del Rosario, 
cuya jurisdicción para conocer <IeI í$$o¿ es |H»r (ó tanto, in- 
dudable. 

.V Que de autos resulta que el juicio de expropiación de 
la ish de! Kspinillo ¿Qljja» el juicio solire dominio, fueron ini- 
ciádos y continuados |w el doctor Carlos Silveyra en nombre 
y representación del «iobierno Nacional y de la sociedad Tuer- 
to ilel ko^irio, y que en tal carácter fué tenido y reconocido 
en 4 lachos juicios en fonna irrevocable. 

4. " «Jue h intervención ele la sociedad l*uerto «leí Rosario* 
en el referido juicio «le expropiación, fué en su interés y no- 
tan sólo corno u:i simple mandatario. c»ro lo sostiene, j mosto 
que el objeto r|tie se {jerseguia cotí ese juicio, era conseguir la 
isla a los fines de su propio negocio, o sea «le la explotación 
]M»rtuaria: y el desistimiento de ti expropiación fué formula- 
do también a nombre de dicha sociedad, según lo tiene esta- 
blecido esta Cámara en el considerando cuarto del citado fallo 
de 28 de junio de i«tfo i fs. i<í8 vuelta*. 

5. " <juc no resulta demostrado que los demandados proce- 
dieran de mala fe al promover los juicios que se dejan mencio- 
nados, y. jH»r e! contrario, resolta que ¡n-ncedieron por estar au- 
torizados por ley. y por considerar tener derechos sobre el bien: 
y la toma de jxisesVin de la ísfo j>or la empresa del puerto fué 
en razón de resolución judicial y en virtud de lo establéenlo por 
el articulo 4.: de 4a ley X. 189. En cuanto al desistimiento 
del jut.io de expropiación, ya esta Cámara ha reconocido el 
derecho legitáro para hacer ese desistimiento, en la menciona- 
da resolución de junio ¿8 de ii>jo. Pero es imludable que el 
hecho de halárseles privado a tos actores de disponer de lo (pie 
es suyo |M>r más de 14 años. Ueva en si la oblación de indem- 
nizar los |)erjiiicios qtte ese hecho puede haber producido, ya 
que en el juicio mismo dv expropiación, si ésta se hubiera efec- 
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nado, los expropiante hahriaii tenido que pagar «o sólo el prc- 
io del bien e^ropiado, sino también los intereses de esc pre- 
cio, como justa iiMlemnizaviún por el tiempo que el propietario 
lia sido privado de la cosa i>or el liedlo del expropiante, así 
rom* imlenimzar Tos demás perjuicios que se hubieran produ- 
cido (erticulo 16 de la ley X. u 189). 

6¿° Que la isla <lel Kspinillo carece <le valor portuario co- 
mo I» afirman lo* lientos, ingenieros Laportc y Cafferata', y 
cómo resulta, en efecto. |M>rque no pudíendo servir de purria pa- 
ñi la introducción <le mercaderías a plaza, |xvr no estar en con- 
tad» con ésta, y careciendo la isla de población capaz de con- 
sumir las mercaderías que en ella se descarguen, resultará ne- 
cesaria! rente que todas las operaciones de descarga que en ella 
se realizaran, «le ultramar o de cabotaje, serían de carácter 
provisorio, ¡mes j«ira entrar a plaza las mercaderías tendrían 
míe pasar necesariamente por el puerto -de Rosario, |»aga.uio 
m derechos eorres]>ondícntes; y entonces, es evidente que na- 
iie haría -tales operaciones en la isla, pudiendo introducirlas di- 
tantente a plaza por el puerto del Rosario, sin ese mayor 
rgo de gastos. 

7." Que la isla <lel KspiniHo carece asimismo de valor ¡ti- 
bisi nal, como |c» lian demostrado ampliamente los peritos en 
1 dictamen de fs. 275 y .siguientes. 

IJue según opinan los peritos, las obras de defensa prac- 
ticadas i*>r la empresa constructora del puerto, en la isla del 
Kspinillo. lejos de perjudicarla la han benef icia<lo ; lo (pie, por 
verosímil, dado el objeto de esas obras que. cp- 
10 su nombre lo indica, era defender la estabilidad e integri- 
dad de la isla contra la acción destructora de las agua*. 

Que empero para la construcción de esas abras <le de- 
fensa, lia sido ivenester sacrificar «le doce a trece hectáreas c!e 
-nperficic de dicha- isla, cuyo valor, como lo sostiene h senl'-r.- 
cia afielada, no puede compensarse con el de aqur'lu* obras; 
porque los propietarios <k la isla no están obligados' a aceptav 
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esc valor, toda vez que dichas obras se han hecho en con 1 ra 
de su voluntad. Por consiguiente, la empresa del puerto debe 
indemnizar e1 valor tic la sú])erficic perdida en relación al ijue 
tenia al tiempo «le la expropiación de la isla. 

10. Quq >¡ el resultado de este juicio no es proporcional 
a los honorarios reculados ; , log peritos, de ello sólo tienen la 
milpa los actores por haber exagerado los daños y perjuicios» 
Iiacieii l<»!o> ascender a la suma <le 850-000 |>csns: antecedente 
que el Tribunal debió tener en cuenta cuando practicó (lidias 
regulaciones. 

11. Que para evidenciar la exageración de los JHírjuicios 
estimadas ;»ir los actores bastará tener en cuenta esta sola con- 
sideración: -i lá expropiación se hubiera Hevadu a cal»», los 
demandados no habrían >M<> condenados a indemnizar nlayor 
*:ima que el valor rjue tenía la isla al ticiípo de dictarse la 
' r \ 3885. o sea ? -'o.iwM y *is intereses ; pues asi lo establece el 
artíeido 1? ■!<• la lev tSí>- 

lis claro entonces íjtie >¡ la tvpñípiación no se lleva a ca- 
li», y qilCda la isla en poder de sus propietarios no pueden éSr 

pretender por vía de indemnización la enorme suma de 
S50.000 j«.s,.> iv n.. a metios dé olvidar toda noción de justi- 
cia y equidad. 

u. Qué e> de jumprudeiicia constante «pie la condenación 
vu costas enira en !a indemnización debida al damnificado, 
cuando, ;omo wcedé en el presente caso, se ha negado en ab- 
soluto él derecho a ella, a! negar la existencia de iodo per- 
juicio: 

IVir esto y >us fundamentos. >c coitífripn la sentencia ápc- 
l;«da de í>. 426 a vuelta, menos en lo (pie se infiere a las 
costas, bts que se declaran a cai-go de !>»> demandados, en am- 
lv¿¡ instancias, jvtf del liarco. — José M. J : ¡rrm (según su 
verto \ con ¡im¡ 'i cióñ de condcnm*ioncs 1. — Ijiis l \ (,Wr¡j/,\:. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



108 



Voto del señor Vocal doctor José M. fuerro. 

■ . • 

Vistos : 

Kn acuerdo y considerando en relación al recurso de nu- 
lidad interpuesto y concedido a fs. 435 y vuelta, por y a la 
parle actora: 

<Jue la pretendida omisión de la sentencia cíe fs. 426; 
en i|ue se !o funda a fs. 449, respeto a la consideración de la 
cuestión de ta mala fe en la posesión de los de randados en 
la isla «leí Ivspinillo. de que se dijo en b demanda, a fs. 8, hacer 
capítulo especial, no cxfs&e, en concc|>to del suscripto, pites, a 
más de que dicha cuestión fuera planteada, escueta e in forma, - 
mente, sin derivar, ni fundar las consecuencias de la referida 
mala fe, |>or la cual nada se pidió particular ¡rente, el Inferior 
la toma en consideración, implícitamente. a< lo menos cuando 
la existencia de perjuicios y fija el monto de su in- 
lemnización en las considerandos 8. a a 11, fuera de los cuales 
no encuentra aquellos, ni motivo para aumentar éste. No hay» 
pues, la nulidad alegada, como se declara. 

2. Tampoco la hay |K>r los vicios atribuidos por la parte 
de h «1 apresa del puerto desde fs. 454 vucSte f« fine de su ex- 
presión de agravios, según lo antedicho y porque, en cuanto a 
las res|>onsabilidades discutidas entra aquélla y 1a del Fisco, el 
Inferior también las resuelve, como las ha entendido, sin que 
los errores de criterio que al resjiecto le imputa puedan fundar 
esa pretendida nulidad, que cuaftido más motivaría agravios; 
ni el haber dejado de considerar algunos argumentos de las» 
partes. 

Considerando: 

Respecto a los recursos de apelación interpuestos y conce- 
didos a fs. 433 y vuelta, 434 y vuelta y 436 y vuelta : 
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X" Iaí litis contestatio se ha tratado sobre la procedencia del 
«bono ppr los demamlados, solidariamente, de la suma de pesos 
S50.000. en concepto de indemnización de daños y- jwr juicios 
causados con motivo <W juicio «fe expropiación de la isla del 
Kspinillo. Aquéllos han negado, en absoluto, el derecho deman- 
dado. I«a j arte de la empresa <lel jnierto. dice, en efecto, a 
fs. 40 vuelta y 41. al final de su contestación a la demanda: 
"\ . desconozco y niego, en 4a forma nías absoluta, la existencia 
de los ¡*; juicios qiK- se reclaman «1 la deiranda... al fallar 
•en definitiva este juicio, dígnese rechazar en todas sus partes y 
eoti especial condenación en costas la demanda interpuesta, en 
la parí? que corresponde a mis mandantes". Y el señor Fiscal, 
en su contestación a fs. 57 vuelta, se expresa en términos idén- 
ticos. Así. pues, no se ha deducido reconvención, ni pedido 
tajo concepto alpino: los demandados solicitan, 
soio. el rechazo absoluto de la <leniatida, desconociendo y 
ando sus fundamentos. 

4. " Ksta demanda conjunta contra la empresa «leí puerto y 
contra eí Fisco es correcta en su forma y justa, en principio, 
pues aquéllos están, en verdad, obligados a las res]ionsahilida- 

les solidarías exigidas, si bien no por el monto jwetendido. 

5. " Kn el juicio de expn>piaeitVn «le la isla del Kspinillo. 
cuyos cxjiedientes originales lia tenido a la vista el suscripto y 
cuyas sentencias ( menos la sobre el disistimíento d tetada |»r 
esta Cámara », figura en d tomo iaf>, pág. 8.2 <le la colección 
de Fallos <!e la Supera Corte, puede verificarse que a la de- 
manda rcsjjectiva de fs. 6 a 12. presentada e.i \2 <Ie agosto de 
1963; l*>r el doctor Carlos Silveyra, diciéndose "apoderado de 
la empresa <W (Hterto ejerciendo conjuntamente la representa- 
ción otortjada por el Poder Ejecutivo Nacional en virtud de! 
decreto transcripto en dicho poíler". adhirió a fs, 85, el señor 
Fiscal. Dr. Ricardo (1. Parera: habiendo interven ido e intervi- 
niendo después en todos los trámites, siendo ;m notificado del 
auto dé apertura a prueba a fs. 247 i 2 11 cuerpo). Su sucesor.doc- 
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lor Pedro Nícalo Arias. lo fué, a fs. 1239 (4» cuerpo ) del ] 
mamiento de autos para definitiva de fs. 1031 vuelta; de la sen- 
tencia «le I." Instancia a fs. 1253; de Oa concesión <le recurso 
a fs. 1.257 vuelta y 1260 vuelta, siendo a la vez emplazado pa~ 
ra ante el Superior. Ante este, el señor Fiscal, doctor Carlos 
M. Avila adhirió a fs. 1307, a la expresión <le agravios del re- ' 
presentante de la empresa ddl puerto y del Gobierno Nacio- 
nal ; fué notificado a fs. 1362 vuelta «le la sentencia de 2." Ins- 
tancia, adhiriendo a fs. 1364 al recurso interpuesto por aquél, 
imra arte 1a Suprema Corte; y a fs. 1365. la Cámara, al con- 
ceder dicho recurro, reconoció y declaró j»rte a la Nación, de 
lo que se Se notificó igualmente. Ante la C<rte, el señor Pro- 
curador (leneral, doctor Julio Botet, a fs. 1383 ( dictamen «pie 
no esta en el tomo 126, ¡wg. 82 citado de los Fallos de la Cor- 
te) 9 reitera su opinión <Je la legitimidad <le la representac¡i'«v 
en primer término, del doctor Caiíos Silveyra. i*>r d Gobierno 
Nacional, "colocando en segundo término la intervención de! 
Ministerio Fiscal. cwih> rejKesentante <te1 Goliierno Xacionar 
en los asuntos en que es |>arte. de conformidad a lo que pres- 
cribe el art. 1." <le la tey 3367". Viene a fs. 1408 la sentencia 
de la Suprema Corte. Y de fs. 1423 adelante la incidencia del" 
desistimiento, en que los señores Fiscales de printera y segun- 
da instancia tuvieron también esoru|mlosa intervención a fs. 
M39 vuelta. 1448 vuelta.- 1449, 1459 vueka. 1487 vuelta, 1471 
vuelta íla Cámara mandó intervenir al Fiscal de la instancia ir 
notificándose, por ultimo, la sentencia <le este Tribunal a fs.. 
1483 vuelta. En estos ex|>edicntcs. como se sal>e. se discutió, 
en la forma referida la intervención conjunta de los ahora de- 
mandados, la cuestión del dominio de la cosa a expropiarse, la 
isla del Kspñiillo. 

6." Conforme a lo sostenido j»or el señor Procurador de 
la Corte» en el recordado dictamen, y a ta doctrina y jurispru- 
dencia de ésta, entre otros, en sus fallos (en casos análogos al 
del tomo 126, pág. 82 del juicio, antecedente de) actual), de los. 
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tomos \3Í f 207; y 134. págs. 110 y 293, ha quedado es- 
tablecido que la pación es y ha sido parte cuando, en un jni- 
¿:p de expropiación para la constrtieción del puerto del «osario, 
han intervenido los procuradores fiscales en todas las instan- 
randas, independientemente de la intervención del representan- 
te particular del Gobierno Nacional y de la erpresa construc- 
lora. Las opinípritó en contra del ex Procurador General de 
la Cprtci doctor José NkrOÍás Matienzo, invocadas por el se- 
ñpi l ; iscal tuto a fs. 411 vuelta y 412, fueron desestimadas 
por aquel Tribunal, como aparece en el último fallo dd tomo 

U+ I>% s °3« 

7." La empresa del puerto fué. efectivamente, parte con- 
junta ;il Gobierno Nacional en dicho juicio de la expropiación 
di* la felá del Kspinillo. según i**ler presentado en eí expedien- 
te reíjíéctrvo, de fs. 1 a .i: pagado ante el escribano» señor Ar- 
turo Coverton, en 12 de noviembre de ujdj, o'orgado al doctor 
Cario- Siiveyra por don Abel Julián l'agnard. en representa- 
ción do "M- Mer>ent et Fils. Sehneider y Cié/'. (|Ue es el fi- 
gurante de fs. 75 a 7S de estos autos, para (pie "proceda a ini- 
ciar y proseguir los juicios de expropiación-., a fin de obte- 
ner la ocupación de los terrenos destinados a las obras del 
puerto del Rosario... etc.". 

S. ' Ksia situación legal de los entonces expropiantes y 
ahora demandad'* en relación a los entonces expropiados y 
ahora actores. n<> puede modificarse en consideración tan sólo 
a los vínculos de derecho que los liguen particularmente, a que 
los segundos son extraños, como extraña la materia jurídica 
respectiva a la de la aonial litis contcstatio. Bien dice aJ res- 
pecto el señor Fiscal ir quo a fs. 415, y jxirrafo: "Delw hacer 
riofcar teriibién que el ai*. 31 del contrate» establece que el costo 
de las expropiaciones será adelantado jxir la empresa basta la 
suma ile S 100.000: y que no existe en este juicio prueba algu- 
na de que la empresa baya adelantado la suma indicada". Y 
el señor Fiscal de Cámara, a te. 487 hace resaltar que no están 
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isión las relaciones creadas |x>r el contrato de concesión 
¡guientes hechos de tas partes, entre la empresa del puéf- 
y el Gobierno Nacional. Estas relaciones particulares que- 
i para ser definidas fuera de este juicio, cuando así lo esti- 
los interesados. 

9. * El defecto legal en la demanda, alegad» por el señor 
Fiscal a qitá, al haberse omitido el trámite prescrito por la ley 
N-* 395^. .sólo habría sido discutible como excepción dilatoria, 
atento lo dispuesto en el art 7." de la ley X/ 4128. Su pre- 
tendida inaplicabilidad por sostenerse qué, dictada con poste- 
rioridad a la X. u 3981, 110 podría estar en ella comprendida, w> 
es para el suscripto argumento atendible, dado el texto de su art. 
2. en substitución del 374 de la ley X." 50. que dice : "I-as le- 
yes de .procedimientos civiles y comerciales de la Capital de la 
República serán, en lo adaptable, supletorias de la presente". 
Se ha referido, pues< este artículo J." ele la lev 3981, a las leyes 
que eran, son y sean de procedimientos de la Capital de la Re- 
pública, mientras ella rija, y no tan sólo a las de la fecha de 
su sanción. Pero, aunque asi no fuera, el auto de esta- Cá rara 
de fs. 20 y el fallo de la Suprema Cí>rte del tonto 122. |>ág. 318 
hicieron imposible la excepción. 

10. La inconi|)étciieia de jurisdicción territorial. Sostenién- 
dose que esta de.randa debió instaurarse en la Capita>! de la 
República, por ser sede del Gobierno Nacional, es inaceptable, 
pues este juicio es un derivado del de expropiación, referido 
en el considerando 5."; como que en el auto de la Cámara, de 
fs. 1481 12 del respectivo expediente, en su antepenúltimo pá- 
rrafo, aludido en el auto de fs. 20 del presente, se dejaron a 
salvó a los entonces expropiados, hoy actores. las acciones pa- 
ra reclamar la indemnización de perjuicios que les hubiera 
ocasionado el mencionado juicio de expropiación ; que es lo de 
fjue ahora se trata. Ks. pues, el presente una consecuencia in- 
mediata y continuación de aquel juicio, como se resolvió a fs. 
20. Debe agregarse que, tratándose de obligaciones solidarias, 
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uqu¡ está domiciliado Uno de l6s deudores y aquí se realizaron 
Jos trechos CJU? las motivaron, lis aplicable también sobre el 
]i;ir:í niar lo expuesto en el consideraflldo anterior relativo al 
art. 7." de la lev 41 ¿8. Ka jurisdicción discutible en cuali|iiier 
estado del juicio 1 9 !a que procede por razón de la materia o ile 
la* personas, pero no la territorial ele jueces <lel misino fuer ». 

II- La acción deducida, cuya calificación legal delic ha- 
>u*r ]j*>r los hechos que expresa, es la de indemnización de 
daños y jierjuicios. derivados de hechos ilícitos. La produc- 
ción ile aquéllos, en ocasión del juicio del considerando 5/ an- 
icrior, origen de éste, es evidente, jx»r halarse mantenido a los 
dfle'ñoí de la isla del ftspinülo uleclarados en la sentencia de 
la Corte del tomo 126, ¡>átf. 8¿, recordada». des¡H>seidos de la 
mU;ra durante 17 afios. explotándola en su provecho la empre- 
del puerto, como le fué posible, causándole también «lístninu- 
cones de sujierfieie y alteraciones perjudiciales, comprobado to- 
do esto en la instancia pasada. Y esa evidencia se corrolwra.con- 
cíiiyentemente. cuando se observa que los condenados jmm" la sen- 
tencia «leí Inferior de fs. 4.20 al abono de cierta indemnización 
por dichos jierjuicios, en sus resjK*ctivas expresiones «le agra- 
vios de fs. 454 y 4ÍM), lo olvidan. consintiendo tácitamente la 
condenación respectiva. Haber creado esc tstfido de cosas 
bajo la falsa afirmación, resistida por los expropiados, «le ser 
necesaria dicha isla «leí KspinHIo para los «»bras «leí puerto «le 
esta lindad ; y. después «le 17 años, venir a imponer la afirma- 
ción contraria, es fatalmente un hecho ilicko, en los términos 
de los artts. lono y 1100. CY;<1¡ko Civil. La jxisesión es el ejer- 
cicio del «lerecho de propiedad garantizado por las leyes ordi- 
narias y de policía. Kl o los hechos ilicit«>s mencionados, razón 
de ser de la demanda, no es solamente el desistimiento «leí jui- 
c o de expropiación, siim principalmente la pretensión infun- 
dada de ésta, con la desjwsesión consecutiva durante 17 años. 
La denr iKla de expropiación, con la «lesposesiún. habria sido un 
derecho s«>lo en el caso de lial>er si«lo necesaria la isla referida 
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para las obras ifc! puerto; y aun así. si ]>osterior:iwnte se 
ciesCstido, Jos desistentes habrían debido responder a la ¡míen 
zación de íos j)ér juicios cansados, si siquiera procedieron 
negHjpencia o imprwlencia. La amducta de los expropiante en- 
Nmces. ahora demandados, acusa culpa, manifiesta que los hace 
reos tic la rq>nración de los perjuicios causados. 

i-í. Dispone el art. ioU>. Código Civil que el daño com- 
prende, no st'ilo el jwrjllicio efectivamente sufrido, sino tam- 
l'¿n fe financia <le que fué privado el damnificado |>or el acto 
¡3kíto, etc. Y el ya citado 1 109. que la obligación emmcia<ia está 
rígida por las mismas disjH>siciones relativas a los delitos del 
dereclio ¿vil. L*na de éstas, la del 1081. impone éa solidaridad 
a torios los que han ¡Kirticípado en el helio, como autores, etc.. 
en !a reparación del |«rjuieio. Pop lo tanto, no eorresjwnde 
hacer distribución de rcs|xmsibilidades entre los demandados, 
qué ellos definirán jnir separado cuando di» estimen: distribu- 
ción para la que fallarían antecedentes y que no es materia de 
h Ijtfci coniC ya se dijo en el considerando 8". 

13. líntre ios ij>erjmVios. directos e indudables, causados a 
los actores con los hechos expuestos en su do randa, están, des- 
de luego. e.i primer término, das erogaciones del juicio de ex- 
propiación, manifiestamente temerario, no por las cuestiones 
en él debatidas (entre otras la del dominio de la isla), sino por 
la culiw evidente al sostener que ésta formaba parte del plan 
o iwograma de ías obras del puerto; cuando los mismos expro- 
piantes entonces. denfandados ahora, sostuvieron. 17 años des- 
pués, que aquello fué su error. La exención de costas en dicho 
juicio debióse a su naturaleza sumaria y a la novedad de la 
cúcstión del dominio; pero estas no pueden ser óbice ahora 
p«fa hacer cargar aquellas a quienes, sin razón alguna, las mo- 
tearon. confumKendo con su error o malicia a los jueces. Los 
expropiados no hubieran hecho esas erogaciones causídicas sí 
no hubieran sido demandados con ese fatal «motivo, que resis- 
tieron, fiel imjiortc <le esos gastos cau sidieos no se ha dado 
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prueba; ¡>ero no ora 'Indispensable desde que los hechos o ante- 
cedentes respectivos son inalterables: pudiendn hacerse regu- 
lar los honorarios, si no lo hubieran sido ya, y prac:ie:trse la 
] danilla do! sellad»», táfltó mejor ahora que se haría con inter- 
vención de -lis deudores. 

14. Iva segundo lugar, debe Computarse t:*ml*ién como 
|>cr juicio real, directo c inmediata, de la ocupación de mala fe 
que tuyieron ios demandados de la isla a expropiarse. la des- 
trucción, par Ks obras qué efectuaron en edlrt.-y disnuniieion 
de dore hectáreas, en el extremo Xorte. de >:i superficie, la par- 
te más valiosa por su mayor altura, como I<» informan el irrito 
de !«>s demandados, ¡ngeriierb l.aporte y el tercero, ingeniero 
Caffcratn. de fs. 305 vuelta a 307. contestando la preginiia 5". 
propuesta por aquéllos. MI valor «le esas cloje hectáreas débe 
lijarse en S 15.000. atento al consignado éh Í903; \W |6s hoy 
ele 1 andados» en el expediente de expropiación del considerando 
5". anterior, en el cual por cuatro hectáreas, que eran las úni- 
cas de nivel superior une dijeron existir ¿ fs. 173 vuelta. 2". 
párrafo), los expropiantes de entonces depositaron S 3.000. 

15. Y en tercer lugar. e.I perjuicio declarado por el a quo 
tu el considerando X". de su sentencia, a fs. 430, aceptado q in- 
dicado teóricamente \h¡t la parte fie la empresa del puerto a f^. 
-O vuelta, primer párrafo; |»ero con otrp criterio de valuación. 
Kn efecto; no hay |x»r qué aplicar en el sirb judice la ley nú- 
mero 180. de expropiación, ya que iló la ha habido, ni se trata 
< : " ésta. 1*0» actores habrían podido demostrar e! mayor. valor 
alcatizadü \x*v su inmueble aun por las mismas obras del puer- 
to o ]>or otra causa cualquiera : pero no lo han hecho en el ^rá- 
tlq que su perito lo ha expuesto. Hay, empero, en autos antece- 
dentes relativos de que no se puede prescindir. Mi perito ter- 
cero, ingeniero Caf terata. a fs. y*>. contestando !.i :>reginu 
to\ de la parte actora. fija vaWes a la isla del KspíniIJo, pesps 
37.250 para n>o? y pesos 39.650 pnra 1920, periodo óe la dís- 
posestón de sus dueños, los actores y de ocupación de Ir. niisma 
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vor I«>s demandados. I,a cifra media <lc amUis cantidades es de 
peses 33.450, cuyos intereses legales del 7 ojo, en los 17 anos de 
•ií|ucl. importan S 35¿805¿?5O;. I-a exclusión hecli:i por el in- 
ferior del período de la incidencia del desistí.nient'j no es jus- 
ta, pues hulio razón plausible a la resistencia de los expropiados; 
eoiy<i lo demuestra el no haber sido condenados en costas y 
este ¡Mismo juicio. I,a ilegitimidad o mala fe de la posesión del 
Aludido inmueble |»or ¡os ahora demandados (art; 0> 
d¡í;íi Civil », se evidenció por ellos mismos, en su carácter de 
expropiantes, con el desistimiento referido: siéndoles aplicables 
las sancione-; de los arts. 24381 2439 y -44- Coligo Civil. 

• 16. Habiendo estos negado todo derecho a Ja indemnizar 
ción de perjuicios demandada, como se consignó en el conside- 
rando 3*. y declarada, como queda, aquélla, las costas se con- 
sideran pane integrante de la misma* conforme a la jurispru- 
déiK&i invariable y universal. 

Mor tanto: se reforma la sentencia de fs. 4^1 a 431, del 
ai de septiembre próximo pasado, condenando, solidariamente, 
a los demandados al abono a los actores, dentro de diez días 
de ejecutoriada ésta, cíe la suma de cincuenta y cuatro mil 
ochocientos cinco |m?sos moneda nacional ($ 54-&>5^ P° r los 
conceptos de los considerandos 14 y 15 precederties ; y de ios 
gastos causídicos del juicio del considerando 5*. de que trata el 
considerando 13, así que se halle ejecutoriada la (liquidación 
respetiva, o si lo estuviere ya. total o parcialmente, dentro del 
termino señalado de diez dias, con todas las costos del presente. 



Josc M. Fierro. 
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Iu*ao» AlfM, Novitmbrc e de t«s 

Y Vistos : I'rir los fundamentos «le las sentencias recaídas 
tu ¿as instancias precedentes en cnanto a fe* cuestiones previas 
sobre ¡neomiietencia de jurisdicción. defecto legal e hnproce^ 
dcncia de la acumulación «le acciones; y 

Considerando, en cuanto al fondo <lel «¿unto: 

«Jue los únicos |*rjuicios coiii|>rol»<|<>s por los actores 
durante el jttfcítf son los causados por la |*rc!kla de una jiarié- 
<!el terreno <Ie ¿a isla, que fué destruido con motivo <l e la eje- 
cución de obras de «lefensa. — y por la mntpación de dicha isla, 
de cuya ex^opíactón se desistió desjntés de halierla !>ose¡do* 
durante varios años. 

<¿ue la oMigación de los demandados de imlemnizar tales 
perjuicios resulta i Knestionable, en princi|>j«>. jw r cuanto la 
«lestrucoi.*! parcial «M inmueble se llevó a cabo sin consenti- 
miento de l«» propietarios. quienes ni siquiera fueron consulta- 
dos acerca de las «Jiras inyectadas (Código Civil artícubis 581 
>• 587). y |wr<|ue la posesión <le la isla, solicitada y obtenida 
|*»r los jwesuntos exjM-opiantes. lia dado i»r resultólo privar 
a il«»s actores.^lel uso y gire <W inmueble de su propiedad, im- 
pidiéiMbrfes durante un espacio «le tiempo considerable, que lo 
arrüHlaran o explotaran. Una solución contraria respecto a 
cualquiera «le esuw dos puntos importaría autorizar el uso y 
destrucción de la pro|>ie<lad privad», so pretexto «le expropiarla.. 
fin la corresjMindiente indemni*aci<Vn. 

Que |x»r lo que respecta al primer capitulo «le la indemni- 
zación corresponde aceptar la conclusión adopta<ta por la mayo- 
ría «le loa gritos «le que la suj>erfic¡e <lestruida sil.» comprende 
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dótfe hectáreas y cincuenta y cuatro áreas del «erreno de la 
isla, y ta opinión <le! perito tercero acerca <lel valor de dicha 
tierra í 150 pesos j»r hectárea) por ser la más razonable y 
equitativa. <ladas la naturaleza y situación <lel inmueble y sus 
condiciones de 'aprovechamiento i Dictamen pericial sobre la &¡ 
cuestión de! derandado, fs. 308, y sobre la 2". cuestión del 
a:tor, fs. 350). 

Que la indemnización debida por el liedlo de la ocupación 
la isla no debe apreciarse tomando como liase las soluciones 
a que habría tenido que llegarse sí la expropiarían se hubiera 
llevado a cabo. toda vez que la remitióla de los demandado* a 
expropiar la isla hizo salir el caso de la órbita de acción res- 
tringida de la ley l8t> para colorarlo bajo el régimen del dere- 
cho común en cuanto regia das obligaciones de los poseedores de 
Amuebles con trelaciún a los projMetarros de los mismos. 

• 

Que, en consecuencia, la indemnización adeudada jxir el 
hecho de la ocupación de la isla debe com{>render todos los 
frutos jiercibidos y dejados de percibir por los demandados y, 
además» ios frutos civiles que habrían podido obtenerle de la 
cosa poseída si el propietario hubiere podido sacar algún l*ne- 
f icio <le ella. — desdé que en la esjiecie sub lite los demandados 
no (Hieden ser considerados poseedores <le buena fe atento a 
que no tenían ningún derecho real solire la isla no han podido 
estar perstra<Kdos, por ignorancia o error <le hecho, de la legi- 
s midacl de su ¡«sesión (Código CivH f artículos 2355, 2356, 3438» 
439). 

Que no habiéndose iranio a los autos elementos <le juicio 
ue permitan establecer si se han percibido frutos naturales ó 
i se han dejado de perábtr por culpa de los de miniados (lit- 
ante el tiempo de la |M»sesióu, — corresponde limitar la indemn- 
ización al precio que hubieran podido obtener los propietarios 
|>or d arrendamiento. <le la isla, es decir, a los frutos civiles, 
mencionados en el articulo 24») del Código Civil precedente- 
mente citado. 
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<¿ue para pronunciarse sobra el valor locativo de la isla 
debe tenerse en cuenta que dicho inmueble czrcce de valor por- 
tuario e industrial como do doinutsira la mayoría de los pers- 
(qs formada por los ingenieros I«a|x»rte y Cafferata y <|uc sólo 
habría podido utilizarse |Kira la instalación de viviendas de 
p&cadoxfcs, pastoreo <le haciendas, explotación de cultivos en 
muy | arquen. i escala y aprovechamiento <le su |>obrc vegetación 
arbórea, i Dictamen pericial sobre la ¡o* cuestión del deman- 
dado, fs. 317 y sobre das cuestiones 2" y 3" del actor ís. 350 y 
355). Kn consecuencia. de!>e juzgarse razonable y aceptarse la 
opinión del pinito tercero señor Cafferata que "aprecia en dos 
mil quinientos pesos anuales el rendimiento que habría podido 
dar a los propietarios la locación de la isla, dadas sus li nitadas 
aplicaciones posibles ifs. 337*. 

tjue la indemnización por este concepto dclie limitarse al 
t eiu¡ t» corrillo desde la toma de posesión de ta isla hasta que 
se notificó a los propietarios el desistimiento <le la expropia- 
ción y el pnq>ósito «le restituirles el inmueble. — no siendo im- 
putable a los demandantes la dcniora «ni la realización de este 
último acto ni por lo ranto. la privación del uso y goce de {os 
demandados durante el espacio de tiein]xi corre5|H>nd¡ente¿ toda 
ve? que la demora fué ocasionada |>or la oposición de bis ac- 
tuales demandantes. o|>osición «pie en definitiva se declaró in- 
justificada; Por lo «ante»; el tiempo de ocupac'.ón de ía isla que 
puede computarse útilmente |»ara los actores es el trascurrido 
entre el 20 de agosto «le i«x>3. fecha de h ocu|Kición y el 3 de 
novierbre de h>i". en «pie se notificó a los «lemandantes el de- 
sistimiento <le la expropiación del 'inmueble. 

Qué. al fijar el monto de los perjuicios «le (pie se lia trata- 
do precedentemente no es posible dejar de tener en cuenta «pie 
h\ destrucción de la* doce hectáreas y fracción del terreno «le 
la isla fué ocasionada |*>r la construcción de obras de defensa 
de Jas cuales los |irop!e!arios han reportado incuestionables be- 
neficios! ya sea porque ellas han suprimido el desgaste y des- 



ientes, ya porque esas mismas obras han favorecido la fox 
'ación de aluviones que lian acrecentado la su|>eríic;e del in- 
mueble durante el tiempo de su ocupación en mía extensión de 
ciento diez y siete hectáreas (dictamen pericial sobre la cues- 
cíón ti* del demandadlo, fs. 338), — cuyo valor puede enti- 
ntarse en siete mil treinta y cinco pesos, de acuerdo con las 
conclusiones del |>erito tercero consignadas a fs. 339 vta. 

Que tratándose de mejoras cuya utilidad no puede cues- 
tionarse dados los fines que determinaron su ejecución y Jos 
resultados obtenidos, los demandados habrían |M»dido repetir 
sil costo hasta la concurrencia del mayor valor que han dado 
«\ la isla (Código Civil artículo 244t I, púr lo que lógica y ra- 
zonablemente deben ser tenidas en cuenta para reducir hasta la 
equivalencia de ese mayor valor las obligaciones emergentes de 
» destrucción parcial y de la ocupación de la isla. 

Que eti consecuencia, corresponde fijar conio indemniza- 
ión ppr las doce hectáreas y cincuenta y cuatro áreas de te- 
reno, la suma de un mil ochocientos ochenta y un pesos mone- 
da nacional y |M>r la wtqwción de la isla, la de treinta y cinco 
mil setecientos veinte y seis pesos de újual moneda, de lo (pie 
debé deducirse la cantidad de siete mil treinta y cinco ¡>esos va- 
lor de las tierras de aluvión formadas a causa de las obras de 
defensa. 

Que no corresjKmde en el ca><> dividir la responsabilidad 
de ilas dos partes demandadas desde que en relación con los 
propietarios de la isla han procedido conj tmtamente y como 
igual ícente interesadas tanto en el juicio de expropiación como 
en el de reiviiiflicarii'm de la isla y en el de desistimiento del 
primero. Kn consecuencia» han contraído una obligación man- 
comunada que del)e hacerse efectiva, como tal sin perjuicio de 
que entre ellas se repartan oj>ortunamcme sus responsabilida- 
des particulares con arreglo a la ley y al contrato que las vincula. 

Kn su mérito se reforma la sentencia apelada, elevándose 
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treinta niü quinientos setenta y des jSéMft Ja indemrfzaetóu 
que deben satisfacer los demandados. Notifiquese y devuélvase. 
I*V] olivase el pa|>el. 

A. BKRMKJO — J. FiCUEROA Al- 
corta. — Kajión Mkxdkz. — 

. KollKRTo RKPKTTO. — M. LÁÜr 
RKXCKXA. 



f)<Hi Eduardo Acqüarom contra don Luis, Atjútfto y José Bal- 
hiani. por usurpación de nombre y falsas enunciaciones. 

Sumario : i\ Las sanciones establécelas en los incisos 7' y 8* 

■ 

del articulo 48 de la ley número 3975. sobre mares 
Urica, comercio y agricultura, han sido establecidas ; 
tensa del cuer|x> social y no <le gremios d«er.ninados, y 
dada la amplitud (le lo» términos en que ha si cío acordada 
la acción |»ara querellarse, por el articulo <V» de dicha ley. 
delie. razonablemente. <lcilucirse que ella puede ponerse en 
movimiento por toda persona damnificada, aún cuando no 
revista la calidad de propietario de marca, de fabricarte, 
agricultor o comerciante. 

j". Corresponde a la justicia federal, ratione malerioe, 
el conocimiento de una quereKa en c|ue se demanda la 
aplicación de las sanciones establéenlas en los inciso* 7 y 
8° de la ley número 3975. sobre marcas de fábrica, comer- 
ció y agricultura. (Artículo 2 , inciso i\ ley 481. 

Cas" : l.o explican las piezas siguientes; 
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'SKXTEXCIA DK I.A CÁMARA FKDKKItAI, 

RoMrio, Julio < de la.'* 
Vistos eii el «cuerdo y Consuleranclo; 

i * Que la Suprema Corte en el fallo «le fojas ¿of» ha <le- 
clanulo que: "las cuestiones que pueden suscitarse con motivo 
M uso indebido <IeI nombre <le una persona que no revista la 
calillad de tatoleante, agricultor o comerciante, son extrañas 
a la ley ,V>/5. y |*»r ende, a ta jurisdicción de los tribunales 
ciomiks". 

2" Que esta Cámara ha declarado detvniti^mcntc en su 
falto «le fojas 183, que el señor Acqttarone no es agricultor, co- 
merciante o industria!, o que en autos no está prol»ado que lo 
sea : cuestión «le hecho, qué la Suprema Corte considera extra- 
ña a su jurisdicción conforme a su constame jurisprudencia. 
J,uego entonces debe concluirse, «le acuerdo con aquella decla- 
i^ión, que el presente caso, no corresponde a la jurisdicción 
federal ratioirc materia: 

>" Oue sin emliargo. la Suprema Corte teniendo en cuenta 
que algunas disposiciones de un carácter peculiar dentro de la 
ec«momia «le la ley de mateas, lian sido introduckfe* y están 
«festinadas a satisfacer nec«?sklades «le defensa «1el cuerpo so- 
cial. más bien «|tte a salvaguardar el interés particular del gre- 
mio mercantil, y «lada la amplitud de l«>s términos en que ha 
si«l«. acordada la acción pana querellarse <art. 66. ley citoda). 
concluye «pie esa acción puede ponerse en movimiento por toda 
pers«*na que resulte j)erjinl6ca<la por las falsas enunciaciones 
que la ley se ha propuesto reprimir, sea o no propietario de 
marca, comerciante, agricultor o fabricante, por lo cual revoca 
la semencia de fs. 182. en cnanto a 'la querella, y ordena que 
liajen los aut«>s para que e¿ta Cámara falle al respecto confor- 
me la primera parte, art. 16, ley 48. 



antecedentes cabe racionalmente pen- 
cntícwte que, si este caso no corres- 
a la justicia federal por razón de la materia, cómo lo ha 
clarado, puede corresponder por razón de las personas; y asi 
explica que después dé aquella declaración mande bajar los 
autos para <|ue Ja Cámara resuelva: dé otro modo su tollo fe- 
siilIKfiá contradictorio, lo que no puede ni suponerse siquier^ 

5." Que en csítis autos rio está cotnprobada ln procedencia 
del fuero federal por razón de las personas* es decir. nt> consta 
"üe haya crftrc ellas diversa vecindad" o distinta nacioilalidád. 
Y además, la querella no se funda en el art. fifi c?itado ? pues el 
querellante ct| ninguna parte de sus escritos lia invocado ni si- 
quiera ¡ncidcntalmentc, la disposición contenida en dicho ar- 
ticulo. 

Por tanto, se declara la incompetencia dd tribunal por no 
estar acreditado el filero, sin costas, dada la índole tic las cues- 
tiones debatidas. Notifique se y devuélvanse al juzgado de ori- 
gen donde se repondrá el sellado. — Luis V\ González. — Cur- 
ios Séfflhnattri. — Manuel Corrillo: en disidencia. 



Disidencia 



Rosarto. Julio H de 16S4 



Considerando: 



1." Que revocada la sentencia de fs f ¡82 a 183 "en la parte 
relativa a la querella fundada en el art. 4S. inciso 7" y 8° de 
*liclta lev" (1975 » y ordenado que se devuelva el expediente pa- 
ra el juzgamiento de! caso en esa pane (Art. 16 de la ley 48) 
— es indudable que la Suprema Corté lia entendido que la cues- 
tión a decidir, bajo el aspecto indicado, ño es extraña a la ju- 
risdkctón federal. El hedió <le que haya coincidido con la sen- 
tencia apelada en cuanto á la inteligencia que ésta atribuyó a 
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!.v disposición del art. 56 <le la citada ley 3975. no importa en 
manera algu.ia contradicción con el pronunciamiento cxpUcitu 
iv^vcto a ¿a procedencia «le la querella fundada en el articulo 
48 tic !n mismii: son. por el contrario, soluciones perfectamente 
nnnóivcas y concordantes dentro de la legislación vigente apli- 
caba ¿ 

2° Oue. en efecto, según la mejor doctrina informativa de 
la ley en cuestión, que el fallo aludido pone de manifiesto, éste 
tiene doble fin o dpá propósitos principales: j)rotejcr especial - 
mente ni comerciante, fabricante o agricultor en su calidad de 
rales, contra la competencia desleal en sus múltiples varieda- 
des : y a r parar y defender* a la vez. al público contra el engaño 
de que puede ser victima, resultante de las falsas enunciacio- 
nes referentes a la substancia, procedencia, etc., de las merca- 
derías c«»n :i arca registrada que los comerciantes ofrecen en 
venta. De acuerdo a estos dos fines esenciales, la ley crea tam- 
bién dps acciones para hacer valer los derechos epte consagra; 
y dé alii que la presente coítficflda pueda ser extraña a la ley in- 
vocada y a la jurisdicción federal contemplada desde el primer 
punto de vista, y no lo sea desde el segundo; vale decir, como 
querella dé un particular interesado 11 justo titulo, contra un 
comerciante que trata de engañar al público, realizando hechos 
incriminados por la ley. 

y One la adopción de este temperamento, o como dice la 
Suprema Corte, la intercalación de los prece|)tos mencionados 
en beneficio público, no des naturaliza la ley, sino que la com- 
plementa, dándole .1 ayor seriedad y eficacia, lis ewlentc que 
el listado al garantizar a los comerciantes, industriales y fa- 
bricantes la propiedad y uso exclusivo de una marca, no ha 
cerrado los «Jos a ÍÓS intereses del público, abandonándolos 
las contingencias peligrosas del lucro comercial; 110 ha querido 
que la marca sirva como velo detrás del cual se oculten false- 
dades jicrjudicia'es: y si la garante y proteje su uso, es a condi- 
ción de que se respete la alta autoridad que interine en bene- 
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ficio de la colectividad! *n complicarla en manejos que «o pue- 
de ni debe tolerar. 

4.° <¿ue en conformidad con estos principios informal!* 
vos, el art f 66 de la rejK'tida ley atribuye en ténninus ampKo.* 
la acción para querellarse a los particulares interesados, sin 
distinguir si son o no comerciantes, faUricatr.es o industriales 
ni si tienen o no el privilegio del uso exclusivo de alguna mar- 
ca: y el art. 48 seftr.Ja con la misma generalidad los hechos y 
actos prohibidos, estableciendo las |>euas en que incurren sus 
autores: todos aquellos, dice el kteiso 7*, que con inteución 
fraudulenta ponga o hagan poner en la marca «le una ;rerca- 
dería. tina enunciación o cualquier designación falsa con rela- 
ción a la naturaleza, calidad, cantidad, número, |>eso o medida o 
kigár o pais en el cual haya sido fabricada, — serán castiga- 
flus, etc. Evidentemente, pites; estos prece|4os definen un de- 
lito esjiecial y crean una acción también especial y consecuente, 
que iwde ejercitarse jM>r cualquier particular interesado, como- 
lo ha ¿do en el caso de autos por el querellante, sin necesidad 
de probar previamente su calidad de comerciante propietario 
de marca determinada. Y es claro que si el delito y ta acción 
coiresp'.r.diente tstán regidos por la ley J075 >" "° I H>r t*ingu Ma 
otra, el caso suscitado es de la competencia de la justicia fede- 
ral ratioHc i:;tfti'tuv. en virtud de lo dispuesto j>or el art. 2\ in- 
ciso i" dé al ley 

F*.»r esto, y l< s fundamentos de hecho y de derecho de la 
sentencia apckxla que se dan jx>r reproducidos aquí en lo per- 
tinente. s« la con firma, con costas. Notifíquese, etc. 

Manuel Carrillo. 
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DICTAMK.V Dtir, SK\i *H l'KociTKADÓK CKXKRAI, 

Batno» Alrff. SI dtOctubft de Ift» 



Suprema Corte: 

•Ka la querella que sigue <lon Eduardo Acquarone contra 
los señores I.tús. Agüito y José Balbtani, por usuivación de 
omine y falsa.- enunciaciones. la parte adora recurre para 
nte Y. I"., de la sentencia pronunciad por ía Kxina. Cámara 
\deral del Rosario, i>or la cual declara su incumbencia por 
) estar acreditado el fuero. 

Es la segunda ver que viene este expedente a conocimien- 
de Y. K.. por igual causa, no obstante corresponder al fuero 
«dernl su substanciación rationc materia. 

En el fallo de fecha \2 de diciembre de 1923 (fs. 206) 
se revócá la de primera sentencia <le la Cámara en ta iwirte re- 
lativa a la ipiereÜa fundada en el art. 48, incisos 7 a y 8 o de la 
fcy S9J3t V. 12. uiandó devolver los autos al tribunal de su |n-«- 
cedenc\a a los fines de la primera jarte del art. 16 de la ley 
tunero 48, vale decir, para sil nuevo juzgamiento. 

!*a Cámara, en la sentencia dictada |»r mayoría de sus 
miembros, (fs. 227 ) insiste en mantener la incon^vtencb de la 
jurisdicción federal, por razón <le la materia, a pesar de los 
términos claros en qué está redactado el otado fallo !e fs. 206, 
que no deja lugar a duelas en ese sentido, y sobre el cual no se 
jmede vo'vcr por iiaíier adquirido la autoridad de la cosa jua- 
gad». 

Per !o cxjniesto, corresponde revocar la sentencia <le fs. 
Jjr y devolver los autos a la Kxma. Cántara a los etYvt >, co 
rresiH>r.ciieiites. si V. R. no prefiriera hacer uso <le la facultad 
qfle 1¿ confiere la -egimda i»rte del art. 16 de la ley número 48, 
en cuyo caso soy <le opinión que delie confirmarse, por sus 
fundamentos, la sentencia «le fs. 144. 



Ihmich R. UirrcUt. 
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IKSW> HK LA CQRffi SOl'EÍMA 

Buenos Aires. Noviembre « de 1025 

ViMois ) eonsUlcraiicltí: 

Que en el ¡ r.tmnicianucnto dictado por esta Corte a fo- 
jas jo'» se llegó a la conclusión de que para el ejercicio dfi la* 
accipncá ¿iicaijíuiadas a obtener la efectividad de las sancione* 
establécelas en <•! artículo 48, incisos 7" y 8" ele la ley número 
397a nO era riértAarJo ser propietario de marea, comerciante, 
agncukor ni fahi ¡cante, bastando, para tal finalidad, que la 
persona qw ponga en movimiento la acción haya sido perjudi* 
cada I 1 '"" las falsas enunciaciones que la ley se ha proptu>t<> 
reprimir. 

Que a mérito de la consideración precedentemente men- 
cionada y teniendo en cuenta que el querellante fundaba su 
accior. en el hecho de Haberse usado indebida rente su nombre 
en una marca con falsas enunciaciones sobre la procedencia 
del producto, esta Corte revocó la sentencia de fojas i8¿ en 
cuanto dcckiralia la improcedencia iu limite de la acción funda- 
da en los recordados incisos del artículo 48: y devolvió los au- 
tos a los fines determinados en la primera parte del articulo 16 
de la ley número 48. esto es. para que el tribunal a quú se pro- 
nunciase sobre las cuestiones relativas al fondo de la causa, 
cómo ser, la existencia de las falsas enunciaciones, el uso abu- 
sivo del nombre, y en su caso, sobre la aplicación de las san- 
ciones de la ley. 

Que dicho tribunal, en vez de pronunciarse sobre la ui:i- 
teria principal de la causa, ha declarado la incompetencia de la 
justicia federal, tanto p»r la razón de la materia cómo por ra- 
zón de las personas, invocando en apoyo de lo primen» un pa- 
saje de la sentencia de la Corle, y de lo segundo, la circun— 
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rancia de no haberse acreditado en el juicio los liedlos indis- 
peti&titea |Mtfa fundar dicha jurisdicción. 

Que la jurisdicción mtiótic uuüvrhv. de la justicia federal 
no puede nmsiderarse dudosa en el presente caso, como quiera 
•;uc se demande la aplicación de sanciones estalilécklás en una 
ley especial del Congreso como es la ley nfoncro 3975, y en la 
uie necesariamente se ejercitan acciones emergentes de dicha 
ley (ariienio ¡ncísí» ■ " de la ley numeró 48), 

Que la frase transcripta en e! primer considerando de la 
sentencia recurrida de la que se pretende deducir una opinión 
le ésta Corte adversa a la juri^Kcción de los tribunales na- 
cionales para entender en la présenle causa, se refiere exclu- 
s:\aiucnte a la acción que se pretendía ejercitar fundada en el 
articulo 56 -Ir I.» ley cié inaivis número ,Ví/5, como se infiere, 
lógicamente, iM el contexto de la resolución y especial- 

mente di- que a renglón seguido se hace constar que esc prin- 
go en virtud del cua! la ley sólo protejé el nombre <te las 
personas cuando revisten la calidad de fabricantes, agricultor 
r*s conicrcianíes. 110 rige ni puede ser sustentado tratándose 
de la- síinciones establecidas en los incisos 7" y 8r del articulo 
iS di- la mencionada ley federa!, las que lian sido estableólas 
l ' n «Incusa irlel cuerpo social y no de gremios determinados y 
qtU? dada la amplitud de los terrinos en que ha sj<lo acordada 
la acción por el artículo 00. debe raz<>uah!e:nentc. deducirse 
que ella puede ponerse en movimiento ¡>or nula persona dani- 
uífícada, aún cuando no pertenezca a ninguna «le las profesio- 
nes indicarla^. 

<Jue piulicwlo de|K?nder la solución del presente raso de 
:: : decisión de cuestiones de hecho que por su naturaleza son 
exirañas en principio al nvurso extraordinario, el tribunal cóhr 
-idera q«t n«» hahria /'•nveniencia en avocarse, pnr ahora, el 
conocimiento sobre el fondo de! asunto. 

Kn su mériio^y de ¡(cuerdo con los fundamentos coasigna- 



2?7> declarándose que la j 

:cr en la causi. — Xotifique.se y devuélvanse al trilm- 
nal de procedencia a few fines expresados en el fallo de fs. ¿oí*». 

debiendo rejjonerse allí el |>apcl. 

■ 

A. RKRMKjp. — J. KlCUHRlM Al.- 
corta- — Ramóx M i:\ukz. — 
RonKRTo Rki'KTto — M. Lau- 



1>m¡ linrujué Astcngú ¿n tntíps con <lon Ptrscinil Ctiviro. ,<o/>rr 
rcpetídáií de pago. — Recurso </<• hecho. 

Sumario : Kl desconocimiento «leí derecho que el recurrente fun- 
daba en una ley |irovincial de pavimentación y en una or- 
denanza municipal, no puede dar nacimiento a una cues- 
tión federal a los fines <lel recurso autorizado por el ar- 
ticulo 14 de la ley número 48 y artículo & de la ley 4055. 

Cuso: [#> explica e! siguiente: 



FALLO |»K l.\ iMKTK Sl'i'KKM A 



Buenos Aires, Noviembre 13 de !t*5 

Vistos en el acuerdo y considerando; 

Que tii» Aparece de la presente queja que el 'pronunciamien- 
to de !a Cariara Federal de A|»elaeión sea incompatible con la* 
conclusiones a «pie había Helado esta Corte en el recurso qtte 
le fué traido precet lenteciente. 
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Que el desconocimiento «leí derecho que e! recurrente fon- 
dalia en la ley provincial dé pávtmcniación y en una ordenan- 
za iminici]«l no puede <lar nacimiento a una cuestión íederat 
a los fines del recurso autorizado |*>r el articule» 14 de la ley 
número 48 y articula 6." de la ley 4055. 

IÍmc a mayor abundamiento procede agregar que según re- 
sulta de la ex|M>sición de! ajielante la .sentencia de que ha re- 
currido se limita a aplicar el fallo anterior de la Corte dictado 
en este mismo juicio, sin desconocer su validez y sin contra- 
riar sus fundamentos, toda vez que dicho fallo había ya des- 
cotttkfilo la eficacia del derecho que el recurrente había hecho 
valer en el juicio aovado en las leyes locales, por lo que es 
también exíraflo al recordado, recurso extraordinario uniforme 
a lo reiteradamente resuelto. (Fallos: tomo 99. página 170, y 
tomo 107. página 282. entre otrosí. 

Kn su rrérito, se declara improcedente la queja deducida. 
Xotifiqtiese y repuesto el papel, archívese. 

A. Bkrmkjo. — J. Fic.ueroa Ai.- 

CORTA, — RaMÓX MkNIIKZ. 



Jhm Jituii Toso v otros contra ta fiunitiria de Mendoza, sobn- 
dcvvlunoit de dinero. 

Sumario : La patente establecida por el articulo 11 :ü h \ey mi- 
i.:ero 703 de la Provincia ¡e Mendoza, a tóffó exportador 
de uva que no sea de mesa, constituye, en el Iieclio. un 
impuesto al producto mismo, y dados los (términos de di- 
cha disposición anpWHfciva, el gravamen «parece estableci- 
do con abstracción de toda venta o negociación del men- 
cionado producto, vale decir, que el impuesto no se pro- 
|K>ne gravar la circulación económica de esa fiarte en la 
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riqueza local, sino cxdú£vatnc*Uc el acto de su extrac- 
ción de ta provincia, o sta, la circulación lerritorial. Kn 
consecuencia* tal impuesto o patente, ért cuanto é! se ha- 
ce efectivo en el momento de ex|M*rtarse la uva del terri- 
torio de la provincia y con tnbfíVo u ocasión del neto de 
extracción, siendo su pago ' un requisito esencial para <|tic 
frutos puedan salir, revisto i«*]os los caracteres de un 
^invatneu al tráfico inicrprnvincial. de un verdadero im- 
puesto de exportación, repugnante a Jos ai líenlos 10. ii 9 
• in nso u y 10S de la Constitución. 

Caso: Lo explica «-I * ¡guíente: 

i'Mj.o ¡uK i.a cortr s f I"Ki:m v 

Bucnu» Aire», Nnvfembr* i- de I0Ú6 

Y Mistos ; 

Don Francisco J. 'FoHo por ¡o* señores Juan To>o. Aurc- 
! iVjdcstá Francisco Clrarjaiá y Pedro Mázzocoiic, deinandau 
a orovinein de M endoza por rcp0ici6íi de sumas cíe dinero 
pag fts l.5tj») ;»p testa en virtud dé una patente otaMvcída por 
c! ritti ul.i 1 1 de la lc> «tunero j<\\ de ¡a expresada provincia. 
•I» íeclín i de dii'iemhre de ii)ií,n y reglamentada por los ar- 
ltdil - > ¿o del dwrcto leí áy le eúcró de 1017. iamnn. 
a*in.:-- <». ¡'os intereses y las postas del juiíio. 

hfirtiutu (itie dichas suma*, acreditada* con los reactivos 
• de |Klgp v se descomponen en la siguiente fortnn: a 1 
|»or don Juan Toso, un n>M ochocientos cuarenta y do* 
; o.m s,i- centavos; 1* » Pagado por don Aurelio Podest... 
oclio mil novecientos siete p»-m>s cotí noventa y nueve centavo*; 
el Pagado i'Or «Ion l*Vauci*o> Gránala, dos mil setenta y un 
pe»"- con sesenta j ocho centavos; y di Pag.", do por don Pe- 
dro Xlazstaccotie, nue^e 1 ii novecierttos *ei* pesos con setenta 
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y cinco centavos, formando un total de veinte y dos mil sete- 
cientos veintiocho f>csos con cuarenta y ocho centavos moneda 
nacional de curso legal. 

Que la inconstitucionalidad del impuesto cuya devolución 
reclaman, resulta de su repugnancia con los artículos 10. u y 
108 <le la Constitución Nacional, cómo asi se lia reconocido par 
Cencías de este tribunal, recaídas en juicios análogos, entre 
tros, el seguido |*>r Xlazzocconc, Gránala y Toso, contra la 
lisma provincia, fallado el «8 (le noviembre de 1921. 

Que piden; en consecuencia, que se tenga |H>r entablado es- 
juicio, y en su o]>ortunidad se condene a la provincia de 
fendoza al pago de la suma redamada, con intereses y cortas. 

Corres|K>n<Kento a esta Corte el conocimiento del pleito, 
►r ser la demandada una provincia y hallarse el caso regido 
r la Constitución íarts. 100 y 101). se. di» traslado de la 
"manda al Gobierno de la Provincia de Mendoza, quien por 
itermedio de su representante, expresa a fojas 150: que no 
m recibido ^instrucciones de ninguna clase «le su representado, 
11 «tiene defensa alguna que o|K>ner al cobro que se gestiona, 
pt«r cuanto esta Corte ha establecido en sentencia anterior, que 
la provincia de Mendoza está obligada a efectuar el pago en 
'as condiciones exigidas jx>r e' actor, y dejando asi contesta- 
da la demanda, pide se provea lo (pie corresponda, llaniándo- 
¡>c, en consecuencia, aiitos^jmra definitiva a fs. 155 vta. 

Y Considerando: 



Que airarte de que la contestación del representante de 
Provincia toporta en los términos transcriptos un reconoci- 
iento expreso de las acciones y derechos en que el actor fun- 
su demanda, procede «tanibién considerar que el caso de 
autos, versa sobre la misma materia, comprende iguales ante- 
cedentes y guarda cnni|rie6i identidad con el resuelto |w>r es- 
ta Corte en 18 de noviembre de 1931, en la causa seguida por 
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Mazzoccone, Granata y Toso, contra la misma provincia, por 
restitución de suma* de dinero, provenientes de los mismos 
ínqntcstos, dcdaradtw iiKonstituckmales en aquel caso. |Kir 
fundamentos y consideraciones que siendo innecesario trans- 
cribir m extenso, se dan aquí |*>r reproducklos por su perti- 
neiite aplicación al sub judice. (Ton»»: 135, página 272). 

Por lo expuesto, y habiendo lugar a la de randa, se de- 
clara: One la lWincia de Mendoza debe devolver a los de- 
mandante* dentro del término de diez días, las siguientes su- 
mas en moneda de curso legal, con nías ios intereses a estilo 
del Banco de la Nación, desde la fecha de la notificación de la 
demanda: a) Un mil tnrliocientos cuarenta y dos |>esos con 
seis centavos, a clon Juan Toso; I») Ocho mil novecientos sie- 
te pesos con noventa y nueve centavos, a, don Aurelio Podcs- 
tá: c ». D65 n€l setenta y un pesos con sesenta y ocho centavos, 
¡t don Pedro Granata. y d) Nueve mil novecientos seis jwsos 
con setenta y cinco centavos, a don Pedro Bfazzoccone. Las 
costas en eJ orden causado, atenta la forma en que ha sido 
contestada - fc- demandar — -N«t¡# upiese, «póngase- el |>apcl- y 
archívese. 

A. Bermejo — J. FrcusioA Ai- 
corta. — Ramón Mknokz. 



Poril Motor CoMpuny. apelando de mía resotneión de Aduana. 
Reamo de heeho. 

Sumario: Los amietílos 1066. i<yíí8 y concordantes de las or- 
denanzas de Aduana se limitan a establecer el procedimien- 
to para la itfciación de la vía ciHUenciosa ante la Justicia 
Xacional en los casos en que la revoluciónele Aduana fue- 
ra condenatoria, y b jurisprutleiicia de la Corte Supre- 
ma tiene establecido que no procede el recurso extraordi* 
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nario del articulo 14 de 4a> ley 48 contra una resolución 
que 'interpreta y aj>Iica el proce&riento en el orden na- 
cional, no impugnado de inainstitucionaJidad. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALtO OK LA CURTI? SUPREMA 

Bueno* Aires, Noviembre 18 ole lftiS 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que para fundar el recurso de hecho por denegación <let 
extraordinario por la Cámara Federal de Ablación de la Ca- 
en los autos seguidos |>or la Ford Motor Cnmiwny, ape- 
lando «le 1111a resolución de Aduana, se alega que se ha cues- 
tionado la inteligencia con que procede aplicar los artículos 
ioíiK 1068 y concordantes de fas Ordenanzas de Aduana, que 
son ley del Congreso. 

Que las dts|>osiaoncs citadas se limitan a establecer el pro- 
cedifluento para la iniciación de la vía contenciosa ante la 
JiMicia Xacional en los casos en que la resolución de Aduana 
friera condenatoria. 

Que como lo ha hecho constar esta Corte* 110 procede el 
recurso extraordinario del artículo 14 de la ley número 48 
contra la resolución de una Cámara Federal <|Ue interpreta y 
aplica el procedimiento en el orden nacional, no impugnado de 
ncomtítucionalidad. (Fallos: lomo 120. página 205: tomo 127, 
pagina 246; tomo 131, pagina (*y. ennsídítando 3/). 

One no puede autorizar ese recurso la invocación del ar- 
ticulo 18 de la Constitución que no ha 'sido hecha en el pleito, 
coino lo requiere la ley íarlimlo 14, ley número 48», sino 
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desjwtés de terminado. (Fallos: tumo 75. páginas i&í y 404;. 
o:tu> 104. página 146- tomo 112. |ágina 24, y otro*). 

Pfyr dio se declara improcedente la queja deducida. — - X»>- 
ifiqiiose y repuesto el archívese. 

A. IIKRMKJO. — J. FlCVKKOA Al.- 

corta. — Ramón Mk\i»kz. 



Don Pedro l\ Moríala. Recurso de "habeos corfiiu' 

SííMlflfl*: 1/ K: Hon-T. Ims Conpreso ha podido dictar la* le 
yes concernientes a fuerza armada de la Nación, a mé- 
rito de lo dispuesto en los incisos 23 y 24. articulo 07 de 
la Constitución, con la facultad jiara formar reglamentos 
y ordenanzas para el Gobierno «le las fuerzas de linea de 
i ierra y de mar. 

2.* No procede el recurso de habeas corfus contra una 
orden de detención impartida \*m la autoridad militar com- 
pétente. 

3. 1.a cuestión de si el inculpado revistia o no carácter 
militar en el momento de la infracción atribuida, a méri- 
to <le hallarse suspendido de su empleo, debe ser alegada 
y resuelta |w»r el tribunal militar, que conoce de la causa 
con la jurisdicción que le da la ley para ajweciar las ex- 
cepciones del inculpado. 



r 
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SKXTKNCIA DB|¿ SKX<>K JüKZ DK INSTRUCCIÓN 

•unm AlrM, Agotto M dt 19» 

Autos y Vistos: 

5*1 presente recurro á§ lúteas corfus, interpuesto por el 
docior Loretiy» A Marros. mor «1c! subteniente Pelro \. 
Murióla, «ieteitalo en la Alcaidía <IeI Palacio de Justic : a. 

Considerando: 

thie ante este juzgado tramita el sur ario seguido contra 
el citado Mórtola. a quien se le imputa el delito <le atentado a 
la autoridad, llevado a cato el día 16 del corriente en jurisdic- 
ción de la sección 5." de Policía, habiéndose concedido la ex- 
.carcclación del misino tojo caución juratoria «le conformtd »J 
con lo dispuesto en la ley 11.177. 

tjue según se afirma en el escrito de £s. 1, no obsta!*t<: 
'haberse ordenado f>or este tribunal, la libertad del citado Mór- 
to!a, romo consecuencia «le la excarcelación concedida, se lia 
mantenido su detención en virtud <le haberlo asi solicitado el 
ior Jefe «le Policía, siendo este hecho el que fundamenta h 
lición de habrás Corpus. 
Q«e del informe «Id jefe «le Policía, corriente a ís. i«j, 
se deprende' que dicho ftmeionario ha recibklo un |*dido riel 
Director General del Personal «leí Ministerio «le Guerra, en 
vi -nítido de que el expresado subteniente Mórtola sea pues»- 
to a disposición «leí señor Ministro resfsectivo, a efecto de se? 
juzgado i*>r los delitos militares en que lia incurrido, lo que 
a|»arece corrolmrado \xtr <*ste último funcionario m la mita 
agregado al proceso •sobre atentado a 1a autoridad, cuya copia 
A-orre agregada a fs. 13 y en la que se solicita la remisión de 
lidio oficial al regimiento 3. "de Infantería. 
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(Jue si bien el suscripto sostuvo al resolver el incidente de- 
excareelaoíón a que antes se ha hecho referencia, míe el pedi- 
do «leí señor Ministro de Guerra ya meiKfioriwlo. no obstaba ¡i 
la resolución favorable de dicho incidente, la situación <|ite p«»>- 
teriortrietite se ha creado como consecuencia de la orden reci- 
bida de las autoridades aniñares jM»r el Jete de Policía, refe- 
rente al mantenimiento de la detención de Mórtola. es Ja que 
debe contétitplárse a efecto de establecer si esa orden emana 
d? autoridad competente y puede, p#r consiguiente, restnnsfr 
legalmente la libertad del citado oficial. 

Que a c>te respecto dfebe establecerse* eñ primer termino, 
que no existe motivo alguno para considerar que ha sido des- 
aeatado este juzgado como se insinúa en el escrito «le fs. i. al 
mantenerse la detención <le Móntala, después de ordenada stt 
excarcelación, desde que otra atusa ¡tulcpctniientc y ajena por 

COtitMcto til hecho cu ijlic el suscripta ctNioce. es la une da riló» 
üvo a esa detención, según así resulta de los informes respec- 
tivos antes mencionados. 

One entrando a considerar la orden |k>r la cual se dispo- 
nc la detención del subteniente Mórtola, cabe observar ante to- 
do que aún cuando en el expresado escrito de fs. i. se afirma 
que el misro ha perdido su estado militar en virtud de encOitr. 
trarscj suspendido de su empleo, la Ley Orgánica «leí Kiérci- 
10. establece claramente que dicho estado militar sólo se pier- 
do por la baja a soKcitud del interesado; por condena a !a 
pena de (lestitución, \:¡ sea de tribunales militares o del Prc- 
si lemc ile la Kepública y j>or condena de tribunales civiles «• 
pena- equivalentes a ¡as que llevan por accesoria la destitu- 
ción. ( Ver ley 4707. art. ¡«j. Rncisos 1.". & y 4.">. 

¡yO aparece. |M>r ¡o tanto, demostrado que e! indicado >ub- 
tciiíeflfc, no obstante la sus|>ensión de que se hace mérito, ba- 
ya i>erdido su otado militar, y en tal situación no puede des- 
conocerse la procedencia de la orden de detención emanada 
de un superior jerárquico, máxime cuando ella es impartid» 
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por d Ministra <!e Guerra, que tan alta áikóridad ejerce en el 
orden militar. 

Que el Código dé Justicia Militar vigente establece en el 
titulo VII, art. 31a: "cjlie toda persona sospechada de ser au- 
tor O Córoplicé <le tin delito sujeto a la jurisdicción de los tri- 
bunales militares, puede ser detenida mientras se practique las 
primeras diligencias tendientes a poner en CÍiiro su culpabili* 
<1hd?5s <Ks]>oniendo el 313 "que la detención puede ser ordena- 
da |K>r las autoridades o Jefes Militares, a quienes compete dis- 
poner la instrucción; por cualquier militar de graduación su- 
perior al acusado en caso de urgencia 6 de <léltto flagrante, y 
por el Juez instructor/' 

Ahora bien ; el art. 170. riel mismo Código determina qiie 
la orden de proceder a la instrutvión de un sumario emanará 
en la Capital de tos Ministros tic Guerra o Marina o de los fun- 
cionarios o empleados militares qué ellos expresamente de- 
signen, de modo que desprendiéndose de los informes de fs. 
10 y fs. 13. que el subteniente Mórtola, aparte de! atentado a 
la autoridad que se le impura y que lia dado motivo a la in- 
tervención de este tribunal, debe ser juzgado por otros hechos 
que corresponden a la jnrisíKeción militar, forzoso es admitir 
que la orden de deieneión qué invoca el señor Jefe de Policía 
en su informe ya citad.» ha sido impartida por autoridad com- 
petente y que. |>or consiguiente, no puede legalmente prospera" 
el recurso interpuesto a su favor. 

Uuc presidiendo de las anteriores consideraciones. W%\ 
posterioridad a la pivsent.ieióii del escrito de fs. 1, sé ha re- 
cib.ido eh la causa por alentado a la autoridad seguida contra 
Mórtola una comunicación del señor Juez de Instrucción Mi- 
litar, en la que se hace saber qué ha dicho oficial s; le ins- 
truye sumario |>or insubordinación a mano armada y se soli- 
cita su remisión en calidad de detenido al regimienta 3.? de 
Infantería, manifestando e! señor Juez oficiante que el pedido 
se hace de acuerdo con lo dispuesto por el art. 122 del Códigtt 
de Justicia Militar. 
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En mérito de I" expuesto, <lc conformidad con lo snitei- 
tadb ]M>r el señor Agente Fiscal en su dictamen <Ie fs. n y lo 
dispuesto en el articulo 635. inciso 1* del Código ríe [V vali- 
mientos Criminales, resuelvo no hacer lugar al recurso ¿le ha- 
béas corpns. interpuesto en el escrito de fs. 1. l lágase s;»írm. 

Ante mi : Horacio Ortb Rúsqucllifs. 



VISTA DKL FISCAL DE CÁMARA 
Kxcma. Cámara: 

kc>ultan<lo de las actuaciones producidas (pie el su r mien- 
te 'Ion Pedro V. Mórtola, no ha j>erdido su estado miniar, de 
acuerdo con lo dispuesto en ti artículo nj de la ley 4707 y 
<¡ue. por lo tanto, la orden de detención impartida lo lia sido 
por autoridad competente, como se demuestra en el auto a|Hr- 
lado, considero que debe V. K. confirmarlo, por estar arregla- 
do a derecho. 

• Af. S. lielinw. 

SENTENCIA UE LA CÁMARA EN LO CRIMINAL Y CORRECCIONAL 

Bueno» Air*. Stptfevbre » de 1*2;. 

\ \ istos : 

Por sus fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado i>or 
c! señor Fiscal de Cámara, se confirma el auto arlado de fojas 
i¿. devuélvase y repóngase el |Kq»el. — Oribe. — Qrtis de Ufa 
sas, — LttM Olmos. — Ante mi : A. C. Bernti. 
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Butilo» Aires. Octubre dfciB 

Suprema Corte: 

Kt presente recurso extraordinario ele apelación deducido 
en el de habeos Corpus interpuesto a favor <Ie1 subteniente Pe* 
dro V. Mór tola ante el Juzgado de Instrucjión en lo Criminal 
de la Capital dé la Nación, es procedente jwr cnanto resulta de 
autos que se lia invocado oportunamente contra la orden <le 
detención de aquél» !a garantía <|iie acuerda el art. |8 de la 
Constitución Nacional, siendo la sentencia definitiva dictada 
en la causa, contraria al derecho alegado (arts. 1*4 y 15 de la 
ley número 48). 

Kn cuanto al fondo del asunto; 

La orden de detención lia sido impartida, según constan- 
cias de autos, por la autoridad nüUtar competente para decre- 
tarla, a los fines de que el expresado militar sea procesado por 
el delito «le insul*irdinación a mano armada en <|uc hubiere 
incurrido con motivo de un inci«lcme tenido con un superior 
jerárquico del Bjército de la Nación (Código de Justicia Mi- 
litar; arts. 179, 312 y 313). 

Kn lo que resj>e.na a la cuestión de incompetencia que se 
insinúa para sostener la de los tribunales militares en razón 
de la naturaleza del delito imputado y de la situación militar 
«leí acusado, sometido en el momento «le su detención al cum- 
plimiento de una j>ena militar disciplinaria anterior, de sus- 
|>cnsión. es cuestión que no iMiede resolverse en este recurso, 
creado exclusivamente para investigar si existe o no ta orden 
escrita de detención y * ella emana de autoridad competente. 

Lo contrario importaría pronunciarse sobre la existencia 
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o inexistencia y naturaleza det delito, inaccptalile. ésto, dentro 
<lel procedimiento sumaríenlo del recurro deducido. 

Opino, por tanto, que corres|>onde confirmar la sentencia 
en la |»ne que lia ]>od¡dn ser materia de apelación. (Coligo 
de Procedimientos en lo Criminal, art. 635). 

llorado R. barreta. 
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Buenos Aire*. Novtambrt 16 de 1925 

Mistos y Considerando: 

One el recurso interpuesto y «concedido se ha fundado en 
la incomiHtencia <le los tribunales militares para juzgar ni 
subteniente Mórtola impugnándose de ¡nconstitlicionalidad lo- 
do él Código «le Justicia Militar "por l»bíer sido dictad» |>or 
el^Congreso sin facilitad liara hacerlo" y porque, aún cuando 
fueran constitucionales esas leyes, el inculpado liahria ¡)er«Udo, 
aunque tcmporaii ianunte, su carácter milkar. 

One ¿otilo li» consigna la defensa, esta Corte lia reconoci- 
do íjtie el II. Congreso ha podido dictar las leyes concernien- 
tes a la fuerza arrada dé la Nación, a mérito de lo dispues- 
to en los incisos 23 y 24. articulo 07 de la Constitucióu. con 
la facilitad para formar reglamentos y ordenanzas para el go- 
bierno «le las fuerzas de línea de tierra y de mar. ( Fallos: to- 
nto 101, página 354». 

Que cómo lo expresa el dictamen de ís. 35. la orden de 
detención ha sido impartida \*>r la autoridad militar «roiiipc- 
tciite para decretarla a fin «le «pie el subteniente Mórtola sen 
procesado por el delito de ánsubonlinación a mano armada en 
que huhiere incurrido con motivo de un incidente tenido con 
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un superior jerárquico del ejército «le la Nación; (Código de 
Justicia Militar, artículos 179, 312 y 313). 

Que si d inculpado revestía o no carácter iriilitar en el 
acto jtfé la infracción que se le atribuye, a mérito de la sus- 
pensión invocada, <lel)e ser alegado y resuelto por el tribunal 
militar que conoce de la causa con la jurisdicción que le da 
la ley para apreciar las excepciones del inculpado. ( Fallos, to- 
mo 23. página 458; tomó 70. página 152; tomo 91, página 

Por ello y lo dtsctammadn por el señor Procurador Genc- 
ral se confirma la resolución ajelada en la parte que ha podi- 
do sor materia del recurso. Ñotifíquese y devuélvanse al juz- 
gado de origen, donde se rqx.ndrá el papel. (Ait. 43, lev nú- 
mero 1 1.290). 

A. Bermejo — J. Ftcueroa At« 
corta- — Ramón- Méndez. — 
ROnKttTO Rkpetto. — % Lau- 

RtvNCI-N'A. 



Pon Pairo Mvrtohu en las causas seguidas en su contra, por 
insubordinación a mano armada con superiores jerárqui- 
cos y atentado a la autoridad policial. 

Sumario: Un incidente sobre inhibitoria de jurisdicción pro- 
movido ante un tribunal y denegado, no puede ser traído 
a la decisión de la Corte Suprema |x>r via del recurso ex- 
tvaordinario del artículo 14 de la ley 48. (Kilo imanaría 
decidir una contienda «le comi>ctencia que no habría sido 
substanciada en la forma determinada |>or la ley). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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IHtTAMKN M& SKK<»K PRoitRADÓR í.KXKKAI, 

Bmi Atm, Oetnbn m de im 

Suprema GottC: 

Con motivo del proceso que se sigue al subteniente do» 
Pedro Víctor!» Mórtola ante el Juzgado de Instrucción en lo 
Criminal de la Capital de h Xación. el defensor del procesado 
híi planteado ante el juez a fs. i -del préseme incidente, una 
cuestión de cnm|>ctencia |»>r inhibitoria, a fin de que dicho 
magistrado se avoque el conocimiento «le un proceso contra el 
expresado Mórtola. que se le sigue ante la Justicia Militar con 
motivo del drtftfl de insubordinación a mano armada contra 
superiores jerárquicos que se le imputa como cometido en un 
noidente en la via pública que ha determinado la formación 
del proceso ¡inte -el Juez de Instrucción referido j>or atentado 
la autoridad |iolicial. 

liste nngistrado ha desestimado la jietición del defensor 
or entender que no corresponde a su jurisdicción el juzga- 
miento de la cansa referida. 

Como se ve. se trata de la comisión de <k>s delitos, uno 
de insubordinación a mano anidada contra los sujwriores mi- 
llares y otro de desacato a la autoridad policial. 

I a presente no es. pues, una contienda de coiiqietcnoia que 
pueda llegar a resolución de V*. K. para ser dirimida en ejer- 
cicio dé la facultad que acuerda a esta Corte Suprema el art. 9 
<!" \\ tey número 4053. 

N¡0 lo cí |x>rque ni ha quedado trabada cuestión alguna 
de tompetenciíi entre los dos magistrados que intervienen en 
las causas, como lo exige el art. 45 y siguientes de la ley nú- 
t\iem "o. sobre procedimientos federales, ni dichos magistra- 
do; se atribuyen ó desconocen mutuamente jurisdicción para 
cpnocer en sus respectivas causas, el Juez de Instrucción en la 
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de desacato a la autoridad policial, y el de Justicia Militar e» 

¡a de insubordinación a mano armada. 

• 

Por recurso extrordinario del artículo 14 de la ley nume- 
ro 48 tr.mpoco creo que pueda V. K. conocer en esta causa pa- 
ra revisar la ¡-entencia dictada por la Cinara de Apelaciones 
en lo Crimina! fS. C. N. T. 122, página 

Dicho tribunal, interpretando y aplicando disposiciones de 
derecho común, ha declarado que el conocimiento de la causa 
no es de su jurisdicción. La decisión es, pues, favorable a la 
procedencia del fuero de excepción, es decir, del militar. 

Y es sabido que son irremisibles por' esta Corte Suprema 
las resoluciones que dicten los Tribunales Superiores apre- 
ciando su (propia jurisdicción. Habiéndose elegido por el de- 
fensor la vía inhibitoria para resolver la cuestión de competen- 
cia que planteó, la resolución dictada por la Cámara causa eje- 
cutoria y «o puede traerse a esta Corte Suprema en revisión» 
|x>r cuanto ella no deniega fueros ni garantías de carácter fe- 
deral. 

Por lo expuesto, soy de opinión que el recurso de apela- 
ción interpuesto ha sido mal conccdCdo para ante V. E- 

I ¡orado R. Larreta. 



K-MXO W, L.\ ÜOStTlJ SLWKMA 

*m*Q9 Airas. Novitwbrt 16 4m im 

Y Visto», Considerando: 

Que un incidente sobre inhibitoria de jurisdicción promo- 
vido ante ttn tribunal y denegado, no puede ser traído a la de- 
cisión de esta Corte por via del recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14 de la ley número 48. porque importaría decidir una 
contienda de competencia que no habría sido substanciada en 
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¡a forma determinada por la ley. (Fallos: tomo 122. página 
*H >• 

Tur ello y di> conformidad con lo expuesto y pedido |K>r el 
señor Procurador General, se declara, mal concedido el recur- 
so, — Xotifiquese y devuélvanse. 

A, Iíkkmi-jo. — J. Fmu"kko.\ Al- 
corta. — Ramón Mkxdi-z. — 
KoKKKTm Rki'KTTó, — M I«AIT- 
rkxckxa. 



an ¡\-iiro /*. Mórtólá. Su cArarcckcivn bajo canción jura- 
loria. ^ 

J'mnaritt; No tiene carácter de definitiva a los fines del recur- 
so extraordinario el artículo 22 del Código de TVocedi- 
m lentos en fo criminal* una resolución que decide ttn in- 
cidente de excarcelación bajo caución juratorSa 

■ 

Owo : l.o explican las piezas >ipuien!es: 

i»ia\.\n:\ i>h% si-ñor procirvoor ckni'km» 

Buenos Airtt , Octubre 18 de Itrtñ 

Suprema Corte: 

Sólo son apelables para ante V. K. por vía del recurso ex- 
traordinario que acuerda el art. 14 <le la ley 48. las senten- 
cias definitivas dictadas jH»r los mlmnales superiores. (Art. 
22, inciso 2." del Código de Procedimientos Criminales». 

Y son tales todas las que ponen fin a la causa o que im- 
piden su proscaición. 



I.as presentes actuaciones sobre excarcelación Úéí sulne- 
¿ví-zite Pedro Yictorio Mómola tramitadas ante el Juzgado de 
histruceión en lo Criminal de la Capital -Federal, sólo constitu- 
ye uñ incidente el jtl'cio principal en el cual se lia deducido, 
además, a favor del procesado el ranirso de ¡tabeas corpas, en 
e- ffttc lie emitido dictamen con fecha nueve <lel corriente mes 
y año. y donde aparece planteada la misma cuestión <|ue se 
i-vc en este nuevo recurso a resolución dé esta Corte. 

KI auto recurrido no es, pues, definitivo, y el recurso 
otí>fga<]t> contra él para ante esta Corte Suprema, ¡x»r la Cá- 
mara de Apelaciones en lo Criminal de la Capital, es. en mi 
o|>!nton, inipn védente. 

Horado K. Larfcia. 



1AI.I.O DK I¿\ COKTK SLM'klCMA 

Bueno» Aires, Noviembre 16 <k 1W 

, Y Vistos y Considerando: 

Que la resolttáón a]>elacla de fojas nj decide un incidente 
*5e excarcelación Itajo caución junuoria que no reviste el ca- 
rácter de sentencia definitiva como lo re<|uiere el inciso 2°. ar- 
nculo 22 del Código de Procedimientos en lo Criminal, porque 
no pone fin a la causa ni impide su continuación, y de confor- 
midad con lo dictaminado por el señor Procurador General, se 
declara improcedente e! recurso. Xottfiquese y devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Ficumoa Al- 
corta. — Ramón MÉNDEZ. — 
RnltKRTO Repktto. — M. Lau- 
HENCENA. 



Pon Miyuel Ardohahi contra él fíamco Hipotecario Nacional, - 
sobre cobro de peso», 

Sumario: N«i procede el recurso extraordinario del articula 14,. 
ley 48. f linchado en halierse cuestionado en el juicio la inte- 
ligentta «le diversas disposiciones <le las leyes orgánicas del 
Banco Hipotecario, números 8172 y 10676, si el priMiim- 
ciamiento de última instancia no ha sido adverso sino favo- 
rable al derecho que se fundó es|iecrálniente en ella*. 

Casó: Lo explica el sigílente: 



IWU.O DR I.A CORTE SUPREMA \ 

•üMt Alrtt, Novftstof If dt tm 

Vistos y Considerando; 

Que la presente causa ha sido traída a la jurisdicción ape- 
lada de esta Corte en virtud del -recurso autorizado por el ar- 
ticulo 14. inciso ¿" de la ley número 48. alegándose «uno fun- 
damento del cnismo la circunstancia «le halarse cuestionado en< 
el juicio la inteligencia de diversas disposiciones de las leyes 
nacionales 8172 y 10676. 

Que según se dispone en la recontada disposición de la ley 
48» — para la pmcedencia del recurso que ella autoriza, no bas- 
ta que en el pleito se haya cuestionado la inteligencia de alguna 
cláusula de la Constitución, de un tratado o ley del Congreso, 
sino que también es indispensable que la decisión final haya «do 
contraria al derecho, privilegio o exención fundido en dicha 
cláusula y que sea materia del litigio. 

Que en el caso no concurren las dos condiciones apuntadas 
pues si bien se ha discutido la interpretación y alcance de diver- 
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ras <Ksj*>sH:iones tic las mencionadas leyes orgánicas del Banco 
HiHiterario Xacionaí. — en cambio el pronunciamiento de úttí* 
instancia no ha sido adverso smo favorable al derecho qité se 
f'ur.cN) cs]iec¡almente en ellas. 

Oue en tales condiciones esta Corte carece dte jursdicciqn 
pala revisar la sentencia aislada, no solamente de acuerdo coa 
cí texto de la disposición precedentemente citada de la ley nú- 
mero 48. sino también con el espíritu de la misma, como quiera 
rjue dicho recurso tiene por finalidad impedir que se dé a la 
Constitución y a las leyes del Congreso una inteligencia tan es- 
trecha que desvirtúe los propósitos que determinaron la sanción 
«le Tas cláusulas respectivas, de lo que se deduce que dicho re- 
curso 110 tendría aplicación en casos como el suh judie e en los 
qííé la ley federal ha sido interjiretada con toda amplitud - 

Kn su mérito, y de acuerdo con lo reiteradamente resuelto 
< folios, tomo 131, página 270 y los allí citados), se declara iro- 
j rumíente el recurso. Xotrfíquese y devuélvanse. rej>oníéndose 
<] |xipel en el tribunal de procedencia. 

A. BKRMBJO. — J. FlGURROA Al.- 
cotta. — Ramón Méndez. — 
Roberto RemsTTO. — M. Lau- 

■ÍNCENA. 



Rów.'ilo Andrés Santiago Rauy o. contra h Provincia de 
Bueno* Aires, sobre devolución de dinero. 

Sumario: Véase el del tomo 138. página i6i f aplicable a la pre- 
sente causa. 
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RN Pía SKXHR I'RutTKADÓR CKX'KRAL 

Buenos Aires. Julio 18 de io-js 

Suprema Corte: 

Don Rómulo Andrés* Santiago Kaggio demandó a la provin- 
cia cíe Huenos Aires por devolución de la suma de S 1 1 . i »o.50 
moneda nacional y sus intereses |>agada indebidamente, según 
el actor, en concepto de impuesto especial de afirmados del ca- 
mino publico de ta Plata a Avellaneda, en ejecución de una ley 
provincial de % \o de diciembre de 1907. 

há provincia no contestó la demanda, no produjo prueba, 
ni alegó en su defensa. 

La cuestión de derecho planteada en la presente demanda 
rio fliíiere de la resuelta por esta Corte con ftvha 22 de julio 
de 1923 en la causa sentida contra la misma provincia de Bue- 
nos Arres por dOñ Martin Percyra Iraola. — V. K. declaró en 
éll.i la incoiistitiuionalidad del impuesto aplicado. 

Ik? acuerdo con esta sentencia y tío habiendo la provincia 
demandada introducido modificación alguna de liedlo o de de- 
recho fu esta litis, soy de opinión que corresponde mantener la 
doctrina de V. E. haciendo faga* für *«s fund rimemos, a esta 
demanda. 

Horado R. Larreta. 



PALLO DE l¿A CORTE SUPRKMA 

■ucnes Aires. Noviembre 18 de 1925 

Y Vistos : 

El procurador Juan 15- ( »otell¡ mandatario de don Róniuln 
Andrés Santiago Ragg T n. demanda a la provincia de Buenos 



Aires por repetición de la suma de once mil ciento veinte pesos 
con cincuenta centavos moneda nacional que su instituyante ha 
satisfecho bajo protesta, en concepto <lc cuotas del impuesto 
creado jx>r la ley de dicha provincia de diciembre 30 de 1<JÓ7 
destinado a allegar los recursos necesarios |wra la apertura y 
pavimentación de un camino entre I-a Plata y Avellaneda. 

Funda su acción en que el impuesto que su jinderdantc lía 
sido obligado a pagar ha sido declarado inconstitucional ]>wr sen- 
tencia de esta Corte, de veintidós de junio de mil novecientos 
veintitrés, dictada en la causa que se siguió contra la misma pro- 
vincia de Huenos Aires. 

Manifiesta que su ¡Muérdante se encuentra en análogas 
condiciones que el señor Martin Pereyra fraola con relación al 
impuesto de que se trata y que en consecuencia le asiste tam- 
bién el derecho <le reclamar la devolución de lo pagado indebi- 
damente con intereses y costas, derecho que solicita le sea re- 
cohooidó oportunamente. 

Xo habiendo sido evacuado el traslado de la demanda, se 
dió jKir contestada ésta en rebeldía. Knseguida se recibió la 
cansí a prueba y producida la que se expresa en el certificado 
de fs. 76. y agregado el alegato dé la fiarte adora, habiendo 
dictaminado el señor Procurador General* queda la cansa en es- 
tado de sentencia y, 

Considerando: 

Oue el demandado ha couvprobado con la libreta agrega- 
da a fs. 1 1, los exj>edientes administrativos y las escrituras res- 
pectivas, haber satisfecho, bajo protesta, diversas cuotas del 
impuesto establecido j>or la ley provincial tic 30 de diciembre 
de 1907, creado con el objeto de costear la apertura y pavimen- 
tación de un camino entre las ciudades de La Plata y Avella- 
neda. Kn conjunto las cuotas pagadas ascienden a la suma re- 
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c'amada en la demanda, es decir, a cwúrc mil ciento veinte pesos 
r<*n cincuenta centavos moneda legal- 

QMe en reiteradas decisiones de esta Corte se ha declarado 
t|Ue el referido impuesto lió reúne los Requisitos esenciales fiará 
I» validez de toda contrilnicióu de mejoras o /ocu/ aSsesstucnt, a 
saber que la obra a cuyo pago este destinada sea ante todo de 
lieneficii» local y <|tte el sacrifeio impuesto a los dueños de la-* 
]»ro|>ii*dades afectadas no exceda substancia luiente al lieneficio 
que obtienen por razón de dreba obra pública. { Fallos, tomo 
138. página iói ; y sentencia de 2«> de octubre de 1924 en la 
causa Mausurel Fils versus Provincia de Buenos Aires y otros ). 

íjue en las <Iecisiones citadas se ba dejado claramente es- 
tablecido que la contribución impuesta a unos pocos propieta- 
rios o»n el propósito de construir una obra de casi exclusivo in- 
terés general, como es el camino de que se trata y medianft la 
cual se absorl* una parte considerable del valor de las propie- 
dades afectadas, sin conferir en cambio un beneficio equiva- 
lente aproximado, es inconciliable con b (igualdad en cuanto al 
inpucsto y con la inviolabilidad cío la propiedad consagradas 
»or los artículos if» y 17 de la Constitución. 

Oue rio babiémlosc invocado en el caso alguna eircuostan- 
ia esjuvial ca|«iz de influir en la modificación de las conchisio- 
es alcanzadas en los mencionados fallos, y concurriendo. jn>r 
o demás todas las condiciones que determinaron a esta Corte 
pronunciarlos, corresponde dar á este litigio una solución 
tiáloga. 

Kn su mérito, reproduciendo los fundamentos invocados en 
as recordadas sentencias de esta Corte y de acuerdo con lo 
tetatninado por el señor Procurador (General, se declara que el 
opuesto establecido j>or la ley de la provincia de I Sueños Ai- 
res, de $0 de diciembre de KJ07 es contrario a los artículos 16 
y 17 de la Constitución y c|Ue. en consecuencia, dicha provincia 
está obligada a devolver al demandante, dentro del terrino de 
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diez «Has, la cantidad de once ciento veinte pesos can cin- 
cuenta centavos moneda legal f con sus intereses a estilo de los 
que cobra el Banco <le la Nación Argentina, desde la fecha de la 
notificación de la demanda, con costas. Notifíquese, remugase 
c! papé] y archívese. 

A. Bermejo — J. Ficuekoa At- 
cokta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. Lau- 

KKKCENA. 



Pon Alfonso Durao contra la Municipalidad de la Capital, so- 
bre < úíísifftiafión. 

Sumario: 1/ I*a consignación es un remedio legal que tiene por 
fin desobligar al deudor cuando el acreedor se niega a ad- 
mitir el |>ago o carece de capacidad para recibirlo. 

2.* La propia naturaleza <Ic un juicio sobre pago |n>r con- 
signación» aceptado por el ai^reedor (la Municipalidad) no 
tolera pronunciamiento alguno sobre la validez constitu- 
cional de la ley impugnada ( la orgánica municipal i ; en tal 
caso no procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48. t No había cuestión federal trabada en el ploito res- 
pecto de la invalidez <le la ley y, por otra parte, el funda- 
mento de derecho común en que se apoyaba la sentencia 
era suficiente por si sólo para sustentarla). 

Caso : Lo explica el siguiente : 
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Butnoi Aira, Novi«mbr« 18 de lfc!S 

Y Vísto-5 : Considerando: 

Que el doctor Alfonso Duran se présenla por apcKlcrado 
ante la Alcaldía ele la sección 2> consignando en |>ago con pro- 
testa la simia de cuarenta y seis pesos «on sesenta y etaco cen- 
tavos, procedente de. impuesto municipal de catastro adeudado 
por f] inmueble de su propiedad, situado en la calle Montevideo 
X. 131S «le esta Capital. Simultánea rente, y usando el dere- 
cho acordado \n>r oí artículo ?oo del Código de Procediiiiiento^ 
-•Iit.ru la devolución de aquella suma, fundado en al inconsti- 
u:ciomIidad de la ley Orgánica municipal, por ser repugnante ¡t 
lOí artículos 67, incisos 2." y ¿7, y gft, inciso ,v M cié la Cotisti- 
túciórt. 

QHc la Mimicipalidad de la Capital «fojas 13 evacuó la 
demanda aceptando la consignación, y expresó, además, que 
"las cuestiones de iiK'onstiuicionalwlad e ilegalidad son improce- 
dentes desde que íiWS hallamos en presencia de un proevdinricn- 
lo especial, en el cual sólo caben dos soluciones; la aceptación 
i. el rechazo do la suma consignada." 

< )ue las sentencias de áñitas instancias lian admitido la 
consignación y decidido en lo demás conforme a la tesis sis- 
temada por la Municipalidad de la Capital. Kl consignante lia 
deducido contra tales pronunciamientos recurso extraordinario, 
él cual viene concedido* 

Que la consignación es un remedio legal que tiene por fin 
desobligar al deudor cuando el acreedor se niega a admitir el 
pago o carece do capacidad para recibirlo, I\n el caso de es- 
to- auto-*, habiéndose aceptad*» el pago por la Municipalidad. 
v\ juicio quedó concluid,, por la realización de la finalidad per- 
gtti la. 
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Qwq la própia naturaleza del jüirio fio tolera pronUíicia- 
niicnto alguno sobré la validez constitucional de !a lev impug- 
nada, pues no se concille la jkMJÍCion contradictoria «le un deu- 
dor que ejercita un procedimiénto legal jwra obligar al acree- 
dor a recibir el pago y que. al propio ¿eiftpo. discute dentro del 
mismo, el derecho del último para exigirlo. 

One en estas condiciones el recurso extraordinario, «lela- 
declararse improcedente, no Solo |M>rquc nio habría .cuestión fe- 
deral «rabada en el pleito. rcS|MXtto de la invalidez de la ley or* 
pánica municipal, como lo requiere el articulo 14 de la ley 48. 
desde que ese punto 110 guanta relación alguna con la natura- 
leza de la acción ejercitada en el litigio í artículos 14 y 15. ley 
48), sino también, porque el fundamento de derecho común 
en que se apoya la semencia es suficiente |>ór si sólo para sus- 
tentaría, ya que cualquiera que fílese la solución solire la vali- 
dez de la lev impugnada, ella no podría modificar el pronuncia- 
miento recaído en el juicio sobre consignación. 

Kn mi mérito, se revoca el auto de fojas 2& que concede 
el recurso extraordinario. — X'otiftquesc. y repuesto el papel 
devuélvase. 

A. ltiíRMiijo. — J. FlCUKROA At- 

cokta. — Ramón Méxdkz, — 
Roi:i;m.» RkpKtto. — M L\r- 
RKNCKXA. 



ñoña Elcm Preijó contra la Provwfo de Mciufpsit, sobre co- 
bro ffí? pesos, 

Sumario: Véase el del ionio 138, página 40-'. aplicable .1 la pre- 
sente causa. 
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I 

Buenos Aires, Noviembre 18 *e 1925 

Y Vistos: 

Don Horario A Torres. por doña Elena Frcij». se pre- 
senta demandando a la provincia de Mendoza, por cobro de lu - 
sos provenientes de cupones corres:* mdiVntes al empréstito ci- 
terior de 5 ojo oro de I9I9, creado por ley de ta provincia, de 
28 de agosto de 1009. 

Que los cupones de que la señoril Freijó es tenedora, rfi- 
presetttan la suma de tres mil siete pesos con cincuenta centa- 
vos oro sellado, o sean seis mil ochocientos treinta y cinco i>c- 
sos moneda nacional. 

Que no ha |H)dido ohtener el pago en oro o su equivalente 
en ntoneda nacional, a lo que tiene derecho, conforme a lo que 
resulta de la cláusula tercera de la obligación general coittciii- 
da en el mismo título — derecho de los tenedor, de títulos y 
enroñes ampliamente reconocido por sentencias fie este tribu- 
nal, recaídas en juicios análogos, y une versaron sobre cupo- 
nes <lel mfeirtp! empréstito n que esta demanda se refiere. 

Que pide, en consecuencia, que se tenga jx>r entablado es- 
te juicio y en su o|>ortumdad se condene a la Provincia de Men- 
doza al pago de la suma reclamada, con intereses y costar. 

Que acreditad* en cuanto ha lugar por derecho la juris- 
dicción originaria de esta Corte y conferido el traslade» corres- 
iwndieme a la provincia demandada, el representante «le la mis- 
ma expresa: Que no tiene defensa de orden legal que oponer 
al cobro que se gestiona, por cuanto esta Corte ha establecido 
en sentencia anterior, que la Provincia de Mendoza est¿ obli- 
gada a efectuar el |>ago en las condiciones exigidas por el ac- 
tor, y dejando así contestada la demanda, pide se provea 1» 
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*ÍtH¡ Corresponda (£s. 22), llamándose, en consecuencia, atrios 
para definitiva a fs. 33 vuelta. 

Y Considerando; 

í)tie a|>aFte de que la contestación del represéntame <!e la 
provincia importa en los términos transcriptos un reconocimien- 
to expreso <le las acciones y derechos en que el actor funda su 
demanda, procede también considerar que el caso de autos ver- 
sa sobre la misma materia. comprende iguales antecedentes y 
guarda completa identidad con el juicio seguido jx>r don Ar- 
rójelo Ltuiiinetti contra la misma Provincia* resuelto por esfta 
Corte en sei)tiembre 17 de 1923, (Fallos: tomo 138, página 
402). en el que se dió j>or reconocida la autenticidad de los cu- 
pones, la legitimidad de la emisión de los títulos a que los cu- 
pones corresponden, y la validez de las cláusulas u obligacio- 
nes consignadas en dichos documentos. 

Kn su mérito, y reproduciendo en cuanto son aplicables al 
stib jñdifc. los fuinlamentos del fallo de referencia, y haciendo 
lugar j>or lo tanto a la demanda, se declara que la Provincia 
de Mendoza está obligada a pagar a la señora Elena Frcíjó. 
dentro del término de diez <lias. la cantidad <lc tres mil siete 
pesos con cincuenta centavos oro sellado* o su equivalente en 
moneda de curso legal, al camino de doscientos veintisiete con 
veintisiete moneda nacional. por cien pesos oro, con sus inte- 
reses desde la notificación de la demanda. Las costas por su 
orden, atenta la forma en que ha sido contestada la demanda. — 
Notifitjtiése, reixingase el jiapel y archívese. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramú.v Méndez — 

KoitERTl Rkpktto. — M Lau- 
RENCRNA. 
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hoíat Carlota VMsqUcS de Ocampo y otro, contra la Empresa 
dét Puerto del Rosario* sobre expropiación. 

Sumario: i.- Procede el recurso de ablación que autoriza el 
articulo £° <lv la ley 4055 en un caso en que se trata del 
dominio (le la Xauión (expropiación <le un terreno situado 
en la zima del Puerto del Rosario», y en que, independien- 
temente de la representación conjunta del Gobierno v la 
Empresa del Puerto del Rosario, ejercida en la jiersoiia 
designada f$r el Poder Ejecutivo, el Ínteres del listado 
General ha estado representado y defendido «turante todo 
ej curso dél procedimiento de! litigio, por los respectivos 
pn >Clirad< » ros fiscales. 

2." ka impugnación al artículo 31 del contrato de cons- 
trucción del Puerto del Rosario jM>r considerársele contra- 
dictorio con disposiciones de h ley .¿885. no puede influir 
en la decisión del plinto relativo a la procedencia de la ter- 
cera instancia: (A ta! efedto sólo del>e tenerse en cuenta 
que la Nación haya sitio paite en el juicio)! y el desisti- 
miento del Procurador General tampoco afect# !a proce- 
dencia del recurso. 1 Xo se puede hacer desaiurecer por 
la soh voluntad de tina de las j*artes los efectos de pro- 
cedimientos y de sentencias que han definido el derecho de 
los litigantes ). 

y No hallándose el inmueble que se trata de expropiar 
para la construcción del Puerto del Rosario, en la zona 
que cubren jieninnentcmentc las aguas del Rio Paraná, 
procede la indemnización correspondiente, aún en la su- 
posición de que aquel se encontrase debajo de ta cota + 5.20. 

4." Una demanda i>ara que se condene a expropiar y la- 
gar el precio e indemnización correspondiente, 110 impor- 
ta a los efectos de la prescripción* el ejercicio de una ac- 
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ción personal» prescriptible a los diez afijos, sino «leí me- 
■ jor derecho sobre la propiedad o el cobro de su valor, 

5 * Xo pueden considerarse como actos posesorios con 
ánimo de dueño, a los efectos de la prescripción treinta- 
ñal, los estudios hechos ]>or el Gobierno para la determi- 
nación de la cota + 5.20. y los demás que haya efectuado 
a los efectos de navegación y comercio. 

Caso: I<o explican las piezas siguientes 



SENTENCIA Dl-L SEKOR JUEZ FEDERAL 

Rourío. Julo t8 dt 

Y Vistos: 

liste juicio iniciado ¡>or el representante legal de los seno- 
res Ocampo contra la Knipresa del Puerto, pidiendo se obligue 
;í esta a expropiar, de acuerdo con la ley de la materia, el le- 
1 reno de propiedad de sus •mandantes (pie tenia ocupado en la 
ribera! señalando sus dimensiones y ubicación; y presentando 
para justificar su personería y derechos sobre dicho terreno, 
los documentos de fs. 1 n 16. 

Corrido el traslado de la demanda ( i s. 18 vta. ». lo con- 
testa el representante de la seriedad Puerto del Rosario de 
fs. 20 a 23, puliendo el oportuno rechazo de la demanda por- 
que: a» los demandantes no jodian formular ninguna reclama- 
ción directa contra la sociedad, pites no caliia otro recurso que 
enlabiar acción reivindicatoría contra e! Gobierno Nacional; 
bi aún pudietido dirigir esta acción, o la subsidiaria sobre el 
pago del precio, contra la sociedad, seria a condición de pro- 
,bar ]>rimero la posesión del terreno, lo que no había hecho, 
con Matulo que dicha posesión nunca la tuvieron los reclaman- 
tes n¡ sus antecesores: y c) en todo caso, el terreno está si- 
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uwdo tajo la linca de cota + 5.20, y jx>r consiguiente, forma luir- 
te «le la playa <lcl río Paraná, siendo bien público inalienable, 
de acuerdo con lo dispuesto en el art; ¿340 del Código Civil. 

Abierta la causa a prueba 4 fs. 32), la patte del seiW 
Silwyni ofrece y se manda rcciliir las expresadas cu su escr&o* 
ile fs. 34, y la actora, las inu!ca<las a is. 41 y 47. Agregada al ex- 
pediente toda la producida, inclusive el informe pericial que 
corre «le fs. 95 a <>8, anidas partí' presentan sus escritos «Je 
fs. ioij a 113 y de fs. 1 14 a 120, alegando sobre el mentó de 
las probanzas acumuladas; con lo que se llamó "autos" para 
-.fluencia (fs. 

Y Considerando: 

1. Oiie la excepción sbic actipne que pretende hacer valer 
la parte de la sociedad demandadla, es improcedente; porque 
¡m¡M>nicnd<»!<.- la ley especial del caso <N. rt 3X85 », la obligación 
de expropiar por su cuenta los terrenos de propiedad privada, 
necesarios para las obras del puerto, declarad"* de utilidad pú- 
blica, y no siendo viable jxir esta circunstancia la acción rei- 
vindicatoría, es claro «pie a los pretendidos propietarios de lo- 
tes ocupados por la empresa, a dos fines de la citada ley 3885, 
le< queda expedito el camino míe ha seguido el actor para pe- 
dir se cumpla el precep.o de la ley suprema del país, en vir- 
tud del cual la propiedad es inviolable, rio pudiendo privarse 
de ella a nadie sin llenar previamente las formalidades y re- 
quisitos legales consagrados al efecto. 

2. Que la cuestión referente al dominio público de las ri- 
tieras «leí Paraná, propuesta también a<|ui por la sociedad Puer- 
to del Rosario como una de sus principales defensas, debe re- 
solverse de acuerdo con los reiterados fallos de la Suprema 
Corte y de este Juzgado, pronunciados en casos análogos, y. 
según los cuales y las disposiciones expresas de la Constitución 
y del Código Civil en que se fundan, el ejercicio de la foctil- 
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láil jurisdiccional del listado |«*ra arreglar todo lo concernien- 
te al comercio y a Ja navegación, no requiere el dominio de 
las riberas por parte de aquel, ni excluye. jK>r lo misino, la 
propiedad articular de éstas. legítimamente adquirida, ejerci- 
tándose dicha facultad amplia y libremente, cualquiera que 
H-a el propietario ribereño. 

3. Que como tercera cuestión planteada j>or la empre- 
sa en su defensa figura la relativa a la prescr¡i>ción de la ac- 
ción para recia rnr el pago del inmueble, y la adquisitiva alega- 
da en favor del Kstado en cuyos derechos está subrogada. A 
este respecto se ha prohado lo siguiente: el terreno fué adqui- 
rido por Vicente ()cam|>o, ¡mr compra a los señores José Fidel 
Taz y Cia.. en 34 de febrero de 1863. En Hítenos Aires, a 22 
de noviembre de 1888. se declara heredero de dicho señor 
O&inípd a su hijo legitimo Carlos V. Ocampo, sin perjuicio de 
los derechos que la ley acuerda a la viuda doña Carlota Vcláz- 
qujw de Ocaitqx»: y en la misma ciudad, a 5 de abril de 1905, 
se ni; inda dar a ésta la ]Hisesión de la herencia, cuya resolu- 
ción se hace efectiva .iridiante exhorto que cumplimenta el 
Juez tlocfor Miau, en 26 de octubre del expresado año de 
1965. Fuera de los testigos del acto, no hay constancias de 
haberse puesto en conocimiento de nadie la diligencia llevada 
a cabo. 

4. i¿i\v en tan targo lapso de tiempo como el transcurri- 
do desde la compra «le Ocan^Mi hasta la toma de |>oscsión i>or 
su viuda (42 años), no se lia acreditado la existencia de nin- 
gún acto de posesión por parte de los actores, como 1» recono- 
cen al absolver |>osiciones, el señor Ocampo. a fs. 52. y la se- 
ñora de Ocani|M> a fs. 51 vta.. pues el aliono de la contribu- 
ción territorial invocado es posterior a la posesión judicial, co- 
rres]M nulieiido al año iyo8 (véase fs. 37. 44 y 45 )> Aunque 
antes de la vigencia del Código Civil valiera jM>r tradición la 
entrega de la escritura de compra, después de 1870 era obliga- 
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torio sujetarse a las pr^scnprionés ele dicha ley, entre otra.-» a 
la contenida en el art. 3443 1 numeración nueva k dé la cual 
han recordado p»ra observarla recién en 1905; tío obstante 
hallarse en el caso «le interponer su titulo a la ocupación del 
terreno ¡>or el listado, desde el año 1873, en que el Óolneriiü 
Nacional inició los estudios sobre el reamen del rio Paraná 
< véase fs. <*} vta. e) '».> y 63 e infprine pericial] de fs. <}j vta. 
yqS». 

3. Que siendo exacto, como lo es legalmente* que dos ¡kj- 
sesiones iguales no pueden concurrir sobre la misma cosa (art, 
2435; Código Civil ». consecuente. rente es forzoso rccdn'ncef 
que desde 1X75 no lia habido otro poseedor (íel terreno en cues- 
tión *|iie el listado; constando además que esa posesión fué a 
título de dueño dé las riberas, puesto <|iie asi se consideró has- 
ta que la Suprema Corte lijó la interpretación de los texto* 
legales pertinentes, y que ninguna persona contradijo ni reda- 
mó de tal hecho, bien notorio, pejr cierto. De lo expuesto sur- 
ge la conclusión de que los Ocampo perdieron su posesión \nn 
abandono, siendo aquí aplicable lo estatuido por el art. j.}«;c 
del Código Civil y sus concordantes. 

6. <Jue después de la posesión por el listado durante treinta 
años 1 1875 1 (<JQ5)* la diligencia judicial del .H> de octubre de 
1905 carece de eficacia, sobre todo, si se tiene en cuenta (pie 
¡•ara ella no se citó a ninguna persona que pudiera oponerse. 
Es sabido. |x>r otra parte, que el listado como las demás per- 
Minas jurídicas, públicas o privadas, siendo susceptible de ad- 
quirir, ile enajenar v de ejercer todos los actos que no les sean 
expresamente prohibidos, por intermedio de sus representantes 
pueden también adquirir por prescripción contra quienes pue- 
den hacerlo j>or la misma vía (arts. ¿<jS.*. fifi* y concordan- 
tes; Código Civil 1. 

7. yue las conclusiones apuntadas tienen mayor fuerza 
aún si se aplican a la prescripción liberatoria opuesta a la ac- 
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ción personal por cobro del justo precio del terreno entregado 
por el Gobicro Nacional a la soledad demandada: pues diciia 
prescripción tío tiene más fundamentos ni exige más requisito, 
que el silencio o inacción del acreedor durante el tiempo seña- 
lado i>or la ley al efecto. Co:ro se lia insinuado existe aquel 
tunda nento en el caso, y el requisito indis|>e£isa1>Ic se lia llena- 
do; no siendo necesario analizar ambas circunstancias en sus 
detalles, dada la solución que se iin|»>nc en vista de la prueba 
sobre la prescripción adquisitiva opuesta a la acción principal 
articulada. 

Por las razones anotadas y disposiciones legales citadas, 
fallo: lio haciendo lugar a la demanda y, en consecuencia, de- 
clarando ípie la sociedad demandada no está obligada a expro- 
piar el terreno materia de este juicio. Con costas. 

Manuel Corrillo. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Rosario, Diciembre ?7 de 1930 

Vistos y Considerando : 

(Jue los actores a titulo de dueños del terreno ocupado por 
la empresa, demandan a ésta el pago de su justo precio, con 
intereses, costas y danos y perjuicios, que detierán fijar-e con 
arreglo al juicio de expropiación. 

<Jue estando comprendida el inmueble de referencia en- 
tre los afectados a la obra del puerto, declarado de utilidad 
• pública a tal efecto, los actores, restringidos asi legalmente en 
su derecho de dominio, no pueden reivindicar la cosa, y por eso 
han dirigido la acción con relación a su precio de acuerdo al 
art. 14 de la ley X." i8i>. sin que esta circunstancia haga cam- 



biar la naturaleza y origen de la acción que ejercitan, basados 
en el derecho real de dominio. 

One es la empresa !a demandada, y nci el (Hibierno Xacio- 
lía!. |K»r ser aquélla ja |*>seedora del terreno a titulo dé cesiq- 
naria de los <Í<érécliós del gobierno, fuera de que en el caso re- 
présenla un misiv» derecho con relación a terceros. 

TMte los adores lian presentado títulos en furnia de liáÜér 
ber adquirido la propiedad del terreno, como sucesores dé don 
Vicente Ocampo. según la declaratoria de herederos de no- 
vímhré 22 de iíW8 ( fs. 3 y 4». quién adquirió por compra a 
don José Fidel de l'az. en febrero 24 de i8ftj (escritura de 
fs. 5 a 10). y éste a su vez por compra a «Ion Manuel Salva- 
tierra, presidente de la comisión directiva ele la asociación anó- 
nima dél Muelle del Rosario, en marzo 23 de 1857 (escritura 
fs. .vi y 40»; mientras que el demandado no ha presentado ti- 
lín!" alguno; no podiendo apreciarse en tal carácter, muchos 
menos en contra|>osición a los de los actores, las meras refe- 
rencias que se hacen por e! Ministerio de Obras Públicas (fs. 
62 y 63), y otras oficinas deludientes del mismo, fie el 
terreno en cuestión forera parte del comprado |M»r el (Gobier- 
no Nacional en i8ft| a los .señores Camilo Áídao v Manuel 
D'm. 

Oue en cuanto a la jMhsesión, debe tenerse presente que 
líis compras hechas |>or el causante de Jos actores y sus ante* 
cesores son anteriores a la videncia del Código Civil, bastando 
entonces la entrega del testimonio de la escritura |>ara la tras- 
misión perfecta de la posesión, conforme a la ley 8.» titulo 30, 
partida 3/; por otra parte, a los actores se les ha dado jx>se- 
stóqgioii judicial del terreno en octubre ó de 1905 ( fs. 44 a 
4'»». lo que surte los efectos de los artículos 3413, 3417 y con- 
cordantes del Código Civil. 

(Jue en cuanto a la posesión por el Gobierno, desde la ¿jm»- 
ca a qtlé alude el demandado, tampoco hay prueba; soto exis- 
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leu referencias hechas en los documentos mencionados y la au- 
torización para <|iie se ociqien los terrenos í julio 26 y 29 cié 
1H87. fs. 64 1, m> constando la fecha en que se hizo uso de 
esta autorización. Kn consecuencia, no está proliada la pose- 
sión treintenaria que se invoca como generadora de la pres- 
crijxrión adquisitiva, no podiendo considerarse como actos po- 
sesorios con ánimo de dueño los estudios hechos por el Go- 
bierno ¡>ara la determinación de la cota + 5.20. y los demás 
que haya efectuado a los efectos de la navegación y comercio, 
sino actos jurisdiccionales tendientes a este fin. 

(Jue, como se deja establecido, los actores liasau su de- 
manda en el derecho real de propiedad y la acción que entablan 
es la reivindicatoría, cambiada tan solo en sus efectos, en ra- 
zón de que a esa fecha había sido ya declarado de utilidad pú- 
blica el bien discutido; por consiguiente, la prescripción 1il>c- 
ratoria cíe diez años que también opone el demandado, es im- 
procedente por 110 tratarse de una acción personal como éste 
lo pretende ( Suprema Corte, tomo 122, i>ág. yj2 y oíros). 

Oue en cuanto a Jo que se relaciona con la cota + 5. jo. 
de que hace mérito la demandada, aún sti|M>niendo que el te- 
rreno en litigio se encontrara dentro de esa cota, lo que no se 
desprende del informe de los peritos de fs. <>5 a «j8 vuelta, no 
por ello la Empresa del Puerto estaría desligada de pagar in- 
demnización, por no tratarse de terrenos cubiertos permanen- 
temente iKir fas aguas del rio. que es el caso de exección es- 
tablecido por la Suprema Corte y esta Cámara en casos aná- 
logos. 

Por esio, se revoca la sentencia apiada de fs. 125 v. a 
12& y se condena a la demandada a |>agar el valor del terre- 
no cuestionado a la época de su ocupación maierial a los fines 
de Ja construcción de las obras de! puerto, que debe ser justi- 
peritos en el procedimiento «le expropiación, con 
intereses, que se avaluarán a estilo de los que cobra el 




FALLOS DE LA COME SUPREMA 



Manco de !a Nación, en sus operaciones ordinarias, desde la no- 
tificación de la demanda. Las costas de ambas instancias se 
abonarán en el orden causado, de acuerdo a lo establecido i>or 
!a Suprema Corte en los citados casos análogos. — José del 
Biirco, — Josf M. Fierro. — Meólas l era Barros. 



PALM DE US SUPREMA CORTE 

Bueno* Alret. Noviembre |fl de !!«& 

Y Vistos: 

Los seguidos por doña Carlota Yelázqucx de Oeampo » 
Carlos Vicente Oeampo contra la Empresa de! Puerto del Ró- 
Sárfix sobre expropiación de un terreno situado en la zona de 
dicho puerto, 

Y Considerando, en manto a la procedencia del re- 
curso : 

<Juc según lo tiene declarado esta Corte en diversos jui- 
cios de la misma especie del sub ¡¡tice, la apelación ordinaria 
que autoriza el articulo y de !a ley 4055 es procedente en el 
ca<o. porque en realidad éste versa sobre el dominio de la Na- 
ción, v en esa virtud, e independientemente de la representa- 
ción conjunta del Gobierno y la Empresa, ejercida |K>r la ]>cr- 
soná designada \*>r e! Poder Ejecutivo el interés' del Estado 
General ha estado representado y defendido durante todo ?1 
r ur«o del procedimiento y en todas las instancias del litigio por 
los respectivos procuradores fiscales, resultando evidente en 
tales condiciones (pie la Nación ha sido parte en el juicio y 
procede, en consecuencia, como (pieda dicho, el recurso de r po- 
tación concedido. 
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tiene establecido, asimismo, que la ini* 
Léión al articulo 31 cíe! contrato ele construcción de' Puer- 
to del Roíarjo, por considerársele contradictorio con dispusi- 
cieñes de ';i !ey 3885, sobre ser cuestión extraña ai recurro 
lesdc que no fué planteada ni resuelta en las instancias prc- 
ce<lMiles (ley 50, arts. 13 y 224), no puede influir en la deci- 
Sióij del j>unto relativo a la procedencia de esta tercera ins- 
t:iuc¡;i, pues a sal efecto debe sólo tenerse en cuenta que la Na- 
ción haya sido pnrte en el juicio, y en lo relativo al desisti- 
miento del señor Procurador General tampoco afecta la pro- 
cedencia de! recurso, entre otras consideraciones derivadas de 
representación fiscal en el pleito, -porque no se puede ha* 
cer desaparecer |*>r la sola voluntad de una de las partes los 
efecios de prendimientos y de sentencias cjiíé han definido el 
derecho de los litigantes. 

Considerando en cuánto al fondo de! asunto: 



Qnt judicial.reme requerida la Kmpresa del Puerto del 
Rosario ¡tara que proceda a la expropiación del terreno en li- 
tigio, los actores han acreditado los extremos fundamentales de 
la demanda, <lejando establecido, que les jwrtenece en propie- 
dad e! inmueble de referencia, que la Kmpresa demandada ocu- 
, "i dicho terreno y que éste se halla en la zona del Puerto de- 
corad;» de uliüdad pública, a íoí efectos de la expropiación que 
c¿rn:sjvmda. 

Qw a Jas consideraciones aducidas |x»r los actores para 
fundamentar los derechos que invocan, se lian opuesto por la 
impresa del Puerto, áparte de algunas observaciones de ín- 
dole general que ya han sido resueltas en reiteradas decisiones 
de esta Corte. — una objeción derivada de un hecho demostra- 
do en autos, ésto es. el relativo a la situación del terreno de- 
bajo de la cota + 5.20 y una argumentación de orden Jegal, t» 
<ta la de Ja prescripción adquisitiva treintañal y la liberatoria 
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«le diez años, supuesta la naturaleza i>erson:d atribuida a lü ac- 
ción intentada. 

ijitv. COiiip aeerta«lamente lo establece la sentencia eii ape- 
lación, el informe «pericial de autos no resuelve la referida curs- 
ilón «le hecho en el sentido qiie se afirma, y autopie asi la re- 
solviera, para <Ieter.:rinar la improcedencia |>or este concepto de 
la indemnizaeióii «pie se |>ers¡Kue, habría si«l« necesario demos- 
trar «pie e! ininuehle de «|Ue se trata se encuentra en la zona 
que cuhren jiermanentemente las aguas del Río Paraná, se- 
gún las reiteradas conclusiones de la jurisprudencia, sohre es- 
te punte». c«»!i sagrada en numerosos fallos. 

QUe res¡K?cto a la prescri|KÍ«>n opuesta, el pronunciamien- 
to «le la Cámara Fe«leral t revocatorio «leí «le primera instancia. 
corrc*|>onde a los hechos demostrad**, al valor jurídico de 
los misinos* y a la debida inteligencia de los preceptos légale* 
;i|riicables. Para desestiñtar la defensa «le la prescripción libe- 
ratoria de diez aftas. I*sta considerar, «le acuerdo con lo re- 
suelto |>or esta C«>rte en identidad de circunstancias, que una 
denuncia como la «le estos autos, para «|Ue se condene a ex- 
propiar y |«gar el precio e imlemnización corres] mndientes, no 
importa a los efectos de la prescripi'iVm. el ejercicio de una ae* 
eión personal. prescriitfible a los diez años, sino el iiusjor de- 
recho sohre fa pr«>pie«la«l «1 el cohro «le su valor, pues en lo? 
términos del articulo 14 «le la ley 1X9, los derechos «leí recla- 
mante se consideran transferid"» de la cosa a su precio •» a 
la in«Jemnizac¡ón. Y en cuanto a la prescri¡>cióu a«l(|uisitiva «le 
treinta años, no se opera ni se demuestra por los actos jttris- 
dic dónales a que la prueba de la |iarte «leman«la«la hace re- 
ferencia, siendo «le observar, entreunto. «|ue los actores han 
■letuostrado su |>osesión, |mr su titulo hasta 1871, y posterior- 
mente por el procediinieuto <|ite se acredita con el testinioni«> 
«le fs. 44 y a mérito «le lo «|Ue prescril>en l«»s artículos ¿7«K>. 

3**5 >' 34«7 4$ Código Civil. 

P«ir estos fundamentos, los |iertinentes al caso «le los fa- 
llos d* esta corte (Treno 1 11. ¡wgs. 179 y \*f¡\ T«mio iif>, pá- 
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gma 365 : Pomo .26. página 154: Tomo 121. página ^48: To- 
ma .22. ingina 392; To>np ,34. p4¿j nas 1IO> ^ v ¿ )os 
concordantes de la sentencia apelada), se la confirma en todas 
stij partes sin especial condenación en ««tas. atenta la natu- 
vaaU* de las cuestiones debatidas, Notifiquese V devuélvanse, 
debiendo .c,H,„erse el papel ante el tribunal de prudencia. 

A. IÍKR.VKJ... _ J. F K .,; KR0 . X .\,,_ 

corta. — Ramón- .Mkndkz. _ 
Koiikut.» Kki'KTTO. — \| I.Ac- 
RKNCKXA, 




>»n Napoleón ¡i. Simón! en los ttittns 'Bordcrcs de 
Harija contra don Emilio CasteHo, sobre ejeci 
curia. 

S..;,«rio: Denegad,, en última instancia dentro de la juris- 
dicción local, el privilegio «leí fuero federal acordado por 
el articulo 100 de la Constitución y aniculo 2.'. inciso 1 • 
de la ley 48. reglamentaria «le aquel precepto fuinkirental. 
procede para ante la Curie Suprema el recurso extraordi- 
nario autorizo por el articulo ,4. inciso 3/ < Je dieba ley. 

2." I.-» deducción de una tercería de dominio v el pedido 
• «• nulidad de los procedimientos de la ejecución, formula- 
dos ante un juez y trilwnal de provincia, sin declinar la ju- 
risdicción «le éstos, ni bacer al respecto, salvedad algmw 
importan prórroga de la jurisdicción cíe dichos tribunales 
y renuncia implícita al privilegio del fuero federal, en los 
ternura* del articulo 12, inciso 4." de la lev 48. (La ter- 
cería constituye' un aspecto incidental del respectivo jui- 
cio ejecutivo y forma jiarte del mismo l. 



its?: U) explican las piezas siguiente»: 
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DICTAMKN OKI. S^ÑOR PROCURADOR CgXKRAI, 

Buenos Aire*. Junio A de 1&5 

Suprema Curte; 

AñtC e! JlWgadO de l." Instancia en lo Civil de la ciudad de 
Corrientes, doña Margarita Bbrderés de Castro demandó a don 
l\m¡Iio Castelló |>or cobro de pesos provenientCá «le un crédito 
garantido con hipoteca. 

Hidia hipoteca había sUlo constituida el año ■•>* 1 P 0r &** m 
tclló a favor de la aetora. 

Posteriormente, en 1913, Castelló vendió la propiedad lii- 
I -'iterada a don Napoleón K. Simoní ( ts. 14). sin intervención 
ni aceptación de la acreedora. 

Al iniciarse en [919 la referida ejecución el demandado 
intervino en el juicio y aceptó la jurisdicción «leí Juzgado, que- 
dando radicela la causa ante el misino. 

Solicitó al mismo tiemj>o la achira «pie se intimase al ter 
cer i^seeclor del inmueble, él expresado Sinmni. el pago de la 
deuda hipotecaria. 

Este (fs. ¿t 1 al cumpíifflc esa diligencia, nianifekó que 
no pagaba porque encontraba elevadas las costas del juicio y 
C|Ue tampoco abandonaba el inmueble. 

Posteriormente compareció ante el mismo juez deduciendo 
un¡t acción de tercería y, conduidá ésta, se presentó en la eje 
cución principal (fs. 177) pidiendo ser tenido por parte para 
ocupar el lugar «leí demanda«lo Castelbx decretándolo así el Juz- 
gado. 

Más iarde opuso la excepción de iiicomj)etencia «lo juris- 
dicción invocando su calidad de extranjero |>ara ampararse al 
fuero federal \o que denegó el Juez y la Cárara de Apelacio- 
nes de 2. turno de Corrientes, la «pie al mismo tíetn|M> no hizo 
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lugar al recurso extraordinario cíe apelación que Simoni inter- 
puso para ante esta Corte Suprema* 

Considero, de acuerdo con la constante doctrina de V, K. 
í|Ue la denegación del recurso es improcedente dado que se lia 
invocado oportunamente una garantía federal y ha sido esta 
denegada en la causa (art. 14 de !a ley 48). 

Así |»¡du V. I£. se .sirva declararlo. 

Kn cuanto al fondo del asunto; 

Las consideraciones preinsertas, relativas n la intervención 
dé! recurrente en la tramitación del litigio, me inducen a afir- 
mar que éste ha prorrogado la jurisdicción del Juez provincial 
al presentarse ante el mismo, demandar, ser intimado, peticio- 
nar y ser tenido por parte (art. 1.», irte 4." de la ley 48). 

lis, por Otra parte, indudable que el juicio h» quedado de* 
finitiVansente radicado ante el tribunal local entre actora y de- 
mandado (su deudor or'priatió), no relevado "éste de su obli- 
gación en virtud de lo dispuesto por los arts. 3162. 3163; 
y 3165 del Código Civil. 

Simoni, tercer poseedor «leí itvrutclilc ejecutado, sólo lia 
podido tener en la causa la intervención (pie le fija el art. 3160. 
te Úéelr, ''excepcionar la ejecución del inmueble, alegando la no 
existencia o la extinción del derecho hipotecario, como la nuli- 
dad de la toma de razón inenajenabilidad de la deuda'?, .pero 
sin sustraer a la causa del fuero que le corresjamde y ante v\ 
se tramita en razón de su intervención accesoria o accideu- 
d en la misma. 

Opino, por tanto, que corresponde confirmar ¡a sentencia 
lada en la parte que ha podido ser materia del recurso — 



Horado R. birreta. 
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VMM W I. A e**T« Sl'rRItM A 



Bueno» hitf. Noviembre A) <lc W2b 



Auto> v Vistos: 



1*1 recurso «le hecho por denegación del extraonlinario ¡n- 
icrpuesto por «Ion Napoleón K. Simoni en los autos caratula- 
do* "Bordercs «le Castre» doña Maganta contra Kmilio Caste- 
1!.;, Mibre ejecución hiinitecaria". contra la sentencia pronun- 
ciftefó |M»r ¡a Cámara «le Apelaciones de Segundo turno, de la 
ciudad rio. Corrientes; 



Resultando : 

í : . 

Que cri los autos remitidos a sulicítud «leí señor Procura- 
dor Genénil se encuentran acreditados los siguientes hechos; 

a 1 Que la señora de Castro promovió ante la justicia local 
de Corrientes juicio ejecutivo contra Castello fundado en la 
« i Unción garantida con hi|x>teca de i|tié instruye la escritura 
publica testimoniada «le fs. 3, — «Ateniendo sentencia «le re- 
:üc confinnada |*»r el tribunal «le ablación. 

ie el .utml recurrente Napole/m K. Siironí, tercer 
|Ki?eedor del imituehle hipotecado dedujo tercería de «loininio 
v solicitó la anulación del juicio ejecutivo, presentándose a ta* 
eú-cti' ante el mismo juez provincial que conocía en dicha eje- 
tueión. Kl «Icvminio le fué reconocido con la coiiforini<la« 
ejecutante y del ejecutad» > jjur sentencia de iirimera instanci 
que en lo relativo a la tercería i|Uedó ejecutoriada. 

c » Que terminada esa incidencia, durante 1a cual quede 
en suspenso la ejecución, — la ejecutante pidió y obtuv«> «pift 
se citara de remate al señor Simoni. quien opuso entre otras 
cxcejjci«»ncs la «le incomjietencia «le jurisdicción por entemler 
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<|uc correspondía conocer a la justicia nacional por ser él ex- 
tranjero y ser argentina la demandante. Tanto esta excepción 
ciño las i t ue interesaban al fomlo del litigio fueron desestima- 
as en las dos instancias en que fué substanciado el pleito, «li.s- 
méndóse en consecuencia llevar adelante los procedimientos 
ecutivos contra el bien hiiHitccado. 

, Considerando en cuanto a la «pieja deducida: 

Qik habiéndose denegado en última instancia dentro de 
la jurisdicción local el privilegio «leí fuero federal acordado por 
el articulo 100 de la Constitución y por el articulo 2,". inciso 
1.* de la ley numen» 48. reglamentaria de aquel precepto funda- 
mental, el recurso extraordinario j»ra ante esta Corte es pro- 
cedente con arreglo al articulo 14. inciso 3 de dicha ley y a la 
jurisprudencia constante del tribunal: y 

Considerando en cuanto al fondo «leí asunto .|x»r ser inne- 
sana mayor substanciación en vista «le lo insistentemente 
egado sobré el particular en las instancias ordinarias «leí juicio: 

Que «le los antecedentes relacionados en la primera ¡wrte 
de esta resolución se desprende c«»n evidencia que el apelante 
ha prorrogado la ¡jurisdicción «le los tribunales provinciales y 
renunciado implícitamente al privilegio fiel fuer.» féderal eii 
los términos «leí articulo 12, inciso 4. de la mencionada ley nú- 
mero 48, al presentarse en la ejecución deduciend<» la recordada 
tercería y demandamb> la nulidad «le los procedimientos ejecu- 
tivos sin declinar la jurisdicción fiel juez y tribunal «le provin- 
cia y sin hacer al respecto salvedad alguna, tenia ve* «pie la ter- 
cería constituye un aspecto incidental «leí respectivo juicio eje- 
cutivo, y forma parte del mismo, aún cuando por razones «le 
buen ordenamiento procesal se substancia por cuerda separada. 

Kn su mérito y de acuerdo con lo pe«li«Io por el señor l*r«»- 
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curador General se confinna la sentencia apelada en cuánto 
lia sido materia del recurso. — Ñptífíqiicse y repuesto el pa- 
pel, devuélvanse. 

. A. Bkrmkjo. — Ramón Méndez, — 

RpitRRTO RkpKTTO. — M F,AU- 
RRXCKNA. 



Hurtotomé Púdesíú contra don Pedro litcln^rry, sobre 
desalojo. 

lunario; i." Habiéndose sostenido por el recurrente i|iic l¡i 
aplicación de la ley 11.318 a un caso definitivamente juz- 
gado con anterioridad a su promulgación. lo ha despoja- 
do de su derecho adquirido y ha violado, |K>r consiguien- 
te, la propiedad amparada por el articulo 17 de la Cons- 
titución, y además», ijue dicha lev es repugnante a los ar- 
tículos 14.17 y iH de aquélla, porgue restringe de una ma- 
nera excesiva el derecho de usar y dis|K>ncr de la pro? 
piedad, procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
le) 4**, contra una sentencia contraria al derecho? invoca- 
do y fundado en las expresadas cláusulas. 

2: Si bien el principio de la no rctroactividad en ma- 
teria civil es en «enera! de mero precepto legislativo y 
susceptible, por lo tanto, de modificación o derogación 
¡«ir el misino poder que hace la ley. adquiere, sin einlmr- 
go. la trascendencia de un principio constitucional cuan- 
do la aplicación de la ley nueva priva al HaWtant* de la 
Nación de algún derecho incorporado a su patino* r.io. Kn 
rales casos el principio de la no rctroactividad W confun- 
de con la garantía de la inviolabilidad de ¡a pr •p¡e;!aVi 
Consagrada p¿»; el articulo 17 de la Constitución 



E! derecho reconocido por una sentencia de desalo- 
jamiento se re'aóona con los bienes, es u„ derecho pa- 
trimonial y. por lo tanto, una propiedad cu c! -cntúl.. 
constitución;,!; en consecuencia, una de-r? J , , que r, r ap!¡- 
•..có, retroact.V, de la ley a un ea ? .> t-, j„ 2ga do, súpn- 
» «• o altera el ; encho patrimonial adjr r „ v >rtud de 
aquel juzgamiento, atribuye a dicha lev una inteligencia 
•n^míMtibte co » inviolabilidad de la p-opiedad ase K „- 
rada por el artículo 17 de la Constitución. 

4-* El régimen de emergencia implantado ;x,: | a ¡éy 
H.156. 11.231 y 11.318. (pie afecta fundamentalmente el 
derecho de usar y disponer de la propiedad, toléralo ínu- 
las decisiones judiciales solamente en consideración al mo- 
mento de extrema opresión económica de los inquiüno* 
debido a la ausencia de uno de tos factores que regulan 
los precios en los negocios de locación «le inmuebles, e < 
decir. la falta de oferta de habitaciones, y sobre todo 
mo medida transitoria y de corta duración, no puede en- 
contrarse suficiente justificativo cuando se le convierte de 
hecho en una norma habitual de las relaciones entre los lo- 
cadores y los locatarios, como es la que han creado las rei- 
teradas prórrogas acordadas a los inquilinos, y mucho, me- 
nos cuando está destinada a actuar en un ambiente muy 
distinto al que dió lugar a la sanción originaria de dichas 
leyes. Por consiguiente, la aplicación que de dicha ley 
11.318 se ha hecho en el caso, resulta incompatible con 
las garantías consagradas en los artículos 14 y 28 de la 
Constitución. 

• Lo explica el siguiente : 
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Autos y Vistos. Considerando: 
Qttt esta denvanda por desalojo no se funda en ninguna 
de las causales establecidas en el art. inc. b) de la ley 
".156. sucesivamente prorrogada |>or las leyes 11.231 y 11.31K, 
tínicas causales suscejitiMes de hacer una acción por desalojo. 
<Jue el actor funda solamente su acción en que habiendo |>or 
el tiempo transcurrido, |ierdido las mencionadas leyes el ca- 
rácter de emergencia de la ley transitoria y liasándose en el 
elemento esencial de las convenciones, la libertad de contratar, 
tacha de inconstitucional la ley 11.318 últimamente sanciona- 
da, yue la ley mencionada no ha perdido su carácter de emer- 
gencia, por cuanto el llamado problema de la -habitación sub- 
siste actualmente sin tener aun una solución definitiva la es- 
casez de viviendas, y una consecuencia «le "promover el bien- 
estar corVin"., son estas leyes que en algo amigaran a los in- 
quilino-; contra la avidez de los locadores. Que en cuanto' a 
la decantada injertad de contratar que invoca repetidamente el 
actor, es menester hacer constar que tal libertad no existía por 
parte del locatario; era una ficción, dado que debía ineondicio- 
nalmente someterse a todas las imposiciones del locador, por- 
que la necesidad de la habitación es tan rigurosamente apre- 
miante como la necesidad del alimento. Y era tal esa necesi- 
dad de vivienda; hoy un tanto amenguada, que sólo los Juz- 
gados de Paz pueden testimoniar las desesperaciones de los in- 
quilinos echados a la calle para que fueran a contratar libre- 
mente — sitó — con otros locadores. 

listá. pues, la ley repudiada como inconstitucional, encua- 
drada en el preámbulo de nuestra Constitución, no tan libé- 
rrima cotilo invoca el representante del actor: afianzar la jus- 
ticia y promover el bienestar común. 




Rr estos fui 
a la acción instaura* 
]>esos m|n. el honorario del 
y firmo en Rueños Aires fecl 



lugar, con cos- 
t efecto, en quince 
Asi lo pronuncio 

/. A:. Kccagno. 



SK.vr ENCIA DEL SEÑOR JUEZ EX 1.0 CIVIL 



Bu«oot Aktt, junio ¿3 de 



Y Vistos: Considera tu lo; 



fy <¿ue establecido por la Suprema Corte de Justicia «¡uc 
la ley originaria de alquileres, es constitucional en cuanto no 
existan contratos escritos» es indudable <|ue las prórrogas san- 
cionadas posteriormente por el Congreso por términos breves 
tienen el mismo carácter y fundamento que la primera. 
■ 

2/ Que se trata* por otra parte, de una cuestión unifor- 
memente resuelta por nuestros tribunales, y siguiendo la doc- 
trina fijada por la Suprema Corte, lo que exime al -juzgado de 
entrar a examinar consideraciones particulares que no pueden 
i|x>rtar elementos nuevos para la solución judicial de casos 
el presente. 



Por estos fundamentos se c 
Devuélvase al inferior a sus efect 




ntencia . apelada, 
a foja. 



Martin Abelcnda. 
Ante mi ; Eduardo Rojos 
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FALLO DE I.A CORTR SUPREMA 

Butfioi Aires. Noviembre 23 de lOtft 

Y Vistos: 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido en lo» 
autos Seguidos 3>or don Bartolomé Podestá contra don Pedro 
Ktchegorry, sobré desalojo, 

Y Considerando: 

Que, habiéndose planteado oportunamente la cuestión fe- 
deral, toda vez que el actor en el juicio de desalojo ante la 
justicia de I*az. a;a.V> de inconstitucionalidad la llamada ley 
de alquileres, sosteniendo que con las prórrogas sucesivamente 
acordadas se restringe el derecho de usar y disponer de la 
propiedad, la procedencia del recurso interpuesto no es dudo- 
<;i, puesto que la decisión apelada ha sido contraria al derecho 
invocado. 

Que en cuanto al fondo del asunto, procede recordar que 
e>te Tribunal en -los autos Mango Leonardo contra Ernesto 
Traba, con fecha 26 de agosto del corriente año, al fallar un 
caso análogo en cuanto a la materia, que en el sub judkc, ha 
establecido que si bien el término implícito de la locación fi- 
jado en la ley 1 1.156 fué sancionado como precepto de derecho 
común y de legislación peiuianente, destinado a dar una esta- 
hilidad razonable a los arrendamientos que no tuviesen plazo 
contractual y morigerar así, la opresión económica que pudio 
ra ejercerse contra los inquilinos en situaciones anormales de-* 
r hadas de la escasez de habitaciones, sin embargo* las prórro- 
gas de este término sancionadas por las leyes 11.231 y 11318. 
han tenido un carácter ocasional y de emergencia, como se 
infiere de una manera inequívoca, de las rabones que se invo- 
caban con motivo de una discusión parlamcntarh, y se des- 
prende de su fina! 'dad y de su propio contexto. 
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Que por medio de esas sucesivas ampliaciones del térmi- 
no se ha «llegado hasta ahora a privar a los propietarios o lo- 
cadores de la libre disposición de los inmuebles durante un 
plazo que llega a más de cuatro años, no obstante tratarse de 
locaciones sin término» concertadas al amparo de una legisla- 
ción que acordaba la facultad de exigir la restitución de la co- 
sí desjHics de vencido el priaier periodo de alquiler. 

Que a ello se agrega la restricción que para la libertad de 
contratar implica la subsistencia de los precios originarios, u 
sea, los que regían el primero de enero de 1920, como quiera 
<jue las prórrogas de que se trata, mantienen virtualmcntc en 
rigor los efectos de la ley 11.157, con la agravante de la des- 
igualdad — inconciliable con el articulo 16 de la Constitución — 
que impone entre los que estaban vinculados por locaciones vi- 
gentes en la ¿poca de la ley y los que hubieran de celebrarse 
con posterioridad. 

Kn su mérito, reproduciéndose los demás fundamentos 
expuestos m extenso en el caso ya citado y oído el señor Pro- 
rador General, se revoca la sentencia apelada. — Notifique- 
y repóngase el papel, devolviéndose los autos al Juzgado de 
"gen. ' 

A. Bermejo. — J. FicufttOA Air 
cohta. — Ramón Méndkz. — 
Roberto Rkpetto. — M Lau- 

KENCENA. 
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Don Dámaso (lomes contra la ¡impresa del Ferrocarril del 
Sud, sobre cobro de pesos. Exhorto librado por un juez de 
Comercia de ¡a Capital Federal a otro de hjml ciase de la 
ciudad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires. 

Sumario: J. rt Habiendo sostenido el recurrente hallarse ainpa- 
rado i>or la exención de impuestos establecida a favor 
de los ferrocarriles por el articulo 8.° de la ley 3315. y 
habiendo recaído en ta última instancia decisión contraria 
al derecho fundado en dicha ley nacional, el recurso ex- 
traordinario del articulo 14, lev 48. es procedente. 

2. " Cuestionada, en el caso, la aplicación de un hupues- 
to establecido por una ley provincial como incompatible 
con una ley del Congreso, y habiendo sido la decisión fi- 
nal, favorable a la validez de la ley impositiva local, pro. 
cede, también, jrt>r ello, el expresado recurso extraordi- 
nario. 

3. " Xi en los términos ni en los propósitos de lay 5315 
aparece comprendida la exoneración del papel sellado pa- 
ra las empresas ferrocarrileras que se presentan en juicio 
y la ley 10.057, modificatoria de la expresada ley, no con- 
tiene disposición que afecte los fundamentos de los fallos 
dictados por la Corte Suprema en que se ha establecido 
esa doctrina. I lín el caso, ley de sellos provincial). 

4. " Kn el recurso extraordinario no es posible revisar 
la sentencia de un tribunal provincial, en cuanto a la co- 
rrecta o justa aplicación de la ley local respetiva. 

aso; Lo explican las piezas siguientes: 



Mercedes, Agosto I- de I' «5 



Amos y Vistos, Consideran' 1 »: 

I _ Qac con arreglo a lo establecido en los arts. <»7. 70 
y 73 <le la ley de sellos eorresiJonde. para que se dé curso al 
exhorto, que previamente sean rejxiestas las cartas de porte 
que ge acompañan, a razón «le un peso moneda nacional por 
foja, sin que pueda excusar ese pago, ni el hecho de que los 
documentos hayan sido o no repuestos en el Juzgado de ori- 
gen; ni que" la persona que debe efectuar la relien. n sea una 
empresa ferroviaria. 

|f _ Que, corno I» ha resuelto reiteradas veces la Cor- 
te Suprema «le la Nación, al interpretar el artículo 8." «le la ley 
5315 — y sin que esa interpretación |*icda entenderse modi- 
ficada por el art. i,' de la ley complementaria número 10.657 
las empresas ferrocarrileras que se presentan en juicio, es- 
án obligadas al pago del sellado de actuación, toda va qui- 
en la exoneración de impuestos que las leyes han acordado 
.las diversas empresa» ferroviarias y otras análogas que exis- 
en en el país, no se han comprendido nunca los gravámenes 
ue recaen sobre las referidas empresas — no por su exis- 
.encia misma, ni po* algunas de sus funciones beneficiosas pa- 
ra el país — sino por actos de éstas que son ajenos a aquellos 
fines". (Fállos: tomo 110, página 353; tomo m, página 43, 
y los publicados en la Jurisprudencia de los Tribunales Nacio- 
nales de abril de 19"» página 5» V octubre * pág"» 
en "Gaceta del Foro", de octubre de 1918. página 3*5- 

Por estas consideraciones se revoca la resolución apela- 
h «le fs. 398 vta., y repóngase el sellado en la forma esta- 



COR 



sidorando ! c!el prcsent 
fchiwerrx Bmieo. — Glmén 



vmajo di: ¿.a cortk sui*rkm.\ 




■tunos Aire». Noviembre ¿S 4c 192» 

n cuanto a la proceden;»' 



Que en e! caso se ha sostenido |H>r el recurrente hallarse 
augurado p«>r la exención <Ie impuestos estublecüla a favor «le- 
los ferrocarriles por el articulo H* de la ley número 5315; y 
habiendo recaido en última instancia decisión contraria al de- 
recho fundado en ki ley nacional, el recurso extraordinario e? 
procedente con arregló al- articulo 14, incido 3* de la ley nú- 
mero 48. 

Que tamhién sería procedente dicho recurso «le acuerdo 
con lo estatuid«> en el inciso 2." de la recordada disposición 
«le la ley de Jurisdicción y Competencia de los Trilninalcs Na- 
cionales, desde «jue en el caso se ha cuestionado ta aplicación 
<ie un impuesto establecido ]x>r ley provincial como incomjKi- 
tibie con una ley «leí Congreso y la decisión final ha sido fa* 
vorable a la validez de la ley impositiva local; y 



Considerando en cuanto al fondo del asunto: 

Que el fall<» recurrido, aloyándose en las disposiciones dé- 
los artículos 67, 70 y 75 de la Ley de Sellos de la Provincia 
«le Rueños Aires, ha dispuesto que sean repuestas con un se- 
llo de actuación diversas cartas tic porte corresinindientes a 
transportes efectuados por la empresa ferroviaria apelante y 
cuyos documentos fueron remitidos a la autoridad judicial de 
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■endonada provincia por el Juez de Comercio tle la Capí* 
.pañados del respectivo exhorto a los fines de una di- 
igcncia de prueba. 

Que los preceptos legales aplicados establecen la obliga- 
ción de reponer con el sello de actuación, o sea de un peso, 
toda foja de expediente o de exhorto que no se encuentre ex- 
tendida en el papel sellado de dicha Provincia, de lo que se 
infiere que en el caso no se ha aplicado un impuesto especial 
«pie grave loa contratos de transporte a que se refieren la» 
cartas de porte acompañadas ni los actos de las empresas de 
ferrocarriles en su carácter de tales, habiéndose limitado la 
justicia local a hacer efectiva la obligación impuesta |K>r igual 
a todas las personas (pie litigan ante los Tribunales del Es- 
tado, de hacerlo en el sello común de actuación. 

Que en tales condiciones resulta evidente qtic en la espe- 
cie si$b lite no se ha vulnerado la exención de impuestos acor- 
acia por la ley número 5315, porque, como lo ha dicho rei- 
idamente esta Corte, ni en los términos ni en los propósi- 
tos de dicha ley aparece comprendida la exoneración del ¡lapel 
mellado para tías empresas ferrocarrileras que se presentan en 
juicio. (Fallos: tomo 110, ingina 353; tomo ni, página 43, y 
tomo 114, página 198), 

Que la ley 10.657 modificatoria tle la ley 5315 no contie- 
ne disposición que afecte los fundamentos de los fallos recor- 
dados. 

Por ello y porque en el presente recurso no es posible re* 
visar la sentencia del tribunal a quo en cuanto a la correcta o . 
justa aplicación de la ley provincial, oído el señor Procurador 
(■enera!, se confirma dicha sentencia en cuanto ha podido ser 
materia -del recurso extraordinario. — Notifíqucse y repuesto, 
-el papel devuélvanse. 

A. BkRMKJO. — J. FlGüKROA Al.- 
C0RTA. — Hamóv MÉNDEZ. — 
Robkrto Rkpktto. — M. Lau- 

K1SNCEHA. 




178 



FAlAtíS DÉ I..V curtí- SUPREMA 



ProvmcHt Entre Ríos contra don Manuel Lena, xobre awr 
fffíniieitlo de contrato. 

Sumario: Xo habiéndose invocado «wítóál alguna de la que pu- 
diera resultar extinguida o modificada la obligación con- 
trátela i»r el demandad» y aceptada l«r el Poder Ejecu- 
tivo de la IWincia, y siendo la convención de que se tra- 
ta, una norma obligatoria para los contratantes* como la 
¡ey misma (artículo 1197. Código Civil», corresponde ha- 
cer lugar a la deriinda. 

Caso: l.n explica el siguiente: 



FAU.0 DR U\ CURTK SVrv«f \ 

- 

Btttso» JUre». Novícmbít SU de IW» 

Y Vistos: 

La Provincia <le Entre Ríos, representada |K»r el procu- 
rad. * don Ernesto R. Fregosi, demanda por la vía ordinaria 
a don Manuel G Uiva, vecino de la Capital de !a Nación, por 
amiplinriettto dé un convenio celebrado entre ambas ipartes 
> en virtud <W cual el demandado se obligó a satisfacer una 
deuda contraída en su origen a favor del Banco Provincial de 
Entre Ríos en lk|uidación por la cantidad de treinta n/J seis- 
cientos noventa pesos en cinco anualidades, constituyendo en 
garantía de dicha obligación una -hipoteca a favor de la insti- 
tución acreedora sobre el terreno, edificio e instalaciones eléc- 
tricas internas y externas, constitutivas» del inmueble que el 
deudor i»see en la ciudad de Victoria. Solicita que oportu- 
namente se le condene al cumi>limiento de las prestaciones re- 
clamadas y a constituir la hipoteca en su caso, con interese* 
nugatorios y costas causídicas. 
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Acreditado el hecho de que se hace derivar la jurisdicción 
originaria de esta Corte, se corrió traslado de la demanda al 
cfior Lciva. No habiéndolo evacuado oportunamente, se le «lió 
tr contestada aquélla en rebeldía, recibiéndose el juicio a 
rueba por auto <le fojas a$ Durante el término respectivo se 
l>rodujeron las probanzas de que instruye el certificado de fo- 
jas 84, agregándose en seguida el alegato del representante de 
la provincia actora, y llamándose los autos para sentencia: y 

Considerado: 

Qtie -por ¡la confesión ficta del demandado Leiva, que no I1.1 
liedlo durante todo el juicio ninguna manifestación tendiente 
a desvirtuar la ventad de lo asegurado en la demanda y además, 
l>or las declaraciones hechas por el mismo demandado en el cx- 
]iediente administrativo que corre agregado como parte de la 
;>rueba. especialmente en las solicitudes de fojas r, 5. 14 y 18 
que deben tenerse por auténticas a mérito de la inasistencia del 
deudor a las audiencias reiteradas que se señalaron para el re- 
conocimiento de 'las respectivas firmas. — corresponde decla- 
rar plenamente comprobada la existencia de la deuda, cuyo ori- 
gen remonta a la compra de un campo situado en el departa- 
mento de Villaguay. efectuada al Banco Provincial de Kntre 
Ríos, el 12 de octubre <le 1903, — y la obligación contraída por 
el demandado y aceptada por el Poder Ejecutivo provincial de 
satisfacer el capital de la misma en cinco anualidades con ga- 
rantía de hipoteca sobre el inmueble situado en Victoria. 

Que no habiéndose invocado causa! alguna de la que ilu- 
dieren resultar extinguidas o modificadas tales obligaciones, y 
siendo la convención de que se trata una norma obligatoria pa- 
ra los contratantes coeno la ley misma (Código Civil art. 1 197) 
corresponde hacer lugar a la demanda en todas sus |iartes- 

Por tanto: se condena a don Manuel C. Leí va a cumplir vi 
■convenio materia <le este litigio o sea a satisfacer en cinco anua - 



inta mil seiscientos nóvenla pesos con 
Ic los que col>ra el Banco de la Nación, 
cuitados desde la fecha de la notificación de la demanda, y a 
constituir entretanto una hipoteca \hjt el importe de !a deuda 
sobre el terreno, edificios c instalaciones eléctricas que el deu- 
dor posee en la mencionada ciudad de Victoria. Con costas. 
Xotifiquese, repóngase el papel y archívese. 

A. Biskmkjo — J. FiGUEROA Al- 
corta. — Ramón* Mknokz. — 
Komsrto Rkpktto. — M. LAy- 

RKXCEXA. 




¡frigorífica sírmour de La Plata contra el Gobierno de la Na- 
ción, sobre devolución de impuestas. 

Sumario: i.° La oportunidad en que una ley (en el caso, la nú- 
•mero 103491 haya sido publicada en los diarios o en el 
Boletín Oficial, la fecha en que se entregara el cumplido 
del boleto de embarque de la carga y la en que zarpi el 
buque, asi como la relación circunstancial de esos factores 
de tiempo y forma para deten nina r si procede o no el co- 
bro del ¡mjmesto, son antecedentes de hedió y de prueba 
que no pueden examinarse en un recurso de puro derecho 
federal como es el extraordinario autorizado por el artícu- 
lo 14, ley 48. 

2. Un punto referente* a un decreto del Poder Ejecuti- 
vo y a una ley especial del Congreso, (en el caso. la 3727) 
resuelto por la interpretación y aplicación de un precepto 
del derecho común (el del articulo 2. del Código Civil)» 
no puede dar lugar al del recurso extraordinario clel artícu- 
lo 14, ley 48, 
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3. Los jueces no están llamados a corregir las leyes, ni 
a enmendar el léxico de los otros poderes. 

4-° La prorrogación que sancionó la ley lúCy^U fué con el 
efecto retroactivo consiguiente al régimen de la ley 10349. 
(Xo es presumible ni se justificaría el designio de J^ra*'"- 
zar por más o menos tiempo la administración pública del 
listado, mediante la caducidad de las leyes de gastos y re- 
cursos). 

5. Un derecho que consistiría en potíer exportar sin pa~ 
#ar impuestos mientras se tra*nitaba la sanción de la ley 
respectiva, no constituiría un bien patrimonial propiamen- 
te dicho o una propiedad en el sentido constitucional, sino 
un mero derecho en expectativa, regido por el principio 
según el cual nadie puede adquirir derechos irrevocables 
contra una ley <le orden público (Código Civil, artículo 5 ). 



Ctiso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SKÑOR JUEZ FEDERA!, 

Buenos Aires, Noviembre • de 1022 

Y Vistos: los promovidos por el Frigorífico Armour de La 
Plata contra la Nación sobre devolución de impuestos, de los 
<|tie. resulta: 

tfi Que de fs. 4 a 8 se presenta don Aurelio C Cagnoli 
l>or la adora — instrumento de fs. 10 — demandando a la Na- 
ción y pide se le condene a devolver la suma de cuarenta y ocho 
mil cuatrocientos cuarenta y un pesos con noventa y dos cen- 
tavos moneda nacional (48441 $ 92 ctvs.), correspondientes a 
derechos .1c exnortmión y estadística cobrados indebidamente 
por las aduanas de 1 a Plata y Capital Federal con ocasión de 



los vapores 

trparon el 21 y 22 de enero «le 1918 y los vapore* 
'rlrans. K¡ Uruguayo, Mil lias y Demerar» que zar- 
% & 10. 10 y S 'le enero de 1919 de puertos argentinos. 

.' Que '.ira líis primeros sé aplicó la ley 10349 publicada 
Itoletin Oficial el ¿z de enero de 1918. es decir, cuande 
¡tija fuer.:» obligatoria segu í el Código Civil» articulo 2 y 
los segundo* se ¿piteo la lev 10646 publicada en el citado 
in de ctifro 17 t!e 1919. aplicación iguálateme ilegal y que 
con las di-i>osidunes de la Carta Fumlamental. 

■rniiin solicitando se condene a la Nación a devolver Ja 
expresada que comprende las diversas operaciones efee- 
etiyos pagos se verificaron bajo protestas. Pide intereses 
¡tas. 

A tojas 22 declara la Cámara no ser necesaria la venia 
Jge el señor Procurador Fiscal jiaro que se demande a ía 
v ación y a raíz <lc resolver los autos de fojas 35 y 39 que 110 
sí requiere reclamo previo administrativo, contesta la demanda 
c! citado funcionario de fojas 43 a 45 y expone: 

t.° «Jue la Nación ba jiercibido de la actora por impuesto 
a la exportación las sumas a que se refiere la demanda cuy.» 
monto exacto resultará de ta prueba. . 

2»° <Jue ningún derecho tiene la actora pata demandar. La 
ley 10349 fué publicada como aviso oficial en el diario La Kpo- 
ca del día jo de enero de 1918; por lo tanto los cobros efectua- 
dos el 2\ y 22 de enero lo fueron al «lia siguiente de publicada 
1a ley y cuando ya regia. La publicación en el Boletín Oficial no 
es legalmente obligatoria y por lo «leonas, la carga y salida de 
los productos se terminó y realizó después del 22 de enero, fe- 
cha en que se publicó Ja ley en el boletín Oficial. 

3." Que en lo relativo a la ley 10646 ella prorrogó la lev 
10349 caducada el 31 de diciembre de 191*. Kl Congreso ha pb? 
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<|id.» «lar efecto retroactivo a una ley <le impuestos como lo en- 
M-íia la doctrina y Ja (jurisprudencia, por consiguiente, nada 
puede reclamar por este concedo la aetora. Nuevamente .plan- 
tea l;i cuestión sobre la venía legislativa |>ara demandarse a la 
X:i:iun y termina solicitando se rechace la demanda, con eos- 
tas. 

Abierta la causa a prueba a fojas 46. se produce la que 
expresa el certificado de fojas 74 vuelta. Alegan las partes a 
fojas 75 y Ko. se llama autos para definitiva a fojas 82 y se 
decretan y realizan jwira tvejin proveer las medidas corrientes 
de fojas 85 a 106. por lo cual cwresjxindc dictar sentencia. 

Y Considerando: 



i.° <¿ue por razón de la indudable trascendencia del asun- 
*• 111 litigio, bueno será fijar algunos conceptos de orden cons- 
iiocional que contrilmirán a la acertada solución de esta causa. 

Dice el articulo 4 de la Constitución que el Cu 
leral provee a los gastos de la Nación con los fondos d> 
o Nacional, formado del producto de derechos de imj>oi 

exportación. A la Cámara «le Imputados corresjwmde la in 
iativa de las leyes sobre contribuciones, estatuye el articulo 44 
el 07 señala que corresponde al Congreso. . . establecer los 
derechos de excitación, armonizando con lo que antecede el 
articulo 17 tercer párrafo, cuando dispone que solo c¿ Congre- 
imiKwe las contribuciones que se expresan en el articulo 4. 

A estar entonces a lo que preceptúa el artículo 36 de la 
vitada Constitución, no es dudoso que el Congreso es el que 
se llalla investido con el Poder Legislativo ile la Nación, 

El Congreso Nacional es la única autoridad, i*>r |<» tanto, 
facultada por la Constitución, para imponer gravámenes, que 
ra este caso, son los derechos de exportación- 

"lista disposición — dice Montes de CKra — representa una 
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antigua conquista de los poderes legislativos sobre los poderes 
ejecutivos; simboli» la lucha eterna de !a Corona con el Par- 
lamento ile Inglaterra " 

"... desde la época de la Carta Magna, se había estable- 
cido corno principio incontrovertible cíe derecho constitucional 
que eran los harones, los comunes y el clero, los que votaban las 
contribuciones que debían sufragar; no habiendo representan- 
Ies, no bahía impuestos." 

Magna Carta fué muchas veces violada y muchas ve- 
ces restablecida; pero en el siglo XIII en que se dictó, quedó 
sentado de una manera inconcusa, como una verdad axiomá- 
tica, que la Corona no {Nidia imponer sin la voluntad del jur- 
amento, contribución de ningún género en Inglaterra", página 
Derecho Constitucional. 

!*i»r lo que a nuestro jmis se refiere, dice el tn¡*ro autor : 
"... en las Constituciones orgánicas que se han didado más 
tarde, en tas de 1819 y 1826 sobre todo, se ha reconocido d de- 
recho claro y evidente del poder legislativo, de imponer contri- 
uciones, |«ira que no quede la propiedad particular librada a 
voluntad de urta sola persona' 1 . 

"En 1853. estutliándose y aplicándose las doctrinas jurídi- 
cas que regían el derecho constitucional, no podia haber ya duda 
¿dguna; los convencionales de Santa Fe sentaron el principio 
que ni siquiera discutieron los reformadores <Ie i8Tx>". — op. 
cit. páginas 510 y 511. 

Comentando Cooley a la Constitución de los EK. UU. de 
forte América, dice: 



En todo Estado soberano, el Poder Legislativo es el de- 
de mayor suma de poder, y es a la vez el represen- 
tante más inmediata de la soberanía. No se entienda por esto 
que los otros jioderes le están sutordinados dentro de sus res- 
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pectivas esferas, sino que el ejercicio de la autoridad guberna- 
mental empieza con la sanción de las leyes y las otras ramas 
ejecutan y administran lo que el legislativo sanciona." 

"En la enumeración específica de los poderes nacionales, 
se declara primeramente que el Congreso tendrá poder para es- 
tablecer y jiercibir contribuciones, derechos de aduana, impues- 
y sisas* — Constitución, articulo i, sección 8 V cláusula 1. a 



"La glabra contribución, en su sentido más lato com- 
prende todas las imposiciones regulares hechas j>or el gobier- 
no sobre la persona, propiedades, privilegios, ocupaciones y di- 
rsiones <le1 pueblo con el objeto de formar el tesoro pftfali- 
"Las contribuciones se distinguen de las extorsiones ar- 
trarias, en que aquéllas se establecen de acuerdo con alguna 
gla, que distribuye el peso sobre ttKlinJos ciudadanos. 1.a 
extorsión que se hace sin consideración artgla alguna de dis- 
tribución, no es por consiguiente una contribución, y no cae 
dentro de la autoridad constitucional «leí gobierno". — Dere- 
cho Constitucional de los BK. UÜ. de Norte América, páginas 

49 y 30. 



Infiérese, por lo tanto, que existe un axioma de índole 
jurídico- constitucional que disfKine lo siguiente: no hay im- 
puesto sin ley previa. 

"El gobierno' democrático — escribe José Manuel Kstra- 
— necesita sujetarse a principios pjotf&Oá <|tte privan 
antecedente en que se fundan, y son tos siguientes: 1,0 
e la soberanía reside virtual y actualmente en el pueble»: 2.0 
e el jHiehln la ejerce jx>r medio de sus delegados, esto es, jx>r 
lio de aquellas personas a las cuales confiere temporalmen- 
te y con los limites que le place, poder para representar su so- 
beranía, 3.0 que todos los mawtatarios, sean Jtórsoitas, sean 
cuerpo, que leseen una de las autoridades etí que se dividen 
los ]N>dercs públicos, pueden legítimamente obligar la oliedicn- 
£tá de los particulares, mientras obren dentro de la órbita de 





sus atribuciones fvatlum\<: 4" que ningupa puede invadir él 
.irado perteneciente a otra, puesto que habiendo catín «na re- 
cibido jioder igualmente cir^nscripto del solieran, nulas son 
iguales ante la suprema ley (le la déhtocfhcttt; 5." que ninguna 
de e!las. ni todas juntas, pueden ultrapasar los límites puestos? 
por el Miberano a su acción aislada o simultánea ni invadir eí 
radio que el mismo haya reservad» a la autoridad dé los |»r- 
ticulares. esto cs t a la libertad individual. Infringir estos prin- 
cipios, es violar sustaneialmente las reglas morales que tigéú 
h sociedad y corromper los fuiwlanientos del gobierno demo- 
crático o republicano". 

Y «naa adelante, concreta su t*nsamient« en la siguiente 
torra: "En la Constitución democrática se .sobreentiende la 
liliertad, al ptiso que. las atribuciones gubernamntaks no se co- 
nocen sino jwr lo (|tie textualmente declara. Donde la Conái- 
ución calla, cesa la acción legitima de los poderes públicos y 
subsiste la esfera preexistente que corresponde a la entidad so- 
lierana que estableció el gobierno, y de la cual provienen su 
organización y sus reglas, es decir, subsiste la libertad indivi- 
dual, el derecho de los ciudadanos a no hacer, según la hermo- 
sa palabra de nuestra Constitución, lo que la ley no les ordena 
y a no ser privados de lo que ella no les veda y además el de- 
recho de resistir a todos aquellos actos que en cualquier sen- 
tido pretenda ejecutar la autoridad o cualquiera de los pode-? 
res que la asumen, fuera «le las atribuciones que la Gonstitii- 
cfón les haya conferido expresamente. I> aqui se concluye que. 
en caso de duda, la interpretación debe ser siempre favorable- 
;«! pueblo v no al gobierno, a la libertad y jamás al poder 4 '. 
Derecho Constitucional, tomo 2, jñginas 456 y 458. 

Con cuanto se deja exjHiesto en este considerando, basta 
,1 jui'io del suscripto para reputar que el cobro de impucst**- 
de exportación |*»r parte del Poder Kjecutivo *in promediar 
ley ipie lo autorice, es repugnante a los principios consagra, los 
jw»r la Constitución Nacional. 



£>uc Cíi lo referente a la vigencia <le las leyes, debe 
ertirse que para que una ley sea obligatoria, es necesario 
haya sido publicada; nadie puede estar obligado a actfar 
disjwsición que no confoce, dice un principio general de de- 
recho mencut lex prinsquan feriat. — Repertorio de Caq*n- 
lier. tomo 26, ]>ág¡na 613. Véase Montes de Oca 6b. cit. fá- 
g¡na 538. 

Las leyes no son obligatorias sino después de su publica- 
ción y desde el dia que ellas determinen. Si no designan tiem- 
po, la ley puMica<Ia en la Capital de la República, o en la Ca- 
pital de la Provincia, es obligatoria desde el dia siguiente de 
sil publicación, establece el articulo 2 del Código Civil. 

Ks menester, pues, que una ley que im|>one derecho* de 
exornación haya «ido publicada, a fin de que surta sus efec- 
tos y sea obligatoria su observación. 

En lo concerniente a las leyes nacionales, existe un régi- 
men infectamente claro y definido para lo que respecta a su 
publicación. 

En mayo 2 de 1893 dictó el Poder Ejecutivo un decreto en 
acuerdo general de Ministros, que expresaba lo siguiente: •'Ha- 
biendo votado el H. Congreso en la ley de presupuesto, los re- 
cursos necesarios iwira la publicación diaria del Boletín Oficial 
sanción que importa implícitamente nna manifestación de la vo- 
luntad leyislaiha cu el sentido de la erección y organización de 
ese órgano de publicidad, y considerando: que de los funda- 
mentos que en el seno de la ti. Cámara iniciadora se aduje- 
ron a! votar esos recursos» resulta que lia sido la mente del le- 
gislador establecer que todos los actos de la administración de- 
he n ser publicados dia por dia, para que estén sujetos al control 
de la opinión y del Congreso mismo: que es necesario poner 
en práctica este plausible propá&ito. que el Poder Ejecutivo 
hace >uyo, teniendo en cuenta al efecto, tos antecedentes legis- 
lativos que existen sobre la materia:... articulo 1.* En el Bo- 
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letin Oficial que aparecerá diariamente en la Capit; 
pública, se hará la publicación oficial <le las leyes, decretos, 
irtícu'o 3." El Boletín Oficial tobera hacerse circular coim- 
wratetwntc en to&*$ las reparticiones de los tres Poderes del 
Astado v se distribuirá en suficiente nú vero de ejemplares a 
los Gobiernos de Pro^ncia. . , articulo 4." Los documentos que 
en él se insertan, serán considerados por auténticos y obliyaio- 
ríús por el efecto de esa publicación, articulo 5 " M púWicación 
de los documentos debérá hacerse Inmediatamente que sean c.v 
pedidos.... articulo 7.". Cada Ministerio arbitrará los medios 
.Miducenies a fin de qüc se suministren puntualmente y Uijo 
recibo, las copias de los documentos... destinados a la pubh- 
* klátl- -. 

Dicho decreto armoniza con lo que dispuso años más tár- 
ele la ley 3727 al determinar en su articulo 2.". inciso 4. que 
corres]>onde a cada Ministro intervenir en la promulgación. 
publicación y ejecución de las leyes, asi como velar por el cunr 
plhniento de los decreto* y sentencias relativas a su despacito. 

K1 articulo 11 de esa ley 3727 en su inciso 5 se encarga de 
reconocer la exigencia del boletín Oficial, confiriéndole la au- 
toridad legal que- expresamente le faltaba. 

Pe lo expuesto se sigue que hay un régimen en la Repú- 
blica, qüc señala el procedú viento a usarse en lo relativo a la 
publicación de las leyes, y por rentable y difundido que pu- 
diera ser 1111 diario que aparece en esta Capital, en él que se 
publicó la ley 10.349 — fojas 72, — es forzoso convenir que 
se desvanece el argumento del señor Procurador Fiscal, qiu- 
figura a fojas 44 de su contestación a la demanda. 

3 " Que entonces evidente que la ley 10.349 "o ha «Üí» 
publicada con arreglo a Lis prescri|>cioiies vigentes sino con fe- 
cha enero 22 de I918 en el Boletín Oficial ?I95> I*"* ,ü « ual 
cobró dicha ley carácter obligatorio en el mejor de los caso* 
para el Pode? Ejecutivo, el dia 23 de ese ñus y año. articulo-. 
2 y 3 Código Civil Ver fojas 105 vuelta. 
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Hasta recorrer los términos en que está redactada la ley 
para darse cuenta que ha debido comenzar a regir des- 
de su .promulgación y como quiera que la operación de embar- 
que en el vapor francés Malte se efectuó mediante boleto cum- 
plido el 21 de enero de 1918, terminando ta carga el dia 22 en 
que dicho buque zarpó del puerto de La Plata, no es posible 
aplicar a su caso -las disposiciones de una ley que entró a regir 
d 23 de enero, ó sea al dia siguiente de publicada en el Role- 
11 Oficial. — Véase fojas 56 y vuelta. 58 y 105 vuelta. 

Procede por lo consiguiente, hacer lugar a la demanda 
specto al pago de los derechos referentes a ese vapor Malte, 
lento a que ha promediado protesta de la actora— fojas 65— 
s de régimen, pues, en lo presente, lo dispuesto en los artícti- 
s 785, 792, 794 y concordantes del Código Civil. 

ba cantidad a devolverse es la que se desprende fiel ex- 
pediente administrativo 6716* F. año 1918, solicitado para me- 
jor proveer a fojas 85, o sea la suma ele tres mil doscientos 
seis pesos con treinta y dos centavos moneda nacional. 

Ahora, en cuanto a lo que se relaciona con el reclamo re- 
lativo ai Vapor Monterrosa contemplado por la misma ley 
10.349. cabe observar que 110 obstante lo afirmado en !a deman- 
da de existir protesta no ha ofrecido y traído la actora en tiem- 
po oportuno la prueba de su afirmación — fojas 47 — y co- 
mo no figura en autos semejante protesta, debe rechazarse di- 
ho reclamo en mérito de lo resuelto reiteradas veces por la Su- 
prema Corte en casos análogos. — Tomo ioi, página 30; tomo 
102, pagina 204; tomo 103, júgina 3H9; tono 105, página 293: 
temo 107, páginas 134 y 240; tomo 110, página 127; tomo 
n6 f página 299; tomo 11 8, |>ág¡na 347; tomo 120, página oH. 
etcétera. 

4. a 'Que en Ib atañedero al reclamo por las exportaciones 
verificadas por medio de los vapores Heraldo, Orleáns, El 
Uruguayo, Militas y Demerara, cabe manifestar (pie se les apli- 
có lo dispuesto por la ley 10.646. 
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liso» yapares verificaron sus operaciones de carga en la 
primera quincena tk-1 mes de enero de 1919 — ver fojas 62 
vuelta. 58 y vuelta. — zarando de puertos argentinos, en 
¿ñero ,í. 6, II, «> y 14, reactivamente. — ver fojas citadas y 
foja> 101 vuelta. 

La lev 10/146 fué publicada en el Itolctin Oficial núme- 
ro 7482 e! día 17 de enero de 1919 — ver fojas 105 vuelta — 
y de acuerdo con las consideraciones anteriormente vertidas 
con relación a la ley 10.349 debe reputarse que comenzó a re- 
gir el cita t8 de enero de 10,19, esto es. cuando ya se habia éx- 
pedidp el respectivo boleto de emtiarque. éste se habia verifi- 
cado y los bujnies liahiaii zarpado de los puertos argentinos 
de carga. 

Resulta entonces que los jwgos exigidos por la Adriana 
en :i « mientas en cjue no regia la ley 10.646, ho tienen razón 
de *er ni fuerza valedera, habiendo cumplido la actora por mi 
parte con la formalidad de la protesta requerida |>w la juris- 
prudencia de la Suprema Corte que se ha transcripto ritas 
arriba — fojas 33, 66, <¡7. '* >' u h 

&•* Une aparte de todo cuanto se deja consignado, aplica- 
b?c a amlnís casos «le acuerdo con sus respectivas caracterís- 
ticas, cabe hacerse cargo de la circunstancia vinculada con los 
textos de las leyes 10.^40 y 10.0)46. 

Eii efecto: la primera en su articulo 1." dice que rige 
hasta e! 31 de diciembre de 1918. y la segunda señala en sil 
artículo 3 lo siguiente: prorrógase igualmente hasta el 2$ ¿le 
febrero de 1919 las leyes impositivas que han caducado el 
de diciembre ile H)lK. 

;l.a redacción de la segunda ley. esto es. la 10/146. au- 
toriza a atribuirle -alcance sobre el tierna» que media entre 
enero t." y iK de hjmj? 

Fíe ahí un grave problema relacionado con la retroactivir 



leyes y con un fallo de la Suprema Curte del ti 
17. |*gma 222, <juc en sustancia dice: los procedimiento* irre- 
gulares o viciosos en materia de jiercepción de impuestos y de 
rjccución de obras públicas pueden ser ratificados en general, 
»r leyes posteriores, que el Poder Legislativo está facultado 
tra sancionar. 

La ley 10.646 prorroga hasta el 28 ele febrero de 1010 
lá ley impositiva 10.349 que Im caducado el 31 de diciembre 
'le 1918. Tal cosa dice. 

Laf i>roiK>siciotws infectamente contradictorias emplea- 
bas por esa ley, saltan a la vista. 

Prorrogar significa alargar, prolongar, dilatar, extender; 
N«n entendido de que debe comprender a lo que existe 
;> está ?ún en vigencia. Luego» no puede prorrogarse lo que se 
indica expresamente que lia caducado, vale decir, a lo extin- 
¡uido, carente de vida, a lo que ya no es. 

Súrtase un estado de duda al examinar ese texto legal, 
cama de su obscura redacción y de la contradicción que ex- 
tenrman las proposiciones: prórroga y caducidad. 

¿Ha querido el legislador hacer revivir la ley 10.349 a 
•untar ilesdc enero 1* de 191*1? K» posible, Pero, lo cierto 
es que los conceptos que usó en la ley 10.646 distan mucho de 
ser los que empleara por ejemplo en la ley 11 .180. en la cual 
en lebrero 10 <le 19a* declaró vigente para enero y febrero 
tte este año las leyes intuitivas que rigieron durante 1921. — 
Véase su imblicación en el Boletín Oficial <fe febrero 14 de 
192*. 

En este último caso, tal vez pudiera decirse que el Con- 
[reso ha dictado una ley impositivia con carácter retroactivo, 
de las que quisa contempla el fallo <let tomo 117, página ¿2¿ 
de la Suprema Corte. 

Pero la ley 10.646 no |iosee la claridad y precisión «le la 




citada 11.180; al contraria, es oscura, tiene prupusicione» que 
no son congruentes y si ha querido expresar un mandato de re- 
troaetrviuad de1>e convenirse que no lo ha traducido en precep- 
tos que no dejan lugar a duda. Tratándose entonces de una 
ley impositiva que por ser tal limita el estado de libertad de 
las jiersonas y asociaciones, será preferible recordar con Gaius 
al resolver este asunto, que, libertas ómnibus rebus farorah- 
Kor cst, en lugar de inclinarse a la dura degla de derecho: rW 
dubio magis contra l-isaun els respondemhtm — tibor X Je 
ftíre fiseL — Véase también fallo de la Suprema Corte: tomo 
33. ¡«igiua 290, en el que dice que es regla de interpretación 
que en caso de duda, ddw resolverse a favor de la liberación 
y de lo que sea irás arreglado a la equidad, fcey 47- títiúo 
libro 44 Diserto. — Véase también Repertorio de Carpcntier, 
tomo 2í\ pagina 623. párrafo 345. 

I^nalrtténté, cabe anotar que si la jurisprudencia de la Su- 
launa Corte exige el requisito de la protesta al pagar, algu- 
na razón o prop.Wto eficaz debe tener esa protesta, desde que 
si nada protege y resguarda, no valdría la j>cna de formular- 
la y menos exigirla para dar ;ur>n a una de randa «le repeti- 
ción. 

Se echa a ver, pues, que la reactividad dé las K'yes 
iinpo&itivas, no es tan absoluta como lu sostiene y pretende el 
Señor Procurador Fiscal a fs. 45. dad» que w necesita in- 
dudable claridad y precisión en la ley posterior; para comuni- 
car vigencia a la anterior fenecida, si es que se aceptara éti- 
mo verdad ínvontrovcttíWv la facultad del Congreso para dic- 

ur leve» ini|H»>it¡va> con carácter retroactiv ». 

ii." Oue atenta la réclámición entablada acerca de lo paga- 
(lo por dcreCliOS de exportación concernientes ;i los vapore* 
Heraldo, Orlcans, Kl l'rugunyi». Milias y Demerara. obsérvase 

iut la parte demandada indica a f.s. 43 que ha percibido hs 
Pinnas a que se refiere la demanda, cuyo monto exacto resul- 
tará de la prueba. 
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En la estación oportuna, sólo la acto ra trajo al respecto 
la prueba que obra de fojas 47 a 70, que no fue objetad» por 
el Señor Procurador Fiscal en momento alguno. 

Por lo tanto, debe reputarse probada la exactitud del mon- 
to redamado por la cictora — artículo 86, ley 50 — en la si- 
guiente forma: vapor Heraldo sesenta y seis pesos con cin- 
cuenta centavos moneda nacional — vapor Orleans, seiscien- 
tos ochenta y seis pesos con noventa y ocho centavos moneda 
nacional — vapor El Uruguayo, forcee mil cincuenta y seis pe- 
sos con cincuenta y cinco centavos moneda nacional — vapor 
Militas 10-438 pesos con setenta y tres centavos moneda nacio- 
nal, y vapor Demerara, trece mil novecientos diez y nueve 
pesos con cincuenta y nueve centavos moneda nacional, lo cual, 
unido a la cantidad correspondiente al vaipor Malte, líate un 
total de cuarenta y un mil trescientos cincuenta y cuatro pesos 
con sesenta y siete centavos moneda nacional. 

7. Que para terminar, es el caso de declarar que no pro- 
cede hacerse cargo en lo presente del argumento expuesto por 
el Señor Procurador Fiscal a fójas 45 «• y vuelta, acerca 
de la necesidad de venia legislativa previa pare demandar a la 
Nación. 

Dicho asunto fué materia de los autos corrient 
if> 22, 26, 35 y 39. El Juzgado nada puede decidir ni 
sobre lo que ha sido objeto de resolución de la Cámara; 
es obvio qué asi sea. 

Por las consideraciones que preceden, y en atención a lo 
en el articulo 7 de la ley 3952, fallo: declarando que 
la Nación debe devolver a la sociedad actora Frigorífico Ar- 
mour de La Plata, la suma de cuarenta y un mil trescientos 
cincuenta y cuatro pesos con sesenta y siete centavos moneda 
concepto de impuestos de exportación, ilegal e in- 
constitucionalmente cobrados. Con intereses estilo Banco de la 
Nación, a contar desde la notificación de la demanda. Costas 
por ?u orden atenta la naturaleza ipartictiar de la causa. 

Saúl M . Escobar. 
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SKNTKXCCA DE LA CÁMARA FEDERAL 

•mmmn Aira. Jalla • MS* 

Vistos: estos autos seguidos por el Frigorífico Armour 
de U Plata contra el Gobierno de la Nación, por devolución 
de impuestos; relacionados a fs. 107; y 

Considerando: 

1. ° Que se demanda la devolución de cuarenta y ocho mil 
cuatrocientos cuarenta y un pesos con noventa y do» centavo» 
moneda nacional, abonados en concepto de derechos de ex- 
portación y f estadística con motivo de los embarques hechos a 
bordo de tos vapores Monterroso y Malte que zarparon el 21 
v 22 de enero de 1918, respectivamente, y de los vapores El 
Uruguayo, Heraldo. Orleans. Millias y Demerara que zarpa- 
ron en los días 3, 6, 9, 11 y 14 de enero de 1919- 

Sostiene la parte actora que para los primeros se aplicó la 
ley 10349 publicada en el Boletín Oficial recién el 22 de enero 
de 1918, y para los segundos la ley 10.646 publicada en el mis- 
mo 17 de enero de 1919. en forma ilegal y contraria a la Cons- 
titución Nacional. Asi lo reconoce la sentencia apelada res- 
pecto de los derechos cobrados, excepto los relativos a la ex 
portación efectuada en d buque Monterroso. y esto, por no 
haberse probado que se abonaran esos derechos previa la pro- 
testa del cas». 

2. " Respecto a los derechos correspondientes a la carga 
vapor Malte, sostiene la sentencia que habiendo terminado la 
carga d 22 de enero de 1918 y puHicadose la ley 10349 en el 
Boletín Oficia! de esa misma fecha, esta recién tuvo carácter 
obligatorio d día 23 del mismo mes y año, de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 2 y 3 dd Código C¡vrt ; y que la suma 
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que debe devolverse por este concepto, es la de trece mil dos- 
cientos seis pesos con treinta y dos centavos. 

Que con relación a la carga de los buques Heraldo, El Uru- 
guayo, Orleans, Mil-Has y Demerara, la citada sentencia orde- 
na devolver todos los derechos cobrados de acuerdo con b ley 
10646, porque esta fué publicada recién el 17 de enero de 1919, 
o sea, después de expedirse d boleto de embarque y de haber 
zarpado los buques del puerto ya que ello tuvo lugar los días 
3, 6, 9, ny 14 de enero de 1919. Por esto ordena devolver 
S 66*50 (buque Heraldo); $ 636.98 (buque Orleans); pesos 
13.036.55 (buque Millias). y $ 13 9 '959 (buque Demerara) ; 
todo esto agregado al importe relativo al buque Malte, hace un 
total de $ 41.354.67 mi|n. suma ésta que la Nación debe devol- 
ver en concepto de impuestos de exportación ilegal e inconsti- 
tucional mente cobrados. 

3." Que la ley 10.349, sí bien publicóse en el Boletín Ofi- 
cial el 22 de enero de 1919, antes lo liabía sido en el diario 
"La Epoca' el dia 20 de enero (ver ejemplar de fs. 72) ; y, 
aunque pudiera discutirse extralegalmente la inconveniencia de 
su publicación anterior en un diario que no reviste carácter de 
publicación oficial, lo cierto es que ninguna disposición legal 
exige para la obligatoriedad de las leyes, que éstas sean publi- 
cadas en el Boletín Oficial. El articulo 2 dd Código Civil sók> 
ige su publicación sin indicar en qué forma debe ésta ba- 
se y ningún decreto puede válidamente establecer tina for- 
ma única bajo sanción de nulidad, desde que la ley — el Có- 
digo Civil — no la establece. 

El decreto feclia 2 (le mayo de 1893, dictado i>or el P. E. 
en acuerdo de ministros, establece que toda* las leyes y de- 
cretos se publicarán en el Boletín Oficial (art 1 ) ; que «los do- 
cumentos que en él se inserten serán considerados auténticos 
y obligatorios por el efecto de esa publicación (articulo 4) y 
que la publicación de los documentos deberá hacerse inmediata- 
mente que sean expedidos. Pero ese decreto, ni la ley sobre 
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organización de tos ministerios, invocados por el a quo, esta- 
Wccen ¡a no obligatoriedad de las leyes publicadas fuera del 
Boletín Oficial. El decreto no podía establecerlo atento lo dis- 
puesto en el art. 2 deJ Código Civil ; y la ley 3727 se limita a 
establecer en lo pertinente, que cada ministerio deberá interve- 
nir en la publicación de las leyes relativas a su despacho, pero 
nada dice que ésta deba hacerse en el Boletín Oficial, ni esta- 
blece que ese requisito es necesario para su obligatoriedad. 

Lo expuesto basta para considerar que la ley 10.349 fué 
publicada legalmente con anterioridad a la fecha en que se en- 
tregó el cumplido de! boleto de embarque de 4a carga que lle- 
vó el buque Malte, el cuat «arpó e1 día 22 de enero de 1918, 
o sea, dos días después <te publicada válidamente la citada ley 
10.349. Lo mismo ocurre con respecto a la carga del buque 
Monterroso que zarpó el dia anterior aparte de la razón aduci- 
da en la sentencia relativa a la falta de prueba en la estación 
oportuna, de la correspondiente protesta, pues el documento 
de fs. 126, presentado a esta Cámara extemporáneamente, no 
puede suplir a aquélla, atento lo dispuesto en los artículos 220, 
222 de la ley nacional de procedimientos. 

4/ Que los impuestos pagados por las cargas de los bu- 
ques Heraldo, Orleans, El Uruguayo, Mtlias y Demerara, 
con anterioridad al 17 de enero de 1919 en que se publicó la 
ley N # . 10646» la cual prorrogó hasta el 28 de febrero de 1919 
la ley de impuestos N* 10349 que caducó el 31 de diciembre 
de 1918, lian sido legalmente cobrados. En efecto, no sólo asi 
resulta del mismo vocablo "prorrogar", empleado en la citada 
ley» sino también del espíritu que la informa, que indudable- 
mente era el í'e establecer para los dos primeros meses de 1919 
los mismos impuestos que rigieron el año anterior. Prorrogar, 
significa efectivamente, alargar, prolongar, dilatar, extender; 
y no es necesario que se aplique a lo que existe o está en vigen- 
cia como lo expresa el Juez a quo sino que puede muy bien re- 
ferirse a lo que existió o estuvo en vigencia, tal como lia ocu- 
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rrido con la ley 10646 que prorrogó la impositiva N°. 10349, 
que estuvo en vigencia el año anterior. 

Nuestro parlamento prorroga continuamente las leyes im- 
positivas por medio de otras conocidas con el nombre de leyes 
de duodécimos, y casi siempre lo hace con posterioridad a la 
vigencia o a la caducidad de la ley anterior. La interpretación 
:let Juzgado justificaría, contra Ja voluntad del legislador, la 
devolución de todos los impuestos cobrados en virtud de esas 
leyes de duodécimos, las que. si bien producen consecuencias 
inconvenientes dd punto de vista administrativo, económico y 
financiero, no están prohibidas por cláusula alguna de la Cons- 
titución Nacional. Esta sólo prohibe la retroactivklad de la ley 
penal ; y la disposición del a*. 3*. del Código Civil que estable- 
ce que las leyes disponen para lo futuro, no sólo nada tiene 
que ver con las leyes impositivas sino que siendo ella solo pre- 
cepto de una ley tampoco puede impedir su derogación por el 
mismo poder que la dictó: el Congreso Nacional. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia de fs. 107 
y, en consecuencia, se rechaza la demanda, sin costas. 

Marcelino Escalada. — T. Arias. — B. A. Nasar Ancho- 
rena. — /. P. Lnna. 
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Y Vistos: el recurso extraordinario intet^mesto y conce- 
dido contra sentencia de la Cámara Federal de Apelación de 
la Capital en el juicio seguido por el Frigorífico Armour de 
lata contra el Gobierno de la Nación, por devolución de 
impuestos de exportación y estadística. 



Y Considerando 
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Que la acción <le repetición ejercitada en la litis ha com- 
prendido las dos cuestiones siguientes; i*, son indebidos los 
impuestos de que se trata, cobrados en virtud de la ley 10349. 
1, r razón de que, si bien fué publicada en tiempo, a los efec- 
tos del caso, en un diario de esta capital, no lo fué en las mis- 
más condiciones en el Boletín Oficial; 2*. procede igualmente 
1¡, repetición de tos impuestos de dicha ley 10349 percibidos en 
el caso de autos en el intervalo que inedia entre la caducidad 
de la mis:na y la promulgación de la ley 10646 que la prorro- 
gó, por cuanto esa prórroga no implica atribuir a aquélla efec- 
to retroactivo. 

Que la primera de estas proposiciones no plantea cuestión 
alguna de carácter federal. La oportunidad en que la ley haya 
sido publicada en tos diarios o en el Boletín Oficial, la fecha 
en que se entregara el cumplido del boleto de embarque de la 
carga y la en que zarpó el buque, asi como la relación circuns- 
tancial de esos factores de tiempo y forma para determinar si 
procede o no el cobro del impuesto, son antecedentes de hecho 
y de prueba que no pueden examinarse en un recurso de puro 
derecho federal como es el extraordinario intentado, y en con- 
secuencia lo resuelto al respecto por la sentencia recurrida, tie- 
ne en el caso los caracteres de una decisión firme e irrevisible. 

Que si bien dicha decisión no se limita a la apreciación de 
los hechos aludidos y hace también referencia al decreto de 2 
de mayo de 1893 y a la ley 3727. resuelve en realidad el punto 
por la interpretación y aplicación del articulo 2» del Código 
Civil, esto es. de un precepto de derecho común y por consi- 
guiente ajeno a los que jxieden fundar el recurso extraordina- 
! c, según es de ley y de reiterada jurisprudencia, consideracio- 
nes en cuyo mérito, sin duda, no se han invocado estos ante- 
cedentes al deducirse a fojas 150, la apelación extraordinaria 
para ante esta Corte. 

Que en cuanto a la segunda cuestión, reducida a su expre- 
sión concreta, consiste en establecer si eJ imperio de la ley 
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0646 -tiene o no efecto retroactivo a la fecha de caducidad de 
la ley 10349 y en la hipótesis afirmativa, si los casos en litigio 
están comprendidos o fuera del alcance de dicha retroactividad. 

Que sea cual fuere el acierto o la impropiedad con que se 
aplica el término "prorrógase", cuando como en el caso media 
una solución de continuidad entre la nueva ley y la que ha ca- 
ducado — cuestión ésta extraña a la misión de los jueces, que 
no están llamados a corregir las leyes ni a enmendar el léxico 
de los otros poderes, — es lo cierto que en la situación plan- 
teada, la interpretación que corresponde no es la que pueda de- 
lirar de deten ni nados ápices gramaticales, sino de] propósito 
razonable y manifiesto del legislador que no es licito suponer 
fuera el de paralizar por más o menos tiempo la administra- 
ción pública del Estado mediante la caducidad de las leyes de 
gastos y recursos. Con prescindencia, pues, de conveniencias 
fiscales o de otro orden y con sujeción estricta a un criterio de 
ajeno en absoluto a otro móvil que no sea el de la 
y la justicia, y atento asimismo a que sin esta interpre- 
el vocablo * prorrógase" carecería en el caso de signifi- 
cación común y de sentido jurídico, es forzoso concluir que la 
prorrogación que sancionó la ley 10646 fué con el efecto retro- 
activo consiguiente al régimen de la ley 10349, toda vez que co- 
mo queda dicho no es presumible ni se justificaría el designio 
preceden te m en te aludido de entorpecer o anular resortes pri- 
mordiales en la vida civil de la Nación. 

Que en estas condiciones, no es dudosa la eficacia legal 
con que se ha practicado en los casos en litigio el cobro de los 
impuestos de referencia, porque la prórroga con los efectos 
que se le han atribuido por el Congreso en ejercido de eviden- 
tes facultades, importa establecer, sin discontinuidad, la vigen- 
de la ley 10349 por todo el tiempo que determina la ley 
término dentro del cual se han percibido los impuestos. 

Que no puede ser óbice a la legitimidad de dicha percep- 
ción impositiva el derecho que alega la demanda y que consis- 
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tiria en poder exportar sin pagar impuestos mientras se tra- 
mitaba la sanción de la ley respectiva, derecho, interés o facul- 
tad que si ha existido, no derivaría de un contrato, de una ley, 
de una sentencia o de otro acto jurídico; que no habría consti- 
tuido propiamente dkho un bien patrimonial o una propiedad 
en el sentido constitucional, y que por consiguiente el legisla- 
dor ha podido dejar sin efecto por el imperio de una nueva ley 
o la vigencia de la anterior prorrogada en los términos de re- 
troactivklad expresada. No se trata, pues, en el caso, sino de un 
mero derecho en expectativa al que no es posible atribuir ca- 
rácter definitivo y. que por lo demás estaría en el sub lite regi- 
do por d principio según el cual nadie puede adquirir dere- 
chos irrevocables contra una ley de orden público (Código Ci- 
vil artículo 5 o ). 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia apelada 
en la parte que ha podido ser materia del recurso. Notif íquese 
y devuélvanse al tribunal de procedencia donde se repondrá el 
papel. 

A. Bermejo. — J. Figuooa At.- 
corta. — Ramón* Méndez. — 
Roberto Repetto, — M. Laü- 

RENCEKA. 



Señores Ghirardi y Serra contra el Ferrocarril Buenos Aires 
al Pacífico, por devolución de fletes. 

Sumario: í* Procede el recurso extraordinario del artículo 
14, ley 48, contra utia resolución de última instancia con- 
traria a un derecho fundado en el decreto reglamentario 
de la Ley General de Ferrocarriles. ( En el caso, se con- 
trovertía la inteligencia del artículo 222 de dicho decre- 
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to relativo al tiempo en que deben ser transportada* las 
cargas). 

2." El Poder Ejecutivo tiene autoridad para determi- 
nar el tiempo en que se ha de operar el transporte de 
mercaderías por ferrocarriles y, por lo tanto, es válido 
el reglamento general de los mismos aprobado por decre- 
to de 10 de septiembre de 1894. 

3. De los términos del precepto establecido en el ar- 
ticulo 222 de] decreto reglamentario de la I*ey General 
de Ferrocarriles, se infiere que el tiempo normal acor- 
dado a las empresas ferroviarias para el transporte de 
la carga es el que resulta de la acumulación de los diver- 
sos factores enumerados en el mismo, que podrían de- 
signarse bajo los nombres de distancia o recorrido, em- 
palmes, trasbordo y entrega, sin que ello implique, por 
cierto, admitir la existencia de plazos independientes pa- 
ra cada una de las operaciones designadas, sino, por el 
contrario, un plazo total para el transporte considerado 
en su acepción integra!, esto es, para la ejecución de to- 
dos los actos indispensables para poner los efectos a dis- 
posición del destinatario, plazo que constituye. «un todo 
indivisible dentro del cual puede actuar libremente el aca- 
rreador. En consecuencia, la división de ese término glo- 
bal importa una evidente violación de la letra y espíritu 
de la referida disposición del Reglamento General. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 



SKfiOK JUfiZ DB COMERCIO 

Wmm Alftt, Novkitot 7 * 1*5. 

Y Vistos; 

Para dictar sentencia definitiva en los presentes autos, 
•ta: 
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Primero: Que a fs. 39. se presenta Pedro San* por los 
señor Ghirardi v Serra. demandando a la empresa del Ferro- 
carril Buenos Aires al Pacifico, para que se le condene al 
de la suma de un mil seiscientos sesenta y dos pesos con 
cnta v un centavos moneda nacional con intereses y cos- 
tas en concepto de devolución de fletes por retardo en los 
transportes que se edifican en la planilla que acompaña. 
U devolución está calculada de acuerdo con la fórmula 
..sagrada por la jurisprudencia 2 T : F :: R : X. sin in- 
cluir las 48 horas, destinadas a la entrega de la carga confor- 
me a lo resuelto por los Tribunales en el caso Choren contra 
d Ferrocarril del Sud. Justifica los fletes pagados con los 
recibos que se acompañan y funda su derecho en lo» arte. 
tf>2, 187, 188 del Código de Comercio y concordantes de la ley 
y reglamento de ferrocarriles. 

Segundo: Que a fs. 5*. la empresa demandada contesta 
la demanda presentando una planilla de los transportes real- 
zados, y sus respectivas demoras, con la proporción de flete 

que en la cantidad «le $ •15**4 •»!«> 0,rece W a los act °" 
res. Rechaza todo» los pumos de la demanda que no acep- 
ta en la contestación, corno asi también la deducción de la» 
48 horas de la fórmula consagrada por la jurisprudencia. En 
este sentido pide se liaga lugar, con costas, por la plus pelillo 
de los actores, a lo solicitado por la empresa demandada. 

Tercero: Que a fs. 55 los actores prestan su conformidad 
con los datos que ofrece la empresa en las planillas de fs. 44 
v 4 s en cuanto a la demora de cada transporte, pero mantie- 
nen su disidencia con respecto a la fórmula de devolución, 
que del*rá excluir las +8 horas para la entrega de la carga. 

Cuarto: Declarada la causa de puro derecho, las irartes 
alegaron a fs. 57 >' «*• "3- dictándose la providencia de autos 
para sentencia (fs. 66 vueha). 



Y Considerando: 
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Primero: Que existiendo conformidad de las partes con 
respecto a los transportes realizados por la empresa demanda- 
da y a las demoras en que incurrió d porteador, de acuerdo 
con las planillas de fs. 44 y 45, la única cuestión discutida 
los autos es, si a los efectos de determinar la proporción 
que corresponde devolver a los actores, debe compu- 
el plazo de 48 horas de que dispone la compañía deman- 
dada para la entrega de la carga. 

Segundo: ES art. 188 del Código de Comercio textual- 
mente estatuye: "En caso de retardo en la ejecución del trans- 
porte por más tiempo del establecido en el 
perderá el porteador una parte del precio del tram 
porcionado a la duración del retardo y el precio completo dd 
transporte si el retardo durase doble tiempo del establecido 
para ta ejecución del mismo". Ahora bien; en su segundo 
apartado el art. 187 a que se refiere la disposición transcrip- 
ta, fija el tiempo de ejecución del transporte en los siguien- 
tes términos: "Los ferrocarriles deben hacer los transportes 
de mercaderías en un ténnino que no exceda de una hora pa- 
ra cada diez kilómetros o por la distancia minica que fijare el 
poder administrador, contando desde las doce de la noche dd 
día de recibo de la carga 11 . 

La disposición anterior es bien explícita en cuanto esta* 
que se entiende por ejecución de transporte, aplican- 
términos al "tiempo de recorrido de la distancia entre 
expedidora y la destinataria". Y excluye expresa- 
;! plazo de ejecución «1 que se refiere a las otras di- 
de transporte, como resulta dd mismo precepto le- 
citado, que reserva a las operaciones de la expedición d 
tervalo de tiempo que corre desde d momento dd recibo 
la carga hasta las doce de la noche de ese día. 

El reglamento general de ferrocarriles siguiendo la nor- 
ma de aqudlos preceptos legales, ha mantenido la distinción 
entre tiempo de ejecución del transporte y el tiempo suple- 
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nemario para responder a empalmes, trasbordo y entrega de 
la carga. Como consecuencia de ello, y de acuerdo con la de- 
legación que al poder administrador ha conferido el art. 187, 
e¡ 222 del reglamento ha fijado la tabla de tiempos referen- 
tes a las horas en que se recorrerán las distancias, y entera- 
mente por separado ha estatuido sobre los tiempos adicionales 
«re los que se fijan las 48 horas para la entrega de la car- 
Estos últimos planos están reglamentados en mérito al 
apartado del art. 187, pero no pertenecen al tiempo 
ejecución del transporte propiamente dicho. 
Tercero: De las consideraciones anteriores cabe forzosa- 
...'«e admitir que todo transporte comprende dos términos: 
ino destinado a la ejecución del recorrido, y el otro, al de las 
^raciones suplementarias. Y cabe también admitir que 
cuando el art. 188 habla de retardo por más tiempo del es- 
tablecido en el artículo anterior, se refiere lógica y estricta- 
mente, al término de ejecución del transporte en el recorrido 
de la distancia. 

Por consiguiente, a los efectos de fijar el flete o parte 
del mismo, que deberá devolverse en proporción del retardo, 
no puede incluirse el término de 48 horas destinadas a ope- 
raciones de la entrega de la cosa y no a la ejecución del trans- 
porte. 

Cuarto: Aceptar la solución contraria que invoca la cm- 
l>resa demandada importaría conceder, en gran parte de los 
transportes que se realizan en nuestro país, un plazo amicho 
mayor para la entrega de los efectos que para el transporte 
mismo, como sucedería tratándose de distancias cortas, Jo que 
identementc no contempla la disposición legal, ni su propio 
espíritu. 

En apoyo de la interpretación sostenida en los conside- 
randos anteriores por este Tribunal, puede citarse el decreto 
del Poder Ejecutivo del 15 de septiembre de 1916. q"« acla- 
rando el de agosto 14 de 1914 que había duplicado los tiem- 
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pos del art. 222 del reglamento, dispuso que esa 
era tan sólo para los tiempos fijados en. la tabla exclusi 
tc f es decir, los términos de ejecución, y no para los plazos 
adicionales. 

•Quinto: Ia indivisibilidad en los plazos para los trans- 
portes no sería tampoco un argumento real. Es cierto que 
Ja sanción del art» 188 del Código d< Comercio no puede ha* 
cerse efectiva sino después de transcurrido el conjunto de 
plazos que indica el art. 222 del reglamento de ferrocarriles, 
y que mientras el transporte se efectúe en condiciones norma- 
les, poco interesa que el porteador emplee en su ejecución 
tiempo reservado a la entrega, siempre que éste pueda rea- 
lizarse en término legal. Pero, ocurrida la demora, la divi- 
sibilidad de los términos reaparece íntegramente en las for- 
mas señaladas por la ley y el reglamento, puesto que tampo- 
co podría negarse que existiera dificultad alguna en estable- 
cer, qué cantidad de tiempo excedió el porteador en la eje- 
cución del contrato. 

Por otra parte, la sanción del art. 188 que juris et de jure 
se aplica al acarreador por incumplimiento del plazo fijado 
por la ley, tiene por objeto, no solamente amparar a los car- 
gadores que en otras condiciones quedarían sometidos a mer- 
ced exclusiva de las empresas, sino también que persigue el 
cumplimiento de las disposiciones del poder administrador, en 
bien del servicio público y de su buen funcionamiento. Esta 
circunstancias impide que *a empresa demandada limite su res- 
ponsabilidad, atribuyéndose una proporción de tiempo por de- 
más favorable, para determinar la devolución del flete como 
consecuencia del retardo. 

Sexto: Por ultimo, no puede servir de apoyo a la pre- 
tensión de la empresa demandada, el antecedente de la ley 
italiana» cuya disposición legal concuerda con la nuestra. 

En primer lugar, los servicios ferroviarios están organi- 
zados de distinta manera y el término fijado para la entrega 
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<!e los efectos varían según la rapidez del transporte que se 
efectúa, mientras que por el reglamento, argentino, el tiempo 
es uniforme para todos los casos. En segundo lugar porque 
la jurisprudencia y la opinión de los autores italianos es con- 
tradictoria sobre la materia (Marchesini, Nos. 253 y 503: Gas- 
ea. N.° 386, tomo II). 

Por estos fundamentos, fallo en definitiva los presentes 
autos : haciendo lugar a la demanda de f s. 39. en consecuencia, 
condeno a la empresa dd Ferrocarril Buenos Aires al Pací- 
fico, a que pague dentro de diez días los fletes que se especi- 
fican en las planillas de fojas 44 y 45 de estos autos, pro- 
porcionalmente a las demoras allí indicadas, debiendo excluir- 
se de la fórmula 2 T : F :: R : X, d término de cuarenta y 
ocho horas destinadas a la entrega de la carga; con intereses 
desde el día de la notificación de la demanda, al tijo que cobra 
el Banco de la Nación Argentina, 

Y en mérito a la naturaleza de la cuestión decidida, or- 
deno que la» costas se abonen en el orden causado y las co- 
munes por mitad. 

F. Martin y Herrera. 

Ame nii : R. «/«• '/.«i iría. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA SECUNDA DE APELACIONES 
EN LO COMERCIAL 

En Buenos Aires a veinticuatro de julio de mil nove- 
cientos veinticinco, reunidos los señores Vocales en la Sala 
de Acuerdos y traídos para conocer los autos seguidos por los 
señores Ghirardi y Serra contra la Empresa del Ferrocarril 
Buenos Aires al Pacifico, por cobro de pesos, se practicó la 
insaculación que ordena el art. 256 del Código de Procedi- 
mientos, resultando de ella que debían votar en el orden si- 
guiente : Dres. Estrada, Padilla y Mcléndcz. 
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Estudiados los autos, la Cámara planteó la siguiente cues- 
tión a resolver: 

¿-Es justa !a sentencia de fs. 67 en cuanto ha sido ob- 
jeto del recurso de apelación? 

El doctor Estrada, dijo 

El recurso de que entra a conocer el Tribunal, se refiere 
únicamente a la inclusión del plazo de acuarenta y odio lloras 
concedidas para la entrega de los efectos transportados, en 
el tiempo del transporte a los efectos del cálculo del retardo. 

Como en varios casos tramitados en este úkimo tiempo, 
la empresa demandada pretende la inclusión de dicho plazo, 
mientras que la parte actora sostiene, de acuerdo con Ja juris- 
prudencia de! Tribunal, que dicha plazo no forma parte del 
tiempo concedido para e! transporte, sino a los efectos de* cál- 
culo del mismo, en condiciones normales; |«ro en caso de re- 
tardo sólo debe hacerse el cálculo de doWe tiempo, sobre el 
que corresponde al transporte y no a ja entrega. 

Esta es la verdadera interpretación que corresponde de 
las disposiciones vigentes, especialmente del art. 222 del decre- 
to reglamentario de la ley de FF. CC. y los de los arts. 187 y 
188 del Código de Comercio (véase el caso de Choren con el 
Ferrocarril del Sttd, "Gaceta del Foro", 16 de octubre de 
1920; y el de Mattar Salomón F. ton el F. C. C. Córdoba, 
de ocho de julio del corriente año. 

Por ello y los fundamentos del fallo recurrido, voto i>or 
la afirmativa. 

El doctor PadiUa. dijo: 

En el caso de Mattar S. F. "versus" F. C. C. Córdoba, 
recientemente fallado por el Tribunal, he dado extensamente 
algunas de las razones en que me fundo para opinar que el 
termino de cuarenta y ocho horas acordado a las empresas 
para efectuar la entrega de los efectos que transportan, no 



LA CORTE SUPREMA 



computarse para fijar la extensión del retardo a los efec- 
de la aplicación del att. 188 del Código de Comercio. 
Ampliando esa argumentación, cábeme observar sólo que 
la disposición dd art. 170 del Código de Comercio alrededor 
de la cual gira la primera paite del alegato de fs. 63, no pue- 
de, en manera alguna, a mi juicio, invocarse para considerar 
que la ejecución del transporte a que se refiere el art- 188 
ís el cumplimiento de las distintas obligaciones inherentes al 
itrato que lleva ese nombre. 

Como lo hace notar René Roger, profesor de la Univer- 
sidad de Lilte, en su "Manual jurídico de ios transportes", 
publicado en 1922, una cosa "es el contrato de transporte, con- 
que, como todas, puede ser generadora de daños y 
•r juicios y otra cosa es el transporte (págs. 5 y siguientes). 
10 son distintos los contratos de prenda, de hipoteca y de 
>. de la prenda, de la hipoteca y del mutuo* 9 . 

La sanción dd art. 188 está impuesta a la violación de 
la regla establecida en c* art. 178, sobre la manera como debe 
hacerse el transporte, porque lo que la ley quiere es que la 
conducción de mercaderías por ferrocarril se haga en la for- 
ma determinada por ella o por d poder administrador, y no 
en otra, lo que se explica por el carácter de monopolio y de 
rvicio publico que tiene el (transporte ferroviario. 

Por ello, adhiero el voto del doctor Estrada. 

Por análogas razones el doctor Meléndez se adhirió a 
los votos anteriores. 

Con lo que terminó este acuerdo que firmaron los señores 
Vocales doctores Estrada, Meléndez, Padilla. Ante mí: Alfre- 
do Fox. 

Es copia del original que corre a fs. 481 del Libro 30 C. 
de Acuerdos. 



Y Vistos 



or 




os del precedente acuerdo, se confif- 



ia apelada de fs. 67, regulándose 
ncuenta y veinte pesos moneda nacional, respectivamen* 
, ,os honorarios del doctor San Martín y apoderado Sanz, en 
instancia, y devuélvanse, previa reposición de sellos, den- 
tro de tres días, bajo apercibimiento de lo dispuesto por el 
artículo $3 de la ley 4128. — Alberto Estrada. — Pedro V. 
Meléndes. — £7. G. Padilla. — Ante mi: Alfredo Pox. 
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La procedencia del recurso extraordinario de apelación 
deducido por la Empresa del Ferrocarril Buenos Aires al Pa- 
cifico y acordado en la presente causa que por devolución de 
fletes le sigue don Ghirardi y Serra, ha quedado establecida 
por V. E. al resolver una causa análoga a ésta, registrada en 
la página 353 del lomo 114 de los fallos del Tribunal. 

La Corte Suprema dijo que la resolución denegatoria de 
un derecho fundado en un decreto del Poder Ejecutivo Na* 
dona! (se discutía, como en el caso de autos, la aplicación del 
artículo 222 del Reglamento General de Ferrocarriles), podía 
motivar el recurso del artículo 14 de la ley número 48. 

La cuestión de fondo que en el litigio se controvierte 
también la ha resuelto esta Corte Suprema en el falto cita- 
do, dejando fijada la interpretación y establecida la apt ka- 



Suprema Corte: 



troos Airo, Odsbrt « * \m 
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bitidad del referido art. 222 de\ reglamento al caso sub jud'tce 
en sentido contrario al resuelto en el fallo apelado. 

Remitiéndome a la doctrina de V. % que doy por re- 
producida por razones de brevedad, soy de opinión que co- 
rresponde revocar la sentencia en la parte que lia podido ser 
materia de recurso. 

Horario R. Lamia, 
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Air», NoviMtot H de 1925 



Vistos y Considerando: 



Que en apoyo de su derecho la empresa demandada ale- 
Iscle el comienzo del pleito que las cuarenta y ocho horas 
„ la entrega de las cargas acordadas por el artículo 222 
Reglamento General de Feirqcarriles forman parte inte- 
grante del término total concedido al porteador para efectuar 
el transporte, o sea para cumplir todas las obligaciones inhe- 
rentes a ese contrato y que dicho término no puede ser divi- 
dido en sus diversos compe tentes para investigar si las dis- 
tintas fases dd transporte han sido realizadas dentro de los 
plazos reglamentarios ni, por lo tanto, para establecer la ex- 
tensión de la responsabilidad del acarreador. 

Que habiendo recaído en la última instancia ordinaria 
,¿1 juicio, decisión adversa al derecho fundado en el men- 
cionado decreto del Poder Ejecutivo Nacional, pues la sen- 
tencia recurrida prescinde del recordado plazo de cuarenta y 
ocho horas al efectuar el cómputo de la demora y determinar 
las sanciones en que lia incurrido el ferrocarril por razón del 
transporte de las cargas de que se trata, el recurso extraor- 
dinario para ante esta Corte es procedente con arreglo a lo 
pn vqitundo en el artículo 14. inciso 3*. de la ley número 48 
y. en consecuencia, de acuerdo con lo pedido por el señor 
Procurador General, asi se declara. 
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Que en cuanto al fondo del asunto, corresponde, desde 
luego, dejar consignado que en ningún momento del juicio se 
lia cuestionado la validez del Reglamento General de Ferro- 
carriles, ni objetado la facultad del Poder Ejecutivo para fi- 
jar los tiempos o plazos en que deben efectuar los transpor- 
tes de cargas las empresas de ferrocarriles, facultad que, por 
lo demás, le ha sido expresamente atribuida por el articulo 
187, apartado segundo del Código de Comercio, y se halla 
reconocida con (oda amplitud» por decisiones reiteradas de es- 
ta Corte (Fallos: tomo 76, página 284, y tomo 114, pági- 
na 353)* 

Que la disposición reglamentaría cuya inteligencia se ha 
controvertido durante el pleito, establece que "Las cargas se- 
rán transportadas en el tiempo correspondiente a la siguien- 
te tabla, según las distancias Se agregará al tiempo es- 
tablecido en la tabla que antecede veinticuatro horas para ca- 
cmpalme, que cruce la carga, siempre que sea con vías de 
otras empresas, otras veinticuatro horas cuando se verifique d 
trasbordo por diferencia de trocha y cuarenta y ocho horas 
más faro ta entrega." 

Que de los términos del precepto que acaba de transcri- 
birse se infiere que el tiempo normal acordado a los ferroca- 
rriles para el transporte de carga es el que resulta de la acu- 
mulación de esos diversos factores que podrían designarse 
bajo los nombres de distancia o recorrido, empalmes, trasbor- 
do y entrega, sin que dio implique por cierto admitir la exis- 
tencia de plazos independientes para cada una de las opera* 
dones designadas sino, por d contrario, un plazo total para 
d transporte considerado en su acepción integral, esto es, pa- 
ra la ejecución de todos los actos indispensables para poner 
efectos a disposición dd destinatario, plazo que constitu- 
ían todo indivisible dentro del cual puede actuar libranen- 
e d acarreador. 

Que esta indivisibilidad dd término global no sólo se in- 
fiere suficientemente dd contexto dd artículo 222 dd Re- 
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glamento, especialmente de las palabras: "Se agregará al tiem- 
po establecido en la tabla, sino que además es un prin- 
cipio reconocido uniformemente por la doctrina de los trata- 
distas y por las decisiones de los tribunales, cómo puede ver- 
se en Vidari "Diritto Commerciale", cuarta edición, número 
3128 v siguientes; Vivante "Traite de Droit Commercial" ; 
ripia "Tratato di Diritto Conimcrriale". edición de 191 7, to- 
mo IV, número 630, 638 y 643; Josserand. "Les Transports", 
mimeró 547; Rene Rogcr "Trawsport$\ página 135; Lyon 
Cien «t Reanult, tomo III, número 778; en los autores y fa- 
llos citados en "Repertoire de Droit Francais", de Carpentier. 
V.* Chomin de Fea, número 3187. 3^3, 3364 y siguientes; y 
entre nosotros, en Siburu "Comentario del Código de Comer- 
cio Argentino*', tomo III, página 256. 

Que este principio de la indivisibilidad del término para 
el transporte ha sido desconocido por la sentencia apelada, la 
que para determinar la extensión del retardo en que había in- 
currido el ferrocarril y la sanción corresixmdientc, ha toma- 
do como ba9c o punto de partido sólo una fracción del tiem- 
po reglamentario, prescindiendo de las cuarenta y ocho ho- 
ras para la entrega de la carga, las que por expreso mandato 
del artículo 222 ín fute forman parte integrante del término 

^1 por teador para cumplir el contrato en 
todos sus aspectos. Se ha llegada il!>i a dividir PSf i¿ntHno^cm 
evidente violación de la letra y del espíritu de la recordada 
disposición del Reglamento General. 

F.n su mérito, se revoca la sentencia apelada en cuanto ha 
sido materia del recurso. Notifiquese y, repuesto e! papel, de- 
vuélvase. 

A. Bermejo. — J. Ficukroa Al- 
corta. — Ramón* Méndez. — 
Roberto Rkpetto. — M. Lac- 

REKCENA. 



fl) Nota: En la misma fecha se dictó igual resolución 



en Jas causas seguidas por don Jaime Aarón Rosas contra el 
Ferrocarril Central Córdoba; López y Cía., contra Ferroca- 
rril Central Argentino; De la Garma y Cía. contra el Ferro- 
carril Central Córdoba; Stic fe!, Carlos y Ubrico, contra el 
Ferrocarril Central .Yrgentino; Salomón F. Matar contra el 
Ferrocarril Central Córdoba; Lgrdizábal Hitos, contra el Fe- 
rrocarril Central Argentino; Narbakz, Salgado y Cía., con- 
tra el Ferrocarril de} Sud; José A. Paofctti contra el Ferro- 
carril Central Córdoba; Brattt Constantino contra el Ferro- 
carril Central Córdoba, y Castro Rodríguez y Cía. contra el 
Ferrocarril del Oeste, sobre devolución de fletes pagados; y, 
en el mismo sentido en los recursos de hecho deducidos por 
«á Ferrocarril del Sud en autos con Juan y José Montaldo; 
Francisco Carreara; Garriz Hitos.; Isidoro Uargues, y seño- 
ves Verde, TomeJli y Cía., sobre cobro de pesos. 



Don Manuel V. Mattrc contra ta Compañía Francesa de Fe- 
rrocarriles de Santa Fe, sobre restablecimiento de servi- 
dumbre de tránsito. 



Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 
14. ley 4 8. en un ca so en que por no haber sido invoca- 
da, concretamente, ninguna dispostdflh dé }a5~teyer~tr 
reglamentos nacionales que sustraiga a los ferrocarriles a 
la disposición del articulo 3073 del Código Civil en que 
los tribunales locales fundaran su pronunciamiento, no 
argüida de inconstitucional, la cuestión sometida a la de- 
cisión de la Corte Suprema quedó reducida a ta mera in- 
terpretación y aplicación hecha por dichos tribunales, de 
disposiciones de derecho común y de prue 




o: Lo explica el siguiente; 



su 
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FALLO DE LA COBTE SUPREMA 



Aim,HtirMlf«27 4t 1R6 



1- 



Y Vistos: Considerando: 



Que esta «usa ha versado sobre el derecho del deman- 
dante para exigir de tos ferrocarriles de Santa Fe el resta- 
blecimiento de un paso a nivel construido sobre sus vías, sig- 
no aparente d- una servidumbre de transito destinada a im- 
pedir la cl&u'4..£ e irieomunicación en que vino a qa^ai res- 
pecto de. camino públko, una de fe* dos fracciones de pru- 
del actor a raíz de la expropiación. 
Que las sentencias de primera y segunda instancia, apli- 
cando e interpretando los artículos 3038 y 3073 del Código 
Xvíl, después de establecer la exactitud de los hechos invo- 
_ados por d actor respecto del encerramiento del tcneno y 
su falta de acceso al camino público, han declarado la obliga- 
".. en que se encuentra la Empresa demandada de restable- 
\ a su costa, la servidumbre de tránsito materia del juicio. 

Que la empresa demandada para snttemrr la inexistencia 
de la servidumbre, se ha fundado en Jas constancias del ini- 
cio de expr tnivión anterior y en la interp retación oj 
_UlH .Manumito itof wl iilUlll» h l Hrl i impu Civil. Y 
al .merponer el recurso de apelación !ia exptesado que "si se 
admitiera que tos derechos, exenciones y prerogativas de la 
Empresa del Ferrocarril que hemos invocado apoyados por 
las leyes especiales y la Constitución de la Nación, no fueran 
aceptados por el tribunal para revocar la sentencia apelada, 
se produciría el caso de que una autoridad de provincia des- 
conocería la validez de esas leyes y títulos y privilegios o los 
pondría en pugna con ella, aparte de que si se impusiera a la 
Empresa una servidumbre de tránsito sin indemiÉaación o 
sin sujeción a los reglamentos del caso, se iría contra las pre- 
rrogativas del articulo 17 de la Ccrn^naón''. 
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Que. entretanto en el curso del litigio no ha sido in- 
vocada concretamente, ninguna disposición de las leyes o re- 
glamentos nacionales que sustraiga a los Ferrocarriles a la 
disposición de* articulo 3073 del Código Civil cuando, como 
consecuencia <le una expropiación, se produzca la incomuni- 
cación de part* de un fundo respecto de la calle pública. An- 
tes bien, tanto el contenido del artículo 57, inciso i¿° de la 
ley M/ 2873, como el informe de la Dirección General de 
Ferrocarriles, al decir "que la necesidad de un paso a nivel 
particular puede resultar por los intereses de los propieta- 
rios de los terrenos que cruza el ferrocarril, debiendo, en es- 
te caso, .ponerse ellos de acuerdo con la empresa, ya que se 
trata de una cuestión de orden privado", admiten la posibili- 
dad de la servidumbre originada en el artículo 3073 del Có- 
digo Civil. 

Que la cuestión relativa a saber a quién corresponde la 
conservación de los pasos a nivel particulares y, por consi- 
guíente. la aplicación del decreto de 12 de abril de 190a» es 
extraña al presente juicio, pues lo único que se ha discutido 
en él es si corresponde o no el restablecimiento de la servi- 
dumbre de tránsito desconocida por el Ferrocarril. 

Que en estas condiciones, no Itabiéndose aducido la in- 
vnmtitucionalidad del articulo 3073 dd Código CivH, en el 
cual han fundado su pronunciamiento los tribunales ¡de la 
Provincia de Santa Fe, la cuestión traída a esta Corte queda 
reducida a la mera interpretación y aplicación hecha por aqué- 
llos de disposiciones de derecho común y de prueba, ajena, por 
consiguiente, al r^urso^xffiloiíUnario con arreglo a lo dis- 
puesto en la última parte del artic0fcF-+5-*J ley 48. 

Que el antecedente de jurisprudencia invocado en el me* 
morjal de fojas 291. registrado en el tomo 1 1 ¿página 59 de 
los Fallos de este tribunal carece de aplicación al cak>, no só- 
lo porque en el juicio correspondiente se bahía discutido el 
alcance del artículo 14 de la ley nacional N * 189, sino tam- 
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_ién porque no aparece del pronunciamiento que alguna de 
las tres fracciones en que, como consecuencia de la expropia- 
ción, fué dividida la propiedad, resultare incomunicada con el 
camino público. 

En mérito de estas consideraciones se declara improce- 
dente el recurso extraordinario. Notifiquese y «puesto el pa- 
pel, devuélvase. 

A. Bermejo. — J. Fic.ueroa Al- 
corta. — Ram6n Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. Lau- 

SEN'CEKA. 



Compaíiia Vitivinícola de Mendosa en el juicio por ejecución 
de sentencia seguido por los señores Gaicano y Vtüalonga 
contra ta Provincia de Mendosa. 

Sumario : i .• Las relaciones de derecho entre la Compañía Vi- 
tivinícola <le la Provincia de Mendoza y el gobierno de esa 
Provincia como liquidador de la expresada Compañía, car- 
go que tomó a mérito de las autoriacione» conferidas por 
la ley 759 y de la aceptación subsiguiente de la asamblea 
de accionistas, se encuentran regidas por las disposiciones 
del mandato (articulo 1870. inciso 3 o «M Código Civil) 
y por las particulares del Código de Comercio. En conse- 
cuencia, la expresada sociedad vitivinícola tiene persone- 
ría para deducir tercería de dominio en 'una ejecución se- 
guida contra el referido gobierno sobre un bien pertene- 
ciente a ella. 

2* Las escrituras públicas hacen plena fe de su conte- 
nido mientras no sean argüidas de falsas por acción civH o 
criminal. Artículos 903, 994 y 995. del Código Civil. 
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3. Conforme a los artículos 436 y siguientes del Códi- 
go de Comercio los bienes de la Sociedad Vitivinícola en 
liquidación, sólo pudieron ser recibidos por el Gobierno de 
Mendoza, para enajenarlos o arribar a una partición- 

4. La escritura pública relativa al convenio de liquida- 
ción no es el instrumento público de enajenación a que se 
refiere el artículo 2609 del Código Civil. (Faltaría la cosa 
y el precio, artículos 1323, 1326, 1349, etc., del mismo Có- 
digo, y la tradición translativa del dominio). 

5. Con arreglo al precepto del articulo 1361, inciso 4. 
del Código Civil, el Gobierno de Mendoza, en su calidaA 
de liquidador de Ja sociedad habría tenido incapacidad le- 
gal de adquirir los bienes comprendidos en el patrimonio 
de ésta. (Al liquidador le son aplicables las reglas del man- 
dato, articulo 1870. inciso 3. de dichd Código) . 

'Caso: Lo explica el siguiente: 



PAULO DE LA CORTE SUPREMA 

BtttftOt Airas, Noviembre 80 de IW 

Y Vistos, la j rusente tercería de dominio deducida por la 
Compañía Vitivinícola de Mendoza en el juicio por ejecución 
de sentencia seguido por Gaicano y Vitlalonga contra la Pro- 
vincia de Mendoza, de cuyo estudio resulta: 

Que a fojas 61 comparece don Ramón Aguírre por la 
Compañía Vitivinícola Mendoza en liquidación, pidiendo que 
en su oportunidad se haga lugar a la tercería de dominio que 
interpone ordenando la liberación absoluta de los bienes de 
aquélla» embargados en el juicio de la referencia, con costas, 
y expone: 

Que la sociedad aetora posee en la Provincia de Mendoza, 



fALtos m la corrí sumucma 

distrito de ta capital, una propiedad con edificios comprendida 
entre los limites que detalla, la cual hubo por dos títulos comi- 
óos otorgados por el Banco de la Provincia de Mendoza en 
u de octubre de 1917 y los señores Corradi y Barletti d 29 de 
mayo del mismo año. donde tenia el asiento de sus oficinas. 

Que el año 1919 el Poder Ejecutivo de la Provincia de 
Mendoza retiró su personería jurídica a la Compañía Vitiviní- 
cola obligándola a entrar en liquidación. Al mismo tiempo, por 
ley número 759 de 6 de noviembre de 1919. derogatoria de la 
yol que sirvió de base a la Compañía, se dispuso la interven- 
ción de »m libros v papeles, facultando al Poder Ejecutivo pa- 
ra encarnarse de ta liquidación si asi lo disponían los accionis- 
tas, en cuyo supuesto esa operación se realizaría por la níism* 
comisión creada por dicha ley — artículos 3, 4 y 5- 

("hie la propuesta legal referida fué aceptada por los ac- 
cionistas en asamblea extraordinaria del II de diciembre de 
19 J9 en la forma de un contrato, aún pendiente en parte, por 
fa'la de liquidación «le algunos bienes, entre ellos, los que son 
materia de esta acción. 

Que en febrero de 1923 y por ley núm. 810 los actos de 
liquidación se delegaron en la nueva comisión a que se refiere 
su articulo segundo; pero, como su mandato debía caducar en 
tocio* sus efectos el 31 de julio de 1924. (articulo 5), 1a inter- 
ven ctón Nacional designó con fecha 16 de diciembre de 1924 
na comisión interventora de las oficinas creadas por aquella 
ley, — facultándoseles posteriormente en forma expresa para 
defender los bienes, aún no liquidados, de ta Compañía Vitivi- 
nícola embargados indebidamente en el juicio principal. 

Oue tales bienes no pertenecen al deudor condenado en el 
jukict pues ta Provincia de Mendoza sólo ejercita sobre ellos 
el mandato a que se refiere el art. 434 del Código de Comercio, 
lo cual te impediría llegar a adquirirlos para si. articulo 13»». 
inciso 4.» Código Civil. 

Que es incierto que los bienes de la Cotnpañia están afee- 
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tados al pago de los créditos de los señores Gaicano y Villa- 
longa por las leyes 758 y 759. De la situación jurídica existen- 
te entre el Gobierno de la Provincia de Mendoza y la Compa- 
ñía Vitivinícola no pueden surgir, entre las partes, otros efec- 
tos que relaciones creditorias, aún ¡liquidas derivadas del cum- 
plimiento del mandato y extrañas a una acción no seguida y a 
un fallo no dictado contra la Compañía, y cuyos bienes tampo- 
co hubieran podido afectarse en garantía, sin anuencia de sus 
dueños; pareciendo además, inoficioso advertir que tales cues- 
tiones, de haberse suscitado, serían ajenas a la competencia de 
la Corte. 

Que la sentencia pronunciada contra la Provincia de Men- 
doza no puede tener efecto contra la actora y menos por acción 
indirecta sobre Menes suyos, respecto de los cuales mantiene 
todos los derechos inlierentes al dominio y posesión (artículos 
2446, 2461, 24ÍU, inoM) 2 .. 2506, 2507, 2508. 2510, 2513, 2516, 
etcétera del Código Civil) mientras no se liquiden por el Go- 
bierno en ejercicio del mandato contractual recibido. 

Que conferido traslado de la demanda y de su ampliación 
de fojas 65 al ejecutante y al ejecutado fué evacuado por el 
primero solamente a fojas 78. pidiendo el rechazo de la tercería 
con costas y cxfwme : 

Que los actores carecen de personalidad j>ara deducir la 
acción instaurada, pues los miembros de la comisión de vigi- 
lancia nombrados en la escritura de 29 de diciembre de 1919. 
son los únicos jx>sibles dueños y encargados |ior la Asamblea 
General extraordinario, del derecho de reclamar al gobierno li- 
quidador. 

Que esta comisión especial designada por la Intervención, 
no es la creada |x>r la ley número 810, y su misión única fue 
liquidar la comisión de Fomento y no puede abrogarse una mi- 
Mon extraña y absurda porque no se puede volver a liquidar 
lo, que ya lo esta, como en el caso de la Sociedad Compañía Vi- 
tivinícola Mendoza. 



rAIAOS DE LA CO«TE MJMMÍA 

Oue en la hipótesis de <ener personalidad los actores exis- 
tiría Tdentidad del ejecutado y del tercerista, pues sería la mis- 
ma persona jurídica, el Gobierno de Mendoza, el que acciona- 
ría como tercerista. 

Que la ejecución es título suficiente, pues diez meses de 
tramitación causan estado y crean una situación jurídica irre- 
vocable e inatacable para las portes intervinientes por «ñas que 
se desdoblen. 

Que la Compañía encomendó al Gobierno su liquidación 
total y definitiva haciéndole entrega inmediáta de todos los bie- 
nes por un precio y condiciones establecidas y en un plazo fijo 
y habiendo aquél cumplido con sus obligaciones sin redama- 
ción alguna desde la fecha de su liquidación, es él el único due- 
ño de las fincas embargadas aunque continúen inscriptas a 
nombre de la Compañía Vitivinícola- 

Qué abierta la causa a prueba (fojas 95 vta.) se produjo 
la que expresa el certificado de fs. lóo alegando sobre el mé- 
rito de la misma ambos litigantes, fs. tf>2 y fs. 176. Por reso- 
lución de fs. 179 se pusieron 

- 

Y Considerando: 

Que por contrato de 22 de noviembre de 1919 aprobado 
por la asamblea de accionistas, la Compañía Vitivinícola Men- 
doza encomendó al Gobierno de la Provincia su IjquWactór 
tal v definitiva en los términos prevenidos por la ley provi 
7S9 v i»>r el articulo 434 del Código de Comercio. En conse- 
cuencia, hízole entrega de "todos sus bienes, inmuebles, mue- 
bles, dinero, créditos y de sus libros y documentos, tanto de los 
«lúe el Gobierno sostiene ser propios como de todos los demás 
que n.. desconoce sean de la Co:wpañia". obligándose la Pro- 
vincia 'a pagarle sin condición alguna la suma de un millón 
ochocientos diecinueve mil ciento tres pesos con cincuenta y 
seis centavos, cualquiera que sea el resultado que arroje la h- 
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quietación 9 *» — convínose asimismo que "sí el resultado de la 
liquidación dejase libre el todo o parte de los fondos de previ- 
iión y de reserva, que importan cuatrocientos dSez y siete mil 
tenta y dos pesos con cuarenta y cuatro centavos moneda na- 
I, el Gobierno se obliga a pagar a los accionistas de la 
ípañia este valor hasta Ja sutna que resulte libre 9 '. Véase 
ios transcriptos en la escritura de fojas i. 

Que la asamblea de accionistas de la Compañía, con el fin 
vigilar el cumplimiento de la liquidación, instituyó una co- 
misión de tres socios titulares y suplentes y eb Gobierno de 
Mendoza a su turno, encomendó la liquidación de que se hacía 
cargo a la comisión organizada por los artículos 3, 5 y 6 de la 
ley núm. 759. Posteriomiente esta comisión fué sustituida por 
otra creada por la ley provincial núm. 810 (ait. 2.°), cuyo fun- 
cionamiento cesó el 31 de julio de 1924. por imperio del art. $" 
que asi lo disponía. 

Que no habiendo terminado su gestión esta última comi- 
sión, según asi resulta de la afirmación contenida en el decre- 
to dictado por el Señor Interventor Nacional, con fecha 16 de 
diciembre de 1924, procedióse por éste a constituir una nueva, 
compuesta por los señores, ingeniero Vicente Segovia, Manuel 
J. Ferrer y Agustín Vaquic, cuyas facultades fueron amplia- 
das por decreto de 15 de mayo de 1925, con referencia a los 
bienes de la Compañía Vitivinícola en liquidación, embarga- 
dos en el juicio principal y cuyo decreto fué todavía aclarado 
por uno posterior de junio trece del mismo año en el sentido 
de facultar a dicha comisión para realizar los gestiones con- 
ducentes al desembargo de los bienes de la Compañía Vitivi- 
nícola Mendoza en liquidación y no a un bien con exclusión 
de otro. 

Que son los miembros de esta comisión asi nombrada 
quienes han deducido la presente tercería de dominio y cuya 
personalidad es objetada por el ejecutante. 

Que en presencia de los antecedentes relacionados y de 
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principios <Ie derecho aplicables, es evidente que la referida 
excepción debe ser desestimada : a) porque no siendo posible 
desconocer el carácter de liquidador de la Compañía Vitiviní- 
cola que d Gobierno de la Provincia de Mendoza tomó a su 
cargo, en mérito de las autorizaciones conferidas por la ley 
número 759 y de la aceptación subsiguiente de la asamblea de 
accionistas, las relaciones de derecho entre ambos contratantes 
se encuentran regidas por las disposiciones del mandato (art. 
1870. inciso 3* Código Civil ) y por las particulares del Códi- 
go de Comercio. Y que la liquidación no ha concluido, se infie- 
re, en el caso, tanto de las afirmaciones formuladas en ese sen- 
tido por el decreto del Interventor Nacional designando la co- 
misión, con» del doble hecho de hallarse los inmuebles en po* 
der del liquidador e inscriptos en el Registro de la Propiedad 
;i nombre de la Compañía: 

b> Porque la expiración del término legal señalado a la 
comisión constituida por la ley provincial número 810. (cuyo 
articulo segundo comprendía tanto la liquidación de la Comi- 
sión de Fomento Industrial como» la Compañía Vitivinícola 
Mendoza ) sin hal)er cumplido sus fines, al menos» respecto de 
b última, habilitaba al Fodcr Ejecutivo provincial y en su ca- 
vu al señor Interventor Nacional para proveer lo conducente a 
fin de prevenir o aminorar las consecuencias legales que re- 
caerían sobre la Provincia en su calidad de liquidador, ya que 
como tal y con arreglo a lo dispuesto en el art. 44° «M Código 
dé Comercio "sería responsable a los socios de cualquier per- 
juicio que resultare a la masa común, de negligencia en el des- 
empeño de sus funciones, o ]*>r abuso de los bienes o ciertos 
de ta sociedad". Las facultades del Poder Ejecutivo para re- 
asumir las funciones de liquidador que la extinguida comisión 
ejercía en su nombre y designar una nueva, se hallan implíci- 
tamente autorizadas |»or la ley provincial núm../59 que f acui- 
to a aquél jara celebrar la convención sobre liquidación de los 
bienes de la Compañía, pues su no realización dentro de! plazo 
señalado al efecto mal podía producir la consecuencia de darlo 
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por terminada en detrimento de los intereses confiados al Po- 
der Ejecutivo y con olvido de las obligaciones emergentes de 
un contrato bilateral ; 

c) Porque la subsistencia del mandato que supone la de- 
signación de liquidador en el Gobierno de la Provincia de Men- 
doza, ha sido reconocido por el propio ejecutante, pues sólo en 
ese caso cabe atribuir a la comisión de vigilancia surgida de la 
asamblea facultades suficientes para deducir la presente ter- 
cería. La existencia de la nombrada comisión presupone, en 
efecto, la del liquidador. 

Que en cuanto al fondo de la cuestión, el examen de la 
prueba traída a los autos demuestra palmariamente que el do- 
minio de los inmuebles embargados corresponde a la Com|>a- 
ñía Vitivinícola Mendoza. Así se infiere de los testimonios <k- 
escrituras públicas agregados de fojas 18 a fojas 6b y de la 
inscripción en el Registro de la Propiedad de la Provincia a 
nombre de aquélla. 

Que tales instrumentos hacen plena fe de su contenido 
mientras no sean argüidas de falsas por acción civil o crimi- 
nal, cosa esta última que no se ha intentado en d curso del li- 
tigio, no obstante haberse afirmado que se trate de papeles sin 
valor alguno. Artículos 993, 994 y 995 del Código Civil. 

Que es inexacto que la propiedad de tales inmueL. 
sido trasmitida al Gobierno de la Provincia de Mendoza como 
consecuencia del convenio de liquidación suscripto entre ella y 
la Cotnpañia Vitivinícola el 22 de noviembre de 1919. DestíV 
luego, imrque tratándose de una liquidación los bienes sociales 
sólo pudieron recibirse |x>r la Provincia para enajenarlos o 
arribar a su partición, conforme a los artículos 436 y siguientes 
del Código de Comercio y esta conclusión se encuentra ratifi- 
por la segunda parte del convenio al establecer que "si el 
Itado de la liquidación dejare libre el todo o parte de los 
fondos de previsión y de reserva que implicaban cuatrocientos 
ñsietc mil setenta y dos i>esos con cuarenta y cuatro cen- 



tavos moneda nacional, el Gobierno se obliga a pagar a los 
miembros de la compañía este valor hasta la suma que resulte 
libre". 

Que de acuerdo con lo dispuesto por el art. 2609 del Có- 
digo Civil para que la Compañía perdiera por enajenación el 
dominio de los inmuebles de que se trata y la Provincia de 
Mendoza los adquiriera, hubiera sido indispensable que aqué- 
lla otorgara a ésta el correspondiente instrumento público se- 
guido de tradición. La escritura pública relativa al convenio 
de liquidación no es el instrumento público de enajenación a 
que la ley se refiere, desde que fuera de perseguir una finali- 
dad distinta, le faltarían los requisitos indispensables acerca de 
la cosa y del precio (artículos 1323, 1326, 1349» del Códi- 
go Civil) ; y la entrega de los inmuebles al Gobierno de Men- 
doza no tiene el significado de la tradición traslativa del do- 
minio» pues simploiiente ha respondido a la necesidad de po- 
ner en manos del liquidador los bienes respecto de los cuales la 
liquidación debía realizarse. 

Que. además, si según el- precepto del art. 1870, inciso 3. a 
del Código Ovil Ic son aplicables a las representaciones por 
administraciones o liquidaciones <ie sociedades las disposicio- 
nes del mandato, el Gobierno de la Provincia de Mendoza, en 
su calidad de liquidador habría tenido incapacidad legal de ad- 
quirir los bienes comprendidos en el patrimonio de la Compa- 
ñía, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1361, inciso 4. a 
del código citado. 

Que, la sentencia dictada en el juicio seguido por Galea- 
no y Villalonga contra la Provincia de Mendoza condenó a esta 
última a restituir a los primeros la suma de trescientos ochenta 
y odio mil trescientos diez pesos con sesenta y ocho centavos 
y el cumplimiento de ese pronunciamiento solo puede hacerse 
efectivo contra el patrimonio de la Provincia con entera inde- 
pendencia del correspondiente a la Compañía Vitivinícola Men- 
doza que no fué parte en aquel juicio. Y si, como se afirma, los 
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bienes do Ja nombrada compañía se encuentran afectados al 
pago de las devoluciones ordenadas por la semencia de esta 
Corte en mérito de disposiciones especiales de las leyes pro- 
vinciales números 758 y 759, no sería, por cierto, con el pedi- 
do de embargo, sino mediante ef ejercicio de la correspondien- 
te acción subsidiaria, ante la jurisdicción competente, que ha 
podido hacerse valer ese derecho de garantía. 

Que. por último» revistiendo en el caso la Provincia de 
¡a el doble carácter de entidad del derecho público y 
liquidadora de un patrimonio ajeno a mérito del convenio 
con !a Compañía Vitivinícola Mendoza, ella ha po- 
lo deducir en este último carácter y por intermedio de la 
ñon designada al efecto, la presente tercería. 

En mérito de estas consideraciones se declara procedente 
tercería deducida. Levántese, en consecuencia, el embargo 
ido a fojas 1578 de los autos principales, con costas. No- 
iquese y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta — Roberto Repetto — 
M. Laurenceka. 



Municipalidad de ta Capital contra el ferrocarril Central Ar- 
gentino, sobre reivindicación. Competencia negativa. 



Sumario ; Corresponde a la justicia federal el conocimiento de 
una causa sobre tm vindicación de una fracción de terre- 
no ocupada por un ferrocarril nacional con vías y cons- 
trucciones en una de sus estaciones, que la Municipalidad 
de la Capital procura recuperar a fin de dedicarla a calles 
públicas. (Si bien la causa comprendía cuestiones <|ue el 
derecho común prevé, no era posible examinarla y resol- 
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veda con prcSfcindencia y sin la interpretación y aplica- 
ción en lo pertinente de un decreto del Gobierno Nacional 
y le/es é*pSíiá¿cs dél Congreso, sobre concesión y explota- 
ción de ferrocarriles). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCÜRADÓR CBNfiRAL 



Suprema Corte: 



Bumm Alm. Ho.iwibrt 1S di IK6 



Con las actuaciones de tojas 52 a 57 de los autos "Munici- 
palidad de la Capital contra el Ferrocarril Central Argenti- 
no sobre reivindicación", tramitado ante el señor Juez de Pri- 
ora Instancia en Jo Civil de la Capital de la Nación, entien- 
do que ha quedado suficientemente planteada una contienda 
de conuxKencia negativa entre dicho magistrado y el señor 
Juez Federal de la misma Capital para conocer en la referida 
causa y en condiciones de ser dirimida por V. E. (art. 9 de la 

lev número 4055). 

La demanda entablada por la Municipalidad tiende a re- 
cuperar una fracción de terreno que actualmente ocupa para 
su servicio la empresa demandada en la estación Colegiales, 
con d fin de dedicarla a calles públicas y. según se despren- 
de de la Ordenan» Municipal transcripta a fs. 3- El Con- 
cejo Delibérame, al .iisporiír la apertura de dichas calles, or- 
denó al Departamento Ejecutivo exigiera de la empresa de- 
mandada la entrega de los terrenos necesarios y fijara a es- 
ta un término prudencial para el retiro de las construcciones 
que interceptan el trazado de las mismas caHes. 

Esas construcciones, según lo afirma la esrtpresa, las le- 
vantó como ampliación de la estación Colegiales, establecicn- 
do desvíos para los servicios de la misma. 

Es indudable, en presencia de estos antecedentes, que la 
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acción, aunque fundada en disposiciones del derecho común» 
si prosperase, puede llegar a perturbar la organizac-cn y fun- 
cionamiento de las vías férreas pudiendo llegar a afectar el trá- 
fico respectivo. 

Las resoluciones que en la causa se dicten no podrán ser- 
lo, por otra parte, sift que medie interpretación y aplicación 
de las leyes especiales y decretos sobre concesión y explota- 
ción de ferrocarriles. 

Todo eHo es materia federal cuyo conocimiento no co- 
rresponde a los jueces locales (articulo 2* 9 incisos i.° y 4. 
de la ley número 48, y doctrina de V. E. en los fallos: tomo 

9&1pá^na 366 y 137, página 113). 

Por lo expuesto, soy de opinión que la presente contien- 
da debe dirimirse en favor de la competencia de la justicia 
federal. 



Bmikw Aím. Notfmbrt 80 «e 19» 

Artos y Vistos: 

Los de contienda <le competencia negativa entre un Juez 
de Primera Instancia en lo Civil de la Capital y otro en lo 



Horacio R. Loneta. 
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Y Considerando: 



Que en cumplimiento de lo establecido en la Ordenanza 
transcripta en mitos, el representante legal de la Municipali- 
dad deduce contra el Ferrocarril Central Argentino demanda 
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«atnpa con vía» y «mantecón» en la hsüaaon lote* 
o,,» la acción entáblala « funda en principios > < ispo- 

Me la rexitncMn <é « l*'«**- « '»" to ? 'X' ™ 
'Andada „*iene la I--** * *" 
„,„,pe,encia de £ftft«* ,»e «» «£n» 

« <"> We " , ° N,K,,n,1,1 > „ £. contradictorios 

£ X^*E£Z>¿- " ^ cra * ienda ,te 

'""^T™ la, «d*~ «n «. el «* * plantea. m£ 

wmmm 

con lo decido por el art. 2.». incisos 3 4- 

número 48. . „, 

En su mérito, y dc acuerda oon te cl.ctam.nado por el 
gdJf Procurador ácnernl y la iterada 
£ Corte - casos análogos (Fallos: 

3O6; tomo .03. página .«'Momo .*>. WP« ^ W 
it*Í se declara que el conocimiento de esta cau 

TiTmSSS* «• S cW1 * * **** - te íür,ra 

ilc estilo. 

•A. Ukkmkio. - Roi»i»tO Ktíre- 
rm _ M. LAURENCÉrNA. 
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NOTAS 

Con fecha seis de noviembre de mil novecientos veinti- 
cinco» la Corte Suprema de conformidad con lo dictaminado 
por el Señor Procurador General, no hizo lugar a la queja 
deducida por don Julio Dunand en autos con el Fisco de la 
Provincia de Buenos Aires, sobre cobro ejecutivo de pesos, 
por resultar de los antecedentes remitidos por vía de infor- 
me, que el tribunal a quo. Cámara 2. a de Apelaciones de La 
Plata, se había limitado en su fallo, a aplicar leyes sobre im- 
puestos y disposiciones de derecho común y procesal que no 
aparecían impugnadas como contrarias a la Constitución Na- 
cional ; agregándose, además, que si bien era cierto que opor- 
tunamente se había. alegado la violación del derecho de defen- 
sa en el curso de los procedimientos de la ejecución, no ío 
era menos que cualquiera omisión en que se hubiera, incurrí* 
do al respecto, sería ineficaz para fundar el recurso extra- 
ordinario, desde que las resoluciones que se didtan en tales 
juicios no revisten el carácter de definitivas, indispensables 
a los fines del expresado recurso. 



fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Manuel Arias y don Juan José Prado, en autos con 
don Cayetano Luraschi, sobre desalojamiento, por resultar de 
la propia exposición de los recurrentes, qtie las decisiones re- 
caídas en el litigio, se habían fundado en disposiciones de de- 
recho común, contenidas en los Códigos Civil y de Procedi- 
mientos. — Hodo ello ajeno al recurso extraordinario, según 
lo estable el artículo 15 de la ley número 4*. «n su segundo 
apartado. 



3B0 
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En la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por los señores Blanch Hnos.. en autos con la Socie- 
dad Anónima "El Paraíso", (su concurso 4 !, sobre ejecución de 
hipoteca, dado que la sentencia dictada en el juicio ejecutivo 
había declarado que el acreedor hipotecario carecía de acción 
para exigir el pago de su crédito en razón de promediar Utis 
pendencia, circunstancia ésta que k> inhabilitaba por el mo- 
mento para aquel efecto; desprendiéndose, en consecuencia de 
lo expuesto, que la resolución recaída no era definitiva, por- 
que no terminaba el pleito ni impedía su continuación, desde 
que la propia ley procesal deja tanto al actor como al deman- 
dado su derecho a salvo para promover el juicio ordinario 
dentro del cual y más ampliamente puede discutirse el mis- 
mu punto. 



En nueve del mismo, la Corte Suprema, por los fundá- 
monos del dictamen del Señor Procurador General.no hizo lu- 
gar a la queja deducida por don Benjamín Hcrrán y Cía., ape- 
lando de una resolución de Aduana, por resultar de las cons- 
tancias de autos, que en la causa seguida contra los recurrente* 
por defraudación a la renta aduanera, se había discutido si d 
papel sobre el cual correspondía jwgar el impuesto respectivo 
era del clasificado como ])apel para diarios o ]>ara obras; y 
cualquiera que fuera ki sentencia definitiva dictada, no sería 
recurrible para ante el tribunal, dado que todo el litigio había 
versado o debido versar sobre ese punto de hecho y de prue- 
ba. (Art. 14. ley 48). 



Con fecha 9 de noviembre de 1925. f«é confirmada por 
la Corte Suprema 1a sentencia pronunciada por la Cámara 
Federal de Apelación de La Plata, la que confirmó, a su vez, 
la dictada por d Juez Letrado del Territorio Nacional del 
Chulwit, que condenó a Alfonso Sosa, a sufrir la pena de diez 
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y seis años de reclusión y pago de las costas procesales, co- 
mo autor del delito de homicidio peqjetrado en la .persona de 
Antiquc Aguirre, el día xo de enero del año I9«8, en el pa- 
raje denominado "Quichaura', jurisdicción de dicho terri- 
torio. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
l>or don L. Médici del Vasccllo, sus herederos, sobfc proto- 
colización de documentos, por resultar de la propia exposi- 
ción del recurrentes que el caso había sido resuelto por los 
tribunales ordinarios de la Provincia de Buenos Aires, por 
aplicación de una sanción penal derivada de la inobservancia 
de algunas disposiciones legales sobre la oportunidad en que 
deben protocolizarse determinados documentos relativos a las 
trasmisión hereditaria de bienes raices situados en dicha pro- 
vincia, — desprendiéndose de todo ello que el caso había si- 
do juzgado y resuelto mediante la observancia de disposición 
nes legales de derecho común y de procedimientos administra- 
tivo» locales, sin atingencia con cuestión alguna de carácter 
federal, no bastando la invocación de las garantías constitu- 
cionales que se citaban, por no guardar con la cuestión resuel- 
ta la relación directa e inmediata requerida por Ja ley y U 
constante jurisprudencia, (articulo 15, ley 48). 



Con fecha trece la Corle Suprema, de conformidad con 
lo dictaminado por el Señor Procurador General no hizo lu- 
gar a la queja deducida por doña Graciana U;o de Morolli. 
en autos con dos Mariano Paglictino, sobre desalo) amiento, 
por desprenderse de la manifestación del recurrente y de los 
autos agregados, que en la especie snb lite sólo se habían de- 
batido cuestiones de derecho común, fundándose la resolución 
recurrida en disposiciones contenidas en el Código Civil, to- 



(la vez que el Juez al resolver la apelación, declaró proceden- 
te la demanda, par cuanto estimaba que d contrato a que se 
refería el apelante habia caducado, — siendo todo ello ajeno 
al recurso extraordinario, según los términos del artículo 15 
de la ley 48; agregándose, además, que en el pleito no se ha- 
bia planteado cuestión federal alguna, ni cuestionado especial- 
mente la validez de la ley de alquileres, limitándose la sen- 
do! Juez a qno. a juzgar sobre la aplicación al caso <le 
recordada ley, que según reiteradas decisiones de la Corte 
iprema, es de derecho común. 



En la misma fecha, no se hizo lugar a la queja deduci- 
da por el procesado José Dofnínguez, por resultar de los pro- 
pios términos en que se fundaba la queja, que el recurrente 
había sido juzgado ante los tribunales de la justicia ordina- 
ria de la Capital en Ja causa que se le ha seguido por el deli- 
to de homicidio y que las resoluciones recaídas en la causa se 
habían basado en disposiciones contenidos en los Códigos Pe- 
nal y de Procedimientos, cuya interpretación y aplicación son 
al recurso extraordinario, según lo establece en su 
parte, el articulo 15 de la ley número 48 y la cons- 
tante jurisprudencia de la Corte Suprema; agregándose, ade- 
más, que a los efectos defl expresado recurso, no basta la sim- 
ple invocación de cláusulas constitucionales si. como ocurría 
cu el caso, no guardaban una relación directa c inmediata con 
las cuestiones planteadas. 



Kn la misma fecha se «declaró improcedente la queja de- 
ducida p<«r don Knrique Astengo en autos con don Pascual 
Caciro, sobre repetición de pago, por no aparecer que el pro- 
nunciamiento <le la Cámara Federal de .Apelación del Rosario 
fuera compatible con las conclusiones a que había llegado la 
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Corte Suprema, en el recurso que le fue traído precedente- 
mente y, además, porque el desconocimiento del derecho que 
el recurrente fundaba en la ley provincial de pavimentación, 
no iHiede dar nacimiento a una cuestión federa) a los fines 
del recurso autorizado jx>r el artículo 14 de ta ley 48 y 6/ de 
la número 4055; agregándose a mayor abundamiento — que 
según resultaba de la propia exposición del apelante, la sen- 
tencia se había limitado a aplicar el fallo dictado por la Cor- 
te Suprema en el mismo juicio, sin desconocer su validez y 
sin contrariar sus fundamentos, toda vez que dicho fallo ha- 
bía ya desconocido Ja eficacia del derecho que el recurrente 
había hedió valer en el juicio apoyado en las leyes locales, por 
lo que es también extraño ai recurso extraordinario, confor- 
me a lo reiteradamente resuelto. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por The National City Bank of New York, en los 
autos sucesorios de don Tadeo Fitzbei. sobre revisactón de sus 
libros, por resultar de la propia exposición del recurrente, que 
el tribunal a quo se había limitado a declarar improcedente 
una apelación interpuesta pana ante él, lo que importaba juz- 
gar de su propia jurisdicción con arreglo a las disposiciones de 
las leyes procesales de carácter local, que no habían sido im- 
pugnadas como contrarias a la Constitución, y cuya aplica- 
ción no podía, por lo tanto, ser revisada por la Corte Supre- 
ma en el recurso extraordinario, con arreglo a Jo dispuesto 
en el artículo 15 de la ley número 48 y a lo reiteradamente 
fesuelto. 



i 

En diez y seis del mismo la Corte Suprema, de conformi- 
dad con lo dictaminado por el Señor Procurador General, no 
hizo lugar a la queja deducida por la Administración de Jos 
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Ferrocarriles del Estado, en autos con don Ricardo Acttav; 
por daños y perjuicios, en razón de haber sido interpuesta 
fuera del termino señalado por el articulo 231 de la ley nú- 
mero 50 sobre Procedimientos Federales. 



En la misma fecha no se hizo lugar al recurso deducido 
por el subteniente Pedro V. Mórtola. en la causa seguida en 
su contra, por atentado a la autoridad, en razón de que como 
lo reconocía el recurrente, la prioridad atribuida a la Justicia 
Militar para el conocimiento de la causa, dependía de la com- 
jwtencia impugnada de ésta, que habia sido reconocida en los 
incidentes de habeas corpas y de competencia, resueltos por la 
Corte Suprema en la misma fecha. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por doña Paulina G. de Podestá en autos con doña Mercedes 
Gómez de Loumagne. sobre desalojamiento, por no aparecer 
de los términos en que se fundaba la queja, que se hubiese 
interpuesto ante el juez de primera instancia para ante la Cor- 
te Suprema el recurso extraordinario del artículo 14 d« la ley 
número 48, y que éste le hubiera sido denegado. 




Con fecha veinte fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de La Plata, la que condenó a los procesados Baltazar Del- 
gado v Antonio Medina, a sufrir la pena de quince años de 
reclusión, accesorios legales y costas* en vez de la de diez 
años de prisión que les fuera impuesta por el Juez Letrado 
del Territorio de la Pampa Central, como autores del delito 



D« JUSTICIA Df LA WACJÓN 



388 



de violación .perpetrados en las personas de Elisa Petan de 
Hirsch y su hija menor Catalina, el dos de marzo del año 
mil novecientos veintiuno* en jurisdicción del expresado terri- 
torio. 



En veintitrés del mismo no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don Luis y don Manuel Gutiérrez Barrera, en la 
tercería de dominio deducida en los aritos "Juan de Ibarlu- 
cea contra la Exportadora Argentina", en razón de que, se- 
gún las propias manifestaciones del recurrente, tanto el Juez 
de Primera Instancia como la Cámara, fallaron en contra de 
sus pretensiones, omitiendo pronunciarse sobre ék recurso ex- 
traordinario, respectó del cual guardaron silencio, por lo que 
debía considerarse que se le denegaba; — y, de acuerdo con 
lo dispuesto por los artículos 14 y 15 de la ley 48, el mencio- 
nado recurso debe interponerse con posterioridad ai fallo de- 
finitivo y el de queja motivado en la denegación de aquél, 
requiere una resolución expresa del tribunal en tal sentido, 
condición esta última que en el caso no se había cumplido. 



En veinticinco del mismo no se hizo lugar al recurso de 
hecho deducido por doña Angda Rey, en los autos seguidos 
l>or don Jorge Luis Roldan contra los señores Bravo y Coana. 
sobre tercería, por resultar de la propia manifestación del re- 
currente, que éste no es parte en el juicio en el que denuncia 
que se han comdtklo irregularidades relativas a la integración 
del tribunal, que sólo puede ser contraloreado por los mismos 
litigantes. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Angel Torres Moreno, por sí y como administrador 
de la sucesión de Ramón Moreno y otros, en autos con doña 
Felisa R. J. de Zabala, sobre cobro de pesos, en razón de que 
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el recurrente no habia íriícrpucsto el recurso extraordinari 
sino Jos de nulidad y apelación contra la sentencia de la Cá- 
mara Federal de la Capital y porque el articulo 18 de la Cons- 
titución, invocad», lo había sido extemporáneamente y no 
guardaba con las cuestiones debatidas la relación diredla e 
inmediata cjuc la ley requiere y. además, por no hallarse el 
caso comprendido en ninguno de tos previstos en los artícu- 
los 3 y 6 <k la ley 4055, ni en el 14 de la lev número 48. 



En veintisiete del misino se declaró improcedente la que- 
ja deducida por don José C. Suárez, en autos con doña Ade- 
la B. del Giudiec, sobre desalojamiento, por resultar de la 
propia exposición «leí recurrcrfte que cí juicio de desahucio 
que se le ha seguido, había sido fallado en las dos instancias 
ordinarias y, con arreglo a lo dispuesto en el articulo 5. de 
la ley 4055. "la Corte Suprema conocerá de tos recursos que 
se promovieran por retardo o denegación de justicia en las 
causas a que se refieren los artículos anteriores", y el litigio 
110 encuadraba en ninguna de las sát naciones previstas en 
aquéllos. 



En la misma fecha no se hizo lugar a ¡la queja deducida 
por don Alejandro Triaca en autos con Badaracco y Bardin, 
sobre falsificación de marca, por resultar deí informe remi- 
tido por la Cámara Federal de Apelación de la Capital, que 
la sentencia recurrida se limitaba a declarar, como fundamen- 
to de la decisión absolutoria recaída en tos autos menciona- 
dos, que no existia delito de parte de los querellados, a cuyo 
efecfto se tasaba en consideraciones <le hecho que escapan al 
recurso autorizado por el articulo 14 de la ley número 48: 
siendo de observar, además, que tas cuestiones relativas a la 
cosa juzgada, están regidas por los principios del derecho co- 
mún, extraños también al referido recurso extraordinario. 



DE j ÜSTICIA DE 

Con fecha treinta la Corte Suprema, de conl 
cío dictaminado por el señor Procurador General, «no "hizo 
lugar a la queja «leducida por Martín de Ja Torre, eti ía «Mi- 
sa seguida en su contra j>or homicidio, en razón de qtte, como 
lo hace constar la Sala de Apelaciones en lo Criminal de Cór- 
doba, "en «1 pronunciamiento recurrido» el tribunal ha hecho 
interpretación del articulo 71 del Código Penal", y — aten- 
to -lo dispuesto en la parte final del «articulo 15 de la ley nú- 
mero 48. no puede ser revisado por la Corte Suprema por 
vía del recurso extraordinario del articulo 14 de la citada ley. 



Don AH&l Grcgori contra ¡a Provincia de Buenos .tires, so- 
bre rescisión de contrato. 

Sumario: El Jerecho par» pedir la resolución del contrato a 
mérito de lo prevenido por el articulo 216 del Código de 
Comercio, fundado en d incumplimiento de las obliga- 
ciones a cargo <le la contraparte, no puede, válidamente, 
ser ejercitada cuando se demuestra que el propio solici- 
tante no ha cumplido, por su parte, las que el contrato 
le imponía. 



Caso: Lo explica el siguiente: 
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Buenos Atrtt. Dlcttmbte 2 <k m 



Y Vistos: 



Este juicio seguido por <lon An 8 cl Gregori contra ia 

Provincia de Buenos Aires, sobre rescisión de contrato, del 
cual resulta: 



Que a fojas 21 comparece el nombrado Gregori deman- 
dando a la Provincia de Buenos Aires "por rescisión de con- 
trato hecho indebidamente por dicho Gobierno, como se prue- 
ba con el testimonio del decreto acompañado", sin tener en 
cuenta que es la Provincia y no el actor quien lia faltado a 
las obligaciones convenida» en aquél y pide que se dicte sen- 
tencia dtdarando rescindido el contrato por culi» del Go- 
bierno, que no ha satisfecho las estipulaciones del mismo, con- 
denándolo a Ja entrega o recibo de todo el material fabricado 
conforme a las cláusulas 9 y 10 del pliego de condiciones, con 
más las indemnizaciones por daños y perjuicios que aprecia 
en la suma global de ciento setenta y seis mfl quinientos se- 
senta y seis pesos moneda nacional. 

Que en el capitulo correspondiente a los hechos expone 
a) que llamado «a licitación por el Gobierno de la Provincia 
demandada para la fabricación de ocho millones de ladrillos 
cincuenta mil tejuelas, el actor obtuvo la adquisición del 
tralia jo según pliego de condiciones y contrato suscripto en di- 
ciembre de 1920; b) que en febrero de 192 1 se comenzó ta 
fabricación, quedando apilados y quemados al pie de los hor- 
nos seiscientos mil ladrillos en el mes de abril siguiente, los 
cuales resultaron de tina medida menor a la especificada cu el 
pliego de condiciones, no obstante lo cual y después de cier- 
ros tramitaciones, se déclararon de recibo con una disminu- 
ción proporcionada en el preciu; c) que en agosto de 1921 
se concluyeron de cargar 29 hornos con un total de un mi- 
llón setecientos cuarenta mil ladrillos de las dimensiones con- 
venidas, dándose aviso al Gobierno para su inspección y re- 
cepción, sin que sucediera lo uno ni lo otro; d) que a los 
ocho meses de comenzada la fabricación el contratista tenia 
Jistos para sit revisión y entrega más de dos millones de la- 
drillos; e) que en el mes de diciembre de 1921 recién fué dis- 
puesto el recibo de los ladrillos correspondientes a la primera 
partida y el ¿7 de agosto de 1922 recibió el gobierno, según 
vales que se adjuntan, cuatrocientos nueve mil quinientos 
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ochenta y dos ladrillos, suspendiendo la inspección y recep- 
ción del resto de la partida so pretexto de no considerarlos 
de cal. 

Que el Gobierno, desde el mes de agosto de 1922 hasta 
la fecha de la rescisión del contrato no hizo más que obstaculi- 
zar la recepción y entrega del material en daño dd contratis- 
ta, no obstante lo cual ha dictado aquél el decreto de 9 de fe- 
brero de 1923 declarándolo rescindido. El demandante anali- 
za minuciosamente los numerosos considerandos del decreto 
con di fin de demostrar la justicia de su punto de vista y la 
sinrazón de aquéllos. 

Que para el cumplimiento del convenio firmó a su vez 
contrato con Ignacio Marozzi para la fabricación de los ocho 
millones de ladrillos; pero, suspendida ésta, el subcontnatrsta 
lo ha demandado por rescisión de contrato y daños y perjui- 
cios áltela justicia ordinaria. 

Que los perjuicios ocasionados sá suscripto por incumpli- 
miento del Gobierno a lo estipulado, consisten en el valor co- 
rrespondiente a la instalación de hornos? y materiales (trein- 
ta mil pesos) ; intereses durante dos años al ocho por ciento 
(cuatro mil ochocientos pesos); fabricación de dos millones 
doscientos mil ladrillos a veinte y tres pesos el malar (cin- 
cuenta mil seiscientos pesos), y los intereses (ocho mil noven- 
ta y seis pesos) ; gastos de cuidado, conservación de horno, 
personal, etc., durante un año (dos mil seiscientos ochenta 
pesos) ; lo dejado de ganar en seis millones de ladrillos no 
fabricados (cincuenta y cuatro mil pesos) y diferencia del 
mayor valor dd millar de ladrillos vendidos en plaza (veinte 
y seis mil cuatrocientos peses), esto es, en la suma global de 
ciento stítenta y seis mil quinientos setenta y seis pesos mo- 
neda nacional. 

Que el actor funda su derecho en los artículos 529» 530, 
533. $39. 540. 542, 543. 544. 545- 546. 553. 593. 604. 659, 663, 
1231, 1235 y 1670 del Código Civil, y arguye que si las con- 
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venciones forman para las partes una regla a la cual deben 
someterse, es indudable c|iie el demandado estaba obligado a 
recibir o rechazar e! material fabricado y puesto a su dispo- 
skión, pagando en el primer caso el precio en la forma y tiotn- 
jm> ¡jacto y en el segundo a reducir el materia) de acuerdo cotí 
] -i c'áusula décima del pliego de condiciones, y no habiendo 
realizado »i una ni otra cosa, carece de] derecho de rescindir el 
contrato por su sola voluntad. 

Que hubo desidia por parte del Gobierno de la Provincia 
h recibir los materiales, c interés en sus empleados en de- 
morarla, y además, que tanto las oficinas técnicas como su 
asesoría le aconsejaron su admisión, clasificando de buenos 
los ladrillos; 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, 
corrióse! fojas 39. traslado de ta demanda, el cual fué eva- 
cuado a fojas 50. por el representante de Jí* Provincia de Bue- 
nos Aires pidiendo el rechazo de aquélla; con costas, y ex- 
pone: 

Que conjuntamente con la demanda j* uresenu copia del 
escrito por el cual el mismo adtor, con fecha 3 de enero de 
■0*3. propuso al Poder Ejecutivo Ice rescisión del contrato 
i« indemnización de ninguna clase, para las partes y la com- 
pensación de los diez y ocho mil pesos recibidos por Gregp- 
ri con el material existente en el terreno, pisaderos, canchas, 
pozos, hornos, útiles y enseres de fabricación. 

Que fué a raíz de c¿*a presentación que el Poder Eje- 
cutivo, dictó el decreto de 3 de febrero de 1923. acompañado 
en copia i»or el actor, y según el cual se declara rescindido el 
contrato sin acqrtarsc 3a compensación ofrecida de los diez 
y ocho mil pesos recibidos con la entrega de k>s materiales 
existentes. Y como le fuera negada la reconsideración de aquel 
decreto, Grcgori demanda a la Provincia por daños y perjui- 
cios, (iuc estima en ciento setenta y seis mil quinientos se- 
tenta y seis pesos, nu obstante su propuesta de compensación 
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de los dieciocho mil 




los materiales y en- 



seres de fabricación. 

Que niega que el Poder Ejecutivo haya tenido culpa al- 
guna en d fracaso del contrato de Gregori, quien comenzó fa- 
bricando ladrillos que no eran de la calidad establecida y reci- 
biendo dinero adelantado para cumplirlo, sin que janás pudie- 
ra alcanzarse esa finalidad. Basta leer el decreto del Poder 
Ejecutivo declarando 4a rescisión del contrato para aceptar sus 
sólidos fundamentos y comprender hasta qué punto el' actor 
faltó a sus obligaciones. 

Que si bien en la demanda se trata de desvirtuar los fun- 
damentos de ese decreto se olvida que el mismo actor había 
pedido la rescisión, pero con la salvedad "sin indemnización de 
ninguna clase para las partes", quedándose él con los dieciocho 
mil pesos recibidos y d Gobierno con todo el material existen- 
te en el terreno. 

Que abierta la causa a prueba fojas 57, se produjo la que 
expresa el certificado del actuario de fojas 112 vta., alegando 
ambas partes sobre d mérito de ta misma y llamándose autos 
para definitiva a fojas 121 vta. 

Y Considerando: 

Que, aplicándose el contrato celebrado entre el actor y la 
Provincia demandad» a actos de comercio (artículo 8, incisos 
i." y 5." del Código respectivo), d pedido de rescisión formu- 
lado, por el primero sm cumplir con lo dispuesto por d ar- 
ticulo 1204 dd Código Civil, hállase fundado en los artículos 
216 y 6 del Código de Comercio, que rigen preferentemente los 
efectos nacidos de aquél y autorizan ai contratante a quien se 
ha faltado a optar entre forzar a la otra paite a la ejecución de 
la convención o a pedir la resolución con daños y perjuicios. 

Que esto sentado, todo el presente juicio gira alrededor 
fíe saber si, como lo afirma d actor, es realmente el GobieniP 
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de 1& Provincia de Buenos Arres quien lia faltado al cumpli- 
mento de las obligaciones que el contrato le imponía, y si es 
en esta circunstancia que ha de encobrarse la causa del ¡aíiiiii 
i miente de las correspondientes al primero. Para demostrar- 
lo el demandante ha producido la prueba testifical corriente de 
fojas 68 a fojas 88. y además la constituida por los expedien- 
tes administrativos agregados a los autos. 

Que de acuerdo con el artículo 19 del pleigo de condicio- 
nes la® obligaciones que tomaba a su cargo la Provincia de 
Buenos Aires y, por consiguiente, las únicas a cuyo cumpli- 
miento ha podido faltar, son: a) pagar los ladrillos fabrica- 
dos en las épocas estipuladas (art. 9), recibiéndolos dentro de 
los plazos señalados por el art. 8, es decir, quinientos mil den- 
tro del primer cuatrimestre de iniciada la fabricación y un mi- 
llón después de lo» odio meses; b) <lar ai contratista la ex- 
tensión de tierra necesaria para la fabricación del ladrillo y 
de la tejuela. 

Que el demandante sostiene que el gobierno de Buenos 
Aires no ha cumplido la primera de aquellas obligaciones, por- 
que no obstante tener liaos dos millones de ladrillos en el mes 
de octubre del año 192!. es decir, a los ocho meses de inicia- 
da la fabricación, recién se comenzaron a recibir en diciembre 
dd mismo año, no habiéndose entregado, por causas imputables 
a aquélla, taska el mes de agosto de 1922, más que cuatrocien- 
tos nueve mil quinientos ochenta y dos. 

Que las constancias de los expediente» administrativos so- 
licitados como prueba por el propio demandante acreditan (in- 
formes «fc \2 y 27 de diciembre de 192»)» q«* « ' a fec,,a lu- 
dida se habían fabricada como consecuencia de las dos únicas 
hornadas quemadas sólo un millón trescientos cincuenta mil 
ladrillos de los cuales resultó de recibo un número .muy infe- 
rior y, además, que en septiembre y octubre de 1921 el Gobier- 
no dé la Provincia había entregado al actor en concepto de las 
obligaciones emergentes dtíl contrato, la suma de diez y ocho 
mil trescientos ochenta y tm pesos moneda nacional. 
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Que la tesis del actor imputando a la Provincia falta de 
cumplimiento a la obligación de recibir los ladrillo:; en las fe- 
chas establecidas en el art. 8 del pliego de condiciones, sería 
Valedera si el Gobierno no se hubiera apresurado a pagar al 
contratista a cuenta del material que debia recibir, la suma re- 
contada de diez y ocho mil trescientos ochenta y un pesos con 
.-interioridad al vencimiento del -segundo cuatrimestre, es decir, 
antes de la fecha en que edtaba obligado a hacerlo, ya que 
habiendo resultado defectuosos, en cuanto a las medidas, los 
!a<lrillos de la primer hornada, su obligación acerca de éstos 
sólo nació a partir del momento en que no obstante aquella cir- 
cunstancia, resolvió admitirlos. 

Que la susodicha suma representaba aproximadamente el 
valor de los materiales en condiciones de recibo que el contra- 
tista poseía en los. hornos en el mes de octubre <lc 1921 ; a) 
porque de los quinientos ochenta mí ladrillos de la primera 
hornada y cuyas dimensiones resultaron menores a las prefi- 
jantes, en la cláusula 10.* del contrato, sólo fueron de cal dos- 
cientos ochenta mil. rechazándose trescientos mil. El valor 
asignado a esta partida de doce mil seicientos veinte (informe 
de diciembre 12 del año 1921 ), quedó, pues, disminuido en más 
de un 50 % pudiendo fijarse en seis mi! pesos; b) porque 
calculando a los setecientos setenta mil ladrillos de la segunda 
hornada una merma sódo del 20 % que es la habitual y co- 
rriente, como lo confirma el dicho de los testigos, d precio en 
lugar de ser el de diecisiete mil setecientos diez ¡lesos, que le 
atribuye el informe, sería sólo de catorce mil ciento sesenta 
y odio pesos. La realidad sobrepasa sin duda este cálculo, en 
el sentido de una merma mucho mayor, pues de no ser así, ca- 
recería de expiieación el hecho de que b Provincia sólo hu- 
biera recibido cuatrocientos nueve mil quinientos ochenta y dos 
ladrillo* hasta el momento de la demanda. 

Que si también se tiene en cuenta- que no se abonaba hasta 
el final del contrato y a modo de garantía el 10 % de los la- 
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drülos recibidos (cláusula 6"). como asimismo que la canti- 
dad de aquéllos en malas condiciones correspondientes a la se- 
gunda liorna excedía visiblemente al 20 % calculado (informe 
de 27 de diciembre), se arriba, sin dificultad, a la conclusión 
de que la suma de dieciocho mil trescientos ochenta y un pe- 
sos anticipada ai fabricante |x>r la Provincia rej)resentaba so- 
bre poco más o menos, el valor de los ladrillos en las condi- 
ciones del contrato. Y es <k toda evidencia, entonces, que Grc- 
gori no puede fundar en la demora incurrida por la Provincia 
la rescisión del contrato, puesto que aquélla le habia abonado 
el material que en realidad tuvo listo con antelación al mo- 
mento en que estaba obligado a recibirlo. 

Que a mayor abundamiento, cabe observar que el derecho 
para pedir la resolución del contrato a mérito de lo prevenido 
,h* él articulo 216 del Código de Comercio, fundado en el m- 
cumplimiento de las obligaciones a cargo de la contraiwrte, no 
puede, válidamente, ser ejercitado cuando se demuestra que el 
propio solicitante no ha cumplido por su parte las que el con- 
trato le imponía. 

Que el actor faltó, desde luego, a su compromiso de fa- 
f ricar ocho millones de ladrillos en el plazo de 22 meses a par- 
tir de dtóembre de 1920 (artículo 8), limitándose a quemar 
en ese tiempo las dos hornadas de que se ha hecho mérito, re- 
sultando infundada la razón dada, por él para justificar la pa- 
ralización de los trabajos, desde que, como se ha visto, la can- 
tidad entregada a cuenta por el Gobierno representaba aproxi- 
madamente el valor de los ladrillos en las condiciones del con- 
trato. Y. además, cabe observar sobre el particular, a) que el 
actor no tenia para entregar en el primer cuatrimestre ladri- 
llos con las dimensiones pactadas, pues la de tos fabricados 
eran menores; b) en lugar de los quimereo* mil de cal sólo 
resultaron doscientos sesenta mil ; c) y en el segundo cuatri- 
mestre en vez del millón de ladrillos de cal establecido por el 
artículo 8.". sólo habría tenido en condiciones de recibo seis- 
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cientos <lie2 y seis mil ; d) que no cumplió con ta obligación de 
transformar los ladrillos de media cal procedentes de la fábri- 
cación en polvo fino, pues quince meses después de iniciada la 
fabricación solicitaba al Gobierno la suma de cinco mil pesos 
l>ara "entregar el material fabricado y colocar máquinas para 
hacer el polvo de ladrillo". 

Que en las condiciones expuestas la rescisión impetrada 
sería improcedente por la doble ratón de que la demora im- 
putada a la provincia de Buenos Aires en la recepción de los 
materiales quedó subsanada por el pego anticipado y porque, el 
«ictor lia faltado, él mismo, ai cumplimiento de las obligaciones 
que el contrato le imponía. 

£n mérito de estas consideraciones, no se hace lugar a 
1a demanda. Notifiquese y repuesto el popel archívese. 

A. Bermejo. — J. Fxgueroa Ai*» 
cokta — Roberto Repetto — 

M. Laurexceka. 



Señores Louis Dreyfus y Cía., ofreciendo infórmadán sumaria 
a efecto de declarar adquirida la propiedad sobre el pontón 
"Flor del Plato?. 

Sumario: Una gestión judicial de información sumaria para 
acreditar la posesión de un buque, a fin de obtener un ti- 
tulo supletorio del Juzgado, con audiencia fiscal, no cons- 
tituye una causa propiamente dicha, en el sentido del ar- 
ticulo 100 de la Constitución, de la que, la justicia federal 
que es de excepción, pueda conocer con arreglo a lo dis- 
puesto en el articulo 2/ de la ley núrrtero 27 y la juris- 
prudencia al respecto. 

Cato; Lo explican las piezas siguientes: 
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VISTA DEL AGENTE FISCAL 

Buenos Airee, Julio 18 de 1025 

Señar Juez: 

El art- 9. inc. a) de la ley N\" 4°55 dispofle: "Qm la 
Suprema Corte dirimirá las cuestiones <lc com|ie:enoia (|uc se 
susciten entre la Cámara Federal y un Tribunal superior local 
de la Capital". 

Que esc es precisamente el ca.su contemplado en estas ac- 
tuaciones. Corresponde, pues, que una vez que se hayan jus- 
tificado los extremos a que se alude a fs. 29» se provea en un 
Lodo de conformidad como se solicita a f$. 36. 

Fernando CcrmcsonL 



AUTO DE I. INSTANCIA 

Bueno* AJrw. Septiembre 1° de IWí 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que según resulta del informe de fs. 40, la justicia fede- 
ral también se ha declarado incompetente para entender en 
un juicio de la misma naturaleza del presente; que aún alan- 
do no existe cuestión alguna de competencia, no queda otro 
camino que remitir estas actuaciones a la Suprema Corte de 
justicia para que resuelva en definitiva, aplicándose por ana- 
logía la disposición que contiene el art. 9.*, inciso a) de la ley 
4055. pues de lo contrario el demandante se vería privado de 
Tribunales ante quien liacer vaíler sus derechos. 

Por ello, remítanse los autos a la Suprema Corte de Jus- 
ticia, a los efectos consignados, con la nota de estilo. — D. 
González GvwtanJ. — Ante mí : Hernán Masektwts. 
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DICTAMEN Dfi!, SEÑOR PROCUKADÓR GENERAL 

Bniaet Airti. Oclubie ai de UftS 

Suprema Corte: 

En las presentes actuaciones sobre información sumaria a 
efecto de declarar adquirida la propiedad sobre el pontón Flor 
cid Plata, iniciadas por don Luis Dreyfus y Cía., ante el Juz- 
gado de Cometido de la Capital de la Nación, no encuentro 
que se haya trabado cuestión «alguna de competencia que auto- 
rice la remisión de los autos a esta Corte Suprema n los fines 
de lo dispuesto por el artículo 9-° de la ley 4055. 

La justicia local de la Capital se ha dedarado incompeten- 
te para conocer en la causa y tal resolución no ha sido cuestio- 
nada por otro Tribunal. No hay, pues, contienda, que pueda 
ser dirimida por V. E. en uso de la atribución que le da la dis- 
posición legal antes citada (107, 233; 115, 218; 121, 61, etc). 

Además, la sentencia recurrida tampoco puede venir ame 
la Corte Suprema por la apelación que autoriza el art. 14 de 
la ley número 48, por cuanto ella no ha denegado garantía fe- 
deral alguna. 

No obsta a ello la circunstancia de haberse tramitado an- 
teriormenlte ante la justicia federal las mismas actuaciones y 
haberse declarado ésta incompetente, ya que, como lo expresa 
el recurrente (fs. 29), tal declaración de incompetencia no se 
refirió a la materia de la causa como la producida por eJ Juez 
de Comercio y porque además la denegación del fuero federal 
en aquel expediente fpudo ser recurrida para ante esta Corte 
Suprema por el recurso extraordinario. 

Por ello y lo resuelto por V. E. (130, 151 ; 135» 322), soy de 
opinión de que no existe en estas actuaciones contienda de com- 
IKtencia que pueda ser dirimida por V. E. 

Horacio R. jarreta. 
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toctos Aire». Diciembre 2 de Ifftt 
Vistos y Considerando: 

Que -de catas actuaciones resulta que habiendo ocurrido a 
la justicia federal, d representante de Louis Dreyfus y Cia-, 
ofreciendo informaron sumaría con el fin <k que al aprobarse 
se declarara que sus representado» "merced al transcurso «leí 
lapso legal bao adquirido la propiedad del pontón "Fkw del 
Mata", se declaró la incompetencia dd Juzgado de acuerdo con 
el articulo 2. de la ley número 27, resolución que fué confir- 
mada ]x>r la Excma. Cámara Federal, fojas 40. 

Que habiendo ocurrido con el mismo objeto a la justicia 
comercial de la Capital, d señor Juez, invocando eS dictamen 
fiscal de fojas 22 y lo dispuesto en el inciso 9.*, artículo 2.* 
«le la ley número 48, declara también su incompetencia que es 
confirmada por la respectiva Cámara por los fundamentos de! 
dictamen fiscal de fs. 31, o sea, d inciso 9.', articulo a.° de la 
ley número 48 y fallo de esta Corte del tomo 58, página 315 

(fojas 33)- 

Que atento los antecedente consignados por d actor a fo- 
jas 29 relativamente a lo actuado ante la justicia federal y lo 
proveído por el señor Juez de Comercio a fojas 41 vudta, ele- 
vando los autos a esta Corte a los efectos dd articulo 9. de 
la ley 4055, se ha producido una contienda negativa de compe- 
tencia que, no obstante lo dictaminado por d señor Procurador 
General, corresponde a esta Corte decidir, según el inciso a), 
artículo 9.* citado. 

Que para dio corresponde tener presente que ta gestión 
iniciada por d representante de Louis Dreyfus y Cía. consiste 
en una solicitud de información' sumaria para acreditar la po- 
sesión del velero Flor del Plata, c fin de obtener un titulo su 
Cetario dd Juzgado, con audiencia fiscal. 
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Qúe no se traía así de una causa propiamente dicha, en el 
sentido del artículo 100 de k Constitución, sino de una de los 
juicios de jurisdicción voluntaria en los que, como se ha obser- 
vado, no hay cosa juzgada, ni litigio o contienda que divida a 
las partes y que kt autoridad judicial deba decidir, sino un pro- 
cedimiento que tiene por objeto el ejercicio de un poder tutelar 
o la conservación de un derecho (Jofré, "Manual de Procedi- 
miento", 3» edición, tomo III, página 302; De la Calina. "De- 
recho y Legislación Procesal", II, página 427). 

Que da justicia federal que es de excepción, debe limitarse 
a los asuntos contenciosos con arreglo a lo dispuesto en el ar- 
ticulo 2 a de la ley número 27 y la jurisprudencia al respecto 
(Fallos: «orno 30, página 389; tomo 46, página 311 ; tomo 70, 
página 193; tomo 73, página 366 y otros). 

Que no es contraria a esa limitación a la jurisdicción fe- 
deral del artículo 2 9 de la ley 27, la resolución que se cita del 
tomo 58, página 315, pues ella al denegar el pedido de entrega 
de un buque por la Subprefectara del Tigre, agregaba: "pu- 
liendo esta parte dirigir sus acciones en la forma y contra 
quien considere procedente", es decir, formalizando é juicio 
contradictorio ¡respectivo, que es precisamente a lo que se re- 
fiere el inciso 9\ articulo 2° de la ley 48, o se» "a las causas 
que se originen entre los propietarios o interesados de un bu- 
que, sea sobre su posesión o sobre su propiedad"- 

Por dio, se declara que el conocimiento de la presente in- 
formación sumaria corresponde a la justicia ordinaria de la 
Capital a la que se devolverán los autos, haciéndolo saber al 
señor Juez Federal en la forma de estilo. Repóngase el papel. 

A. Bermejo- — J. FiCuStOA Al- 
corta. — Roberto RbpWto — 
M. Lauiencena. 



aso 



fallos m la com wnauA 



Fisco Nacional contra don Luis Pastoriza, sobre cobro de pesos 

Stmatio : V Nadie, sin incurrir en negligencia, puede navegar 
orí los ríos sin tonar la precaución de proporcionar la fuer- 
za <lc tos elementos que emplee para la tracción, a las ne- 
cesidades dd tráfico (Artículo noo, Código Civil). 
2* la, pérdida de una ancla en un salvataje no debe figu- 
rar en el monto de Jos daños y perjuicios. (No se trata de 
un hecho que acostumbre suceder según el curso ordinario 
de las cosas. (Artículos yoi y 904. Código Civil). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑO» jVtZ FEDERAL 

B«eflM AJlW.PWtnib» 2* de 1918. 

■ 

Y Vistos: Este juicio seguido por el Fisco Nacional con- 
tra Luis Pastoriza, sobre cobro de pesos, del que resulta: 

Primero: Que en 22 de julio de 1920 se presentó el señor 
Procurador Fiscal fundando la acción en los siguientes hechos 
y consideraciones : 

a 1 F.l 25 de julio de 1919 una jangada de propiedad del 
demandado embistió la baliza luminosa del dique <lc la Que- 
l.rada frente al Puerto del Rosario, volcándola completamen- 
te y ^perfeccionándola en forma que su compostura lia obli- 
gado a| Gobierno a un desembolso de 5.594-32; 

b"> Según el sumario instruido por la Subprefcctura del 
puerto mencionado la responsabilidad del accidente es impu- 
table al reiiolcador "Aída E." que conducía la jangada: 

c) Funda su derecho en los arts. 1109. II 13 y correlativos 
del Código Civil y termina pidiendo se condene al demandado 
al pago de la <tima expresada con costos y costa*. 
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Segundo : Que siendo competente el Juzgado, se dio tras- 
lado de la demanda, siendo día contestada a fs. 10 por don 
José A. Gardey, con poderes al efecto, quién, para jiedir su 
rechazo, con costas, manifiesta: 

Que desconoce que o! accidente haya ocurrido por culjia 
fie la tripulación del remolcador de la jangada, habiendo ocu- 
rrido aquel por un caso de fuerza mayor, pues existían em- 
barcaciones mal fondeadas en el canal, lo que obligó a hacer 
una maniobra que ocasionó la avería de la boya. También des- 
conoce el monto del daño, siendo arbitrario e! cálculo hecho 
en la demanda. 

Tercero: Que abierta la causa a prueba, se produjo la 
certificada a fs. 14 vta.. habiendo las partes alegado sobre su 
mérito, aquella quedó para sentencia* 

Y Considerando: 

i.° Que la parte actora sólo lia -producido como prueba la 
agregación del sumario ia<ftru¡do por Itt Sub-Prefectura del 
Rosario, habiendo el demandado abstenídose de producir nin- 
guna. 

ú? Que siendo ello asi, tía procedencia o improcedencia <le 
la acción instaurada sólo ha de resultar del análisis de los ele- 
mentos de juicio acumulados en dicho sumario. 

3/Qtte de esto no se deduce, ni mucho menos, que existiera 
culpa ioputablc aü personal de¡l remolcador perteneciente al 
demandante; pues si bien es cierto que el marinero Benitez 
(fs. 20 vta.)» atribuye lo ocurrido a la dificultad que existe 
para gobernar una jangada de grandes proporciones (ello no 
vería imputable sinó a las autoridades que la permitan), de 
otra parte está ila categórica manifestación del informe de 
fs. 26, emanado dei sub-prefecto de Campana, según el cuál 
el hecho puede atril .liarse a una causa de fuerza mayor, en cuyo 
caso es de toda evidencia, que no pueden emerger de él respon- 
sabilidades civiles a cargo del demandado. 
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Por ello, fallo: rechazando la demanda, sin costas. — 
Noiiíiquese. repóngase el i>apel y archívese. — Clodomiro 
alia. ■ 



SRNTENCIA DE UA CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Sueno» Aire». Septiembre 3 de l«4 

Vistos: estos autos seguidos f>0r ul Fisco Nacional contra 
Luis Pastoriza, sobre cobro de pesos, relacionado;; a fs.22; y 

Considerando. 

Que et demandado no ha negado el liecho en que el actor 
funda su demanda : ta colisión de una jangada de propiedad 
del demandado y remolcada por éste con la baliza intermedia 
del dique de 'la Quebrada, frente a la dársena de cabotaje del 
puerto del Rosario ; por lo contrario, lo lia reconocido tácita- 
mente aduciendo en su descargo que tal hecho se produjo por 
fuerza mayor, lo que obliga al exccpcionantc aprobar sil cx- 
vejarión: *Y»$ exeipfcndo fit actor. 

Que solo la jiarte actora ha producido prueba, consistente 
tá en el sumario administrativo agregado a los autos. l>e 
este sumario no resulta, — si se analizan los hechos prescin- 
diendo de la calificación legal que los testigos y el prefecto les 
atribuyen. — que *1 accidente hayase producido por caso for- 
tuito *> de fuerza mayor. 

En efecto; el patrón del remolcador Aída Ii. del deman- 
dado, dice: "que coirto la jangada solo es gobernada por el re- 
molcador no fué posible desviarla para evitar que tocase a la 
hoya debido a la corriente de las aguas que permanecen inesta- 
bles en ese paraje ; y que la navegación se efeottiaba a son de 
camalote, con viento Norte y tiempo dato", y termina dicien- 
do : "qtie a su juicio se trata de un hecho casual y por fuerza 
mayor' 1 (fs. 15 vta. del sumario administrativo). 
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El tripulante Antonio Solo (fs. 17 vía.), dice que al ha- 
cer la maniobra para dejar paso libre a un vapor de ultramar 
"lió pudo evitarse que la jangada golpease a la boya a causa de 
que no tiene gobierno" ; que no vk> embarcaciones que pudiesen 
obstaculizar la libre navegación del remolcador Aída E., que 
ta navegación era muy lenta, con viento Norte y tiempo claro y 
que el río estaba estable, más bien crecía. 

José Donato Medina (fs. 19), tripulante del mismo remol- 
cador» atribuye el accidente a la falta de gobierno de la janga- 
da, lo que no permitió volver a tomar el camino del canal, pu- 
liendo evitar apenas que el remolcador y casi toda fa jangada 
ííoUiieason en la boya. Y "que a juicio del declarante se trata de 
un accidente por fuerza mayor teniendo en cuenta las propor- 
ciones de la jangada y el poco poder del remolcador' 9 . 

El tripulante Benítez (fs. 20 vta.), que dice reinaba viento 
Norte, -tiempo claro y el rio crecía íentamentc, atribuye el ac- 
cidente "a lo iralo de gobernar una jangada ¡de tales propor- 
ciones y a la circunstancia de haber cedido la derecha al va- 
por de ultramar que iba en sentido contrario". 

Antonio Homero, tripulante del mismo (fs. 22), dice que 
se navegaba a son de cama Jote, con viento Norte y tiempo cla- 
ro ; que el río estaba crecido y que las aguas niás bien crecían y 
que se trata de un accidente puramente casual. El baqueano del 
remolcador. Ramón Pintos (fs. 24), atribuye el accidente a la 
maniobra que hizo para dar paso al vapor de ultramar, coinci- 
diendo con todos los anteriores sobre el buen tiempo reinante 
y la hora: 11 y 30 más o menos. 

Bl hecho referido es apreciado por el subpreíecto de Cam- 
pana como obediente a una causa de fuerza mayor, teniendo en 
cuenta las proporciones de la jangada, su calado y las dificulta- 
des de gobierno en el sitio donde ocurrió. 

Que de la prueba analizada indúcese sin esfuerzo que el 
accidente no se ha producidlo por raso fortuito o fuerza mayor 
algunos, de acuerdo al concepto jurídico de esta eximente de 
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responsabilidad, establecido en el art. 514 «leí Código Civil y 
aclarado en la nota al mismo. Los casos fortuitos o de fuerza 
mayor, dice esta ultima, son producidos por dos. grandes causas : 
por la naturaleza o por el hecho del hocnbre. Los casos fortui- 
tos naturales son, por ejemplo, la impetuosidad de un rio que 
sale de su lecho, los terremotos, las tempestades, el incendió, 
etcétera. Mas los accidentes de la naturaleza, no constituyen ca- 
sos fortuitos, dice Tropflong. mientras que por su intensidad no 
salgan del orden común. No se debe, por lo tanto, calificar co- 
mo caso fortuito o de fuerza mayor los acontecimientos que 
son d resultado del curso ordinario y regular de fci naturaleza, 
como la lluvia, el viento, la creciente ordinaria de los ríos, etc., 
pues tes estaciones tienen su orden y su desarreglo que produ- 
cen accidentes y perturbaciones que también traen daños im- 
previstos. 

Que el hecho hayase producido sin intención, casualmente 
jior el difícil gobierno y por las fuerzas deficientes de la jan- 
gada y remolcador, respectivamente, o por haber cedido la de- 
recha al vapor de ultramar, no implica que haya existido la 
fuerza -mayor en la forma que el articulo lo define, pues el he- 
cho ha ocurrido en tiempo y en circunstancias completamente 
normales. 

Por estos fundamentos : se revoca la seijtencia de f s. 22 y, 
en consecuencia» se condena a don l^uis Pastoriza a pagar al 
Fisco Nacional la suma reclamada de cinco mil quinientos no- 
venta y cuatro pesos con treinta y dos centavos moneda nacio- 
nal, en que ha sido fijado por la Dirección General de Obras 
Hidráulicas el daño sufrido por la baliza, y sus intereses; sin 
costas, en atención al resultado del pleito, 

T. sirias. — Marcelino Escalada. — B. A. Nácar Anchon- 
na. — /. P. Luna. 
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tumos Aftm, Didmbrc 4 4* lí» 

Y Vistos: el presente juicio seguida por d Fisco Nade tal 
contra don Luís Pastoriza sobre cobro de pesos venido en ape- 
lación de la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de 
la Capital 

Y Considerando: 

Que de las declaraciones prestadas por los testigos Cando 
Avafe (fojas r6). Medina (fojas 18), Benkez (fojas 20 vta.) 
y Soto (fojas 17 vta.),, del expediente administrativo agrega*, 
se infiere : a) que en el momento de producirse la colisión de la 
jangada con Ja boya luminosa la «navegación era muy lente* con 
ento Norte, tiempo claro y el río estaba estable, más bien 
crecía ; b) que, comió la jangada sólo era gobernada con c! re- 
molcador no fué posible desviada para evitar que tocase a la 
boya debido a 4a corriente de las aguas que permanecen inesta- 
bles en ese paraje; c) que el accidente no pudo Evitarse a cau- 
sa de que la jangada carecía de gobierno y a las proponáones 
de ésta en relación al poco poder del remolcador y además a la 
necesidad en que se vieron de ceder Ja derecha a un vapor par 
qüeic <?ue navegaba en sentido contrario a más de doscientos 
metros de la boya. 

Que si bien esos mismos testigos y el stibprefecto de Cam- 
pana califican <4 hecho como producido por una caita de fuer- 
a mayor, ni las solas constancias del sumario instruido por 
aqttel ni la prueba rendida en el presente juicio autorizan la 
. mchisión apuntada. 

Que, ep efecto, no se ha demostrado que la fuerza de la 
enríente en el momento de producirse la colisión fuera de tal 
añera impetuosa que saliese del orden común y reguíar, re- 



986 



9AUjOS M LA COtTt tUrtSMA 



c|iiiutb este último indispensable para admitir como causa <kl 
accidente el caso fortuito alegado (articulo 514 del Código Ci- 
vil > nota). Al contrario de las declaraciones <le los testigo» 
¿parece que "la navegación era lenta, con viento Norte, tiem- 
po claro y el río estaba estable, más bien crecía". 

Que tampoco ha sido justificado en autos que la necesidad 
de dar paso al vapor paquete que navegaba en sentido contrario 
-.i giera una maniobra en espacio tan reducido que hiciera in- 
evitable la colisión, pues de las mismas declaraciones aparece 
por una parte que no existían otras embarcaciones que dificul- 
taran la navegación y i>or otra que Ha necesidad de virar a ba- 
l*>r se puso de manifiesto cuando el paquete estaba a menos de 
trescientos metros a la derecha de la boya. 

Que si por último la causa de la ccftbióu ha de atribuirse 
a la falta de gobierno de la jangada, cuyo dominio no pudo rea- 
lizarse eficazmente desde el remolcador debido al poco poder 
«le éste, la responsabilidad del demandado estaría comprome- 
tida en el caso. Nadie, sin incurrir en negligencia puede nave- 
gar en los ríos sin tomar la precaución de proporcionar kt fuer- 
xa de los elementos que emplee para la tracción a las necesida- 
<les del tráfico (articulo nor> tlel Código Civil). 

Que ila partida <de setecientos setenta pesos moneda nacio- 
nal importe de un ancla pendida en d salvatajc de la boya no 
debe figurar en d monto de los daños y perjuicios, pues no se 
trata de un hecho que acostumbre suceder según d curso ordi- 
nario de las cosas, como sería necesario para (imputar sus con- 
gas al demandado < artículos 901 y 904 dd Código Ci- 
vil). Y además, abe en lo posible que la pérdida haya sido 
determinada por culpa o negligencia de la tripulación encar- 
gada <M salvataje. 

En mérito de estas consideraciones y los fundamentos 
concordantes, se confirma la sentencia apelada con la modifi- 
cación acerca dd importe de los daños ¿eñalada precedente- 
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mente. Notifiquesc y devuélvanse, debiendo reponerse el papel 
el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 

COKTA. — ROBERTO REPETTo — 

M. Laurencena. 



Cervecerías: Argentina de Quihnes, Paiermo, Buenos Aires, 
ScMoh y Norte, contra el Gobierno de lo Nación, por de- 
volución de simas pagadas. 

Sumario: i.° Los impuestos cobrados y pagados durante el 
mes de Enero de 1918 por aplicación de la ley 10-348, 
fueron legalmente cobrados y no procede su devolución. 

2 * Véase el 4." punto del sumario «Id fallo del 23 de 
noviembre, publicado en la página 180 de este tomo, apli- 
cable al presente. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA VZU SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Afcftt, Ftbrcfo 1* de 1«« 



Y Vistos: 

Este juicio seguido por las Cervecerías: Argentina de 
Quilates, Paiermo, Buenos Aires, Schlau y Norte contra el Go- 
de la Nación, sobre devolución de sumas pagadas en 
concepto de impuestos, dtíl que resulta: 

Primero: Que en diez y siete de julio de mil novecientos 
veinte se presentó don Raúl Silveyra Várela, con poder de 



la» actoras. fundando la acción en los siguientes hechos y con- 
sideraciones : á) El 29 de diciembre de 1917 se sancionó la ley 
»N/ to.348, que prorrógate durante el mes de enero de 1918 
"las leyes impositivas vigentes hasta el 31 de diciembre del 
corriente año"; el art. 2. disponía que si durante él mes de 
enero de 1918 fuera sancionada una nueva legislación impo- 
sitiva, quedaría de hecho derogada la prórroga. Las cervecerías 
actores habían estado obligadas a abortar el impuesto del mes 
ele enero <le acuerdo con la tasa vigente para l<)17» * P°*" 
lerioridad a la mencionada ley N.° I0.348 no se hubiese san- 
donado la ley N." 10.359. que fué promulga<la el 8 de febre- 
ro de 1918, y cuyo articulo i.° dispone <¡ue durante 1918 re- 
girían tas leyes 3884 y 9647 y sus complementarias con algu- 
nas modificaciones, cotí 10 ser que las cervezas nacionales o im- 
|M>rtadas en casco pagarían S 0.04 m|n. ; en botellas de más de 
70 centilitros hasta un litro $ 0.04 c|u. ; la botella de mas de 61 
centilitros hasta 70 inclusive pagaría hasta $ 0.025; botella 
le 41 a fio centilitros $ 0.02 m|n.; 4a botella de menos de -41 
centilitros S 0.015. ^ mencionada ley N.° 10.359 & conoció 
recién ]*>r su publicación en el "Boletín Oficia!" el 16 de fe- 
brero de 1918. En esta situación las cervecerías fueron reque- 
ridas para el pago del impuesto por enero, de acuerdo con la 
ley anterior a la K? 10.359 la que se aplicó sólo a partir del 
9 de febrero, b) Las cervecerías que debían pagar el impuesto 
de enero en los primeros días de febrero» depositaron las su- 
mas corresjxwdicntes de acuerdo con las liases de la ley N. M 
10.359, sosteniendo que, según su texto expreso, la ley se había 
sancionado para regir durante todo el año 1918, no obstante 
haber sido despaclwla por el Congreso reción el 5 de febrero 
de ese ario, lo que significa!» darle efecto retroactivo a la dis- 
minución del impuesto. La Administración de Impuestos In- 
ternos sostuvo la tesis contraria y el I*. E.. por decreto de 
26 dte febrero de 1919. resolvió que el art. 8*. de la ley N* 
3884 ipor aplicación «le la ley X". 10.348 ) regia hasta el 31 
de enero de 191 8 y que la ley N. # 10*359 empezó a regir recién 
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rbrcro cid mismo año, solución absoflutamcntc arbi- 
traria y <lcsr>rovísta de todo fundamento legal, no obstante lo 
cual debieron abonar las diferencias que se les reclámala, bar 
jo la más firme protesta por medio de escritos presentados a U 
Administración, ratificándose por medio de tclegramos colacio- 
nados; c) La resolución del P. E. antes mencionada no re- 
siste el análisis y no es posible mantener el criterio que la ha 
informado. A fin de ordenar la argumentación debe puntuali- 
zarse que: ó bien la ley N.° 10.359 tiene efecto retroactivo pa- 
ra rebajar el impuesto, y entonces ha debido aplicarse desde 
el i." de enero de 1018; o bien dicha ley no puede regir sino 
desde su publicación, de acuerdo con los principios generales 
del derecho (articulas 2 y 5 del C. Civil). Si lo primero, la 
Administración de Impuestos Internos no ha¡ podido cobrar las 
diferencias del aüés de enero; si lo segundo, no ha podido co- 
brar ningún impuesto por los dias que han corrido entre el l* 
y el 16 de febrero inclusive, porque chitante ese lapso de tiem- 
po no había ley que gravara la cerveza. VA efecto retroactivo 
debe aceptarse toda vez que beneficiaba al contribuyente; sin 
embargo, es admisible que se sostenga la no retroactividad, pe- 
ro en este caso, si se ha de ser consecuente, no es posible sos- 
tener que en el año 191 9 pudo regir desde el i.° de enero una 
ley que fué publicada recién d 16 y menos podrá 
que hay lógica en querer aplicar desde el i-i? de febrero una ley 
sancionada d 8 y publicada el 16 de febrero de 191 8. Así 
lo resolvió, sin embargo, el Ministerio de Hacienda, sostenien- 
do que no se ha podido dar vigencia a la íey N.° 10*359 desde 
e! 1/ de enero, sino desde el i.° de febrero, porque la ley N." 
10.348 prorrogó por todo enero las leyes videntes en 1917. ol- 
vidando qué esta última ley en su articulo 2". disponía que la 
:iún de nuevas leyes impositivas durante d periodo de su 
vigencia derogaría esa ley, de fc> que se infiere que el objeto 
dea legislador en diciembre de 1917, al prorrogar provisoria- 
mente las leyes de impuesto fué única y exclusivamente con el 
de armar al Fisco del recurso legal para percibir 



la renta, al mismo tiempo que tuvo en vista que lodo el año 
1918 regirían las disposiciones impositivas que estaban en es- 
tudio y después se sancionaran. 

En lo que se refiere a 1919, la devolución que se reclama 
es mucho más clara, pues durante 1q$ primeros quince días de 
enero no hubo ley que estableciera impuesto alguno a las ccr- 
\ ccerías, no obstante lo cual la Administración de Impuestos 
Internos sostuvo, de acuerdo con el asesor legal de que ley X". 
! O.646 prorrogó hasta d 28 de febrero el presupuesto y las 
leyes impositivas vigentes en 1918, olvidándose que dicha ley 
fue recién sancionada y promulgada el 15 de enero de 1919. 
La Administración mencionada y d Ministro de Hacienda 
sostienen al respecto del oa6o de 1918 que la ley sancionada 
en febrero y publicada recién el 16, y con la leyenda de que 
debe regir todo el año, no puede ser aplicada desde el i.° de 
enero; y en el caso de 1919 sostiene que una ley sancionada y 
picmulgada el día 15 de enero, debe -regir y aplicarse desde el 
día i'- La cimtradicción es evidente. Después de referirse a los 
preceptos constitucionales que rigen el caso y de manifestar que 
el derecho de repetir lo pagado bajo protesta está consagrado 
Mor el C. Civil y por una jurisprudencia invariable, termina 
pidiendo: la devolución, correspondiente a 1918, P° r k diferen- 
cia «le impuesto en el mes de enero por no admitirse la aplica- 
ción integral de 4a ley N.° 10.359, « 1» siguiente forma: Cer- 
vecería Argentina Quilines, $ 74770.14: Cervecería Palermo, 
S 1G.609.37; Cervecería Schlau, $ 5.617-64; Cervecería Bue- 
no* Aires, S 3860.08; Cervecería del Norte, $ 2.739.96. En 
el caso de qué se resolviera que no procede la aplicación retro- 
activa de la ley N.° 10.359 ni aún en este caso especial, que se 
denuda subsidiariamente la devolución del impuesto pagado 
j>or los diez y seis «lias del mes de febrero de 1918, en que no 
había lev publicada, a saber: Cervecería Quilines, $ 132.3^.7?; 
Cervecería Palermo, $ 31.600.40; Cervecería Schlau. r7.840.9-2 
posos; Cervecería Buenos Aires, $ 8.573. 14 í Cervecería del 
Norte! $ 8.573.14. Vjn cuanto al :yio 1919, se demanda la de- 
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vplución de lo que se ol>Ijg<6 a pagW por los primeros diez 
) >eis 'lias *k enero ón r|U0 mi regia la ley N°. 10.646. a sa- 
ber: Cervecería Argentina (Juilmes, 176.424.93; Cerveceria 
PsúcnnOj $ 37.954*94; Cervecería Buenos Aires, $ 7.740.10; 
Cervecería Sclilau, 23.616. 14 pesos; Cerveceria del Norte. 
>' ro.407.58, tocio con costas. 

Segundo.: Que acreditado el fuero y después de sustan- 
ciarse y resefl verse negativamente la excepción opuesta a -fs. 
,*K, se contesta recién la demanda a fs. 66, por el señor Pro- 
curador Fiscal en turno, quien para pedir su rechazo con 
«as, manifiesta: Que no niega que la Marión haya percibido 
los impuestos cuya devolución se reclama y cuyo monto exac- 
to determinará la prueba; pero al cobrarlos el Gobierno se ha 
encuadrado en los mandatos categóricos de Ja ley, desde que 
los impuestos a la cerveza cobrados en enero de 191S fueron 
autorizados por la ley N.* 10.348, que prorrogó para el refe- 
rido mes las leyes impositivas que habían regido hasta el 31 
de diciembre de 1917, entre tas átales estaban la N.° 3.884 y 
la N" .* 9.647 q lM * gravaban a dicho producto con cinco centavos 
moneda nacional por litro. A su vez, los impuestos cobrados 
sobre el mismo producto en febrero de 1918 a razón de 0.04 
centavos por litro, lo fueron en virtud de lo dispuesto en la ley 
N\° 10.339 sancionada en febrero 5 de 1918 que modificó para 
el año 19 18 tes leyes Nos. 3.884 y 9.647. Esa ley N • 10.359 
ún cuando sancionada en 5 de febrero de 1918. comenzó a 
~|far el día i.° del mismo, pues en esa fecha caducaron los 
efectos de la ley anterior N.° 10.348. cuyo articulo 2. no es de 
aplicación, porque durante el mes de enero de 1918 no se san- 
cionó ninguna nueva lev impositiva que la derogara. Resol - 
viendo varios reclamos deducidos sobre el particular, el Mi- 
nisterio de Hacienda dictó en febrero 38 de 1919 una resolu- 
ción cuyos fundamentos demuestran el error de interpretación 
en que incurren 4as actoras. En cuanto a la reclamación rela- 
tiva <a impuestos pagados desde el 1/ al 16 de enero de 1919. 
su improcedenneia es manifiesta, porque los impuestos se per- 
cibieron de conformidad con lo dispuesto en la ley N* 10.646. 



que sancionada y promulgada en enero 15 de 1919. prorrogó 
l>or su art. 2 * hasta el 28 de febrero de ese año las leyes im- 
peditivas (|iie rigieron hasta el 31 de diciembre de 1918. Al 
prorrogar la ley N.° 10.646 en enero 15 de 1919, las leyes de 
1918 para los meses de enero y febrero de 1919 lia <Iadu a sus 
mandatos efecto retroactivo al 1." de enero de este último año, 
y en consecuencia, ha legalizado todos los impuestos cobrados 
<le acuerdo con sus disposiciones en el intervalo de tiempo* dé 
enero de 1919 a que se refiere la demanda. 

Tercero: Que abierta la causa a prueba, se produjo la cer- 
tificada a fs. 83; y habiendo Jas parte» alegado sobre su nit- 
rito, aquélla quedó para sentencia. 

Y Considerando: 

i. A Que 110 habiéndose negado el hecho generador de la de- 
manda, esto es, que la Nación ha percibido el impuesto cuya 
devolución se redama, el Juzgado sólo debe resolver acerca del 
verdadero alcance de las leyes cuyas disposiciones las partes 
invocan, interpretándolas de distinta manera. 

2»° Que concretando la cuestión a la devolución de las cu- 
ntas pagadas en febrero de 1918, debe comenzar el suscrito 
por transcribir textualmente las leyes pertinentes: Dice Ja ley 
X.° 10.348 de 29 de diciembre de 1919: "Artículo 1/ Prorró- 
gase durante d mes de enero de 1918 las leyes impositiva* 
vigentes hasta el 31 de diciembre del corriente año. Articulo 
2 • Si durante el término a que se refiere el artículo anterior 
nuevas leyes impositivas fueran sancionadas por el H. Congre- 
so, quedarán de hecho derogadas las que por esta ley se pro- 
rrogan". La previsión se cumplió, pues en 8 de febrero de 1918 
quedó promulgada la ley N. # 10.359, que, en lo pertinente, di- 
ce: "Articulo l.° Durante el año I9T8 regirán tas leyes 3884 
y 9647 y sus complementarte* con las siguientes modificacio- 
nes : Artículo 8.° Modificase el art. 8.° de la ley 3884 qtte que- 
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dará en la siguiente forma: La cerveza nacional o importada 
en cascos pagará $ 0.04 m|n. ; en botellas de más de 70 centi- 
litros, liasta un litro, pagará $ 0.04 c|u. La botella de más de 
6i centilitros hasta 70 inclusive» paragará $ 0.025 m|n. La bo- 
tella de 41 a 60 centilitros pagará $ 0.02 m|n. La botella <lc 
menos de 41 centilitros pagará $ 0.015 m|n." Dicen las ac- 
tores y así resulta de ai*os, que el impuesto a 'la cerveza co- 
rresj>ondiente a 1918 se les cobró de acuerdo con las tasas de 
las leyes vigentes hasta el 31 de diciembre de 191 7, prorrogadas 
por la ley N°. 10,348 hasta til 31 de enero de 1918, siendo que 
lo procedente era efectuar el cobro con la rebaja que había es- 
tablecido la ley N°. 10.339. El reclamo que en esa ocasión for- 
mularon aquéllas* dió origen a una resolución administrativa 
que lleva fecha 28 de febrero de 1919» y que, después de fi- 
jar el verdadero alcance de las leyes N.° 10.348 y 10.359, dis- 
pone que la rebaja que esta última establece debería ser apli- 
cada desde el i.° de febrero de 1918 y no desde el I,- de enero. 
Las actoras, en su escrito de demanda, atacan esa resolución 
señalándola como falta de fundamentos; y sin haberlo articu- 
lado expresamente, ponen en cuentión la falta de facultades del 
Ejecutivo, para modificar al reglamentarla, los alcances de 
una ley. 

$r P° r el inc - 2 ° de! artícul0 86 de Ia Constitución la 
facultad de reglamentar las leyes ha de ejercitarse cuidando de 
no alterar su espíritu. Y cabe preguntar cuál es d espíritu 
(designio, finalidad) de las leyes 10.348 y 10.359? Como se 
había llegado al mes de diciembre de 1917 sin que el Congreso 
hubiese sancionado para 1918 las (leyes impositivas, se dió 
vigencia (ley 10.348) para el mes de -enero «le 1918. a la« le- 
yes que habían regido basto el 31 de diciembre de 1917; pero 
corno el Congreso tenia avanzado d estudio del presupuesto y 
figuraba en las leyes impositivas proyectadas una rebaja al 
impuesto a la cerveza, con d propósito, sin duda-, de que esa 
baja favoreciera a los fabricantes désele principio de año, se 
taUeció en dicha tey 10.348 (art. 2.), que si durante d mes. 
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de enero se sancionasen nuevas leyes impositivas, quejarían 
de hecho derogadas las de 1917 ¡ arrogadas en sus efectos 
hasta el 31 de enero de 1918. Pues bien» "el término a que se 
refiere el art. i.* de la ley N.° 10.348", esto es. d mes de enero, 
transcurrió sin que se dictaran las nuevas leyes que preveía 
e 1 art- 2\ En efecto, es recién en 5 de febrero de 1918 que se 
sancionó la ley 10.359. introduciendo rebajas al impuesto a 4a 
cerveza; de modo que debe considerarse aboslutamente despro- 
vista de fundamento -legal la pretensión de las actoras de be- 
neficiarse con aquella rebaja. La ley 10.348 no puede ser más 
clara, sólo en el caso de que la ley 10.359 se hubiese sanciona- 
do antes de finalizar el mes ele enero (término señalado en el 
art. 2\ de la ley 10.348) las adoras habrían estado en con- 
diciones para exigir que el pago de impuesto se efectuase de 
acuerdo con la escala establecida en d artículo 8". de 1a ley 
1 0-359- No Hiendo asi. la Administración de Impuestos In- 
terno;; procedió con alwohtfa sujeción a la letra y espíritu de 
ley. en cuyo caso, h devolución que en este juicio se recla- 
ma, es improcedente, respecto de lio pagado en 1918. 

4°. Que en cuanto a la devolución de las sumas paga- 
das por impuesto correspondiente a los primeros quince días 
del mes de enero de 1919. durante los cuales no hubo 4cy que 
los estableciera, el suscrito entiende que las adoras no tienen 
tampoco derecho para pedir su devolución. En efecto, la ley 
X o . 10.646, dictada el 15 de enero de 1919 ^prorrogó" para 
todo este año las leyes impositivas que habían regido en 1918 
lo que significa a todas luces d propósito del legislador de 
legislar los cobros efectuados por el Gobierno desde el pri- 
mero al quince de enero. La» actora-s, — que sostienen que 
durante esos quince días no hubo leyes quf autorizaran el 
cobro de impuestos — basan a este respecto toda su argumen- 
tación en el análisis gramatical de la palabra "prorrogar" y 
como el diccionario dice quie esa palabra quiere decir alar- 
gar la duración de un plazo, prolongar un termino o aumen- 
tar la duración de una cosa, no puede aplicarse a impues- 



tos que ya no existían en la ¿poca de la sanción de la ley; 
habían caducado el 31 de diciembre de 1918; de modo que 
era imposible ''alargar su duración". Las adoras tienen ra- 
zón dentro del terreno de -las especulaciones filológicas; pero 
como la cuestión ha de resolverse dentro de da realidad de la 
vida institucional, contemplando circunstancias y factores de 
todo orden que harían imposible la actividad gubernativa si 
se le saliera al paso, diccionario en mano, a discutir el al- 
cance de las facultades dentro de las cuales llena sus fun- 
ciones en interés de la colectividad d suscrito encuentra 
'¡tic sería de todo punto jwrturbadora de ese interés colecti- 
vo una interpretación que tuviera por efecto declarar que el 
país ha carecido durante quince días de leyes impositivas y 
que el Gobierno debe estar obligado a devolver las mimas 
que en ese concepto hubiese (percibido. Puede d Congreso des- 
cuidar su paite de tarea en ia actividad total def Gobierno, 
dando lugar a que llegue un nuevo año sin que las leyes de 
presupuesto e impositivas estén sancionadas; pero» dentro del 
juego armónico de las instituciones enderezado siempre a que 
la gestión gubernativa no se paraüce, pueden y deben los otros 
poderes que integran d sistema, adoptar las medidas tendien- 
tes a hacer menos grave la situación emergente de la incu- 
ria congres tonal : d Ejecutivo siguiendo sin solución de con- 
tinuidad en la tarea de percibir los impuestos, y d Poder Ju- 
dicial sirviendo, con interpretaciones que respondan al inte- 
rés de la colectividad, ese mismo propósito de que la admi- 
nistración del Estado, de cuya gestión ,todos se benefician, 
"o llegue a paralizarse. 

5". Que si lo anteriormente expresado no fuera una razón 
suficiente para no hacer lugar a la devolución de las sumas 
llagadas por impuestas durante los quince primeros días de 
enero de 1919, existiría una circunstancia que a juicio dd 
Miscrito es decisiva, y que se aplica igualmente a la devolu- 
ción de las sumas pagadas en 1918. En efecto, las adoras 
no han demostrado — co m era indispensable que lo hubie- 
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ran hecho - que tanto en enero y mitad de febrero de r0i8, 
como en ta primera quincena de enero de 1919 relajaron el 
..recio de la cerveza en proporción a la relaja de un Centa- 
vo por litro que se había sancionado para i9«» y en pro^r- 
ción al ningún impuesto pagado en la primera quincena de 
,019 Si el consumidor pagó en 1918 la cerveza como si el im- 
puesto fuese de $ 0.03 por litro, las fábricas no resultaron 
perjudicadas con la interpretación qué ta Administración de 
impuestos Internos diÓ a las leyes N'. 10.34* V I0 359- i* ■'- 
quién serh la surtía de dinero cuya devolución se deman- 
da? ¿Acaso las fábricas la il«n a distribuir entre las perso- 
nas que consumieron ta cerveza? De no ser asi se estaría en 
presencia de >la situación antijurídica de que habiendo las fa- 
bricas percibido del consumidor un precio no relajado por el 
articulo, la devolución «pie ahora persiguen importaría un en- 
riquecinvefito sin causa. Y respecto de 1919. ¿han justificado 
acaso, 'a^ acunas, que ,por no haber existido leyes impositivas 
durante la primera quincena de enero, se vendió la cerveza a 
un precio en el que no il>a incluido el impuesto? 

Por todo lo expuesto, fallo: rechazando en todas sus j «ir- 
les esta demanda, con costas. 

Clodomiro /íavahú. 



SENTENCIA tífi UÁ CÁMARA FEOKRAL 

BMflM AirM, J«Mo 31 di HM 

Vistos: 

Estos autos seguidos i>or las Cervecerías Argentina de 
C-milmcs. Mermo. Bueno» Aires, Schlau y Norte contra el 
Gobierno da la Nación, .por devolución de sumas pagadas; y 
Considerando ; en cuanto al recurso de nulidad : 

Que la sentencia recurrida no ha sido dada con violación 
«le la forma v solemnidad que presaiben las leyes ni el proce- 
dimiento adolece de defecto alguno de los que por expresa dis- 
posición de derecho anulan las actuaciones. Por ello se le des- 
estima. 

En cuanto al de apelación: 



ni; 



Que la ley 74.348 prorrogó durante el mes de enero de 

1918 las leyes impositivas vigentes hasta tíl 31 de diciembre 
de 1917. estableciendo el art. 2° que si durante el mes de ene- 
ro de 1918 fuera sancionada nueva legislación ¡impositiva que- 
daría <le hecho derogada la prórroga. 

Posteriormente el 8 de febrero la ley 10.359 estaMeció que 
durante el año 1918 regiría la ley 3884 modificando c! art. 2* 
do esta última, en eí sentido de rebajar el impuesto interno a 
veza de cinco a cuatro centavos. 
Por último, la ley 10.646- promulgada el 15 de enero de 

1919 prorrogó hasta el 28 de febrero de 1919 el presupuesto 
y leyes impositivas vigentes en 1918. 

Que es a mérito de estas antecedentes que Jas compañías 
actoras reclaman por lo que respecta al año 1918, la <levolución 
del impuesto pagado por diferencias sobre <A régimen de la 
ley 10.359, desde el r.° de enero de 1918 basta el 31 del mismo, 
pues opinan que la ley 10.359 tiene efecto retroactivo, yta que 
establece un impuesto menor. 

Para el caso que se rechace judicialmente eJ efecto re- 
troactivo, afinr.m que deben devolvérseles totalmente el im- 
puesto pagado desde el r.° de febrero de 1918 hasta el 16 in- 
clusive, porque no hubo durante ese periodo ley debidamen- 
te sancionada y publicada, y es elemental en derecho constitu- 
cional que no hay gravámenes ni impuestos de ninguna natu- 
raleza, sitió han sido sancionados por el Congreso de la Repú- 
blica y la respectiva ley promulgada por d P. E. y publicada 
conforme a las leyes generales. 

Por lo que respecta al año 1919 afirma lisa y llanamente 
ta devolución de lo pagado durante los primeros días de ene- 
ro, ya qne la ley 10.646 reden fué sancionada el 15 de enero 
de 1919- 

Que la ley 10.348 es ciara y terminante : establece, como 
<■ ha visto, que durante él mes de enero de 19x8 rigen las le- 
impositivas de 191 7 a menos que durante dicho mes de ene- 
ro fuera sancionada nueva legislación impositiva, s&lo se ha 



es evidente que el 
mes de enero ha sido 
legalmente cobrado y no procede a su devo'iiicián. 

Respecto a los impuestos pagados durante los días l.° a! 
16 de enero de 1918 y los primeros quince días de enero de 
1919, caben ¡as consideraciones legales hechas por este Tribu- 
nal en el caso análogo de! Frigorífico Armour de La PJatti 
contra el Gobierno de la Nación, fecha 6 de julio de 1923, en 
el que 9e estableció que nuestro parlamento prorroga continua- 
mente las leyes impositivas por medio de otras conockias con 
vi nombre de leyes de duodécimos, y casi siempre lo hace con 
.posterioridad a la vigencia o caducidad de la ley anterior. L? 
¡nten>retac¡ón que sostienen las compañías adoras justifica- 
rían contra la voluntad del legislador la devolución de todos 
los impuestos cobrados en virtud de esos duodécimos, las que 
si bien producen consecuencias inconvenientes desde el punto 
«le vista administrativo, económico y financiero, no están pro- 
hibidas por cláusula alguna «Je la Constitución Nacional. Esta 
*6lo prohibe la retroactivkbd «Je la ley penal ; y la «üsposi- 
ción del art. 3 * del OWigo Civil que establece que las leyes 
disponen para lo futuro, no sólo nada tiene que ver con las 
leyes impositivas sinó que siendo ella precepto de una ley tam- 
¡hko puede impedir su derogación por el mismo pcxler que 
dictó: el Congreso Nacional. 

Por estas consideraciones se confirma 4a sentencia ape- 
lada de ís. 96, que rechaza la demanda, con costas. Repónganse 
•as fojas en Instancia. — T. /Irías. — Marcelino Escala- 
da. — B. A. Nácar Anchorem. — /. P. Luna. 
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*»€«•• Aira. Wc*t«*e 4 * MK 

Y Vistos: ^ 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal «le Apelacscm de la Oapkal en 
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el juicio seguido por las cervecerías Argentina Quilines. Pa- 
lermo, Buenos Aires, Schlau, y Norte contra el Gobierno de la 
Xactón, por devolución de impuestos; 



Y Considerando; 

Que la aoción de repetición se ejercita en el sub jitdicc u 
Irase de tres situaciones diferentes, por el monto de los impues- 



tos que se dicen indebidamente cobrados y por los fundamen- 
tos en que la demanda afirma su derecho en cada caso, a «alier : 
i.° los impuestos percibidos en enero de 1918 se liquidaron 
indebidamente por aplicación de la ley 10.348» pues correspon- 
día él régimen de la ley 10.359 c °n efecto retroactivo al i* dei 
citado mes y año; 2." son igualmente indebidos los impuestos 
cobrados del 1/ al 16 de febrero <le 1918, por cuanto en ese in- 
tervalo de tiempo no estuvo sancionada y en vigencia la ley 
10.359 que se aplicó en el caso; 3. procede igual impugnación 
respecto a las sumas percibidas por concepto de los impuestos 
de que se traita, correspondientes del i.° al 16 de enero de 1919. 
porque la ley 10.646 que se aplicó, no fue promulgada hasta 
el 15 del mes citado, y por carecer de furnia mentó legal e! efec- 
to retroactivo que se le atribuye. 

Que fe primera de las cuestiones propuestas está resuelta 
\wr disposición expresa del texto legal respectivo, en forma tan 
precisa, que no admite otra interpretación posible que la de- 
rivada de sus propios términos. La ley 10.348 estableció, en 
efecto, que durante d mes de enero de 1918 regirían las leyes 
impositivas vigentes d año anterior debiendo subsistir esta 
vigencia por tal tiempo a menos que en dicho mes de enero se 
^ncionarah nuevas leyes impositivas j y como esa sanción no 
'uvo lugar en la fecha mencionada, es de toda evidencia que 
en d mes de enero estuvieron en vigor los impuestos cobrados 
en d caso de autos, sin las modificaciones de la ky 10359» 
¿aficionada y promulgada en febrero y que no ha podido retro- 
traer sus efectos a tina feclia anterior a ía caducidad de la ley 




el 31 «le cnoro inclusive a mérito de la 
udkla que no fué derogada, 
de los otro* dos púhtós controvertidos, sus- 
considerarse conjuntamente, pues se trata de un 
*o común de impugnación al régimen de las leyes 
10.646, a las que se les niega por *los actores, el efec- 
tivo con que se lian lucho efectivas. procede la apli- 
cación al caso de los fundamentos j>ertinentes del fallo de es- 
ta Corte de 23 «te noviembre próximo pasado, en la causa attá- 
lóga a la presente, 44 Frigorífico Armonr de La Plata contra el 
Gobierno de la Xnción, por devolución de impuestos de expor- 
tación y estadística", decisión en la que se dejó establecido que 
en situaciones como la que plantea el caso de autos, la interpre- 
tación que corresponde no puede ser otra que la derivada del 
propósito razonable y manifiesto del legislador que no es líci- 
it. suponer fuera el de paralizar por más o menos tiempo la 
administración pública dd Estado mediante ía caducidad de las 
leyes de gastos y recursos, pues no es presumible ni se justi- 
ficaría el designio de entorpecer o anutar resortes tan primor- 
diales en la vida civil de la Nación. Sm violentar, pues, ele- 
trciitales principios de apreciación inductiva y de estricta ló- 
gica, no jmede estimarse, ante los términos en que están re- 
dactadas las leyes aludida*, que el Congreso baya suspendido 
»r determinado tiempo la vigencia <k las mismas, omitiendo 
el ejercicio de sus atribuciones constittKionalcs de asignarles la 
ret inactividad correspondiente. 

Por estos fundamentos y 1os concordantes de la sentencia 
apelada , se la confirma. Notifiquesc y devuélvase al tribuna! 
de procedencia, «londe se repondrá el papel. 

A. Bermejo. — J. Figukroa Al- 
corta — Roberto Repetto — 

SI. Laukkscena. 



Dófta Carmen Cuiiiacá de Ruis Huidobro en el juicio seguido 
por don Francisco Lentos contra tos herederos de don JVS- 
cotás Guiñacú, sobre entrega de unos terrenos. Reatrso de 
hecho. 

Sumario : La garantía consagrada por el articulo 18 de la Cons- 
ititución, se refiere ni caso de un litigante al que se haya 
formado una comisión o se Je haya designado un juez es- 
pecial para que lo juzgue. (En el caso, se consideraba ilé- 
galmente constituida la Suprema Corte de Mendoza, por- 
que cuatro de sus míenlos ejercían sus funcione* en "co- 
misión", por decreto del Interventor Nacional). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 

PEfc SEÑOR PROCUEADÓR GENERAL 

ftutm Alm. Octubre *> dt IMS 

Suprema Corte: 

Ante el Juzgado en lo Civi! y Minas de Mendoza, don 
Francisco Lemos demandó a los herederos de don Nicolás Gut- 
iíazú, por entrega de unos terrenos en "Los Arboles". 

No encuentro en este voluminoso expediente, hasta des- 
pués de la sentencia definitiva dictada por la Cámara dé Ape- 
laciones en lo Civil, planteada ni resuelta cuestión alguna de 
derecho federal. 

Tampoco aparece recurrida pera ante esta Corte Supre- 
ma la referida sentencia de segunda instancia, por tío que la 
misma ha quedado ejecutoriada en cuanto ai fondo del asunto 
*f refiere y con relación a la tercera instancia extraordinaria 
que acuerda para ante V. E. el artículo 14 <te la ley nume- 
ro 48. 

El caso federal que ha mutivodu la elevación de esto* au- 
tos V. K., en virtud del recurso <le hecho deducido |K>r dene- 
gación del de ablación entablado ante la Suprema Cone de 
Justicia de Mendoza, se supone planteado en virtud de haber- 
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se impugnado la formación del referido tribunal al diciar sen- 
tencia con motivo de un recurso de inconstitucional idad y re- 
\ feión local de impuesto contra la antes citada sentencia de la 
Cámara de Apelaciones en lo Civil. 

Sostiene el recurrente que Da Suprema Corte Provincial 
no estaba legalmente constituida, por cuanto cuatro de sus 
miembros ejercían sus funciones "en comisión", por decreto 
del Interventor Nacional en dicha provincia, quien, no dando 
cumplimiento a la respectiva ley de Intervención, no había re- 
organizado infinitivamente el Poder Judicial. 

La Corte Suprema de Mendoza, al denegar el recurso ha 
dicho, con razón en mi opinión, que no ha sido motivo de li- 
tigio la interpretación y aplicación de la referida ley de In- 
tervención número 11.313- 

Ello, unido a la circunstancia de no haber tenido el caso 
federal que se dice planteado la tramitación que le fijan los 
artículos 14 v 15 de la ley número 48, para que pueda llegar 
la causa en revisión a esta Corte Suprema, rae inducen a 
considerar bien denegado el recurso. 

Por otra parte, las cuestiones relativas a la composición 
de un tribunal de justicia, así como la concerniente a lia re- 
cusación o excusación de sus miembros, es materia del derecho 
procesal y 110 pueden motivar recursos para ante V. E. (107. 
¿i; mó. 30 yi49; ni, 306; 123, 243). 

S«»n. del mismo modo, cuestiones procesales irrevisibks 
las que se dicen planteadas con respecto a la apertura a prue- 
ba «le la causa, denegada por la Corte Provincial, así como el 
1 onsentimienío de la constitución del tribunal y dte providen- 
cias dictadas por d mismo. 

Por todo ¡o e>q>uesto. soy de opinión que correspomle de- 
clarar bien <lenegada la apelación de esta causa. 



Horacio R. Larreta. 
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Buenos Aires. Diciembre 4 de 



Aillos \ \ i-tos. Considerando: 

Que según se desprende (le los términos en qtlc se funda 
la presente queja y ele los autos venidos jnir vía de informe, no 
sé ha planteado en e! pleito cqíi anterioridad al tallo de últi- 
ma instancia dentro de la jurisdicción legal, o sea en 1a Cámara 
Civil «le Apelaciones <le Mendoza, cuestión alguna de las que 
prevé el artículo 14 de la ley 4*. 1 Fallos: tomo 104. página 
429 y los allí citados». 

Que en cuanto a que el recurrente fué sacado «le sus jue- 
ces naturales u¿i razón de que el Interventor Nacional ha de- 
parado en comisión a los inieinhms del I'odcr Judicial de la 
provincia, es «le oliservar que la garantía eonsagradu jmh" el 
artículo iS de la Constitución se refiere al cütiso de un litigan- 
te al que se haya formado una comisión o se le haya desig- 
nado un juez es]>ccial para que lo juzgue, lo que no ha ocu- 
rrido ."11 autos y. en consecuencia. 110 se ha vulnerado la cláu- 
Mtla omsiituciona! citada. (Fallos: autos Oagliano José en 
"os que le sigue el Pisco y doña Bénigna K. de Sanlaniariua. 
-obre falsificación, agnstn 14 de 1925). 

|V»r ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 



Procurador (teñera! se declara no hal*er lugar a ta queja. Mo- 
lifiqúese y archívese; devuélvanse los autos al tribunal de su 
procedencia, con transmitió» de la preSeiite, y repóngase é. 
pape). 



A. Uk«hejo 
corta. 



. — J. Fn.l'KkoA Al- 
M. I.At -KKNCtCN.V 
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SigüuMcli, Hermán y Ció., en autos con don Luis Labork, so- 
bre paito de una deudo proveniente del juego de quinielas, 
Rtcurso de hedió. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
inciso -»." «le la ley 48. contra tina sentencia que, 4 reco- 
nocer la validez «le una ordenanza municipal impugnada 
como repugnante a 1<> dispuesto en el articulo 20f»> del 
Código Civil, se ha limitado a aplicar este precepto del de- 
recho común, que autoriza a las municipalidades a regla- 
mentar las loterías y rifas cuando resuelvan permitirlas 
1 \\. hubo aplicación preferente de la ordenanza respec- 
to de dSchO precepto del Código Civil, y se trata Única- 
mente «le la interpretación del derecho común, ajena :il 
expresado recurso ) . 



Caso : I.o explican las piezas siguientes 



DICfAMKS SRN'OK PROCURADOR CR3ÍKRAI. 

Bueno» Aira, Octubre 88 4t 1925 

Suprema Corte: 

Se deiuatMla en la presente causa seguida i>or don Jiujs 
Uborié contra Siganevich, Itcriran y Cia.. el pago de una «leu- 
da proveniente <M juego de quinielas. 

El Superior Tribunal de Justicia de Santa Fe ha resuelto 
en definitiva condenar al demandado a entregar la suma recia 
maila. 

ta discusión habida durante el litigio y sobre lo que se han 
pronunciado las sentencias dictadas, versa exclusiva.neiue *ot 
la naturaleza dé la obligación que se demanda a los fines de 
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txigibilidad «le acuerdo con lo qtfc al respecto dispone el Códi- 
go Civil. 

I«a resolución arlada pijes, ¿il declarar «le legitimo alxmo la 
deuda iludiente, ha interpretado y aplicado disposiciones de 
derecho común ¡rrevisaWes póí esta Corte Suprema en el re- 
curso extraordinario que ámenla el art. 14 de la ley núm. 48. 

Los fundamentos <le dereclio «befas a! respecto suficientes 
para sustentar la sentencia recurrida con preseindeneia de las 
cuestiones <le carácter federa! a que hace referencia el recurren- 
le y ipie entiende han quedado oportunamente planteadas, lo 
•¡ne. en mi opinión, es |*>r lo flemas inexacto. 

Por lo expuesto, soy de o|>íniñn que corresponde declarar 
bien denegado el recurso para ante esta Corte Suprema. 

llortnut A\ Lar reta. 



1MU.0 dk tA corte suprema 

Bueno» Airea, Diciembre 4 de 102» 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que ta sentencia pronunciada |>or el Superior Tribunal de 
Justicia <le la ciudad de Santa Pe ha declarado en la pertinente, 
!o que sigue: "de estos antecedentes se desprende que la prohi- 
hicáón de accionar establecida en el art. 2055 del Código Civil 
sr refiere únicamente a los juegos prohibidos, ])ero no a los que 
.son permitidos, como lo es <ñ que motiva esíte juicio, según apa- 
rece de la ordenanza municipal que ya se lia citad», dictada en 
virtud de la facultad expresa que para ello le confiere el articu- 
lo J069 del Código Civil sin que sea procedente la objeción que 
al respecto se formula afirmándose que la jugada de quinielas 
no encuentra cosrprendida en los términos «leí artículo, pues, 
un error que se desvanece con uwr presente que el juego 
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¡puado retine todas las características de las loterías que 
expresan en la citada disposición legal". 
•One el recurso extraordinario fundad* > por el apelante en 
In circunstancia de balícese puesto en cuestión la validez de I» 
ordenan»! municipal número 2105 por ser repugnante a lo dis- 
puesto en el articulo 2060 del Código Civil, sólo resultaría ptó- 
«eilcnte si el Tribunal Superior, en el conflicto entre la ley na- 
cional y la ordenanza local hubiese aplicado esta ultimo, con 
preferencia a aquélla íinc:so 2" del articulo 14. ley 48). 

Que cutre tanto, la sentencia ijTonunciada en el juicio al re- 
conocer la validez «le la ortlenanza cuestionada se ha limitado :• 
aplicar el articulo ¿009 del Código Civil que autoriza a las mu- 
nicipalidades a reglamentar las loterías y rifas cuantío resuel- 
van permitirlas y siendo asi es evidente la improcedencia <\x 
recurso extraordinario con arreglo a lo dispuesto en la últini. 
parte del articulo 15 que expresamente lo veda si los Tribuna- 
les de provincia se lian limitado a interpretar los código comunes. 

Que, a mayor ahimdaníténto cabe observar que el punto d« 
¡ater si el juego de las quinielas reúne o no las ediciones pri - 
pías de las loterías, asume los caracteres de una cuestión «le lu - 
cho irrcvisible como tal por esta Corte en H recurso extraordi- 
nario de puro derecho. 

Por estos fundamentos y «le acuerdo con lo nedido pW e 
««mor Prec*¡rador ('.enera! se declara improcedente la queja. Ko- 
ti'iquese. re|H»nRasc el |>ai»cl y archívese, devolviéndose los au- 
tos pedidos por vía de informe con tran3cr¡pci«m de la prestsníc 

A. llKKMKJO. — J. FtCUKIWA Al.- 
CORTA. — KOBKRTO RKM5T?0 — 

M. Laurenccna. 



■ 
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nínima Ccn&ccria Palcrmo contra él Fisco Nució 
re di t inción de dinero «?* < nr.oc por concepto de 

' VA artículo 3," del Código Civil 110 establece limi- 
tó a los poderes legislativos nacional y locales, en 
cuanto a la retroactividacl de las leyes, sino rtna regla Je 
interpretación «le las mismas, y tales limitaciones tampoco 
existen en la Constitución Nacional tiara casos en que no se 
trata «le imposición de peras. 

2" Al presente fallo le son aplicables los sumarios de los 
publicados en el presente tomo, pág.257. por tratarse de una 
causa que por sus fundamentos y antecedentes «le hecho y 
ele derecho, guanta completa analogía con aquéllos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA PRI, SENO» JUEZ FEDERAL 



Aim. Jtmk» » <te 1934 



Y Vistos: los promovidos jx>r la sociedad anónima Cerve- 
cería ttüermo contra d Fisco Nacional sobre devolución de <li' 
nerr> abonado en concepto «le impuestos. 

Y Considerando: 



T.* Qtte la actora demanda la devolución de ochenta y cinco 
til trescientos veinte pesos con ochenta y ocho centavos mo- 
rda nacional abonados bajo protesta, en concepto) de impucs* 
z la cerveza I>or d consumo «leí mes de enero «le 1922. ¿ti- 
llé cuyo mes mo hubo ley publicada que estalJeciera esc im- 
icsto. 
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Invoca la adora en su defensa, diversos preceptos <lc 
Constitución Nacional y Código Civil- 

2." (¿tic el Fisco al contestar la demanda sostiene en sínte- 
sis que los impuestos de referencia cobrados a la actora no de- 
I»en serle devueltos, atento lo establecido en el fallo de la Su- 
prema Corte registrado en el tomo 117, página 222 y por lo 
itwífi solicita el rechazo de la acción entablada. 

Que es en realidad exacta la circunstancia de ijue el Po- 
der Legislativo de la Nación no ha dictado oportunamente en 
qcásiones varias, las leyes impositivas correspondientes y que el 
Poder Ejecutivo por sus dependencias distintas, ha exigido el 
IKfcgO de impuestas en ¡romentos en <pte no había leyes que los 
establecieran. 

ScJltéjjiWHc situación lia determinado una serie de malenten- 
didos prácticas vicio-as. confusión de ideas doctrinas extrañas 
\ j lcitos numerosos que lian dado margen a sentencias de los 
Tribunales Federales. (|ue contemplan el asunto en si. con arre- 
glu a criterios muy resi>ctaWcs sin duda alguna, i»ero con los 
cuates no coincide totalmente el suscribo, por lo que i>r<»cedc 
a salvar su opinión en la forma que a continuación expresa. 

Dice el articulo 4." de la Constitución Nheional que el Go- 
bierno Federal provee a los gastos de la Nación, con los fon- 
del Tesoro Nacional, formado del producto de derechos <le 
importación y exportación. . . , de las demás contri buciones que 
equitativa y proporcioualmeirte a la población imponga el Con- 
greso general. . . A la Cámara de Diputados eorres|>ond;r Ja ini- 
ciativa *le las leyes sobre contribuciones, estatuye el artículo 44 
y el 67 señala que correspondo al Congreso. . . imi>oner contri- 
iHKMones... ar.ronizamlo con lo que antecede e4 articulo 17. 
tercer párrafo cuando prescrilie que sólo el Congreso impom- las 
contrilniciones que se expresan en ei artículo 4.* 

A estar entonces a Jo que preceptúa e! artieul* 
tada Constitución, no es dudoso que el Congreso es el qu< 
baila investido o>n el poder legislativo de Ja Nación. 
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El Congreso Nacional es la única autoridad. i»or lo tanto, 
facultada por la Constitución para imponer gravámenes. 

"Esta disposición — dice Montes de Oca — representa una 
antigua conquista de los poderes legislativos sobre ios pideres 
ejecutíVos; ^nboltza la lucha eterna de la C»»rona con el Par- 
lamento de Inglaterra." 

"... lH-sde la época «le la Carta Magna se había estable- 
cido cuino principio inco.it rovertiWe tle derecho constitucional, 
que eran los barones, los comunes y el clero, los que votaban las 
contribuciones (píe debían sufragar: no liabiendo representantes 
no babia impuestos*. 

"La Magna Cana fué muchas veces violada y muchas ve- 
ces restablecida : pero en el siglo XIII en que se dictó, quedó 
sentado de. una maillera inconcusa, como una verdad axiomática, 
que la Corona no |x*l¡a imponer sin la voluntad del fríamen- 
te, contrilMición de ningún género en Inglaterra" (página 508 
"Derecho Constitucional") . 

Por lo que a nuestro jais se refiere, dice el mismo autor: 
"... en fes constituciones orgánicas que se han dictado inús 
tarde, en las de 1819 y 1836 sobre todo, se ha reconocido el de- 
recbo claro y evidente del Poder Legislativo de imponer con- 
tribuciones, para que no quede la pravedad particular librada 
a la voluntad <k? una sola iicrsona". 

"En 1853. estudiándose y aplicándi** tos doctrinas jurí- 
dicas que regían el derecho constitucional, no podía hal>er ya 
dwla alguna : los convencionales de Santa Fe sentaron el prin- 
cipio que ni siquiera discutieron los reformadores de 1800' 
' (op.ck., ¡Kiginas 510 y 511). 

Comentando Cooley a la Constitución «le ios EE. IT. de 
Norte América, <lice : 

"En todo Estado soberano, el Poder Legislativo es el de- 
positario de mayor suma de poder, y es a la vez el representan- 
te más inmediato de la soberanía. No se entiende por esto que 
los otros poderes le están subordinados dentro de sus respecti- 
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Vas teleras, sino que c ' ejercicio de la autoridad gulwrnam 
t.tl empica con la sanción de las leyes y las otras ramas ejecu- 
tan y administran lo que rf legislativo sanciona". 

"Kn la enumeración específica de lo* poderes nacionales &e 
declara primeramente que el Congreso tendrá poder pára esta- 
blecer y pefeibir contribuciones, derechos de Aduana, impues- 
ta y si sis <Constitu.-.hm t articuló i.", sección 8/. cláusula i.m" 

'I,a imlaUra cimtrilnición. en su sentido más lato eocnprw- 
<le todas las imposiciones régidáres hechas i*»r el Gobierno á>- 

bre la persona, impiedades, privilegios, ocupaciones y diversio- 
nes del pueblo, con el objeto de furttvir el cesorO público". 

"Las contribuciones se distinguen (le las extorsiones, en 
que aquellas se establecen de acuerdo con alguna regla <|ue dis- 
tribuye el l*'si» sobre todos los ciudadanas. I.a extorsión que se 
hace sin considera/rón a regla alguna de distribución, no es jK>r 
consiguiente una contribución, y no cae dtsitro <le la autoridad 
constitucional «¡el gpláerno-¡ i Derecho Constitucional de los 
Í5E. ÜU. cié Norte América, júgmns 49 y 30). 

Infiérese \**r h» tanto que existe un axioma de ¡ndiiv ju- 
ridico-co»>tituci<iual que dispone lo siguiente: no hay impues- 
to* sin ley previa. 

"Kl gobierno democrático — cscrilie José Manuel Kstra- 
<Ia — necesita sujetarse a principiéis políticos que derivan del 
antecedente en que se fundan y son los siguientes: i. que la 
soberanía reside virtual y actualmente en el pueblo; 2." que el 
pueblo la ejerce por medió <te sus <kíegados. esto es. |>or nieclto 
de aquellas persiKias a las cuales confiere teni|M>rahnente y con 
los límites qtíe le place, poder para rejiresciUar su solierania; 3.* 
qtte todos los mandatarios, sean personas, sean cuerpo, que jh>- 
sean una de las autoridades en que se dividen los |>oderes pti- 
blicos. pueden legil ¡mámente obligar la obediencia de los parti- 
culares, mientras obren dentro de la órbita de sus atribuciones 
Incubares; 4." que ninguna puede invadir él circulo j>ertenee¡en- 
tc a 4tra, puesto que habiendo cada una recibido {textor igual- 



«iientc circunscripto 

prema ley de la democracia: 5". que ninguna de ellas, ni toda: 
juntas. pueden ultraixtsar flos ] i mi tes. puestos i>or el solierann a 
«m acción aislada o simultánea, ni invadir el ra<Uo que el mismo 
haya reservad» ala autoridad <fc los |xwticii1ares. esto es, a la li- 
bertad -individual. Infringir estos principios, es violar sustan- 
cialmcnte las. reglas morales que rigen la sociedad y corromper 
los fundamentos <lel gobierno clenmcrátko o republicano." 

Y más adelante, concreta su pensamiento en Ta siguiente 
forma: "Kn la Constitución < leu» terática se so1»reentiemie la li- 
bertad, al paso que las atribuciones gubernamentales no se co- 
nocen sino por lo que textualmente declara. Donde la Consti- 
tución calla, cesa la acción legttüra de los |Mideres públicos y 
subaiste la esfera preexistente que corres|>onde a Ja entidad so- 
lerana que estableció el gobierno, y de la cual |>rovienen su or- 
ganización y sus reglas, es decir, subsiste la libertad individual, 
el derecho de los ciudadanos a no hacer, según ta hermosa pala- 
bra de nuestra Constitución, lo que la ley no les ordena y a no 
rivados de to que ella no Ies rala y además el derecho de 
resistir a tollos aquellos acto* que en cualquier sentido pretenda 
ejecutar la autoridad o cualquiera de 1os poderes que ta asu- 
men, fuera «le las atribuciones que la Constitución les haya con- 
ferido expresamente. De aquí se concluye que en caso de duda, 
la interpretación debe ser siemj »re favorable al pueblo y no aT 
gobierno, a la libertad y jamás aJ poder" (Derecho Constitu- 
cional, tomo 3, páginas 456 y 458 ). 

Con cuanto se deja expuesto, salva <ef suscrijHo de un modo 
formal su opinión al estimar que el cobro de impuestos por 
paite del Poder Ejecutivo o sus dependencias, sm ley que asi 
lo autorice, repugna a los principios ccftisagrados por la Consti- 
tución Nacional. 

4. Que sin perjuicio <te todo cuanto antecede, «I suscripto 
tiene en cuenta que la ley nacional número 11180, constituye la 
piedra de toque para la wiwáón de este pleito. 



En electo, «Helia ley «le fecha febrero 10 «te 1022. publica- 
da eit el 'iioletin Oficial" «le febrero 14 «le 1022 — fojas 53— 
sanciona en su articulo i - flo siguiente: "declárase en vigencia 
para ktt meses «le enero y felpen» del corrien-le año... las le- 
yes de impuestos rigentes «hirante el año 1921 o . 

0>n el grave pniblema de fla retroartivi«k*I «le las leyes, 
licite íntima viiKulación el fallo de la Suivema Corte invoca<h> 
jmit la «kn andada en esta causa, el que figura en el tonto 117, 
página 222 de la coteráott «le ese Tribuirá!. 

Según la Suprema Corte, "los jyiwedimientos irregulares 
o viciosos en materia de |>ercei>c¡ón «le impuesU* y de ejecu- 
ción dé obras públicas, pueden ser ratificados en generad» ]>or 
leyes imsterwws. que el Poder legislativo está facultado para 
hanelonar" y agrega que "el articulo 18 «le la Constitución Na- 
cional* pruhilw la retnactividad de las leyes en materia 
l*nal y en tarto perjudique a los procesados" . 

lía dfehó también la Suprema Corte, que "la retf.a cpic nie- 
j;a fuerza retroactiva a tías leyes, no estando escrita en la Cons- 
titución sino en los a*Kgos comunes, es una advertencia hecha 
a los jueces |»ra la int«*ri>retad«Mi y aplicación «le las leyes y 
110 una limitación al pt>der «le las legislaturas, ni una cau$a> «1c 
nulidad para sus disjMfrsichincs". 

"En la C«mstitución Xaciouaí no se encuentra disposición 
alguna, como la <|ue contiene la de los Estado* Unfxlos «le X«>r- 
te Amencia pmhibietHk» expresamente a los Estados «Hctar le- 
yes retroactivas ex /><«/ /ar/o. ni leyes que alteren las obligacio- 
nes nacidas «le l«>s contratos. I«a observancia «le esas reglas de 
legislación universal, lia quedado confiada ai la discreta sensa- 
tez de las itegialaturas provinciales. $i en las respetivas Consti- 
tuciones de jirovincia no les han swto impuestas como una limi- 
tación «le su po«ler", tomo 10. página 427. 

En presencia «le lo que se <teja consignado en este consi- 
derando, se echa «le ver que «la retroactivklad de ta ley es cosa 
admitida por la jurisprudencia federal, y por lo tanto, según 
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en este caso la ley 1 1.180 verwlría a ratificar 
del Poder Ejecutivo, al haber cobrado sin ley que la ai 
el rrtpuesto a la cerveza durante el mes de enero de 1932Í 

Aplicando entonces esa jurisj>ru<lei*cia, procede el red 
de b demanda, y el suscrito en lo que a él respecta, no cree 
oportuno vertir reflexiones que el caso le sugiere. 

Por las consideraciones que |«receden. fallo : rechazando la 
la promovida por la sociedad anónima Cervecería Paler- 
contra el Fisco Nacional sobre devolución de dinero alio- 
nado en concepto de impuestos. Sin costas, atenta la naturale- 
za de la causa. 

Saúl M. Escoltar. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FBDKRAL 



Butndt AlfH. DieiMibrt 15 de 10S4 



Y Visto»: 



Por los fundamentos aducidos por esta Cámara en los au- 
tos seguidos por el Frigorífico Armour de La Plata contra la 
Nación sobre devolución de imjHiestos. faIIa<io el 6 de ju- 
nio de 1923; y Cervecería Argentina de Quilmes y otras con- 
tra la Nación sobre devolución de impuestos, fallado el 
31 de julio dd corriente oflo, y concordantes de la sentencia 
apelada, de fs. 68, se la confirma, sin costas, atenta la natura- 
leza de la cuestión. — T. Arias. — Marcelino Escalada, — B. 
A. Nácar Anchorcna. — /. P. Luna. — José Marcó (amplian- 
do fundamentos). 



/Imptiación de fundamentos: 

A estar a la doctrina y a nuestra Constitución Nacional, 
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especial i»níe en Süs artículos 4A '7- 44 y «7» «1 impuesto (eon- 
triluK-iiHi i se defw como "fwrtc tic ta riqueza con que totto 
habitante del Estado está obligado a ccmtribüir por la ley, para 
la realización «le Sckb servicios públicos «> necesidades colectivas.'" 

Riendo así. la contiKiñia deimndilrtte no lia jkmIííÍo crear y 
percibir (jara si el impuesto a cerveza, de enero tk" 1922. $6- 
ln |»iT folla tic una ley que lo baya establecido con anticipación 
v menos si cato atribuirse con ello un derecho adquirido, del 
qué dice habérsele- privado iiiconstitueionalmente obligándola al 
pago. Como impuesto al fin. aunque de hecho, no tenía su im- 
porte, ni tiene liov. dfcro dueño qué la persona que lo juigo. la 
comunidad o su representante, el lvstado. 

Si ella no lo percibió cobró, y es este otro fundamenta 
con %|uc rebkinia la devolución del importé d«J impuesto, ha 
debuto invocarlo en la demanda jKWa la contestación y las prue- 
bas m su caso, a objeto de juzgarlo en la sentencia, y no Éo ha 
hecho. * 

Tanto más necesario era esto, cuanto que de haberse acre- 
ditado que excusó a la comunidad de tinla contribución jkjt la 
cerveza de eneró de i«>¿2 seguramente otro habría sido el re- 
sultado de la «leniawla. — José Marcó, 



l-AM.i» DK l.\ CORTK SUPREMA 1 

*»«• Alrtt. Mclraibrc 7 4t 1*9* 

Y Vistos, Considerando: 

t^hie ln presente causa en la que se demanda la devolución 
de ¡roptiestos percitftlos i>or el ¡fisco Nacional por aplicación 
en enero <Ie I$Í2 de la ley N. u 11.180. sancionada en febrero 
del mismo año, guarda eomjícia analogía \*>r sus fundameu- 



M JUSTICIA D8 LA NACIÓN 



tos y antecedentes de hecho y de derecho con las recientemen- 
te resueltas por esta Corte en los caaos «leí frigorífico Armour 
<le La Plata contra el Gobierno Nacional por re|K*kión de im- 
puestos de exportación y estadística (Katto <le 33 de novieiu- 
l>re próximo jasado», y Cervecerías Argentina de Quilines y 
«ras contra la Nación. por>devoiud¡óh de impuestos f Vüifa de 
4 de diciembre actual.», procediemló, en consecuencia, la apli- 
cación en general y concretamente en ca«la caso, «le las consi- 
deraciones y fundamentos en cuya virtud aquellas demandas 
fueron desestimadas. 

Que consistiendo, pur lo domas, la argumentación funda- 
mental de este litigio en que a la ley 1 1.180 no 1c ha si<k> ex- 

amenté asignado por et Congreso efecto retroactivo y éste 

no puede resultar de una mera, interpretación «leí texto legal, co- 
rresponde observar que no hay nada que interpretar o inferir en 
el caso, pues el concepto de rct reactividad no iHiede ser en é! 
más expreso, toda vez que la ley dictada en febrero declara en 
vigencia jara tos meses de enero y febrero el presupuesto y las 
leves de impuestos vigentes duttante el año anterior; y en cuan- 
to a la atribución Igislaltiva para sancionar tal «ledaración, igual- 
mente impugnada en autos, esta Corte tiene establecido en rei- 
teradas decisiones (Rallos: tomo 10. página 4*7! tomo 3*» P 4 " 
»¡itt 8a; tomo 108, página 389: »'7- l^P" 3 222 « entre 
otros), que el articulo 3* «leí Código Civil no establece hns- 
taciones a los poderes legiskuivi* nacional y locales, en cuanto 
la retroactividad <le las leyes, sino una regia «te interpreta- 
ción de Jas mismas, y que tales limitaciones tanqioco existen 
cr la Cc*s*«ue¡ón Nacional para casos en «|Ue no se trata de 
imposición de ]ienas. 

Por esi«>s fundamentos y k»s ]»ert¡ncntcs «le las decisiones 
de referencia, que se «lan aquí por repmlucklos. se confirma lia 
sentencia apelada, no haciéndose lugar a la imposición de las 
... stas materia «le la ablación ordinaria ¿rtterpuesta. atenta la 
naturaleza de las cuestiones dehatwlas y las circunstancias que 



KMKJO. — J. FlGURROA At- 

a — Roberto Repetto — 

Lai-rbxcexa. 



musa 
Quilines* 



dictó igual resaCuciim en la 
lima Cervecería Argentina 
I, jKrtr <levohici('m de itii|>ues- 



/>í'W Manuel Ramírez SaMfumeti contra el Poder lijecutk'O Ñor 
nona!, sobre j ululación. 

Sumarió; La dis|>osición del articulo 37 de la ley 4349. ¿obre 
Jubilaciones y Pensiones Civiles sólo puede ser aptioi- 
!»Ie cuando la cesantía sea definitiva, pues la reincorpora- 
ción supone, o bien que no existieron las faltas imputa- 
das al emplead" exonerado, o bien <|ue no revistieron 3a 
gravedad necesaria para determinar la exoneración, y en 
añil** casos ésta delw considerarse como no i>r<»duckla, a 
los efectos <!e k* juWIacíón. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 



StfXTKNClA OI; l.A CAMARA FtiORRAT, 



Vistos y Considerando: 



Acn, julio s * II» 



Que según consta (fe la liquidación de fojas 96 del expe- 
diente agregado, la Caja ha reconocido al actor ios servicio? 
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...de enero tí de 1888 a diciembre 20 de 191 1. <|"e ascienden 
r. j»esBr de sus mternipciones a 22 años, 5 meses y 3 días. 

Que en manto a los ser\4fck>s que Ramírez Sanguinetti 
afirma haber prestado con anterioridad a su ingreso en la Ad- 
ministración de Conreos, cabe declarar que con el informe de 
ís. 48 del expediente «Jmmwta-ativo, suscribo por el Gerente 
y Jefe de tráfico v movimiento det ferrocarril Central Norte, 
ue aseguran su efectividad desde 1885 » 1888. a cuyo personal 
rtenecían en esa época (fs. 50). t «^"ás constancias de 
de que hace mérito la sentencia recurrida, se hallan su- 
ientemente acreditados. 
Que. además, habiendo reingresado a la administración el 
2» de marzo de 1919, como telegrafista de transmisión, pues- 
to en el que continúa prestando servicio, en la actualidad ha 
alcanzado el término legal exigido para obtener su jubilación. 

Que por otra parte, la conclusión a que arriba la senten- 
cia apelada respecto de la éntdfipretación y alcance del precep- 
to establecido en el artículo 37 de la ley 434** es arreglada a 
L-ho y a .Jas constancias de autos. 

Por astas consideraciones y sus fimdacnentos se confirma 
el fallo recurrido de fe. 84. Las costas por su orden. Devuél- 
vase y repónganse las fojas. — José Marcó. — Marcelino Esca- 
lada'— T. .trias. — B. A. Ntisar Anchorcna. — J. P. í.""". 



KAHO Mí IJi CORTE SUPREMA 

|M¡p Aim, Mdtab» 7 * tttt 

Vistos y Considerando: 

Que las cuestiones a resolver en este caso, son: i.° Si el 
empleado Manuel Ramírez Sanguinetti, exonerado varias ve- 
ces de su puesto, pero reincorporado a la admimstraosin pu- 
Mka en la «partición de Correos y Telégrafos, donde presta 
sus servicios, puede acogerse a tos beneficios de 
ley de Pensiones y Jubilaciones 43495 ** Si el mismo ha 
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comprobado que tittio vi tiempo requerido ]>or ai|ué!la para ob- 
tener su jubilación, 

(¿ue el articulo 37 tk la ley 4,149 niega el derecho de ju- 
bilarse a los empicado* c¡tie huKmrnn nido .separados de 511 
puesto. j»ero esa disposición sólo jnie<le ser aplicab'c vitando la 
cesantía sea definitiva, jwes la reincorporación supone, o bien 
que no exigieron las faltas implólas a) empleado exonerado. 
«. bien <|«c no re%>ist¡cn»n la gravedad necesaria |>ara determi- 
nar la exoneración, y en amitos casos ésta <tclie considerarse 
eolito no producida a los efectos de la jubilación, habiendo re- 
suelto esta Corte con igual criterio reclamaciones análogas en 
íaWos anteriores. Torno 131. página 257. y tomo 142, pági- 
na 221. 

<Juc en cnnseriienaa. Ka-nirez Saiiguinctti fué exonerado 
|hw desacato, i| a tttttnia wz. el ¿4 <1c felircm de 1912* deján- 
dose sin efecto la exoneración <les|més de bal)er sobreseído el 
Juez Federal que entendió en la causa. |x>r 1,0 aparecer. pro- 
liado el delito imputado, qiicrló virtnalniente reintegrado en su 
derecho a la jubilación una vez reincor|>orado a la Administré 
ción en n>i9. 

Que en cuanto al tiempo de servicios prestados, la ]>arte 
demandada sostiene que >no lian sido justificados en autos los 
que prest.» desde iH»s a 1888 como telegrafistas de Jos ferro- 
carriles «leí Kstado. y que. -por lo tanto, no está en condicione* 
de jubilarse: |>cro del examen de la prueba rendida sobre ese 
punto, que hacen tanto el Juez Fwleral Sonrio la Cámara de 
Apebdón. resulta suficientemente probado aquel extremo, sien- 
do de observar, además, que delicn com]Hitarse los que el ac- 
tor lia prestado, desde su rrincorpuracinn m «leíante, como 
lo «leclaró esta Corte en K>s Fallos otados. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada, se 
la confirn». Las costas en df onlen causado. Xotifíqtiesc. re* 
póngase el papel y devuélvanse. 

■Mi RKRMKJ6. — KoitKRTo RKPftT- 
TO. — M. LaURKXCKN A. 
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Juca Pcderal dé la Capital, doctor Saúl M. kscóbar, eleva <r- 
itiúefones producidas m ti juicio "litchetrrry, María, con- 
tra Duhini Luis', con uwth'O de la negativa del juez de 
Prínura Instancia en lo Civil de La Plata, doctor Lacio 
Moreno Quintana, a remitir ubi documento orhjiuat solici- 
tado "«11/ effeetum videudi* y en calidad de 'para mejor 
proveer\ 

Sumario: i.° CorresjKHKlc a 4a Corte Stt|>rcma. «le acuerdo <m 
las -rayones «|iie informa la dis|M»sieión «leí articulo 9 de 
kt ley 4055, «Krímir un conflicto entre jueces efe distinta 
jurisdicción respo^U» a la facultad de mi juzgado federal, 
desconocida |*ir la justicia local, pan* requerir la remisión 
de un documem» "para mejor proveer", en causa sometida 
a su jurisdicción. . 

2¿* Vi P«Mler Judicial «le la Nación debe actuar en t««Ia 
la RepíiMíca de conformidad a sus inopias leyes «le Pro- 
cedi míen tos, sin que 1 Hieda ser tratada su atvión en fór- 
ina alguna pot leyes jwoviiKiales «le alcaiKc limitado a 
las causas substanciadas ante sus propios trilmnales. 

3. ° Las prescrijxriones «le la ley reglamentaria del POtter 
Judicial delegad* • «le la Nación, dictadas «le conformidad 
con el artículo 67, inciso 28 de fla Constitución, son ley su- 
prema «le la Nación, a que las autoridades «le provincia e>- 
tán obligada* a conformarse, tío «distante cualquier «dispo- 
sición en «aitrari«> que contengan las leyes o Constitucio- 
nes iwovineiales. 

4. a Los Jueces Fedérale*, «le conf<mnidad a lo dispues- 
to en el articul«> l| «fe la ley 48 y ió. irteiso 1 * de ta- ley 
nacional de «pramlimiento», número 5* están autorizados 
pára decretar, en cdfclad de "para mejor proveer" que se 
traiga a la vista cualquier documento que crea convenien- 



r# ^ws *«tfas¡t»vr d 4rr«rfw <|e I<* litigante*, y. I«* jur- 
**» lirdbiíi j*r 1» i*** antecede* entón "M»**l"» a deferir 
**** **«4í4it. 



«#H9 MU. ;i'KZ VtifVMM. 

0>v» ¡pmm*»**» j»r María Kidievrrry r**rtra Ü» Dulií- 

V 4í«4B«*4wia*MJ<>:: 

tf i&* & *•**» *** *\r*\xet*\t <p* María Kidieverry 
«róíe. «J ^auHpvlM 4* I» Civil > Oanercíal a car**» «kt dpc- 
r - fc**, «**wt*ar» ih»«t» .Id «IqAflamrMo Ca- 

jSSá f*m**m 4e Hmmm Aírw. j«*rí" «le «enturad.* coa- 
te* tWmí» 4r Xh&mú. m mure*U'm, en royo j«írí» Luí» 
E^íWw m¡#m 1» «*of*ÍM« dr ítmimtvteiKU «le }urMu-:üm. a 
ívfflw* **r Á* «tafea» y argentina la actora. 

« ftírft» *«*imhm» í*w*í'er» m firí.rfrra y «egurria infancia. 

x' "Jm 4irfa» t**»> *« ft*Ma «i d 'Mi»"*' privado 
V»"**** ***** fftfci» a*"- esprefadoe y *|»e rn intimó- 
me iyptF» * ***** **> 4r t"* pf»«nwí«l»»* ante ente Juzgad» \utr 
fa ***** <**f» d 4*mmAaA*> *>**e MhMáím y emharf» pre- 

«w «ft jt«¿-v> yriaifff ante la jiftíría «Ir la provín- 
dj| *• r<ww ■ ha mfiído «rotenda M'mitnz mAhk 

A ímé* 4** Menú la e««j»dón «p«e*a y rfrc«¿«i f ír- 

*w fc :*4*e)í¿. «Ki*Hfá»fc«r M€\m»U> d «pe.Kenlr re*- 
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oectivo.Vi.cl que se halla el documento original que da 
gen a este pleito. 

Este Juzgado estimó necesario requerir ad effcctum vi- 
dendi dicho documento si Juzgado que intervino en el juicio 
primitivo, a lo que se niega cortésmente su titular, invocando 
las razones que expresa en el oficio de fojas 108 que antecede. 

El suscripto insiste en su decisión de tener a la vista «.-1 
documento original. i*ies nada tiene que hacer ya ese docu* 
en el expediente archivado jK»r la justicia provincial. 

Ese documento ivotiva, precisamente, este pleito y en ri- 
gor de verdad, no sólo debería figurar en él ad effcctum v¡- 
dendi, sino con carácter definitivo. Pero, como quiera que una 
vez sentenciada esta causa en última instancia, tamo daría que 
nanee iera ese instrumento en este expediente o en aquél en 
hoy se encuentra, no hay liara qué hacer cuestión sobre el 
into. 

4." Que a las razones expuestas por el señor Juez de la 
provincia de Buenos Aires en su oficio que antecede, el sus- 
cripto opone lo que establece el artículo 13 de la ley nacional 
número 48. que sin disputa de ningún género, rige el caso pre- 

, Corte de Justicia de la Nación tiene resuelto 
_ corresponde dirimir un conflicto entre jueces de dis- 
isdiccBÓn en ciertas ckcimstancia* (tomo 118. pagina 
iaa, página 360). 
En su virtud, el suscripto resuelve: someter el caso a la 
. Suprema Corte Nacional, a fines de que se sirva 
> u ja, providencias que procedan, toda vez que cuaiesquie- 
... sean las disposiciones que pudieran fundar la negativa de la 
justicia provincial para cumplir ej encargo cnconiendado. no 
debe olvidarse que por precepto expreso del articulo 31 de la 
Constitución Nacional ella y las leyes de la Nación que en su 
consecoencia se dicten por el Congreso, son la ley suprema de 



m 
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la Nación, y las autoridades «le cada provincia, catán obliga- 
das a conformar** a ella* mo obstante cualquiera disposición en 
contrario qm contengan las leyes o Constituciones provinciales. 

Atentas las nu»daJi<la<lcs <ld caso, tu* cabe otra solución 
•|iu: la excogitada y ya sin decirse que no hay otro Tribunal 
iikí> autorizado que la Suprema Corte Nacional jara dictar !a 

rfrápluoión que- reclama este conflicto. 

PW las consideraciottes que iwcoden, resuelvo: elevar a 
\\ Suprema Corte Nacional este asunto, remitiéndole Jas piezas 
de fojas 107. 10K j y el presente auto, para que se sirva 
adoptar la decisión qm voiresixmda. Líbrese el oficio de estilo 
y transcríbase íntegramente este auto al señor Juez dé 1.' Ins- 
tancia dé #n Civil y Comercial del departamento de la Capital 
• Ir la provincia de Humos Aires, doctor Lucio Moreno Quin- 
tana, a li»s efectos que hubiere lugar, con oficio. 

Saúl Aí. Escobar. 



DICTAMEN tmi SKXOR IWOCWtAnÓR C.tvN'RRAK 

ButiMM Aires, Novicndft "24 <te I98& 

Suprema Corle: 

Kl «eftor Juez Federal de la Capital de fe. Nación dispuso 
en el juicio "Ktcheverry María contra Dubini Luis, por cum- 
plimiento de contrato", como medida para mejor proveer, que 
fuese agregado un documento original cuyo testimonio of>ra1>a 

en autos. 

A tal fin solicitó del señor Juez de i. m Instancia de lo Ci- 
vil de La Piala, la rcinisj/in de dicho documento el que se ha- 
llaba agregado a un c.\|>ed¡crUc que tramitó ante la jurisdic- 
ción de dicho magistrado. 

Denegado el ¡«dido del seiíor Juez Federal en razón de 



ue prohiben da extracción <U* actuaciones 
dé origen, han sido elevadas las actuaciones res- 
pectivas a fin de que Y. K. dirima el conflicto producido entre 
los dos jueces. 

La naturaleza <le dicho conflicto hace procedente la inter- 
vención «le V. E. de «icuerdo con la doctrina uniforme de esta 
Oírte Suprema íart. 9.", ley N." 4055; S. C. N. n«> 205 y 217». 

Kn cuanto al fondo del apunto lia* resuelto V. lv m uc c1 
pérfido de -un Juez Federal, hecho en las condiciones del que 
motiva esta traklencia, «lelie ser cumplido por estar autorizado 
%tor el art. 13 de 4a ley \\° 48. no obstante cualquier disposición 
en contrario que puede existir en las leyes tócales, porque es 
■le conformidad a sus propia» leyes de procedimiento que debe 
actuar en toda la República ei JVxler Jt*dk£al de la Xaci 'm íPa- 
110$ citadlos) . 

Por oirá jarte, «lijo esta Corte Suprema: "la remisión de 
ex* tedíente a un Juzgado Federal no compromete tampoco 
la intfvisibilufod del archivo de la provincia, dnde que no se 
liretemle «fcsmembrar esc depósito y fraccionado perntrnentc- 
menhe, puesto que deten reintegrad a ti 
ni archivo ile que proceden". 

l\>r ello, soy de opinión que corresponde disponer se dé 
cumplimiento al i*dkk> del señor Juez Federal. 




Horacio K. Larrcta. 



F-MJ.fi VH t\ COHTK SUPKKMA 

lntMt Alftt* tNrf«*rt II * im 

Amos y Vistos: 

Los antecedentes del conflicto suscitarte entre un Juez Fe- 
dera! de esta Capital y otro de 1 Instancia en lo Civil de La 



m vaujos m ja com turnen a 

Mata, con motivo «le la negativa de este «Étimo al pedido de re- 
misión ad effectwn vkkmdi y en calidad de "para mejor pro- 
veer" de un documento original agregado al expediente EtcJic- 
verry, doña María, coi: ra Palacio de Uubini, doña Marta, su 
sucesión, sobre cumplimiento de contrato. 

Y Considerando: 

Que las razone» que informan la disposicíán del artículo 
de la ley número 4055 cjue amplió la esfera de acción (le es- 
ta Corte en la» cuestiones de competencia, justifican su inter- 
vención en el caso, desde que se trata en realidad de un con- 
flicto entre jueces de distinta jtiriadkción. respecto a la facul- 
tad tlcl Juzgado Federal, desconocido por la justicia local para 
requerir la «reTOsión de un documento "para mejor proveer" en 
causa sometida a su resolución. 

Que adema» el articulo 10 de la citada ley y 2 ? de la ley 
numero 7099, atribuyen a esta Corte la superintendencia ge* 
neraf sobre «os funcionarios de la justicia federal, debiendo dic- 
tar tos reglamentos concernientes para procurar la mejor ad- 
ministración de justicia. (Fallos: tomo 104, página 208; tomo 
109, página 95. entre otros). 

Que la medida decretada por el Juez Federal de esta Ca- 
pital está autorizada por el artículo 13 de la ley de jurisdicción 
y competencia número 48. «egún d cual •'siempre que un Juez 
nacional dirija un despacho precatorio a un Juez provincial, sea 
para hacer citaciones <» notificaciones o recibir testimonios o 
practicar otros actos judiciales, será cumplido el encargo", y 
especialmente en el caso, por el inciso l.% articulo 16 de la lev- 
nacional de procedimientos número 50, según el cual "los jue- 
ces y tribunales podrán para «mejor proveer: i.° decretar que 
se traiga a la vista cualquier documento que crean conveniente 
para esclarecer él derecho de los litigantes". 

Que es de conformidad a sus propias leyes de procedí- 
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«lientos que del*? actuar en ioda !a K^uiMic* el Poder Ju- 
«Wclal «le la Nación, sin que ftteda ser tintada su acción en 
tor.va afguna por leyes jwovinciales tle alcance Kmitatto a las 
causis sustanciadas anic su» probos tril ninaks, ptiesto que las 
provincias no ejercen el poder delegado «le lá Nación. ( Fallí*: 
tuno 1 18, página 202). 

One las disposiciones de leyes locales a que se refiere el 
ifto dél Juez «le La IW importan exigencias incompatibles 
en el caso de una diligencia jwr* mejor proveer, con las dispo- 
iciones chadas en Hl conswleraiido 3.* que forman i>arte «le bs 
que reglamentan el funcionamiento del Poder Judicial de la 
Nación que actúa en ca<la provincia con imlopendenda del ré- 
gimen local y. en consecuencia, carecen <le aplicación en lo que 
a la justicia nacional se refiere. 

Que las i>rescTÍ|>ciones de la ley reglamentaria del Poder 
Judieiri ddfcgado de la Nación, según el articulo 94 y siguien- 
tes «le la Constitución, dictadas en conformidad con ésta (ar- 
ticulo 67, ¡tic «&•) , son ley suprema de la Nación a que las au- 
toridades «le provincia están obligada* a conformarse, no obs- 
tante cualquier» <Iis|K>sidón en contrario que contengan las le- 
ves o Constituciones i*ovinciaks ( Constitución, articulo 31). 

Que. p«r lo «lemas. la remisión «le un «locumcnto o «le un 
expediente a un Juez Federal requerí* lo «le oficio como ele- 
mentos «le infuRnuón conducentes al acierto «le sus resolucio- 
nes, no.cotn|)romete tampico ía indivisilHlklad «leí archivo de 
la provincia, désete que no «'pretende desmembrar ese «iqwsito 
y fraccionarlo |>ermanent*mente.. puedo que «Irlien ser reinte- 
grados, a la brevedad, posible, al archivo de que proceden. 

por estos fundamentos* «le aouenlo con lo dictaminad» p«>r 
el señor Itrocunidor General, asi como de la reiterada juris- 
prudencia de esta Corte (Fallos: torno 9, página .405; tomo io. 
(fágina 4^4 : tomo 24. 1 «ágina 144 ; t.*no 1 19, páginas 205 y 317 . 
t„m<> 138. página 284, entre otros), y encontiándow en este 
Tribunal el e.v|ie<liente en que se registra «1 documento nolid- 



por el Juez «le Sección, remítanse a éste dichos autos a 
¡os efectos «tal «aso, con recorwrolación «le que sean reintegra* 
«los en lo» término» que expresa ol conskleraml.» anterior, avi- 
sándose al Juez «le La Plata en la forma «le estilo. Repóngase 
papel. 

A. Bkkmejo. — J. Fígukroa Al- 
corta — KoKKUTO KEPKTTO — - 
M. LAURRNC£NA. 



h.vhorto librado por el Jwt en lo Ovil de la Capital, doctor 
Mareos A. Pigucroa al JUes Letrado del Territorio Nacio- 
nal del Chubut. en el juicio sentido por doña Sarach Venn 
de Carrejas contra don Ensebio Carrujos, sobre divorcio y 
separación de bienes. 

Sumario: i." Corresi>«m«lc a la C«>rte Suprema dirimir un cm- 
Hktn entre jueces «le «Hstirita jurisíKcck'Hi. respecto a las 
formalidades que «lelw llenar un exhorto librado por uno 
«le ellos. 

2." Para que un exhorto dirigido por autori<la«tes nado- 
nales a autorida«les «le provincia o nacionales, fuera «le su 
jurisdkción pue«la diligenciarse, no se requiere más re- 
quisito que la firma «leí juez y el sello del juzgado res- 
pectivo. 



Caso : La explican las piezas siguiente» : 
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DICTAMKN 1>ÉI# SKS'OR hcocin aoór <;i:.\ f:r ai. 

Bueno» Aires. Diciembre 7 de 1635 

Suprema Corte; 

Kl presente exhorto dirigido \»>v d señor Juez de IVimc- 
a Instancia en lo Civil de la Capta! de la Narión al sfenOr juez 
étfradb del Territorio Nacional de] Chulnit. ha sido delatólo 
or cStó funcionario sin diligenciarlo pt>r m observarse en él 
s formas que son «fc? jwáctic», según dice. 

J\I |uez de la Capital, entendiendo (jlife dio plantea un con- 
Ücto cuya resplikáóii escarpa a su jurisdicción, ha elevado á 
". K. las actuaciones jKira que resuelva lo que corresponde. 

Ksta Corte ha considerado el presente conflicto como uno 
le aquellos que está facultada para dirimir en virtud de lo dis 
lisio |wir el art. i) de la ley número 4055. (Tomo 141, pá- 
gina 420). 

Kn cuanto ;i í fondo <le la cucalón corresponde, «le acucr- 
!o también con la unifonre doctrina de V. K. dar cumplimien- 
to a la petición del Juez de la Capital, y* que el exhorto diri- 
gido aparece suscripto por dicho magistrado y lleva estantía*» 
el sello de tinta del juzgado, únicos requisitos que dehwi exigir- 
le en comunicaciones de esta naturaleza. 

Horacio A\ ¿firrtfW, 



I- AI.I.O Dti M CORTE SIIMO-MA 

BHWOI Air», Diciembre II át I «5 

Autos y Vistos. Considerando: 

Que tratándose en el caso de un conflicto entre jueces de 
(V'stinta jurisdicción reanerto a las formalidades de un exhorto 
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tibrado por uno de cllós¿ procede la intervención dé esta Gar- 
le -de acuerdo coa tote móviles y vi alcalice atril mido ©n reite- 
rado» caso* análogos al foítíciílo «>." de la ley 4 f >55- 

ijm cti ejercicio de la facultad conferida a este tribunal 
jMtr el articulo 10 (le la ley precitada y artículo de la nú- 
mero 7a». soore suiwrintetvlencia genera 1 , se dictó el regla- 
mento i»ra los J u/gado» de los Territorios Nacionales y el <lc 
lo* Juzgad!» de Sección, estableciéndose en oí 7." del primero 
y 11 del segundo que simare <|tic hayan de librarse despachos 
dirigidos a autoridades de provincia o a autoridwics nacionales 
fuera ue su jurisdicción, se pondrá el sello de. tinta del Juzga- 
do con a la firma del juez (Acordada del 21 de fclkero de 1*103; 
Fallos: tomo <a página «>>. 

yuc llenadas dichas formalidades éñ el exhorto de fojas \ 
dirigido jH»r el Juez de primera instancia cu lo Civil de esta 
Capital al Juez I Adrado <lel Territorio Nacional del Chuhut, 
hastia en lo fuudauH-ntal la observancia de tales requisita para 
ia ¿egalizaci« • 1 del exhorto de referencia, en el <que «o acre- 
cen, <j»or lo demás, las (Misiones formales que se le atribuyen 
d auto de fojas j vuelta. 

Kn consecuencia, de «vítenlo con lo dictaminado por el 
Menor Procurador General y la jurisprudencia citada (Fallos: 
orno 141. iiáginas y 420. entre otrosí, se declara que el 
oficio ele (pie instruyen estas actuaciones ha sido librad** en 
debida forma y que el Juez Letrado del Chubtti está oVigado 
a darle ctuu|iliniiento. A sus efectos, devuélvanse l<»s autos al 
Juez de la Capital a fin de que se re'lere el exhorto de fojas 
con transcriiición de la presente resolución. 

A. UiCKMKjo. — J. Fi<;ri:ieoA AL- 
CORTA — KollKKTf» RKPETTCI — 

M. Lal-rexckna. 
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Doña María Luisa Dominico dé Moueh contra ta Provincia de 
Buenos Aires, sobre interdicto de despojo. 

Sumario: i* El hecho de haberse ac<igkto el actor al articulo 7. 
de la fliey general <le expro|wación de la provincia, de 21 de 
octubre «le 1881, fijando el valor y la indemnización co- 
f rres|xmcltetite a Ja tierra sometida a expropiación, mipor- 
ta el sometimiento del caso a los trilmnalcs provinciales, 
renunciando voluntariamente al fuero federal que «pidiera 
«orresjxmderle |K>r estar domiciliado en está Capital, con 
arreglo a la doctrina que ¿nfonm d articulo 1 2, inciso 4Í" 
. de la ley número 48. 

2 * La Corte Suprema, en ejercicio de la jurisdicción 
originaria que Je confiere el artículo 101 de la Constitu- 
ción, no está llamada, cuando ha mediado la prórroga de 
jurisdicción prevista en el inciso 4. , artículo 1 2 <lv la. ley 
48. a conocer de las mismas cuestiones que son la materia 
litigiosa entre las mismas partea en los tribunales ordina- 
rio* o cs|>eciales de las provincias. , , 

Caso: Lo explica el siguiente; 



PALLO WJ LA CORTÉ SUPREMA 

BhmM Alna, Dtefttabrt II 4c 19» 

Autos y Vistos: 

Doña María Luisa Dominico de Monch promueve inter- 
dítfo de despojo contra la provincia de Rueños Aires, mani- 
festando : 

Que es propietaria de un terreno situado en el partido de 



ooo 
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Avellaneda, compuesto de más o menos trescientos cuarenta > 
siete mil novecientos metro* cuadrados cuyos linderos empre- 
sa y que el Gobierno de la provincia por intermedio de los se- 
riares Hughes II. J. y Cía., auxiliándose <le la fuerza pública, 
lia ocupado parte <lel terreno mencionado y que según tiene en- 
tendido, esos señores son los contratistas «le una obra de cana- 
lización y desagüe del arroyo Santo Doiungo que el Gobierno 
realiza. 

Que el gobierno ele la provincia de Buenos Aires, ha re- 
suelto expropiar parte (le m terreno para la canalización del 
arroyo Santo Domingo, pero en vez de seguir los procedimien- 
to* .legales cMableirdos para la expropiación, ha dispueslo y 
ordenado la Ocupación inmediata del terreno y lo ha heeh > 
efectivo |N»r medio de los contratistas antes nombrados. 

yue acreditada til cuanto hubiere lugar. la jurisdiecióu 
de esta Corte a mérito de la información reían va til dmnicHi" 
de la actora en esta Capital, fueron citadas tas fiartes al COilv- 
l>arendo prevenido en el artículo 333 de la ley número 50. 

Que en ese comprendo el representante de «la actora agre- 
ga que la demandada se habia a|Mwlerado de una franja de su 
terreno manifestando qué la tomalka a título de expropiante 
pero optu- 110 ha llenado las formalidades de la ley. 

Que el representante de la demandada pide el rechazo, 
con costas, del interdicto u]*»tuewl« la excepción de incom|ur- 
tcncia de jurisdicción en razón de que según constalia en c* 
ex|M?diente administrativo letra 1). X." 6, el asintió había que- 
dado radicado en a<|ttella provincia con anterioridad a hi ini- 
ciación del juicio ante esta Suprema Corte, habiéndose ajusta- 
do el (lohieriK» a las leyes que rigen en aquélla. 

Y Considerando: 

(Jtic agregados como t prueha& a petición de una y otra 
parte. los existientes administrativos en que constan los an- 
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temientes que sirven <le base tanto a la «lemauda como a ¡a 
excepción de incompetencia» se totee innecesaria la prueba tes- 
timonial ofrecida respecto a esos mismos hechos. 

Que en el expediente D, Sí/ 6. año 1925, Ministerio de 
Oliras I*úWicas de la i>rovincia de Buenos Aires, consta que 
deerdtada |K>r el Gobierno la ex|wopiación de una extensión 
de terreno de la sucesión de ÍXmiínico ¡Kira la rectificación 
del arroyo Santo Domingo en el partido de Avellaneda, si- 
guiendo lío* iproceíliniientos <le las leyes de la provincia y prac- 
ticada el 2 de sapttcnil>re próximo jasado la ócüp^óíí que 
iva este .interdicto, en 23 del «íisnio. el ductor l>mat«« 
zález Látanlo con pixler de dona María Luisa í^winico 
*» Monclt y la hijuela de ésta, se presentí! a fojas 44) al señor 
linistro úe Obras I 'idílicas en La Plata manifestando que jw-r 
un edicto de la oficina de expropiación ha tenido conocimien- 
to «le que el Gobierno ha resuelto expropiar, en virtud de <a 
ley de 4 <k? abril -ele 1923. cincuenta y cinco mil metros cua- 
dradlos, que son <le su propiedad, que se da i>or mitificada y 
viene hacer la manifes*ación que ordena el articulo 7." de la 
ley general de expropiación. Oue estima el valor del terreno, 
en ciento ocho mÁ cuatrocientos -jwsos moneda nacional y la 
indemnización por |*rjuic¡i>s en cuarenta mil |>esos moneda 
nacional. Xombra como |ierito por su liarte al ingeniero don 
Antonio Piaggin. Imtca al mismo tiemj» Jos nomines eje los 
arrendatarios cuyas ¡nde.nlmzaeir>nes ai>arccen estimadas e« tos 
expedientes agregados h*ra Ci, X." 10 y X." u. 

Que el hecho referido de haberse la |«irte actora acogido 
al artículo 7". de la ley general de expropiación de la provincia, 
de octubre 21 «le 1881, fijando el valor y la ittdfertMáÉción cd- 
rresfiondiente a la tierra sometiila a expropiación, importa el 
sometimiento del caso a los trilmnales provinciales renuncian do 
voluntariamente al fuero federal que le cotfespfmdiá jior estar 
domiciliada «1 esta Capital, con arreglo a la doctrina que infor- 
ma el articulo l¿, inciso 4". de la ley nú ñero 48. 



sos 
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Qtic en ejercicio de la jurisdicción originaria que 1c con- 
fiore el artículo 101 de la Constitudón, esta Corte no esta 
llamada cuando lia nwlia<lo la prórroga de jurisdicción pre- 
vista en el inciso 4." artículo 12 <le la ley 4& * conocer de 
Ir.s mismas cuestiones que son la materia litigiosa entre las 
mismas partes en los tribunales ordinarios o esjieeiales de las 
provincias, a fin de que las resoluciones <!e éstos no sean ilu- 
sorias, ó i>ueda ser traído ante lo federal, en forma <le acción, 
¡o que no puede ser ni materia «le un recurso. 

Que lew faltos que se citan en la demanda (fs. 2 vuelta», 
.-¡tr.vcn de aplicad *n al sub judice. pues no hahia mediado en 
«•!! ^ la prórroga de la jurisdicción local. 

Por estos fundamentos se declara la incompetencia de 
esta Corte |»ara conocer del presente interdicto, con costas. No- 
lífíquese y repuesto el |xi|>el. archívese, devolvtéwfcwc los ex- 
cedientes .vlministrativus agregados. 

A. 15F.RMKJO. — J. FlCÜKJtÓA Au- 
COjRTA — RoilKRTO RKPFJTO — 

M. Laukéncbna. 



Embajador del Reino de Hspaiiu formula denuncia para la co- 
rrespondiente investigación, por artos de sulwcr'sión y 
conspiración contra aquel listado, que se realizan en el 
Centro "Casal CatJá". 

Suiltário: Kl infterés que un representante diplomático tenga 
en una causa, no es suficiente para determinar la juris- 
dicción originaría de la Corte Suprema, si aquél no es 
parte en la misma o le concierne personalmente. 

Caso: Lu cxjjiican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN D1& SKÑOR PROCURADOR CKM-RM, 



Suprema Corte: 



Bueno* Atrw. Dlckmbrt 7 dt IK& 



ICI señor Juez de Instrucción en lo Criminal «le la Capi- 
tal <le la Nación eleva a V. K. la* presentes actuaciones seguí- 
jas con motivo <le denuncias formuladas referentes a la pate 
licipación que determinados ciudadanos de nacionalidad es- 
pañola radicados en esta KepúWica. toman en favor «le! des- 
arrollo de una campaña separatista dentro de su país. 

Kntiende qtte el hecho {Hiede llegar a constituir un grave 
delito, ya que atenta contra la soberanía 'le una Xación, tpúp 
h que ha sido jienado por el articulo 219 del Código de !a 
materia- 

Sostiene el señor Juez que la causa corresponde a la ju- 
risdicción originaria de V. K.. en atención que el señor lím- 
bajador «le España, acreditado ante nuestro Gobierno, tiene 
interés en la misma. 

Disiento con esta afirmación: 

;s «jue un represen 

suficiente j«ira 
K M si aquél no es |>arte en 
ite. 

mita así de estas actuaciones, iniciadas en virtud 
suministrados por el expresado «Kpíomfrico al 
io «le Relaciones Exteriores y Culto (Notas <le fs. 
líente número 5135, fs. 4 y 6o, expediente agregado 
181 59, Ministerio del Interior). 

en que V. E. debe conocer con jurisdicción 
>iva, con arreglo a loe* arts. ioi «le la Cons- 
e inciso 3.*, artículo 1 * «le I ley numero 




o tenga en una 
risdicción origi- 
o le concierne 



4& sobre jurisdicción y competencia de los tribunales fede- 
ral"-, son aquellas concernientes a Kmhajadores u otros Mi- 
ni-tr *s diplomáticos extranjeros, a las jx'rsotms que combi- 
nen la legación, a los individuos de su familia o sirvientes do- 

La presente causa no concierne a la persona del señor 
Embajador de Kspaña. ni ésfce, según las comunicaciones re- 
ferid;»*, ajx'irece iniciando estas actuaciones con el «hjeto de 
producir un caso judicial. (S. C. X. 65: 229). 

S< trata simplemente de ia comisión <le un delito <le ca- 
rácter común, ajeno a la jurisdicción originaria de esta Cor- 
t.; Suprema, por razón de las personas que acrecen imjHi- 
:.i l.i- 

Por lo expuesto, soy «le opinión que corresponde devol- 
ver esta actuaciones al juzgado de origen, a sus efectos. 

Horacio R. Larrctti. 

PAtjjO DÉ UV SUPREMA CoRTK 

> 

Bueno* Airci, Diciembre 14 de lltt* 

Atenlo lo f icta pinado j>or el señor Procurador General 
no tratándose de una causa de .las previstas en el articulo 
101 tic la O i>titueión y artículo 1.". inciso $° de la ley nú- 
mero ^8. se declara qtte ella es ajena a la jurisdicción origi- 
naria de esta Corte, y devuélvanse al juez remitente. 

A. BERMEJO. — J. FtÜUgROA Al- 
CORTA. — RoilKKTo KlCPKTTO — * 
M. LaCRIÍNCI-NA. 



DS JUSTICIA Dt NACIÓN 



tocóte* av ta Cámara Pcdcral de Apelación del Rosario, doc- 
tores Carlos M. Avila y Luis V. González, solicitan te 
adopción de medidas conducentes u evitar la situación de 
v'wlcnck ijhc les ha creado la agreskñdad inmotivada de 
su colega, doctor José M. Fierro. 

miario: Entre «las facultades generales ele superintendencia 
íjuc la Corte Suprema puede ejercitar, «o está la de con- 
trolar la conducta de un Vocal de «na Cámara Fedcnd 
dentro del propio tribunal, ni la de apreciar o corregir el 
•lenguaje que emplea en la redacción de Jas sentencias. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAM8X OKI. SKSOR PROCURADOR GENERA!. 



Suprema Corte: 



iHcnot Airea, Dkieabrt 7 dt IWI 



Los Vocales de la Cánura Federa! del Rosario, doctores 
Carlos M. Avila y Luí» V. González, elevan a V. E. testi- 
monio de diversas piezas de ta causa criminal seguida contra 
Francisco Párazzi por violación <le la Ley Klectoral en la 
cual dicho tribunal dictó sentencia definitiva con el voto en 
ría del otro vocal <le ta Cámara, doctor José M. Fierro. 
Los dos vocales inferidos que suscriben la precederte 
entiemlen que su colega el doctor Fierro, al exjiedir su 
se ha extendido en consideraciones que los afectan per- 
nente. por cuanto contienen cargos, según dicen, graves 
falsos. Añaden que la represión de esos excesos qite afec- 
tan d decoro del tribunal escapan a su jurisdicción y super- 
iiJemlencia, y que. a fin de hacer cesar esa situación de vio- 
lencia que ha creado la agresividad de su colega, elevan a es- 



nuc- 
ios fi- 



No es la (trímera yi 



de esta naturaleza 



Coi 



11 año próximo |iasaclo, V. K. del>ióMoniai~«tt*H-imien- 
de una infidencia semejante promovida eii la Cunara Fe- 
i! de Gónlcíbá, |Mir la actitud del vocal cíe la misma, doc- 
Kleodom .\f. Fierro, denunciada ante V. K. por sus dos 
•legas. 

Se imputaba en ese caso al expresado vocal la misma 
ilta de consideración para con sus colegas que la que al dfre- 
José M. Fierro •¡tniuitnn los suyos «le la Cámara del Ro- 
rki. 

Bn esa oportunidad expedí mi dictamen, que doy |»r re- 
lucido, <S. C. \. 140: 4¿6), opinando que el confíalo era 
jeno a la jurisdicción de V. Iv. por Rvursi, de apelación o 
|M»r via de superintendencia. 

Y e$ta Corte Suprera, totnq ppr resoltición dicho dic- 
tamen, sin perjuicio dC que si Ja falta de armonía entre los 
miembros de la Cámara llegase a oponer trates al regular 
funcionamiento del tribunal, se reclamase de la Honorable Cá- 
mara de Diputados el ejercicio de la facu'lad que le acuerda 
el nrt. 45 de la Constitución Nacional. 

No estando, pues, dentro de las facultades generales de 
superintendencia que puede ejercitar esta Corte Suprema la 
de controlar la conducta «(enunciada del Vócaft 'disidente, den- 
tro del propio iKlmnal, ni apreciar o corregir el lenguaje que 
eniplcu en la redacción de sus scnrtetwias, soy de opinión que 
corresponde desestimar la presente queja. 

Horacio R. Latrcta. 
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FAU.O DE tA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», Diciembre 14 de 1 US 

Téngase ¡>or resolución el precedente dictamen <lel señor 
Procurador General. Hágase salier por nota <le secretaría a 
los señores Vocales de la Cámara Federal ele Af^Oftéióti del 
Rosario, y archívese. 

Aé RtiRMKjo. — J. Figitekoa Al- 
corta. — RoitKKTo Rf^ETTo — 
M. Labres-cena. 



Don Pedro limitfa Bourtiieu contra ta Mutncipolidad de ¡a Co> 
pital. sobre devolución de sumos di* dinero. 

Sumario: k* Procede el recurso cxtraonrliiuirio autorizado por 
el artículo 14, ley 48. cortina una sentencia Contraría al 
derecho federal invocado y htndado en que el articuft> 42 
ele la Ordenanza sobre im|Niestos. del año r<>¿o. desco- 
noce el articulo 14 de la Constitución, en cuanto garanti- 
za el derecho «Je tisar y disjK/.ier <lc la -propiedad, con- 
fom* a las leyes -qué reglamentan su ejercicio, y contra- 
ria, también, a¿1 artículo ¡7 ele la misma <|uc declara ni- 
viola We la propiedad. 

2* Las (glabras "libertad" y t4 pcppi^€\ comprensi- 
vas de toda.- la Vidal social y política, son términos consti- 
tucionales y deben ser tomados en su sentido más añi- 
dió; y 1a segunda, cuando se emplea en los artículos 14 
y 17 de la Constitución, o en otras disposiciones de ese 
e<**uto, cotnprende tudos los intereses apnooialles <jue 



nn hombre puede poseer ftM*a «le si mismo, fuera <le sn 
vklá y tic su libertad: i*»r Jo «|ue .los derechos emergen- 
tes <\v una concesión «le uso sobre un bien público (de- 
ircho a una sepultura». «> «le las que reomocen c«l» call- 
ea una (lefegarión de la autori«la<l del Kstado en favor 
de particulares (empresas de. fcm^rrilés, .luz eléctrica, 
explotación de diales, etc.. etc.), se encuentran tan pro- 
tegidas por Iíis garantíais constítitciotmles consagradas i«»r 
los ááiculós 14 y 17 «le la Gmstitución. ccmto pidiera 
estarlo e titular de un durevlu» real (le <1<h:íiú». 

¿/ VA principio de la ¡mutabilidad <le la propiedad 
aspirada en términos amplios por el articulo 17- P*S*& 
ge con igual fuerza y eficacia, tanto los derechos emer- 
gentes «le l«>* omtratos como ios constituidos por el clp- 
minio sus desniénitn'aciofciés. 

4." La prohibición «le alterarlas obligaciones de los con- 
tratos es general y aplicable a las convenciones «le todo 
orden, es decir, tatito a las realizadas entre particulares 
como a <as concertarlas entre éstos y los Iváados o p6r 
los listados entre si. 

5/ Los cementerios revisten la calidad <le bienes del 
dominio público, de acuerdo con lo dispuesto en los ar- 
tieulos 2340* ¡«<HS> 7 > -M44 del Código Civil. 

().• Entile las facultades reconocidas por ía Municipali- 
dad al concesionario de un terreno para sepultura, se ha- 
lla comprendida, en el caso, la de transmitir lisa y llana- 
mente el uso sobre fe paité de la cosa pública objeto «le 
la concesión., y la «le enajenar el sepulcro i>or un precio 
más alto que el pagado por él a ta Miinfci^felad^ 

7: K1 articttlo 4-> «le la ordenanza de impucst«>s de 1920 
no importa el ejercicio por 1a comuna cid jwxler de esta- 
blecer tnpuestos; persigue el propósito de impedir la ven- 
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ta del derecho de uso sobre los sepulcros a título de evi- 
tar fla especulación. 

8. Q Si el principio de «jue no pueden dictarse leyes « 
ordenanzas alterando los derechos emergentes de los con- 
tratos, es aplicable, como queda estaldecido, tatito a los 
concertados ¡por los particulares cofín a los «lebradas 
entre estos últimos y Jas autoridades administrativas, es 
evidente que la ordenanza de 1920 en la parte impugna- 
da, viola la garantía de los artículos 14 y 17 de la Cons- 
titución, en cuanto desconoce el derecho constituídb aft 
concesionario en el dolile aspecto de poder transferirlo y 
de poder ésto o sus sucesores hacer suyo el incremento de 
valor. 

9. Si bien el principio <le la no retmaclividad «le Ja ley 
o de una ordenanza no reviste los caracteres de una nor- 
ma de derecho constitucional, es también exacto que aquel 
principio alcanza K>s contornos de tal cuando, como en el 
caso, mediante la ordenanza impugnada se pretende arre- 
batar o alterar en forma fundamental el contenido de un 
derecho comprendido en la concesión. Kn tal caso ha dicho 
la Corte Suprema, el principio «le la no retroactividad deja 
de ser una norma legal para confundirse con el principio 
constitucional de la inviolabilidad de la propiedad. 

■aso: Lo explican Jas piezas siguientes: 
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si-nti-ncia vnu señor juez f.s i.o civn. 

Buenos Aire*. Pebrero 2* de U*i 

Y \'¡mo>: estos autos dé los que résuítñ : 

Que a í$. i - se presenta rl señor Guillermo M. ele N'eva- 
^i rri wH ' " 4m * hh » v w, m *> i |> ivnur . mU nimpm i don ' 4 : t lntr- 

liour*lioti. iniciando demanda, contra la Municipalidad de la 
Capital* sobre devoíucfón fié -unía de diñen) y dice: 

Qtic con fecha diez y niit&c de septiembre do mil n<>- 
veeicntos diez y nueve* su representado compro a don Iitrtir- 
cio Sáeijz. una bóveda situada en el cementerio del Oeste, 
cuyos, titulo* adjunta, y que el vendedor a mi vez había adqui- 
rido 'le la demandada el nueve de (Ucieiiibrc do mil riove- 
eient- dieew'i-. 

Que la .\hmici¡Mliíl;i'l para anotar la transferencia de) 
inmueble. ade:uás de lo> cien pesos moneda nacional, del im- 
puesto respectivo y de otros cien pesos de mulla, exigió el 
I ago de una diferencia del precio entre los aiuis mil novecien- 
tos diez j odio y mí] novecientos veinte. que asciende a la suma 
de tres mil c|ukiienUK noventa y tres (¿esos, cincuenta y cinco ceñ; 
ta vos moneóla nacional, ((lie alionó el actor lia jo protesta- 

Que el ari. 4-» y sus ooncordaMtcs de la Ordenanza <k- 
impuestos que autoriza ese cobro es ilegal c inconstitucional, 
alertando contra la integridad de los derechos que garanti- 
zan los art. 4. 14 y 17 de la CWs:ilueV»n Nacional. 

Funda mi derecho en dichos preceptos constitiicioiutíes y 
en los arts. 1364, 2341, J344. ¿513. -¡5<4- -'5 1 5 y concordan- 
tés del Código Civil y termina pkKemh» se declare la ilegali- 
dad e inconsUtticionaKtlad de la dis|K*io¡ón que impugna, con- 
denando a la Mmiicr|>a-Iidad de la Capitaü. a restituir a su 
mandante la cantidad p:iga«ln. con intereses y costas. 



Dlv JUSTICIA di; nación* 



Corrido o! tN»rresiH>ndii5.Ue traslado de la demanda h) 
.1:1 a f>. 3¿¿ el señor Pradttfcib fomández contó apoderad 
ríe la Municipalidad (le la Cápital, diciendo: qué su man- 
íante lia coí .ra lo la suma cuya dcvoHición se redama, en vir- 
aid «lo lo diqMicsto en el art. 42 de ía Qrcfcnaiiza de Impues- 
to* de mil novecientos veinte, dictada en uso de áUÍlWicioneS 
propias y legales consoladas en la !ey orgánica municipal. 
On C t-u el ejercicio di' esa potestad giihcniaiiva nada lia Ija- 
hiejo que videniara los art. 4* "4 y -7 de ,a Constitución Xci- 
. i. na!, desde qtte no lia desconocido tí! derecho fie propiedad 
Wi siis atributos, ni se trata de lili impuesto nu proporcional 
ña cH|«¡intiVQi ni mucho mentís ele una couíiscación. Que se 
:ra.a ele Üm imj)psic¡6n legal encuadrada dentro de las facul- 
tades delegadas a ia Comuna por el Congreso Xae'onal y en 
ríngin* ipod.. i -nj'ide el ejercicio de los derechos C|UC la Cons- 
;iucioi¡ cUíságRi; !«w <|uc. par otra parte estíui suhordinados 
'a las leyes que reglamentan su ejercicio". 

Qiic dentro de los cementerios no hay proRicdad privad 
v sóííi un ¡erecho de uso limitadísimo en sus modalidades. 

iVfjWga 'i 111 ' > : » diifporxión legal impugnada no ha sido re- 
mitida en mi.- arios años de vigencia y pide se rechace la de- 
manda, con costas, 

Perforada la cuestión como «le i*tro «Ierecho, se corrió un 
nüevíi trasíndo, el c|ue es evacuado por las ¡Kiries a fs. 36 y 
50 } a ís. :} v. se llamó autos para sentencia. 

Y Considerando; 

Que do acuerdo con los antecedentes que informaron la 
•-:v;;e¡ n del ¡utpuéstp establecido en el arí. 4¿ de las Ordonan- 
zas de Impuestos y decretos reglamentarios del año mil no- 
vecientos veinte, el fin de díctia dis|Mw¡eión ha sido tí de im- 
pedir el coinercio de sepulcros. 

Qué áicíi0 impuesto es violatorio del derecho de usar y 
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¡sponcr tic la pro|áedad j>6r cuanto implica prohibir la Uore 
disposición <*c un kien que ha sida adquirido con anterioridad 
a la vigencia ¿le la disposición cuestionada, sin resiriceión ál- 
guhíi¿ 

K! señor Sáenz compró un terreno en el cementerio del 
Oe>u\ como ya se lia dicho sin restricción alguna, y litigo 
de edifcar en él una líóvcda, la vende al actor a quien la Mti- 
nicipalidad le exige el pago de .!a diferencia de precio entre 
I03 años mil novecientos diez y o:lio y mil novecientos veinte 

Sea cual fuere la legalidad del impuesto referido, esté no 
puede ser aplicado al presente caso l*»r considerarlo el sus- 
cripto incpnsíitucipridl, ya que es atentario del derecho conce- 
dido a todos los habitantes de la Nación, en el arl. 14 de la 
Constitución Nacional, de usar y disponer de SU pnipiedad. 

Sin entrar a examinar el derecho míe pueda tener la -Mu- 
nicipalidad jura gravar la anotación de transferencia dé Ja> 
bóvedas y terreno* «festinados a sepulturas, este impuesto no 
puede ser aplicado a las ventas efectuadas con anterioridad a 
el y solo podría en todo caso, gravar aquéllas operaciones que 
se efectúen en el futuro y con esa condiciYm. 

Si Iwen es cierto (pie la propiedad de los sepulcros m» ha 
sido especialmente legislada |»r el Código Civil, | a jurispru- 
dencia y doctrina han llegado a «inclusiones terminantes con- 
siderándola como una "propiedad "sui peneris". Sin emliarp 
cj infrascripto reconoce que el terreno delicado a los cemen- 
terios es susceptihle de propiedad privada, sujeto, claro esta, 
a leyes y principios especiales en atención a la naturaleza «Ir 
ese derecho. 

Pór tanto la enajenación de las tóvedas y terrenos dedi- 
cados a ellas puede .hacerse en la forma y con las solemnida- 
des proscriptas por las leyes, jaro ello m» obsta a que. a falta 
de una legislación e*i>ecial. se apliquen las disposiciones del de- 



rocho común y muy particularmente, aquellos preceptos que i>or 
ser áe la esencia de? derecho 4 le *propie(tad 110 pueden ser de>- 
eonocidos, mucho tuern* aún, en atíbatela de una regla reiitá- 

Por estos fundamentos, fallo: haciendo lu»ar a la deman- 
da instaurad» y en consecuencia condeno a la Municij>al¡dad 
ite la Capital, a devolver a flan Pedro Kuiilio liounlicu. den- 
tro del termino <le cKei «lias, la suma «le tres mil quinientos 
noventa y tres pesos, cincuenta y anco centavos inunda na- 
cional, sus intereses désete el día úc la notificación <le la dé- 
manda y las cositas del juicio. 

Regulo ik>s luinorarios del doctor BotiFcIteu en la suma de 
trescientos pesos moneda nacional y los derechos procttrato- 
riós del señor Nevares cu la de cien [tesos de igual moneda. 

Notifíquese, cógese y o|M>rtun;¡<nente archívese, preña 
reposición de fojas; — F. M. Cólqmbtes. — Ante mí: Carlos 
& Deyreef. 



ACUKRDÓ DI*; ÍÍÁ CÁMARA 1. a l»K Al'KI.ACIONKS KX l.o CÍVIt. 

Kn Buenos Aires Capital de fa República Argentina, a 
veintisiefie de Marzo <k* mil nucvecictitos veinticinco, reuirl- 
doH los señores Vocales de la Exilia. Cámara ] Viniera de Ab- 
laciones en lo Civil en su Sala de Acuerde* |>ara conocer det 
recurso interpuesto en los autos caratulados : "llottrdicu don 
Pedro contra la Munici]Ki1idad de la Capital, sobre devolución 
de fondos", res|>eoto de la sentencia corriente a fojas 61. el 
tribunal estableció la siguiente cuestión: 

Ks arreglada a derecho la sentencia de fs. 61 ? 

Practicado el sorteo resultó que la votación «leliia efec- 
tuarse en el orden siguiente: Señores Vocales doctores Caáa- 
InK Pera, Juárez Celnian. Colmo y Sayanca. 
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lil *rftor Vacad doctor Cásabal dijo: 

En 3 <le Movieiiibi-e «le 1916 (Corif. ís. .mi Tíbureio 
Sáeoz solicitó de la Intendencia <lc la Capital que se le acuer- 
den a iKrpetUÍritül los lotes 2 y 3 cid tablón IV de la manza- 
na «\ secoV.n XIII «leí Cementerio del Oeste. Y la Muni- 
ci]«lid-yl. en novjeniitte 30 siguiente, da al referidlo Sácnz 
est* lotes, le entrega los títulos correspondientes y procede «1 

añoftaciohés dá caso. detfjniés de haber abonado aquél el 

¡10 de un mil ctiam vientos veinte y nueve pesos con trein- 
ta y OChq centavos moneda nacióme!, conforme a la liquidad »n 
practicada por el r^manientb - de Obras Publicas. 

Sáenz construye unu hñvcdá en los referidos lotes, y Itie- 
go, en 19 ile setiembre de 1919 (coiif. escritora de fs. 69). 
transfiere terreno y bóveda a Pwlró Ktnilio Umtrdieu por la 
siíira de cuatro mil quinientos jp&0$ nacionales, manifestando 
Sáenz qwe el acto le re-i>ortal>a una utilidad de quinientos lie- 
eos de igual moneda y agregando Itotird'.eu que unnaha "a su 
cargo toda (fiaposiejón municipal vigente o cjüe llegue a san- 
cionarse rolativa a alteración en el precio tic la tierra o que 
restrinja ti impida ¡las trasmisiones' iconf. fs. 7O. 

Presentaba por Bourdieü esta escura en julio ¿H «te 
(coxif. fs. 17», a los efectos de que se tomara nota de la 
transferencia, la .Municipalidad autoriza la anotación, «pero 
oñc a hourdieu. atento lo dispuesto \*>r el articulo 4¿ <ht 
.rdcnanz , general de ¡mpucrt* vigentes, el pago previo de 
cantidad total de 3793 i>es«>s. con 75 centavos nacional?» 
tpesos con 75 centavos ¡*»r diferencia de precio, too pe- 
fps por la t «inferencia y tAros 100 pesos i>or halier fiasadc» 
noventa días). Howdreu <te|ios¡ta la suma y deja constancia 
dé mi protesta por considerar que el ¿obro exigid:» era ilegaJ 
tconí. fs. iS 1 . 

F5n procura «le la devolución de esi suma, ha nromovid*» 
R 'iiniieu esfa acción, 10! señor Juez la lia admitido, pero, a 
mi juicio. cores|K»nde que la semencia sea revocada en rodas 



sus partes, con la declaración de que media mérito suficiente 
para exb'ár clet ijKtgo de las costas al vencido, atenta Ha natu- 
raleza (le la cuestión dclmtida y en vista asimismo de que no 
e«..j>osible dejarle de atribuir sitKvridad y buena fe. 

Ivn el acuerdo de es*:e 'Fribunsd, con motivo del asunto 
"Correa Kbsa "versus" Municipalidad" (ennf. expediente N\" 
13.0821 expresé con toda detención las razones qué, a mi 
modo de ver. 110 permitían llegar a la declaración de ile- 
galidad y de iriconsíUudonaHdad en que se apoya el señor 
juez "a <|uo** |iara ordenar la devolución. Mantengo esas ra- 
zones en todsí su integridad y a ellas ine remito, para 110 incu- 
rrir en repeticiones ¡nmvesarfcis. 

Confesaré, sin emlxirgo. que otra fué la impresión que 
-:irgió en mi espirita antes de apreciar debidamente los ante- 
cedentes ele hecho qiic tnás arriba be dejado puntualizados. V 
cotilo tales antecedentes — distintos en algunos de sus aspec- 
tos a Jo que infWmn, d juioi*» citado con anterioridad (en es- 
tv la MunkiiKil'dad. |>nr ejerorÉo, "concede cu venta ' y en el 
ultimo la actora sólo invocaba derechos <le locataria» — bien 
pueden originar en otros análoga perturliación. creo necesario 
llaiiiar la atención sobre dos .:imy -decisivas circunstancias. Ks 
i:\ primera que el primitivo concesionario se reemlH&só inte- 
gi ¡miente del capital empicado por él, tanto i>or el terreno có* 
mo por la construcción de la bóveda, ganando además?, según 
su propio dicho, la cantidad de quinientos pesos nacionales, lis 
la segunda que i%i entrega a Sáenz de la suma (fc euatro mil 
quinientos pesos nacionales en el momento de. escriturar nq 
significaba sino complir en [parte b obligación, que el actor ha- 
lda asumido, desde que; a mérito de lo convenido, restaba a 
éste hacerse cargo de todos los efectos derivados de "cual- 
quier disposición nmnici|wU vigeníe o que Kegasc a sancionarse 
relativa a alteración en el precio de la tierra o epte restriñ- 
iese o impidiese las trasmisiones". 

Ciertamente que si se tienen presentes estas circunstan- 



:dia¿o. porque ¿«Iñude estaría 
r |.*|, Sáenz? Si*, en razón dé qué éste, no solo 
aparece reintegrado a su satisfacción, sin., qué obtiene una 
ganancia. ;En ci actor? Tampoco, en razón ele haber contra- 
tado la concesión, a base, no sólo de la entrega de 4-500 pe*.s 
nacionales, sitio de hacer frente a toda erogación que la Mu- 
nicipalidad exigiese, con posterioridad. 

actor y Sáenz. cñ él momento del convenio, conocian 
síti duda la existencia de la disposición comunal que ahora 
aquél ataca, v bien claramente se advierte, ante los términos 
de la escritura, que's'i el primen, redujo sus pretensiones a la 
cantidad que jícreibió. fué ponjúe Sáenz lo apartaba de toda 
resiJonsálítlidad atíngeme .1 tnomento <hr la anotación de la 
transferencia. Y esto no es conjeturar, sino simplemente infe- 
rir una conclusión perfectamente lógica de los elementos de 
juicio que se lian allegad... Por otra parte ¿(le dónde derivar 
que el actor, a pesar de su aanifeMación textual', entendió h- 
v, y llanamente obtener la transferencia mediante sólo 4-5«> 
pesos? ¿Dónde está la improbación de qué el valor «le lo in- 
vertid» ,por concepto «le la conducción «le la lióvcda. equiya- 
lia a la diferencia entre ¡!«. abonad» en U t U* por Sácitt a la 
Municipalidad y lo entregado en 1910 por el actor a Sáenz r 

\'..to. pues, por la negativa. 

I",l séíío* \W.il <loct«»r IVra dyjo : 

l.os 1 ■ un nnxi 1 1 m "" l "" :il ' l '-" t-lllt? fl,cra <k;I 

tómérció atento lo dispuesto por el an. 2340 ¡mis..-." «leí 
(.«'«ligo Civil. estand< sujeta la ^lamentación «le l«»s «lcrechos 
( ,ue corresponden a l«.s {articulares en el uso y goce de los mis- 
mos, aparte «le las disposiciones «leí Código Civil y leves es- 
peciales a !«• que estal.lezcan las ordenanzas «le carácter ad- 
ministrativo — art. 2341. 

Ks asi que la ley 4'-* «-'" *» «*< '- »° s«st«»ído a la ac- 
ción «le los acredprcs, salvo los «le precio de compra o con>- 
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trucción éstS dase de bienes y c]üe la jurisprudencia interpre- 
::it¡va ríe tales derechos no esiK^ifk-ameme «letcrmínada en lo> 
preciéptoc crimines, luí restringido en multitud de casos que 
•cria irtóficíoso repetir, el ¡poder «le disposición de los mismos 
por fiarte de l^s propios interesados. 

Tampoco puede decirse que los particulares aun cuan- 
do se trate como en H caso tic enajenaciones realizadas á per- 
petuidad por la comuna ejerzan el derecho pleno de dominio 
«obre el terreno que les lia sido adjudicado, toda ve/ que só- 
lo pueden usar y gozar «le sus derechos conforme al destín" 
y en la medida en que hayan síclo reglamentados |>or la auto- 
ridad municipal!. 

Tero Id que no .puede desconocerse a mi juicio es que ta- 
les derechos, aunque sujetos en su ejercicio a las restricciones 
que impone? su propia naturaleza y el fin particular corres- 
pondióme a la cosa sobre que se ejercitan, constituyen un bien 
patrimonial dé SUS titularte, cuya enajenación no les está pro- 
¡íibida al menos mure nosotros por ninguna ley sea general 
sera íócaí. 

El carácter patrimonal sttrjí de la sola circunstancia «le 
Tratarse de derechos |wivados susceptibles «le tener un valor 
económico tanto en su a«1quisición como en sus iras-pasos su- 
cesivos. Tan <-s asi qtié la pro|>ía ordenanza cuya constitueio- 

ttm esa 01- 

ferencia de valor las transferencias de dominio que no sean cau- 
sadas i]M»r sucesión hereditaria, es «lecir las que puedan real- 
zarse entre particulares \iOr netos «le enajenación. 

Ivs «le señalar por último que no existe en el contrato «»ri- 
^iuario disposición alguna en virtud de la cual se retrotraigan 
a la Municipalidad los benéficos que puedan resultar «le la «ii- 
ferencta de vtflures en las enajenaciones sucesivas que pedie- 
ran realizarse por loa adjudicatarios de tales derechos. 

Sentados asi <u:iiaiianient« los principios que entiendo 

básicos ipara la solución del caso «le «autos y sin desconocer las 
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í aullado (le im|*»sición dé Casas al mayor valor, aún en I" 
que respecta! a bienes ele esta naturaleza, encuentro sin em- 
bargo qrtc la ordenanza dé que se traía es ¡rKoraUtiicional c 
ilegal. 

En cnanto a lo primero, par el carácter confiscatorio tic 
la lasa bien demorado por el doctor Juárez Celaran en el vo- 
to a que lie adherido en un asunto análogo qi«¡ corre por euer- 
<ia separada. 

Y respecto a lo secundo, porque no encuadra esta impo- 
sición en ninguna de las qué pór la ley orgánica municipal eo- 
rresjxmden taxativamente a las fuentes impositivas «le ki co- 
muna, toíla vez qúfc no es |»osible que a titulo de un simple de- 
recho de oficina pora la anotación de transferencias se impon- 
ga una contribución, no graduada sobre el importe del servicio 
a cuya compensación <lebe responder en primer término, sino 
otra iuposicion que afecta esencialnienle los derechos jwtri 
momees a que me vengo refiriendo. 

1*5 consideraciones que se adujeron por la Kxcma. Ca- 
lvara -\* en el acuerdó de fecha octubre 10 del ano ppdo. en vi 
jiitóo Díaz Véléz contra la Municipalidad son en un todo apli- 
cable -:l caso (véase "Gocéta ileJ Foro"; N.° ¿255, pag. 310». 

Es de agregar por úkimo que tampoco podría encuadrar 
tal ini|M»sición en So flispuesto por el art. 48, inciso 7." de la 
Uy que se refiere a la conservación y reglamentación de lo* 
wmeiftrTt ffli:MtaK i Hi de hi umI ' w. ■ J f wyemton b i ft i n .wn wnlwr - 
. ilas diversas restricciones qm en cikwUo al ejercicio ele ta- 
«•s derechos se mencionan en las respectivas ordenanzas. 

Sin desconocer, en consecuencia. Jos altos fines a que pue- 
da resi>onder esta carga, para lo que natía impide se arbitren 
medidas de carácter legal correspondente, emito, sin em- 
argo mi voto (por la afir.mtiva en cuanto a lo principal, pero 
no asi en lo rdfatrvo a Jas costas, dada la naturaleza y dificul- 
dtvla cuestión piantea<la. 
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El señor Vocal doctor Juárez Celman elijo: 

Consecuente con mi Opinión emitida en el asunto "Correa 
contra la Municiiialidad'' y ]>or los fundamentos aHí aducidos, 
adhiero al voló del señor Vocal doctor Pera. 

Ki señor Vocal doctor Colmo dijo: 

Nada tendría yo que agregar a 16 que expuse en el ca*n 
análogo de Correa c[. MunicqKilidad. No obsta la circunstan- 
cia de que en el de autos medie una concesión a perpetuidad, 
al paso que en el segundo se trataba de una concesión |*>r 
noven': ¡nueve años: siempre está en juego una cancesión de 
scjHiltunu que, según creo haber demostrado, no entraña ni 
remotamente un derecho civil de dominio ni se rige por el 
derecho privado sino ]>or el derecho administrativo y pfl- 
blico. 

En tal virtud, el discutido derecho nuinici|»a1 para gflfc- 
var ta contractual trasmisión de sepulcros con impuestos, que 
evite la especulación en materias no comerciales ni 'pecunia-' 
rias, del*? ser .plenamente reconocido. 

Sólo quiero apuntar algunas Observaciones complemen- 
tarias. 

IC1 derecho de uso que entraña una concesión de sepül- 
tura no es, cotfrra lo afirmado en autos, un derecho patrimo- 
nial y privado. Derecho patrimonial es eH que se refiere a tí*? 
sa en el cartorcio farts. 2312 y 2336 y siguientes. Cód. Civil», 
y entre las cosas en comercio no se hablan los cementerios 
(art. 2340, hk\ 7 .), según expresamente se reconoce. Dere- 
o prívadt> es el que juega entre particulares: ruando el de- 
ho procede de una concesión nmnicuuií y con respecto a 
cosa no comercial ni patrimonial, no puede ser privado sino 
municipal y público. 

Lo que aHí es .privado es el uso mismo, como lo sería el 
derecho de silla en un templo, y no la concesión. De otra 
suerte, con ese criterio, quien tuviera derecho de uso de una 
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.ül a e^Hsáal * en lugar (fado en un templo, también podría 
nigociar con él, lo que es llanamente absurdo. 

1),- ótra parte, se postré» dos ciaumstancias infundadas: 
, ¿I derecho impositivo aqtii o.nimverlido río encuadra en 
i.re.vpto alguno la '<> or S anica mnnieii»al : los únicos 
derechos qué la Municipalidad puede establecer son aquellos 
«me respondan a Un servicio, y en la consigiiiénte prdporcion. 
a paso que el dérecho de referencia es coníiscatono y no 
g„arda armonía alguna con el servicio cnrresn.md.ente. 

Bien fácil es demostrar la inconsistencia de tales pun- 
t. . ■!«• vista, 

lh.de luego, v en principio, con» está ,K-rmitid« todo 
¿Uánttí n.. esté prohibido (art. 19 dé la Constitución Nac.n- 
„:,!,. C l problema debe >er planteado en otra forma: en vez 
dé decirse qué el impuesto no está autorizado en la mencio- 
nada ley municipal, erresp ..ule averiguar si esta prohibuJo, 
lo que es Lien rh'stimw, 

Y ... .... he podido hallar que lo esté. En el respectivo 

precepto legal (art. 65 de la precitada ley numiéipat) se con- 
tendría la mejor «lenwstradón : .". en él se habla de m.pues- 
v no ■!«• tasas, esto es. .le imposiciones que resumían a 
ltn servicio'; 2«. ai... cando >e trate de .asa, como en el m- 
ríso V la ¡miMttición ..o está limitada a la retnbuc.on del 
servicio' pues >«• prevé un exceso en el correspondiente pro- 
ducido, que debe 'Ingresar a rentas generales'' : 3'. en mn- 
.„„ .-ais del mando en can... yo sé. la tasa (y hablo de ella 
por hiiK.tesisi. reduce a costear el servicio: 4"- CU la ley 
r , t hallo nada que limite el criterio municipal para estable- 
cer Ú impuesto, ni. men.» aún. que prefije sumas al respec- 
to; v. mucho más de un impuesto nwmicipal nada tiene que 
ver 'en scrvitóió alguno (por ejemplo, los de los incisos f a 
11. iS. etc. . 

I-,, consecuencia, el impuesto del caso no sólo no esta pro- 
hibido, ni Siquiera imtdioitamcitte. sino que hasta encuadra 
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tn la ley, que en el inciso 13 de dicho art. 65 explícitamente 
crea conio fuente de renta municipal!, sin limitación alguna, 
"el producido... de la venta... de las sepulturas". 

Pero es inútil discutir estas cosas, que sen ftí/ntó de vista : 
mientras no se vea en la Municipalidad el órgano superior de 
los intereses colectivos y públicos de la pobí ación, mientras se 
decida sobre liases <le apreciación individualista, mientras no se 
admita que la Municipalidad tiene y debe tener tedas las fa- 
cultades que Je |)ertnitan no sólo el cumjí&niento rutinero de 
la lkeralídad legal, sino también el mejoramiento y el auge de 
los intereses -públicos: mientras eso no ocurra» se declarará ilegal 
más de una .iniciativa ¡tuya y se la esclavizará en obsequio de 
intereses de mero lucro en favor de particulares, como es el caso 
(ya que el veidedor de «una sepultura quiera quedarse con el 
mayor valor -dé ésta, que él no ha creado, y que la Municipa- 
lidad retiene a titulo de impuesto para evitar ía esjwculací'in 
sobre cosas ajenas a cualquier comercio). 

Por lo demás, yo tengo estudiados los restantes puntos de 
vista, en votos anteriores, rapoAo de lo pretendidamente con- 
fiscatorío del impuesto de la coiwtttucionalwtoíl de la respec- 
tiva ordenanza y de la retroactividad de sus efectos: todos ar- 
gü rentos que me jarecen de mero efecto dialéctico y sh ma- 
yor asidero jurídico, sin j>erjuicio de que yo respete la sin- 
ceridad de aquellos convencidos que los aducen. 

Me adhiero, pues, a fa conclusión <fel voto del señor Vo- 
cal doctor Casaba!, votando por la revocación <le la sentencia 
recurrida. Evidentemente, las costas deben correr por su or- 
den en ambas instancias, pues se trata de un asunto de apre- 
ciación y de irtterpr^tacTcnes encontradas. 

El señor Vocal doctor Sayanca. expuso: 
Consecuente con mi veto en d* acuerdo correspondiente a 
h sentencia que dictemos en la miara fecha en un caso aná- 
logo debo en el presente empezar por dejar constancia de 
que oj>ino que este Tribunal es incompetente para conocer 
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y decidir tic la acción deducida. por traüarse de materia no re- 
gida por la lev común (arts. 6o y 8o, me ry Je Ja ley orgá- 
nica de ta» Tribunales de lia Capital», «i por la ley orgánica 
la Municipalidad, sino sólo y únicamente de una queja de 
ineonstitucionalidad, acción suj>rimida de hecho \*>r aquella ley 
orgánica N." 180,3, la que al adobar el C. de P, en fo Civ. y 
Com. t de la provincia de Buenos Aires, de 1878 y 1880, "en 
cuanto sea compatible con la presente ley" (art. 318), mo creí 
e| tribunal que dehia entender de tales de:nfandas. c|ue por di- 
cha ley procesal eotireapondía a fa jurisdicción originaria de 
la Suprema Corte (art. $37) i como i»r la uviisma causa y en 
h misma forma quedaron suprimidos en el ofdfen de la de ab- 
lación ÍÓS recursos extraordinarios de inaplkahilidad de la fey 
u do-trina legal, del titulo VI. y de incotistltucionslidad del ti- 
tulo VIL 

Filando en un juicio análogo al presente, expedieme N.° 
13.082 "Correa doña Ro*a v. Municipalidad de la Capital, so- 
bre repetición" a mi voto en cuya sentencia ;ve refiero. 

&> haber dejado demostrado esto, y que aún cuando se hu- 
wiera creado tal tribunal no se le habría tanqxico podido dar 
tal jurisdicción, no sólo por razón de la materia I validez « 
invalidez de leyes del Congreso, etc.». sino porque el art- 100 
de la Constitución la atribuye, como es natural, a la justicia 
federal (v. además art. 2.° de la ley N.° 48 >- Allí me h?go 
también cargo del a!;ance de lo dispuesto ea él art. 111 inc. i* 
de la ley orgánica de los tribunales. 

A diferencia <le aquel csso, en ©1 presente se invocan al- 
guno* artículos del Código C.vil. si bien sin decirse por qtíé; 
pero lo que caracteriza lias acciones légale? no son las citas le- 
gales con que se las instruya en justicia, ni el interés que las 
ir 11 va. sino :1a materia del derecho que Ies da nacs víento- Aquí 
se demanda la devolución de lo payado bajo protesta i*>r un 
derecho de transferencia <le una sepultura, "sosteniendo aC efec- 
to la ilegalidad e fiiconstJUuiímalidi?^ tiel art. 42 y sus concor- 
dantes de la ordenanza de impuestos vigentes" ífs. 12), y tal 



materia como esa no esta regida i>or la ley ranún. «¡¿por con- 
siguiente, por las <Hsposiciones del Código Civil que, de paso, 
después de fundar la inconstitucional !dad y consiguiente ile- 
galidad pretendidas, se ltoce a fa. 14 sólo asi: "Fundo esta 
demanda en dichos preceptos constitucionales (los arts. 4.*. 14 
y 17). y en los arts. 1364, 2341. 2344. 2513. 2514 y 2515 y sus 
concordantes del Código Civil'*. 

Xo. Ksta clase de casos, en que la Administración no ha 
intervenido como persona jurídica sino como poder p-illico, 
no están sujetos a la jurisdicción ordinaria sino a la de exce|>- 
oión, ya se trate de inconstitucionalidad y del poder dUrre'io» 
nal del Gobierno, o ya de lo contencioso-administrativo. o sea 
cuando se ha tenido que proceder con ajuste a los reglamentos 
y se trata de un derecho de carácter administrativo (por eje ra- 
pio el de la concesión municipal de una sepultura). 

¿ La ordenanza de cjue aquí se trata es inconstitucional ? 
Pues entonces el lesionado con su aplicación H«S.ie su Juez en 
la jurisdicción federal (arte. 100 de la Constitución y 2." de la 
ley X.* 48 >. ¿O es que la Municipalidad se ha extralimitado del 
reglametKo u ordenanza? Pues debió ocurrirse directamente al 
cnbunal (fe lo contcncioso-administnativo (art. 80, inc. 3/ «le 
la ley orgánica <te los tribunales de la Capital). 

Tal creo: y el hecho de que, habiéndose Ido a la justicia 
ordinaria, el Juez de tfi Instancia haya admitido la demanda y 
fáltalo el juicio, que se trabó sin que se hiciera Cuestión de 
competencia, no puede ser fuente de jurisdicción para este Tri- 
bunal, jntes ésta sólo .puede provenir de la ley. y el art. 87 del 
Código de Procedimientos no puede entenderse que se refiera 
sino a la jurisdicción ordinaria (art. ík> de la lev orgánica ci- 
tada). 

* 

Entretanto, del voto resulta que el mío importa sólo una 
disidencia aislada sobre tal punto, o sea que el Tribunal se con- 
sidera comj>etente. conclusión que debe respetar el primero; 
además, y como lo digo en el voto a que he aludido, la S. 



321 



FALLOS l»K CORTK SUPREMA 



C. S. N. ha declarado la corlpctcn;¡a de los tribunales ordi- 
narios en vasos ¡análogos al .presente. de niodo que. dejando asi 
calvada mi opinión, bumildc en el caso, entro al fondo «leí 
asunto, asi : Adhiero. \**r análogos fundamentos, a los votos de 
¿OS señores Vocales doctores Casaba! y Colmo y j>or los por 
nd expuestos en el recordado voto, en el sentido de que es Im- 
procedente la demanda dé&tcida de incons:itucionalidad, j>or 
cuanto el derecho de .propiedad y la garantía de su inviolabili- 
dad que se invoca no han sido afectada* por la aludida orde- 
naraa nmiiteipa, o sea que voto jkft .la negativa; y i>or que las 
costas del juicio sean logada* ei el orden causado, dada la 
¡ ficultad del punto debatido, como lo demuestra el resultado 
de la votación. 

Con lo que terminó el acto, quedando acordada la siguien- 
te sentencia. — Juárez Cehwn. — Casabal. — Pera. — to/- 
UWt _ Sttytwctt. — Ante mí : Jorge jPigwcfpa Alcorta. 

lís copia fiel del acuerdo original que redactado por nú 
existe en el libro ;e «rescindiente. — Jorge Figueroa Alcorta. 



Buenos Aire*. Mano 27 tft U0& 

Y Vistos : 

Por lo que resulta de la votación de que instruye el acucr- 
do preceden: e. se revoca la sentencia apelada de fs. 6l. en todas 
sus partes. Sin costas. Dev. y rep. los sellos. — Tomás Juá- 
rez Cciuwn. — Adolfo CasaM. — Julián V. Pera. — A. Col- 
mo. — 7. Sayanca. — Ante mi: Jorge Figueroa Alcorta. 
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Buenos Airo, Dictmbre 18 de 1025 



Kl recurso extraordinario ¡nlerpuesto por don Pedro Kmi- 
lio Kourdie en el juicio que sigue contra la Municipalidad de 
la Capital, sobre devolución tle fondos, 

Considerando en cuanto a la procedencia del recurso. 

Que o.i el curso de! litigio se ha sostenido per el apelan- 
te: a) que el articulo 42 (Je la ordenanza sobre impuestos del 
año 1920 desconoce el articulo 14 de la Constitución, en cuan- 
to garantiza el derecho de usar y disponer de 4a propiedad 
conforme a las leyes que reglamentan su ejercicio, y contra- 
ria también d articulo 17 que declara inviolable la propiedad; 
b) qué aún cuando asi no fuera, violaría el susodicho artícu- 
lo 42. el mismo artículo 17 que prohibe la confiscación e igual- 
mente el articulo 4, que exige contribuciones equitativas, es 
decir, no sólo iguales para todos, sino también .inqniestus con 
equidad y justa moderación. 

Que hallándose comprendidas ambas cuestiones entre los 
casos previstos por el artículo 14, inciso i <le fa ley N.° 48, to- 
da vez que la decisión af>elada fué contraria al derecho fecte- 
ral invocado, el recurso extraordinario «para ante esta Corte 
es procedente y, r en consecuencia, oído el señor Procurador 
* General así se declara; y 

Considerando en cuanto al fondo del asunto: 

Que el artículo 42 de la ordenanza i:r*mic¡pai sobre im- 
puestos para el año h>20. se halla concebida en los términos si- 
guientes: "Por la anotación de transferencias de 'las concesto* 
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nes de terrenos COtl tleslino a Ja construcción de lióvedas y 
las bóvedas ya obstruidas en los cementerios del Oeste y de 
Flores, cualquiera ftitóe el rutinero de transferencias efec- 
tuada*, se cobrará un derecho igual a la diferencia existente 
entre el valor de la superficie total, calculada al precio del 
metro cuadrado o de cada sepultura establecido i*ir la orde- 
nanza de impuestos de mjiK y el que resulte en cada caso de 
la aplicación de la tarifa sancionada por la presente en sus 
;:rticuJos 3,". incisos 2.° y 3.% y articulo 37. fcteisos 2." y 3."." 
I)c acuerdo con este presto, el recurrente, comprador de una 
bóveda en el ¿Sértienterio del Oeste por el precio de cuatro mil 
quinientos |?csos, pagó l>ajo protesta a la 'Municipalidad de la 
Capital en concepto de diferencia de precio entre los años i')i8 
\ iojo. la suma de tres mil quinientos noventa y tres pesos 
con cincuenta y cinco centavos moneda nacional, la misma que 
ahora repite en e>:c juicio. 

Que Jé senteiu ia de la Cámara Civil Primera de esta Ca- 
pital para desestimar las defensas de iiKonstitucionaKdad. se 
ha fundado en que : a» el derecho concedido sobre los sepul- 
cros 110 fodtia parte de los derechos iKrtmioniales de una per- 
sona y. jpor consistiente, no puede halwr, a su respecto, des- 
conocimiento del dominio ni expropiación, despojo o confisca- 
ción : I») es dudoso que en la Constitu;ión se hable de propie- 
dad en el sentido awpiio como puede verse en los artículos 14. 
17 y jo, entre otros, donde se lo paraltfiza con los derechas 
contractuales, indicándose así. que no son la misma cosa; c) 
limitándose la ordenanza a exigir tan sólo el mayor valor, el 
recurrente 110 lia sido vulnerado en lo fundamental «le su de- 
recho de concesionario y la» garantas eonst«M|:ionales sido 
pueden tener en mira aquellas leyes o reglamentaciones que 
ataquen el derecho en su fondo o en su sencia; d) no xiste 
en la Constitución ni en las leyes precepto alguno disponiendo 
que el mayor valor de una cosa sea inherente a la misma; e) 
el ardimiento eje la retroatftividad de la ordenanza municipal, 
en cuanto viene a regir una concesión bocha con anterioridad, 
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es pura apariencia, ya que con ese criterio ni la Municipali- 
dad ni el Oteado podran au rentar ninguno de los impuestas 
<|ue cobran por razón de <jue cuando se adquirió el derecho im- 
ponible { casa o campo, negocia, etc.). la carga era otra. 

Que en cuanto al primer finufcwitcnio, debe observarse que 1 
las palabras "libertad" y ">proiwedad" comprensivas de toda 
la vida social y política, son términos constitucionales y deben 
ser tomados en su sentido más amplio. 151 término "propie- 
dad'', cuando se emplea en los artículos 14 y 17 de la Consti- 
tución o en otras disposiciones de ese estatuto comprende, co- 
mo lo ha dicho esta Corte, ''todos los intereses apreciadles (pie 
un hombre puede poseer fuera de sí mismo, fuera de su vida 
y de su lilicrtad". Todo derecho (pie tenga un valor recono- 
cido comí» tal j>or la ley, sea que se origine en las relaciones de 
derecho privado sea que nazca de actos adrinistrativos (de- 
rechos subjetivos privados o públicos), a condición de que su 
titular disponga de una acción contra cualquiera que intente 
interrumpirlo en su goce asi sea el Estado mismo, integra el, 
concepto constitucional de ".propiedad'*. 

Los derechos emergentes de if:ia concesión de uso sobre 
un bien del dominio público (derecho a una sopwhura», o de 
las que reconocen como causa una delegación de la autoridad 
del listado en favor de particulares (empresas de ferrocarri- 
les, tranvías* luz eléctrica, teléfonos, explotación de canales, 
puertos, etc.), se encuentran tnn protegidos por las garantías 
consagradas en los artículos 14 y 17 de la Constitución como 
pudiera estarlo el titular de un derecho real de dominio. El 
articulo 67 inciso ifi de la Constitución faculta al Congreso a 
emplear como medio adecuado de obtener lo conducente a ta 
pros|>cridad del país, las concesiones temporarias de privile- 
gios y habría visible inconsecuncia entre esa autorización que 
compromete la fe pública de la Nación y la conclusión con- 
sistente en afirmar que los -derechos nacidos de aquéllas no 
benefician de las garantías y seguridades que otra parte del 
mfo-ro estatuto asegura a la propiedad. El derecho, nacido de 



de saber si for- 
cuestiú.i esta libra- 
rlerecho común, ?e encuentra» juies, comprendido por la 
garantía de los artículos 14 y 15. Mango con Traha, senten- 
cia de esta Curte de ¿f> de agosto próximo ¡usado; Cooley, 
Principios (inórales, traducción Carrie, ,]>ágina 306, y Cons- 
titutional IJmitiations. página 756 y -nota 3; WiHoughby, io- 
nio II, 474. 

yue el ]>rínci]>io de la inviolabilidad de la propiedad, ase- 
gurada en términos amplios jx>r el artículo 17, protege con 
igual tuerza y eficacia tanto los <lerechos emergentes <k les 
contratos como los constituidos jior el dominio o sus desmem- 
braciones. Mientras se halle ¿^irantiznda en la Constitución 
la inviolabilidad de la propiedad o en Unto que el Congreso 
10 se halle investido dé facultades constitucionales expresas 
|tié Ib liablliteti para tomar la propiedad privada sin la corres- 
nidientc indemnización o jKira alterar los derechos deriva- 
de los contrate*, ha dicho esta Corte (to.ro 137, página 
47). la limitación existe para el départ amento legislativo cual- 
quiera que sea el carácter y la finalidad de la ley. 

Que para juzgar de! alcance «le esta limitación Impuesta 
las Legislaturas, de <Hctar leyes alterando las obligaciones 
t acidas dé los contratos, ha de tenerse presente; a) que asu- 
el carácter de "leyes" no solo das sancionadas por el Con- 
k sino también las constituciones de listado o una orde- 
nanza munici)»al con tal que el Rsftado le dé la fuerza de uaa 
ley (Williams v. Itruffy. U. S.. ¡xñgina 176); b) que reviste 
calidad dé contrato todo convenio o concierto entre ck>s o más 
¡ttlKgRS; sea que las obligaciones emergentes del mismo se ha- 
llen incumplidas » hayan sido ejecutadas. Fletcher v. Peck, O 
Crmch 87; New Jersey v. W'ilson 7. Cmnch, 164. 

(jue además, la prohibición de alterar las obligaciones de 
los contratos es gener.il y aplicable a las convenciones de to- 
llo orden, es decir, tanto a las realizadas entre {¿articulares co- 
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mo a las concertadas entre éstos y tos Estados o j>or los Es 
lados entre sí. Wüloughby, tomo II. 492, página 893. La ju- 
risprudencia americana es concluyeme sobre el punto, y salvo el 
caso de las licencias adririistrativas \x>r las cuales se crean fa- 
cultades revocaWcs a voluntad del Estado, se lia encendido 
siempre, con la opinión efe Marshal. emitida en el caso Flet- 
cher v. I'eck. 6 Cranch 87. que cuando d Estado contrata 
conviene con los particulares, no le es permitido revecar o 
anular sus probas concesiones sin cucnplir coi los requisitos 
exigidos por <«1 principio de la inviolabilidad de la propiedad. 
Cooícy, Constiiutional Liinítatfcns. ingina 384 y 385 y nota. 

Qw en posesión de estos principios y a fin de saber si Ia x 
ordeinnza inlpugrada como contraria al stfníorio 17 ifc la 
Constitución ha desconocido en lo fundamental el derecho del 
concesionario, ¡m|xincsc el análisis previo de la naturaleza y 
caracteres del titulo o acto administrativo en el cual aquel btf- 
sa su reclamación. ÍXsfte luego, el derecho :i la sepultura re- 
conoce su Erigen en una ccracesfión otorgada por a ^lunicipa- 
lidad de la Capital a un particiriar actuando la primera como 
administradora de un bien tle! dominio público, calidad ésta 
que indudablemente revisíen lo> -cementerios, <lc adíenlo con 
lo dispuesto en los artículos 2340. inciso 7.". y 2344 uel Códi- 
go Civil. Kn virtud efe esa concesión a titulo oneroso, se lia 
creado en favor del concesionario un poder jurídico sobre la 
parte de la cosa publica que le ha sido entregada (Mayer. IX- 
recho Administrativo, tomo III, ipágána 247». y el contenido 
de ese poder se encuenda regido por la propia concesión y i>or 
las ordenanzas llamadas a establecer y reglamentar las cor.di- 
¿ones del uso dentro <{el bien del dominio público, en tanto 
ézi cuanto no alteren o modifiquen el derecho constituido en^, 
mis rasgos esenciales. 

Que cíe la naturaleza de ese acto fluyen con claridad las S 
siguientes facultades reconocHkis por la Municipali dad al con- 
cesionario: a» derecho de usar de la parte def bien del domi- 
nio público comprendido en la concesión para enterrar sus 
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- crtos, levantando en él 'las construcciones o monumentos fu- 
rios que sus recursos le ^permitan, con la posibilidad legal 
impedir a tódo otro el ejercicio de un derecho igual. Den- 
o de lo autorizarlo jxm- las ordenanzas, que como es obvio, 
no podrían impedirle edificar o inhumar a las |*rsonas <le la 
familia, ti derecho de Uso es indiscutible; b) el derecho de 
trasmitir o enajenar esa facultad de uso sobre la jiarte de la 
cosa pública objeto de la concesión. Desde luego, parque rio 
existen restricciones ¡especiales sobre el punto en el acto de 
.concesión ni en las ordenanzas municipales vigentes en la 
¿poca de otorgarse aquella. Ul acto acknfofórativq Ha podido, 
sin duda, contener limitaciones de esc orden, así como térmfi- 
nos y condiciones, pero ellas en ningún caso son sobreentendi- 
das. Mayer. Obra citada. |>ágiina 258. tomo % pagina 150 y 
151. t<>mo I, lY*ro. en el caso, la facultad de ceder libremente 
tete déreeho <!e usó sobre la cosa pública, se encuentra además 
plenamente recomido por las ordenanzas rnm*cij|.ifles, por 
leyes dictadas por el Congreso en su carácter de Legislatura 
local y |>or la tradición administrativa. Lo primero porque 
tanto la ordenanza inqnignach del año !<>¡o, como ifcis ile 
m>i8 y 1919 se refieren a las transferencias de bóvedas o de 
terrenos \ .ra « instruirlas y carecería dte explicación que la 
comuna gravara la enajenación de <lerechos que no pueden ce- 
derse. Lo segundo, porque el articulo 12 de la ley N. n 
dictada por el Congreso en ejercicio de la facultad que le otor- 
el inciso 27 del articulo 67 de la Constitución de ejer -cr 
i legislación exclusiva en el territorio de la Capital y, por 
?rtSi^uien:t\ obligatoria par* la Municipalidad, al establecer 
ue "no serán ejecutables los sepulcros salvo que se reclame 
su precio de corpra o construcción", ha sancionado en su 
última parte la norma de que <os sepulcros se compran por 
un precio y se vende aún judicialmente para resarcir al Vende- 
dor o al constructor. Iv.i cuanto a la tradición administrativa 
Jo prueba la propia ordenanza de 1920, al decir que el im- 
puesto creado po>r día se aplicará cualquiera sea el número 



DE JU8TIHA D* LA NACIÓN 881 

.de transferencias efectuadas con anterioridad, y el hecho mis- 
mo <| C ,1a existencia de la emulación que la ordenanza tiene 
c-n mira suprimir, pues sin tal facultad de di S ,K,ner aquella no 
liabria |K>dido produciría. 

Que. el derecho asi creado por la concesión pertenece al 
concesionario y te ha .ido acordado por la propia Mnmc.pa .-. 
dad. !H.cde. pues, ser objeto de transacción sea a «tute de 
sucesión «niversal o singular: y esa trasmisión comprende no 
róte el derecho <,e propiedad sobre lo educado ( monumento 
bóvoda. etc.». oue es un bien de derecho cv.l s.no tamban 
tf » derecho de uso sobre la ,»rte del donunio público compren- 
dido por aqu'lla. No existe en esias trasmisiones, dice Ala- 
ver (tomo v obra citadas. página 258). twmifestacum de te 
potestad pública: ellas se efectúan entre iguales .según el de- 
recho que las rige, pero los efectos del acto jurídico de potcs- 
I!d pública siguen la determinación dada por el derecho crv,l 
«le la persona nuevamente investida del derecho. 

(lúe esta facultad de trasmitir es. a su turno, lisa y Uaná. 
No l7abión«¡o<cla limitado o restringido cu el aclo de la con- 
cesión, comprende tudas las consecuencias inherentes a te - 
sibilidad de ceder, y entre otras, te de que « 
trieda enajenar el semillero por un precio mas alto que ti ,« 
Spoí él a la Municipalidad. Kl derecho -lel e— 
íl malor valor nace. pues, en el caso de que la Mu^h- 
Id al crear el poder jurídico de aquél sobre la cosa pubUa. lo 
t'beclm sin reserva algttna. en cnanto a la 
der v en cuanto al precio por que pedia serlo. La propia MU 
licite 1 al referir el incesto a la diferencia de precios 

ñor al año »y.8 corresponde al concesionario o a su ce urna 
lo cual no seria congruente con la tesis de que aquel solo 
"a autorizado a enajenar por igual precio al que fue adqui- 
rido el derecho de la Municipalidad. 

Que las decisiones de los tribunales del fuero común, sen- 
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ando el principio «le me un sepulcro mientras existan cadá- 
veres dentro de él no puede venderse, cuando media oposición 
le u.i condomino, lejos de desconocer ratifican y confín ran el 
principio de su trasmisibilidad con arreglo a 1;* concesión, pues- 
o (pie la autorizan con el concurso de todos. 

(Hív en éstas condiciones si el derecho di-I recurrente, con 
as características señaladas, lia nacido de la concesión concer- 
tada con la Municipalidad, es evidente que ésta no ha ptdirio 
alterarlo o suprimirlo ni en cuanto a la facilitad de transfe- 
rirle» ni en cuanto a la posibilidad del concesionario o de sus 
sucesores de hacer suyo el incremento de valor, mediante or- 
denanzas dictada* después de la fecha de aquélla. 

Mientras subsista la afectación de la cosa pública al fin 
perseguido de enterratorio, ningún medio ni procedimiento se- 
ria eficaz para obtener que (juien constituyó un derecho me- 
diante un acuerdo de voluntadas oWigitorio. volviera sobre 
aquél para destruir to:al o parcialmente lo mismo que otorgó. 

Que el articulo 42 de la ordenanza no imj>orta el ejerci- 
cio por la comuna del ]x>der de establecer impuestos porque 
no se propone como fin primordial obtener una renta partí la 
satisfacción de las necesidades públicas, sino que perágue el 
prepósito confesado por la propia Municipalidad <Ie impedir 
la venta <lel derecho de uso sobre los sepulcros a título de evi- 
tar la especulación, y no se liritn a gravar el mayor valor sino 
que lo toma en su totalidad entre los dos moremos que señala. 
Las leyes de impuestos aún cuando sean prohibitivas, son va- 
lederas o pueden serlo, pefo aquí la prohibición tiene por fin 
impedir o trabar el ejercicio de un derecho emergente de un 
pactó o convención celebrado entre el particular y la misma 
entidad administrativa que lo había creado. 

tjue si como se ha dicho el principio de que no pueden 
dictarse leyes u ordenanzas alterando los derechos emergen- 
tes de los contratos se aplica tamo a los concertados por los 
particulares cuanto a los celebrados entre estos últimos y las 
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entidades administrativas, es evidente que la ordenanza de 
U)20 en la parte impugnada viola la garantía de los articules 
14 y 17 .de la Constitución en cuanto desconoce el derecho 
constituido al concesionario en el doble asjiecto señalado. 

Que si bien el principio de la no re; n «actividad de la ley 
o de una ordenanza no reviste los caracteres de una norma 
J e derecho constitucional, es también exacto que aquel prin- 
cipo alcanza los contornos de tal citando, como en el caso, iri- 
diante la ordenanza impugnada se pretende arrebatar o alterar 
en fonna fundamental e! contenido de un derecho compren- 
dido en la concesión. En tal caso, ha dicho esta Corte, el prin- 
cipio de la no retroactividad deja de ser una norma legal paTa 
confundirse con el principio constitucional de la inviolabilidad 
de la propiedad. Tomo 137, ingina 47. 

Que en cuanto al último argumento transcripto se olvida 
al formularlo que habiendo nacido el derecho constituido al 
concesionario de un pacto concertado con el .poder público, a 
diferencia de lo que ocurre con los bienes del ejemplo, no po- 
dría aquél sin volver sobre sus propias convenciones, anular 
o modificar invocando sus facultades impositivas el derecho 
asi otorgado, sin suprimir o debilitar la confianza que en las 
elaciones jurídicas debe imperar no ya entre hombre y hom- 
re, sino tairibién entre éstos y el Estado, 

En mérito de estas consideraciones se revoca la sentencia 
apelada en la «parte que ha |x>dido ser materia del recurso, y se 
declara, en consecuencia, que la Municipalidad está obligada 
a restituir la suma reclamada y sus intereses desde la notifica- 
ción de la demanda. Notifíquesc y devuélvanse. 

A. BlCRMKJO. — J. FlOVKROA Al.- 

corta. — Ramo* Méndez. — 
M. Laurexcexa. 

(i) Nota: En la misma fecha se dictó igual resolución 
en la causa seguida por doña Rosa Correa contra la Munici- 
palidad de la Capital, *>or idéntica causa. 
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Pon Pedro y don . tndrés Perdomo contra hi Provincia dé íím- 
tre Kios, por devolución de sumas de dinero. 

Sumario* i. w La eonstitudotialidad o ¡nconslitucionaHdad de 
las leyes de impuestos locales del* jugarse del puma de 
vista cKs su aplicación al caso que origine el juicio. 

2." La oportunidad en que se cubra el impuesto, es un 
antecedente para su debida calificación. 

$. a Kl impuesto de tablada establecido en las leyes 
de la Provincia de Kntre Ríos. número 2189 y 2508. apli- 
cado a las haciendas que no han sido objeto de venta « 
negocio en juritttitttón de la provincia, y que se cobra 
én el ,-kMo «le la extracción y con unitivo de ella, es viola- 
torio de los artículos 9 y 10 de la Cotiftáuciúci. El misino 
knpuesto <le tablada jiana gravar Ja Operación directa de 
la venta o negociación de los ganados y jicrcihicla al ce- 
lebrarse ta transacción como un acto de comercio ínter- 
in», es un gravamen legitimo. 

Caso: Lp explican las piezas siguientes: • 



DICTAMEN bJÍL SEÑOR PROCURADOR C1ÍSEKAU 

Buenos Aires, Febrero !U de IK4 

Suprema Corte: 

Don Arsenio S. Rubfnnes. en represc:vtación de los seño- 
res Andrés y Pedro Perdomo. entabla la presente demanda 
contra la provincia de Kntre Ríos sobre devolución de la suma 
de dos "til ciento noventa y dos pesos moneda nacional y sus 
intereses, que se dice haber sido pagada indebidamente por 
sus mandantes, bajo protesto, ¡or exigirlo asi el gobierno tic 
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la Provincia en concepto <le un impuesto improcedente que 
grava el libre tránsito del ganado, imposición que estima re- 
pugnante a los arts. 9, 10 y 11 de la Constitución Nacional y 
que se aplica al amparo de las leyes 2189 y 2508 de la pro- 
vincia derandada. 

Esta, al contestar a fs. 36 el traslado que le fué confe- 
rido, y jx>r las consideraciones que hace valer para demostrar 
que los impuestos tmintgrados responden a servicios de poli- 
cía y seguridad .indispensables para ei desarrollo de la rique- 
za ganadera, termina solicitando el rechazo de la demanda, si 
no se justificara que ella se ajusta a algunos de los casos ya 
juzgados. 

Que de las protestas acompañadas y de la prueba produ- 
cida resulta que los actores trasladaron las haciendas de que 
se trata de la mencionada provincia a la de Buenos Aires, sin 
que esa extracción reexpidiera a operación alguna de ven- 
ta dentro del territorio de aquélla, que hiciera procedente el 
impuesto de tablada a que se refieren las leyes citadas, de las 
cuales no existe ningún ejemplar agregado, pero cu>ta exis- 
tencia no ha sklo desconocida. 

Se trata, .pues, de m impuesto considerado de exporta- 
ción, siendo aplicable la doctrina sustentada por V. E. en fa- 
llos dictados en casos análogos al presente, en que ha quedado 
establecido que el hecho de exigirse y pagarse el impuesto al 
efectuarse la extracción <le haciendas a otra provincia y con 
motivo de esta oj»eractón, importa «na violación al principio 
que consagran los artículos 9 y 10 de la Constitución, que no 
ridmttc más aduanas que Jas nacionales en todo d territorio de 
la República y que en el interior es libre de derechos la cir- 
culación de los efectos de producción o fabricación nacional, 
así como la de los géneros y mercancías de todas clases, des- 
pachadbs en las aduanas exteriores (Pallo: tono 128, página 
374 >' jurisprudencia citada en el mismo). 

La Ley de Tablada de la Provincia de Rntre Ríos, en la 
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forma en que ha si<l<» aplicad* en el caso de autos, afecta los 
principios iHffistitiKiionales invocados. Así -lo ha declarado V. 
K- en su constante y utriforme jurisprudencia, doctrina que 
reitera en el fallo que se registra en el tomo 130. página ¡jij- 
en el que se establece también de una maner.t expresa, cómo 
debe in:eiprctarse la libertad de circulación territorial, que "no 
es en manera alguna ta liliertad de circulación que forma la 
base del comercio y (|iie tiene \tor fines las transacciones, ac- 
tos y contratos, con el objeto de adquirir y trasmitir las co- 
sas sujetas al comercio de los hombres**, y que la o|>ortunidad 
en que se cobra el impuesto con motivo de h extracción de 
productos dé u.ia provincia, es un antecedente suficiente pa- 
ra calificar el acto coro tal, y por consiguiente libre (¡c grá* 
varoen 1 conside ramios 4' y 8"». 

Su es;as condiciones, se encuentra bien claramente de- 
tenirnado el ale- nec de las garantías constitucionales (pie con- 
liéneii las cláusulas citadas. Se reconoce a las provincias la 
facultad que tienen jwira percibir el impuesto que grava a toda 
iransneciún que se efectúa como un acto de comercio interno, 
debido a su propia rapacidad política; (peto, esa facultad no 
autoriza a aplicar ese impuesto en la forma en que aparece 
en autos haberlo sido en el presente caso, ya que no se ha de- 
mostrado que el -impuesto se aplico y |>ereihi*> ¡>or concepto 
i¡c la venta o negocio de que los ganados de (pie se crataha 
hayan podido ser objeto dentro de la jurisdición de Ja pro- 
vincia de Kntre Rijos, como que tamj>oco se ha demostrado 
que esos mismos ganados hubiesen sido realmente vendidos 
o negociados dentro del territorio de la Provincia demandada. 
Por tanto, considero que el impuesto de la referencia, tal 
jttftQ ha sido cobrado por las haciendas de que se trata en esta 
manda, es violatorio de rías cláusulas enunciadas de la Cons- 
ucíon y estimo, de consiguiente, que la acción deducida en 
'os es precednte, |>or lo qiie a V. E. pido quiera servirse 
asi declararlo. 

Horacio R. Larrcta. 
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Buenos Alret. Diciembre 21 de 1925 

Y Vistos: Los seguidos por don Andrés y «Ion Pedro 
Perdomo contra la JYovincia de Kntrc Ríos |>or devolución <lc 
la suma de dos mil ciento nóvenla y dos pesos moneda nacional 
intereses y costas, de los que resulta : 

Que a fs- 22 y con los domínenlos precedentemente agre- 
gados se prescita- don Arsenio S. Rubianes en refwesenta- 
cion de los actores y entabla demanda contra la Provincia de 
Kntrc Ríos exponiendo:- 

Que de acuerdo a instrucciones recibidas se presenta a 
dcntmdar a la Provincia <]c Kntre Ríos por devolución de 
la simia de dos nül ciento noventa y dos pesos moneda nacio- 
nal sus intereses y las costas; capital que la demudada co- 
bró indebidamente a sus representados y en consecuencia de 
un •impuesto repugnante a la Constitución Nacional. 

Que la sufra cuya devolución persigue fué pagada a la 
referida provincia en concepto del impuesto establecido en 
el artículo 2" de las leyes 2189 y 2508. 

Que la mencionada ley es contraria a las disposiciones 
contenidas en les artículos o. 10 y 11 de la Constitución Na- 
cional y asi lo tiene establecido c*:e Tribunal en reiteradas de- 
siciones y en mérito de lo expuesto pide se condene a la Pro- 
vincia de Kntrc Ríos a devolverle la cantidad recia/nada, sus 
"lercss y las costas del juicio. 

Que corrido traslado de la demanda (fs. 26) la contes- 
ta provincia a fs. 36, manifestando: 
Que Ies pagos hechos por el actor corresponden al im- 
puesto esCaWeddo i>cr la ley de tablada de la provincia^ cuyos 
jM>deres han entendido que aquél no afectaba a las garan- 
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lias constitucionales respecto de la Ubre circulación de valores 
y bienes. 

Que el artículo i" del Decretó Reglamentar..) de la ley 
dé referencia, exchive expresamente las hacienda? en trán- 
sito para a.cntuar que por ello, se grava la riqueza interna y 
las operaciones de comercio, considerándose que toda la tropa 
de haciendas que permanezca más de sesenta «lias, debe tcner- 
sr jxir radicada definitivamente. 

Que <!e los comprobantes acor tañados con la demanda 
no resulta que los cobros que determinan los reclamos hayan 
respondido a o:ro concepto que el de gravarse a la riqueza 
o transaciones comerciales y que las haciendas que se indican, 
en caso de ser remitidas, sólo fueron gravadas por operacio- 
nes de negocios y no por impuestos al tránsito o circulación. 

Que la Provincia de Entre Ríos, no obstante haber mo- 
dificado la lev declarada inconstitucional por los fallos de es- 
la Corte, considera como un deber ineludible de jame de sus 
poderes púbkos, mantener fas prerrogativas que resultan de 
los artículos 104. 105 y 107 de la Constitución, según lo ha 
establecido la jurisprudencia de este tribuna!, desde que se 
trata dé impuestos que gravan su propia riqueza, se aplican a 
ventas de haciendas y responden a servidos de policía y sc- 
guridM sin los cuales el desarrollo de la industria ganadera 
sería imposible; y pide por lo tanto se rechace la demanda 
con costas. 

Que recibida la causa a prueba í fs. 38) se produjo la 
que expresa el certificado «leí secretario a fs. 99. se agregó 
el alegato de la parte actora a fs. 101. y previo dictamen del 
señor Procurador General tfs. 1051. se llamó autos jara de- 
finitiva a fs. lof» vuelta. 



Y Considerando ¡ 



Que en reiterados casos análogos, en los que la parte de 

* 
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mandada lia sido la mis ra provincia traída a este juicio pa- 
recíanlo <1e igual naturaleza, ésta Corte Suprema ha dejado 
establecido: 

a) Que el impuesto de tablada aplicado a las haciendas 
que no lian sido objeto de venta o negocio en juris- 
dkción ile la provincia, y que se cobra en el acto <le 
la extracción y con motivó de ella, es violatorio de los 
artículos 9 y 10 de la Constitución, que no admite 
aduanas interiores y prescriben la libre circulación ele 
los productos. 

b) Que el mismo impuesta de tablada vscablceido.por una 
provincia para gravar la operación directa «le la ven- 
ta o negociación de los ganados, y percibido al cele* 
brarse la trtmsacción. como un acto de comercio Ín- 
terin», es un gravamen legitimo dMcrminadn por el 
ejercicio de facultades constitucionales no delegadas 
por las provincias al Gobierno Federal, dé acuerdo con 
lo «|uc prescriben los artículos 104 y 105 de la Consti- 
tución. 

c*> Que en consecuencia. la contribución aludida creada 
por un estado provincial como un impuesto «le expor- 
tación que afecta Ja libre circulación territorial, es 
contraria a esas disposiciones de la Constitución; en 
tanto «pie ño tiene tal defecto 61 gravamen a la circula- 
ción económica, esto es. el que se importe a los actos 
de comercio realizados en la jurisdkvión de la provin- 
cia y por consiguiente, dentro del alcance de su fa- 
cultad ünpositivá (Fallos tomo 134» pági™ ^59 : tomo 
137, páginas 259 y $2*. entre «tros». 

Que establecido por esta Corte que la eonstitucionaüdad 
o inconstitucionalidad «1c las leyes de impuestos locales debe 
juzgarse del punto «le vista de su aplicación al caso que ori- 
gina el juicio, haciendo esa aplicación al de autos, se observa 
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de$dc luego, que el está comprendido en el punto a) del pro- 
veciente considerando, es decir, que el impuesto de tablada se 
lia hecho efectivo con violación de los preceptos constitucio- 
nales referidos. 

Que. en efecto, y como se desprende de los documentos 
de pagos bajo protesta consignados en autos i f t». 5 a 17). tes- 
timonios confirmados en general por las certificaciones c in- 
formes agregados corito pruelxis i f s. 84 y 94), se ha estable- 
cido que l;:s haciendas sobre que recayó el impuesto en liti- 
gio, fueron remitidas en consignación en diversas partidas y 
destinos, pero no resulta que hubiesen sido vendutas o nego- 
ciadas en la provincia de Kntre Ríos, ni ello ha sido demos- 
trado por la parle- demandada, y |H>r lo tanto, el impuesto con 
que han sido gravados en el acto de la extracción y con mo- 
tivo de ella, está en pugna con las garantías que consagran 
los artículos <> y 10 de la Constitución. 

Que se^ún la jurisprudencia de esta Corte la oportuni- 
dad en que se cobra *el khpttesttó es un antecedente para su de- 
bida calificación, suficente, en general, i>ara dar jwir demos- 
trado (pie en casos como el que comprende el precedente consi- 
derando, se trata de un gravamen a la exportación, pues para 
que un impuesto se diga establecido con motivo de la extrac- 
ción de productos de una provincia, basta que él se exija en 
el acto «le esa extracción, y jior consiguiente, si medra; esta 
últirna circunstancia y se pretende, no obstante, la legitimidad 
del gravamen; habrá que demostrarse que el impuesto se apli- 
có y •]H. a rc¡l»ió por concepto de la venta o negocio de que los 
ganados fueron objeto dentro de la jurisdicción de la provin- 
cia ( Fallos ;omo 128, página 375; tomo 130. |>ágina 29). 

Por estos fundamentos y los concordantes expuestos por 
el señor Procurador General, haciendo lugar a la demanda» se 
declara ; (Jue el ::npue».o cobrado a los señores Andrés y Pe- 
dro Perdomo que éstos acreditan haber abonado por las ha- 
ciendas sobre que versa este litigio, es violatorio de la Consti- 
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lución Xac:onaI. Kn consecuencia, la Provincia, de Kntrc Ríos 
debe devolver a lo* actores en el término de diez días la suma 
percibida por tan concepto, o sea la de dos mil ciento noventa 
y «los |>esos. moneda nacional y sus intereses desde la notifi- 
caión de la demanda, con costas. Xotifíquese, repóngase el 
pápel y nrehivese. 

J. FiCüKROA Alcorta. — Ramón 
Mí:m>KZ. — Kohkkto Rl;I>KTTO 



Sociedad Anónima Ángel Braceros contra la Provincia de San- 
tiago del Estero, sobre eobro de frsos. 

Sumario: i". Un contrato en vigor, no argüido de falso, no 
puede ser modificado por la sola voluntad de una «le las 
partes. 

2*. En los contratos de compra-renta el jwigo en dine- 
ro y en moneda nacional es condición implícita, cuando 
no media estipulación en contrario. ( Artículo 1323. Có- 
digo Civil). 

3 - . La ley sólo ariritc la substitución de una determina- 
da especie o calidad de moneda nacional, al cambio que 
corra en el lugar el dia de! vencimiento de la obligación. 
(Articulo 619, Código Civil!. 

4". La intención de renunciar no se presume. (Articu- 
lo 874, Código Civil). 

5". Una Provincia no puede invocar la soberanía del 
Estado y stt carácter de -jioder administrador para obli- 
gar a un articular que contrata con día en su carác- 
ter de |>ersona jurídica, a recibir en pago de sus créditos. 
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fondos públicos emitidos por ella. <|iie carecen de fuer- 
za concelatoria. 

6". Habiendo incurrido en mora el deudor, el acreedor 
ticiK? derecho a cobrar los intereses. (Articuló 622, Gó- 
digo Civil). 

Caso: Lo explica el siguiente : 



I AI.M» l*H I.A CORTK SUPKKMA 

Buenos Aire*. Diciembre SI de 1925 

Y Vistos: cs?«s autos seguidos por la sociedad Anónima 
Yngel Kraceras twr;. la IWincia de Santiago del Ksteru. 
por cobro de pcsi de loi que reMilta: 

QllC a fojas 15. y orí lo* ilncununtos precedentemente 
agregados, se presenta dori Silvano .Navarro Wla j>or la so- 
ciedad ;m 'iiima acto ra. /diendo se condene a la provincia 
n encionada el pago de b suma de veinte y tres mil cincuenta 
y dbfc |H'so> con noventa centavos, ron más sus rnereses y 
«tas. 

Que la suma indicada proviene de un cont-rnto celebrado 
entre d Pódcr RjécüMyd provincial y la sociedad, en ledia 14 
*le enero <le im-ío, por provisión tic mercaderías. \*»v valor «le 
diez y siete mil ochpcíciitos sesenta pesos moneda nacional, y 
él resto hasta llegar a la cantidad de randada, o sea cinco mil 
ciento m venta y dos pesos responde también a provisión de 
mercaderías para el personal <ie la Pórtela di la provincia de 
Santiago del listen» , cami«la<fcs ambas que han sido amplia- 
mente reconocidas, al ordenarse su pago por el subs'ecre:ario 
del Gobierno, pero disponiendo qué ellas fueran canceladas en 
títulos de la deuda pública en vez de moneda de curso legal, 
como ha siclp establecido en los contratoa rcsiptttfivos. 
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Y que en estas condiciones, no habiendo podido obtener 
el cobro <le la suma debida, en la forma indicada, entabla la 
presente acción. 

Acreditada la jurisdicción originada de <vsta Corte, se co- 
rrió traslado a la proveía demandóla. quien por intermedio 
de su representante la contesta a fojas 39. manifestando que 
reconoce la exactitud de los hechos expuestos en la demanda, 
en cuanto a I a cantidad, calidad y precios de los artículos su- 
ministrados a la provincia de Santiago <lcl Esteró, .pero está 
disconforme con las exigencias <le la .parte actora en lo que 
se refiere al |«go del crédito en moneda de curso legal. 

Que relacionando los antecedentes administrativos del liti- 
gio; resulta que el gobierno provincial autorizó el pago de la 
deucla de las dos cantidades que se demanda, y que forman el 
total reclamado. j>or decretos expedidos en los expedientes nú- 
mero 48. letra F\ año 1020 y número 107. letra C. año 1921, pero 
las órdenes de pago expedidas, fueron opn-tunamente devueltas 
j>or la contaduría porque la sociedad acreedora no se presentó 
para hacerlas efectivas. 

Que ajarte de que no se hizo el reclamo correspondiente 
contra los decretos de referencia, es de observar que los pa- 
gos ordenados en títulos están de acuerdo con la ley provin- 
cial número 665, anexo C, inciso VII. item I, .partida I. que 
destina j>ara el pago de obligaciones de ejercicios vencidos, la 
cantidad <le cincuenta mil pesos en títulos de la deuda pú- 
blica interna. 

Que ¡i>or consiguiente, c.1 contratar la socic<lad actora con 
el iwnier administrador de la provincia de Santiago del Este- 
ro, se lofcietió por este hecho a las leyes de orden i>úblico 
dictadas, o que en adelante dictare la legislatura local, y nin- 
guna j>ersona puede tener derechos irrevocablemente adquiri- 
dos contra una ley <le orden público (articulo 5 del Código 
Civil). 

Que i>or todo lo expuesto, .pide el rechazo de la acción 
en la forma que ha sido instaurada, con costas. 
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Qiie airfcrta la causa a pruclia. sé produjo la que informa 
v\ certificado del actuario de fs. 55 vta., llamándose autos 
para defin :iva a fojas 60 vta, 

V Considerando: 

Qite dada la forma en que ha sido trabada la "litis con- 
tCStatio'\ el único punto a resolver, consiste cu determinar la 
nioncdt en que debe cancelarse la deuda y los intereses. 

Qtte la partida tic diez y siete mil ochocientos se*cn<a 
¡iesos, proviene dtí contrato de provisión de ircrcadcrias a que 
se refiere el instrumento de fojas 5 en cuyo articulo 6* se 
estable^ qiie el ti|H> de moneda a que se refiere la suma in- 
dicada, es !a nacional. 

Que dicho contrato no ha sido argüido de falso y se en- 
cuetr.ra m vigor en todas sus convenciones, no púdica dn ad- 
mitirse su modificación por la sola voluntad de una de las 

* 

¡j^lll es. 

Que en lo rcfereiUé a la secunda partida que alcanza a 
la Mima de cinco m:l ciento noventa y dos pesos, si bien no 
parece convenio escrito, la existencia del contrato de cOm- 
pra-vema, celebrado curre el Gobierno y Angel Braceras, 
puede considerarse probado, como también el monto de la deu- 
da reclamada por el último, tanto por el decreto de fs. 12 en 
qué se aprueba la licitación y se manda pagar aquella cantidad 
én fondos públki s emitidos en virtud de la ley provincial 
número 665, o ¡na por haberlo reconocido el (brandado al 
contestar demanda, aligarlo solamente, cuno en el otro ca- 
sd, que el acredor estaba i hligado a aceptar en pago dichos 
titulo^ pretensión que en éste cano en aquel, es inadmisible, 
aunque expresamente no se haya establecido el pap> en dine- 
ro y en moheda nacional, porque es sabido (pie en los contra- 
tos de compra-venta, tal Condición va implícita cuando no me- 
dia estipulación en contrario, ] a que en el "sub lite" tri si- 
guiera se ba mencionado (artículo 13.23, Código Civil». 
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Que la ley sólo admito la sustitución de «ña determinn- 
na e»|>uctc o calidad de moneda nacional, al cambio que corra 
<?n ol liif-ar el día del venciniento de I» obligación (articulo 
Olí) del mismo ;*ódigo>. y no siendo moneda de ninguna es- 
pecie, sino simples títulos de crédito, los fondos públicos 
con qufc el Gobierno pretende jmgar lo que adeuda al actor, 
tal Sustitución no precede legalmente, máxime si se considera 
que los fondos públicos de referencia sufren una uesprecia- 
ck)n del veinticuatro ]>or ciento de su valor nominal, según 
informe de la Bolsa de Comercio de esta Capital (fojas 53», 
y el Gobierno no ofrece pagar la diferencia. 

Que la circunstancia de no haber hecho el npior oposi- 
ción ion ra! en los exped 'entes administrativos, a lo resuelta 
en los filados decretos, de lo que hace mérito el demanda-do 
para oponerse a la demanda, no puede considerarse como prue- 
ba de 'a conformidad de aquél, a aceptar el pago en la forma 
alli establecida, parque eso importaría darle por renunciad:» 
<ie su derecho, |>or haber guardado silencio, unicatnentc con- 
tra lo que dispone el articulo 874 del Código Civil, según el 
cual, la intención de renunciar no se presume. 

Que el demandado no puede invocar la soberanía del Es- 
tado y su carácter de poder administrador, para obligar al ac- 
tor a recibir en pago de sus créditos fondos tpúblicos emitidos 
por la provincia, que carecen de fuerza chancelatoria. pnrqu. 1 
al celebrar los contratos que dieron origen a aquellos, prece- 
dió como persona jurídica y en tal concepto los derechos y 
obligaciones emergentes de los mismos, se rigen por las leyes 
comunes de la Nación (artículos 41 y 42 del Código Civil». 

Que no existiendo, como se lia visto, convención expresa, 
ni manifestación del actor de avenirse a recibir en pago de 
sus créditos otra cosa que dinero, la exigencia de! demandado 
en ese sentido es improcedente y debe desestimarse (articub 
740 del código citado). 

Que respecto de los intereses reclamados por el ac- 
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l \o a cobrarlos es innegable p 
K>ra el demanhdo (articulo 622). 

Kn consecuencia, se Hace lugar a la de.nanda. declarando 
¡ue la provincia de Santiago del Estero está obligada a pagar 
a la sociedad anónima Angel braceras la cantidad de veinte 
v tres mil cincuenta y dos pesó» con noventa tentados mone- 
da nacional en efectivo, con sus intereses al tipo que cobra 
tí Banco <le la Xa¿ón Argentina, desde la notificación de la 
demanda* debiendo efectuar el pago en el termino de treinta 
<:i;:s de notificada esta senten:ia. Sin costas por no haber 
píQ&perado la demanda en todas sus partes. Nctifi(|üeSé, re- 
lingas*? él IWifwl y árchlcese. 



Sumario : Sólo existe litis pendencia en el caso en que se in- 
tente traer ante un tribunal, un asunto ya pendiente ante 
otro carqttténie «Artículo 73. inciso 3 de la te? Nacio- 
nal de Procedimientos >, y .siendo distintos los actores, 
falta uno de ÜqS requisitos que caracteriza «¡Echa excep- 
ción* esto es, identidad de objeto de causa y personas. 

CáSái to explica el siguiente: 



J. FicrKRí >.\ Akcorta. — RaMÓX 
¡Mkxdkz. — M. Laurkncena. 



Señores Bcnvcmüo y compañía contra ht Provincia de Co- 
rrientes, sobre cobro de pesos, lixcepdión de "7fVi> 




Y Vistos: La excepción c!c litis |>endcncia opuesta por la 
liarte demandada en los autos qjié le sigue Benvcmno y Com- 
pañía por cobro de pesos. 

Y Considerando: 

Que la defensa lia sido opuesta por la provincia deman- 
dada, fundándose en que existe ante este tribunal, un pleito 
que según el cxcc¡>cionante es análogo al presente- 

Que la circunstancia invocada no puede en manera algu- 
na originar Ja excepción, pues sólo existe litis (tendencia en 
el caso en que se intente traer ante un tribunal, un asunto 
ya pendiente ante otro competente (Articulo 73. incisa 3 de la 
Ley Nacional de Procedimiento? y Fallos de la Corte tomo 
7. .página 338). 

Que por otra {Jarte, en el sub judice si bien se demanda 
a la misma provincia, los actores son distintos, faltando pues 
uno de los requisitos esenciales que caracterizan la excepción: 
esto es, identidad de objeto, de causa y j>ersotias. (Fallos to- 
mo 27, |Migina 44: tomo 32, .jiágina 249 y tomo 35, iwígina 53 ». 

Por ello se rechaza la exección opuesta, con costas. 

J. FicuEROA Au'okta. — Ra- 

M ÓN M KNDKZ. — 1<< HíKKTO 

Rkpf/tto. — y Lauri-n-ckna. 
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Pon Enrique Alto pot\ la Pr&viiieia ie Humos Aires, contra 
el Mar del Plata Golf 0üb, sobre reivhidkacwn. | 

Sumario: l'. Kl derecho y a la vez obligación de los mie»i> 
l»n>* de la Su¡.re:ra Corte, en (|tiiene.s concurra algunas de 
lás cansas legales de reett.saeiórt. de abstenerse de conoci- 
miento dd asunta, sí enaientran implícitamente estable- 
cidas en el articulo 23 de la Lev Nacional de Procedí- 
mientos número 30 y en el articulo 1" de la ley 4162. 

2°. La excusación de los jueces se gobierna "p or iguala 
principios que la recusación. 

3". Kl contexto <lel inciso 8* del artículo 43 de la ley 50, 
autoriza la excusación aún cuando el hterés en las re- 
pulías del juicio no sea directo. 

4". Ks legitima la excusación de un Ministro de la Cor- 
te Suprema, que tiene vinculación i>or afinidad/con una 
de las partes de un ju'cio sometido a la resolución del tri- 
bunal, dada la estrecha relación que ese vinculo familiar 
hace presumir 1 Incso 4°. articuo 43, ley 50). 

5". Kl derecho de excusación puede ejercitarse en cual* 
qtiier ercadu del iui;io anterior a la sentencia • ( No hay 
en la ley un término o estado del juicio en el cual deba 
pronunciarse la excusación). 

Ó*. Kl hecho de haberse admitido la excusación de dos 
Ministros deja Corte Suprema, no importa sacar al liti- 
gante de su jueces naturales. 

■ 

7". I«a garantía constitucional «le uo ser sacados de los 
jueces designados por la ley antes del hecho de la causa» 
ha sido establecida en favor de los pro.esados y cogí el 
proiróito ele evitar los juicios por trjedio de comisiones 
t • sjwiales o de jueces designados a ese efecto. ( En el ca- 
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so, son jueces naturales tanto los miembros f>ermanentc3 
del -tribunal ionio los funcionarios o letrados que deben 
reemplazar a los Ministros impedidos). 

8". El hecho de que los litigantes manifiesten su confor- 
midad con b intervención de los jueces afectados por 
causa legitima, no puede int]>edir la admisión de Ja ex- 
cusación. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Iumm Aires. Dfcfenbrc 91 de lo» 

Autos y Vistos: El pedido de revocatoria de la resolución 
de fojas 528 ( 1 ) por la cual se admke la excusación del Pre- 
sidente de la Corte doctor Antonio Bermejo y del Ministro 
de la misma doctor José Figueroa Afcorta; y 

Considerando: 

Que el derecho y a la vez obligación de los miembros de 
a Suprema Corte, en quienes concurra alguna de las causas le- 
gales de 'recusación, de abstenerse del conocimiento del asun- 
to, se encuentran implícitamente establecidas en el articulo 23 
de la I éy Nacional de Procedimientos número 50 y en el ar- 
ticulo i" de la ley número 4162 que reglamentan la forma tle 
integrar el tribunal en los casos de im|iedi.rento de tocios o 
de algunos de los Ministros que lo componen ; están además, 
comprendidos en el precepto general consignado en el articu- 
lo ¿83 del Código de Procedimentos de la Capital, que es ley 
supletoria en tos trimunales nacionales; y han sido consagra- 
dos también por esta Corle, sin d:scrq*ncia alguna, desde los 
primeros tiempos de su organización, a mérito de considera- 
ciones que por elementales no es del caso recordar. 

Que siendo la excusación de los jueces una institución 
correlativa de la recusación, se guhierna por iguales principios 
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que esta última, o lo que es lo misino rigen para, ella las 
causales <lc recusación previstas en el articulo 43 de la ley 
número 50. 

Que la excusación del ('residente doctor Bermejo, funda- 
da en el hecho de ser accionista de dos instituciones <|«e asa- 
lteen de randadas en otros tantos juicios de los varios inicia- 
dos en representación de la Provincia de Buenos Aires con- 
tra poseedores de terrenos situados en la ciudad de Mar del 
Plata, se encuentra plenamente justificada por el interés di- 
recto que necesariamente del» sujwnérsele en el resultado ríe 
los dos litigios mencionados y por el interés indirecto que ve- 
rosímilmente puede tener en la solución de los demás plei- 
tos de la misma índole promovidos por la expresada Provin- 
cia, dada la estrecha conexidad que existe entre todos ellis. 
Kl contexto del inciso 8 del recordado articulo 43. según el 
cual habrá causa legitima de recusación "siempre que por 
cualquier causa o relación tenga el Juez interés en las resul- 
tas del juicio'', autoriza la excusación aún cuando eí interés 
no sea di recto y justifica, por consiguiente, la separación de 
dicho Magistrado del conocimiento de Midi» los asunto* sobre 
reivindicados de las tierras «le Mar del Plata 

Que iguálateme legitima es la excusación del Ministro 
doctor José Figtieroa Aleona, dada su vinculación por a finí* 
dad con la señora A chaval, una de las i>ersonas demandadas 
I «t reivindi:ación y la estrecha- reheión que ese vinculo fami 
liar hace presumir, de tal manera que si la excusación no es- 
tuviera pleiuvrfe.Ke justificada por razón de jarentezco «ar- 
ticulo 43. inciso 1.", ley NY 50 >, lo estaría siempre por la amis- 
tad entre el Juez y el litigante en los términos del inciso 4" 
de dicha disposición. 

Que i*>r lo demás, ha sitio norma tradicional en esta Cor- 
te juzgar con amplitud de criterio las causas de excusación que 
hagan valer sus miembro*, teniendo para dio en cuenta que 
debe hacerse honor al escrúpulo siemi*re respetable del nía- 
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gistrado que es de presumir sincero y por otra yarte que se 
trata de un tribunal cuyo» fallos no admiten recurso alguno 
que en .muchos casos, — como son .precisamente aquellos 
en que se han producido tas excusaciones.— está llamado 'i 
deridir en instancia única pleitos que pueden revestir consi- 
derable ñm|)ortancia ( lo que le tapone tío solamente el deber 
de ser cuidadoso hasta el exceso en el estudio de las causas, 
sino también la necesidad de velar por que todos los miem- 
bros que concurren a la decisión se hallen exentos de cual- 
quier sospecha de interés o patcialklad y puedan emitir sus 
opiniones con plena libertad e independencia «le juicio, — con- 
diciones iitflispensables para dar la autoridad y prestigio que 
rresponde a los pronunciamientos del más alto tribunal de 

Nación. Consideraciones de esta misma naturaleza son las 

qué han .inspirado la ley número 32G6 que autoriza la recusa- 
ción sin causa de uno de los miembros de la Corte, como 
una excepción a las normas vigentes en la Justicia Federal. 

Que no estando señalado en lajey un término o estado 
del procedimiento en el cual deba pronunciarse la excusación 
y dado que existe evidente interés social porque no intervengan 
en los pleitos funcionarios que se encuentren legalmente impe- 
rtidos. — del>e reconocerse el derecho de hacerlo en cualquier 
momento del juicio anterior a la sentencia, — no siendo óbice 
para ello la circunstancia de haber intervenido en la substan- 
ciación de la causa suscribiendo providencias encaminadas a 
adelantar el trámite regular del procedimiento desde que es- 
tas no influyen en la decisión final del litigio y que. por otra 
parte, es sólo al instruirse de los -autos con el propósito de 
dictar la sentencia que los miembros del tribunal pueden ha- 
llar-e habilitados para juzgar debidamente de su situación 
respecto de las personas interesadas ert la causa. 

Que no es posible sostener que por el hecho de haberse 
admitido la excusación de dos de los miembros del tribunal 
c! recurrente ?ea sa:ado de sus jueces naturales o más bien 
dicho "de los jueces designados -por la ley a.ríes del hecho 
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de la causa" pues es bien sábulo que la garantía constitucional 
que se pretende vulnerada lia sido establecida en favor de 
los procesados y con el propósito de evitar los juicios i>or me- 
dio de CQ Misiones especiales o de jueces designados a ese efec- 
to i Fallís taro 114. página *>). Ivn e! caso "süb lite" son 
jueces naturales tanto los miembros i*rmancntes del tribunal, 
como los funcionarios o letrados que deben reemplazar a los 
Ministros impedidos, — ya que la forma de efectuar la inte- 
gración de la Corte ha sido establecida |>or una legislación de 
carácter estable sancionada con anterioridad de muchos años 
a la fecha de la presentación de esta demanda. Es de obser- 
var, asimismo que, no obstante la excusaciones admitidas, la 
Corte ha quedado ron número legal jxtra poder dictar el fa- 
llo pendiente y que si tiene que ser integrada con los jucce* 
accidentales que designa la ley no es por imposición de ést 
sino i>or la exclusiva voluntad del recurrente que ha pedido 
dicha integración. «Artículos 22 y 23 <k la Ley 50; ar- 
ticulo r de la Ley X o 4«62>. 

Por ello y porque no puede impedir la admisión de la ex* 
CUSación el hecho de que los litigantes .n-anifiesten su con 
f rridad con la intervención de los jueces afectados por cau- 
sa legitima 1 Fallos tomo 33. página 137) no se hace lugar 
a la revocatoria situada. De acuerdo con el pedido formu- 
lado subsidiariamente por el reeure.ite intégrese el tribunal a 
costa (fe esa parte con abogados en fo lista -respectiva que s<r 
insacularán en la forma establecida en las leyes precedente- 
mente citadas, a cuyo efecto .<e designa la audiencia del tres 
de Febrero próximo a las quince horas. Resérvese ]Kira ser 
considerado oportunamente el punto relativo al informe "in 
vocc". Repóngase el papel. 

Ramón M knokz. — Rohkrto 
Rkpktto. — M. Laurknckna 

= Borní Aira, Dtckflibrc 14 4t 1WS 

i 1 1 Téngase presente el desistimiento del informe invoce 
licitado a fojas 158 y déjase sin efecto la audiencia seña' 
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a fojas i6i. Y ¡lientas las excusaciones formuladas por el se- 
ñor Presidente, doctor Bermejo en el expediente contra la 
Compañía Nacional de Gratules linteles y p«r el señor Mi- 
nistro doctor Figueroa Alcorta en el seguido contra la señora 
Ana Lastra «le Achával. hágase sal«r que la presente causa 
será resuelta jH>r los Ministros «pie suscriben. 

Ramón Mftnjflfe — Robbrto 

HKPKTTO. — M. I.At KKNCKXA 



fípño Constanza Hseríña Bumje de Frías Bosch contra la Pro- 
vincia de Entre Ríos, por dcrolndón de sumas de dinero. 



Sumario: i". La constiucionalí'dad «» inc<»nstkuci«>nalidad de 
las leyes de impuestos locales debe juzgarse «leí puní* de 
vista «le su apjicackm al vaso «pie origine el pleito. 

2°. La oportunklad en «pie se cobra el impuesto, es un 
antecedente jKira su debida calificación. 

3". El impuesto de tablada establecido en las leyes «li- 
la provincia de Entre Utos, número 2*89 y 2508. aplicad»» 
a las haciendas que no han sido objeto de venta «> nego- 
cio en jurisdición «le la provincia, y que se cobra en el 
acto de la extracción y coa motivo de ella, es violatorio 
de los artículos <) y 10 de la Constitución. El misma im- 
puesto «le tablada para gravar la operación directa de la 
venta «» negociación de los ganados y percibida al cele- 
brarse la transacción como un acto «le iw.nercio interno, 
es un gravamen legittitío. 



aso : Lo explican las piezas siguientes : 



ÍOK l'K<)Ct'K.U>OR GfcNKR AI. 



Alrts.a«pNf»»rt 14 dt 1W6 



Suprema Corte: 



í.h cuestión ¡(ubre inconstituoionalídad de la ley <k tabla- 
da en virtud de la cual se ha cobrado el impuesto cuya repe- 
tición demanda en esta causa dona Constanza Escrifla Btmge 
de Frías Bosch contra la provincia de Entre Ríos ha sido re- 
suelta por V. ES. unifonwnente en contra ele la aplicación del 
mi puesto de referencia ( 127. 383: 128, 374; 137 y 321) . 

Reconocién<lolo así la provincia demandada se lia limi- 
lo a objetar el nionto de la suma reclamada ateniéndose a 
prueba producida. 

ésta, en efecto, que la actora al iniciar su de- 
el pago de $ 21.40 m|n. que dijo había abo- 
ai extraer del terítorío de la provincia las siguientes par- 
idas «le ganado; 4 de noviembre de 1918, 400 vacunos, $ 800; 
4 de marzo de 1919, 250 vacunos, $ 500; 16 de diciembre de 
1919, 140 vacunos $ 280 y 16 de diciembre de 1919. 280 va- 
cunos S 56a 

Pero la prueba producida no justifica el pago de esta 
última partida por lo que creo que debe liberarse de ella a la 
provincia en esa parte de la demanda» admitiéndose ésta, en 
esa forma, de acuerdo con la doctrina de V. E. antes citada. 

Horacio R. Luneta 
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Y Vistos : Los seguidos por doña Con-Uatsza Escriña Bunge 
de Frías Bosch contra la provincia de Entre Ríos por devolución 
de dos mil ciento cmrcnta pesos moneda nacional, intereses y 
costas, de lo que resulta: 

Que a fojas ía y con los documentos precedentemente 

agregados, se presenta clon Oscar Frías Bosch por su esposa 
la «ctora, y entabla demanda contra la provincia de Entre Ríos, 
exponiendo: 

Que en la sucesión de don Rafael Escríña que tramita 
ante d juzgado dd doctor Casaba!, secretaria González dd 
Solar correspondió a su esposa entre otros bienes el siguiente 
crédito: "N n 38 Créditos, Derechos y acciones contra la pro- 
" linda de Entre Rio» por devolución de 4a suma de dos mil 
ciento cuarenta pesos alionados eii concepto del impuesto lla- 
mado de tablada, que por inconstitucional ha sido debidamente 
tado al efectuar el pago. El valor de tasación de estos de- 
es el dd importe indicado y se halla inventariado bajo 
d N # 190 dd 'inventario y Avalúo", 

Que en tal situación con los tcstmtaiio* agregados de 
i a ta, viene a demandar a la referida provincia por la 
vdución de la suma mencionada. 

Que. la acción la funda en las disposiciones de tos ar- 
ticulo* 11 y 67 de la Constitución y en la constante jurispru* 
■ncia del tribund, y en mérito de lo expuesto, pide se con- 
dene «a la provincia de Entre Río» a devolverle la cantidad 
reclamada, sus intereses y costas dd juicio. 

Que corrido traslado de la demanda (fojas 13), la con- 
testa el representante de la provincia a fs. aa» manifestando; 

Que los pagos hechos por el actor, corresponden al hnpues- 
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i., establecido por la Ití> de tablada de la provincia, cuyos po* 
deres lian enten^tíiio que aquel no afectaba la^ garantías cons- 
titucionales aspecto ele la libre dretilavión de valores y 
bienes. 

Que el articulo r del decreto reglamentario de la ley 
de ffifófcíichi, excluye cxpre&Míicntt! las haciendas en tránsi- 
to para acentual qué por ello, se grava la riqueza interna y 
lás operaciones de comercio, considerándose que toda tropa de 
haciendas que |ieiiiianczca más de sesenta dia§, dcíie tener- 
se jKir radicad;! definitivamciKc. 

Que de los comprobantes a.ompañados cM la danamla 
no resulta que los cobros que determinan los reclamos hayan 
respondido a otro concepto que el de gravarse a la rique- 
:i o transacciones comerciales y qitó las haciendas que se in- 
ican. en caso dé ser remitidas, sólo fueron gravadas ?)or 
operaciones de necios y no por impuestos al tránsito o cir- 
ilación. 

Que la provincia de Entré Ríos no obstante halier modi- 
ficado la ley declarada inconstitucional por los fallos de esta 
Corte, considera como un delier ineludible de parte de sus po- 
deres pítWcos mantener las prerrogativas que resultan de lo* 
artículos 104. 105 y 107 de la Constitución, según lo ha esta- 
blecido la jurisprudencia de esie Tribunal, desde que se trata 
de impuestos que gravan su propia riqueza, se aplican a ven- 
tas de haciendas y responden a servicios de policía y segu- 
rulad, sin los .males el desarrollo de la industria ganadera se* 
ria imposible; y pide por lo tatito se rechace la demanda cor. 
costas. 

Que recibida a causa a prueba (fojas 24 vuelta), se pro- 
dujo la que expresa el certificado del secretario, corriente 
u fojas 42, se agregó el alegato de la demandada a tojas 44 Y 
revio dicta nen del señor Procurador General i fojas 4?), 
lia 1 ó autos para definitiva ( fojas 47 vuelta). 

Y Considerando: 



yiic en reiteradla casos análogos, cu. hás que >la p¡tr- 
emandada lia sido la misma provincia traída a este jui- 
cio por reclamo de igual naturaleza, esta Corte Suprema ha 
dejado estableado: a) que el impuesto <le tablada aplicado a 
las haciendas que no han sido objeto de venta ó negocio en 
jurisdicción de la provincia, y que se cobra en el acto <le la 
extracción y con motivo de ella, es violatorio de los artículos 
tf y 10 -de la Constitución, que no admiten aduanas interio- 
res v prescriben ta libre circulación de los productos; M 
que el mismo impuesto de tablada establecido i>or una pro- 
vincia para gravar la operación directa de la venta o nego- 
ciación de los ganados y percibido al celebrarse la transar* 
ción. como un acto de comercio interno, es un gravamen le- 
gitimo determinado por el ejercicio de facultades constitu- 
cionales no delegadas por las provincias al Gobierno Federal, 
e acuerdo con lo que prescriben los artículos 104 y 105 de 
Constitución; t) que en consecuencia, la contribución alu- 
ja creada por un Estado provincial coro un impuesto de 
xportación que afecta la libre circulación territorial, es con- 
traria a expresas disposiciones de la Constitución; en tanto 
qué 110 tiene tal defecto legal el gravamen a la circulación 
econ-xi^ica. esiS* es. el que se impoiie a los actos de comercio 
lealizadus en la jurisdicción de Ja provincia y jxir consiguien- 
te, dentro del alcance de su facultad úmppsitiva (Fallos: to- 
mo 134. página 2591 toiiM» 137. página 239 y 321, entre otros». 

«Jue establecido jn>r esta Corle que la eonsuiueionalidad 
(. iiKosliiucionalidad de las leyes de impuestos bicales deííe 
i llagarse del punto de vista de su aplicación al caso que ori- 
gina el juicio, haciendo esa aplicación al de autos, se obser- 
va, desde luego, que él está comprendido en el pinito a> 
del precédeme considerando, es decir, que el impuesto de ta- 
blada se ha hecho efectivo con violación de los preceptos cons- 
titucionales referidos. 

(¿ttc en efecto, y como se desprende de los documentos 

de pftgos Imjfl protestas consignados en auto? 1 fojas 1 a u\ 
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test>»x>nioN confirmados en general por las certificaciones e 
informes agregados como pruebas (fojas 35 y 36). se ha es- 
tablecido que las haciendas sobre que recayó el impuesto en 
litigio, fueron remitidas en consignación en diversas parti- 
y destinos, pem no resulta que hubiesen sido vendidas 
negociadas en la provincia de Entre Rios. ni ello ha sido 
demostrado ¡*>r la «parte demandada, y por lo tanto, el impues- 
to con que han sido gravadas en el acto de la extracción y 
con motivo de ella, está en pugna con las garantías que con- 
sagran los artículos <f y 10 de la Constitución. 

Que según la jurisprudencia de esta Corte, la oportu- 
¿dad en que se cobra el impuesto es un antecedente para su 
ebida calificación, suficiente en general, para dar por demos- 
trado que en casos como el que comprende d precedente con- 
siderando, se trata de un gravamen a la exportación, pues 
l*ra que un impuesto se diga establecido con motivo de la 
extracción de productos de una provincia, basta que él se 
exija en el acto de esa extracción, y .por consiguiente, st me- 
dia esta última circunstancia y se pretende no obstante, la le- 
<*iti:i'idad del gravamen, habrá que demostrarse que el im- 
puesto se aplicó y percibió por concepto de la venta o negocio 
de (pie los ganados fueron objeto dentro de la jurisHltcciim 
de la provincia (Fallos: tomo 128. página 375; tomo 130. 
página »)). 

Que la* precedentes consideraciones 110 se reiteren a la 
partida <k quinientos sesenta pesos que se dken abonados e! 
16 de diciembre de 1919, pues como se observa en el alegato 
del representante de la demandada (fojas 44 >. y en el dic- 
tamen de fojas 47, «lidio pago no aparece debidamente com- 
probado en autos, desde que faka su constancia expresa y 
sólo se le intenta acreditar con antecedentes de valor mera- 
mente presuntivo. 

Por esto* fundamentos y los concordantes expuestos por 
vi señor PrtKHtrador General, .se declara : que no es procedente 
la demanda en 1" relativo al cbbrn de la partida a que se 



refiere el anterior considerando, y que el impuesto cobrado 
al señor Rafael Escriña que éste acredita haber abonado por 
las haciendas sobre que versa éste litigio, es violatorio de la 
Constitución Nacional. En consecuencia, la provincia de En- 
tre Ríos debe devolver al actor en el término de diez días 
la suma percibida por ta! concepto, o sea 4a de mH quinien- 
tos ochenta pesos moneda nacional y sus intereses desde la 
notificación de la demanda, sin especial condenación en cos- 
tas por no haber prosperado el juicio en todas sus partes. 
Notifiques* y repuestos los sellos archívese. 

J. Ftr.uftBOA Alcorta. — Ra- 
món Mémh&. — Roberto 

REP0TTO. 



Lorenzo Manctti. su extradición, a soKcitnd de tas autorida- 
des del reino de Italia, por quiebra fraudulenta. 

Sumario: Xo procedí* la extradición de un subdito italiano, 
un caso en que en la documentación presentada no se acom- 
I>aña» -las disposiciones legales aplicable* al Iiecho ínv 
I Hitado. 

Coso: fco explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DKU SEÑOR )VÍ¿ F ¿PERAL 

BwtMS AlfH, OtMtt » * IK5 

Autos y Vistos : 
Kl presente ficdido de extradición |«"esentndo por el Km- 



bajador ele Italia a requerimiento del Juez Instructor de Flo- 
rencia en la |>ersona <lel detenido Lorenzo Manetti. italiano, 
de veintisiete años de edad, casado, comerciante, ski domi- 
cilio en el pais. 

Y Considerando : 

l\) (¿lie el Kmbajador de Italia .presentó en el MimV 
rio de Relaciones Exteriores con fecha 3 de Agosto del co- 
ente ano un pedido <le detención provisoria de Lorenzo Ma- 
t¡, quien debia llegar al país el 5 de Agosto y contra quien 
Juez Instructor de Florencia había dictado orden de cap- 
tura j>or estar acusado de quiebra fraudulenta y prometiendo 
remitir a su debido tiempo la documentación necesaria para 
la extracción. 

2) Que detenido Maneiti por un empleado de ta Direc- 
ción de Inmigración el cinco de agosto a su llegada al j»ais, fué 
puesto a disjiosicióii del sucrípto el <üe/. de agosto, no habién- 
dose presentado hasta, la fecha más que los documentos de 
ís. 13 a iH. cuya tradución obra a fs. ¿1 resultando ser va- 
rias copias de la orden de captura. 

3) l J m " ' a 'Ofensa alega <|ue habiéndose vencido los dos 
Ineses t|ue establece el articulo iH del Tratado |wa que se pre- 
sente los requisitos legales y nu habiéndose presentado éstos, 
pide se ordene la libertad del detenido. 

líl Procurador Fiscal con fecha siete tic 1 , corriente sos- 
tenia que aún no se había vencido el plazo de los sesenta dias 
porque Maneti fué detenido por una causa ajena, quizás al 
pedido de extradición, debiendo entenderse que dfcfto plaz» 
corre desde el oikc de Agosto en que el detenido fué puesto a 
rsposición del suscripto, objeción esta que pierde su impor- 
ncia dada la fecha en que se dicta la presente resolución 

4". ) Oue vencido el plazo de los sesenta días que esta- 
rce el art. 18 del tratado fie extradición con Italia qtteda \w 
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- si el documento ele fs. 13 retnie lc« requisit 
Mece el art. 12 del mismo tratado. 

5 W .) Que el documento de fs. 13 sólo reúne lu» requisitos 
<iue prescriben los incisos 1 y 2 del articulo 12 del Tratado, 
es decir los referentes a la orden de captura. <k¡wgnack>n del 
delito cometido, y a los dato* necesarios jwra la identidad de 
])ersona requerida pero no se acompañan las disposiciones 
¿gales aplicables al hecho imputado desde que ni siquiera se 
menciona el artículo del Código Penal Itaiano que ^revé y 
jwna el hecho, articulo que en dicha orden de captura se ha 
dejado en Manco, 

Por estos fundamentos: considera el suscripto que la do- 
cumentación presentada no retine los requisitos que exije el 
articulo 12 de la Convención con Italia de diez y seis de junio 
de 1886 y por lo tanto de acuerdo con el articulo 18 del mismo 
Tratado ordeno la libertad de Lorenzo Manetti y líbrese ofi- 
cio a la Dirección de Inmigración jiara que informe si aparte 
de la presente causa «le extradición, existe tnotivo |>ara im- 
pedir su entrada al país. 

Mh/iwl L. Juntas 



Si-NH'NCIA PK CAMARA l'UDEKAt 

Bueno» Alret, WoWt*brt *7 de 1«S 

Y Vistos : 

Por sus fundamentos, se coiiíir.ra la sentencia recurrida 
de fojas 28 que iíu hace lugar al pedido de extradición tle 
Lorenzo Manetti y ordena su libertad. — J&sé Marcó. — Mar- 
crfhi0 timkda. — 7; Arias. — fí. A. Sacar Anthoraut. —J. 
I\ Luna. 
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Batnof Aire». Dkteafcit «S U !9t6 

Y Vistos: 

Resultando de las presentes actuaciones de forma esta- 
blecidas en la respectiva convención con el Reino de Italia, 
para que pueda hacerse lugar a la extradición requerida, -~ 
según se demuestra en la sentencia de fs. 2&, oído el señor 
Procurador General, se confirma la sentencia apelada de foja 
34. Notifiquen- y devuélvanse. 

J. Ficuerua Alcorta. — Ra- 
' móx Méndez. — Robkrto 
Refrito. 



NOTAS 

Con fcdia siete de Diciembre de mil novecientos vcinticni- 
co, la Corte Suprema; no hizo lugar a la queja deducida por el 
penado Antonio Francisco Con «unzo, en raaón de 110 hallarse 
comprendidos en el articulo 5." de la ley 4055, invocado por el 
recurrente, los recursos por retardo o denegación de justicia 
c<»rre»|M>ndientes a causas seguidas ame 1^ jurisdicción ordinaria 
de la Capital, sirttf a las tramitadas ante lo Federal. 



Kn once del misino no se hizo lu¿*ar a la queja deducida por 
don Pedro («iniénc/ en autos con doña Julia Pegullo de Chiesino, 
|M»r desalojamiento, por no haberse llenado los requisitos pre- 
visto* en la primera parte del articulo 15 de la lev número 48. 



DE JUSTICIA DK LA NACIüX 



968 



Con fecha diez y ocho no se hizo lugar a la queja deducida 
l*>r don Domingo G. Sánchez en autos con los señores Domingo 
K. Salaberry y <lon Pedro Bcrcetche, sobre rendición de cuen- 
tas, por resultar de los términos en que se fundaba la queja: a) 
que no se había plantead», en el pleito cuestión federal alguna, 
como lo dispone el inciso i." leí articulo 14 de la ley 48: b) que 
Ir» resolución recurrida había aplicado disposiciones de carácter 
procesal cuya interpretación es ajena al recurso extraordinario 
de acuerdo con la reiterada jurisprudencia del tribunal; y c) 
parque en cuanto a la procedencia del recurso por el hecho de 
invocarse la garantía del artículo ?8 de la Constitución, era de 
ubservar.se que la cláusula que se decía desconocida en el caso, 
nu guardaba la relación directa e inmediata que exije el artículo 
15 de la ley 48, pues el hecho de no poder usar de la recusación 
sin causa fuera de las oportunidades designadas en la resolución 
materia de la queja, no i r portaba en modo alguno sacar al liti- 
gante de sus jueces naturales, desde que no se desconocía que 
el juez que debía intervenir en la causa forma parte de una or- 
ganización judicial iwrmanente. 

l' •••• II»-'. t i 

• 

Kn veintiuno del mismo fué confirmada por la Corte Su- 
prema la sentencia pronunciada |K>r la Cámara Federal de Ape- 
lación de Córdoba, la que confirmó, a sw vez, la dictada l*>r el 
Juez Federal de Salta, que condenó al procesado Benedicto Flo- 
re» a sufrir la .j>ena de doce años de prisión, y a indemnizar a 
los herederos de la victima la suma de diez mil pesos moneda 
nacional, como autor del delito ele homicidio perpetrado en la 
persona de Ricardo Villarreal, el día- 29 de CMubre de 1923, en 
San Antonio de los Cobres, pataje denominado Chorrillos, juris- 
dicción de la exi>resa<la provincia. 
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Kn la .risilla fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
Bl s>m< lico del concurso ile don Pedro Me.ivielle Villanueva. en 
los auto- que a éste le sigue la Sociedad Hipotecaria Holandesa 
del Rro de la Mala. >ohre cobro de |*esos, |Mir resultar de la 
propia expoHtción del recurrente que la cuestión planteada y 
resuelta en el pleito es la del privilegio ele los créditos fiscales. 
regitlD exclusivamente |w»r las disposiciones del derecho civil y, 
por lo tanto, extraña al recurso extraordinario para ante la 
Corte Suprema, con arreglo al articulo 15 de la ley número 48. 



Kn la misma fecha 110 se hizo lugar a la queja deducida por 
•Ion Manuel Lemeoff en autos coi la Sociedad Anónima Jewish 
Cotoiiimtiún Associatíón, sobre rescisión de contrato, por apa- 
recer de la propia exposición del recurrente, que no se había 
planteado en el pleito, es decir, con anterioridad al fallo de la 
Cámara Federal de Apelación ele I*a l*lata. cuestión federal al- 
guna, como lo exije el inciso í.* del articulo 14 de la ley 48 y. 
además, porque, en cuanto al articulo 1» de la Constitución, in- 
vocad»» por el airante, este había sido oído en las instancias 
ordinarias del juicio, con lo que aparecían llenados en (¡o sus- 
tancial lo* requisitos exigidos de la defensa. 



Kn la misma techa la Corte Suprema ordenó se estuviese 
.1 lo resuelto (ver nota del 10 de Noviembre), en el recurso de 
queja deducido por doña Paulina (i. de Podestá. en autos con 
doña Mercedes <ióoiez de l.ounia¿>uc. sobre desalojamiento, ]>or 
resultar del expediente rendido por vía de informe, que la 

déci$ión de tihi ra instancia dentro dé la jurisdicción local, adu- 
cía entre otras consideraciones, qué la sentencia de desalojo 
dictada in»r el Juez de Paz. luiría quedado ejecutoriada, funda- 
mento de hecho j de derecho copión, que n(i imvdv ser revisado 
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por el tribuna! en el recurso extraordinario de puro derecho 
federal y que hasta por si solo pnra sustentar el fallo aislado. 



Con fecha veintitrés la Corte Suprema <le conformidad con 
lo dictaminado por el señor Procurador General, no hizo lugar a 
la queja deducida por Julio Nogueras, en la causa seguida en 
su contra por defraudación, en razón de que habiendo sido oido 
el apelante en las instancias ordinarias del juicio, aparecían lle- 
nados en lo sustancial los requisitos exigidos |>or el articulo iH 
de la Constitución sobre la defensa en juicio. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
Jaime Colina Moro en la causa seguida en su contra y Gregorio 
Colina y Munguira, a pedido de Ricardo l\ Senillosa. por usur- 
pación de .propiedad y hurto de maderas, por rio tratarse de 
ninguno de los casos .previsto* j>or los artículos y\ 4." y 6.° 
de la ley 4055. y 1 4 de la ley 48. 



En la misma fecha la Corte Suprema de acuerdo con lo 
dictaminado por el señor Procurador General, no hizo lugar a 
la queja deducida por FVirique Sardet. en Ja causa seguida 011 
su contra, p&t infracción a la ley 4097, sobre juegos prohibidos, 
en razón de que la sentencia pronunciada |tor la Cámara de Ape- 
lación en lo Criminal de la Capital, se fundaba en puntos de 
hecho, como es en el caso de si el lugar que se allanó era o no 
de libre acceso al público, lo <jue es irrevisible por el tribunal 
en el recurso extraordinario del articulo 14 de la ley 48. 
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Can fecha treinta no se hizo lugar a la queja deducida por 
«Ion José L. C.ircrd. en los autos sucesorios «le don José A. Gi- 
ren!. ¡>or resultar de los términos en que la queja Se fundaba, 
que el recurrente aún cuando Había sido desalojado, ocupa en 
pane una finca de la sucesión adquirida por un coheredero 
«luicn solicitó se le diera posesión libre de ocu|«ntes, iwdido que 
le fué despachado favorable, rente, y el apelante sostenía que 
no era posible hacer lugar a las pretensiones del coheredero 
adquirente, por cuanto, si bien él es coheredero vendedor del 
inmueble, no se le ha demandado en su carácter do inquilino, 
resultando de lo expuesto que el motivo de la queja son cues- 
tiones regidas por el derecho común, como es la interpretación 
V aplicación de disposiciones contenidas en los Códigos Civil 
y de Procedimientos, extraños al recurso extraordinario de 
acuerdo con lo dispuesto en el segundo apartado del artículo 
15 de la ley número 48. 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida pór don Bartolomé Sivori en autos con la Municipalidad 
del Rosario, sobre cobro ejecutivo de pesos, por resultar de la 
propia exposición del recurrente, que la decisión apelada se ha- 
bía limitado a declarar improcedente un recurso interpuesto para 
ante el juez de alzada, invocándose a tal efecto disposiciones 
procesales de carácter local, extrañas al recurso extraordinario 
para ante la Corte Suprema, según lo reiterada rente resuelto 
y lo dispuesto en él articulo 15 de la ley número 48. 



Kn la misma fecha 110 se hizo lugar a la queja deducida por 
Antonio Ititcrmolli, en la cansa seguida en su contra, por rapto. 
l>or resukar que el recurrente habia sido oido en las instancias 
ordinarias del juicio, con lo que aparecían llenados en lo suhs- 
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rancia] los requisitos exigidos cíe la defensa en juicio, y tratarse 
de puntos regidos por el derecho común. como es la interpreta- 
oión y aplicación de disposiciones contenidas en los Códigos 
Pena! y de Procedimientos Criminales; y, además.. |x>rque se- 
gún h propia manifestación del apelante la cuestión federal no 
había sido planteada en el pleito con anterioridad al fallo dé 
última instancia dentro de la jurisdicción local, como lo requiere 
el articulo 14 de la ley número 48 y lo reiteradamente resuelto. 



Con fecha treinta «le Diciembre fué confirmada por la Cor- 
te Suprara la sentencia pronunciada por !a Cámara Federal de 
Ablación de la Capkal, la que confirmó, a su vez. la dictada 
l>or el señor Juez Federal que hizo lugar a la extradición del 
subdito alemán Reinhold Hallan, solicitada por las autoridades 
judiciales de Alemania, por los delitos de defraudación, falsi- 
ficación de documentos y robo. 



Don limilio Afeyér Pelleyrini y otros contra la provincia de 
Buenos Aires;, sobre interdicto posesorio. 

• 

Sumario: 1." Las disposiciones de la ley común que se refieren 
a las acciones posesorias, son igualmente aplicables a los 
lenticulares y le* gobiernos que pretenden hacerse justi- 
cia jw>r sí mismos. 

j" Ei hecho de haberse gestionado ante la autoridad ad- 
ministrativa la revocación de la orden de apertura de un 
camino, no constituye obstáculo legal ni priva de la juris- 
dicción de los tribunales federales. 
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3/ Acreditados mediante el reconocintiento de la deman- 
da, él tacho de la posesión, el desojo y e! tieriípo en que 
fué «metido, procede el interdicto poscsdrip. 

Caso i Lo explican las piezas siguientes; 
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Buenos Aire». Febrero í- de IWW. 

Y Vistos : 

Éstos autos seguidos por don Emilio Meyer Pellcgrini, dofia 
Amelia Berri <fe Salaverri y «lona francisca Vidal efe Franco 
contra la Provincia de Unenos Aires. sbbí* interdicto posesorio, 
de los que resulta : 

Que a fojas 41. y coto los documentos precedentemente agre- 
gados, se .presenta don Ignacio Fierro por los actores, manifes- 
tando: Que sus mandantes son propietarios de tres campos si- 
tuados en el partido de Suipacha, provincia de Buenos Aires, en 
los cuales el gobierna de la misma ha ordenado el ensanche del 
camino existente que corre a lo largo de h línea del Ferrocarril 
del Oeste, hasta 50 metros de los 14 y 18 que tiene. 

Que las fracciones afectadas por el camino se encuentran 
alambradas |M>r sus cuatro costados y constituyen establecimien- 
tos ganaderos de im|)ortancia. que han sido considerable tiente 
perjudicados, por la conducta del gobierno de la provincia, pues 
para consumar el atentado se ha procedido con el auxilio de 
la fuerza pública, violentamente, destruyéndose los alambrados 
v reiooviéndose los postes que se encontraban clavados a todo 
lo largo del camiiK> actual. 

Que los hechos de tttrbacicm en la posesión se efectuaron 
el 8 tic jumo de 1924 por un funcionario provincial, quien ante 
la protesta levantada por dicho acto— cuyo testimonio se agre- 
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ifa — manifestó que había procedido de acuerdo con un decreto 
expedido en expediente letra II. N.° 164. «ubre reparación 
«leí camino de Suipacha a Chivik-ny, Cañada y I-a Salada. 

Que los actores ¡Kiseen desde hace mucho tiempo a titulo 
ile propietarios y en forma pacifica y tranquila los bienes en 
cuestión y en consecuencia no pueden ser despojado* arbitra- 
riamente, máxime cuando ya si* han desprendido de la lonja 
correspondiente para formar el camino existente. 

Que la di* randada no puede invocar la ley de cercos y ca- 
minos <!e fa provincia, máxime cuando dicha ley, en su artículo 
20, establece las indemnizaciones corres|xmdtentes a situaciones 
como la de autos. „ 

Que en el supuesto de que las autoridades provinciales ha- 
yan usado de facultades conferidas en sus leyes locales, no 
pueden ellas hacerse efectivas c*>n detrimento ríe las garantías 
de la propiedad privada. 

Que acreditada la jurisdicción originaría de esta Corte, se 
convocó a las |>artes a juicio verbal, donde el representante de 
U Provincia de Buen ■ Aires reconoció la exactitud de los he- 
chos relacionados por la actora y Agregó que la medida decre- 
tada por el gobierne» se ha inspirado en «propósito de bien pú- 
blico y de fomentar y facilitar la vialidad, como asi lo lia reco- 
nocido el señor Meyer Pellegrini. al sotictrar que se demorara 
la resolución administrativa o que se limitara en cambio a 30 
metros, el ensanche decretado. Concluye. ¡>or consiguiente, soli- 
citando no se haga lugar a la acción deducida, la que debe re- 
chazarse, con costas. 

Producida la prueba solicitada importunamente y previo los 
trámites legales, la causa quedó en estado de .sentencia en virtud 
del auto de fojas 71 vuelta. 

V Considerando: 
Que ni las disecciones de la Constitución Nacional ni las 
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(le los U ves de la provincia demandada, pueden autorizar la pri- 
vación de la propiedad privada en otra forma que la establecida 
por el articulo 17 de la Constitución que es la ley suprema del 
país, es decir, por sentencia fundada en ley o en virtud de expro- 
piación previamente indemnizada. 

Que las disposiciones} constitucionales establecidas en ga- 
rantía de la vida, la libertad y h propiedad de los habitantes 
del país, constiluyen restriccione* establecidas principalmente 
contra las cxtralimitaciones de Ir* poderes públicos. 

(Jue siendo las acciones jHisesorias un medio de defender 
l-i propiedad privada ccmtra el empleo de la violencia, las dispo- 
siciones de la ley común que a ellas se refieren son igualmente 
aplicables a los particulares y a los gobiernos que pretenden 
hacerse justicia por si mismos. 

(Jue en el caso mediante el re.onocimiento formulado por 
el representante de la provincia, se hallan acreditados el hecho 
dé la qw*esitin y el desojo, asi como el tioirpo en que fué co- 
incido. 

Que i>or último el hecho de lialxrrse gestionado ante la au- 
toridad administrativa la revocación de la orden de apertura 
riel cambo, no constituye obstáxnrio legal, ni priva de la juris- 
dicción de los tribunales federales. 

l*or ello, y de acuerdo con lo resuelto reiteradamente por 
esta Corte 1 Faltos, tomo 135, página 92: tomo 138, página 71 ; 
tomo 141. página 65, entre otros), se hace lugar a la acción 
promovida. declarándose que la demandada debe restituir el 
inmueble materia del desjjojo y reponer los alambrados al estado 
en que se encontraban antes de la turbación, dentro del término 
de diez días y a pagar además las costas del juicio. — Xotífi- 
quese y rcjiuesto el papel archívese. 

J, FiCUWROA Alcorta. — Ramón 

MkXPKZ. KoilKkTO RKI'fiTTO. 

— M. LUKKNCKNA. 
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¡Joño Carmen González de Palacio contra ta Provincia de Men- 
doza, sobre cobro de pesos. 

Suntkirío ; Tratándose de demandas ¡tor cobro de alquileres, lo 
regular es admitir en lo que a la mora se refiere, que cuando 
el acreedor deduce una acción para obtener el pago de su 
crédito, ha realizado las gestiones privadas necesarias ante 
su deudor, debiendo por consiguiente, ser materia de prue- 
1» los hechos referentes a la posibilidad de que la acreedora 
hubiera incurrido en añora, rehusando aceptar la prestación 
en el lugar y tiempo oportunos o no encontrándose en e! 
lugar convenido para el pago o no requiríéndolo a su ven- 
cimiento. 

Caso: U> explica el siguiente: 



PAIXO DK |.A CORTE SUl'RKMA 

*utno» Aires» retrtrt 6 de IÜÉ 

Y V,istas: 

Este juicio seguido por <loña Cármen González de Palacio 
contra la provincia de Mendoza, sobre cobro de pesos del cual 
resulta : 

Que a fojas 7 comparece la adora por apoderado deman- 
dando a la provincia de Mendoza por cobro de pesos provenien- 
tes de arrendamientos oorrespondicutes a la finca de su propie- 
dad calle San Martín número 1390, en la cual tiene establecidas 
sus oficinas la Corte Suprema de Justicia de la provincia. 

■ 

Que el precio convenido por la locación es el de seiscientos 
pesos moneda nacional mensuales, adeudándosele en la fecha de 
la demanda el alquiler correspondiente a los meses de Julio, 
Agosto, Septiembre. Octubre. KWkirW y Diciembre <let año 
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1523; junio, Julio. Agosto. Septiembre, Octubre, Noviembre y 
Diciembre del ano 1924 y Knero. Febrero. Marzo. Abril y los 
dins tratiHCurridós del inte de Mayo eti cítiso. 

(Jnv e$t0S diez j siete meses ;i razón de seiscientos |>esos 
mensuales, suman la cantidad de diez mil doscientos pesos mo- 
neda nacional por la cual, iras intereses y costas, demanda a la 
provincia reservándose el derecho de ampliarla con los alquileres 
que venzan en lo sucesivo. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, co- 
rrióse a fojas i) vuelta, traslado de la demanda, el cual fue 
evacuado por el representante de la provincia de Mendoza a 
ti jas ii, expresando: 1* que los arrendamientos por Julio a 
Diciembre de 0:23 tramitan |>or el expediente 1 12/85. año 1924 
v su liquidación no ha sido posible ]>or corresponder tal crédito 
a un ejercicio vencido; 2:' los alquileres jx>r Junio a Agosto de 
1924 corren en el expediente 173 tf", año 10,24 ^'°n orden de 
pago y si no los lia cobrado h interesada es ¡jorque no ha 
querido; 3." resjiecto de los alquileres corridos desde Septiembre 
de 1024 a la fecha no existe expeliente en tramitación. 

<Juc se trata de créditos de carácter administrativo cuyo 
pago debe efectuarse de acuerdo con las non.ras establecidas 
por la administración. Si el acreedor es moroso, o no concurre 
a la oficina pública o no formula su solicitud de pago no se 
vé cómo pueda *cner derecho a demandar judicialmente el im- 
porte de un crédito que ¡Mir su culpa no ha percibido de la ad- 
ministración. Agrega por último, que si la demandante gestiona 
administrativamente el ]>ago de los créditos no habrá inconve- 
niente en satisfacerlos como se hace en todos los casos con los 
c|ue son a cargo de la provincia. I'ide se int|>ongan costas al 
actor por no hal>er tenido razón para litigar. 

Que a fs. jo fué ampliada la demanda |w>r los alquileres 
devengados durante los meses «le Mayo. Junio. Julio y Agosto 
de 1925. con lo cual la su>.ra rechinada asciende a doce mil 
seiscientos pesos moneda nacional. 
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<Juu a ís. 22, y por ¡fólado dé la acuna se llamó autos para 
sentencia, providencia <|iie ha quedado consentida pOT el repre- 
sentante de la provincia. 

Y Considerando ; 

Que mediante el reconocimiento verificado por la provincia 
de Mendoza, lian quedado acreditados los siguientes extremos: 
a» el carácter de locadora «y propietaria de la casa calle San 
Martin número 1390. que invoca la actora: b) la existencia de 
lili contrato de locación entre la última y el demandado y según 
el cual el alquiler mensual j>or el aludido inmueble es de seis- 
cientos pp$os moneda nacional ; c) falta de pago de los arrenda- 
mientos correspondientes a los meses enumerados en la demanda 
v en lá ampliación. 

Que rigiéndose c | caso ppr las disposiciones <lel derecho 
privado, jhjcs la provincia de Mendoza lia contratado en su 
carácter de persona juriaca y no como .poder público o entidad 
del derecho arh ilustrativo, su solución legal se encuentra en 
lo dispuesto por el articulo 1556 del Código Civil y en los prin- 
cipios que gobiernan la mora del acreedor ñu ta al artículo 500». 

Que r.i manto a lo primero porque el susodicho articulo 
1550 imjMtne al locatario la obligación de pagar el precio al 
locador en los plazos convenidos y en cuanto a lo segundo por- 
qué si bien cabria la |>osihilidad de que la acreedora, como lo 
afirma la provincia, hubiera incurrido en mitra, rehusando acejv- 
lar la prestación en el lugar y tiempo oportunos o no encontrán- 
dose en el lugar convenido para el pago o no requtriendolo a 
su vencimiento, los hechos correspondientes a tales situaciones 
han debido ser materia de prueba, ya que lo regular es admitir 
que cuando el acreedor détiuce una acción para obtener el payo 
de su crédito ha realizado las gestiones privadas necesarias ante 
su deudor. Y ta! prueba no h.i sido siquiera ¡mentada en los 
autos. 
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En mérito de estas consideraciones se hace lugar a la de- 
manda, declarándose que la provincia de Mendoza está obligada 
a pagar a la actora la suma de diez mil doscientos pesos moneda 
nacional y sus interese» desde el dia de la notificación de la 
demanda y la de dos mil cuatrocientos pesos con sus intereses 
desde el dia de la notificación de la arpfoición. Sin costas, aten- 
to el reconocimiento de la provincia. Notifique* y repuesto el 

papel archívese. .1 

J. FiGUtóKoA Alcorta. — Ramón- 
Méndez. — ROBERTÓ REPETTO. 
— M. Laurencena. 



Don Salvador F. Nótale contra h Nación, sobre cobro de pesos 
por concepto de jubilación. 

Sumario: \. ' No es oplicablr lo dispuestp en el articulo 37 de 
la ley 4347 al ex-c^leado. que si bien fué suspendido «> 
separado de su empleo en varias ocasiones, sus sucesivas 
reincorporaciones demuestran que no se le consideró, en el 
hecho, impedido para volver a la administración, y que en 
el desempeño de su empleo pudo completar el número de 
años requerido para su jubilación. 

3.' El sobreseimiento definitivo en el proceso contra el 
interesado, hace resurgir el derecho a reclamar la jubila- 
• ción. haciendo inaplicable la disposición del articulo 40 de 
la ley 4349- 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUfiZ FEDERA!, 

Buenos Airo, Julio 10 de 

V Vistos: 

Los promovidos |K»r Salvador F. Xatalc contra la Nación 
sobre cobro de im|>ortes de jubilación y reconocimiento de la 
nvsrtfa. 

Y Considerando: 

l>* Ouc el actor demanda a la Nación. — a cuyo efecto 
obtuvo el permiso acordado por ley 11.239, — P° r habérsele de- 
negado la jubilación a que tiene derecho en virtud «le haber 
cumplido más de veinticinco años de servicios privilegiados. Ksa 
denegatoria de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones 
Civiles de Octubre 23 de 1916, fué confirmada por decreto del 
I*. I?. de fcfba Huero 25 de 1017 y se fundaba en que el actor 
estaba comprendido dentro de las disposiciones del artículo 40 
de la ley 4349 

Manifiesta el actor que como se viera envuelto en un pro- 
ceso criminal, obtuvo sobrescimienío definitivo <rn Julio 19 di' 
1922, con cuyo icsüino.nio .*c presentó al Ministerio de Hacienda 
insistiendo en conseguir su jubilación y a ¡pesar del dictamen 
favorable emiudo por el señor Procurador (icneral de la Na- 
ción, el P. denegó la reconsideración solicitada, de manera 
que ni se le acuerda la jubilación ni se le paga la misma, ha- 
biendo renunciado su empico en Septiembre 13 de 1916. 

Invoca diversos preceptos fie la ley 4347; y 4870 y antece- 
dentes de jurisprudencia administrativa y judicial, entre éstos 
el caso de Manuel Silva v. Nació» y termina solicitando se 
iipga lngar a la deimnda. declarando que liene derecho a la 
jubilación ordinaria eorresi>ondiente y que .-e le abone con fon- 
dos fie la Caja la mensualidad devengada desde el día en que 
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dejó <Ic prestar servicios hasta la fecha eri que so le otorgue 
la jubilación en forma, con costas. 

El señor Procurador Fiscal contesta la demanda ateniendo 
que las denegatorias de referencia están perfectamente ajusta- 
das a la ley y que el sobreseiminto definitivo dictado a favor 
del actor no ha podido modificar el criterio administrativo 
atenta la calificación legal del delito imputado a Xatale. Solicita 
se rechace la demanda con costas. 

2* Qae exiHiesta a grandes rasgos la esencia de la litis" 
trabada, olwerva el suscrito que al denegarse al actor la jubi- 
lación se hace mérito de su "|iartici.pación directa y presunciones 
de complicidad en la comisión fie transgresiones y delitos que 
requieren aclaraciones suficientes para justificar el derecho que 
¡>e solicita", fojas 22 expediente administrativo adjunto. 

Adviértese a tojas 15 vuelta de ese expíente que Xatale 
fué exonerado en Septiembre 5 de 1*105. en Noviembre 9 de 
lyofi se le nombra p^eóti de depósito y i>or resolución de Agosto 
10 de 1907 se le reineori>ora en el puesto de maestro de primera 
categoría, pasando después a la secretaria de la Inspección Ge- 
neral, fojas 8 y 16 exiKídiente citado. 

En Abril 10 de 1916 inicia Xatale mi expediente de jubila- 
eióñé en Scptiéntbré 13 de cae año se le acepta la renuncia del 
cargo que desenfilaba y en Octubre J¿ del mismo le deniega 
la Caja su pedido, recayendo confirmación del I*. I» <?ti Enero 
25 (te 1017. 

De lo que se deja consignado se dc.-prende que eií el caso 
sub judice * es jierfectantentc pr< medente aplicar las reflexiones 
vertidas ]*>r el suscrito. Cámara Federal y Corte Suprema al 
sentenciar el juicio instaurado por Manuel Silva v. P. E. a fino 
de solucionar en derecho esta causa. FI expediente figura agre- 
gado al presente mediante resolución de fojas 24 vuelta y las 
aludidas sentencias también están publicadas en "Caceta del 
Foro", números 965, 1012 y y tomo ijt, página 237. Fallos 
de la Suprema Corte. 
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Por las consideraciones qué preceden, fallo: declarando que 
Salvador F. Natale, ex empleado del Consejo Nacional de Edu- 
cación, tiene derecho a la jubilación ordinaria que demanda y 
«fiie deberá ser satisfecha |x>r la Caja Nacional de Jubilaciones 
y Pensiones Civiles con arreglo a las prescripciones de la ley 
4349. «lesde la feclia en que dejó de prestar servicios. Costas 
|>or su orden atenta la naturaleza de la causa y precedente ci- 
tado. — Saúl M. Escobar. 



SKXTSNC1A- DE \.\ CÁM AKA FHDERAI. 

..... ' Buenos Aires. Noviembre II d« \9S¡. 

V \ istos : 

Siendo arreglada a derecho y teniendo presente, en lo apli- 
cable, e! fallo de la Corte Suprema en el ¿aso de Manuel Silva. 
— temió 131, página 257 — se confirma la sentencia recurrida 
de fojas 35 que declara que Salvador F. Xatale ex empleado 
del Consejo N acional de Educación, tiene derecho a la jubilación 
unünaria que demanda, la que del*rá ser alxmada por la Caja 
Nacional de Jubihcíones y Pensiones Civiles- Las castas de esta 
instancia a cargo de la vencida. — José Marcó. — Marcelino &r- 
athuta. — 7'. Arhis, — 7. P. Luna. 



I-AI.I.U DK T.A SL'I'KKM A CORTE 

Buenas Airen, Pebr«fo 10 de 199il 

Vistos y considerando: 

í¿«* 'a resolución ele la Caja Nacional de Jubilaciones 
y Tensiones, confirmada por el Poder Ejecutivo .!< la Nación, 
negando al recurrente clon Salvador F. Naíale el derecho a la 
jubilación que le acuerda la ley número 4349; se funda: a» En 
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que aquél sufrió en i«*>5 '« separación del puesto de director 
<lc la escuda número 9 del CWcjo Acolar numero 6 de esta 
Capital, no obstante haber sicló reincorporado a la administra- 
ción, primero conto peón del depósito y luego en 1907 como 
maestro de primera categoría, siendo ascendido en 1915 a se- 
créfárío de la Inscción General de Territorios; véase planilla 
de fojas 8 del expediente administrativo agregado; b) En que 
después de renunciar al intento en 1916, para acogerse a los 
beneficios de la jubilación fué procesado, como presunto autor 
o cóvplice de una defraudación que tuvo lugar en la rejwrtición 
en que prestaba sus servicios en aquella época. 

Que la primera causal invocada por el Poder Ejecutivo 
ho puede ser tomada en consideración, jiurque la reincori>ora- 
ción a que se ha hecho referencia, hace inaplicable el articulo 
35$ inciso 1." de la ley 4349. en que se ajxn*a la resolución admi- 
nistrativa, pites esa disposición prevé el caso de una sq>araeión 
definitiva, como lo lía entendido esta corte en los fallos. Tomo 
página 257; tomo 14* página 22\ t y en el más reciente 
dél ; de Diciembre último, dictado en el juicio seguido \mr don 
Manuel Ramírez Sanguinctti contra la Nación. 

% V Qm en cuanto al proceso que se siguió contra Natale 
;>or la causa roenri<m?.da en el considerando i>, resultando del 
certificado agregado a fojas 35 del expediente administrativo 
citado, que fué sobreseído definitivamente por el Juez de Ins- 
trucción cu lo Criminal, lo que importa establecer la inocencia 
de aquél, no puede invocarse como fundamento de la denega- 
toria recaída en su gestión administrativa, pues seria de todo 
punto injusto, que por una single imputación de delito, deses- 
timada por la justicia, se viera privado del derecho que la ley 
le acuerda. 

4. Que él articulo 40 de la ley 4349 prohibe reclamar la 
jubilación mientras exista proceso pendiente contra el intere- 
sado, debiendo éste promover previamente su terminación defi- 
nitiva, de lo que m deduce con toda claridad, que terminado 
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favorablemente, resurge ese derecho en tocto su plenitud, como 
si tal proceso no hubiera existido. Fallos citados. 

Por estos fundamentos y los tic la sentencia apelada se 
la confirma. Xotifiquese. re¡x?ngase el papel v devuélvase. 

J. FlCUKROA AtCORTA. — ROBERTO 

RepETto. — M. Laurbncbna. 



Don Juan Traverso finos, y otros, apelando de una resolución 
de Aduana. 

Sumario: i * Sostenida por los renirremcs la procedencia del 
fuero federal y la aplicación al caso de determinadas dis- 
posiciones, de las ordenanzas de Aduana, y habiéndoseles 
denegado dicha jurisdicción, el recurso extraordinario es 
procedente de acuerdo con lo establecido c:i el articulo 14 
de la ley 48. articulo 6." de la ley 4055 y !a constante juris- 
prudencia de esta Corte. 

2." Xo corresponde «1 la jurisdicción federal de acuerdo 
con lo dispuesto ¡>or los artículos 73 de la ley de Aduana 
número 1 1.281 y 1034 y 1036 de las ordenanzas de Aduana 
el conocimiento de un juicio para que se dejen sin efecto 
cargos fottv.'uiados pbr la Aduana j>or supuesta ocupación 
de una plazoleta fiscal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

Según resulta del escrito de fojas i y constancias de los 
ex]>ediemes administrativos que corren -agregaos por cuerda 
piarada, la Aduana de la Capital lia formulado cargo \nn alma- 
cenaje do plazoleta a varios concesionarios de guinches insta- 
todo* en la cabecera de los diques del i>uerto de la Capital, quie- 
nes depositan en los terrenos adyacentes cantidades de arena. 

Siendo esta una facultad privativa del |»oder administrador, 
él recurreme del* ocurrir ante quien eorres|>onda en demanda 
de sus derechos. 

V. S. no es competente para cohoccT en este asunto desde 
(pie. por disposición del articulo 73 th: la ley de Aduana número 
11.281. y artículo iób& de las ordenanzas de Aduana. V. S. 
conoce en grado de apelación <lc las resoluciones condenatorias 
dictadas por el señor Administrador de la Aduana y originaria- 
mente en el caso de que las mercaderías caídas en infracción 
hayan salido de la jurisdicción aduanera 1 articulo 1034 de las 
misma* ». 

Xp t neniará i<W el préseme caso compreiulidu en los píé- 
vristos en las d^ri&fómics legales indicadas, corresponde que 
L". S. se declave it^iiipetentc para conocer en este asunto. 

Fiscalía. t \ de Junto <1«- 1924, 

lidmrdi» $irmfcHtv, 
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AUYo DKl. SKNOR JLKZ I'£l>KKAl, 

Buenos Aires, Julio V de Ititl 

Autos y vistos: 

FW las consideraciones aducidas por el Procurador Fiscal 
en su precedente vista, se declara incompetente este juzgado para 
conocer <le la presente reclamación, con costas, debiendo devol- 
verse el caliente agregad n fe Aduana de la Capital a sus 
efectos. — Jautas. 



VISTA 1H-I. KISIAI. IHÍ CÁMAKA 

Bueno. Aires, julio 5* de 1015 



Kxceleiitiski:a Cámara : 

De acucíelo con las consideraciones aducida» en el dictamen 
fiscal de fojas 7 vuelta, estimo que corresponde se sirva V. E. 
confirmar con costas la resolución apelada de fojas 8 vuelta, <|ue 
declara la incompetencia del señor Juez "a qtio'\ en los presentes 
autos seguidos ¡>or los señores Traverso y Cía. y otros, ajelando 
de una resolución de Aduana. — Matiucl fí. dv Anchorena. 



SI-NTKNl IA ISK I.A TÁMARA KKDKKAL 

Bueno* Aires. Septiembre 15 de IfcíS 

Y Vistos: 

Por sus fundamentos y <le acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador ¡fiscal de Cámara, se confirma, con costas, 
la resolución ajielada que declara la incoin|>etencia del Juzgado 
ivirá conocer de la reclamación de los señores Juan Zucolt. Juan 
Traverso y lino*., Juan Traverso c hijos, Eugenio Traverso y 
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Compañía. Fufo Micheli, Fcti* Fréseme, OConnor y Cía., Pa- 
blo Arena, Andrés Andrade. Carlos Porclietio y Cía.. .Vntonio 
l'orchetto v Cía. v Martin % Quadri. Devuélvase. - José Mar- 
có. — Marcelino Escalada. T. .Irías. - H A. \azar An- 
chorem. — J. P i* 1 »"'- 



OKTAMRX MU. SEÑOR PRütURAHOK r.RNKRAI. 



Ato*. No»k«bitlldelW6 

Suprema Corle : 

Us señores Traverso y Coi»i»añia y otros recurren ante 
la Justicia Federal i«ra (|iie ésta deje sin efecto los cargos for- 
mulados ,por la Aduana de U Capital por supuesta ocupación de 
la plazoleta fiscal, cuestión ventilada administrativamente en el 
expediente agregado j»r cnerda floja. 

El Juez Federal se ha declarado incompetente jmra conocer 
en esta* actuaciones y su resolución ha sido confinrada por ¡ a 
Cámara Federal de Apelación <le la Capital, la que lia denegado 
el recurso extraordinario de apelación interpuesto i>ara ante V. ¥,. 

Considero errónea dicha denegación por cuanto ta sentencia 
recurrida deniega una garantía de carácter federal que ha sido 
oportunamente invocada i*>r los recurrentes (articulo 14 de la 
lev numeró 48 y doctrina uniforme de V. 11'. 

En cuanto al fondo «leí asunto soy de opinión que la pre- 
sente causa es ajena a la jurisdicción federal, de acuerdo con 
lo dispuesto ,por los artículos 73 & número 11.281 y 1034 

jr 1036 i!e las ordenanzas de Aduana- 

Por ello y los fundamentos de h sentencia arlada, concor- 
dantes con k» de primera instancia y con lo sostenido por el 
Ministerio Fiscal, soy de opinión que corresponde confirmar la 
resolución recurrida en cuanto declara incompetente a la justicia 
federal para conocer en esta causa. 

Horacio R. Larrela. 
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Bmm» Aira. Ptbrtro II de im 

Autos y vistos : 

E-I recurso de hecho por denegación del extraordinario in- 
terpuesto cortfra sentencia de la Cámara Federal de Apelación 
de la Capital en la causa "Traverso Hermanos y otms. apelando 
<lc una resolución de Aduana*'. 

Y considerando; 

Que sostenida por los recurrentes la procedencia del fuero 
f«derail y -la aplicación al casi» fie determinadas disposiciones de 
las ordenanzas de Aduana, y habiéndoseles denegado dkha ju- 
risdicción, e1 recurso extraordinario interpuesto es j^ocedente. 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 14 de h ley. 48, 
articulo 6 de la tey 4055 y la constante jurisprudencia de esta 
Corte, y así se declara (Fallos, tomo 137. jwífina 104: tomo 138. 
Ingina 251, entre otros). 

Que en cuanto al fondo, esto es, a la incamswtencia de la 
justicia federal para conocer en el sub judice, no se ha aducido 
en esta instancia consideración alguna que desvirtúe la eficacia 
de las que lian constituido el fundamento legal de la sentencia 
recurrida, la <H'e decide, de acuerdo con los antecedentes de la 
causa y las leyes que la rigen, que el caso de autos no está 
canprendido entre los que {Hieden dilucidarse en definitiva |>or 
la vía contenciosa 4 ordenanza, artículo 1034), y que la opción 
de los interesados ha radicado en el recurso administrativo la 
última instancia de ta gestión promovida ( articulo 73, ley 1 1.281 : 
dictamen fiscal de fojas 7 vtieka expediente judicial 1. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se confirma la sentencia apelada que 
«testara la incompetencia de la justicia federal jara conocer en 
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esta causa. Notifique*.- y repuesto el papel, archívese, devol- 
viéndose los autos venidos por- vía. cié informe con testimonio 
<lc esta resolwci("m. 

|, Fhíi/KRoa Alcoxta. — Kohkrto 
rkimctto. — m. l.airknvkx-a. 



Pon Tomás Caballero I ¡eyra contra la Caja Ñaaómd de Jubi- 
laciones y Pensiones, sobre devolución de descuentos. 

Sumario , 1". Fundado el <|recho invocado por el recurrente cu 
la inteligencia qué atrilHiyc al articulo 27 <le la ley 4.349, 
modificada l>or la número 6.007. procede el rc-urso ex- 
traordinario de los artículos 48 y 49 entra la sentenc.a 
denegatoria de dicho derecho. 

B requisito de los diez años de servicios no es com- 
putadle aisladamente para «leterminar el derecho a la de- 
volución de los ajiortes aludid»*, sitio una consecuencia 
coadyuvante de alguna de las otras condiciones íundamen- 
tales que cstahkce la ley. 

.V". I'uede reclamar la devolución de jos descuernos hc- 
* Chós en su sueldo, el empicado cuya cesantía ha sido de- 
terminada "por no requerirse sus servicios" a mérito de 
un acvérdO y decreto «leí Poder Rjécütivo. producidos des- 
pués qué el recurrente tenia más de diez años «1c servicios 
que le reconoce la ley. 



Caso; l'O explican las piezas siguientes: 



DE JUSTICIA M LA NACIÓN 



skxtivncia mu j trisas i-kuiírai. 

Buenos Aim, M«yo 3 tfe 1W4 

V Vistos: 

Ufe promovidos por don Tomas Caballero Vicyra contra 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, sobre de- 
volución de descuentos. 

Y Considerando : 

i". (Jue el actor demanda a la Caja a fin de que sea con- 
denada a devolverle el importe de los descuentos efectuados 
en los años 191+ 1915, 1916 y 1917. con intereses capitaliza- 
dos, en relación -al cargo de cobrador fiscal de la Administración 
de la Contribución Territorial, cargo del cual fué declarado 
cesante por decreto del P- ÉL, fecha Junio 7 de 1917, en virtud 
de existir incoriíatibilidad con el «le retirado de la Armada, 
como lo es el actor. Fonda snis pretensiones en el art. 27 de 
la ley 4-340- 

2*\ Que la Caja, al contestar la demanda, sostiene que el 
caso del actor no se encuentra regido ipor la citada disposición 
legal. 

3". (Jue examinado atentamente el referido artículo 27 de 
la ley 4.349. con la redacción dada por la ley 6.007, y vinci- 
lándolo con el caso en litigio, encuentra el suscripto que asiste 
razón a la Caja cuando manifiesta én su resolución administra- 
tiva, fecha Septiembre 30 *? 191 7- <W expediente agregado 
4.511 C. lo siguiente: 

"Los descuentos establecidos por Ja ley 4. 349 3' sus rea- 
mas, tienen un carácter obligatorio y su devolución es proceden- 
te única y exclusivamente en los casos previstos por el artículo 
27 de la ley referida". 
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"Las razones qué han fundado la cesantía «leí señor Cali- 
llen.» Vicyra, en mane, i alguna encuadran dentro de las condi- 
cione* qué precisa el articulo recordado, toda vez que no pon- 
curre en el presente caso ni la supresión fiel empleo, cambio de 
designación en el orden administrativo, motivos de reorganiza- 
ción, ni economía, ni la falta de requerimiento del servicio, úni- 
cas causales admitidas jM>r la disj>osición invocada para la pro- 
cedencia del reintegro". 

4". (Jue reducido el caáo a interpretar y aplicar el .mencio- 
nado fe&to legal a la situación planteada en la litis contestatio. 
no hay objeto en extenderse en mayores reflexiones, pues que- 
da definitivamente resuelto con lo que se deja expuesto. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: rechazando 
la demanda instaurada por don Tomás Catallero contra la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, sobre devolución 
de descuentos e intereses. Sin costas, atenta la naturaleza de 
la causa y no hallar mérito .para inqxjnerlas al actor- Notifí- 
<|iiesc. repóngase el sellado y oportunamente archívese el ex- 
igiente, previa devolución del administrativo agregado, a su 
procedencia . 

Saúl M. Escobar 



SKNTKNCIA W/Uk CÁMARA FEDERAL 

Bueno* A Ir*, Julio ¿S de 1*3 

Vistos y Considerando: 

<^ue el art. 27 «le 1a ley 4.349. modificado por el art. I a - 
de ta ley 6.007. establece los casos en que los empleados com- 
prendidos en la misma pueden reclamar la devolución de los 
descuentos hecho* en sus sueldos, siempre que hayan prestado 
niás de diez anos de servicios. 

Oue esta disposición no comprende a los que cesan en sus 
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funciones por acto voluntario, por razones de mejor servicio o 
cu'pa propia, beneficiando sólo a los que pierden su empleo por 
wandato de la ley o de la autoridad- 

Que Caballero Vieyra fué nombrado cobrador fiscal en 22 
c?C Mayo de 1962; es decir, con anterioridad de más de tres 
SfiOs a la ley sancionada el 27 de Septiembre de 19135 i N é . Í 856) 
que el P. K. Invocó en su decreto de Junio 7 de fClty i>ara de- 
clarar oue no le comprendían sus beneficios. 

Omo el adíenlo de 17 de Octubre de 1916. también invo- 
cado en dicho decreto, es. asimismo, muy posterior a la fecha 
en que Caballero Vieyra había cumplido los diez años de servi- 
cios a que se refiere el art. 27 de la ley 4-3-19. modificado por 
la ícy 6.007. 

Oue. jx>r otra parte, en el caso de Caballero Vieyra, su 
Cesantía lia sido determinada "por no requerirse sus servicios- 
cn razón de una incompatibilidad no sólo establecida con pos- 
terioridad a su nombramiento ( 1902), sino a mérito de un 
acuerdo y decreto (de 1916 y 1917). producidos después que el 
recurrente tenia ir ás de diez años de servicios que le reconoce 
la ley para rechinar la devolución de los descuentos que se le 
hicieron, es decir, cuando su derecho a tal devolución era ya 
indiscutible. 

Por tanto, se revoca la sentencia de ís. 26 y se hace lugar 
a la demanda instaurada por don Tomás Caballero Vieyra con- 
tra la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, sin 
costas, atenta la naturaleza de la cuestión resuelta. Ke¡x>nganse 
las fojas en primera instancia- — Marcelino Escalada. — José 
Marcó. — fí. A. Nácar Anchorcna. — T. Arias. — J. P. Luna. 
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PALLO DE LA CüRTK srpkKMA 

Bu«n«i Alrt». Febrero 24 de ¡y-* 

Y Vistos: 

KI recurso extraordinario 'interpuesto y concedido contra 
sentencia <tle la Cámara Federal de Ablación de la Capital, en 
el juicio sobre devolución ile descuentos seguido por don Tomás 
Caballero táeyfa contra la Caja Nacional <lc Jubilaciones y 
Pensiones. 

Y considerando en cnanto a la procedencia de la ab- 
lación : 

One el recurrente ha fundado ta defensa del derecho cuya 
representación ejerce en la inteligencia que atribuye al articulo 
27 de la ley del Congreso número 4.340. modificada |>or la 
número A.007. y la decisión a|>elada es contraria a esc derecho 
que fundado en dichas cláusulas ha sido mateiia del litigio. El 
caso está, jiucs. virtualmente corprendido en el inciso 3?. del 
Artículo 14 de la ley número 48, y en consecuencia, d rcctir*. 
i;:terpuc*to es procedente, y así se declara. 

Y considerando en cuanto al fomlo; 

Que descárta los los fundamentos de la semencia de que se 
apela, relativos a las fechas <le determinadas disposiciones le- 
gales y administrativas en relació;i con la del nombramiento del 
actor en el cargo de cobrador fiscal, jior tratarse de cuestiones 
y circunstancias de hecho, excluidas de las que pueden determi- 
nar la procedencia del recurso extraordinario» el sub litcm que- 
da reducido a establecer si al considerársele comprendido en el 
artículo 27 de la ley 4-349. modificado por el artículo i", de 
la ley 6.007. dicha disposición legal ha sido o no interpretada 
y aplicada debidamente. 
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(¿nc de los termino* del articulo de referencia se despren- 
de con evidente seguridad, que el requisito de los diez años de 
servicios no es conmutable aisladamente t>ara determinar el de- 
ixvho a la devolución <Ie los aportes aludidos, sino una circuns- 
tancia coadyuvante de alguna de las otras condiciones funda- 
mentales <jt:e establece la ley. de tal aranera que si ésta falta, 
aquella carece dé eficacia, y viceversa, a los efectos de la va- 
lide* del derecho de devolución de que se trata. 

<Jue el antece<lentc originario de esta causa, esto es. el de- 
creto de fecha Junio 7 de 19*7 i fojas 2, expediente administra- 
tivo agregado I. acredita que el actor ha sido separado del ejer- 
cicio de su ciniJeo, sin culpa ni nial desempeño del mismo, en 
razón de incompatibilidad declarada por Ja ley especial que tie- 
ne en su aplicación al ca>«o los mismos resultados que la su- 
presión del cargo y (pie del», en consecuencia, surtir los mismos 
efectos legales y jurídicos. 

Que el concepto restrictivo con (pie procede interpretar y 
aplicar la disposición legal que se examina, no implica la es- 
tricta sujeción a sus términos esencialmente literales, pues los 
análogos o equivalentes que armonizan con el nJanifiesto es- 
pinal de la ley. rio pueden ser excluidos como factores deter- 
minantes dé la. verdadera inteligencia de la misma, fin primor- 
dial en el caso contó en tedos los que son del resorte de la ver- 
dad y la justicia. 

Pdr estos fundamentos y los pertinentes de la sentencia ape- 
lada, se la confirma en cuanto ha podido ser materia del recur- 
so. Notifíquesc y repuesto el psxpet devuélvanse al tribunal de 
procedencia. 

J. Fjockroa Ai.corta. _ R - 
B6RT0 RkimvTto. — M. L\r- 

KKXOCXA. 



390 



FALLOS M LA CORTÉ SUPREMA 



Manco Francés del Rio de la Plata contra la Provincia de Co- 
rrientes, por cobro ejecutivo de pesos; sobre concesión del 
término extraordinario de prueba. 

Sumario : l\\ término extraordinario de prueba ha sido legislado 
y autorizado dentro del juicio ordinario y no dentro del eje- 
cutivo, como se infiere de lo dispuesto por los artículos 94 
y siguientes y 271 y siguientes, de la ley nacional número 50 

Caso; Lo explica el siguiente: 



IWU.U DK M ÜOMK SUl'RKM A 

Buenos Aires, Ftfcrtro 14 dt IK» 

Autos y VI$to», Considerando: 

ihw el Uauco Francés del Rio de la Plata se ha opuesto 
a la concesión del término extraordinarii fie prtielm solicitado 
por la Provincia de Corrientes. 

Qué excluida asi el supuesto de conformidad de ambos 
litigante* sobre el punto (artículo ¿73 de la ley 50). la admi- 
sión o rechazo de la solicitud de término extraordinario dentro 
del presente juicio ejecutivo queda librada a la interpretación 
de las disposiciones iwrtincntes de la ley procesal. 

<Juc el término extraordinario de prueba ha sido legislado 
y autorizado dentro del juicio ordinario y no dentro del ejecu- 
tivo, cuino se infiere de lo dispuesto ]**r los artículos 94 y si- 
unientes y 271 y siguientes de la ley nacional número 50. 

QtW el procedimiento simple y sumario del juicio ejecutivo 
quedaría desnaturalizado en su esencia, si mediante una inter- 
pretación analógica, se aplicara a la prueba de las excepciones 
que es posible oponer en él, la misma latiaul de normas proce- 
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.sales que la calculada dentro del juicio ordinario para demostrar 
el fondo- del derecho. 

Que esta última consideración se hace todavía más palpa- 
ble si se tiene en cuenta que dentro de la economía de la ley 
(artículos jy5 y 297) el vencido en el juicio ejecutivo puede 
deducir el juicio ordinario. 

Por ello no se hace lugar al tér.nino solicitado. Hágase 
saber y relingas* el papel. 

J. Fll.UKROA Alcort.v. — Ro- 
HKRTO Rkpetto. — M. Lau- 

RKXCRXA. 



Manuel Augusto Mart/ncs Da Éiha, su extradición a solicitud 
de las autoridades de Portugal 

Sumario: Xo habiéndose acomunado con el pedido de extra- 
dición formulado por la Legación ile Portugal "testimonio 
literal del auto que decrere la extradición", ésta no procede 
con arreglo al articulo 651 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, aplicable al caso, a mérito de lo prevenido 
|>or la segunda jwrte del articulo 648 del mismo. 

( 'aso: 1*0 explican las piezas siguientes: 



SKXTKNC1A l>Kl f JVÍ» M2DKRAL 

Alret. Julio U de M& 



Y Vistos: 



til presente pedido de extradición presentado |h*t la Lega- 
ción de Portugal. de Manuel Augusto Marques Da Silva, por- 
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tugues, de treinta y <los años de edad, soltero, comerciante, do- 
miciliado en ta calle Esmeralda 930, acusado de desfalco de 
trescientos cincuenta mil escudos. 

Y resultando: 

i°. Que el 30 de Marzo del corriente año, la Legación de 
Portugal pidió al Ministerio de Relaciones Exteriores la deten- 
ción pn>visoria <le Marques Da Silva, condenado \*+r los Tri- 
bunales de Portugal jkk el crimen de desfalco, prometiendo en 
la miara comunicación (fs. 1). recibir y presentar oportuna- 
mente los <k>cumentos necesarios pana la extradición de Da 
Silva. 

2\ Que detenido Da Silva el 27 de abril, compróte su iden- 
tidad con el pasaporte de fs. 8 y demás constancias de su decla- 
ración de fs. 6, vta. a 9; posteriormente se ordenó la libertad 
del «ktenido por haber resuelto la tfxcma. Cámara <|ue en el 
presente caso procedía la excarcelación bajo fianza. ( expedien- 
ta agregado). 

3/ Que de fs. 12 a ¿4 inclusive corren agregados los re- 
caudos presentados \*\r la Legación de Portugal consistentes en 
la copia de lus arts. +53 y 4*" «W Código Penal de Portugal 
referentes a la estafa y al hurto; el certificado de fs. 15 expe- 
dido \>or el secretario de la investigación en los servicios de 
Transportes Marítimos <M Estado en el que consta que se 
indica al requerido como autor del crimen previsto y penado en 
el art. 453 del Código Penal y la orden de captura de fs. 18. 

Y considerando: 

1 * Oue no existiendo tratado respecto a la extradicción de 
delincuentes con la RefráMica de Portugal, deben resolverse los 
casos como el presente de acuerdo con lo establecido en el Ti- 
tulo V. Cap. i " del Código de Procedimiento* en Ib Criminal. 
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2." Que el art. 651 del Código de .procedimientos establece 
que con la nota o comunicación en (jue se solicite la extradi- 
ción, habrá de re.ritirse, un testimonio litera! del auto que de- 
crete esta diligencia, testimonio que no ha sido presentado en 
auto». 

y Que además no existe en autos documento alguno que 
acredite la competencia -del Tribunal que dictó las resoluciones 
que en copia se acompañan, competencia que debe estar acre- 
ditada en autos según lo prescrilien terminantemente los artícu- 
los 451, inciso 1.", y 455, inciso 6." del Código antes atado. 

Por lo tamo, considerando que la documentación presen- 
tada no roitne !<>s requisitos que exige el Código <le Procedi- 
mientos, resuelvo no hacer Jugar a la extradición del subdito 
portugués Manuel Augusto Marques Da Silva. — Miguel L 

Jnntus. f 



SENTENCIA DB ¿A CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Septiembre H de 1145 

1 vistos: 

Por sus fundamentos se confirma ta sentencia recurrida 
dt fs. 33 que no hace lugar a la extradición del subdito portu- 
gués Manuel Augusto Marques 13a Silva. Devuélvase. — Josc 
Marcó. — Marcelino Escalada. — T. Arias. — fí. A. Nasar 
AnchoreiHh — J. P. I.mw. 



PALLO DE LA OORTÉ SÜFREMA 

Buenos Aires, febrero J6 de J'.* 

Vistos y considerando : 

Que con aírenlo al artkailó 651 del Código de Procedi- 
miento?; en lo Criminal, aplicable al pedido de extradición for- 
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mulado por ti Gobierno de Portugal a mérito de lo prevenido 
por la segunda jwrte del articulo 648 del mismo, es indispensa- 
ble jiara la procedencia de aquélla, que se acompañe "un testi- 
monio literal del auto que decrete la extradición \ y esa cons- 
lancia no lia sido incorporad^ a la nota introducida por el Señor 
Ministro de Portugal, con fecha 23 de Abril de 1925. ni después. 

Por ello se confirma la resolución arlada de fojas 38 vta. 
Notifiquen y devuélvase al señor Juez Federal a los fines de- 
terminado* en la segunda parte del artículo 659 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal. 

|. FlGUKttOA Alcorta. — Roiltik- 

fó Rrpbttp, — M. Lal-rkx- 

CKXA. 



Don Oscar Mariaca Pando, su exMdkiál*, a solicitud de las 
autoridades de la Repúhlica de fíolhia. 

Sumario : No procede la extradición solicitada lior las autori- 
dades de Bolivin de un ciudadano de ese país, si de los 
antecedentes de la causa surge con evidencia la presunción 
de que !a defraudación imputada al requerido constituye 
un delito conexo a otro de carácter político de los que el 
articulo ¿¿ del tratado de Derecho Pértal de Montevideo 
exprésamete exceptúa de la extradición. 



Caso: Lo explican las piezas sigtiietítés : 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Buenos Airea, Octubre 6 de IM4 

Vistos: 

Ksta causa seguida al coronel del ejército Boliviano Oscar 
Mariaca Pando. ¡K>r extradición solicitada j>or las autoridades 
de la Kcpúhlica de Bolivia. y 

Considerando: 

i" Que los recaudos acompañados y que obran de fojas il 
a 16. se establece que los delitos que se imputan al requerido y 
que fundamentan el pedido de extradición, son los de abuso 
de confian/a y defraudación. 

2* Que la defensa alega que se trata en el caso de delitos 
de carácter ]K>litico o conexos con hechos |x>liticos y al efecto 
produce la prueba que corre de fs. 57 a 05. 

3.* Que esa prueba establece o cuando menos hace presu- 
mir verosímilmente -que. efectiva vente tienen el carácter ex- 
presado los hechos iififtl nados. Llevan a esta conclusión, entre 
oíros antecedentes, la ctr.rtprobación de haberse producido ctm- 
teirp'jráneamente a la comisión de los hechos atribuidos a Ma- 
riaca Pando, un acto sedicioso en el que Mariaca aparece corno 
jefe, así como también las circunstancias a que se refieren el 
telegrama de fs. 92 y la cuenta sobre armamentos, fojas 59 y 
05, y demás antecedentes de la causa, que hace mención el 
Procurador Fiscal. 

4. Que siendo asi y c< ir résjw Midiendo de acuerdo con el ar- 
tículo 2¿ del frotado de Drrech» Pfcnal Internacional, la clasi- 
ficación de IOS delitos políticos á la Nación requerida, con arre- 
glo a la ley más favorable al Tech» rtidn. es aplkahk' en el 
suh judice el principio del articulo 13 del Código de Procedi- 
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lientos en I" Criminal, cjue determina cjite, en caso cíe duda 
debe estarse a lo más favorable al procesado». 

Por estas consideraciones y las aducidas ¡wr el Procurador 
Kiscal, fallo: Xo Iiacien<to tugar a la extradición del reclamado 
Oscar Marinea Pando. NoUtit|iicse, hayase sal»cr esta resolu- 
ción al Señor Ministro cíe Relaciones Kxteriores a sus efectos, 
ordenándose la libertad en el día <IeI nombrado Mariaca Pando, 
a cuyo efecto se oficiará a la policía, feplto, archívese. — Mi- 
guel L. Jantns. 



SKXTKXCIA UK LA CÁMAKA CKDKkAL i)K ARKLACIÓK 

Buenos Airet. Diciembre 15 de \m 

Y vistos : 

P-Or sus fundamentos se confirma la semencia apelada de 
fojas 108 <juc no hace lugar a la extradición de Oscar Marinea 
Pando* solicitada por las autoridades de la República de Boli- 
\\a. Devuélvanse los autos al Juzgado de procedencia. — 7\ 
Arias. — Marcelino Escúladú — B. .1, Sacar Añchorena. — 
/. P. Luna. — Jost Man ó. 



FAU-P IM- LA CORTK Sl'IMi KM A 

Buenos Airr *, Febrero 2" de 

Viste» v considerando: 

Que el Traíado de Derecho Penal Internacional de Mon- 
tevideo invocado por el Gobierno de la República de Bolivia 
I-ara fundar el presente pedido de extradición en su articulo 23 

(U En la misma fecha la Corte Suprema se pronunció en igual sentido en el pedido 
de extradición de Alfredo Rivas. hecho por las autoridades de la Repúlica de 
•olírii. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓ* 



3OT 



dispone lu siguiente: "tampoco dan mérito a la extradición los 
delitos políticos y todos aquellos que atacan In seguridad inter- 
na externa de mi Kstado ni los comunes que lenga:i conexión 
con ellos. Iva clasificación de estos delitos se hará |x>r la Na- 
ción requerida con arreglo a la ley que sea más favorable al 
reclamado". 

Ouc las probanzas incorporadas a estas actuaciones no de- 
jan lugar a dudas sobre las circunstancia* siguientes: i." (¿ue 
el coronel del ejército boliviano don Oscar Mari acá Pando "pro- 
movió un motín militar en Jacuiba en connivencia con el capitán 
Rivas ("nota de fs. "declarándose jefe político del Sud. 
con lo que ha usurpado las funciones y el :ráwln de las ñuto- 
ritiádés legítimamente constituidas de la República de llnln-ia". 
Decreto de acusación y sobreseimiento aclarecido en el diario 
"La República'* de la ciudad de La Paz. fojas 126: 2.* Que .el 
delito de defraudación de fondos públicos imputado al nombra- 
do militar para fundar el pedido de extradición habría tenido 
líifjar en tina fecha anterior y próxima al movimiento revolu- 
cionario «le Jacuiba como aparece, entre otros antecedentes del 
contenido de la nota de fojas 11 en la cual se afirma que el 
motin militar fué realizado con ki esperanza de quedarse sus 
autores con el dinero defraudado y salvarse de toda responsa- 
bilidad ; 3." Que los telegramas acompañados a fojas 91, 92 y 
93 acreditan en fortín elocuente que ya en Diciembre <lel año 
1923. es decir tres ¿vieses antes de. producido d movimiento el 
riobierno de I Solivia tenía referencias muy exactas de que el 
cófoñcl Pando conspiraba contra él. 

One de tale> antevientes surge con evidencia la presun- 
ción de que la defraudación imputada al coronel Pando había 
sido consumada ,paia ayudar al fin político representado por el 
movimiento revolucionario de Jacuiba, es decir, constituirla un 
delito conexo a otro de carácter «político, de los cjne el articulo 
23 del Tratado de Derecho Penal de Montevideo expresamente 
exceptúa de la extradición. 
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Por estos fundamentos y los de la sentencia de primera 
instancia se confinna la resolución apelada de fs. 132. Notifí- 
t|uesc y devuélvase al Señor Juez Federal a los fines determi- 
nados en la segunda parte del artículo 659 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. 

J. FíGUEKQÁ ALCORTA. — KÓHP.K- 

to Rkpetto. — M. Lai^ren- 

CKXA. 



NOTAS 

Con fecha primero <le Febrero de mil novecientos vein- 
tiséis, la Corte Suprema tío hizo lugar a la queja deducida por 
«Ion Felipe Peracca y otros, en autos con el Banco Provincial 
de Santa Fe. sobre cobro de |>esos, jxir resultar «le los términos 
en c¡ue la queja se fundaba, tratarse de una ejecución y no de 
una sentencia definitiva tonto lo quiere el articulo 14 <le la ley 
48, y no haberse planteado opüruma;rcnte en el juicio, esto es, 
con anterioridad al fallo de última instancia dentro de la ju- 
risdicción local, cuestión federal alguna ; agregándose, además, 
«lite para la procedencia del recurso extraordinario, no basta 
la simple invocación de cláusulas constitucionales, si como chu- 
rria, en el caso no existia una relación directa e in.uediata en- 
tre las cláusulas que se decían desconocidas y las cuestiones 
¡flauteadas en ia causa, como lo dispone el articulo 14 de la In- 
número 4K. 



En la misma feclia 110 se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por don Rafael llambra, en autos con doña Graciana 
Arlamet de Aróstegui. por resultar de la propia exi*»s¡c¡ón del 
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recurrente. c|iie en el caso se trataba cíe una demanda ]x»r des- 
alojamiento, regido por el derecho común y por consiguiente 
ajeno al recurso extraordinario de acuerdo a lo previsto en la 
segunda parte del articulo 15 de la ley 48. 



Eli tres fiel mismo se declaró improcedente ja queja de- 
ducida |»r don Juan Gaspar i en autos con doña Angela Rey. 
sobre nulidad de sentencia y de^.onoci niento de hijo natural, 
en razón de desprenderse ele la propia exjiosioión del recurrente, 
que la sentencia pronunciada por la Cámara Primera de Ape- 
laciones en lo Civil de la Capital, anulatoria <le la de primera 
instancia, no revestía el carácter de definitiva, indisj>ensable 
¡ara la procedencia del recurso extraordinario |>ara ante la 
Corte Suprema — art. 14, ley 48 — , toda vez que no pcwiía 
fin al pleito ni hnpeclia su continuación. 



En la misma fecha no <c hizo lugar a la queja deducida por 
don Domingo J. López, en autos con don Enrique de Ancho- 
rena, sobre desalojamiento, j>or no aparecer prima facie que el 
caso corres|x>ndiera -a la jurisdicción apelada de la Corte Su- 
prema, toda vez que según resultaba de la exjxis'ción del recu- 
rrente, el fallo recurrido se limitaba a declarar bien denegado 
un recurso llevado ante el juez a qito. 



Con fecha diez no se hizo lugar a la queja deducida por 
el procesado Pedro Solean, en la causa criminal seguida en su 
contra. i»r homicidio, por resultar del memorial presentado, 
que el recurrente había sido condenado jior la Cámara Federal 
de Ablación de tjk Plaía a la j»ena de ocho años de prisión. 



100 éMXfíS üt I.A CORTK SUPRKMA 

y sólo son apelables por recurso ordinanjo únicamente las sen- 
tencias que exceden de «lie* años de rc-clusi'm o prisión, con 
arreglo a lo establecido por el articulo 3.", inciso 5." <lc la ley 
numero 4°?5- 

_ < 

Kn la misma fecha no su hizo lunar a la queja deducida 
por don Carlos Díaz Balboa en autos con los señores Portinari 
v Busti, sobn- usurpación de patente, \h*t resultar de la propia 
exposkión del apelante que la anulación del titulo constituido 
por la patente de invención emergió en el caso, de una circuns- 
tancia de hecho, cual es la existencia de un liso anterior del 
invento. 



Kn la misma fecha rio se hizo lugar igualmente, a la enteja 

deducida P" r (, " n ■ ,us, ° Soter en aütos con <lon Benito Vi- 
llanueva. sohre reivindicación, por mi aparecer de los términos 
en que la queja se fundaba, que en el pleito se hubiera plan- 
teado cuestión federal alguna con anterioridad a su decisión 
en última instancia, agregándose, además. <|UC ' a constitución 
de lo* tribunales interiore* relativas a la excusación o recu- 
sación de sus miembros para intervenir en los pleitos, son pun- 
tos de derecho procesal llamados n ser resueltos por dichos 
minútales, y extraño*, por consiguiente, al recurso extraordi- 
nario, articulo 14. ley 48. 



Kn la misma fecha la Corte Suprema declaró procedente 
el recurso de revisión imerintesto por el penado José Luis Sán- 
chez, condenado por sentencia pronunciada por el tribunal, a 
Mifrir la pena de 18 años de presidio como autor del delito de 
homicidio, de conformidad al articulo 17, inciso l.\ capítulo 1.° 
de la ley 4180. vigente en la é|>oca en que se cometió el hecho 
delictuoso, v siendo más- benigna la disposición del articulo 79 
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del Código Penal, aplicable al caá», y superior al término medio 
de la que fija el art. 17 de la ley 4189. resolvió apirearle en 
revisión, la cíe diecisiete años de reclusión, que es también 
superior al término medio de la establecida en el articulo 79 
del Código Penal citado. 



Con fecha veintidós no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Gumersindo García en autos con <lon Pablo Briozzo. 
por desalojamiento, jx>r resultar de la propia exposición del 
recurrente, que no aparecía que se hubiera interpuesto para ante 
la Corte Suprema recurso alguno que le hubiese sido denegado; 
desprendiéndose, además, que el caso habia sido resuelto i>or 
aplicación «le determinadas disposiciones procesales y de una 
ley de derecho común, preceptos que no pueden determinar la 
procedencia del recurso extraordinario, de acuerdo con la ley 
y !o reiteradamente resuelto — artículo (4, ley 48. 



En veinticuatro del mismo fué continuada |*>r la Corte 
Suprema la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de 
Apelación de t«a Plata. !a que confirmó, a su vez. la dictada 
|>or el Juez Letrado del Territorio Nacional de la Pampa Cen- 
tral, que condenó a los procesado;; Angel Miranda a la pena 
de reclusión j>erpetua, y a Policiano Kuiz Diaz a veinte años 
de la misma, pena, como autores del delito de doble homicidio 
penetrado en las personas de dos menores, el día ¿\ de Mayo 
de 1923* en el monte "Mcaca". departamento Casiex. jurisdic- 
ción del expresado territorio. 



En la misma fecha fué confirmada, igualmente, por la 
Corte Supiera la sentencia pronunciada por la Cámara Fe- 
deral de Ablación de La Plata, la que condenó ^1 procesado 
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los Moretini a sufrir In ¡>caa de diecisiete años de reclu- 
, con las accesorias del articulo 12 del Código Penal y las 
costas fiel juicio, en vez de la de diez años ele prisión CjUC le 
fuera impuesta ¡x>r el Juez Letrado del Territorio Nacional de 
la Pampa Central, como autor del delito de homicidio i>en*- 
trado **n la |>ersona de Fernando Acosté el dia 5 de Octubre 
de m>_>4. en la Colonia Harón, jurisdicción de dkiio territorio. 



Il'ihrhn Wolthmen un Albcrt Otto StaJit. su extraduióu a s<r 
licitud Hv las antoriitádes Se hs listados í" 'nidos de Ame- 
rica. 

Sumario: 1 • Kl vocablo "territorio" empleado eti el articulo 1 " 
del tratado sobre extradición celebrado con loa Estados 
Unidos de America el año *88*>. abarca y comprimí* a los 
efectos de h extradición, los delitos cometidos ?n alta :mr 
en lni(|Ues imTcantes «le bandera argentina o norteamerica- 
na; y no siendo jxisible desconocer qué el delito de burlo 
consumado jM»r el empleado de la comisaria de un buque 
mercante con tandera norteamericana, aunque practicado 
en aguas jurisdiccionales del Brasil, sólo daña derecbos c 
intereses garantidos por las leyes norteamericanas, las au- 
toridades judiciales del>en deferir al |*dido de extradición 
de que se trata, de acuerdo con las normas y principios del 
derecho jKMial internacional adoptado |>or la República en 
su relación con los otros países. \ Artículos j." y 10 del Tra- 
tado de IXn-echo Penal Internacional^ . 

z: Hallándose regida la extradición por las cláusulas «le 
un tratado y no por el artículo 1/17 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, no puede im|>onerse a aquéllla con- 
diciones que dicho tratado no contiene. (El defensor soli- 
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citó que nu se aplicara al fugitivo una pena mayor que la 
que le hubiera correspondido en el país por rf mismo de- 
lito) ¿ 

Casó; Lo explican las piezas siguientes: 

\ 

FAU.O DB KA CORTK SUPREMA 

■«nos Airei,Mirxo5d« iwí 

Vistos y Considerando: 

(Juc el defensor de Woltlmsen Wilhem (a) Albert Otto 
Stalil ha alegado en favor de éste: i.° <|ue habiéndose canetido 
el delito de hurto a bordo del barco mercante Western World en 
circunstancias en que dicho barco se encontraba fondeado en el 
puerto de Ríe» de Janeiro, el gobierno de los Estados Unidos de 
América carece de jurisdicción para avocarse el juzgamiento del 
delito y por consiguiente, para solicitar la extradición del pro- 
cesadlo; 2." que en el caso de concederse aquélla debe ser bajo 
la doble condición expresa de que el fugitivo no podía ser juz- 
gado por un delito anterior al que motivó la solicitud de extra- 
dición y de que no se le aplicará una pera mayor que la que le 
hubiere correspondido en el país. 

Que el artículo i. # del tratado sobre extradición celebrado 
entre los gobiernos de la República Argentina y los Estados 
Unidos de América el año i8yf», se encuentra redactado en estos 
términos: "El gobierno de la República Argentina y el gobierno 
«le los Estados l'nklos dé América convienen mutuamente en la 
entrega de las personas que hallándose acusadas o convictas, de 
haber cometido en el territorio «le una de las altas (artes con- 
tratantes cualquiera de los crímenes ó delitos que se especifican 
en el articulo siguiente, se refugiaran o fueren encontradas en 
el territorio de otra". 

Qtte la primera objeción planteada |*>r el defensor del re- 
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clamado conduce a examinar el alcance j valor jurídico «1c la 
frase "el territorio dé una de las altas parlo contratantes", ya 
que por halierse producido el liei'lu» a bordo de un buque mer- 
cante íon<iwi(to en el puerto íle Río de Janícro se niega al go- 
bierno requirentc jurisdicción sobre el delito. 

«Jue. désete luei^o. > en consonancia con lo> principios del 
derecho publico y del derecho internacional, "territorio" ik> 
significa sotavente el espacio comprendido dentro de los lími- 
te-* do tm listado, siho también todo* los * lemán Jugares sujetos 
a la soberanía y a la jurisdicción de ese mismo listado. Y asi. 
no seria posible desconocer que en la cláusula del trata<lo en 
cueMion el vocabln territorio abarca y comprende a los efectos 
de la extradición, los delitos cometidos en alia irar en buques de 
guerra o meivante* «le lindera argentina o norteamericana ; !«>$ 
perjurados en buques de guerra ele ambas naciones en puertos 
de la otra y los sucedidos en la casa de un agente diplomático «le 
cualquiera de los dos ]*aise>. 

<Jue. eme concepto de "territorio" es todavía más amplio 
a IOS fine» de la jurisdicción f>ena1 dentro del derecho interna- 
cional sudamericano que el apuntado en el anterior coiisñieran- 
<|o. I**n efecto, partiendo del concepto lll»eral y amplio de que la 
solierauia de un Kstado cuando m- trata de la represión penal 
puede ) debe admitir Irritaciones no tolerables en presencia dé 
titilaciones de derecho público propiamente dicho, el Congreso 
Sudamericano de Derecho Internacional penal reunido en Mon- 
tevideo el año consagró como normas a seguirse acerca de 
la jurisdicción penal; a» "los liedlos de carácter delictuoso per- 
¡.eirados en un listado que serian justiciables por las autorida- 
des de éste, si en el produjeran SUS efectos, pero que sólo da- 
ñan derecho* e intereses garantidos ¡x>r las leyes de otro Estado, 
serán juzgados pOr los Tribunales \ penados según las leyes «le 
este último" (articulo 2." del Tratad-» de Derecho Penal Inter- 
nacional 1; b> "los delitos cometidos a bordo de un buque «le 
gftéfrfl «» mercante ftíl las condiciones prescriptas en el artíetilo 
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*>* M&V juagados y penados con arreglo a lo que estatuye elidía 
diipoitáófl'' (articula i o ídem. ¡dcm). 

Q«C m-'kú" K infiere del contenido de las actas del susodi- 
cho Congreso (páginas 153 y 154K las normas jurídicas adóp- 
imbM en lalcn |WSCept08 "mediante las cuales se reconoce la ju- 
r¡ -dicción dél j«iis exclusivamente damnificado porque es el úni- 
co que puede invocar la defensa jurídica como liase <le la péna- 
lídnd y razón del castigo* 1 , se refieren y comprenden tanto los 
delito* contra el patrimonio del Estado como los crímenes pri- 
vado*. 

Qlie t'Ma Corte Suprema interpretando el tratado de extra- 
dición Celebrado ton el Reino de Italia lia declarado que es un 
principio reconocido de derecho internacional privado que si un 
delito CU perpetrado en un listado afectaban exclusivamente los 
derecho» y los intereses de otro, a éste corresponde la jurisdicción 
repicMva, pirque e* el tínico que puede invocar la defensa ju- 
rídica COMO base de la |iensriidad»y razón del castigo (tomo no, 
página tfn i, 

QÚg no e* |M»sihle desconocer que el delito de hurto cotí- 
Mimado y.tir el empleado de la comisaria de un buque mercante 
eoti hundera norteamericana, aunque practicado en abitas ju- 
rí«díi'cíounlc» de la República del Brasil, sólo daña derechos e 
interese* garantido* |xir las leyes norteamericanas -y en tales 
condicione», la* autoridades judiciales deben diferir al pedido 
de *'* tradición que motiva estas actuaciones, pufes su concesión 
rncitadra dentro de las normas y principios de derecho penal 
internacional adoptado por la República Argentina en sus rela- 
cione* con lo* otros países. 

tjlie en cuanto a la condición de no poder el fugitivo ser 
ju/gado por un delito anterior al que motiva la solicitud de ex- 
tradición, corresponde asi declararlo, conforme al articulo 8/ 
del tratado, tanto más cuanto que el propio gobierno reclaman- 
t.' N' lia anticipado a manifestarlo ;im. V respecto de la decla- 
ración famhii'fi solicitada por el defensor de que no se le aplt- 
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cira ai fugitivo una |Hrtia mayor que la que le hubiera corres- 
|h>ih1í«1m en el país por el mismo delito, corresponde desesti- 
marla, pues -hallándose regida la extradición pe* las cláusulas 
<1« un tratado y no por el articulo t*>j del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, mal pueden imponerse a aquélla con- 
diciones <\\w dicho tratado no contiene. 

Por estos fundamento* se revoca la sentencia arlada ha- 
ciéndose, en consecuencia, lugar a la extradición <lel fugitivo 
W'olthu.sen VVillielm (a) Alhcri Otto Stálil Xotifiqnesc y de- 
vuélvase al señor Juez Federal a los fines determinados en la 
secunda pátie del articulo 659 del Gó<Kgo de Prwediniieiitos en 
lo Criminal 

J; FipuHkoA /Vlgorta. — RóbRr- 

TO RKI'HTTI". — M. I.Al'RKN- 

CENA. 



Don Antonio Carrmisa Lucero contra don Aarón Dyrjthh fobre 
. ¡ohtáón dt corr^pondtiicia y sWsifacdón Ép titfofttf. 

Competencia iterativa. 
■ 

Sumario : Corresponde a la justicia ordinaria de la Capital el 
conocimiento de una causa )Hir el delito tic violación ele co- 
rrespondencia y sustracción de valores, cometidos sustra- 
yendo la tvOrrcspxnidencia > valores de Uri utizoii interno, 
esto es, cuando «HcliOS efectos habían dejado de estar bajo 
la custodia •» servicio del Correo. * Artreülos -\í y 25. inciso 
i." «Id Código de PnHV.liuiienios en lo Criminal'. 

Caso : U) explican tas piezas siguientes: 
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AUTO lili í* INSTANCIA 

Buenoi Aire», Diciembre 17 de 1W5 

Autos y Vistos: y Considerando: 

I. ouv don Antonio Carranza Lucero denuncia habérsele 
violado una cana que le dirigió, de Villa Dolores (San Luis), 
un sobrino, y de la que se le sustrajo un giro valor <le diez pesos 
moneda nacional. 

II. Que practicó las averiguaciones pertinentes en la «isa 
central de Correos y Telégrafos, donde se le informó que dicho 
giro bahía sido cobrado por Varón Dvorkin. establecido con un 
negocio en el primer piso <1e la finca donde el denunciante tiene 
su domicilio. 

III. De las actuaciones practicad* resulta que la esposa de 
Dvorkin había abierto la correspondencia hallada en el buzón 
de la casa, entre la que estaba la que contenia el giro; giro que 
creyó era remitido |>or algún cliente, por cuya causa lo pasó a 
la caja pQPa el cobro, haciéndose efectivo en el correo central. 
<¿ue la violación de la carta y la sustracción del giro no se han 
efectuado por personal de la Dirección General de Correos y 
Telégrafos y tampoco en sitio donde el gobierno ejerce única y 
exclusiva jurisdicción . 

Qu<? la Suprema Corte tiene establecido en un caso aná- 
logo (tonto 17. pág. 166 >. que ese delito es justiciable por los 
Tribunales Nacionales, sólo cuando se sustraen cartas de la ofi- 
cina <le correos p de las valijas de éste. 

Por estas consideraciones se declara inct* reciente al in- 
frascripto para entender en la présenle causa, debiendo ser de- 
vuelta al señor Juez de Instrucción doctor Ignacio C- Irigoyen. 
haciéndole saber que en caso de insistir en su incoin¡»etencia. 
se sirva elevarla a la Suprema Corle para que dirima la con- 
tienda. 

Miguel Jautas, 
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AUTO t>K I.' IXST AM IA 

Bucim Aire*, Diciembre 30 út IW£ 

Atenta la jtirispru(tencia invocada en el auto <tel señor Juca 
l'Víieral de fs. 14. el suscripto se declara competente |»ra el co- 
nocimiento (lé esta causa. Kn consecuencia, prosígase la ins- 
trucción del sumario con intervención fiscal y vítese a Antonio 
Carranza Lucero para que comparezca a ratificar y ampliar su 
declaración de f*. z. — /. C. Irigaycn. — Ame mi: Abelardo 
Ibáñes. 



DICTAMEN' DEL FISCAL DE CÁMARA 

Bueno» Aires. Enero 9 de \W 

K.scma. Cámara; 

De autos resulta (jije la correspondencia violada no Ib lia 
sido en un lugar donde la Nación ejerza única y exclusiva juris- 
dicción, ni t|ue el hecho se haya conietído \**v |)ersona al servi- 
vicío del corrcOi ni en un acto t|ite corres]x»nda a este servicio, 
pues la caria ya hahia sido entregada a destino. 

Kn consecuencia, el hecho que se investiga cae en la com- 
petencia dé la justicia ordinaria. 

Por ello, considero qtifc déte V E, confirmar él auto ape- 
lado, corriente a fs. iS. 

\t. S. Beltráu 
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DICTAMKX ¡>K1. SKXOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Airts, Febrero M 4c 1926 

Suprema Corte : 

A estar a los términos del acta dé fs. 2. don Antonio Ca- 
rranza Lucero acusa a don .Varón Dvorktn \w violación dé 
correspondencia y sustracción de valores, delitos ambos que 
ajKireccn co.netidos en el domicilio común del denunciante y 
denunciado, calle Suipacha 119 al retirarse del Inazón interior 
una carta dirigida a Carranza la que contenia un giro |>ostal jMir 
diez |hísos. 

La Cámara en lo Criminal tic la Capital dé la Xavión esti- 
ma que t\s ajena a su jurisdicción la tramitación de esta causa 
por cuanto el delito cometido «puede constituir una estafa, con 
violación del reglamento para el servicio de giros. 

Por su parte el Juez Federal se lia declarado también in- 
coni|ietente para conocer en el proceso porque el delito acusado 
no cae bajo su jurisdicción. 

La resolución de este magistrado es, en mi opinión, ajus- 
taría a derecho y a la doctrina de esta Corle Suprema. 

Kn efecto; motiva las présenles actuaciones la denuncia y 
el juzgamiento del procesado. )n»r violación de corres|>ondencia 
y sustracción de valores. 

Y la! delito, cometido en el territorio de la Capital Fede- 
ral en éi domicilio del destinatario v fuera de la custodia v ser- 
vicio del correo es de carácter común, ajeno a la jurisdicción 
federal la que no es prorrogarle sobre cosas o ]>ersonas ajenas 
ella (an. ¿3. inc. 4.. v nrt. 25 ¡nc. 1." del Código de Proce- 
dimientos en lo CrKuínal; S. C. X. 70, 15-»: 140. 11». 

Soy. por ulló, de opinión que corresponde declarar compe- 
tente al Juez de Instrucción en lo Criminal para conocer en la 
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presente causa. — Liuenos Aires. Febrero 10 de 192b. — Ho- 
racio R. barreta* 

IWLI.0 01: LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Mario Sdt lOtb 

Autos y vicios: 

Los de contienda de cómpeteñda negativa entre un Juez 
Federal v otro de Instrucción en lo Criminal, ambos de la Ca- 
pital, jKira conocer en la causa seguida par A. Carranza Lucen» 
contra Aaron Dyorkih sobre vto'aciAri y sustracción ele valores. 

Y considerando: 

Qiie lie los antecedentes que consignan las actuaciones pro- 
movidas a mérito de la denuncia de fojas 1, acrece que los 
delitos de violación de vorrespundencia y sustracción de valores 
ele que m acusa al denunciado, se habrían cometido en el <1q- 
mkiii» del destinatario, sus; rayéndose la correspondencia y va- 
lores que esta contuviera, de un buzón interno, esto es, cuando 
dicho- efeeioá habían dejado de estar bajo la custodia o ser- 
vicio del Corre.) y sin íjué pueda afirmarse. |H>r consiguiente, 
ijiié tales actos delictuosos "violenten o cstorlien" la correspon- 
' lene i a a cargo de la institución pública referida. 

< >ue eii tales coiulicioiies. tratándose de la imputación de 
:;u delito común que se dice cometido en el territorio de la Ca- 
ntal, sti ju/gaiHÍcnlo corresponde a los Tribunales de la misma, 
de coiuorniidací en el artículo 23. incisu 1." del Código de Pro- 
cedimi' m>* en lo Criminal. desde »|ue. por aira parte, el caso 
no esiá coinprcndtdt) en la disi>óS¡#n del inciso 4,". articulo 
¿3 de dfoho Código, 

lúi sti mérito \ .le acuerdo con el dictamen del señor Í*W- 
curádor general y ta jurisprudencia que cu dicho dictamen se 
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invoca. ilccl.ira.st' uuc el conocimiento de esta causa cotiiespandc 
al Juez Correccional en lo Criminal dé la Capital, a quien se 
remitirán los autos, avisándose al Juez Federal en Ui forma dé 
estilo. 

J. Fn;i-KKo.\ Ai.corta. — ko»KK- 

in RKPBim — M. LauKKN- 

ckxa; 



■ 

Ministerio fiiieal contra ¿V. .V. por atentado al tráfico ferro- 
viario: sobre competencia. 

Sumario: Él hedió de cortar los alambrados que circundan una 
via férrea, sean cuales fueren los móviles del mismo y la 
escasa o ninguna trascendencia que liajo tenMb en el caso, 
itiV|>6rta realizar un acto atentatorio de la seguridad y el 
tráfico, puesto que en su resguardo se ha establecido por 
la lev el cierre de los caminos ferroviarios en los sitios o 
extensión que correspondan: en consecuencia, su conoci- 
miento corresponde a la justicia federal. (Artículos 3." y 
81. ley 2873. Fallos. Tomo 141. página 338). 

Cuso: explican las piezas siguientes: 



AUTO Ul-I. SKÑOR JUKZ l-'KDERAU 

Mercedes. Noviembre üe IM5 

Aillos y Vistos ; 

K! lucilo dé obligpse :i las empresas a cerrar eon alambra- 
dos las viasjior donde pasan l<» trenes, tiene por mira asegurar 
el tráfico ferroviamo tari. 5.". incisos 1." y 7." de la, ley mime- 
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ro ¿873) ; en consecuencia, la dc&ruttiuñ de eüQS alambrados, 
significa o importa un atentarlo corara él trafico ferroviario, 
delito previsto y penado por el art. Hi de la citada ley N." 2873, 
alto CHándo dé autos rió resulte en claridad ijtie esa haya sido 
la intención del agente. 

I?br dio; declárase competente él Juzgado y ele acuerdo 
con lo dispuesto l M,r el art. 441 del Código de Procedinrientos 
eti lo Criminal, pase cii Vista nuevamente al .Ministerio Fiscal. 



SKM l .\ OK LA CÁMARA PKÜKRAL l»K APELACIÓN 

La Plata Diclcabre 3Ú di IflSS 

Y vistos: 

Kl simple hecho, de cortar un alambrado (jue limita la zona 
de una vía férrea, no constituye un acto susceptible de entor- 
pecer el tráfico do la línea: es demasiado indirecta la relación 
entre tal hecho y I;i marcha de los trenes para que pueda indu- 
cirse la |M»>il»i!idad cié un estorbo al tráfico. 

La ley de ferrocarriles señala, en tal carácter. la destruc- 
ción intencional de una l>arra J «:arr¡I. el corte intencional de los 
alambres «leí telégrafo destinado al servicio del ferrocarril, la 
rnnocion i- destrucción de los ]m»su> que lo sostienen, y cual- 
quier "tr<» acto empleada para detener <• entorpecer la marcha 
de un tren o para hacerlo descarrilar, o para entorpecer la co- 
municación telegráfica al servicio de los trenes (árts. Si y 85) ; 
pero el hecho denunciado a fs. 1. ni es uno de los cxpresaniente 
enumerado:» por la ley recorda<la, ni lleva en si la ¡j nsecuencia 
de 111 pi»>il»le entorpecimiento de los trenes o de las comunica- 
ciones telegráficas í|ue regulan su rnoyfviMento. \\\\ efecto, alii 
se denuncia qué personas desconocidas lian -orlado varios hilos 
del Vambradn do' ferrocarril eti la* inmediaciones de la esta- 
ción • «uanaco i P. C. < >. >. volviéndolos a unir probablemente 
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ios mismos autores del daño; »v esta circunstancia aleja aún más 
Unía jKisibiliclacI reinóla dé lin perjuicio al tráfico de la linea. 

Se trata, asi, de un hecho que en caso ele ser delito, no está 
directa ni implícitamente previsto por la ley de ferrocarriles: y 
en consecuencia no de fuero federal. 

Por todo ello se revoca la sentencia apelada de f>. No 
tifiquese y devuélvanse. — K. Guido LavaÜc, eii disidencia; — 
Antonio L. Marcenara* — / *. BchcL 



disidK.vcka : 

La coni|>cteucia dé la justicia federal en el presente caso, 
no resulta de que él esté previsto o no en La ley de ferrocarriles. 

Dimana ella de la naturaleza propia del asumo, relacionado 
directamente con la seguridad del traficó* am] «irado en todas 
sus fases |Kir la autoridad nacional. 

Kl hecho ile cortar un alambrado que flanquea la vía fé- 
rrea atenta contra la seguridad de los trenes en marcha, ya que 
puede ser causa directa eje un accidente. 

l*or esto y sus concordantes estoy por la confirmación del 
auto apelado de fojas 12. — R. (¡nido hnvllc. 



r.M.l.o DK LA COKTi: Sl'rRKM A 

• Buenos Aires, Marzo 5 de l¡*»¡ 

Y vistos: 

Kl recurso extraordinario interpuesto |>or el Ministerio 
Fiscal contra sentencia de la Candara Kederal de Apelación dé 
1.a Plata en el proceso que se instruye sobre atentado al trafico 
ferroviario en las inmediaciones de la estación Carlos Casares 
del Ferrocarril Oeste. 
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Y considerando: 

fW el liccln» «le enriar los alamina^» que circundan una 
vía férrea, sean cuales fueren los móviles del mismo y la escasa 
., ninguna trascendencia que haya tenido en el caso, importa 
realizar un acto atentatorio de la seguridad y el tráfico, puesto 
que en su resguardo se ha establecido por la ley el cierre de 
l..s caminos ferroviarios en los sitios y extensión que cortesa 
¡«unían. 

Que la competencia o jurisdicción de la autoridad judicial 
que lía de practicar las diligencias encaminadas a determinar Si 
hay o no delito y quienes lo hayan cometido en el sub ¡rnikc, 
no se determina ipor la mayor o menor importancia del hecho 
. su relación más <» menos directa con fas seguridades y garan- 
tías acordadas a los intereses ptlMicos de que se trata, sino por 
la esencia m isma del acto, caracterizado como una trasgresión 
a lo que está legalmente establecido al respecto (ley 2873. ar- 
ticulo S11. regido en consecuencia, de inmediato, por una ley 
especial del Congreso y por consiguiente, de la competencia 
mt'tone tnaterite ele la justicia nacional. 

( )ue como queda dicho y lo tiene esta Corle establecido en 
caso* análogos, la circunstancia de que no haya ocurrido un 
accidente posible contra la seguridad y el tráfico no modifica 
fundamentalmente la naturaleza del acto: tratándose de un fe- 
rrocarril nacional como este este (artículo 3>". ,c y ¿873 1. el 
Gobierno federal está interesado y obligado a mantener el re- 
cular fuu.ionamieiito del mismo y los hechos qué tiendan a 
impedirlo estorbarlo, están evidentemente comprendidos en 
| ;i disposición precitada de la ley general de ferrocarriles 1 Fa- 
llo,, tomo 141. página 338 y jurisprudencia allí citada). 

Por estos funda rentos, los concordantes del auto de fs. 12, 
vista fiscal «le fs. 14. voto en disidencia de fs. 16 vta. y oido el 
Señor Procurador General. *«• revoca la sentencia apelada de 
ís. 15 vta.. V SC declara que el préseme caso es de la compe- 
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tencia de la justicia federal. Xotififiucse y devuélvale al tribu- 
nal de procedencia. 

J, FitíuíftOA Ai.cort.v — Koiiek- 
To Repetto, — M. Laurrv- 

CKXA. 



Dtm Manuel de Aragón contra el Ham o lil Hoyar Argentino, 
por cumplimiento de contrato y dañas y perjuicios; sobre 
compctencUu 

Sumario: No corresponde a la justicia federal no obstante ha- 
llarse acreditada la tlistiiita nacionalidad, el conocimiento 
de un jnuio ordinario de re|>et¡ción de U> (>agado en juicio 
ejecutivo seguido ante los Tribunales ordinarios. ( Prorro- 
góse la jurisdicción con arregle» a lo dispuesto por el ar- 
ticulo 12. inciso 4." de la ley 48). 

Caso: \j\ explican las piezas siguientes: 



AUTO l>Ríi Jl'KZ k'KHKKAI. 

Bueno» Aires. Julio -¿ñ del 924 

Y vistos v considerando : 

1. " Que el Banco Kl Hogar Argentino demandado por José 
Manuel de Aragón, opone a fs. 62 la incompetencia de juris- 
dicción, fundándose en lo dispuesto en el art. >"8 de la ley 50 
y 500 Cód. de Proel dé la Capital. 

2. " {¿ixv el actor se refiere, insistentemente, en su demanda 
a la cirvunstancia ele haber promediado un juicio ejecutivo ini- 
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ciado j terminado ¡miv el llano, en su contra fs. 19 vta.. 31 
vía., 25 vta.. 28 y vta . -><>. 30 vta., 31 vta. entre otras. 

Se ocupa, insistentemente, cíe dicho juicio y de él arranca 
¡♦ara instaurar el presente, formula una serie de criticas al pro- 
ceder dé los tribunales que efi el intervinieron y hasta pide se 
decrete la nublad de una sentencia dictada |K»r la Cántara Se- 
gunda de Aj>elaciones en lo Civil <le esta capital, en el recordado 
jukíío ejecutivo. 

% \" Que expuesto lo que antecede, absolutamente ninguna 
duda pitede caber, acerca de hallarse en presencia de un juicio 
ordinario emergente de uri ejecutivo seguido entre las mismas 
parto. 

De consiguiente, tiene cumplida aplicación la jurispruden- 
cia reiterada de la Suprema Corte de la que sé desprende que 
el juicio ordinario emergente del ejecutivo debe tramitarse ante 
la jurisdicción en que se radie/» este último. Tomo 25, i>ág. 437: 
tomo «jo. |wg. ¿58; tomo <>K. págs. 321 y 399; tomo 123. pág. 
14.». cve. Véanse fallos del suscripto, Cámara Federal y Su- 
prema Corte publicados -en la "Caceta del Foro" números 295, 
.í/i y 386. 445 >' 24&>, 445 > 496, 174" > 1960, ¿jo y 447- 
entre ««tros. 

La circunstancia de reclamarse en este juicio, no sólo lo 
deseihbolsado de grado o j>or fuerza en el juicio ejecutivo, sino 
también una indemnización de daños y perjuicios, no le quita 
a este juicio el carácter de ordinario o rergente del ejecutivo. 

Su vinculación es tan notoria, que excusa mayores co- 
mentarios. 

Rigen en el caso (os amplísimo* términos dfel art. J"S <le 
ta lej 50 \ (concórdame con el articulo 5K de la misma y coil 
los artículos 74 y 500 del Cotí. de Prüc& de la Capital. 

•4- Qtie aparte de |p que se deja manifestado, observa el 
suscripto, que de substanciarse esta causa en este juzgado, po- 
dría llegar a rever y ímnlificar decisiones adoptadas por Otros 
tribunales en ejercicio de <tt- funciones. 
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Hilo es absolutamente imposible Véase resoluciones recai- 
gas en el juicio Alvarez v/. Banco Nacional, del juzgado del 
suscripto, publicadas en el tomo 136, página 40O y siguientes, 
de la colección de Fallos de la Suprema Corte. 

Por las consideraciones (jue preceden y atenta la opinión 
del señor Procurador Fiscal, resuelvo: declarar que no obstante 
aparecer acreditada la distinta nacionalidad de las partes — fs. 
51 vta. — no corresjvjnde conocer y decidir en la presente 
causa. — emergente de un juicio ejecutivo. — al juzgado a cargo 
del suscripto. Kn consecuencia, hago lugar a la excepción de 
incompetencia de jurisdicción opuesta a fs. 62 por el Banco 
El Hogar Argentino demandado, c impongo las costas al actor 
José Manuel de Aragón. Notifi<|iicsc. rq>óngase el sellado v ar- 
chívese. — Saúl M. (¡scQbqr* 

SKXTKWi.v DJS |.,\ CÁMARA l-KMKKAI. DE APELACIÓN 
. Bueno» Aires. Junio 5 de IW.'. 

Y vistos: 

Por sus funda rentos, se confirma, con costas. la resolu- 
ción de fojas 8->, que declara la im-nmiwtcncia de la Justicia 
Federal para conocer en este juicio seguido por don José Ma- 
nuel de Aragón contra el Banco F-l Hogar Argentino. Devuél- 
vase y repónganse las fojas en primera instancia. — losé Marcó. 
— Marcelino Escalada, — 7". Aria?. H. .-/. Xazar Ancho- 
ve mu — J. P. ¿fifia. 

DIC7AMKN DKL SKÑOR I'ROCL'KAOOR CIvNKRAL 

Bueno» Aire*. Noviembre « de ittfó 

Suprema Corte: 

De la propia exposición qiic hace el recurrente don Manuel 
de Aragón en la presente causa (pie inició ante el Juzgado Fe- 
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deral de la Capital de la Nación contra el Banco Kl Hogar Ar- 
gentino sobre cumplimiento de contrata y dáfios y iwrjuicios. se 
deduce (|üc fué démañdadü anteriormente por el citado Uanco 
ame el Juzgado de i.' Instancia en lo Civil en juicio ejecutivo 
motivado por el cobro de- una deuda garantid? con hipoteca, que 
Aragón tenia a favor del Banco. 

I Vicha obligación, a estar a los términos del mismo actor, 
ora la 'consignada en la escritura hii>otecaria qtté sirvió, tanto 
•le base a aquella ejecución, como de fundamento a esta causa 
donde se reclama su cumplimiento. 

Se trata, pues, de una demanda que tiene ,]Mir fin destruir 
los efectos de la sentencia dictada en el juicio anterior. Es, el 
presetltCj evidentemente, e! juicio ordinario o plenario que el 
Vencido en el sumarie» o ejecutivo puede iniciar en la forma y 
bajo ta denominación que mejor entienda convenirle ]>ura ha- 
cer valer sus derechos. 

Además, es uno solo el contrato, como he dicho, cuyo cum- 
plimiento se demanda en las dos causas y del cual las dos partes 
hacen derivar todos sus derechos. 

lis evidentemente, pues, (júe ambos han prorrogado la ju- 
risdicción local en el juicio ejecutivo, el íietor al demandar y 
el demandado al intervenir y peticionar en dk'ha causa según 
el mismo recurrente Aragón lo afirma. 

Es asi doctrina uniforme de V. K. que debe seguirse ante 
el Qttistno juez (pie entendió en el juicio ejecutivo, el ordinario 
qre se entable como consecuencia de aquel i S. C. X- IJ5« I"+-m 
Soy por ello de opinión que la presente causa rio es de 
competencia de la justicia federal 

Horacio li. LarrcUí. 
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Buenos Aire», Marto a de I9W 

Y vistos iv considerando: ^ 

Que de la relación de antecedentes formulada por el propio 
actor se infiere que (con fecha 2 de Mayo «le U)\(k el llano Kl 
Hogar Argentino lo demandó ejecutivamente ante la justicia 
ni (linaria de esta Capital, en cuyo juicio "cuando se 1c estaba 
|x>r vender el campo se presentó por vía de recurso solicitando 
la nulidad de lo actuado". 

Que ello constituye una prórroga de jurisdicción con arre- 
glo a Ií» dispuesto por el articulo 12, inciso 4." de la ley número 
48 que alcanza en sus ciclos al juicio de repetición «le !o pa- 
gado, como consecuencia de un juicio ejecutivo, aun cuando en 
aquél se comprendan los j>erjuicios derivados de la improceden- 
cia del último. Y asi lo ha declarado reiteradamente esta Corte 
entre otros en el fallo publicado en el tomo 135. página 164. 

Pór ello, y «le conformidad con lo dictaminado y pedido 
por el señor Procurador General se confirma la sentencia ape- 
lada en la parte que ha ]mk1í<Io ser m&teria del recurso. Xoti- 
fiquese. devuélvase, reponiéndose el papel en el juzgado de 
origen* 

J. KlOlKKOA AlCORTA. — RolíKK- 
TO REPKTTO. — M. LU'KiíX- 
CKNA. 
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Ursina Suya* States and Refing Co. Ltda., contra el Verro- 
carril Central Córdoba, por repetición: sobre pcrcnción de 
la instancia. Recurso extraordinario. 

Sumario : No tiene carácter de definitiva a los efectos del re- 
curso extraordinario del articulo 14. ley 4* una resolución 
de una Cántara de .-Vpeiación. por la cual no se hace lugar 
.-» un pedido de perencióh de instancia introducido por el 
recurrente durante el transcurso «leí procedimiento en pri- 
mera instancia. 

Caso: explica el siguiente: 



PALLO DK LA CORTE SUPREMA 

■unió» Aire*, M«M I de IW» 

Vistos y considerando: 

Que es condición indisiK.-nsal»le para la procedencia del re- 
ñir*."" extraordinario autorizado \*>r el articulo 6 «le la ley 
4055 en los casos previstos i>or el articulo 14 fie la ley de ju- 
risdicción y competencia, que sea deducido contra una sentencia 
definitiva, es decir. <|itc ponga fin al pleito o haga ¡musióle su 
Ci mtinuaCión. 

Om- el recurso extraordinario, en el presente litigio se 
interpone contra resolución de la Cámara de Apelaciones en lo 
Comercia! de la Capital, por la cual no se hace lugar a un pe- 
dido de |RTcnci«>n introducid.» por el recurrente durante el trans- 
curso del procedimiento en primera instancia. 

Que el auto o sentencia de la referencia, ni aún en la hi- 
pótesi* en que el apelante se coloca, es definitivo ni pone fin 
:,1 pleito, por cuanto de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 
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4" de la ley 4055 la jicrcncMVn en primera instancia anula todos 
los procedimientos pero no extingue la acción que podrá ejer- 
citarse en el juicio correspondiente entablando nueva demanda, 
a diferencia de lo que ocurre cuando la perención se lia opuesto 
"en las «lemas instancias « en revisión". » 

l£n su mérito y de acuerdo con lo resuelto por esna Corte 
reiteradamente (Fallos, turo página 75 y tomo 70, página 
416). se declara mal concedido el recurso extraordinario. Noti- 
tiquese y repuesto el papel devuélvase. 

J. FlGUEROA ALCORTA. — KoRER- 

to Kkfktto. _ M. Laurbx- 

CENA. 



Ihm fíciijünjiu I.cdcsnnt. juicio de deslinde. Recurso extraordi- 
nario. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del artrculo 14. 
ley 48. contra una resolución que deniega al llanco Hipn- 
lecaiip X.icional ¡ntervenoión en tm juicio <tc,«¡cslindc. jxir 
razones «le hecho y de derecho común, y «pie vio se vinculan 
cbh la interpretación que corres]>on<le dar al inciso 3." del 
articulo 71 de la carta orgánica del mismo. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

I WU.o m Í*A CttKTK Sl'l'RKMA 

Bueno* Air». Marzo « del*» 

Vistos y considerando; 

(Jue la sentencia materia «¡el recurso, para declarar impro- 
cedente l.-i intervención del Banco NTipOtecario Nacional en el 
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prescrftc juicio (le delude se ha fundado en que I^cíidcsdórf 
hermano?., deudores Ij^Mirtccarios de la nombrada institución, en 
su calidad uc proj^etwios de la Estancia "La Reducción", te- 
nían deréclms «conip tales en 7 <íc Abril (le 1923 yátü manifestar 
conformidad con la operación de deslinde de los "Cuatro Sau- 
ces*', por cuanto el Banco roción obtuvo sil calidad de propie- 
tario el 14 ríe Mayo siguieiAc, aj^érsonándose al juicio desptíés 
de la conformidad prestada por su deudor. 

Que como se ¡ritiere de lo expuesto, las razones por las 
cuates se niega intervención en c| juicio al Rauco Hil>6tecan0 
Nacional rió se vinculan con la interpretación que corresponde 
dar al inciso 3." del articulo 71 de su ley orgánica» puesto que 
no se dífljputá "i niega la facultad del Banco para representar 
a su dCudor] ló que se le desconoce es el derecho de objetar 
3a operación de deslinde una vez que el deudor, propietario to- 
<lavia del inmelilr. ha expresado su conformidad con ella. 

One en efcláS COridfetórtCS las razones de hecho y derecho 
común Invocadas por el tribunal loval suficientes por si solas 
pjiVn sustentar el fallo, son ajenas al recurso extraordinario, de 
acuerdó con lo dispuesto por el articulo 15 de la ley 4S y la 
reiterada jurisprudencia del tribunal. 

Kn su oK'rito. si- declara improcedente el recurso extraordi- 
nario. Xütifiqilcsc \ repuesto él papel, devuélvase. 

j. Pir.uiSKOA At.i">«T\. — RotiKÍt- 
10 RKi4:rro. — XI. Lu-kkn- 
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Banco Prozincial de Son Juan contra don Aniceto Tinto y don 
Liéis Morchio. fíor malversación y defraudación de caudales 
públicos; incidente sobre falta de personería. 

Sumario: No tiene carácter «le definitiva a los fines ílcl recurso 
extraordinario de! articulo 14, ley 48. una resolución por 
la (jije, aplicando c interpretando el artículo 71 del Código 
Penal y 16 «leí Código de Procedimientos en lo Criminal 
de San Juan, se declara que el Banco Provincial de esa 
provincia tiene personería para asumir el papel de <|ue- 
rcllantc en el proveso de qué se trata, por los supuestos 
deliios ue defraudación y malversación de caudales públicos. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 



DICTÁMKN DI& SKNor rKoiTKADOK CKXtiRAI, 

Buenos Aires. Febrero fi de IflCG 

Suprema Corte: 

É11 el proceso (jiie por defraudación V nuilveismión de cau- 
dales públicos sigue a don Aniceto Tinto y Luis Morcluo el 
¡Vinco Provincial de San Juan, se lia promovido por parte del 
defensor de los acusados un .¡ncideiftc sobré la falta de |>crso- 
nería del I Sanco para intervenir en la causa como querellante. 

Desestimado el pe<lido en l." »y 2." instancia, el defensor 
aludido ha interpuesto recurso extraordinario dé apelación para 
ante V. 13., el 0,11c le ha sido concedido por la Suprema Corte 
de Justicia de San Juan. 

En la causa se ha discutido la naturaleza jurídica de la 
institución quered lante frente a disposiciones del CVuli-^o Civil y 
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se ha interpretado y aplicado el artículo 71 del Código Penal 
referente al ejercicio de las acciones qijt el mismo acuerda. 

Coro se ve. todo ello és materia del derecho común. V 
no pueden ser revisada* por esta Corte Suprema las resolucio- 
nes con talca fundamentos que dicten Superiores Trihuna- 
lés dé Provincias, según expresamente lo prescriben los artículos 
14 y 15 <Ie la ley 48. 

Todo (o (iicl)O sin perjuicio de la improcedencia del re- 
curso deducido, manifiesta en mi opinión. |>or no ser la recu- 
rrida una sentencia definitiva sino un simple auto interlocuto- 
rio, dictado en un incidente del juicio principal y que tiene 
por objetó, no excluir de la defensa a una parte, lo que podría 
justificar la apelación, sitio darle intervención en la causa, lo 
que no ¡importa denegación alguna de garantías de orden cons- 
titucional. 

Además el recurso deducido a í*. 52 lo ha sido sin llenarse 
los requisitos exigidos \ÍQr el articulo de la ley 48 citada. 

Opino, por lauto, qué corre>|>onde declarar mal concedida 
la apelación. 

Horacio A'. Ltírrettr. 



1 m.i.o 01: 1. » coKtR sri-ki: m \ 

Buenos Aires, Mirto * de 

\ istos v considerando : 
■ 

Que en el presente litigio aplicando é interpretando el ar- 
tículo 71 del Código Penal y el artículo 16 del Código de Pro- 
cedimientos Cri iguales de San Juan, se ha declarado c|iie el 
Raneo Provincial ile San Juan tiene personería ¡«ra asumir el 
papel de querellante en el proceso ¡nwado a Aniceto Timo y 
Luis Morchio por jos supuestos delitos de defraudación y mal- 
versadón de caudales públicos. 
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Que aún cuando esta resolución sea definitiva en el inci- 
denie. no lo es dentro dél pleito como lo rc(|iiierc el articulo 14 
de la ley número 4S y la ley número 4055 para la procedencia 
fiel recurso extraordinario. Kn efecio. sea «|iic se admita o se 
deniegue por atito judicial la intervención como querellante de 
Ta persona ofendida ]>or el delito, él litigio seguiría su curso 
hasta obtener la sentencia que definitivamente lo termine y no 
puede, ipiles, decirse de aquélla resolución que pone fin al pleito 
o impide su continuación. 

Kn su mérito y de conformidad con lo declarado y pedido 
l>or el señor Procurador General se declara improcedente el re- 
curso. Xotifi(|tiese y devuélvase. 

Jé PlGVEROA Ar.CORTA, — KoiM-K- 
TO KKIM-TTO. — M. L-U'RKN- 
CKNA. 



Compañía dñylo Aryciitíiia ifo Traaways contra fiW Qb'r*Ñ Sa- 
nitarias de ta Nación, sobre cobro Je pesos. 

Sumario: La ley de organización de las Obras Sanitarias de la 
Nación, número 8889; lia mantenido para las mismas el 
carácter de institución local <|uc tuvieron al instituirse co- 
mo obras de salubridad de la Capital: en consecuencia. 110 
corresponde a la justicia federal sino a la ordinaria el cono- 
cimiento de una demanda contra las mismas, por daíms y 
perjuicios, en tanto las actuaciones del litigio promovida 
110 afecten ni envuelvan ninguna cuestión esiKvialmente re- 
gida por la GmMitución. tratados o leyes nacionales u otras 
de carácter igualmente federal. 

Caso : Lo explican litó piezas siguientes; 
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sentencia di;i. séSór juez federal 

Bueno» Aires. Abfil 2S de 1924 

V Vistos : 

Kste juicio seguido por la Cía. Anglo Ai^ntina de Tram- 
ways o»ntra la dirección de Obras -lo Salubridad de la Nación, 
sobre cobro de pesos, del que resulta: 

Primero: Que en u cíe setiembre de uy22 se presento 
don Francisco X. Viñas, con poder de la actora. fundando la 
acción en los siguiente!» hechos y consideraciones: a» La repar- 
tición demandada, con el fin de ejecutar algunas obras, abrió 
e! pavimentó y el subsuelo y zanjeó en tres sitios distintos <lc la 
ciudad, afectando la integridad de la inhalación de la compañía 
actora, la C|úe puso inconveniente; jifero una vez terminadas 
aquellas obras, la actora ha debido ejecutar a su costa las repa- 
raciones tendientes a restablecer el uso normal de las vías en 
los sitios mencionados, teniendo a ese objeto que dcscm1>olsar la 
Mima de setecientos veinticinco pesos con ochenta y Cinco cen- 
tavos m n. iS 725.85) sin que exista razón alguna legal que 
obligue a la actora a soportar ese tfasto. lín ocasiones anterio- 
res la demandada ha abonado esos gastos y su ojmsición actual 
a hacerlo se funda en un decreto de 17 de mayo de iQQp; b) 
Funda su derecho en los arts. 1 iou. 1 1 13. 1 ^22, 1 107. inciso 7." 
del Código Civil y termina pidiendo se condene a la demandada 
al payo de la Mima antes mencionada, con intereses desde el día 
de la demanda y las costas. 

Segundó: Que acreditado el fuero, se dio traslado de !a de- 
manda. >iendo ella Contestada a fs. 12 por don Federico Piulo 
Callo, con poderes al efecto, quien, para pedir su rechü/o con 
cosms manifiesta: Que en beneficio de la colectividad la airec- 
eión de Obra> Sanitarias de la Nación tiene el uso excitisi o y 
al^oltltQ del Mielo, todo ello dé acuerdo con el principió le ,>rí>- 
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piedad eminente, al cual están subordinadas la¡* empresas, que 
como la acto ra , tienen instalaciones en la calle pública para pres- 
tar el servicio particular y oneroso que les corresponde. Los de- 
rechos de collerón no pueden ir más allá del derecho de uso 
absoluto ele) dplñinio público que corresponde al vecinclarij por 
razones de interés público. Invoca Como fundamento de sus de- 
rechos los arts. 2541, -2^45 del Código Civil y los decretos de 
abril 17 de 1874. septiembre 4 de noviembre 12 de 

y enero 17 de mjoo. 

Tercero: Que abierta la causa a prueba, se produjo "-i cer- 
tificada a fs. 5^» vta., y habiendo las partes alegado sobre su 
mérito, aquella quedó jKira sentencia. 

Y Considerando;: 

1" Que no se ha discutido en autos el hecho generador de 
la demanda, esto es. la destrucción j>0r la direc.-Vm "e Obras 
Sanitarias — y con fines relacionados con el servicio que presta 
— de varias secciones de .pavimento y subsuelo afectando la in- 
tegridad de las instalaciones de la compañía adora, que debió 
efectuar \k>v su cuenta las reparaciones necesarias. Sólo delje 
resolver el Juzgado si la autora tiene derecho a que le sean re- 
embolsadas las sumas gastadas, o, !<» (pie es lo mismo, si la re- 
partición de:randada delic considerarse eximida de la obligación 
de indemnizar los daños que pueda causar en el cjercEio de sn 
función pública . 

Que el derecho de la adora surge de disecciones cla- 
ras y terminantes de la ley civil, en la qué se encuentran los 
preceptos dirigidos a salvaguardar la integridad dé los derechos 
patrimoniales. Y suponiendo como se sostiene en el escrito de 
contentación, qite se trata en el sub judice de una restricción 
impuesta al dominio sólo cji el interés público en cuyo caso ri- 
gen las normas del derecho administrativo (art. 2045 C. C.i. 
siempre cabe averiguar si esas normas no contrarían algún prih- 
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eipio fundamental de orden constitucional. Si. pues, la propiedad 
es inviolable lart. 17 Constitución Nacional» y se necesita una 
sentencia fundada en lev para privar de ella a un particular, 
debiendo en caso dé expropiación indemnizarse los perjuicios, 
¿cómo pueden invocarse himples decretos «leí ixirier administra- 
dor para fundar en ellos un derecho — que ni siquiera una ley 
puede expropiar sin previa indemnización — dirigido a causar 
perjuicios en el dominio privado? Kt do.ninio eminente a cpie 
alude la demandada no tiene el alcance <|iie ella pretende. Nadie 
discute el interés público que caracteriza a los servicios que 
las Obras Sanitaria-* prestan, ni es el caso de saber si el uso 
i|ue hace del subsuelo os cxclúsivó y absoluto. Aún cuando ello 
así fuera, no |*>dria seguirse de ahi que si en el ejercicio de 
>us actividades ocasiona un perjuicio a tercero, está exenta de 
indemnizarlo. Supóngase que lo* caños que se trataban de re- 
parar se hubiesen roto por deficiencias imputables a la dirección 
iJe Obras Sanitarias, por impericia o negligencia de sus téc- 
nicos; y cabe preguntar, ¿sería justo que la comjKiñia «le tran- 
way> so|iorte los gastos originados por la reparación del pavi- 
mento roto |»ara coni|>oncr aquéllos? No, en verdad. Si aquella 
repartición necesita icparar sus instalaciones, debe entrar en el 
calculo de las sumas a gastarse las que provengan de la nece- 
sidad de indemnizar a particulares los perjuicios c|ite se les 
causen. 

Por ello, definitivamente jugando, y habiendo acreditado 
la actora la efectividad di* las suntas gastadas, fallo: mandando 
• jue la dirección de las < >bras Sanitarias de la Nación, pague 
a la cmnpafiia actora dentró de diez días de ejecutoriada la 
presente la -unía de setecientos veinticinco pesos con i»cbcnta 
y cinco centavos, con intereses y costas. Notifiqucse. repóngase 
el papel y arebivese en su oportunidad, — (*. ftátHilía. 
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DICTA MKX DEjL PROCURADOR PISCAR DK CAMARA 

Buenos Aires. Septiembre de lfc.'4 

Kxcnia. Cámara : 

La presente de.iranda se encuentra comprendida en la ex- 
cepcíón que consagra el art. 111. inciso t." de la ley W 1893 
sobre organización de los Tribunales de (a Capital, concordante 
con lo dispuesto en el art. (>;, inciso 27 de la Constitución Na- 
cional, desde que se trata del cobro de sumas de dinero adéu- 
dadas |>or la demandada, la que tiene el carácter de institución 
local y dependiente del Gobierno y Administración de la Capital, 
como lo tiene resucite» la Suprema Corte de Justicia Nacional, 
entre otros, en los fallos: tomo 1 17. pág. 162; tomo 130. pág, 123 
y V. E. en Septiembre 5 de en el juicio "Valetta Santiago 

contra Obras Sanitarias de la Nación'*. 

Et| consecuencia, soy de opinión que V. K. debe declarar 
que corresponde conocer en esta demanda a la justicia ordina- 
ria de la Capital. — Eduardo Sarmiento. 



SKNTKXCIA OK I.\ CÁMARA l-'KPKRAI. 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1924 

Vistos: 

listos autos seguidos por la Com|Ktji¡a Anglo Argentina dé 
Tranvías contra las Obras de Salubridad de la Xación, sobre 
cobro de pesos; y 

Considerando: 

QUe no se lia justificado que el fjügffí federal surta por 
razón de las personas. 



FALLOS t»K US CORTE SUPREMA 



(Jiic tampoco surte jkir razón de la materia. JHÍCS se trata 
cíel cobro cíe una simia tic dinero emergente de perjuicios qué 
se dicen causados por trabajos hechos |*»r las Obras Sanitarias 
en las vías de la Compañía Anglo Argentina de Tranvías. 

Que la ley X." SS89; que rearj^inizó la dirección de las 
Obras «le Salubridad de la Capital, denominándola obras Sa- 
nitarias de la Nación, nu le ha cjttftadú el carávter de institución 
(Ocal, puCstO que su función primordial y única puede decirse 
se refiere a la adnrinist ración de la Capital y si bien en cir- 
cunstancias determinadas, interviene en trabajos del género que 
>e ejecutan en las provincias que los requieren, lo hace de acuer- 
do con lo dispuesto , por el art. V', inciso fi de ta ley citada y 
mediante convenios de los gobiernos .le provincia con el direc- 
torio, 'ad referendum"' del II. Congreso (Corte Suprema, falles: 
ionio u<>. ingina 323 y jurisprudencia de esta Cámara en el 
caso dé Paletta v. Óbnas Sanitarias de la Nación. .Septiembre 
5 de 

Que la ¡ncoinpetencta fíe la justicia federal debe declararse 
en cualquier estado en que ella acrezca, poí no ser prorrogabte 
a voluntad de las partes, anulándose todo lo actuado en las 
causas donde lio Sé acredite el fuero. 

Por estas consideraciones y de conformidad con lo dicta- 
minado l*' r el $eiU>r procurador Fiscal de Cámara, declárase 
la incompetencia de la justicia federal y. en consecuencia, nulo 
todo lo actuad»». — T. Arias, — Marcelino Escalada: — H. A. 
Niicar Anchomúi, — /. Luna. — Joffi Marcó. 



DICTAMI'.N DKti S1-NOK rKoriK\l>OR C.KX 1; RAI. 

Buenos Aires, Febrero ** de 1W 

Suprema Corte : 

Kncuentro ajustada a déreclio la sentencia de fs. T03 dic- 
tada por la Cámara Federal dé Apelación <le la Capital de la 
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Nación denegando el fuero federal en la <|>n?sonte demanda 
seguida por la Comanda ele Tramvays Anglo Argentíná contra 
las Obras de Salubridad de la Nación, por cobro (le pesbs. 

La materia de la causa np es federal. Se discute la proce- 
dencia del cobro de daños y perjuicios cuya responsabilidad la 
nctora imputa a las Obras de Salubridad. 

Tampoco procede dicho fuero nacióme persotíw. 

I«as Obras Sanitarias de la Nación tienen el carácter de 
institución local, con |>crsonería distinta del Gobierno Federal. 

Asi lu lia resuelto V, K, (tomo 130, pág. 323». 

Xo es el caso. pues, de aplicación del art. 111, ¡he. 5." de 
la ley X." 1893 y sus concordantes, ya que la Nación no es 
pane en la causa. 

Opino. .])or lo tanto, que corres|K>nde confirmar la aludida 
sentencia de la Cámara declarando la incompetencia de la jus- 
ticia federal para conocer en esta demanda. 

líorach A*. Larrcfa. 



1-".\IJjo !)ti I.A SL'PRKMa CORTK 

Bueno» Air», Marzo 10 de Ifc* 

Y vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Apelación de la Capital en 
el juicio seguido tpor la Compañía «le Tran\v<ays Anglo Argentina 
contra las Obras Sanitarias de la Xación, j>or cobro de i>esos. 

Y considerando: 

Que por expresa disposición de la ley están exceptuados 
del conocimiento de la justicia federal todos los casos relativos 
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a instituciones: regidas por leyes qttc sancione el Congreso en 
ejercido ilé la atribución que le confiere el inciso 27 del ar- 
ticulo f>7 tic la Constitución y cjuc se refiere al gobierno y admi- 
nistración dé la Capital (ley núnlero 1893, art. 111, inciso i.">. 

Que la jurisprudencia de esta Oírte ha dejado establecido, 
entre otros casos, en citados en autos; <pte la ley de orga- 
nización de las Obras Sanitarias de la Nación número Stfty, ha 
mantenido para las niisnias el carácter de institución local <jue 
tuvieron al Instituirá como obras de salubridad de la Capital. 
( Fallió»: tomo 69, pagina 9: tomo 117. página ió¿: tonió 130. 
Ingina 323)- 

Que en consecuencia, j tratándose en id siip judicc A " una 
demanda por daños y perjuicios instaurada por la Compañía 

Vnglo Vi^cntina de Tranways contra la repartición de referen- 
cia. e> evidente, c|iie no procede por concepto alguno el fuero 

federal, sino el dé !«»> Tribunales de orden local, en tanto las 
actuaciones del litigio promovido no afecten ni envuelvan nin- 
guna cuestión especialmente regida por la Constitución, trata- 
dos, leyes nacionales ti otras de carácter igualmente federal. 

Por estos fundamentos, los del dictamen del señor Procu- 
rador General v ¡os concordantes de la semencia apelada de fo- 
jas 103. se la confirma en todas stis parles. Xotificpiese y re- 
puestO el pít|>eÍ devuélvase al tribuna] de procedencia. 

J. PltíUKltOA AUORTA. — UOHKR- 
TO RKPRTTO. — M. LAUREX- 
i'KX \. 



Sumario incoado a Nicolás Calandridla, por alentado tí la salud 
pública. 

Sumarlo: i." X.. procede el recurso extraordinario del artículo 
1 {. lev |8; contra una resolución de una Cámara de Apc- 



DB JUSTICIA Dg Í.A NACIÓN 



433 



lación en lo Criminal y Correccional que fundada en ra- 
zones de hecho y de prueba, e interpretando y aplicando 
una ley incorporada al Código Penal (la 11.309), resuelve 
la causa dictando el sobreseimiento provisional en la misma. 

3/ Kl sobreseimiento provisorio no es por su naturaleza, 
ni por sus efectos, la sentencia definitiva a que se refiere 
el articulo 6." de la ley 4055. 

Cuso: Lo explica el siguiente: 



FAM.O DE I,A CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Marco 10 de 1936 

Vistos y considerando: 

Que la cuestión planteada y debatida e:i este juicio, versa 
sobre si el recurrente*. Xicolás Calandricllo, oslaba o tío autori- 
zado para expender éter sulfúrico sin receta médica, no siendo 
para USOS industriales, en atención a que se trata de un nar- 
cótico, según informe del Departamento de Higiene (fojas 36), 
y a lo dispuesto por el artículo 1." de la ley 11.309 reforma- 
toria de los artículos 204 y 205 del Código Penal, e incorporada 
a éste jH>r consiguiente. 

Que el Juez de Instrucción resolvió el caso decretando el 
sobreseimiento definitivo en virtud de la resolución del Poder 
Ejecutivo de fojas 64, que autoriza la venta de dicha sustancia 
para usos industriales, no obstante «que el Procurador Fiscal 
habia pedido el sobreseimiento provisorio "por cuanto la prueba 
" de autos deja en pie dudas acerca de la circunstancia de hal>er 
" ignorado aquél, que la persona a quien le vendió el éter sul- 
" furico, lo emplease como narcótico" (fojas 53 y 66 vuelta). 

Que apelada esta resolución por el Procurador Fiscal para 
ante la Cámara en lo Criminal y Correccional, ésta la revocó 
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fühdada en que la ley 11.309 prohil* la venta <!c narcóticos 
sin receta médica; qtje el éter sulfúrico es una sustancia de esa 
clase, y que la resolución del Ppdcr Ejecutivo de fojas 64, es 
posterior al hecho sub causa, y se refiere a la venta de «quetla 
sustancia para uso industrial y en forma determinada. 

Qlie, como se ve, se trata |>or una parte de cuestiones de 
hecho y de pruebas, y por otra de la interpretación y aplicación 
de una ley incorporada al Código Penal, no habiéndose produ- 
cido, por lo tanto, el caso federal, que podría determinar la 
procedencia del recurso extraordinario autorizado pst el aaicilib 
14 de la ley número 48. 

Qtíe el artículo 10 de la Constitución Nacional que ¿1 re- 
cúrrente considera vulnerado i>or la sentencia ajwlada. adema; 
de haber sido extemporáneamente invocado, no guarda relación 
directa e inmediata con la cuestión resuelta, y no puede influir 
por consiguiente, en favor del recurso interpuesto, en vista de 
lo que dispone el articule» 15 de la misma ley. 

fhie por otra parte el sobreseimiento provisorio, no es ni 
¡M>r su naturaleza ni por sus efectos, la sentencia deímitivi a 
<|iie se refiere el articulo o>.° de la ley número 4055. de medo 
que tampoco procede el recurso extraordinario, por esa ci-cuns- 
: ancia. 

Por lo expuesto se declara mal concedido el recurso» Moli- 
fiqúese y repuesto el pa]>el devuélvase. 

J. FíCUEROa AtCORTA. — RoRKR- 
TO Rewctto. — M. LaurEn- 

CKNA. 
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Doña Carmen V. de BspUtáo¡a contra ¡a provincia de Santa Fe, 
por cobro de pesos; sobre prórroga para contestar la vista 
conferida de ¡a liquidación presentada. 

Sumario : f¿* El domicilio constituido se repula subsistente para 
todos los efectos legales siempre que la notificación se haya 
hecho en c! domicilio constituido y no en otro, y siempre 
que no se demuestre a posteriori, cuando media un largo 
lapso de tiempo de paralización del juicio, que la procura- 
ción había cesado con mucha anterioridad al momento en 
que se la tuvo por subsistente. 

2.° La falta de cumplimiento a lo preceptuado en la úl- 
tima parte del articulo 8.* de la ley 50, impide que corra 
el término respectivo. (El de seis dtfe. en el caso, según 
lo dispuesto en el articulo 543 del Código de Procedimien- 
to de la Capital). 

Caso : Lo explica el siguiente : 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

toenos Alrtt . Mirto 12 de 19» 

Autos y vistos, considerando: 

Que la vista de la liquidación presentada a fojas 1210 ha 
sido notificada a don Martín Uniuiue (diligencia de fojas 1212) 
en un domicilio que no fué el constituido por éste no obstante 
hacer seis años que liabia dejado de ser procurador de la Pro- 
vincia de Santa Fe. 

Que si bien es cierto que el domicilio una vez constituido 
se reputa subsistente para todos los efectos legales (artículo 12 
del Código de Procedimientos de la Capital aplicable como ley 
supletoria) ello es asi. cuando la notificación se ha hecho en 
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e j dOlriiciKo constituido y nu en otro y siempre que no se de- 
muestre a posterior,, cuando media un largo lapso de tiempo 
de paralización del juicio, que la procuración había cesado con 
mucha anterioridad al momento en que se la tuvo por subsistente. 

Que es «le observar asimismo, que el actor no acompaño 
copia" leí escrito presentado ni del testimonio de la hijuela con 
que lo instruía, .orno lo preceptúa el articulo S." de la ley 5Q, cir- 
cunstancia esta que ¡liijiedii le corriese termino a la provincia. 

One todo ello fué tenido en cuenta por el tribunal para ac- 
ceder al pedido «le. prórroga, el cual en su fondo no era otra 
cosa que el otorgamiento de todo el plazo legal (articulo 543 
del Código de Procedimientos pura la Capital, ley supletoria», 
a turlir de la presentación del escrito de fojas 1213. P"cs en 
ese momento recién -e produjo la notificación legal de la pro- 
vincia. Articulo 40. Código de Procedí miemos de la Capital. 
2." pane. 

En su mérito se mantiene el auto de fojas I2l6 ( 1 1 cu la 
parte que lia sido materia de la revocatoria. Las estas por sU 
Orden I" ,r no encontrar mérito para imponerlas a ninguna de 
las partes. Nqtífíquesc y corran los autos según su estado. Re- 
póngase el papel 

J. FlCUEROA AfcCORTA. — RA- 
MÓN MÉNDEZ. — RnBERTO 

RepBTTo. — M. Laurencejca 



Buenos Air*». Febrero 24 de 19»i 

, | , por presentado y por parle en el carácter <|iic invoca a 
mérito del iH.der adjunto «pie se desasará bajo la «lel.ida cons- 
tancia en autos, y por c«.nstituí«lo su domicilio legal llágasele 
s ; ,b,-r los «lias designados para notificaciones en Secretaria. 
Atento las raines expuestas y lo solicitado concédese prorroga 
por seis «lias para cntcstar la vista conferida. 

■ 

Ftgueroa Alcorta. 



